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TITULO  XV 

DE  LOS  CONTRATOS  DE  PRENDA,  HIPOTECA  Y  ANTÍCRESIS 


CAPÍTULO   PRIMERO 

DISPOSICIONES  COMUNES  A  LA  PRENDA  Y  A  LA  HIPOTECA 

ARTICULO  1.857 

Son  requisitos  esenciales  de  los  contratos  de 
prenda  é  hipoteca: 

I  .*  Que  se  constituya  para  asegurar  el  cumpli- 
miento de  una  obligación  principal. 

2.°  Que  la  cosa  pignorada  ó  hipotecada  perte- 
nezca en  propiedad  al  que  la  empeña  ó  hipoteca. 

3.**  Que  las  personas  que  constituyan  la  prenda 
ó  hipoteca  tengan  la  libre  disposición  de  sus  bie- 
nes ó,  en  caso  de  no  tenerla,  se  hallen  legal  mente 
autorizadas  al  efecto. 

Las  terceras  personas  extrañas  á  la  obligación 
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principal  pueden  asegurar  ésta  pignorando  ó  hipo- 
tecando sus  propios  bienes. 


ARTICULO  1.858 

Es  también  de  esencia  de  estos  contratos  que, 
vencida  la  obligación  principal,  puedan  ser  enaje- 
nadas las  cosas  en  que  consiste  la  prenda  ó  hipo- 
teca  para  pagar  al  acreedor. 


ARTICULO  1.859 

El  acreedor  no  puede  apropiarse  las  cosas  dadas 
en  prenda  ó  hipoteca,  ni  disponer  de  ellas. 


Reconoce  el  Código,  como  indicamos  incidentalmenle  al 
ocuparnos  del  artículo  i  .822,  cuatro  especies  de  contratos 
de  garantía:  el  de  fianza,  regulado  en  el  título  anterior,  y 
los  de  prenda,  hipoteca  y  antícresis,  de  los  que  trata  en  el 
presente,  agrupándolos  en  él  por  las  analogías  que  entre 
ellos  existen.  Tienen  uno  y  otros  de  común  el  constituir 
obligaciones  igualmente  accesorias  y  subsidiarias;  todos 
requieren  para  su  existencia  la  de  otra  obligación  princi- 
pal, preexistente  ó  simultáneamente  constituida,  á  la  que 
sirven  de  garantía  y  sin  la  cual  no  tendrían  razón  de  ser;  y 
en  todos  ellos  depende  su  efectividad  del  incumplimiento 
de  la  obligación  asegurada;  pero  les  separa  una  diferencia 
esencial,  cual  es  la  de  que  la  garantía  es  en  la  fianza,  per- 
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sonal,  y,  como  tal,  ha  de  prestarla  persona  distinta  del 
•principal  obligado,  puesto  que  nadie  puede  garantizarse  á 
sí  mismo;  al  paso  que  el  aseguramiento  por  medio  de  la 
prenda,  de  la  hipoteca  y  de  la  antícresis  es  de  carácter  real 
y  obliga  al  cumplimiento  de  la  obligación  garantizada  á 
una  cosa  mueble,  á  un  inmueble  ó  á  los  frutos  de  éste,  res- 
pectivamente; razón  por  la  cual  puede  constituirlas  el 
mismo  obligado,  ó  un  extraño,  ya  que  la  garantía  se  esta- 
blece en  consideración  al  valor  de  la  cosa  misma  y  sin  te- 
ner en  cuenta  las  condiciones  y  circunstancias  que  concu- 
rren en  la  persona  á  quien  pertenecen,  como  en  la  fianza 
ocurre. 

Deslindada  hoy  con  toda  precisión  la  naturaleza  distinta 
de  la  prenda  y  de  la  hipoteca,  que  permanecieron  por  mu- 
cho tiempo  confundidas  en  la  legislación  antigua,  conser- 
van, no  obstante,  principios  y  condiciones  que  son  á  am- 
bas comunes,  y  que  justifican  las  disposiciones  de  este  pri- 
mer capítulo,  aplicables  á  uno  y  otro  contrato.  Según  la 
primera  de  ellas,  son  requisitos  esenciales  que  á  ambos 
caracterizan,  que  la  prenda  ó  hipoteca  se  constituya  para 
asegurar  el  cumplimiento  de  una  obligación  principal,  lo 
cual,  como  hemos  visto  al  tratar  de  la  fianza,  es  inherente 
á  todo  contrato  accesorio  de  garantía;  que  la  cosa  pigno- 
rada ó  hipotecada  pertenezca  en  propiedad  al  que  la  empeña 
ó  hipoteca;  y  que  las  personas  que  la  constituyan  tengan 
la  libre  disposición  de  sus  bienes,  ó,  en  caso  de  no  tenerla, 
se  hallen  para  ello  autorizadas  legalmente;  requisitos,  los 
dos  últimos  que  impone  la  naturaleza  de  estos  contratos, 
por  cuanto,  sin  la  facultad  concedida  al  acreedor  pignora- 
ticio ó  hipotecario  de  enajenar,  ó  mejor  dicho,  de  pedir  la 
enajenación  de  la  cosa  dada  en  prenda  ó  hipoteca,  una  vez 
vencida  y  no  satisfecha  la  obligación  principal,  para  con  su 
importe  cobrar  su  crédito,  no  podría  tener  efectividad  la 
garantía,  y  este  derecho  real,  que  el  acreedor  adquiere  por 
virtud  del  contrato  accesorio,  como  desmembración  que  es 
del  dominio,  sólo  puede  transmitirlo  el  propietario  que  tiene 
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la  libre  disposición  de  sus  bienes,  ó  el  que,  por  asumir  su 
representación  legal  ó  convencional,  esté  facultado  para 
ello.  Y  claro  es  que,  pudiendo  dar  en  prenda  ó  hipotecar 
sus  bienes  los  extraños  á  la  obligación  principal  garanti- 
zada, han  de  reunir,  para  poder  hacerlo,  las  mismas  con- 
diciones que  el  que  da  en  prenda  ó  hipoteca  en  garantía  de 
sus  propias  obligaciones. 

Por  lo  expuesto,  se  comprende  la  razón  de  que  se  consi- 
dere también  de  esencia  en  estos  contratos  el  que  puedan 
ser  enajenadas  las  cosas  pignoradas  ó  hipotecadas  al  ven- 
cimiento de  la  obligación  asegurada.  Es  esto  lo  que,  preci- 
samente, constituye  la  finalidad  de  los  contratos  de  prenda 
é  hipoteca,  que,  de  otro  modo,  serían  totalmeme  inútiles  é 
ilusorios.  Esta  facultad  concedida  al  acreedor  no  lleva, 
sin  embargo,  consigo  ía  de  apropiarse  las  cosas  en  que 
consiste  la  garantía  ni  la  de  disponer  de  ningún  modo  de 
ellas,  aunque  la  obligación  garantizada,  haya  quedado  in- 
cumplida. El  derecho  del  acreedor  está  limitado  á  pedir  su 
enajenación  para  ser  pagado  con  su  importe,  sujetándose 
á  lo  que  la  ley  tiene  prevenido  para  llevar  á  cabo  esta  clase 
de  enajenaciones.  Así  lo  dispone  el  artículo  i.SSq  del  Có- 
digo, y  así  lo  confirmó  el  Tribunal  Supremo  en  su  senten- 
cia de  3  de  Noviembre  de  1902  (i)  en  la  que,  tratándose  de 
la  apropiación  por  un  prestamista  de  los  objetos  que  había 
recibido  en  prenda  en  virtud  de  varios  contratos  que  el 
prestatario  no  había  cumplido,  se  consignó  que,  si  bien 
está  fuera  de  toda  duda  que  los  contratos  son  obligatorios, 
cualquiera  que  sea  la  forma  en  que  se  hayan  celebrado,  si 
en  ellos  concurren  las  condiciones  esenciales  para  su  vali- 
dez, y  que  las  obligaciones  que  de  ellos  nacen  tienen  fuerza 
de  ley  entre  los  contratantes,  es  así  mismo  evidente  que 
estos  dos  preceptos  de  los  artículos  1.278  y  1.091  del  Có- 
digo civil  están  subordinados  á  lo  dispuesto  en  el  1.255  que 
no  permite  establecer  pactos  contrarios  á  las  leyes,  á  la 


( I )    Apéndice  de  igoi  y^igo 2;  p¿g.  724. 


Digitized  by  CjOOQ IC 


ARTÍCULOS   1.857  AL   I.SSq  Q 

moral  ni  al  orden  público,  uno  de  los  cuales  pactos  sería, 
según  los  términos  generales  del  articulo  i  .SSq,  el  en  que  se 
estipulara  que  el  deudor  pudiera  apropiarse  la  cosa  dada  en 
prenda,  como  si  le  fuera  vendida,  por  solo  el  transcurso 
del  término  del  contrato  de  préstamo. 

Como  complemento  de  esta  doctrina  é  interpretación 
extensiva  del  precepto  contenido  en  el  artículo  i.SSg,  pre- 
cisa tener  en  cuenta  la  sentencia  de  21  de  Octubre  del  mis- 
mo año  1902  (i).  En  el  caso  á  que  dicha  sentencia  se  re- 
fiere, se  estipuló  que  podría  un  acreedor  hipotecario,  una 
vez  vencida  y  no  satisfecha  la  obligación  por  el  deudor, 
proceder,  sin  intervención  de  los  Tribunales,  á  la  venta  de 
las  fincas  hipotecadas,  por  medio  de  subasta  pública,  por 
el  tipo  en  que  quedaban  gravadas,  y  con  26  por  100  de  re- 
baja para  la  segunda  subasta,  si  en  la  primera  no  hubiera 
postor;  pudiendo,  si  tampoco  lo  había  en  la  segunda,  ser 
adjudicadas  por  el  último  tipo  al  acreedor;  que  llegado  este 
caso  podría  requerir  al  deudor  para  que,  en  el  término  de 
ocho  días,  le  otorgara  la  correspondiente  escritura;  y  que, 
si  no  concurría  á  hacerlo,  se  tendría  la  que  entonces  otor- 
gaban como  escritura  de  venta  y  bastaría  para  inscribir  las 
fincas  á  nombre  del  acreedor  en  el  Registro  de  la  propiedad. 
Y  resolviendo  el  recurso  interpuesto  por  el  deudor  contra 
la  sentencia  que  declaró  válida  la  escritura  referida  y  la 
inscripción  de  las  fincas  hipotecadas  á  nombre  del  acreedor, 
por  haber  ocurrido  todos  los  casos  en  aquélla  previstos, 
consigrjó  el  Tribunal  Supremo  que  el  pacto  en  virtud  del 
cual  el  deudor  concede  al  acreedor  hipotecario  el  derecho 
de  vender  en  subasta  pública  extrajudicial  la  cosa  hipote- 
cada para  hacerse  pago  de  la  deuda,  no  implica  apropiación 
de  aquélla,  sino  sólo  una  derivación  de  la  facultad  concedida 
á  los  contratantes  en  el  artículo  1.255  del  Código  civil,  fa- 
cultad no  contraria  á  la  ley,  ya  que  lo  único  vedado  por 
ésta  consiste  en  que  el  acreedor  pueda,  por  sólo  la  falta  de 
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pago,  adquirir  la  propiedad  de  la  cosa  dada  en  hipoteca,  y 
el  pacto  expresado  autoriza  únicamente  para  venderla  con 
las  condiciones  estipuladas,  autorización  aneja  al  dominio 
y  no  contraria  tampoco  á  la  moral  y  al  orden  público, 
puesto  que  lo  autorizado  por  el  mismo  Cádigo  en  cuanto 
al  acreedor  pignoraticio,  según  el  artículo  1.87^,  no  podría 
nunca  estimarse  injusto  con  respecto  al  acreedor  hipoteca- 
rio cuando  expresamente  el  deudor  ha  convenido  tal  forma 
de  pago. 

6uesti6n  1.^ — ¿Puede  estimarse  que  tiene  la  libre 
disposición  de  sus  bienes,  á  los  efectos  del  artícu- 
lo 1.857  del  Código  civil,  el  que  los  hipoteca  con  cono- 
cimiento de  que  están  sujetos  á  embargo  á  instancia  de 
un  tercero? 

Sentencia  de  31  de  Bioiembre  de  1897. 

En  juicio  ejecutivo  seguido  por  Don  José  Pí  contra 
Don  Diego  García  Zornoza  para  cobro  de  2.5oo  pesetas, 
fueron  embargadas  dos  casas  sitas  en  Almansa,  una  de 
ellas  en  la  calle  de  la  Libertad,  entonces  en  construcción, 
que  no  pudo  anotarse  en  el  Registro  por  no  estar  inscritas 
á  nombre  del  deudor,  tomándose  anotación  de  suspensión, 
que  al  transcurrir  los  sesenta  días  fué  cancelada;  cuyo  em- 
bargo se  amplió,  una  vez  dictada  sentencia  de  remate,  en 
1 3  de  Junio  de  1893,  á  dos  casas  contiguas,  una  de  ellas  en 
construcción  en  la  calle  de  la  Libertad,  expidiéndose  man- 
damiento para  la  anotación  preventiva  en  el  Registro,  pero 
sin  que  conste  que  se  efectuara;  y  por  sentencia  del  Juz- 
gado de  Almansa  de  10  de  Septiembre  de  1892,  se  condenó 
á  Don  Diego  García  Zornoza  á  pagar  á  Doña  Concepción 
Merita  2.5oo  pesetas,  intereses  y  costas,  siendo  embarga 
das  las  tres  referidas  casas. 
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Con  posterioridad  á  estas  sentencias  y  embargos,  pro- 
movió Zornoza  expediente  para  acreditar  la  posesionen  que 
estaba  de  las  dos  casas  de  la  calle  de  la  Libertad;  é  inscrita 
la  posesión  en  el  Registro  en  3  de  Octubre  de  1892,  se  otor- 
gó el  día  7  una  escritura  pública,  que  fué  también  inscrita 
en  el  Registro  el  10,  por  la  que  García  Zornoza  recibió  de 
Don  Miguel  Belda,  en  calidad  de  préstamd,  7.500  pesetas, 
de  cuya  entrega  dio  fe  el  Notario,  hipotecando  á  la  seguri- 
dad del  pago  las  dos  casas  de  la  calle  de  la  Libertad;  y  por 
otra  escritura  de  9  del  mismo  mes  de  Octubre,  confesó 
García  Zornoza  tener  recibidas  de  Don  Gabriel  Millán  y 
López  3o.ooo  pesetas,  en  garantía  de  cuyo  pago  constituyó 
sobre  las  mismas  casas  segunda  hipoteca. 

En  tal  estado  formuló.  Doña  Concepción  Merita  la  de- 
manda de  este  pleito,  con  la  pretensión  de  que  se  declara- 
sen rescindidos  los  dos  relacionados  contratos  de  préstamo 
con  hipoteca,  como  celebrados  en  fraude  de  la  demandante 
y  del  otro  acreedor  Don  José  Pí;  y  alegó  que  con  tales  con- 
tratos quedaba  insolvente  el  deudor  por  carecer  de  toda  otra 
clase  de  ))ienes,  habiéndolos  celebrado  cuando  ya  se  había 
dictado  sentencia  de  remate  en  favor  de  Pí,  y  estaba  conde- 
nado en  primera^instancia  por  lo  que  á  la  exponente  debía; 
que  había  contraído  tales  préstamos  inmediatamente  des- 
pués de  inscribir  la  posesión,  y  que  por  estas  circunstancias, 
por  la  de  haber  hipotecado  las  casas  por  40.500  pesetas, 
suma  muy  superior  á  su  valor,  y  ser  la  segunda  hipoteca 
por  deuda  confesada  á  favor  de  Don  Gabriel  Millán,  her- 
mano político  suyo,  se  demostraba  que  aquellos  contratos 
no  tenían  otro  objeto  que  el  de  defraudar  á  sus  legítimos 
acreedores. 

Don  Miguel  Belda  impugnó  la  demanda  exponiendo  que 
prestaba  con  interés, sin  consideración  á  las  personas  á  quie- 
nes lo  hacía",  y  fijándose  únicamente  en  las  fincas  con  que 
le  garantizaban;  y  que  habiendo  examinado  los  títulos  de 
las  casas  que  García  Zornoza  le  ofreció  en  garantía,  y  ente- 
rado en  el  Registro  de  que  no  tenían  gravamen  alguno,  no 
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i^*.f  .r.o:»nven.cn:e  en  rcaliz-ir  el  rresix-r.o  de  7. 5oo  pesetas 
^  jfc  er.iregi  á^resenrla  del  Notar.:  y  de  l:s  íes::¿:os.  por  lo 
q  je  el  Cjr2tra:o  no  ten  a  vico  alguno  que  I^  invalidara. 

IrTip-i^ada  tarr.b.éa  la  dercj^nda  por  M.llaa  y  García 
Zornoza,  y  dictada  sentencia  por  la  Audiencia  de  Albacete, 
absolviendo  á  Don  Mi^jel  Belda.  por  ser  wilidoel  contrato 
de  préstamo  por  el  mismo  celebrado,  y  declarando  rescin- 
d.do  ei  llevado  i  cabo  por  Zomo za  y  Millia,  como  cele- 
brado en  fraude  de  acreedores,  interpuso  Doña  Concep- 
ción Meríta  recurso  de  casación,  alegando  la  infracción 
del  artícjiO  i. 297  del  Código  civil,  ai  no  estimar  nulo  el 
contrato  celebrado  por  Zornoza  con  Belda  cuando  ya 
exisifan  contra  el  primero  varios  mandamientos  de  em- 
bargo: la  del  1.837,  al  estimarse  subsistente  la  hipoteca  en 
el  mismo  contrato  constituida  sobre  bienes  de  que  Zor- 
noza no  podía  dispDner  libremente  por  hallarse  embar- 
gados; la  del  número  tercero  del  1.291,  por  no  declararse 
rescindido  el  repetido  contrato,  sin  lo  cual  no  le  era  po- 
sible á  la  recurrente  el  cobro  de  las  sumas  que  Zornoza 
estaba  condenado  á  satisfacer;  error  de  hecho  en  la  aprecia- 
ción de  la  prueba  al  no  considerar  al  acreedor  Belda  de 
acuerdo  con  el  deudor  para  cometer  el  fraude;  é  infracción 
del  número  segundo  del  artículo  3j  de  la  Ley  Hipotecaria, 
como  consecuencia  del  error  de  hecho  anteriormente  ale- 
gado. 

El  Tribunal  Surremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso 
Considerando  que  es  apreciación  de  la  Sala  sentencia- 
dora que  el  acreedor  Don  Miguel  Belda  entregó  de  presente, 
ante  Notario,  la  cantidad  importe  del  préstamo  hipotecario 
que  motiva  este  recurso;  que  no  se  ha  probado  que  sea 
cómplice  en  el  fraude  que  se  alega  para  pretender  su  res- 
cisión, ni  aun  que  tuviese  conocimiento  del  propósito  frau- 
dulento del  prestatario;  que  nada  constaba  en  el  Registro 
que  pudiera  inducirle  á  sospechar  de  la  situación  de  éste; 
y,  por  tanto,  que  el  referido  Belda  está  en  la  situación  de 
tercero,  contra  el  que  no  se  dan  acciones  rescisorias  ni  re- 


Digitized  by  CjOOQ IC 


ARTÍCULOS  1.857  AL  I  .RSg  I  3 

solutorias,  conforme  á  los  artículos  Sy,  Sg  y  40  de  la  Ley 
Hipotecaria. 

Considerando  que  los  documentos  con  que  se  pretende 
demostrar  el  error  que  se  supone  cometido  en  esta  apre- 
ciación, ó  son  inatinentes,  ó  demuestran  precisamente  lo 
contrario,  puesto  que  la  certificación  del  Registro,  decisiva 
para  el  caso  de  que  se  trata,  explica  que  las  fincas  hipote- 
cadas á  Belda  no  estaban  embargadas  ni  gravadas  cuando 
se  otorgó  el  contrato. 

Considerando,  por  tanto,  que  la  referida  sentencia,  lejos 
de  infringir,  se  ajusta  á  los  preceptos  de  la  Ley  Hipotecaria 
en  que  funda  su  resolución,  en  la  parte  á  que  se  contrae  el 
recurso,  y  'no  ha  desconocido  los  del  Código  civil,  que 
también  se  invocan  en  los  motivos,  ni  comete  el  error  de 
hecho  que  se  supone. 

Como  se  ve,  el  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar 
al  recurso  en  el  caso  de  esta  sentencia,  porque  no  constando 
en  el  Registro  que  los  bienes  hipotecados  hubiesen  sido 
objeto  de  embargo,  no  podía  ser  rescindido  ni  anulado  el 
contrato  en  perjuicio  del  acreedor  hipotecario,  por  estar 
en  la  situación  de  tercero,  contra  el  que  no  se  dan  acciones 
rescisorias  ni  resolutorias,  conforme  á  los  artículos  87,  3q 
y  40  de  la  Ley  Hipotecaria;  pero  se  desprende  del  con- 
texto de  los  Considerandos  la  conclusión  de  que  no  tiene 
la  libre  disposición  de  sus  bienes,  á  los  efectos  del  artículo 
1.857  del  Código,  el  que  los  hipoteca  con  conocimiento  de 
que  están  sujetos  á  embargo  á  instancia  de  otra  persona. 


Guestión  2.*--La  nulidad  del  pacto  llamado  co- 
misario, ¿lleva  consigo  la  ineficacia  de  la  obligación 
principal  por  el  mismo  garantizada? 
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Sentencia  de  19  de  Noviembre  de  1891. 

Por  escritura  de  3  de  Marzo  de  i88o  confesaron  Don 
Pablo  Magallón  y  su  esposa  tener  recibida  de  los  Patronos 
del  Pío  legado  de  la  Enseñanza  de  Lahoz  de  la  Vieja,  la 
cantidad  de  25.ooo  pesetas,  que  se  comprometían  i  devol- 
ver en  el  término  de  diez  años,  con  el  interés  anual  del  5 
por  100,  hipotecando  en  garantía  el  molino  titulado  El  Ho- 
cino, silo  en  el  término  de  Blesa. 

Transferida  la  propiedad  del  molino  á  Doña  Francisca 
Magallón,  y  pendiente  de  pagóla  cantidad  con  que  estaba 
gravado,  otorgaron  un  documento  privado  los  Patronos  del 
Pío  legado  y  Don  Tomás  Royo,  como  marido  de  Doña 
Francisca  Magallón,  en  20  de  Mayo  de  1889,  estipulando: 
en  la  cláusula  1/'*,  que,  no  siendo  posible  al  Don  Tomás 
entregar  en  metálico  la  cantidad  adeudada  é  intereses  ven- 
cidos, que  ascendían  á  un  total  de  40.000  pesetas,  y  no 
conviniendo  á  la  fundación  verificar  el  cobro  en  fincas,  se 
concedía  al  deudor  el  plazo  de  cuatro  años  para  realizar  el 
pago  de  aquella  cantidad,  sin  que  durante  dicho  plazo  de- 
vengase interés  alguno;  en  la  2.*,  que  aquel  documento 
se  elevaría  á  escritura  pública;  en  la  3/\  que  al  otor- 
garse la  escritura  se  concedería  á  Royo  la  facultad  de  hipo- 
tecar el  molino  á  otra  persona,  siempre  que  al  constituirse 
la  nueva  hipoteca  entregara  el  importe  de  la  deuda  pen- 
diente; y  en  la  4.*,  que  vencido  el  plazo  de  cuatro  años 
concedido  sin  que  Royo  hubiese  solventado  la  deuda,  que- 
daría la  finca  hipotecada  de  propiedad  de  la  fundación, 
como  completo  pago  de  la  deuda. 

Pocos  meses  después  del  otorgamiento  de  este  contrato 
privado,  en  4  de  Febrero  de  1890,  cedieron  los  Patronos  de 
la  fundación  á  Don  Joaquín  Calvo  y  Blasco,  por  escritura 
pública,  el  crédito  hipotecario  referido  y  sus  intereses;  y  al 
tener  noticia  Don  Tomás  Royo  de  la  cesión,  dedujo  la  de- 
manda de  este  pleito  solicitando  que  se  declarase  la  obli* 
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gación  en  qqe  estaban  los  Patronos  demandados  de  consig- 
nar en  escritura  pública  el  contrato  privado  de  20  de  Mayo 
de  1889,  y  V^^  s'  P^^  ^^s  actos  posteriores  al  mismo,  por 
ellos  realizados,  no  podían  otorgar  la  escritura,  se  les  con- 
denara al  abono  de  los  daños  y  perjuicios  que  por  su  incum- 
plimiento se  ocasionasen  al  demandante;  á  lo  que  contesta- 
ron los  demandados  que  el  documento  privado  en  que  se 
fundaba  la  demanda  era  nulo,  por  serlo  todo  contrato  en 
que  se  consigna  un  pacto  comisorio,  como  el  contenido  en 
la  cláusula  cuarta. 

Sustanciado  el  pleito  en  dos  instancias,  dictó  sentencia 
la  Audiencia  de  Zaragoza  declarando  válido  y  subsistente 
el  contrato  privado  de  20  de  Mayo  de  1889,  y  condenando 
á  los  demandados,  de  conformidad  con  lo  estipulado  en  las 
cláusulas  primera  y  segunda,  á  elevarlo  á  escritura  pública; 
y  en  el  caso  de  no  poderse  otorgar  ésta  por  la  cesión  del  cré- 
dito hecha  á  favor  de  Don  Joaquín  Calvo  y  Blasco,  ó  por 
cualesquiera  otros  hechos  imputables  á  los  mismos,  á 
•  indemnizar  al  demandado  todos  los  daños  y  perjuicios  que 
por  tales  motivos  se  le  hubiesen  ocasionado,  tomando  por 
base  para  regularlos  el  pacto  primero  del  contrato,  que  con- 
cedía al  actor  cuatro  años  de  plazo  para  satisfacer  la  can- 
tidad adeudada. 

Los  Patronos  del  Pío  legado  de  la  Enseñanza  interpu- 
sieron contra  esta  sentencia  recurso  de  casación,  citando 
como  infringidos,  en  el  motivo  primero,  el  artículo  1.261 
del  Código  civil,  que  enumera  la  causa  como  uno  de  los 
requisitos  esenciales  de  todo  contrato;  el  1.275,  conforme 
al  cual,  no  producen  efecto  alguno  los  contratos  sin  causa 
ó  con  causa  ilícita,  teniéndose  por  ilícita  la  que  se  opone 
á  las  leyes  ó  á  la  moral;  el  1.884,  ^"  armonía  con  el  1.859, 
que  anula  el  pacto  llamado  comisorio,  ó  sea,  el  que  tenga 
por  objeto  transferir  al  acreedor,  en  defecto  de  pago,  la 
propiedad  del  inmueble  aplicado  á  la  garantía;  y  el  107  de 
la  Ley  Hipotecaria,  que  declara  ineficaz  el  pacto  de  no  im- 
poner sobre  el  inmueble  segunda  y  ulteriores  hipotecas; 
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de  todas  cuyas  disposiciones  se  deducía  la  ineficacia  total 
y  originaria  del  contrato  de  20  de  Mayo  de  1889. 
El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso 
Considerando  que  la  sentencia  no  Infringe  el  artícu- 
lo 1. 261  del  Código  civil,  ni  los  demás  que  en  relación  con 
éste  se  citan  en  el  primer  motivo  del  recurso,  porque  lo 
sustancial  del  contrato  privado  que  en  20  de  Mayo  de  1889 
celebraron  y  extendieron  en  papel  simple,  de  una  parte 
como  acreedora,  la  representación  del  Pío  legado  de  la  En- 
señanza, y  de  la  otra,  como  deudor,  Don  Tomás  Royo,  en 
su  personalidad  de  marido, de  Doña  Francisca  Magallón, 
está  contenido  en  la  cláusula  i.*  del  mismo,  ó  sea,  la  fija- 
ción de  la  suma  á  que,  por  conceptos  distintos  ascendía  la 
deuda,  la  prórroga  de  cuatro  años  y  liberación  de  intereses 
que  durante  este  tiempo  se  concedía  al  deudor;  y  la  obli- 
gación que  éste  contraía  de  realizar  en  este  plazo  la  canti- 
dad debida,  siendo  las  demás  cláusulas  de  este  contrato  de 
novación  señaladas  con  los  números  2.*,  3.®  y  4.**,  pactos 
anejos,  cuya  mayor  ó  menor  eficacia  no  puede  romper  el 
vínculo  de  derecho  creado  por  las  partes  en  la  convención 
comprendida  en  el  número  i.®,  que  es  sustancialmente  todo 
el  contrato;  y  porque  el  número  4.**  del  artículo  107  de  la 
Ley  Hipotecaria  y  el  1.884,  ^^  relación  con  el  1.859  y  1.858 
del  Código,  que  como  infringidos  cita  el  recurso,  se  limi- 
tan á  declarar  la  ineficacia  ó  nulidad  de  los  pactos  de  no 
volver  á  hipotecar,  ó  de  adquirir  ó  de  apropiarse  las  cosas 
dadas  en  antícresis,  prenda  ó  hipoteca,  pero  no  la  nulidad 
de  la  obligación  principal  que  garantizan,  cuyo  cumpli- 
miento podrá  pedir  el  acreedor  en  la  forma  que  previene  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  civil. 
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ARTICULO   1.86o 

La  prenda  y  la  hipoteca  son  indivisibles,  aun- 
que la  deuda  se  divida  entre  los  causahabientes  del 
deudor  ó  del  acreedor. 

No  podrá,  por  tanto,  el  heredero  del  deudor 
que  haya  pagado  parte  de  la  deuda  pedir  que  se 
extinga  proporcionalmente  la  prenda  ó  la  hipo- 
teca mientras  la  deuda  no  haya  sido  satisfecha  por 
completo. 

Tampoco  podrá  el  heredero  del  acreedor  que 
recibió  su  parte  de  la  deuda  devolver  la  prenda 
ni  cancelar  la  hipoteca  en  perjuicio  de  los  demás 
herederos  que  no  hayan  sido  satisfechos. 

Se  exceptúa  de  estas  disposiciones  el  caso  en 
que,  siendo  varias  las  cosas  dadas  en  hipoteca  ó 
en  prenda,  cada  una  de  ellas  garantice  solamente 
una  porción  determinada  del  crédito. 

El  deudor,  en  este  caso,  tendrá  derecho  á  que 
se  extingan  la  prenda  ó  la  hipoteca  á  medida  que 
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satisfaga  la  parte  de  deuda  de  que  cada  cosa  res- 
ponda especialmente. 


ARTICULO  1. 86 1 

Los  contratos  de  prenda  é  hipoteca  pueden 
asegurar  toda  clase  de  obligaciones,  ya  sean  pu- 
ras, ya  estén  sujetas  á  condición  suspensiva  ó  re- 
solutoria. 


ARTICULO  1.862 

La  promesa  de  constituir  prenda  ó  hipoteca 
sólo  produce  acción  personal  entre  los  contratan- 
tes, sin  perjuicio  de  la  responsabilidad  criminal 
en  que  incurriere  el  que  defraudase  á  otro  ofre- 
ciendo en  prenda  ó  hipoteca  como  libres  las  cosas 
que  sabía  estaban  gravadas,  ó  fingiéndose  dueño 
de  las  que  no  le  pertenecen. 


La  prenda  y  la  hipoteca  son  indivisibles  aunque  la  obli- 
gación del  deudor  se  transfiera  á  dos  ó  más  personas,  y  aun 
cuando  se  divida  el  derecho  en  la  misma  forma.  La  expli- 
cación de  este  precepto  general,  contenido  en  el  primer  pá- 
rrafo del  artículo  1.860,  la  da  el  mismo  artículo  en  los  dos 
párrafos  siguientes,  estableciendo  que  no  podrá  el  heredero 
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del  deudor  á  quien  se  haya  transferido  una  parte  de  la  deu- 
da, si  paga  esta  parte,  pedir  que  se  extinga  en  la  misma  pro- 
porción la  prenda  ó  hipoteca,  porque  éstas,  por  su  carácter 
de  indivisibles,  responden  íntegra  iiente  de  la  totalidad  y  no 
pueden  cancelarse  mientras  la  deuda  no  haya  sido  satisfe- 
cha por  completo.  En  correlación  de  esta  prohibición,  im- 
puesta en  beneficio  del  acreedor  y  para  la  absoluta  garantía 
de  su  crédito,  viene  obligado  el  heredero  del  mismo  en 
quien  recaiga  una  parte  del  crédito  hipotecario,  á  no  devol- 
ver la  prenda  ni  cancelar  la  hipoteca,  aunque  haya  cobrado 
la  parte  que  le  pertenezca,  en  tanto  que  los  demás  herede- 
ros, copartícipes  del  crédito,  no  hayan  sido  satisfechos,  por- 
que, de  lo  contrario,  la  garantía  se  dividiría  y  reduciría  an- 
tes de  haberse  extinguido  íntegra  y  totalmente  la  obligación 
asegurada. 

Estos  preceptos  ya  se  contenían  en  la  Ley  Hipotecaria, 
cuyo  artículo  i23  prescribe  que,  si  una  finca  hipotecada  se 
dividiere  en  dos  ó  más,  no  se  distribuirá  entre  ellas  el  cré- 
dito hipotecario  sino  cuando  voluntariamente  lo  acordaren 
el  acreedor  y  el  deudor;  disposición  qiie  está  en  armonía  con 
la  contenida  en  los  dos  últimos  apartados  del  artículo  1.860 
del  Código  civil,  según  los  cuales,  se  exceptúa  de  lo  dis- 
puesto en  sus  párrafos  anteriores  el  caso  de  que,  siendo  va- 
rías las  cosas  dadas  en  prenda  ó  hipoteca,  garantice  cada 
una  de  ellas  solamente  una  porción  determinada  del  crédito; 
en  cuyo  supuesto,  tendrá  derecho  el  deudor  á  que  se  extinga 
la  prenda  ó  la  hipoteca  á  medida  que  satisfaga  la  parte  de 
deuda  de  que  cada  cosa  responda  especialmente.  Así  lo 
prescribe,  también,  el  citado  artículo  de  la  Ley  Hipotecaria, 
y  el  siguiente,  124,  en  los  que  se  consigna  que,  no  verifi- 
cándose la  distribución,  podrá  repetir  el  acreedor  por  la  to- 
talidad de  la  suma  garantida,  contra  cualquiera  de  las  nue- 
vas fincas  en  que  se  haya  dividido  la  primera,  ó  contra  todas 
á  la  vez;  y  que,  por  el  contrario,  dividida  la  hipoteca  por 
voluntad  de  las  partes,  y  pagada  la  parte  del  crédito  con  que 
estuviere  gravada  alguna  de  ellas,  se  podrá  exigir,  por  aquel 
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á  quien  interese,  la  cancelación  parcial  de  la  hipoteca  «n 
cuanto  á  la  misma  fínca. 

Pero  el  penúltimo  apartado,  que  se  acaba  de  citar,  del 
artículo  1.860  del  Código,  por  la  generalidad  con  que  está 
redactado,  lo  mismo  se  refiere  al  caso  de  división  de  una 
finca  hipotecada  en  dos  ó  más,  de  que  antes  nos  hemos  ocu- 
pado, que  al  de  constitución  de  hipoteca  de  varias  fincas  á  la 
vez  por  un  solo  crédito,  supuesto  de  que  tratan  los  artícu- 
los 1 19  al  121  déla  Ley  Hipotecaria.  Estos  artículos  esta- 
blecen la  distribución  de  la  hipoteca,  y  prescriben:  que 
fijada  en  la  inscripción  la  parte  de  crédito  de  que  deba  res- 
ponder cada  uno  de  los  bienes  hipotecados,  no  se  podrá  re- 
petir contra  ellos  con  perjuicio  de  tercero^  sino  por  la  can- 
tidad á  que  respectivamen. ;  estén  afectos;  y  que  esto  se 
entenderá  sin  perjuicio  de  que,  si  la  hipoteca  no  alcanzase  á 
cubrir  la  totalidad  del  crédito,  pueda  el  acreedor  repetir  por 
la  diferencia  contra  las  demás  fincas  hipotecadas  que  con- 
serve el  deudor  en  su  poder;  pero,  sin  prelación,  en  cuanto 
á  dicha  diferencia,  sobre  los  que,  después  de  inscrita  la  hi- 
poteca, hayan  adquirido  algún  derecho  real  sobre  las  mis- 
más  fincas.  ¿Existe  contradicción  entre  estos  preceptos  y 
el  último  de  los  que  contiene  el  artículo  1.860  del  Código? 
Una  cosa  es  la  distribución  de  la  hipoteca,  á  que  los  prime- 
ros se  refieren,  establecida  en  favor  del  deudor  y  de  los 
terceros  que  hayan  adquirido  un  derecho  real  sobre  los  bie- 
nes hipotecados,  pero  sin  perjuicio  del  acreedor,  y  otra 
muy  distinta  es  la  división  de  la  hipoteca  á  que  hace  refe- 
rencia el  precepto  del  Código  al  exceptuar  de  la  indivisibi- 
lidad de  la  hipoteca,  previamente  sancionada,  el  caso  de 
que,  siendo  varias  las  cosas  dadas  en  hipoteca  ó  en  prenda, 
cada  una  de  ellas  garantice  solamente  una  porción  determi- 
nada del  crédito.  Esta  división  de  la  hipoteca  la  admite 
también  la  Ley  Hipotecaria  en  el  caso  que  regulan  los  ar- 
tículos 119  al  121,  al  disponer  á  continuación,  en  el  122, 
que  la  hipoteca  subsistirá  íntegra,  mientras  no  se  cancele, 
sobre  la  totalidad  de  Ips  bienes  hipotecados,  aunque  se  re- 


Digitized  by  CjOOQ IC 


artículos  1.86o  4l  i. 86a  21 

duzca  la  obligación  garantizada  y  sobre  cualquiera  parte 
de  los  bienes  que  se  conserve,  pero  sin  perjuicio  de  lo  que 
se  dispone  en  los  dos  siguientes  artículos,  ó  sea,  en  los  que 
tratan  de  la  división.  No  hay,  pues,  contradicción  alguna 
entre  uno  y  otros  preceptos,  porque  la  distribución  de  la 
hipoteca  constituida  sobre  varias  fincas  por  un  solo  crédito, 
que  es  obligatoria  por  el  precepto  imperativo  del  artícu- 
lo 1 19  de  la  ley  especial,  no  obsta  á  la  facultad  concedida  á 
las  partes  por  el  artículo  i23  de  la  misma  ley  y  por  el  penúl- 
timo apartado  del  1.860  del  Código,  para  dividir  la  hipo- 
teca, constituyendo  tantas  garantías  independientes  entre 
sí  cuantas  sean  las  fincas  hipotecadas  á  la  seguridad  de  un 
solo  crédito  ó  cuantas  sean  las  partes  en  que  se  divide  una 
finca  hipotecada  anteriormente. 

La  promesa  de  constituir  prenda  ó  hipoteca  crea  una 
obligación  válida,  pero  cuya  eficacia  sólo  alcanza  á  produ- 
cir; una  acción  personal,  en  virtud  de  la  cual  se  podrá  exi- 
gir del  que  la  hizo  que,  cumpliendo  lo  prometido,  consti- 
tuya la  garantía.  Sin  la  entrega  al  acreedor  ó  á  un  tercero 
designado  de  común  acuerdo,  de  la  cosa  que  se  da  en 
prenda,  ó  sin  la  inscripción  en  el  Registro  de  la  propiedad 
del  documento  en  que  se  establezca  la  hipoteca,  no  existe  el 
contrato  de  garantía  ni  se  adquieren  los  derechos  en  la  cosa 
que  estetítulo  regula.  Y  claro  es  qiie,  siendo  requisito  esen- 
cial de  estos  contratos  que  la  cosa  pignorada  ó  hipotecada 
pertenezca  en  propiedad  al  que  la  empeña  ó  hipoteca,  sin 
cuyo  requisito  el  contrato  es  nulo,  lo  será  igualmente  la 
promesa  de  constituir  prenda  ó  hipoteca  sobre  bienes  cuya 
propiedad  no  fuese  del  que  ofrece  la  garantía,  ó  que  fueren 
ineficaces  para  el  aseguramiento  de  otra  obligación  por  es- 
tar anteriormenie  gravados.  Esto  sin  perjuicio  de  la  respon- 
sabilidad criminal  en  que  incurrirá  el  que  defraudare  á 
otro  ofreciendo  una  garantía  falsa  por  cualquiera  de  aque- 
llas circunstancias. 
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CAPITULO  II 

DE     LA    PRENDA 


ARTÍCULO  1.863 

Además  de  los  requisitos  exigidos  en  el  artícu- 
lo 1.857,  se  necesita,  para  constituir  el  contrato 
de  prenda,  que  se  ponga  en  posesión  de  ésta  al 
acreedor,  ó  á  un  tercero  de  común  acuerdo. 


Al  tratar  el  Código  del  contrato  de  prenda,  prescinde, 
como  en  otros  muchos  casos,  de  su  definición,  que  suple 
con  la  determinación  de  los  requisitos  que  lo  integran.  De 
éstos,  unos  son  comunes  á  la  prenda  y  á  la  hipoteca,  como 
hemos  visto  al  examinar  los  artículos  1.857  y  1.858,  y  son: 
que  se  constituya  para  asegurar  el  cumplimiento  de  una 
obligación  principal;  que  pertenezca  la  prenda  en  propiedad 
al  que  la  empeña;  que  pueda  su  dueño  disponer  de  ella  li- 
bremente; y  que  pueda  ser  enajenada,  una  vez  vencida  la 
obligación  principal,  para  pagar  con  su  importe  al  acreedor; 
otro  es  característico  y  especial  de  este  contrato  y  consiste 
en  la  necesidad  ineludible  de  que  se  ponga  en  posesión  de 
ella  al  acreedor,  ó  á  una  tercera  persona  de  común  acuerdo. 

Dedúcese  de  todo  ello  que  el  contrato  de  prenda,  ade- 
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más  de  su  carácter  accesorio  y  subsidiario,  es  de  naturaleza 
rea/,  puesto  que  es  necesaria  para  su  validez  la  tradición 
de  la  cosa  sobre  que  recae.  Sin  esta  entrega  no  se  perfec- 
ciona el  contrato,  para  lo  cual  no  basta  el  consentimiento, 
que  por  sí  solo  lo  dejaría  reducido  á  una  promesa,  ya  que 
la  garantía  estriba  en  la  posibilidad  de  la  enajenación  de  la 
cosa  para  hacer  pago  con  su  importe  al  acreedor,  y  para  esto 
es  de  esencia  que  esté  á  su  disposición,  bien  en  su  poder,  ó 
bien  en  el  de  un  tercero  que  entre  á  poseerla  en  su  nombre. 
La  prenda,  por  tanto,  no  puede  quedar  en  poder  del  deu- 
dor; y  si  bien  se  ve  burlado  con  alguna  frecuencia  este  pre- 
cepto legal  por. medio  de  estipulaciones  simuladas  en  las 
que  aparece  el  deudor  como  depositario  ó  arrendatario  de 
la  cosa  objeto  de  la  prenda,  de  cuya  posesión,  por  este 
medio,  no  se  deshace  el  deudor,  creemos  que,  probada  la 
simulación,  y  siendo  el  pacto  simulado  contrario  al  pre- 
cepto que  examinamos,  é  ilícito,  en  su  consecuencia,  con 
arreglo  al  artículo  1.255,  sería  el  contrato  de  prenda  decla- 
rado nulo  por  los  Tribunales. 


euestión  1.*— Según  el  artículo  1.863  del  Código 
civil,  se  necesita,  para  constituir  el  contrato  de  prenda, 
que  se  ponga  en  posesión  de  ésta  al  acreedor,  ó  á  un 
tercero  de  común  acuerdo. 

¿Quedará  cumplido  este  requisito  si  la  cosa  pigno- 
rada se  entrega  á  un  tercero  subsidiariamente  obligado 
por  el  hecho  de  la  pignoración? 

Seatenoia  de  4  de  noviembre  de  1898. 

Por  escritura  pública  otorgada  en  Sevilla  en  1 8  de  Mayo 
de  1893,  constituyeron  Sociedad  colectiva  mercantil  Don 
Evaristo  Manuel  de  Velasco  y  Don  Carlos  Alexandre;  y 
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en  25  de  Febrero  de  1894,  ^1  mismo  Don  Evaristo  Manuel 
de  Velasco,  por  sí  y  como  gerente  de  aquella  Sociedad,  y 
Don  Bartolomé  Belmonie  otorgaron  otra  escritura  en  la  que, 
después  de  consignar  que  el  segundo  había  garantizado  por 
carta  el  pago  de  cierta  cantidad  que  el  primero  debía  á  Don 
Rafael  Navas,  además  de  su  responsabilidad  personal  y  de 
la  que  contraía  como  gerente  de  la  Sociedad,  pignoró  Don 
Evaristo  Manuel  de  Velasco  á  favor  de  Belmonie  tres  má- 
quinas de  la  propiedad  de  dicha  Sociedad,  siendo  condición 
que,  aun  cuando  las  máquinas  pignoradas  quedaban  en  po- 
der de  la  misma  para  continuar  utilizándolas,  podría  Bel- 
monte  disponer  de  ellas  y  venderlas  en  el  momento  en  que 
le  fuera  exigida  la  cantidad  cuyo  pago  había  garantizado. 

Doña  Antonia  Labrada,  á  quien  Don  Evaristo  Manuel 
de  Velasco  debía  cierta  cantidad,  promovió  contra  éste  jui- 
cio ejecutivo,  en  el  que  fueron  embargadas  y  adjudicadas 
en  parte  de  pago  á  la  ejecutante  las  tres  máquinas  antes 
mencionadas,  en  cuya  virtud,  dedujo  Don  Bartolomé  Bel- 
monte  la  demanda  de  tercería  origen  del  recurso,  solici- 
tando que  se  declarase  el  preferente  derecho  á  cobrar  con 
el  importe  en  venta  de  las  máquinas  el  crédito  á  cuya  se- 
guridad habían  sido  pignoradas;  é  impugnada  la  demanda 
por  Doña  Antonia  Labrada,  fundándose,  principalmente, 
en  que  el  actor  no  había  entrado  en  posesión  de  las  máqui- 
nas, declarado  en  rebeldía  Velasco  y  sustanciado  el  pleito 
por  todos  sus  trámites,  dictó  sentencia  la  Audiencia  de  Se- 
villa absolviendo  á  Doña  Antonia  Labrada  de  la  demanda. 

Don  Bartolomé  Belmonte  interpuso  recurso  de  casación, 
alegando,  en  el  motivo  primero,  la  infracción  del  artícu- 
lo 1.863  del  Código  civil,  en  el  que  se  fundaba  la  sentencia 
para  absolver;  por  cuanto  el  recurrente  y  Velasco,  como 
particulares,  habían  convenido  poner  en  posesión  de  las  má- 
quinas pignoradas  á  un  tercero,  cual  era  la  Sociedad  Eva- 
risto Manuel  Velasco  y  Compañía  que,  según  el  caso  2.^ 
del  artículo  35  del  Código,  tenía  personalidad  propia  é  inde- 
pendiente de  la  de  sus  socios. 
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El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso 
ConsiperantíO  aue  hecha  la  pignoración  de  las  máqui- 
nas á  favor  de  Belmonie  por  Velasco,  como  gerente  de  la 
Sociedad  á  que  pertenecían  aquellas,  y  habiendo  quedado 
éstas  en  poder  de  dicha  Sociedad,  no  se  ha  llenado  el  requi- 
sito que  prescribe  el  artículo  1. 863  del  Código  civil,  para 
que  quede  constituido  el  contrato  de  prenda,  porque  la  So- 
ciedad, obligada  subsidiariamente  por  el  hecho  de  la  pigno- 
ración, no  es  el  tercero  ajeno  al  contrato  que  exige  la  ley 
sea  el  que  se  posesione  de  la  cosa  pignorada,  y,  por  tanto, 
no  se  infringe  el  mencionado  artículo,  cual  se  alega  en  el 
primer  motivo  del  recurso. 

Guestión  2.'*— ¿Puede  estinnarse  válidamente  ce- 
lebrado el  contrato  de  prenda  si  no  se  pone  en  posesión 
de  ella  al  acreedor,  ó  á  un  tercero  de  común  acuerdo? 


Sentencia  de  15  de  Ootnbre  de  1897. 

Don  Guillermo  Porcel,  dueño  del  Café  titulado  Las  Pal- 
meras, de  la  ciudad  de  la  Habana,  declaró  por  escritura  pú- 
blica de  i8  de  Julio  de  1892  recibir  en  aquel  acto,  en  cali- 
dad de  préstamo,  de  Don  Ernesto  iMenocal,  la  cantidad  de 
1. 000  pesos  en  oro,  que  se  obligó  á  pagarle  el  día  i(Sde 
Enero  de  1894,  comprometiéndose  á  no  enajenar  el  estable- 
cimiento mencionado  hasta  que  hubiese  satisfecho  en  su 
totalidad  la  cantidad  recibida  á  préstamo  y  los  intereses  es- 
tipulados. 

Por  otra  escritura  de  11  de  Marzo  de  1893  vendió  Por- 
cel á  Don  Atanasio  Querejeta  el  Café  Las  Palmeras;  y  en  2 
de  Noviembre  siguiente  dedujo  iMenocal  demanda  ejecutiva 
contra  Porcel  por  haber  dejado  de  satisfacerle  los  intereses 
del  préstamo,  en  cuyo  juicio  se  trabó  embargo  en  .el  men- 
cionado Café,  como  de  la  propiedad  del  deudor. 
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En  tal  estado  formuló  Don  Atanasio  Querejeta  demanda 
de  tercería  de  dominio  contra  Porcel  y  contra  Menocal, 
fundado  en  la  escritura  de  venta  de  1 1  de  Marzo  de  rSgS;  á 
la  que  se  opuso  solamente  el  segundo,  estableciendo  á  la 
vez  reconvención,  para  que  se  declarase  la  nulidad,  y,  en 
su  caso,  la  rescisión  del  contrato  de  compraventa  de  1893, 
toda  vez  que  por  el  de  18  de  Julio  de  1892  se  había  obligado 
Porcel  á  no  enajenar  el  Café  en  tanto  que  no  estuviera  sol- 
ventado el  préstamo  y  sus  intereses,  ala  seguridad  de  cuyo 
pago  había  quedado  afecto. 

Dictada  sentencia  por  el  Juzgado,  que  confirmó  la  Au- 
diencia de  la  Habana,,  absolviendo  de  la  demanda,  decla- 
rando con  lugar  la  reconvención  y  nulo  el  contrato  de 
compraventa  de  11  de  Marzo  de  1893,  interpuso  el  terce- 
rista Don  Atanisio  Querejeta  recurso  de  casación,  citando 
como  infringidos,  en  el  motivo  segundo,  los  contratos  de 
18  de  Julio  de  1892  entre  Porcel  y  Menocal  y  11  de  Marzo 
de  1893  entre  Porcel  y  el  recurrente,  y  el  artículo  1.257  ^^^ 
Código,  civil  que  circunscribe  el  efecto  de  los  contratos  á 
los  otorgantes  y  sus  herederos,  lo  cual  obstaba  para  que  la 
escritura  de  préstamo  de  1892  pudiera  perjudicar  al  recu- 
rrente, que  no  intervino  en  ella;  el  1.863,  que  privaba  de 
todo  carácter  pignoraticio  al  crédito  del  ejecutante  Menocal; 
el  1.869,  que  dispone  que,  mientras  no  llegue  el  caso  de  ser 
expropiado  de  la  cosa  dada  en  prenda,  sigue  el  deudor 
siendo  dueño  de  ella;  porque,  aun  admitiendo  que  Porcel 
hubiera  dado  en  prenda  á  Menocal  el  Café  Las  Palmeras, 
lo  cual  no  era  exacto,  sería  válida  y  legal  la  venta  contenida 
en  la  escritura  de  1 1  de  Marzo  de  1893;  y  los  artículos  1.098 
y  1.099,  por  cuanto  la  sentencia,  en  vez  de  ordenar  el  cum- 
plimiento y  los  efectos  de  la  escritura  de  préstamo  entre 
sus  solos  otorgantes  y  á  costa  de  la  persona  obligada,  dis- 
ponía la  efectividad  de  aquel  vínculo  personal  á  expensas 
de  un  tercero,  cual  era  el  comprador  recurrente. 

El  Tribunal  Supremo  casó  y  anuló  la  sentencia  recu- 
rrida 
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Considerando  que,  habiendo  adquirido  Querejeta  el 
Café  objeto  de  la  tercería  de  su  legítimo  dueño,  con  las  con- 
diciones todas  de  consentimiento,  objeto  y  causa  necesarias 
para  la  validez  del  contrato,  es  improcedente  la  declaración 
de  su  nulidad  por  la  sola  razón  de  que  Porcel  se  había  obli- 
gado con  Menocal  á  no  enajenarlo,  pues  siendo  esta  obliga- 
ción meramente  personal,  en  ningún  caso  pueden  trascen- 
der sus  efectos  más  que  á  los  otorgantes  y  á  sus  herederos, 
al  tenor  de  lo  prescrito  en  el  artículo  i  .257  del  Código,  y  no 
afectando  por  lo  mismo  á  la  integridad  del  derecho  real  de 
dominio,  es  evidente  que  quien  lo  adquirió  por  un  justo  tí- 
tulo, como  el  ostentado  por  Don  Alanasio  Querejeta,  puede 
hacer  valer  su  derecho,  sin  perjuicio  de  que  Menocal  haga 
valer  el  suyo  para  con  Porcel  por  razón  del  incumplimiento 
de  la  obligación  personal  que  éste  contrajo,  cuyo  riesgo  es 
inherente  á  esta  clase  de  obligaciones,  sin  que  por  esto  sea 
lícito  alterar  su  naturaleza. 

Considerando  que,  al  no  entenderlo  así  la  Audiencia  de 
la  Habana,  declarando  nulo  el  contrato  de  compraventa  es- 
tipulado en  la  escritura  de  11  de  Marzo  de  iSgS,  y  consi- 
guientemente sin  lugar  la  demanda  de  tercería  de  dominio 
formulada  por  Querejeta,  ha  cometido  por  varios  conceptos 
las  infracciones  alegadas  en  el  segundo  motivo  del  recurso. 

No  estuvo  muy  explícito  el  Tribunal  Supremo  al  funda- 
mentar la  sentencia  de  casación,  por  lo  que  se  refiere  á  los 
artículos  1.863  y  1.869  del  Código,  citados  en  el  segundo 
motivo  como  infringidos;  pero,  consignado  en  el  segundo 
de  los  Considerandos  transcritos  que  habían  sido  infringi- 
dos, por  más  que  no  se  especifique  el  concepto  de  la  infrac- 
ción, debe  entenderse  que  el  Tribunal  Supremo  resolvió 
negativamente  la  cuestión  propuesta;  es  decir,  que  no  existe 
el  contrato  de  prenda,  por  más  que  así  lo  declaren  los  con- 
tratantes, cuando  no  se  pone  en  posesión  de  ella  al  acree- 
dor, ó  á  una  tercera  persona  designada  de  común  acuerdo; 
y  que  la  sentencia  que,  estimando  bien  constituida  y  válida 
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tal  garantía,  declara  la  nulidad  del  contrato  de  compraventa 
posterior,  de  la  cosa  que  fué  objeto.de  aquella  supuesta  pig- 
noración, infringe  el  artículo  1.869  del  Código  civil,  que  re- 
conoce al  deudor  el  dominio  de  la  cosa  dada  en  prenda, 
mientras  no  llega  el  caso  de  ser  expropiado  de  ella. 
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Pueden  darse  en  prenda  todas  las  cosas  mue- 
bles que  están  en  el  comercio,  con  tal  que  sean 
susceptibles  de  posesión. 


Ya  sabemos  por  el  artículo  1.271  que  sólo  pueden  ser 
objeto  de  contrato  las  cosas  que  no  están  fuera  del  comer- 
cio de  los  hombres.  Esta  disposición  la  ratifica  el  artícu- 
lo 1.864,  prescribiendo  que  pueden  darse  en  prenda  todas 
las  cosas  muebles  que,  reuniendo  aquella  circunstancia» 
son,  además,  susceptibles  de  posesión.  El  precepto  necesita 
aclararse  si  hemos  de  dar  á  sus  palabras  el  sentido  jurídico 
á  que  el  mismo  Código,  por  otros  preceptos,  obliga.  Dice, 
en  efecto,  el  artículo  346,  que,  cuando  por  disposición  de  la 
ley  ó  por  declaración  individual,  se  use  la  expresión  de  co- 
sas ó  bienes  muebles,  se  entenderán  comprendidos  en  ella 
los  enumerados  en  el  Capítulo  2/'  del  Título  en  que 
está  dicho  artículo  incluido;  cuyos  artículos  335  y  336  con- 
ceden la  consideración  de  cosas  ó  bienes  muebles,  no  sólo 
á  los  susceptibles  de  apropiación  no  comprendidos  en  el 
Capítulo  I.",  que  especifícalos  que  son  inmuebles,  y,  en 
general,  á  todos  los  que  se  puede  transportar  sin  menoscabo 
de  la  cosa  inmueble  á  que  estuvieren  unidos,  sino  también 
á  las  rentas  ó  pensiones,  á  los  oficios  enajenados,  á  los  con- 
tratos sobre  servicios  públicos*  y  á  las  cédulas  y  títulos  re- 
presentativos de  préstamos  hipotecarios.  Al  tratar  del  dcpó- 
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sito  voluntario,  ó  extrajudicial,  tuvimos  ocasión  de  hacer  la 
misma  observación,  por  análoga  redacción  del  artículo  que 
lo  define,  y  de  exponer  nuestra  creencia  de  que  la  intención 
del  legislador,  mal  expresada  en  aquel  como  en  este  ar- 
u'culo,  fué  la  de  excluir  del  depósito  todas  aquellas  cosas 
que  no  son  susceptibles  de  entrega  ó  apoderamiento  mate- 
rial, las  cosas  incorpóreas;  y  lo  propio  hemos  de  decir  de  la 
prenda,  pues,  de  lo  contrario,  habría  que  estimar  suscepti- 
bles de  este  contrato  bienes  muebles  en  su  acepción  jurí- 
dica que,  como  los  oficios  enajenados  y  otros  de  los  que 
enumera  el  artículo  336,  no  admiten  el  apoderamiento  mate- 
rial que  se  exige  como  de  esencia  en  la  prenda. 

Algún  comentarista  propone  la  cuestión  de  si  es  válido 
el  contrato  de  prenda  de  cosa  ajena,  como  lo  era  por  las  le- 
yes de  Partidas,  cuando  se  hacía  en  consideración  á  la  espe- 
ranza de  llegar  á  ser  dueño  de  ella,  en  cuyo  momento  ad- 
quiría validez.  Pero  el  texto  del  artículo  i.SSy  es  termi- 
nante al  exigir,  como  uno  de  los  requisitos  esenciales  de 
este  contrato  y  el  de  hipoteca,  que  la  cosa  pignorada  ó  hipo- 
tecada pertenezca  en  propiedad  al  que  la  empeña  ó  hipoteca. 
Lo  que  hay  es  que  puede  asegurarse  la  obligación  de  uno 
con  prenda  de  cosa  perteneciente  á  otro,  si  bien  constitu- 
yéndola el  dueño  de  ella,  para  lo  cual  están  autorizadas  las 
terceras  personas  extrañas  á  la  obligación  principal,  por  el 
apartado  último  del  citado  artículo  1.857. 
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ARTICULO    1.865 

No  surtirá  efecto  la  prenda  contra  tercero  si  no 
consta  por  instrumento  público  la  certeza  de  la 
fecha. 


Ni  en  el  Capítulo  anterior,  que  contiene  las  disposicio- 
nes comunes  á  la  hipoteca  y  á  la  prenda,  ni  en  el  presente, 
dedicado  á  la  especial  regulación  de  la  segunda,  existe  pre- 
cepto alguno  que  imponga  una  forma  determinada  para  la 
constitución  de  este  contrato,  el  cual,  en  su  consecuencia, 
podrá  hacerse  constar  del  modo  que  los  contratantes  crean 
oportuno,  sin  limitación  alguna.  Sólo  exige  el  Código,  en 
el  artículo  transcrito,  que  conste  por  documento  público  la 
certeza  de  la  fecha  para  que  pueda  surtir  efecto  contra  ter- 
cero; y  esto  como  medio  de  evitar  que  la  posible  confa- 
bulación de  los  deudores  con  acreedores  supuestos,  pueda 
sustraer  los  bienes  muebles  de  aquéllos  de  las  responsabi- 
lidades inherentes  á  obligaciones  válidas  y  verdaderas,  si- 
mulando garantías  de  contratos  anteriores. 

Si  la  prenda  se  constituye  por  escritura  pública,  no  ha- 
brá motivo  alguno^de  duda;  desde  su  fecha  surtirá  aquellos 
efectos;  pero,  si  se  hace  constar  el  contrato  de  garantía  por 
documento  privado,  ^será  aplicable  el  precepto  del  artícu- 
lo 1.227,  relativo  á  todas  las  obligaciones  en  general,  á cuyo 
tenor,  la  fecha  de  tales  documentos  se  cuenta,  respecto  de 
terceros,  desde  que  hubiesen  sido  incorpgrados  ó  inscritos 
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en  un  registro  público,  desde  la  muerte  de  cualquiera  de 
los  que  lo  firmaron,  ó  desde  el  día  en  que  se  entreguen  á 
un  funcionario  publico,  por  razón  de  su  oficio?  Si  cualquiera 
de  estas  circunstancias  es  bastante,  á  juicio  del  legislador, 
para  asegurar  la  autenticidad  de  la  fecha  de  los  documentos, 
privados,  no  parece  que  exista  razón  para  estimarlas  insu 
ficientes  á  demostrar  la  certeza  de  la  fecha  del  documento 
de  la  misma  clase  en  que  se  constituye  la  prenda;  mas,  si 
este  hubiera  sido  el  criterio  del  legislador,  seguramente  ha- 
bría omitido  la  prescripción  del  artículo  1.865,  y  -habría 
limitado  la  garantía  de  los  terceros,  respecto  á  la  fecha  del 
documento  privado  de  prenda,  á  la  que  les  concede,  por  el 
precepto  general,  con  relación  á  los  demás  documentos  de 
su  clase.  El  precepto  del  artículo  1.865  debe  estimarse, 
pues,  como  una  excepción  del  general,  por  virtud  de  la 
cual,  sólo  constando  por  instrumento  público  la  certeza  de 
la  fecha  en  que  se  constituyó  la  prenda,  podrá  perjudicar 
los  derechos  de  terceras  personas. 
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ARTICULO    1.866 

El  contrato  de  prenda  da  derecho  al  acreedor 
para  retener  la  cosa  en  su  poder  ó  en  el  de  la 
tercera  persona  á  quien  hubiese  sido  entregada, 
hasta  que  se  le  pague  el  crédito. 

Si  mientras  el  acreedor  retiene  la  prenda  el 
deudor  contrajese  con  él  otra  deuda  exigible  antes 
de  haberse  pagado  la  primera,  podrá  aquél  prorro- 
gar la  retención  hasta  que  se  le  satisfagan  ambos 
créditos,  aunque  no  se  hubiese  estipulado  la  su- 
jeción de  la  prenda  á  la  seguridad  de  la  segunda 
deuda. 


Que  el  acreedor  tiene  derecho  á  la  posesión  de  la  cosa 
dada  en  prenda,  desde  que  se  constituye  la  garantía  hasta 
el  total  cumplimiento  de  la  obligación  garantizada,  no  pre- 
cisaba el  Código  declararlo  por  un  precepto  especial,  cual 
lo  hace  por  el  primer  párrafo  del  artículo  1.866,  pues  sobra- 
damente se  desprende  este  derecho  de  la  naturaleza  y  fina- 
lidad del  contrato,  determinadas  por  los  artículos  i.SSy, 
1.858  y  1.863.  Pero,  á  veces,  se  hacen  tales  afirmaciones 
como  antecedente  y  para  mayor  cjaridad  de  preceptos  su- 
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cesivos,  y  esto  debió  ocurrir  en  la  redacción  de  este  artícu- 
lo, cuyo  verdadero  objeto  es  el  reconocimiento  del  derecho 
que  al  acreedor  compete  por  la  disposición  de  su  segundo 
párrafo. 

Si  mientras  el  acreedor  retiene  la  prenda,  dice  dicho  pá- 
rrafo segundo,  el  deudor  contrajese  con  él  otra  deuda 
exigible  antes  de  haberse  pagado  la  primera,  podrá  aquél 
prorrogar  la  retención  hasta  que  se  le  satisfagan  ambos 
créditos,  aunque  no  se  hubiese  estipulado  la  sujeción  de  la 
prenda  á  la  seguridad  de  la  segunda  deuda.  Esta  disposi- 
ción ha  sido  impugnada  como  perjudicial  para  los  terceros, 
suponiendo  que  crea  un  derecho  de  preferencia,  respecto 
de  ellos,  sobre  el  valor  de  la  cosa  pignorada,  para  el  cobro 
de  la  deuda  posterior.  La  preferencia  no  existe,  porque  este 
artículo  no  sujeta  la  prenda  ya  constituida  á  la  seguridad 
de  la  deuda  contraída  con  posterioridad,  autorizando  tan 
sólo  al  acreedor  para  prorrogar  la  retención,  con  lo  cual 
sólo  se  pretende  darle  facilidades  para  hacer  efectiva  esa 
segunda  obligación,  sin  que  sean  extensivos  á  ella  los  efec- 
tos propios  del  contrato  de  garantía;  y,  por  consiguiente,  los 
acreedores  que  por  la  prioridad  de  la  fecha  de  sus  respecti- 
vas obligaciones,  ó  por  cualquier  otro  concepto,  tengan  pre- 
lación  para  el  cobro  de  sus  créditos,  podrán  realizarlos  con 
preferencia  á  aquella  segunda  deuda,  no  garantida  especial- 
mente con  la  prenda. 
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ARTICULO   1.867 

El  acreedor  debe  cuidar  de  la  cosa  dada  en 
prenda  con  la  diligencia  de  un  buen  padre  de  fa- 
milia; tiene  derecho  al  abono  de  los  gastos  hechos 
para  su  conservación^  y  responde  de  su  pérdida  ó 
deterioro  conforme  á  las  disposiciones  de  este 
Código. 


ARTICULO  1.868 

Si  la  prenda  produce  intereses^  compensará  el 
acreedor  los  que  perciba  con  los  que  se  le  deben; 
y,  si  no  se  le  deben,  ó  en  cuanto  excedan  de  los 
legítimamente  debidos,  los  imputará  al  capital. 


ARTICULO  1.869 

Mientras  no  llegue  el  caso  de  ser  expropiado  de 
la  cosa  dada  en  prenda,  el  deudor  sigue  siendo 
dueño  de  ella. 
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Esto  no  obstante,  el  acreedor  podrá  ejercitar 
las  acciones  que  competan  al  dueño  de  la  cosa 
pignorada  para  reclamarla  ó  defenderla  contra 
tercero. 


ARTICULO  1.870 

El  acreedor  no  podrá  usar  la  cosa  dada  en 
prenda  sin  autorización  del  dueño,  y  si  lo  hiciere 
ó  abusare  de  ella  en  otro  concepto,  puede  el  se- 
gundo pedir  que  se  la  constituya  en  depósito. 


El  contrato  de  prenda  se  constituye  poniendo  al  acree- 
dor, ó  á  otra  persona  designada  de  común  acuerdo,  en  pose- 
sión de  ella,  de  la  que  continúa  el  deudor  siendo  dueño. 
.  mientras  no  llega  el  caso  de  ser  expropiado  para  pago  de  su 
obligación.  Ast  lo  consignan  los  artículos  1.863  y  1.869,  cu- 
yos preceptos  explican  el  fundamento  de  los  contenidos  en 
los  artículos  transcritos.  Si,  en  efecto,  el  acreedor  no  es 
más  que  un  poseedor  de  ella,  pues  basta  su  tenencia  para 
que,  llegado  el  momento  de  ser  exigible  la  obligación  ga- 
rantizada, responda  de  su  cumplimiento  con  su  valor;  si, 
cumplida  la  obligación  por  el  deudor  viene  aquél  obligado 
á  su  restitución,  lógico  es  que  le  alcance  el  deber,  impuesto 
á  todo  el  que  está  obligado  á  dar  alguna  cosa,  de  conser- 
varla con  la  diligencia  propia  de  un  buen  padre  de  familia, 
como  así  lo  preceptúa  el  artículo  1.094  ^^n  carácter  de  ge- 
neralidad, y  lo  confirma  el  artículo  1.867  ^^"  relación  al 
acreedor  prendario.  Gomo  consecuencia  de  este  deber  de 
conservar  la  cosa  dada  en  prenda,  viene  obligado  el  acree- 
dor á  no  servirse  de  ella,  á  no  ser  con  autorización  expresa 
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del  deudor,  no  sólo  porque  su  derecho  se  limita  á  su  tenen- 
cia, sustrayéndola  de  poder  del  deudor,  para  evitar  que 
disponga  de  ella  y  desaparezca  la  garantía,  sino  porque  el 
uso  de  ella  podría  destruirla  ó  deteriorarla  con  perjuicio  de 
su  dueño  y  sin  beneficio  alguno  á  los  fines  del  contrato, 
que  no  son  otros  que  los  de  hacer  pago  con  su  importe  en 
caso  de  incumplimiento  de  la  obligación  que  garantiza. 

El  artículo  1.869  dispone  en  su  segundo  párrafo,  conce- 
diendo al  parecer  un  derecho  al  acreedor,  dada  su  redac- 
ción, que,  no  obstante  continuar  siendo  dueño  de  la  prenda 
el  deudor,  mientras  no  llega  el  caso  de  ser  expropiado  de 
é[\a,  podrá  el  acreedor  ejercitar  las  acciones  que  competan 
al  dueño  de  la  cosa  pignorada  para  reclamarla  ó  defenderla 
contra  tercero.  Entendemos  que  esto,  más  que  un  derecho, 
constituye  para  el  acreedor  un  deber  derivado  de  la  obliga- 
ción que  el  artículo  1.867  le  impone  de  conservarla  con  la 
diligencia  de  un  buen  padre  de  familia,  en  cuyo  concepto 
entra,  necesariamente,  la  de  defenderla  de  las  perturbacio- 
nes de  que  pueda  ser  objeto.  Estando  en  posesión  de  ella 
el  acreedor,  tuerza  es  presumir  que  el  deudor  no  se  entera 
de  tales  perturbaciones,  y  no  imponiéndole  el  Código  la  ne- 
cesidad del  aviso,  como  lo  impone  el  artículo  i.SSg  al  arren- 
datario que  se  encuentra  en  las  mismas  circunstancias, 
para  librarse  de  responsabilidad  por  los  daños  y  perjuicios 
que  su  negligencia  causaría  en  otro  caso  al  propietario, 
claro  es  que  ha  de  ejercitar,  por  deber,  las  acciones  corres- 
pondientes para  reclamar  ó  defender  la  cosa  pignorada;  ac- 
ciones cuya  cesión  se  entiende  hecha  por  ministerio  de  la 
ley  al  acreedor  para  poder  hacer  efectiva  esta  obligación. 
No  lo  dice  el  Código,  pero  es  indiscutible  que  los  gastos 
que  el  ejercicio  de  estas  acciones  le  origine  le  serán  abona- 
bles, como  gastos  de  conservación  de  la  cosa  cuyo  abono 
le  concede  el  artículo  1.867,  Y  ^^^  podrá  compensarlos,  lo 
mismo  que  éstos  y  que  los  intereses  de  la  deuda,  si  ésta  los 
produce,  con  los  que  perciba  de  la  cosa  pignorada,  si  los 
produce  también. 
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j  Como  correlativos  de  estos  derechos  y  deberes  del  acree- 

'  dor,  tiene  el  deudor  la  facultad  de  exigir  que  los  frutos  que 

•  la  cosa  produzca  se  imputen  al  pago  del  capital  en  cuanto 

excedan  de  las  compensaciones  antes  mencionadas;  y  el  de- 
recho de  obligar  al  acreedor  á  que  deposite  en  un  tercero  la 
cosa  pignorada  si  la  usa  sin  su  autorización  ó  abusa  de  ella 
en  cualquier  otro  concepto. 
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No  puede  el  deudor  pedir  la  restitución  de  la 
prenda  contra  la  voluntad  del  acreedor  mientras 
no  pague  la  deuda  y  sus  intereses,  con  las  expen- 
sas en  su  caso. 


ARTICULO   1.872 

El  acreedor  á  quien  oportunamente  no  hubiese 
sido  satisfecho  su  crédito,  podrá  proceder  por 
ante  Notario  á  la  enajenación  de  la  prenda.  Esta 
enajenación  habrá  de  hacerse  precisamente  en 
subasta  pública  y  [con  citación  del  deudor  y  del 
dueño  de  la  prenda  en  su  caso.  Si  en  la  primera 
subasta  no  hubiese  sido  enajenada  la  prenda,  po- 
drá celebrarse  una  segunda  con  iguales  formaH- 
dades;  y,  si  tampoco  diese  resultado,  podrá  el 
acreedor  hacerse  dueño  de  la  prenda.  En  este 
caso  estará  obligado  á  dar  carta  de  pago  de  la 
totalidad  de  su  crédito. 
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Si  la  prenda  consistieie  en  valores  cotizables, 
se  venderán  en  la  forma  prevenida  por  el  Código 
de  Comercio. 


ARTICULO  1.873 

Respecto  á  los  Montes  de  Piedad  y  demás  esta- 
blecimientos públicos,  que  por  instituto  ó  profe- 
sión prestan  sobre  prendas,  se  obsevarán  las  le- 
yes y  reglamentos  especiales  que  les  conciernan 
y  subsidiariamente  las  disposiciones  de  este  Título. 


El  deudor  no  puede  pedir  la  restitución  de  la  prenda 
contra  la  voluntad  del  acreedor  en  tanto  que  éste  no  haya 
sido  satisfecho  de  la  deuda  y  de  los  intereses  y  gastos, 
cuando  unos  y  otros  procedan.  Es  esto  una  consecuencia 
necesaria  y  una  obligación  correlativa  del  derecho  de  reten- 
ción concedido  al  acreedor  por  el  artículo  1.867.  Mas  este 
derecho  y  aquella  obligación  no  han  de  ser  indefinidos;  el 
acreedor  lo  tiene  también  á  que  la  prenda  se  enajene,  con- 
forme á  lo  prevenido  en  el  artículo  1.858;  y  para  llevar  la 
enajenación  á  efecto  sin  las  dilaciones  y  dispendios  á  que 
da  lugar  todo  procedimiento  judicial,  por  sumario  que  sea, 
autoriza  el  artículo  1.872  al  acreedor  para  proceder  á  la 
venta  ante  Notario  y  con  las  formalidades  que  el  mismo 
expresa,  bastantes  á  garantizar  que  no  se  perjudicarán  los 
intereses  del  deudor,  ya  que,  de  otro  modo,  es  probable 
que  el  acreedor  no  procurase  obtener  de  la  enajenación  más 
beneficio  que  el  necesario  para  cubrir  el  importe  de  su  cré- 
dito, intereses  y  gastos,  ó  llegase  á  simular  la  procedencia 
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de  una  adjudicación  en  pago  que  le  proporcionara  un  lucro 
ilícito  é  inmoral. 

^Es  válido  el  pacto  por  el  que  se  autoriza  al  acreedor  á 
.  hacer  suya  la  prenda  por  el  solo  hecho  de  la  falta  de  cum- 
plimiento de  la  obligación?  ^Lo  es  aquel  por  el  cual  se  le 
faculta  para  adquirir  el  dominio  de  la  misma,  llegado  ese 
mismo  caso  de  incumplimiento,  por  su  valor,  según  tasa- 
ción pericial?  Lo  primero  constituye  el  pacto  llamado  comi- 
sorio; lo  segundo,  el  conocido  por  pació  de  la  ley  comisoria; 
ambos  prohibidos  hoy  por  el  Código  civil;  aquél,  en  virtud 
del  precepto  del  artículo  i.SSg,  igualmente  aplicable  á  la  hi- 
poteca, que  prohibe  al  acreedor  apropiarse  las  cosas  dadas 
en  hipoteca  ó  en  prenda,  ni  disponer  de  ellas;  y  el  pacto  de 
la  ley  comisoria,  admitido  en  principio  por  el  artículo  i  .872, 
por  haber  sido  sustituido  por  el  procedimiento  que  dicho 
artículo  señala,  con  el  aumento  de  nuevas  garantías,  cuales 
son,  que  la  venta  se  haga  ante  Notario  y  en  subasta  pública, 
con  citación  del  deudor  y  de  la  persona  que  hubiere  consti- 
tuido la  prenda,  si  fuere  un  tercero;  y  que  se  proceda  á  se- 
gunda subasta,  con  las  mismas  formalidades,  celebrada  la 
cual  sin  que  haya  postor  puede  el  acreedor  hacerse  dueño 
de  la  prenda  en  pago  de  la  obligación;  bien  entendido  que 
este  procedimiento  no  es  obligatorio  para  el  acreedor,  el 
cual  podrá  instar  el  cobro  de  su  crédito  por  medio  de  la  co- 
rrespondiente reclamación  judicial. 

De  dicha  prescripción  están  exceptuadas  las  enajenacio- 
nes de  valores  cotizables,  que  se  sujetarán  á  las  disposicio- 
nes del  Código  de  Comercio,  y  las  que  realizan  los  Montes 
de  Piedad  y  demás  establecimientos  públicos  que  por  insti- 
tuto ó  profesión  prestan  sobre  prendas,  las  que  se  regirán 
por  sus  leyes  y  reglamentos  especiales  y,  sólo  como  dere- 
cho supletorio,  por  las  disposiciones  del  presente  título  del 
Código  civil. 

Cuestión,  — La  sentencia  que  declara  la  nulidad 
de  un  contrato  de  compraventa,  por  el  solo  hecho  de 
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haberse  obligado  el  vendedor  á  no  enajenar  la  cosa 
vendida,  y  pignorada  anteriormente/  aunque  no  entre- 
gada, á  otro  acreedor,  ¿intringe  el  artículo  1.869  del 
Código  civil? 

Véase  la  sentencia  de  i5  de  Octubre  de  iSgy,  en  la 
Cuestión  2.*  del  artículo  i.863. 
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CAPITULO  \\[ 

DE    LA    HIPOTECA 


ARTICULO  1.874 

Sólo  podrán  ser  objeto  del  contrato  de  hipoteca: 

I.**    Los  bienes  inmuebles. 

2.°  Los  derechos  reales  enajenables  con  arre- 
glo á  las  leyes,  impuestos  sobre  bienes  de  aquella 
clase. 


ARTICULO  1.875 

Además  de  los  requisitos  exigidos  en  el  artícu- 
lo 1.857,  es  indispensable,  para  que  la  hipoteca 
quede  válidamente  constituida,  que  el  documento 
en  que  se  constituya  sea  inscrito  en  el  Registro  de 
la  propiedad. 

Las  personas  á  cuyo  favor  establece  hipoteca  la 
ley,  no  tienen  otro  derecho  que  el  de  exigir  el  otor- 
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gamiento  é  inscripción  del  documento  en  que  haya 
de  formalizarse  la  hipoteca,  salvo  lo  que  dispone 
la  Ley  Hipotecaria  en  favor  del  Estado,  las  pro- 
vincias y  los  pueblos,  por  el  importe  de  la  última 
anualidad  de  los  tributos,  así  como  de  los  asegu- 
radores por  el  premio  del  seguro. 

Reservada  á  una  ley  especial  la  regulación  de  la  materia 
relativa  á  la  hipoteca,  con  perjuicio  de  la  completa  codifi- 
cación del  derecho  civil,  y  establecidas  en  el  capítulo  i.°de 
este  título  las  disposiciones  comunes  á  la  misma  y  á  la 
prenda,  poco  restaba  para  el  capítulo  presente,  en  el  que 
hubo  de  limitarse  el  legislador  á  consignar  los  principios 
fundamentales  que  distinguen  ala  hipoteca  como  contrato. 

Dos  requisitos  exigen  los  artículos  copiados,  además  de 
los  consignados  en  el  1.857,  para  que  la  hipoteca  quede  vá- 
lidamente constituida:  que  recaiga  sobre  bienes  inmuebles 
ó  sobre  derechos  reales  enajenables  impuestos  sobre  bienes 
de  aquella  clase,  y  que  el  documento  en  que  se  constituya 
sea  inscrito  en  el  Registro  de  la  propiedad. 

Ya  observamos  al  tratar  de  la  prenda  las  dificultades 
que  ocasiona  el  dar  á  las  palabras  cosas  ó  bienes  inmue- 
bles ó  muebles  la  significación  y  alcance  que  impone  el  ar- 
tículo 346  del  Código,  y  nos  vimos  precisados  á  interpretar 
la  intención  del  legislador,  entendiendo  que  quiso  excluir 
de  las  cosas  muebles  que  pueden  ser  objeto  del  contrato  de 
prenda  todas  aquellas  que  no  son  susceptibles  de  apodera- 
miento  ó  entrega  material.  Tampoco  .todos  los  bienes  in- 
muebles comprendidos  en  la  clasificación  de  los  artícu- 
los 334  y  335  del  Código  pueden  ser  materia  de  hipoteca; 
pero,  en  este  caso,  tenemos  preceptos  legales  aclaratorios, 
que  vienen  á  ser  el  comentario  del  artículo  1.874,  cuales 
son,  los  107  y  108  de  la  Ley  Hipotecaria,  no  derogados  por 
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el  Código  en  virtud  del  precepto  expreso  del  1.880,  según 
el  que,  la  forma,  extensión  y  efectos  de  la  hipoteca,  así 
como  lo  relativo  á  su  Constitución,  modificación  y  extin- 
ción y  á  lo  demás  que  no  haya  sido  comprendido  en  este 
capítulo,  queda  sometido  á  las  prescripciones  de  la  Ley 
Hipotecaria,  que  continúa  vigente. 

Según  ellos,  y  como  excepción  del  precepto  del  106, 
literalmente  conforme  con  el  1.874  ^^^  Código,  sólo  podrán 
hipotecarse  con  las  restricciones  que  se  expresan: 

I.**  El  edificio  construido  en  suelo  ajeno,  el  cual,  si  se 
hipotecare  por  el  que  lo  construyo,  será  sin  perjuicio  del 
derecho  del  propietario  del  terreno,  y  entendiéndose  sujeto 
á  tal  gravamen  solamente  el  derecho  q4je  el  mismo  que  edi- 
ficó tuviere  sobre  lo  edificado. 

2.'^  El  derecho  de  percibir  los  frutos  en  el  usufructo, 
pero  quedando  extinguida  la  hipoteca  cuando  concluya  el 
mismo  usufructo  por  un  hecho  ajeno  á  la  voluntad  del  usu- 
fructuario. Si  concluyere  por  su  voluntad,  subsistirá  la  hi- 
poteca hasta  que  se  cumpla  la  obligación  asegurada,  ó  hasta 
que  venza  el  tiempo  en  que  el  usufructo  habría  natural- 
mente concluido  á  no  mediar  el  hecho  que  le  puso  fin. 

3.®  La  mera  propiedad,  en  cuyo  caso,  si  el  usufructo 
se  consolidara  con  ella  en  la  persona  del  propietario,  no 
sólo  subsistirá  la  hipoteca,  sino  que  se  extenderá  también 
al  mismo  usufructo,  como  no  se  haya  pactado  lo  contrario. 

4."  Los  bienes  anteriormente  hipotecados,  aunque  lo 
estén  con  el  pacto  de  no  volverlos  á  hipotecar,  siempre  que 
quede  á  salvo  la  prelación  que  tuviere  para  cobrar  su  cré- 
dito aquel  á  cuyo  favor  esté  constituida  la  primera  hipo- 
teca. 

5.**  Los  derechos  de  superficie,  pastos,  aguas,  leñas  y 
otros  semejantes  de  naturaleza  real,  siempre  que  quede  á 
salvo  el  de  los  demás  partícipes  en  la  propiedad. 

6."  Los  ferrocarriles,  canales,  puentes  y  otras  obras 
destinadas  al  servicio  público,  cuya  explotación  haya  con- 
cedido el  Gobierno  por  diez  años  ó  más,   y  los  edificios  ó 
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terrenos  que,  no  estando  directa  y  exclusivamente  destina- 
dos al  referido  servicio,  pertenezcan  al  dominio  particular, 
sí  bien  se  hallen  agregados  á  aquellas  obras,  pero  quedando 
pendiente  la  hipoteca,  en  el  primer  caso,  de  k  resolución 
del  derecho  del  concesionario. 

7.*  Los  bienes  pertenecientes  á  personas  que  no  tienen 
la  libre  disposición  de  ellos,  en  los  casos  y  con  las  formali- 
dades que  prescriben  las  leyes  para  su  enajenación. 

8."  El  derecho  de  hipoteca  voluntaria,  pero  quedando 
pendiente  la  que  se  constituya  sobre  él,  de  la  resolución  del 
mismo  derecho. 

9.'*  Los  bienes  vendidos  con  pacto  de  retroventa  ó  á 
carta  de  gracia,  si  el  comprador  ó  su  causahabiente  limita 
la  hipoteca  á  la  cantidad  que  deba  recibir  en  caso  de  resol- 
verse la  venta,  dándose  conocimiento  del  contrato  al  vende- 
dor, á  íin  de  que  si  se  retrajeren  los  bienes  antes  de  cance- 
larse la  hipoteca,  no  devuelva  el  precio  sin  conocimiento 
del  acreedor,  á  no  preceder  para  ello  precepto  judicial,  ó  si 
el  vendedor  ó  su  causahabiente  hipotecan  lo  que  válganlos 
bienes  más  de  lo  que  deba  percibir  el  comprador  si  se  re- 
solviese la  venta;  pero  en  este  caso  el  comprador  no  podrá 
repetir  contra  los  bienes  hipotecados  sin  retraerlos  previa- 
mente en  nombre  del  deudor  en  el  tiempo  en  que  éste  tenga 
derecho  y  anticipando  la  cantidad  que  para  ello  fuere  nece- 
saria. 

Y  1 1 .  Los  bienes  litigiosos,  si  la  demanda  origen  del 
pleito  se  ha  anotado  preventivamente,  ó  si  se  hace  constar 
en  la  inscripción  que  el  acreedor  tenía  conocimiento  del  liti- 
gio; pero  en  cualquiera  de  los  dos  casos,  la  hipoteca  que- 
dará pendiente  de  la  resolución  del  pleito,  sin  que  pueda 
perjudicar  los  derechosde  los  interesados  en  el  mismo,  fuera 
del  hipotecante. 

Y  no  podrán  hipotecarse: 

1.*^  Los  frutos  y  rentas  pendientes,  con  separación  del 
predio  que  los  produzca. 

2.*^    Los  objetos  muebles  colocados  permanentemente 
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en  los  edificios,  bien  para  su  adorno  ó  comodidad,  ó  bien 
para  el  servicio  de  alguna  industria,  á  no  ser  que  se  hipote- 
quen juntamente  con  dichos  edificios. 

3.**    Los  oficios  públicos. 

4.*^  Los  títulos  de  la  Deuda  del  Estado,  de  las  provin- 
cias ó  de  los  pueblos,  y  las  obligaciones  y  acciones  de  Ban- 
cos, Empresas  ó  Compañías  de  cualquiera  especie. 

5.**  El  derecho  real  en  cosas  que,  aun  cuando  se  deban 
poseer  en  lo  futuro,  no  estén  aún  inscritas  á  favor  del  que 
tenga  el  derecho  á  poseer, 

C}."*  Las  servidumbres,  á  menos  que  se  hipotequen  jun- 
tamente con  el  predio  dominante,  y  exceptuándose  en  todo 
caso  la  de  aguas,  la  cual  podrá  ser  hipotecada. 

7.^  El  derecho  á  percibir  los  frutos  en  el  usufructo 
concedido  por  las  leyes  ó  fueros  especiales  á  los  padres  ó 
madres  sobre  los  bienes  de  sus  hijos,  y  al  cónyuge  sobre- 
viviente sobre  los  del  difunto. 

8.*^     El  uso  y  la  habitación. 

Y  9."  Las  minas,  mientras  no  se  haya  obtenido  el  título 
de  la  concesión  definitiva,  aunque  estén  situadas  en  terreno 
propio. 

_Como  se  ve,  dista  mucho  de  ser  un  precepto  absoluto  el 
contenido  en  el  artículo  i  .874  del  Código,  del  que  son  obli- 
gado complemento  los  copiados  de  la  ley  especial. 

La  hipoteca  ha  de  constituirse  en  escritura  pública, 
como  requisito  necesario  para  que  pueda  ser  inscrita,  por- 
que, si  bien  el  artículo  3.*^  de  la  ley  exige  para  la  inscripción 
que  los  títulos  constitutivos  de  ella  consten  en  tal  clase 
de  documentos,  en  ejecutoria  ó  en  documento  auténtico  ex- 
pedido por  autoridad  judicial,  ó  por  el  Gobierno  ó  sus  agen- 
tes, en  la  forma  que  prescriben  los  reglamentos,  bien  se 
comprende  que  sólo  la  primera  de  dichas  formas  es  la  ade- 
cuada para  la  constitución  de  la  hipoteca  voluntaria  ó  con- 
vencional, derivada  del  contrato. 

^•Surtirá  efectos  legales,  entre  las  partes  contratantes, 
la  hipoteca  que  no  haya  sido  inscrita  en  el  Registro  de  la 
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propiedad?  Esta  cuestión  la  plantea  un  comentarista,  con- 
signando su  opinión  de  que  no  puede  hacerse  depender  la 
validez  del  contrato  en  que  concurren  todas  las  circunstan- 
cias esenciales  para  su  eficacia,  de  la  inscripción  en  un  re- 
gistro, hecho  cuyas  consecuencias  sólo  pueden  referirse  á 
los  efectos  que  deba  producir  respecto  de  terceros.  Mas, 
aparte  de  que  el  requisito  de  la  inscripción  es  obligado,  dado 
el  sistema  de  publicidad  y  especialidad  en  que  se  basa  la 
legislación  hipotecaria  vigente,  é  indispensable  para  que 
pueda  perjudicar  á  tercero,  y  de  que,  no  existiendo  este 
perjuicio,  no  tendría,  en  la  mayor  parte  de  los  casos,  finali- 
dad alguna  la  hipoteca,  secretamente  constituida,  tal  con- 
trato no  reuniría,  tampoco,  los  requisitos  esenciales  para 
su  validez  desde  el  momento  en  que  el  artículo  1.875  del 
Código  reputa  expresamente  como  tal  requisito  esencial 
para  que  la  hipoteca  quede  válidamente  constituida,  que  se 
inscriba  el  documento  en  el  Registro  de  la  propiedad. 

La  hipoteca  legal  reconocida  por  las  leyes  anteriores  á  la 
publicación  de  la  Ley  Hipotecaria,  hipoteca  tácita  que  suje- 
taba todos  los  bienes,  en  general,  del  obligado,  ha  desapa- 
recido para  convertirse  en  pública  y  especial.  El  Código  re- 
conoce el  derecho,  en  determinados  casos,  imponiéndose  á 
la  voluntad  de  las  partes;  mas,  no  por  eso  se  entiende  cons- 
tituida la  hipoteca.  El  favorecido  con  este  privilegio  no 
tiene  otro  derecho  que  el  de  exigir  el  otorgamiento  é  ins- 
cripción del  documento  en  que  aquélla  deba  formalizarse, 
cuyos  efectos  sólo  se  cuentan  desde  la  fecha  en  que  la  hi- 
poteca, como  consecuencia  del  ejercicio  de  aquel  derecho, 
queda  válidamente  constituida.  El  artículo  168  de  Ley  Hi- 
potecaria reconoce  hipoteca  legal: 

i.'^  En  favor  de  las  mujeres  casadas  sobre  los  bienes 
de  sus  maridos: 

Por  las  dotes  que  les  hayan  sido  entregadas  solemne- 
mente bajo  fe  de  Notario. 

Por  las  arras  ó  donaciones  que  los  mismos  maridos  les 
hayan  ofrecido  dentro  de  los  límites  de  la  ley. 
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Por  los  parafernales  que  con  la  solemnidad  anterior- 
mente dicha  hayan  entregado  á  sus  maridos. 

Por  cualesquiera  otros  bienes  que  las  mujeres  hayan 
aportado  al  matrimonio  y  entregado  á  sus  maridos  con  la 
misma  solemnidad'. 

!.•  En  favor  de  los  hijos,  sobre  los  bienes  de  sus  pa- 
dres, por  los  que  éstos  deban  reservarles,  según  las  leyes, 
y  por  los  de  su  peculio. 

3.®  En  favor  de  los  hijos  del  primer  matrimonio,  so- 
bre los  bienes  de  su  padrastro,  por  los  que  la  madre  haya 
administrado  ó  administre,  ó  por  los  que  deba  reser- 
varles. 

4.°  En  favor  de  los  menores  ó  incapacitados,  sobre 
los  bienes  de  sus  tutores  ó  curadores,  por  los  que  éstos 
hayan  recibido  de  ellos,  y  por  la  responsabilidad  en  que 
incurrieren. 

5.^  En  favor  del  Estado,  de  las  provincias  y  de  los 
pueblos,  sobre  los  bienes  de  los  que  contraten  con  ellos  ó 
administren  sus  intereses,  por  las  responsabilidades  que 
contrajeren  con  arreglo  á  derecho  sobre  los  bienes  de  los 
contribuyentes,  por  el  importe  de  una  anualidad  vencida  y 
no  pagada  de  los  impuestos  que  graviten  sobre  ellos. 

Y  6-**  En  favor  de  los  aseguradores,  sobre  los  bienes 
asegurados,  por  los  premios  del  seguro  de  dos  años;  y  si 
fuere  el  seguro  mutuo,  por  los  dos  últimos  dividendos  que 
se  hubieren  hecho. 

En  realidad,  sólo  las  señaladas  en  los  dos  últimos  nú- 
meros tienen  verdadero  carácter  de  hipotecas  legales,  ya 
que  no  exige  para  estimarlas  constituidas  que  el  favorecido 
con  ellas  pida  y  obtenga  el  otorgamiento  de  documento 
alguno  ni  su  inscripción  en  el  Registro.  La  ley  denomina 
hipotecas  legales  á  las  especificadas  en  los  siete  números 
anteriores,  y  lo  hace  con  bastante  impropiedad,  á  nuestro 
entender,  toda  vez  que  sólo  concede  en  aquellos  casos  el 
derecho  á  exigir  su  constitución,  pero  no  la  efectividad  de 
la  garantía  que  otorgaba  la  legislación  anterior.  Algo  con- 
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traría  y  desnaturaliza  estas  dos  clases  de  hipotecas  legales 
el  sistema  de  publicidad  que  impera  en  la  ley;  pero  no 
puede  ser  causa  de  grandes  perjuicios  para  el  crédito  terri- 
torial, por  la  escasa  importancia  de  estos  gravámenes  con 
relación  al  valor  de  los  bienes  que  de  ellos  responden. 
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La  hipoteca  sujeta  directa  é  inmediatamente  los 
bienes  sobre  que  se  impone,  cualquiera  que  sea  su 
poseedor,  al  cumplimiento  de  la  obligación  para 
cuya  seguridad  fué  constituida. 


ARTICULO  1.877 

V  La  hipoteca  se  extiende  á  las  accesiones  natura- 
les, á  las  mejoras,  á  los  frutos  pendientes  y  rentas 
no  percibidas  al  vencer  la  obligación,  y  al  importe 
de  las  indemnizaciones  concedidas  ó  debidas  al 
propietario  por  los  aseguradores  de  los  bienes  hi- 
potecados, ó  en  virtud  de  expropiación  por  causa 
de  utilidad  pública,  con  las  declaraciones,  amplia- 
ciones y  limitaciones  establecidas  por  la  ley,  así 
en  el  caso  de  permanecer  la  finca  en  poder  del 
que  la  hipotecó,  como  en  el  de  pasar  á  manos  de 
un  tercero. 
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Harto  conocido  el  principio  consignado  en  el  artícu- 
lo 1 .876  del  Código,  fiel  trasunto  del  io5  de  la  Ley  Hipoteca- 
ria, nada  tenemos  que  observar  respecto  de  él.  El  1.877 
hace  extensiva  la  hipoteca  á  las  accesiones  naturales,  mejo- 
ras, frutos  pendientes  y  rentas  no  percibidas  al  vencer  la 
obligación,  así  como  al  importe  de  las  indemnizaciones 
provenientes  del  aseguramiento  de  los  bienes  hipotecados 
6  de  las  expropiaciones  de  que  sean  objeto  por  causa  de 
utilidad  pública;  precepto  cuyo  alcance  encontramos  deter- 
minado en  los  artículos  1 1 1,  1 12  y  1 13  de  la  ley  especial,  en 
la  que  hemos  de  buscar  siempre  el  complemento  ¿e  las  dis- 
posiciones que  este  capítulo  contiene. 

Según  el  primero  de  dichos  artículos,  se  entenderán  hi- 
potecados juntamente  con  la  finca,  aunque  no  se  mencio- 
nen en  el  contrato,  siempre  que  correspondan  al  propie- 
tario: 

i.°  Los  objetos  muebles,  colocados  permanentemente 
en  un  edificio,  bien  para  su  adorno  ó  comodidad,  ó  bien 
para  el  servicio  de  alguna  industria,  aunque  su  colocación 
se  haya  verificado  después  de  constituida  la  hipoteca. 

2.^  Las  mejoras  que  consistan  en  nuevas  plantaciones, 
obras  de  riego  ó  desagüe,  obras  de  reparación,  seguridad, 
transformación,  comodidad,  adorno  ó  elevación  de  los  edi- 
ficios y  cualesquiera  otras  semejantes  que  no  consistan  en 
agregación  de  terrenos,  excepto  por  accesión  natural  ó  en 
nueva  construcción  de  edificios  donde  antes  no  los  hubiere, 

3.*^  Los  frutos  que  al  tiempo  en  que  deba  hacerse  efec- 
tiva la  obligación  hipotecaria  estuvieren  pendientes  de  los 
árboles  ó  plantas,  ó  ya  cogidos,  pero  no  levantados  ni  alma- 
cenados. 

4."*  Las  rentas  vencidas  y  no  pagadas,  cualquiera  que 
sea  la  causa  de  no  haberse  hecho  efectivas,  y  las  que  se 
hayan  de  pagar  hasta  que  el  acreedor  sea  satisfecho  de  todo 
su  crédito. 

Y  5.*^  Las  indemnizaciones  concedidas  ó  debidas  al 
propietario  de  los  inmuebles  hipotecados,  bien  por  la  ase- 
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guración  de  éstos  ó  de  los  frutos,  siempre  que  Haya  tenido 
lugar  el  siniestro  después  de  constituida  la  hipoteca,  ó  bien 
por  la  expropiación  de  terrenos  por  causa  de  utilidad  pú- 
blica. 

Cuando  la  finca  hipotecada  pasare  á  manos  de  un  tercer 
poseedor,  dispone  el  artículo  112  que  no  será  extensiva  la 
hipoteca  á  los  muebles  colocados  permanentemente  en  los 
edificios,  ni  á  las  mejoras  que  no  consistan  en  obras  de  re- 
paración, seguridad  ó  transformación,  siempre  que  unos  ú 
otras  se  hayan  costeado  por  el  nuevo  dueño,  ni  á  los  frutos 
pendientes  y  rentas  vencidas  que  sean  de  la  pertenencia  del 
mismo. 

Y  con  arreglo  al  artículo  1 13  de  la  misma  ley,  el  dueño 
de  las  accesiones  ó  mejoras  que  no  se  entiendan  hipoteca- 
das, según  lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior,  podrá  exigir 
su  importe  ó  retener  los  objetos  en  que  consistan,  si  esto 
pudiere  hacerse  sin  menoscabo  del  valor  del  resto  de  la 
finca;  mas  en  el  primer  caso  no  podrá  detener  el  cumpli- 
miento de  la  obligación  principal  bajo  el  pretexto  de  hacer 
efectivo  su  derecho,  sino  que  habrá  de  cobrar  lo  que  le  co- 
rresponda con  el  precio  de  la  misma  finca^  cuando  se  en- 
ajene para  pagar  el  crédito. 


6ae8tI6n  h^  —  El  auto  por  el  cual  se  manda  al 
comprador  de  una  finca  hipotecada  que  deposite  la 
cantidad  á  que  responde  el  gravamen,  con  el  fin  de 
liberarla,  por  no  haber  comparecido  á  efectuarlo  el 
acreedor  hipotecario,  llamado  al  efecto  por  edictos  y 
declarado  en  rebeldía^  ¿infringe  el  articulo  i  .876  del 
Código  civil? 
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Sentencia  de  8  de  Bnero  de  1892. 

Constituido  Don  José  Cortiis  en  estado-de  suspensión  de 
pagos  y  nombrada  una  comisión  de  cuatro  acreedores  para 
que  realizara  los  bienes  del  deudor  y  pagara  las  deudas, 
hubo  necesidad  de  proceder  á  la  venta  de  una  casa  en  la 
calle  de  Ausias  Mkrch,  de  Barcelona,  cuya  mitad  pertene- 
cía á  Coiiils;  y  praciiCdda  la  liquidación  de  cargas,  resultó 
estar  gravada  con  una  hipoteca  á  favor  de  sus  hermanas 
Doña  Hilariona  y  Doña  Josefa  Cortiis,  en  seguridad  del  pago 
de  20.000  pesetas  á  cada  una  que  aquél  prometió  entregar- 
les, en  pago  de  legítimas,  al  contraer  ellas  matrimonio  ó  al 
separarse  de  su  casa  y  compañía. 

Acordada  la  venta  en  subasta  pública,  previa  autoriza- 
ción judicial  por  pertenecer  la  otra  mitad  de  la  casa  á  Doña 
Mercedes  Cortiis,  hija  del  deudor,  casada  á  la  sazón,  pero 
menor  de  edad,  y  rematada  la  casa  por  Don  José  Berirand, 
se  procedió  al  otorgamiento  de  la  escritura  de  venta,  con 
arreglo  á  la  minuta  aprobada  por  el  Juzgado;  en  cuyo  docu- 
mento, la  comisión  de  acreedores  de  Don  José  Cortiis  se 
obligó  á  obtener  la  cancelación  de  la  hipoteca  que  pesaba  so- 
bre la  finca  para  responder  de  los  créditos  de  DoñaHilariona 
Cortiis  y  de  los  herederos  de  Doña  Josefa,  que  había  falle- 
cido; conviniendo  los  otorgantes  que  el  comprador  Bertrand 
retendría  en  su  poder  las  40.000  pesetas  á  que  dichos  cré- 
ditos ascendían,  para  efectuar  el  pago  en  nombre  y  por  de- 
legación del  vendedor. 

Transcurrido  un  año  desde  el  otorgamiento  de  la  escri- 
tura, solicitó  del  Juzgado  la  comisión  de  acreedores  que  se 
hiciera  saber  á  Doña  Hilariona  Cortiis  que  se  presentara  á 
cobrar  de  Bertrand  el  importe  de  su  crédito,  y  que  se  lla- 
mara por  edictos  á  los  herederos  de  Doña  Josefa,  con  el 
mismo  objeto,  bajo  apercibimiento  de  ser  depositados  en  el 
Banco  de  España,  y  con  la  prevención  de  que,  en  todo  caso, 
se  acordaría  la  cancelación  del  gravamen;  y  acordado  así 
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por  el  Juzgado,  cobrado  su  crédito  por  Doña  Hilariona  y 
publicados  los  edictos  sin  resultado,  solicitó  la  comisión  que 
se  ordenase  á  Bertrand  que  constituyese  en  depósito  las 
20.000  pesetas  que  retenía  en  su  poder,  á  lo  que  igualmente 
accedió  el  Juzgado. 

A  esta  pretensión  se  opuso  Don  José  Bertrand  manifes- 
tando que  no  podía  cumplir  lo  mandado  porque,  teniendo 
su  finca  gravada  con  el  crédito  hipotecario,  como  sólo  los 
herederos  de  Doña  Josefa  podían  liberarla,  sólo  ellos  podían 
exigir  el  pago;  y  sustanciado  el  incidente  con  oposición  de 
la  comisión  de  acreedores  y  resuelto  en  apelación  por  la  Au- 
diencia de  Barcelona  por  auto  en  que  se  mandó  á  Bertrand 
que  en  el  término  de  una  audiencia  depositase  la  cantidad 
de  que  se  trataba,  correspondiente  á  los  ignorados  herede- 
ros de  Doña  Josefa  Cortils,  interpuso  dicho  Bertrand  re- 
curso de  casación,  citando  como  infringidos,  en  los  motivos 
quinto,  sexto  y  séptimo,  los  artículos  i.i25  del  Código  ci- 
vil, según  el  cual,  no  puede  obligarse  al  acreedor  al  cobro 
ni  al  deudor  al  pago  sino  después  que  la  obligación  haya 
vencido,  lo  cual  no  se  había  acreditado  en  este  caso;  el  i .  160, 
que  exige  se  haga  el  pago  precisamente  por  quien  tenga  la 
libre  disposición  de  la  cosa  debida  y  á  la  persona  en  cuyo 
favor  estuviese  constituida  la  obligación  ó  á  otra  autorizada 
para  recibirla  en  su  nombre;  toda  vez  que  la  comisión  de 
acreedores  no  tenía  la  libre  disposición  de  la  suma  de  que 
se  trataba  ni  la  representación  de  los  herederos  de  Doña  Jo- 
sefa CortilSj  y,  por  tanto,  la  consignación  pretendida  no  ex- 
tinguiría el  crédito  hipotecario  ni  produciría  la  cancelación 
del  gravamen;  y  el  i  .876,  en  que  se  establece  que  la  hipoteca 
sujeta  directa  é  inmediatamente  á  los  bienes  sobre  que  se 
impone,  cualquiera  que  sea  su  poseedor,  al  cumplimiento 
de  la  obligación  para  cuya  seguridad  fué  constituida;  por- 
que sin  el  consentimiento  de  Doña  Josefa  ó  de  sus  herede- 
ros no  podría  obtenerse  la  cancelación  de  la  hipoteca,  y  la 
finca  continuaría  afecta  al  crédito  de  las  20.000  pesetas,  no 
obstante  el  depósito  de  las  mismas  acordado. 
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El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso 
Considerando  que  la  sentencia  no  infringe  los  artícu- 
los i.i  25,  i.i  6o  y  1.876  del  Código  civil  y  demás  indicados 
en  los  motivos  quinto,  sexto  y  séptimo,  porque  la  deuda 
era  vencida  desde  el  momento  en  que  Don  José  Cortils  hizo 
suspensión  de  pagos  y  cedió  sus  bienes  por  no  pxxier  satis- 
facer los  créditos  á  su  tiempo,  y  con  tal  proceder  obligó  á 
los  acreedores  á  cobrar,  sin  prejuzgar  la  prelación  respec- 
tiva ni  la  indemnización  de  daños  en  su  caso;  y,  además, 
porque  en  la  escritura,  fundamento  del  crédito  de  Doña 
Josefa  Cortils,  se  precisó  el  pago  para  el  día  en  que  se  ca- 
sase la  acreedora  ó  se  separase  de  la  compañía  de  su  her- 
mano, extremos  que  han  tenido  lugar  y  evidencian  que  no 
podía  demorarse  la  solvencia  del  crédito,  como  pretende  el 
comprador,  pues  sabedor  éste,  como  el  deudor  y  los  here- 
deros de  Doña  Josefa,  en  virtud  de  la  notificación  por  edic- 
tos y  acusación  de  rebeldía,  no  puede  desconocerse  la  vali- 
dez de  la  consignación  de  la  cantidad  en  el  Banco  de  Espa- 
ña, toda  vez  que  reunía  los  requisitos  de  derecho  y  llevaba 
la  condición  de  responder  al  crédito  y  de  extinguir  la  ga- 
rantía por  medio  de  la  cancelación  de  la  hipoteca. 

&ae8ti6n  2/  —  Constituidas  dos  hipotecas  sobre 
un  mismo  inmueble  y  vendido  éste  por  el  deudor  al 
primer  acreedor  hipotecario  en  pago  de  su  crédito, 
¿tendrá  derecho  el  segundo  acreedor  á  que  le  abone  el 
primero,  como  poseedor  del  inmueble  gravado,  su  cré- 
dito é  intereses  íntegramente? 

Sentencia  de  11  de  Octubre  de  1899. 

Por  escritura  pública  otorgada  en  Alicante  en  28  de  Sep- 
tiembre de  1875  confesó  Don  Carlos  Arniches  haber  reci- 
bido en  aquel  acto,  en  concepto  de  préstamo,  de  Don  José 
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Bas  Moró,  la  cantidad  de  9.000  pesetas,  que  se  obligó  á 
devolver  en  el  término  de  seis  meses;  hipotecó,  en  garantía 
del  pago,  la  casa  número  i  de  la  calle  de  Golfín,  de  aquella 
ciudad;  y  declaró  que  dicha  casa  la  tenía  afecta  á  dos  hipo- 
lecas  en  favor  de  Don  Francisco  Garrigós,  una  de  8.5oo  pe- 
setas y  otra  de  4.000;  pero  estimándose  la  finca  en  iS.ooo  pe- 
setas, la  dejaba  hipotecada  en  tercer  término  por  las  9.000 
recibidas  en  aquel  acto. 

En  2  de  Junio  de  1876  otorgaron  otra  escritura  Don 
Carlos  Af  niches  y  Don  Francisco  Garrigós,  en  la  que,  con 
objeto  de  satisfacer  el  primero  al  segundo  las  i2.5oo  pesetas 
que  le  debía,  le  vendió  la  casa  hipotecada  de  la  calle  de 
Golf'n  por  la  cantidad  de  1 3.750  pesetas,  de  las  que  entregó 
el  comprador  i.25o,  reteniendo  el  resto  en  pago  de  su  cré- 
dito y  quedando  canceladas  las  dos  hipotecas  que  sobre  la 
citada  casa  tenía  constituidas. 

Fallecido  algunos  años  después  Don  Francisco  Garri- 
gós, dedujo  Don  José  Bas  Moró  demanda  contra  sus  here- 
deros, exponiendo  que,  canceladas  las  dos  hipotecas  consti- 
tuidas por  Arniches  á  favor  de  Garrigós,  quedó  como 
primera  hipoteca  sobre  la  casa  de  la  calle  de  Golfín  la  del 
exponente;  y  suplicando  que  se  condenara  á  los  demanda- 
dos, como  poseedores  de  ella,  al  pago  de  la  cantidad  de 
9.000  pesetas,  intereses  y  costas  á  que  estaba  afecta;  é  im- 
pugnada por  los  demandados  y  dictada  sentencia,  absol- 
viéndolos, por  la  Audiencia  de  Valencia,  interpuso  Bas 
Moró  recurso  de  casación,  citando  en  los  cuatro  primeros 
motivos,  como  infringidos,  el  artículo  1.876  del  Código  civil 
y  el  io5  de  la  Ley  Hipotecaria,  según  los  cuales,  las  hipote- 
cas sujetan  directa  é  inmediatamente  los  bienes  sobre  que 
se  imponen  al  cumplimiento  de  las  obligaciones  para  cuya 
seguridad  fueron  constituidas,  cualquiera  que  sea  su  posee- 
dor; al  declarar  la  sentencia  que  el  recurrente  carecía  de  de- 
recho para  repetir  contra  la  totalidad  de  la  finca  hipotecada 
por  haberla  adquirido  un  primer  acreedor,  no  obstante  ha- 
berse realizado  la  venta  por  el  precio  que  quisieron  conve- 
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nir  y  sin  que  se  siguiera  el  procedimienio  marcado  por  la 
ley  procesal  para  que  la  escritura  de  venta  de  la  casa  sur- 
tiera los  efeciosque  la  sentencia  la  concedía;  el  artículo  1.927 
del  mismo  Código,  por  aplicación  indebida,  porque  no  se 
trataba  en  el  pleito  de  un  caso  de  prelación  de  créditos,  sino 
de  la  responsabilidad  de  los  demandados  como  terceros  po- 
seedores de  la  finca  hipotecada,  los  cuales  se  hallaban  en  el 
caso  de  pagar  al  recurrente  su  crédito  ó  abandonar  la  finca, 
en  cuyo  segundo  caso,  y  trabando  ejecución  el  recurrente 
sobre  la  misma,  sería  llegado  el  momento  de  discutir  la 
prelación  de  sus  respectivos  créditos;  y  si  la  sentencia  en- 
tendía que  el  derecho  del  recurrente  estaba  limitado  á  re- 
clamar la  diferencia  entre  el  precio  en  que  se  vendió  la 
finca  y  el  importe  de  los  créditos  de  Garrigós,  resultarían 
inútiles  las  disposiciones  de  la  Ley  Hipotecaria  que  estable- 
cen la  garantía  que  da  la  hipoteca,  su  alcance  y  el  derecho 
real  que  de  ella  se  deriva,  y  el  procedimiento  único  por  el 
cual  puede  un  primer  acreedor  hipotecario  embargar  la 
finca  hipotecada  y  hacerse  dueño  de  ella  sin  ulterior  respon- 
sabilidad; y  el  artículo  77  de  la  expresada  ley,  según  el  cual, 
las  inscripciones  no  se  extinguen  en  cuanto  á  tercero  sino 
por  su  cancelación  ó  por  la  inscripción  de  la  transferencia 
del  dominio  ó  derecho  real  inscrito,  á  favor  de  otra  per- 
sona; toda  vez  que  la  sentencia  negaba  al  recurrente  el  de- 
recho, como  acreedor  hipotecario,  para  reclamar  á  los  de- 
mandados, terceros  poseedores  de  la  finca  hipotecada,  el 
importe  de  su  crédito,  derecho  que  era  una  consecuencia  de 
la  inscripción  hecha  á  su  favor,  y  que  se  hallaba  vivo  por- 
que la  inscripción  no  estaba  cancelada  ni  se  había  mandado 
cancelar. 

El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso 
Considerando  que  la  cuestión  litigiosa,  tal  como  ha 
sido  planteada  por  las  partes,  se  reduce  á  resolver  si,  por  vir- 
tud de  la  demanda  entablada,  sin  otra  reclamación  ni  for- 
malidad previa,  puede  obtener  Don  José  Bas  Moró,  acreedor 
de  Don  Garlos  Arniches,  con  tercera  hipoteca  sobre  la  casa 
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número  i  de  la  calle  de  Golfín,  que  se  le  abonen  íntegra- 
mente el  crédito  y  sus  intereses  por  los  poseedores  actua- 
les de  la  finca,  como  causahabientes  de  Don  Francisco  Ga- 
rrigós  Giner,  á  cuyo  favor  fué  enajenada  por  el  deudor 
para  pago  de  los  créditos  que  tenía  asegurados  con  primera 
y  segunda  hipoteca. 

Considerando  que,  si  bien  es  cierto  que  la  hipoteca  su- 
jeta directa  é  inmediatamente  los  bienes  sobre  que  se  im- 
pone, cualquiera  que  sea  su  poseedor,  al  cumplimiento  de 
la  obligación  que  garantiza,  no  lo  es  menos  que  cuando  se 
trata  de  varios  gravámenes  hipotecarios  constituidos  en 
una  finca,  la  prelación  ó  preferencia  de  los  mismos  se  de- 
termina, según  terminantes  disposiciones  legales,  por  el 
orden  de  antigüedad  de  las  respectivas  inscripciones  en  el 
Registro;  y  que,  con  arreglo  á  este  precepto  de  necesaria 
aplicación,  siempre  que  exista  concurrencia  de  créditos  de 
la  expresada  clase,  el  derecho  del  demandante,  hoy  recu- 
rrente, está  limitado  á  poder  reclamar  y  percibir,  por  me- 
dio del  procedimiento  correspondiente,  lo  que  del  valor  real 
y  positivo  del  inmueble,  no  del  que  prudencial  ó  arbitraria- 
mente se  designara,  sobrase  después  de  pagados  los  crédi- 
tos hipotecarios  inscritos  con  anterioridad  al  suyo. 

Considerando  que  ni  esto  se  pide  en  la  demanda  ini- 
cial del  pleito,  ni  se  han  hecho  los  requerimientos  y  obser- 
vado las  formalidades  que  para  tales  casos  establece  la  Ley 
Hipotecaria,  ni,  en  último  término,  á  pesar  de  la  manera 
de  apreciarse  la  cuestión  por  el  recurrente,  se  ha  intentado 
probar  su  afirmación  de  que  el  valor  de  la  finca  era  supe- 
rior á  la  cantidad  en  que  se  vendió. 

Considerando  que,  de  consiguiente,  no  han  podido  co- 
meterse las  infracciones  alegadas  en  los  cuatro  primeros 
motivos,  no  sólo  por  las  razones  que  se  han  expuesto,  sino 
porque  la  sentencia  concilla  la  disposición  del  artículo  io5 
de  la  mencionada  ley,  que  reproduce  el  1.876  del  Código 
civil,  acerca  de  los  efectos  de  las  hipotecas,  con  la  que  con- 
tiene la  regla  2.*  del  artículo  1.927  del  Código,  y  que  se  re 


Digitized  by  CjOOQ IC 


6o  ARTÍCULOS  1 .876  T   1 .877 

ficre  á  la  prclación  de  las  hipotecas  constituidas  sobre  u» 
mismo  predio;  porque  tampoco  declara  por  modo  alguno 
que  se  haya  cancelado  la  que  á  su  favor  tiene  Don  José  Bas 
Moró,  la  cual,  por  el  contrario,  está  subsistente  y  es  eñcaz; 
y,  en  fin,  porque  no  desconoce  el  derecho  que  nace  de  ella, 
y  que  en  la  forma  procedente  puede  ejercitar  el  interesado, 
por  lo  que  toca  al  valor  del  inmueble,  sea  mucho  ó  poco, 
que  exceda  del  importe  de  los  créditos  asegurados  con  las 
preferentes  hipotecas  anteriores. 
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ARTICULO  1.878 

El  crédito  hipotecario  puede  ser  enajenado  ó 
cedido  á  un  tercero,  en  todo  ó  en  parte,  con  las 
formalidades  exigidas  por  la  ley. 


ARTICULO  1.879 

El  acreedor  podrá  reclamar  del  tercer  poseedor 
de  los  bienes  hipotecados  el  pago  de  la  parte  de 
crédito  asegurada  con  los  que  el  último  posee,  en 
los  términos  y  con  las  formalidades  que  la  ley 
establece. 


Los  créditos  y  demás  derechos  incorporales,  como  cosas 
susceptibles  de  apropiación,  pueden  enajenarse  ó  cederse, 
según  se  desprende  del  artículo  1.526,  al  declarar  que  la 
cesión  no  surtirá  efecto  contra  tercero  sino  desde  que  su 
fecha  deba  tenerse  como  cierta  en  conformidad  á  los  artícu- 
los 1. 218  y  1.227,  y  **  s^  tratare  de  un  inmueble,  desde  la 
fecha  de  su  inscripción  en  el  Registro  de  la  propiedad.  El 
crédito  hipotecario,  como  bien  inmueble  que  es,  por  su  con- 
dición de  derecho  real  sobre  un  inmueble  impuesto,  puede 
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enajenarse  ó  cederse,  en  todo  ó  en  parte,  á  un  tercero,  á 
tenor  del  precepto  especial  del  artículo  1.878,  con  las  for- 
malidades exigidas  por  la  ley;  expresión  con  la  que  se  alude 
á  la  Ley  Hipotecaria,  cuyos  artículos  i53,  164  y  i55  com- 
pletan  la  prescripción  del  Código  civil. 

Según  ellos,  la  enajenación  ó  cesión  de  los  créditos  hi- 
potecarios debe  hacerse  en  escritura  pública,  de  que  se  dé 
conocimiento  al  deudor,  c  inscribirse  en  el  Registro;  el 
deudor  no  queda  obligado  por  dicho  contrato  á  más  que  lo 
estuviera  por  el  suyo;  el  cesionario  se  subroga  en  todos  los 
derechos  del  cedente.  y  si  la  hipoteca  se  constituyó  para 
garantizar  obligaciones  transferibles  por  endoso  ó  títulos  al 
portador,  el  derecho  hipotecario  se  entenderá  transferido, 
con  la  obligación  ó  con  el  título,  sin  necesidad  de  dar  de 
ello  conocimiento  al  deudor  ni  de  hacerse  constar  la  trans- 
ferencia en  el  Registro.  Si  se  omite  dar  conocimiento  al 
deudor,  en  los  casos  en  que  deba  hacerse,  será  el  cedente 
responsable  de  los  perjuicios  que  pueda  sufrir  el  cesionario 
por  consecuencia  de  esta  falta.  Y  si  se  tratare  de  créditos  ó 
derechos  asegurados  con  hipoteca  legal,  no  podrán  cederse 
sino  cuando  haya  llegado  el  caso  de  exigir  su  importe,  y 
sean  legalmente  capaces  para  enajenarlos  las  personas  que 
los  tengan  á  su  favor. 

Del  mismo  modo  que  los  créditos  hipotecarios,  pueden 
enajenarse  los  bienes  hipotecados,  ó  pasar,  por  otro  título, 
á  un  tercero;  el  gravamen  no  puede  impedir  la  libre  dispo- 
sición ni  la  transmisión  de  ellos,  puesto  que  por  él  no  se 
ha  transferido  el  dominio;  pero,  como  quiera  que  la  hipo- 
teca, á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  1.876,  sujeta  in- 
mediata y  directamente  los  bienes  sobre  que  se  impone,  cwa/- 
quiera  que  sea  su  poseedor^  al  cumplimiento  de  la  obliga- 
ción para  cuya  seguridad  fué  constituida,  los  bienes  se 
transfieren  con  la  carga  y  puede  el  acreedor  reclamar  del 
tercero  la  parte  de  crédito  asegurada  con  los  que  posee. 

El  complemento  de  esta  disposición  se  contiene  en  los 
siguientes  artículos  de  la  Ley  Hipotecaria. 
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127.  El  acreedor  podrá  reclamar  del  tercer  poseedor  de 
los  bienes  hipotecados  el  pago  de  la  parte  de  crédito  asegu- 
rada con  los  que  aquél  posee,  si  al  vencimiento  del  plazo 
no  lo  verifica  el  deudor  después  de  requerido  judicialmente 
ó  por  Notario. 

128.  Requerido  el  tercer  poseedor  de  uno  de  los  dos 
modos  expresados  en  el  artículo  anterior,  deberá  verificar 
el  pago  del  crédito  con  los  intereses  correspondientes,  re- 
gulados conforme  á  lo  dispuesto  en  el  artículo  1 14,  ó  des- 
amparar los  bienes  hipotecados. 

1 14.  La  hipoteca  constituida  á  favor  de  un  crédito  que 
devengue  interés  no  asegurará,  con  perjuicio  de  tercero,  ade- 
más del  capital,  sino  los  intereses  de  los  dos  últimos  años 
transcurridos  y  la  parle  vencida  de  la  anualidad  corriente. 

129.  Si  el  tercer  poseedor  no  paga  ni  desampara  los 
bienes,  será  responsable  con  los  suyos  propios,  además  de 
los  hipotecados,  de  los  intereses  devengados  desde  el  reque- 
rimiento y  de  las  costas  judiciales  á  que  por  su  morosidad 
diere  lugar.  En  el  caso  de  que  el  tercer  poseedor  desampare 
los  bienes  hipotecados,  se  considerarán  éstos  en  poder  del 
deudor,  á  fin  de  que  pueda  dirigirse  contra  los  mismos  el 
procedimiento'  ejecutivo. 

1 30.  Lo  dispuesto  en  los  tres  anteriores  ar  .ículos  será 
igualmente  aplicable  al  caso  en  que  deje  de  pagarse  una 
parte  del  capital  del  crédito  ó  de  los  intereses,  cuyo  pago 
deba  hacerse  en  plazos  diferentes,  si  venciere  alguno  de 
ellos  sin  cumplir  el  deudor  su  obligación. 

1 32.  Se  considerará  también  como  tercer  poseedor, 
para  los  efectos  de  los  artículos  127  y  128,  el  que  hubiere 
adquirido  solamente  el  usufructo  ó  el  dominio  útil  de  la 
finca  hipotecada,  ó  bien  la  propiedad  ó  el  dominio  directo, 
quedando  en  el  deudor  el  derecho  correlativo. 

Si  hubiere  más  de  un  tercer  poseedor  por  hallarse  en 
una  persona  la  propiedad  ó  el  dominio  directo,  y  en  otra 
el  usufructo  ó  el  dominio  útil,  se  entenderá  con  ambasel 
requerimiento. 
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ARTICULO   I.8SC 

La  forma,  extensión  y  efectos  de  la  hipoteca, 
así  como  lo  relativo  á  su  constitución,  modificación 
y  extinción  y  á  lo  demás  que  no  haya  sido  com- 
prendido en  este  capítulo,  queda  sometido  á  las 
prescripciones  de  la  Ley  Hipotecaria,  que  continúa 
vigente. 

Es  tan  indiscutible  la  vigencia  de  la  Ley  Hipotecaria 
después  de  la  promulgación  del  Código  civil,  en  cuanto  se 
refiere  á  la  forma,  extensión  y  efectos  de  la  hipoteca,  á  su 
constitución,  modificación  y  extinción,  al  valor  de  los 
asientos  del  Registro  y  á  la  venta  de  bienes  inmuebles,  que 
huelga  toda  refutación  de  la  opinión  contraria  que  parte 
del  supuesto  de  haber  modificado  el  Código  algunas  de  las 
disposiciones  de  la  ley  especial  relativas  á  aquellas  mate- 
rias. Lejos  de  ello,  ha  declarado  el  Tribunal  Supremo,  en 
su  sentencia  de  25  de  Octubre  de  1895  (1),  en  pleito  en  que 
se  trataba  de  la  nulidad  de  un  contrato  de  compraventa, 
que  fué  impugnado  por  fraudulento,  que  no  existe  pugna 
ni  contradicción  algunar  entre  la  Ley  Hipotecaria  y  el  Có- 
digo civil,  pues,  antes  bien,  los  principios  que  informan  los 
textos,  así  de  la  una  como  del  otro,  son  idénticos,  ratifi- 

(1)    Tomo  ni,  página  666. 
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cando  el  uno  los  preceptos  sustanciales  de  la  ley  que  es 
complemento  suyo  y  á  la  que  el  mismo  se  refiere  en  sus 
artículos  608  y  i.SSy.  Y  esto  mismo  cabe  decir  de  las  dis- 
posiciones referentes  á  la  hipoteca,  respecto  de  las  cuales 
no  hace  el  Código  otra  cosa  que  formular  los  principios 
fundamentales  de  la  institución,  inspirándose  y  aun  co- 
piando los  preceptos  de  la  ley  especial.  El  artículo  1.880  del 
Código  la  declara  vigente  en  absoluto,  sin  limitación  al- 
guna, con  referencia  á  las  materias  que  expresa,  respecto 
de  las  cuales  debe  estimarse  el  Código  subordinado  á  lo 
preceptuado  en  la  ley  especial,  en  el  caso,  que  dudamos,  de 
que  se  encontrara  alguna  discrepancia  en  lo  sustancial  de 
unas  y  otras  disposiciones. 


T.  El.— 5-, 
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CAPÍTULO  IV 

DE    LA    ANTlCRESIS 


ARTICULO  1.88 1 

Por  la  antícresis  el  acreedor  adquiere  el  dere- 
cho de  percibir  los  frutos  de  un  inmueble  de  su 
deudor^  con  la  obligación  de  aplicarlos  al  pago  de 
los  intereses,  si  se  debieren,  y  después  al  del  capi- 
tal de  su  crédito. 


ARTICULO  1.882 

El  acreedor,  salvo  pacto  en  contrario,  está  obli- 
gado á  pagar  las  contribuciones  y  cargas  que  pesen 
sobre  la  finca. 

Lo  está,  asimismo,  á  hacer  los  gastos  necesarios 
para  su  conservación  y  reparación. 

Se  deducirán  de  los  frutos  las  cantidades  que 
emplee  en  uno  y  otro  objeto. 
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ARTICULO  1.883 

El  deudor  no  puede  readquirir  el  goce  del  in- 
mueble sin  haber  pagado  antes  enteramente  lo 
que  debe  á  su  acreedor. 

Pero  éste,  para  librarse  de  las  obligaciones  que 
le  impone  el  artículo  anterior,  puede  siempre  obli- 
gar al  deudor  á  que  entre  de  nuevo  en  el  goce  de 
la  finca,  salvo  pacto  en  contrario. 


ARTICULO  1.884 

El  acreedor  no  adquiere  la  propiedad  del  in- 
mueble por  falta  de  pago  de  la  deuda  dentro  del 
plazo  convenido. 

Todo  pacto  en  contrario  será  nulo.  Pero  el 
acreedor  en  este  caso  podrá  pedir,  en  la  forma 
que  previene  la  Ley  de  Enjuciamiento  civil,  el 
pago  de  la  deuda  ó  la  venta  del  inmueble. 


ARTICULO  1.88S 

Los  contratantes  pueden  estipular  que  se  com- 
pensen los  intereses  de  la  deuda  con  los  frutos  de 
la  finca  dada  en  antícresis 
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ARTICULO  1.886 

Son  aplicables  á  este  contrato  el  último  párrato 
del  artículo  1.857,  el  párrafo  segundo  del  artícu- 
lo 1.866  y  los  artículos  1.860  y  1,861. 


Pocos  contratos  han  sido  tan  discutidos  como  el  de 
antícresis,  que  unos  estiman,  cual  lo  hace  el  Código,  como 
verdadero  contrato,  si  bien  accesorio  de  otra  obligación 
principal,  y  otros  solamente  como  pacto  unido  á  la  prenda 
6  á  la  hipoteca,  que  son,  á  la  vez,  accesorios  de  la  obliga- 
ción por  los  mismos  garantizada.  Que  entre  uno  y  otros 
existen  grandes  analogías,  es  innegable,  pero  no  funda- 
mento sólido  para  confundirlos,  desde  el  momento  que, 
al  lado  de  esos  caracteres  comunes,  se  encuentran  diferen- 
cias esenciales  que  los  distinguen  y  fatalmente  los  separan. 
Todos  son  contratos  accesorios;  ninguno  de  ellos  se  con- 
cibe sino  como  consecuencia  ó  derivación  de  otra  obligación 
principal  cuyo  cumplimiento  garantizan;  en  ningún  caso 
puede  el  acreedor  apropiarse  las  cosas  dadas  en  prenda, 
hipoteca  ó  antícresis,  si  bien  es  peculiar  de  los  tres  contra- 
tos que  el  acreedor  pueda  enajenar  ó  pedir  que  se  enajene, 
con  mayores  ó  menores  facilidades,  según  los  casos,  para 
cobrar  con  su  importe  el  crédito,  los  intereses,  si  la  obliga- 
ción los  produce,  y  los  gastos  cuyo  reintegro  proceda;  tanto 
una  como  otras  garantías  son  indivisibles,  á  tenor  de  lo 
dispuesto  en  los  artículos  1.860  y  1.886,  y  pueden  asegurar 
toda  clase  de  obligaciones,  ya  sean  puras  ó  condicionales; 
y  lo  mismo  la  antícresis  que  la  hipoteca  y  la  prenda  pueden 
constituirse  por  el  deudor  con  sus  bienes  propios  ó  por  otra 
persona  extraña  al  contrato  principal,  siempre  que  el  que 
empeñe,  hipoteque  ó  dé  en  antícresis,  sea  dueño  de  la  cosa 
en  que  consista  la  garantía  y  tenga  la  libre  disposición  de 
sus  bienes. 
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Estas  analogías  son  aún  mayores  entre  la  anlícresis  y 
la  prenda,  como  lo  demuestran  los  artículos  1.881,  1.883 
y  i. 884,  relativos  á  la  primera,  y  los  1.868  y  1.871  que  se 
refieren  á  la  segunda.  Según  ellos,  el  deudor,  que  ha  entre- 
gado al  acreedor  la  cosa  en  que  la  garantía  consiste,  no 
puede  pedir  su  restitución  mientras  no  pague  la  deuda  con 
sus  intereses  y  expensas,  en  su  caso;  y,  si  bien  es  precepto 
terminante  y  expreso  que  en  la  antícresis  puede  el  acreedor 
obligar  al  deudor  á  que  entre  de  nuevo  en  el  goce  de  la  finca, 
para  librarse  del  pago  de  las  contribuciones  y  cargas  que 
sobre  la  misma  graviten  y  de  los  gastos  de  conservación, 
precepto  que  no  existe  en  la  misma  forma  concebido  res- 
pecto de  la  prenda,  es  indudable  que  el  acreedor  prendario 
puede  renunciar  á  la  garantía  y  devolver  la  prenda,  aun 
ames  de  estar  satisfecho  de  su  crédito,  por  no  haber  razón 
que  estorbe  la  renuncia,  ni  fundamento  para  obligarle  á  que 
la  retenga,  si  entiende  que  su  tenencia  y  los  deberes  que  le 
impone  le  perjudican.  La  analogía  es  casi  completa  si  pro- 
duce intereses  ó  frutos  la  cosa  dada  en  prenda,  en  cuyo 
caso,  el  acreedor  los  compensa  con  los  que  le  corresponda 
percibir  por  la  obligación  principal,  y  si  no  le  asiste  este 
derecho,  ó  en  cuanto  excedan,  los  imputa  al  pago  del  ca- 
pital; que  es,  precisamente,  lo  propio  que  hace  el  acreedor 
en  la  antícresis;  con  la  facultad,  en  ambos  contratos,  de 
cobrar  la  parte  de  capital  de  que  no  se  haya  reintegrado 
con  los  frutos,  con  el  importe  ó  valor  de  la  cosa,  vendida 
en  un  caso  por  el  mismo  acreedor,  con  las  formalidades 
que  exige  el  artículo  1.872,  y  en  otro  por  los  trámites  y 
procedimiento  que  determina  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
civil.  De  suerte  que,  salvóla  diferencia  importantísima  y 
trascedental  que  á  uno  y  otro  contrato  separa  respecto  de 
la  clase  de  bienes  que  puede  ser  objeto  de  ellos,  muebles  en 
la  prenda,  é  inmuebles  en  la  antícresis,  no  encontramos 
diversidad  entre  ellos,  pudiendo  decirse  que  la  antícresis 
es  la  prenda  de  los  bienes  inmuebles. 

Esta  diferencia  es,  sin  embargo,  esencial  y  decisiva, 
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según  los  preceptos  del  Código  civil;  ni  la  prenda  puede 
constituirse  sobre  bienes  raíces  ni  derechos  reales,  ni  laan- 
tícresis  ni  la  hipoteca  sobre  muebles.  De  la  hipoteca  se 
diferencia,  también  esencialmente,  en  que  ésta  afecta  el 
inmueble  al  cumplimiento  de  la  obligación  garantizada,  y 
la  antícresis  afecta,  en  primero  y  principal  término,  los 
frutos  y  sólo  subsidiariamente  el  predio  que  los  produce;  y 
en  que  la  finca  hipotecada  no  sale  de  poder  del  deudor,  y 
la  anticrética  pasa  al  del  acreedor  para  que,  poseyéndola, 
perciba  sus  frutos. 

No  falta  quien  sostenga  que  puede  la  antícresis  consti- 
tuirse depositando  la  cosa  en  poder  de  un  tercero,  y  aun 
quedando  en  manos  del  deudor,  sin  que  pierda  su  posesión. 
El  artículo  1.881  no  dice,  en  efecto,  que  la  cosa  deba  entre- 
garse al  acreedor;  consigna,  tan  sólo,  que  adquiere  el  dere- 
cho de  percibir  los  frutos  de  un  inmueble  de  su  deudor,  lo 
cual  bien  puede  realizarse  sin  obtener  su  posesión;  pero 
del  examen  de  los  restantes  artículos  que  de  la  antícresis 
tratan,  bien  claramente  se  deduce  que  la  entrega  de  la  cosa 
al  acreedor  es  esencial,  pues,  de  lo  contrario,  ni  se  le  exi- 
giría el  pago  de  los  gastos  de  conservación,  ni  se  prohibi- 
ría al  deudor  readquirir  el  goce  del  inmueble  antes  de 
pagar  enteramente  lo  que  deba. 

Otra  distinción  encontramos,  por  último,  entre  la  antí- 
cresis y  la  prenda  é  hipoteca,  y  consiste  en  el  carácter 
menos  marcadamente  subsidiario  de  la  primera.  El  acreedor 
prendario  y  el  hipotecario  ningún  derecho  pueden  hacer 
efectivo  sóbrela  cosa  empeñada  ó  hipotecada  hasta  tanto 
que,  vencida  la  obligación  principal,  deja  el  deudor  de 
cumplirla;  mientras  que  en  la  antícresis  se  entrega  k  cosa 
al  acreedor,  por  regla  general,  para  que,  desde  luego,  pro- 
ceda al  cobro  de  su  crédito  con  los  frutos  que  produce. 
Hizo,  pues,  bien  el  legislador  en  elevar  á  contrato  lo  que 
antes  era  considerado  tan  sólo  como  un  pacto  anejo  á  la 
prenda  y  á  la  hipoteca,  poniendo  término  con  sus  preceptos 
precisos  á  las  dudas  que  acerca  de  su  naturaleza  existían. 
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Para  terminar:  ¿constituye  la  aniícresis  un  derecho 
real?  Así  lo  entienden  muchos  jurisconsultos,  fundándose 
en  que  por  ella  se  limita  el  ejercicio  de  algunos  de  los  de- 
rechos que  integran  el  dominio,  cuales  son  los  de  disponer 
y  gozar  de  los  frutos,  viniendo  á  ser  una  desmembración 
de  la  propiedad;  pero  es  lo  cierto  que  el  Código  no  exige 
la  inscripción  del  contrato  de  anticresis  en  el  Registro, 
como  cuidó  de  imponer  la  de  la  hipoteca,  como  requisito 
esencial  para  la  validez  del  contrato,  y  como  seguramente 
lo  habría  ordenado  en  este  caso,  de  haber  dado  á  aquélla  la 
consideración  de  derecho  real. 


Goestlón.— La  nulidad  de  los  pactos  prohibidos 
por  el  artículo  i  ,884  del  Código  civil  ¿es  bastante  para 
producir  la  de  la  obligación  principal  que  garantizan? 

Véase  la  sentencia  de  ig  de  Noviembre  de  1891,  inserta 
en  la  Cuestión  2.*  del  artículo  i.SSg. 


DigitizedbyCjOOQlC  ^ 


TITULO  XVI 

DE  LAS  OBLIGACIONES  QUE  SE  CONTRAEN  SIN  CONVENIO 


Las  obligaciones  nacen  de  la  ley  ó  de  la  voluntad  de  los 
hombres.  Cuando  esta  voluntad  se  exterioriza  por  medio 
del  consentimiento  en  obligarse  á  dar  alguna  cosa  ó  prestar 
algún  servicio  y  existe  el  concurso  de  las  voluntades  del 
obligado  y  del  favorecido  con  la  obligación,  ó  de  dos  ó  más 
personas  que  recíprocamente  se  obligan,  entonces  surge  el 
contrato.  Cuando  no  existe  convención,  pero  sí  la  ejecución 
de  determinados  actos  lícitos  que  implican  el  consenti- 
miento tácito  de  obligarse,  por  la  presunción  legal  de  que 
toda  persona  se  considera  responsable  de  las  consecuencias 
que  producen  los  hechos  que  voluntariamente  realiza,  nace 
el  cuasicontrato,  que  reconoce  como  fundamento  aquel 
consentimiento  tácito.  Y  pueden  ejecutarse  otros  actos  que, 
sin  dar  lugar  á  responsabilidad  criminal,  son  ilícitos  por 
culpa  ó  negligencia  no  punibles,  causan  un  daño  y  dan  ori- 
gen á  una  obligación  civil  de  indemnizarlo  y  á  una  acción 
correlativa  para  exigir  su  reparación. 

Tienen  estos  últimos  hechos  de  común  con  los  que  dan 
vida  á  los  cuasicontratos  que  no  concurre  en  ellos  el  con- 
cierto de  voluntades;  y  excluidos,  por  esta  circunstancia  de 
su  especial  naturaleza,  de  la  categoría  de  los  contratos,  se 
ocupa  de  ellos  el  presente  título  del  Código,  en  los  dos  ca- 
pítulos que  contiene,  como  generadores  de  obligaciones  que 
se  contraen  sin  convenio. 
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CAPITULO   PRIMERO 

DE   LOS   CUASICONTRATOS 


ARTICULO  1.887 

Son  cuasicontratos  los  hechos  h'citos  y  pura- 
mente voluntarios  de  los  que  resulta  obligado  su 
autor  para  con  un  tercero,  y  á  veces  una  obliga- 
ción recíproca  entre  los  interesados. 


No  están  conformes  todos  los  Códigos  en  la  determina- 
ción de  lo  que  debe  entenderse  por  cuasicontrato,  pues 
aceptando  todos  que  han  de  proceder  de  hechos  lícitos  ge- 
neradores de  obligaciones,  sólo  algunos,  como  el  nuestro, 
añaden  que  estos  hechos  han  de  ser  voluntarios  y  libres; 
con  lo  cual  quedan  excluidos  aquellos  que  son  consecuen- 
cia de  los  contratos  ó  impuestos  por  la  ley.  Por  esto,  que- 
dan fuera  de  tal  denominación  la  administración  de  los  bie- 
nes comunes,  el  ejercicio  ó  administración  de  la  tutela  y 
otros  que,  si  bien  nacen  sin  convención  de  las  partes,  ale- 
jan toda  idea  de  voluntariedad,  como  consecuencia  que  son 
de  un  deber  legal. 

El  número  de  cuasicontratos  es  indefinido,  pudiendo  ser 
tantos  cuantos  sean  los  hechos  lícitos  y  voluntarios  sus- 
ceptibles de  producir  obligaciones  por  parte  del  que  los  eje- 
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cuta.  El  Código,  no  obstante,  regula,  como  más  frecuentes, 
la  gestión  de  negocios  ajenos,  en  cuyo  concepto  caben  gran 
número  de  aquéllos,  y  el  cobro  de  lo  indebido;  á  los  que 
agregan  algunos  Códigos  la  venta  equivocada  de  cosa  ajena; 
el  cual,  como  los  demás  que  en  la  práctica  se  pueden  pre- 
sentar, se  regirán,  en  cuanto  lo  permitan  las  circunstancias 
y  condiciones  que  en  cada  caso  concurran,  por  las  disposi- 
ciones aplicables  á  las  clases  de  que  este  capítulo  especial- 
mente se  ocupa,  y  por  los  preceptos  por  que  se  rigen  las 
obligaciones  en  general. 
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SECCIÓN  PRIMERA 

DE  LA  GESTIÓN  DE  NEGOCIOS  AJENOS 

m 

ARTICULO  1.888 

El  que  se  encarga  voluntariamente  de  la  agencia 
ó  administración  de  los  negocios  de  otro,  sin  man- 
dato de  éste,  está  obligado  á  continuar  su  gestión 
hasta  el  término  del  asunto  y  sus  incidencias,  ó  á  re- 
querir al  interesado  para  que  le  sustituya  en  la 
gestión,  si  se  hallase  en  estado  de  poder  hacerlo 
por  sí. 


ARTICULO   1.889 

El  gestor  oficioso  debe  desempeñar  su  cargo 
con  toda  la  diligencia  de  un  buen  padre  de  familia^ 
é  indemnizar  los  perjuicios  que  por  su  culpa  ó  neg- 
ligencia se  irroguen  al  dueño  de  los  bienes  ó  ne- 
gocios que  gestione. 
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Los  Tribunales,  sin  embargo,  podrán  moderar 
la  importancia  de  la  indemnización  según  las  cir- 
cunstancias del  caso. 


ARTICULO  1.890 

Si  el  gestor  delegare  en  otra  persona  todos  ó 
algunos  de  los  deberes  de  su  cargo,  responderá  de 
los  actos  del  delegado,  sin  perjuicio  de  la  obliga- 
ción directa  de  éste  para  con  el  propietario  del 
negocio. 

La  responsabilidad  de  los  gestores,  cuando  fue- 
ren dos  ó  más,  será  solidaria. 


ARTICULO  1. 89 1 

El  gestor  de  negocios  responderá  del  caso  for- 
tuito cuando  acometa  operaciones  arriesgadas  que 
el  dueño  no  tuviere  costumbre  de  hacer,  ó  cuando 
hubiese  pospuesto  el  interés  de  éste  al  suyo  propio. 

El  cuasicontrato  de  gestión  de  negocios  ajenos  lo  define 
implícitamente  el  primero  de  los  artículos  copiados,  como 
aquel  por  el  cual  una  persona  se  encarga  voluntariamente 
de  la  agencia  ó  administración  de  los  negocios  de  otro,  sin 
mandato  de  éste.  La  legislación  anterior  al  Código  civil 
exigía  como  requisitos  esenciales  de  este  cuasicontrato,  que 
los  bienes  ó  negocios  objeto  del  mismo  estuviesen  atando- 
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nados  por  ausencia,  enfermedad  ó  incapacidad  de  su  dueño, 
y  que  el  gestor  procediera  á  asumir  la  gestión  ó  administra- 
ción de  aquéllos  impulsado  por  razones  de  parentesco  ó 
amistad,  oficiosamente,  y  no  por  cobdicia  de  ganar.  El  Có- 
digo omite  la  exigencia  del  primer  requisito  porque  es  in- 
herente á  este  cuasicontrato  el  abandono  de  los  bienes  ó 
negocios,  faltando  la  razón  de  su  existencia  si  están  aten- 
didos y  cuidados  por  su  dueño,  ó  por  persona  que  le  repre- 
sente, ó  por  otro  gestor  voluntario  que  se  haya  anticipada 
á  encargarse  de  la  gestión.  En  cuanto  al  segundo  de  los 
mencionados  requisitos,  nada  tuvo  elCódigoque  consignar 
desde  el  momento  que  regula  los  efectos  del  cuasicontrato 
por  las  consecuencias  provechosas  ó  perjudiciales  que  la 
gestión  tenga  para  el  dueño  de  los  bienes  ó  negocios  en 
esta  forma  administrados,  haciendo  responsable  al  gestor 
de  los  daños  y  perjuicios  que  por  su  culpa  se  ocasionaren, 
y  al  dueño,  de  las  obligaciones  contraídas  en  su  interés,  y 
de  los  gastos  necesarios  y  útiles  que  el  primero*  hubiese 
hecho  y  de  los  perjuicios  que  hubiere  sufrido  con  motivo 
del  desempeño  de  su  cargo,  siempre  que  se  aproveche  de 
las  ventajas  ó  beneficios  obtenidos  con  la  gestión,  y  aun 
sin  ellos,  cuando  ésta  hubiere  tenido  por  objeto  evitar  un 
perjuicio  inminente  y  manifiesto.  Poco  importa,  pues,  el 
móvil  que  haya  impulsado  al  gestor,  si  la  gestión  ha  redun- 
dado en  provecho  del  dueño;  la  ley  lo  califica  y  aprecia  por 
los  resultados,  y  de  ellos  hace  derivar  las  obligaciones  y 
derechos  del  mismo  y  del  gestor. 

La  primera  obligación  que  al  gestor  oficioso  incumbe  es 
la  de  continuar  su  gestión  hasta  el  término  del  asunto  y  sus 
incidencias,  ó  á  requerir  al  interesado  para  que  le  sustituya 
en  la  gestión,  si  se  hallare  en  estado  de  poder  hacerlo  por 
si.  Bien  está  que  no  se  permita  al  gestor  abandonar  capri- 
chosamente los, bienes  ó  negocios  de  que,  voluntariamente 
y  sin  excitación  de  nadie,  se  encargó;  y  no  menos  que,  es- 
tando el  interesado  en  condiciones  de  poder  atenderlos  por 
s{,  se  libre  de  la  obligación  espontáneamente  contraída,  re- 
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<juiriéndole  previamente  para  que  los  bienes  ó  negocios  no 
queden  nuevamente  abandonados;  pero,  ¿podrá  eludir  el 
cumplimiento  de  aquella  obligación  por  una  causa  justa,  si 
no  puede  verificar  el  requerimiento?  El  rigor  del  precepto 
contenido  en  el  artículo  i  .888  no  lo  permite,  y,  sin  embargo, 
puede  encontrarse  el  gestor  en  condiciones  que  le  imposi- 
biliten para  el  desempeño  del  cargo,  ó  cuando  menos,  que 
le  perjudiquen  gravemente.  El  dueño  puede  estar  en  igno- 
rado paradero,  caso  el  más  frecuente  de  los  que  dan  lugar 
á  la  gestión  de  negocios  ajenos,  y  ser  el  requerimiento  de 
imposible  realización,  y  no  parece  justo  imponer  en  tales 
condiciones  la  obligación  al  gestor  que,  movido  de  un  sen- 
timiento noble,  echó  sobre  sí  la  carga  de  la  gestión  en  be- 
neficio exclusivo  de  un  extraño,  tal  vez  de  un  desconocido. 
Análoga  obligación  se  impone  al  depositario,  la  de  guardar 
la  cosa  depositada  y  cuidar  de  su  conservación  hasta  que 
llega  el  momento  de  restituirla;  pero  puede  devolverla,  te- 
niendo justos  motivos  para  ello,  y  aun  obtener  del  Juez  su 
consignación  si  el  depositante  resiste  la  entrega.  No  encon- 
tramos fundamento  para  no  conceder  igual  facultad  al  ges- 
tor de  negocios  ajenos,  y  creemos  que  planteada  esta  cues- 
tión ante  los  Tribunales  y  bien  justificada  la  imposibilidad 
del  gestor  para  continuar  en  el  desempeño  de  su  cometido, 
ó  los  perjuicios  que  la  gestión  le  cause,  sería  totalmente  re- 
levado de  responsabilidad,  para  lo  cual  no  dejaría  de  cons- 
tituir un  fundamento  el  precepto  contenido  en  el  segundo 
párrafo  del  artículo  1.889,  que  concede  á  los  Tribunales 
facultad  para  moderar  la  importancia  de  la  indemnización 
á  que  viene  obligado  el  gestor  oficioso,  por  los  perjuicios 
que  se  irroguen  al  dueño  de  los  bienes  ó  negocios  que  ges- 
tione por  su  culpa  ó  negligencia.  Si  esta  facultad  para  mo- 
derar la  importancia  de  la  indemnización,  que  es  amplísima, 
puesto  que  se  concede  sin  más  tasa  que  la  que  impongan 
las  circunstancias  de  cada  caso,  cuya  apreciación  corres- 
ponde al  juzgador,  es  procedente  en  el  supuesto  de  perjui- 
cios ocasionados  por  culpa  ó  negligencia,  con  mayor  razón 
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debe  serlo  cuando,  no  los  perjuicios,  sino  la  eventualidad 
de  ellos  por  abandono  de  la  gestión,  sea  producida  por  una 
causa  justa  que  puede  llegar  á  constituir  fuerza  mayor. 

Las  demás  obligaciones  impuestas  al  gestor,  reconocen 
fundamento  análogo  á  las  que  alcanzan  al  mandatario,  con 
el  que  aquél  tiene  indudables  semejanzas.  Si  el  gestor  no 
puede  atenerse  á  las  instrucciones  del  dueño,  como  el  man- 
datario en  el  mandato,  porque  es  esencial  en  este  cuasi- 
contrato la  ausencia  de  toda  relación  jurídica  contractual 
«nlre  uno  y  otro,  está  obligado,  como  lo  está  aquél  á  falta 
de  instrucciones,  á  desempeñar  su  encargo  con  la  diligen- 
cia de  un  buen  padre  de  familia,  y  como  aquél  responde  de 
los  perjuicios  causados  por  su  culpa  ó  negligencia;  y  así 
como  el  mandatario  puede  nombrar  sustituto,  siempre  que 
-el  mandante  no  se  lo  haya  expresamente  prohibido,  puede 
el  gestor  delegar  el  todo  ó  parte  de  los  deberes  de  su  cargo 
en  una  tercera  persona,  sin  limitación  alguna,  ya  que  la  po- 
sibilidad de  la  prohibición  es  incompatible  con  la  falta  de 
todo  vínculo  contractual  que,  como  ya  hemos  dicho,  es  in- 
herente á  todo  cuasicontrato.  El  gestor,  por  último,  res- 
ponde, no  sólo  de  la  culpa,  sino  del  caso  fortuito  cuando 
acomete  operaciones  arriesgadas  que  el  dueño  no  tuviese 
costumbre  de  hacer,  ó  cuando  posponga  el  interés  de  éste 
al  suyo  propio.  Es  necesario,  pues,  en  el  primero  de  estos 
dos  supuestos,  no  sólo  que  el  caso  fortuito  provenga  de 
aquella  clase  de  operaciones,  sino  que  el  dueño  no  tuviera 
costumbre  de  acometerlas,  porque,  en  caso  contrario,  y 
convertida  la  gestión  en  mandato,  es  de  presumir  que  ha- 
bría dado  al  mandatario  poder  é  instrucciones  para  reali- 
zarlas, y  que,  por  consiguiente,  al  llevarlas  á  cabo  con  tal 
precedente,  no  hizo  sino  atenerse  á  la  voluntad  presunta 
del  interesado  directamente  en  el  resultado  de  tales  opera- 
ciones. 

Apartándose  el  Código  de  la  regla  general  establecida 
en  eí  artículo  i.iSy  y  del  precedente  sentado  en  el  1.723  al 
tratar  de  materia  tan  análoga  á  la  presente  como  es  la  res- 


Digitized  by  CjOOQ IC 


8o  ARTÍCULOS  1.888  AL   1. 89 1 

ponsabilidad  de  los  mandatarios,  declara  en  el  párrafo  se- 
gundo del  artículo  1.890,  que  la  responsabilidad  de  los  ges- 
tores, cuando  fueren  dos  ó  más,  será  solidaria.  Este  pre- 
cepto excepcional,  que  ha  sido  censurado  como  excesiva- 
mente oneroso  para  los  gestores,  descansa,  según  algunos 
intérpretes,  en  la  forma  especial  de  constitución  délos  cua- 
sicontratos, en  los  cuales,  no  habiendo  convención,  falta  la 
concurrencia  del  acreedor  que  pueda  aceptar  la  responsabi- 
lidad de  los  deudores  con  la  limitación  de  la  mancomuni- 
dad. Sólo,  pues,  podía  llegarse  á  la  solidaridad  imponién- 
dola la  ley,  como  lo  hace  el  Código  velando  por  los  intere- 
ses del  dueño  de  los  bienes  ó  negocios  gestionados,  tal  vez 
con  demasiado  celo,  dada  la  naturaleza  de  este  cuasicontra- 
to,cuyos  beneficios  recaen  exclusivamente  en  el  acreedor. 
Pero,  no  debe  olvidarse  que  esta  solidaridad  será  exigible 
por  los  actos  que  los  gestores  realicen  de  común  acuerdo  y 
con  relación  á  un  mismo  negocio  ú  operación,  como  tam^ 
poco  lo  será  entre  los  gestores  que  intervengan  sucesiva- 
mente en  la  gestión  y  con  independencia  unos  de  otros,  ca-^ 
sos  en  que  no  es  posible  la  solidaridad. 
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ARTICULO  1.892 

La  ratificación  de  la  gestión  por  parte  del  dueño 
del  negocio  produce  los  efectos  del  mandato  ex- 
preso. 

ARTICULO  1.893 

Aunque  no  hubiese  ratificado  expresamente  la 
gestión  ajena,  el  dueño  de  bienes  ó  negocios  que 
aproveche  las  ventajas  de  la  misma  será  responsa- 
ble de  las  obligaciones  contraídas  en  su  interés,  é 
indemnizará  al  gestor  los  gastos  necesarios  y  útiles 
que  hubiese  hecho  y  los  perjuicios  que  hubiese  su- 
firido  en  el  desempeño  de  su  cargo. 

La  misma  obligación  le  incumbirá  cuando  la 
gestión  hubiese  tenido  por  objeto  evitar  algún  per- 
juicio inminente  y  manifiesto,  aunque  de  ella  no 
resultase  provecho  alguno. 

Determinan  estos  artículos  las  obligaciones  del  acree- 
dor,  atendiendo  á  la  circunstancia  de  que  la  gestión  del  ne- 
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gocio  sea  ó  no  por  el  mismo  ratificada.  Por  la  ratiñcación 
expresa  de  los  actos  ejecutados  por  el  gestor,  desaparece  el 
carácter  esencial  de  todo  cuasicontrato,  cual  es  la  falta  de 
convención.  La  gestión  de  negocios  ajenos  se  convierte,  por 
este  solo  hecho,  en  mandato  expreso,  con  todos  los  dere- 
chos y  obligaciones  propios  del  mandante  y  del  mandata- 
rio. El  gestor,  que  necesariamente  ha  obrado  hasta  enton- 
ces sin  instrucciones  del  que  ha  resultado  su  mandante, 
responderá  de  los  perjuicios  que  éste  haya  sufrido  si  no 
hizo  todo  lo  que,  según  la  naturaleza  del  negocio,  haría  un 
buen  padre  de  familia;  pero,  si  cumplió  en  esta  forma,  ten- 
drá derecho  al  reintegro  de  las  cantidades  que  hubiese  te- 
nido que  anticipar,  al  pago  de  los  intereses  de  las  mismas 
y  á  la  indemnización  de  los  daños  y  perjuicios  que  le  hu- 
biere ocasionado  el  desempeño  de  la  gestión,  cualquiera 
que  sea  el  resultado  de  ésta  y  aunque  el  negocio  no  hubiere 
salido  bien;  circunstancia  de  la  cual  depende,  por  el  contra- 
rio, el  nacimiento  de  obligaciones  á  cargo  del  acreedor, 
cuando  no  ha  mediado  aquella  expresa  ratificación. 

El  cuasicontrato  de  gestión  de  negocios  ajenos  se  cons- 
ituye,  en  efecto,  en  beneficio  del  dueño  de  los  negck:ios 
gestionados.  Si  la  gestión  le  produjo  ventajas,  realizándose 
así  el  fin  del  cuasicontrato,  justo  es  que  responda  de  los 
gastos  que  se  ocasionaron  para  obtener  aquel  beneficioso 
resultado,  con  la  extensión  que  racionalmente  determina  el 
artículo  1. 893;  como  lo  es,  también,  en  el  caso  de  que  la 
gestión  hubiere  tenido  por  objeto  evitar  algán  perjuicio  in- 
minente y  manifiesto,  aunque  de  ella  no  resulte  después 
provecho  alguno.  Claro  es  que  la  efectividad  de  todos  estos 
derechos  y  obligaciones  correlativos  envuelve  una  serie  de 
cuestiones  de  hecho,  para  determinar  si  el  gestor  obró, 
antes  de  la  ratificación  de  su  gestión,  con  la  diligencia  pro- 
pia de  un  buen  padre  de  familia;  si  la  gestión  produjo  ó  no 
ventajas  que  pudiera  aprovechar  el  dueño  de  los  bienes  ó 
negocios  gestionados;  ó  si  causó  daños  ó  perjuicios  al  que 
os  gestionó;  y  para  justificar  la  existencia  y  la  evitación 
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del  peligro  inminente  y  manifiesto  que  impulsó  al  gestor  y 
<iió  ocasión  á  la  constitución  del  cuasicontrato.  Estas  cues- 
tiones, para  cuya  solución  habrá  de  tenerse  en  cuenta  los 
preceptos  generales  por  los  que  se  rigen  las  obligaciones, 
serán,  en  último  caso,  apreciadas  y  resueltas  según  el  pru- 
dente arbitrio  de  los  Tribunales. 


Digitized  by  CjOOQ IC 


ARTICULO  1.894 

Cuando^  sin  conocimiento  del  obUgado  á  prestar 
alimentos,  los  diese  un  extraño^  éste  tendrá  dere- 
cho á  reclamarlos  de  aquél,  á  no  coi^tar  que  los  di6 
por  oficio  de  piedad  y  sin  ánimo  de  reclamarlos. 

Los  gastos  funerarios  proporcionados  á  la  cali- 
dad  de  la  persona  y  á  los  usos  de  la  localidad^ 
deberán  ser  satisfechos,  aunque  el  difunto  no  hu- 
biese dejado  bienes,  por  aquellos  que  en  vida 
habrían  tenido  la  obligación  de  alimentarle. 

Ante  la  concisión  y  sencillez  de  los  dos  preceptos  que 
este  artículo  contiene,  huelga  toda  observación.  Sólo  dire- 
mos que,  así  como  los  gastos  funerarios  á  que  el  segundo- 
alude,  han  de  ser  proporcionados  á  la  calidad  de  la  persona 
y  á  los  usos  de  la  localidad,  y  que  sólo  dientro  de  estos  lí- 
mites estará  obligado  á  satisfacerlos  aquel  que  en  vida  del 
fallecido  habría  tenido  el  deber  de  alimentarle,  nos  parece 
indudable  que  la  cuantía  de  los  alimentos  que,  sin  conoci- 
miento del  obligado  á  prestarlos,  diese  un  extraño,  no  podrá 
exceder  de  lo  que  corresponda  legalmente,  según  el  caudal 
6  medios  del  que  deba  darlos  y  las  necesidades  del  alimen- 
tista; pudiendo  ser  impugnado  d  reintegro  en  lo  que  exceda 
de  esta  cuantía  proporcional  con  que  la  ley  limita  el  derecho 
á  los  alimentos. 
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DEL   COBRO   DE   LO  INDEBIDO 


ARTICULO  1.895 

Cuando  se  recibe  alguna  cosa  que  no  había  de- 
recho á  cobrar^  y  que  por  error  ha  sido  indebida- 
mente entregada,  surge  la  obligación  de  restituirla. 


De  sentido  moral  y  hasta  de  sentido  común  es  que  del 
hecho  de  pagar  una  cosa  que  no  se  debe  nace  el  derecho  al 
reintegro  de  lo  indebidamente  pagado  y  la  obligación  corre- 
lativa de  restituirlo.  Esto  es  lo  que  da  origen  al  cuasicon- 
trato de  cobro  de  lo  indebido,  que  regula  el  Código  en  esta 
Sección.  Cuando  se  recibe  alguna  cosa,  dice  el  artículo  i  .895, 
que  no  había  derecho  á  cobrar,  y  que  por  error  ha  sido  in- 
debidamente entregada,  surge  la  obligación  de  restituirla. 
Tenemos,  pues,  que  para  que  este  cuasicontrato  exista  es 
necesario,  y  así  lo  ha  confirmado  el  Tribunal  Supremo,  que 
el  cobro  sea  indebido  y  que  el  pago  se  haya  hecho  por  error. 
Del  hecho  de  cobrar  lo  que  no  se  tiene  derecho  á  percibir 
es  del  que  nace  el  cuasicontrato,  siendo  el  que  cobra  el  que 
cuasicontrae  y  el  que,  por  tanto,  es  el  sujeto  de  obligacio- 
nes. Y  nada  importa  para  el  nacimiento  de  ellas  que  haya  ó 
no  habido  error  por  parte  del  que  cobra;  el  cuasicontrato 
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queda  constituido  en  todo  caso;  por  más  que  esta  circuns- 
tancia inñuirá  notablemente  en  la  extensión  de  los  efectos 
civiles  que  el  hecho  del  cobro  produzca,  como  veremos  por 
el  exarnen  de  los  siguientes  artículos,  toda  vez  que  será  de- 
terminante de  la  buena  ó  mala  fe  y,  en  su  consecuencia,  de 
las  mayores  ó  menores  responsabilidades  que  le  sean  exigi- 
bles,  y  podrá  dar  lugar  á  la  responsabilidad  criminal,  á  la 
que  no  oponen  obstáculo  alguno  las  disposiciones  que  exa- 
minamos, ya  que,  como  ha  declarado  el  Tribunal  Supremo, 
no  alcanzan  á  transformarla  en  responsabilidad  civil,  cuan- 
do los  hechos  están  taxativamente  previstos  y  castigados 
como  delito  en  determinado  artículo  del  Código  penal. 

El  error  en  el  pago  ha  de  ser  de  hecho.  Así  lo  establecía 
la  legislación  anterior  al  Código  civil  y  se  consignaba  en  el 
proyecto  de  i85i,  entendiendo  que  el  error  de  derecho  ni 
excusa  ni  aprovecha.  Siempre  se  ha  presumido,  por  esta 
razón,  que  el  pago  realizado  con  error  de  derecho  envolvía 
un  acto  de  mera  liberalidad,  como,  por  ejemplo,  en  el  caso 
de  pago  de  una  deuda  prescrita;  pero  esta  presunción  no 
puede  existir  cuando  se  paga  en  la  equivocada  inteligencia 
de  que  la  deuda  estaba  sin  solventar;  error  que  aleja  toda 
idea,  en  el  que  en  tal  supuesto  paga,  de  hacer  una  dona- 
ción. No  tiene,  pues,  fundamento  la  opinión  de  los  que  en- 
tienden que  el  Código  se  ha  apartado  de  esta  doctrina,  sólo 
por  el  hecho  de  no  haber  especificado  en  este  precepto  la 
clase  de  error  que  da  margen  á  la  restitución  de  lo  indebi- 
damente pagado. 

¿Puede  dar  vida  al  cuasicontrato  de  cobro  de  lo  inde- 
bido el  error  de  hecho  en  el  cumplimiento  de  las  obligacio- 
nes de  hacer?  Tratándose  de  la  extinción  de  las  obligacio- 
nes, que  es  la  finalidad  del  pago,  por  tal  se  entiende  el  cum- 
plimiento de  ellas,  cualquiera  que  sea  su  naturaleza,  sin 
excluir,  por  consiguiente,  las  de  aquella  clase.  Por  otra 
parte,  al  consignar  el  artículo  i  .895  que  nace  el  cuasicon- 
trato de  que  nos  ocupamos  cuando  se  recibe  una  co$a  que 
no  había  derecho  á  cobrar  y  que  por  error  ha  sido  indebi- 
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damente  entregada,  parece  limitar  la  materia  del  mismo  á 
las  obligaciones  de  dar.  A  pesar  de  esto,  la  misma  razón 
abona  la  restitución,  en  la  forma  posible  y  adecuada,  de  lo 
hecho  indebidamente  por  error,  que  de  lo  entregado  sin 
obligación  que  lo  exigiera;  y  así  lo  entendió  la  Ley  40,  Tí- 
tulo 14  de  la  Partida  quinta,  al  preceptuar  que  quien  hace 
una  obra  ó  presta  un  servicio  por  error  puede  exigir  el 
reintegro  de  su  importe,  valorado  por  peritos.  No  está  esto 
en  la  letra  del  artículo  i.SgS,  pero  sí  en  su  espíritu,  y  no 
dudamos  que  prosperaría  ante  los  Tribunales  pretensión  de 
esta  naturaleza,  que  siempre  contaría  en  su  apoyo  con  una 
indiscutible  razón  de  justicia  y  de  equidad. 

Propone,  también,  un  comentarista  del  Código  la  cues- 
tión de  si  el  obligado  alternativamente  á  entregar  una  de 
dos  cosas,  que  entrega  ambas  por  error,  tendrá  derecho  á 
pedir  la  restitución  de  cualquiera  de  ellas;  y  encuentra  Un 
precedente  en  el  antiguo  Derecho,  que  autorizaba  al  deudor 
á  demandar  la  que  quisiere,  á  su  elección,  á  no  ser  que  al- 
guna hubiere  perecido.  Mas,  como  el  Código  no  prevé  el 
caso,  entiende  dicho  autor,  y  no  podemos  menos  de  estar 
conformes  con  la  solución,  que  podrá  el  deudor  exigir  la 
restitución  de  la  segunda  cosa  que  entregó,  que  será  la  única 
entregada  indebidamente,  por  haber  quedado  cumplida  y 
extinguida  la  obligación  con  la  entrega  de  la  primera;  y  que, 
si  ambas  se  entregaron  en  un  mismo  momento,  será  de 
aplicación  el  precepto  del  artículo  i.i32,  en  virtud  del  cual, 
teniendo  el  deudor  el  derecho  de  entregar  de  aquellas  dos 
cosas  la  que  más  le  convenga,  la  tendrá  para  elegir  la  que 
hade  ser  objeto  de  restitución;  á  no  ser  que  por  pacto  ex- 
preso se  hubiere  concedido  el  derecho  de  elección  al  acree- 
dor, caso  en  el  cual,  éste  determinará  la  que  ha  de  res- 
tituirse. 

Del  cuasicontrato  de  cobro  de  lo  indebido  nace  una 
acción  personal  á  favor  del  que  indebidamente  pagó  contra 
el  que  recibió  la  cosa  que  no  tenía  derecho  á  cobrar;  acción 
que  no  puede  dirigirse  contra  el  tercer  poseedor,  si  nocom- 
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pete  al  primero,  por  otro  concepto,  una  acción  real  sobre  la 
cosa.  Así  lo  ha  declarado  el  Tribunal  Supremo  en  la  sen- 
tencia de  22  de  Febrero  de  1898,  que  puede  consultarse  á 
continuación.  Y  ha  declarado  el  mismo  Tribunal  en  su 
sentencia  de  23  de  Diciembre  de  1903  (i)  «que  el  principio 
de  nuestra  legislación  tradicional,  consagrado  nuevamente 
por  los  artículos  1.137  y  i.i38  del  Código  civil,  de  que  la 
obligación  única  contraída  á  cargo  de  varios  deudores  ó  en 
beneficio  de  varios  acreedores  es  mancomunada  cuando  no 
se  pacte  la  solidaridad,  no  es  aplicable  al  presente  caso  (re- 
integro de  lo  indebidamente  cobrado  por  varios  acreedores), 
ya  porque  no  cabe  pacto  alguno  en  obligaciones  que  no  tie- 
nen su  fuente  en  la  convención,  ya  también  porque  la  na- 
turaleza del  acto  jurídico,  consistente  en  el  cobro  de  lo 
indebido,  impone  la  necesidad  del  total  reintegro  al  perjudi- 
cado, en  cuanto  sea  dable,  sustrayéndole  de  las  contingen- 
cias que  de  la  mancomunidad  pueden  derivarse;  contingen- 
cias que  deben  recaer,  en  todo  caso,  sobre  los  que  se  apro- 
vecharon del  yerro  ajeno.» 

Réstanos  consignar  los  casos  de  cobro  de  lo  indebido 
de  que  el  Código  se  ocupa  especialmente,  y  la  solución  á 
cada  uno  aplicable,  que  estimamos  complemento  de  los  pre- 
ceptos de  esta  Sección. 

Son  los  siguientes: 

i.°  Lo  que  anticipadamente  se  hubiese  pagado  en  las 
obligaciones  á  plazos  no  se  podrá  repetir. 

Si  el  que  pagó  ignoraba,  cuando  lo  hizo,  la  existencia 
del  plazo,  tendrá  derecho  á  reclamar  del  acreedor  los  inte- 
reses ó  los  frutos  que  éste  hubiese  percibido  en  la  cosa. 
Artículo  1. 126. 

2.^  No  será  válido  el  pago  hecho  al  acreedor  por  el 
deudor  después  de  habérsele  ordenado  judicialmente  la  re- 
tención de  la  deuda.  Artículo  i.i65. 


(i)    Apéndice  de  1903  y  1904, 
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3.^  El  prestatario  que  ha  pagado  intereses  sin  estar  es- 
tipulados, no  puede  reclamarlos  ni  imputarlos  al  capital. 
Artículo  1.756. 

4.®  La  ley  no  concede  acción  para  reclamar  lo  que  se 
gana  en  un  juego  de  suerte,  envite  ó  azar;  pero  el  que  pierde 
no  puede  repetir  lo  que  haya  pagado  voluntariamente,  á 
no  ser  que  hubiese  mediado  dolo,  oque  fuera  menor,  ó  es- 
tuviera inhabilitado  para  administrar  sus  bienes. 

Lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior  respecto  del  juego, 
es  aplicable  á  las  apuestas. 

Se  consideran  prohibidas  las  apuestas  que  tienen  analo- 
gía con  los  juegos  prohibidos.  Artículos  1.798  y  1.799. 

5.^  Si  el  fiador  ha  pagado  sin  ponerlo  en  noticia  del 
deudor,  y  éste,  ignorando  el  pago,  lo  repite  por  su  parte, 
no  queda  al  primero  recurso  alguno  contra  el  segundo,  pero 
sí  contra  el  acreedor.  Artículo  1.842. 


6oesti6n  1.^— La  acción  que  concede  el  articu- 
lo 1 .895  del  Código  para  exigir  la  restitución  de  lo  in- 
debidamente pagado,  ¿puede  dirigirse  contra  el  tercer 
poseedor  de  la  cosa,  si  no  tiene  el  acreedor  acción  real 
sobre  ella? 

Sentencia  de  22  de  Febrero  de  1898. 

El  Procurador  Don  Federico  del  Río  acudió  al  Juzgado 
del  distrito  de  la  Audiencia,  de  Madrid,  manifestando  que 
había  devengado  por  honorarios  y  suplementos  en  un  pleito 
como  representante  de  Don  Manuel  Carbonell  la  suma  de 
1 .784  pesetas,  que  juraba  no  le  habían  sido  satisfechas;  y 
habiendo  fallecido  Carbonell,  pidió  que  se  requiriese  de 
pago  á  sus  padres  y  herederos  Don  Manuel  Carbonell  Xc- 
ret  y  Doña  María  Segura,  lo  que  acordó  el  Juzgado;  pero, 
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no  habiendo  podido  efectuarse  el  requerimiento  por  estar 
ausentes,  se  trabó  embargo  en  dos  fincas  llamadas  del  rellano 
del  Parador  del  Sol  y  Huerta  de  Pelota,  en  término  de 
Madrid,  que  fueron  constituidas  en  administración  judicial. 

Don  Ramón  María  Lobo  se  personó  en  estas  diligencias 
presentando  una  certificación  del  Registro  de  la  Propiedad, 
de  la  que  aparecía  que  los  derechos  pertenecientes  á  Don 
Manuel  Carbonell  y  su  esposa  Doña  María  Segura  sobre 
las  dos  expresadas  fincas  se  hallaban  inscritos  á  su  favor 
por  virtud  de  adjudicación  en  pago  de  un  crédito  hipoteca- 
rio que  á  las  mismas  afectaba;  y  solicitó  que  se  dejase  sin 
efecto  el  embargo  practicado  y  cesase  la  administración  ju- 
dicial; petición  á  la  que  accedió  el  Juzgado;  en  cuya  virtud 
dedujo  demanda  Don  Federico  del  Río  contra  Don  Ramón 
María  Lobo,  pidiendo  que  se  declarase  que  la  adjudicación 
en  pago  que  los  esposos  Carbonell  habían  hecho  á  favor  del 
demandado,  por  escrituras  de  8  de  Marzo  y  29-de  Abril 
de  1895,  de  las  fincas  mencionadas,  era  rescindible  y  de 
ningún  valor,  por  tratarse  de  bienes  pertenecientes  á  una 
herencia  aceptada  por  aquéllos  á  beneficio  de  inventario,, 
que  les  habían  sido  adjudicados  como  pagadores  de  deudas,, 
y  por  justificarse  que  la  enajenación  era  fraudulenta  en  per- 
juicio de  acreedores  reconocidos,  hecha  á  título  gratuito  y 
con  complicidad  en  el  fraude  del  poseedor  demandado. 

Impugnada  la  demanda  por  Don  Ramón  María  Loba 
alegando,  entre  otras,  la  excepción  sitie  aciione  agis  y  sus- 
tanciando el  pleito  en  dos  instancias,  dictó  sentencia  la  Au- 
diencia de  Madrid  confirmatoria  de  la  del  Juzgado,  excepto 
en  lo  que  se  refería  á  la  reserva  por  éste  acordada  de  su 
derecho  al  demandante  para  que  lo  ejercitase  contra  las  per- 
sonas y  en  la  forma  que  tuviese  por  conveniente,  absol- 
viendo á  Lobo  de  la  demanda. 

Don  Federico  del  Río  interpuso  recurso  de  casación,  ci- 
tando como  infringidos:  en  el  motivo  primero,  el  artícu- 
lo 359  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  relativo  á  la 
congruencia  de  las  sentencias  con  las  demandas  y  demás- 
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pretensiones  deducidas  en  los  pleitos;  puesto  que  la  petición 
del  actor  estaba  concretada  á  la  rescisión  de  la  venta  de  que 
se  trataba  y  la  oposición  del  demandado  á  que  se  le  absol- 
viera de  la  demanda,  y  la  sentencia  absolvía  por  no  ser  el 
demandado  sucesor,  derechohabiente  ni  albacea  de  Don  Ma- 
nuel Carbonell,  por  lo  que  carecía  de  personalidad  para  ser 
demandado  por  actos  ú  obligaciones  derivadas  de  aquél; 
punto  que  no  había  sido  discutido  ni  materia  de  litigio;  en 
el  motivo  segundo,  el  artículo  36i  de  la  misma  ley,  que 
prohibe  á  los  Tribunales  aplazar,  dilatar  ni  negar  la  reso- 
lución de  las  cuestiones  que  hayan  sido  discutidas,  porque 
la  sentencia,  en  lugar  de  resolver  acerca  de  la  rescisión  so- 
licitada, reservaba  su  derecho  al  demandante  para  que  lo 
ejercitara  contra  otras  personas  y  en  la  forma  procedente; 
en  el  motivo  tercero,  los  artículos  37  y  41  de  la  Ley  Hipote- 
caria, que  dan  acciones  rescisorias  y  resolutorias  por  enaje- 
naciones hechas  en  fraude  de  acreedores,  lo  mismo  contra 
tercero  que  haya  inscrito  que  contra  el  poseedor  del  inmue- 
ble, cómplice  en  el  fraude;  acciones  rescisorias  y  resolu- 
torias procedentes,  cualquiera  que  sea  su  carácter  personal 
ó  real  y  el  vínculo  jurídico,  puesto  que  éste  se  crea  por  la 
adquisición  de  la  cosa  enajenada,  por  la  posesión  de  la 
misma,  sin  que  la  ley  exija  más  elementos  ni  atributos  para 
darse  las  acciones  contra  el  adquirente  ó  el  poseedor,  ni  se 
extienda  á  más  personas;  en  el  motivo  cuarto,  el  artícu- 
lo 1.298  del  Código  civil,  según  el  cual,  el  que  hubiese  ad- 
quirido de  mala  fe  las  cosas  enajenadas  en  fraude  de  acree- 
dores, deberá  indemnizar  á  éstos  los  daños  y  perjuicios 
que  la  enajenación  les  hubiere  ocasionado,  siempre  que  le. 
fuera  imposible  devolverlas;  deber  impu^to  sin  otra  con- 
currencia de  personas, á  las  que  la  acción  haya  de  exten- 
derse; y  en  el  quinto  motivo,  el  artículo  i  .SgS  del  mismo 
Código,  que  impone  la  obligación  de  restituir  la  cosa  reci- 
bida que  no  se  tenía  derecho  á  cobrar;  precepto  que  da  lu- 
gar á  una  acción  que  no  cabe  dirigir  sino  contra  el  tenedor 
de  la  cosa,  único  que  puede  restituirla. 


Digitized  by  CjOOQ IC 


92  ARTICULO   1.895 

El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso 
Considerando  que  la  Audiencia  de  esta  Corte  no  ha 
cometido  la  incongruencia  que  se  le  atribuye  en  el  primer 
motivo  del  recurso,  porque  habiendo  opuesto  Don  Ramón 
María  Lobo  y  Casas  la  excepción  de  falta  de  acción  á  la  de- 
manda contra  él  interpuesta  por  Don  Federico  del  Río,  es 
en  la  estimación  de  dicha  excepción  en  la  que  se  basa  la 
absolución,  con  la  que  se  resuelve  definitivamente  el  pleito, 
sin  los  aplazamientos  que  inexactamente  se  atribuyen  tam- 
bién al  Tribunal  sentenciador  en  el  segundo  motivo  del  re- 
curso, pues  el  derecho  que  el  recurrente  tenga  para  ejerci- 
tar su  acción,  lo  que  no  exige  reserva  de  ninguna  especie, 
en  nada  desvirtúa  la  resolución  de  la  cuestión  actual  en  la 
forma  en  que  ha  sido  planteada. 

Considerando  que  tampoco  se  ha  cometido  en  la  sen- 
tencia recurrida  la  infracción  de  ley  y  doctrina  alegadas  en 
tercero  y  quinto  motivos  del  recurso,  porque,  fueran  ó  no 
nulas  y  fraudulentas  las  escrituras  de  8  de  Marzo  y  29  de 
Abril  de  1895,  no  teniendo  el  demandante  acción  real  nin- 
guna contra  las  fincas  transmitidas  al  demandado,  vínculo 
jurídico  directo  con  éste,  su  acción  sólo  ha  podido  dirigirla, 
en  primer  término,  contra  su  deudor  ó  sus  causahabientes 
personalmente  obligados,  y  que,  esto  supuesto,  cae  por  su 
base  la  infracción  del  cuarto  motivo. 


eoestión  2/— ¿Dónde  debe  cumplirse  la  obliga- 
ción de  restituir  lo  indebidamente  cobrado  ó  recibido? 


Senteneia  de  21  de  Enero  de  1896. 

La  Sociedad  The  San  Salvador  Spanish  Iron  Ore  Com- 
pany  Limited  formuló  demanda  ante  el  Juzgado  de  Santan- 
-der,  exponiendo  que  era  arrendataria  de  varias  minas  de 
aquella  provincia,  por  las  que  había  venido  pagando  el  co- 
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rrespondiente  canon  de  arrendamiento;  que,  en  vista  de  ias. 
pretensiones  de  varios  individuos  que  se  decían  con  dere- 
cho á  percibirlo,  había  consignado  en  aquel  Juzgado 
10.000  pesetas,  importe  de  un  trimestre,  por  lo  que  Don 
Arturo  H.  Harrison,  que  era  uno  de  los  reclamantes,  había 
acudido  al  mismo  Juzgado  pidiendo  á  la  Compañía  un  10 
por  100  de  dicho  canon,  habiendo  recaído  sentencia,  por  la 
cual  se  declaraba  á  Harrison  con  derecho  á  percibir  tan 
sólo  el  5  por  100;  que  en  dicha  sentencia  quedó  implícita- 
mente resuelto  hallarse  aquél  obligado  á  devolver  todas  las 
cantidades  percibidas  de  más;  y  solicitó  que  se  le  conde- 
nara á  la  devolución  de  2.000  pesetas,  que  indebida  y  mali- 
ciosamente había  exigido  y  cobrado. 

Citado  el  demandado  en  La  Unión,  lugar  de  su  residen- 
cia, promovió  ante  el  Juez  de  Cartagena  la  inhibitoria  de 
jurisdicción,  que  acordó  el  Juzgado,  fundándose  en  que  se 
ejercitaba  en  la  demanda  una  acción  personal;  que  tratán- 
dose de  la  devolución  de  una  cantidad  debía  cumplirse  la 
obligación  en  el  lugar  donde  indebidamente  se  había  perci- 
bido; y  que  por  ello  era  competente  aquel  Juzgado,  que  era, 
además,  el  del  domicilio  del  demandado. 

El  Juez  de  Santander  rechazó  la  inhibición,  alegando 
que  Harrison  había  percibido  las  cantidades  cuya  devolu- 
ción se  reclamaba,  en  Santander  y  por  conducto  de  una  ter- 
cera persona,  como  así  lo  justificaban  los  recibos  que  al 
efecto  presentó;  y  que  la  competencia  del  Juzgado  la  tenía 
reconocida  el  demandado  en  el  hecho  de  haber  entablado 
ante  el  mismo  la  reclamación  de  pago  del  canon,  de  cuyo 
pleito  era  consecuencia  la  demanda  por  la  Compañía  for- 
mulada. 

Remitidas  las  respectivas  actuaciones  al  Tribunal  Su- 
premo, fué  resuelta  la  competencia  en  favor  del  Juez  de 
Santander 

Considerando  que  es  competente  para  conocer  de  Ios- 
juicios  en  que  se  ejercitan  acciones  personales,  con  prefe- 
rencia á  cualquiera  otro,  el  Juez  del  lugar  en  que  ha  de 
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<:umplirse  la  obligación,  y  sólo  en  el  caso  de  no  constar  este 
extremo  es  cuando  adquiere  competencia  el  del  domicilio 
del  demandado  ó  el  del  lugar  del  contrato,  á  elección  del 
demandante,  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  número  i.^  del 
artículo  62  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil;  y  según  el  55 
esta  competencia  alcanza  á  conocer  de  todas  las  incidencias 
del  pleito  principal. 

Considerando  que,  tanto  por  la  demanda  deducida  ante 
•el  Juzgado  de  Santander  por  Harrison,  reclamando  á  la 
Compañía  arrendataria  de  las  minas  de  hierro  el  10  por  100 
del  canon  establecido,  y  de  cuyo  pleito  trac  origen  la  pre- 
sente demanda,  como  por  los  recibos  en  que  se  acredita 
que  el  canon  lo  cobraba  Harrison  trimestralmente  en  San- 
tander, se  demuestra  por  sus  propios  actos  que  dicha  ciu- 
dad era  el  lugar  que  los  interesados  tenían  aceptado  para  el 
cumplimiento  de  la  obligación  establecida  por  el  contrato 
de  arrendamiento  de  las  minas;  y  como  la  demanda  que  ha 
dado  ocasión  al  presente  conflicto  jurisdiccional  se  dirige 
exclusivamente  á  obtener  la  devolución  de  lo  indebida- 
mente pagado  por  este  concepto,  es  claro  que  la  obligación 
de  devolver  tiene  que  hacerse  en  el  punto  en  que  indebida- 
mente se  hizo  el  pago;  por  consiguiente,  es  indiscutible  la 
competencia  del  Juez  de  Santander  para  conocer  por  razón 
del  lugar  en  que  debe  cumplirse  la  obligación  demandada 
por  la  Compañía. 


Sentencia  de  28  de  Abril  de  1898. 

Don  Gregorio  San  Segundo,  Gerente  de  la  casa  Porcada 
y  Compañía,  ésta  como  cesionaría  de  la  Viuda  de  V.  Re- 
dondo y  Sobrinos,  formuló  demanda  de  juicio  verbal  ante 
el  Juzgado  municipal  del  distrito  de  Palacio,  de  Madrid, 
.contra  la  Compañía  de  los  Caminos  de  hierro  del  Norte,  en 
reclamación  de  248  pesetas  89  céntimos  cobradas  de  más 
en  tres  expediciones  procedentes  de  Villa  del  Río  y  desti- 
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nadas  á  Burgos;  y  citado  el  Jefe  de  lo  contencioso  de  dicha 
Compañía,  compareció  Don  Próspero  Gallardo,  con  pode- 
res de  la  misma,  ante  el  Juez  municipal  de  Burgos  promo- 
viendo la  inhibitoria  de  jurisdicción,  fundado  en  que  se 
ejercitaba  una  acción  personal  para  conocer  de  la  cual  era 
competente  el  Juez  dei  lugar  en  que  debía  cumplirse  la  obli- 
gación, y,  en  este  caso,  el  de  Burgos,  que  era  el  lugar  en  que 
la  Compañía  había  entregado  las  mercancías  transpor- 
tadas. 

El  Juez  de  Palacio,  de  Madrid,  rechazó  la  inhibición 
alegando  que  se  ejercitaba  la  acción  nacida  del  pago  de  lo 
indebido,  y  al  no  aparecer  determinado  el  lugar  en  que  la 
obligación  debía  cumplirse,  era  competente  dicho  Juzgado, 
mediante  tener  la  Compañía  demandada  su  domicilio  so- 
cial en  la  Estación  del  Norte,  dentro  de  la  demarcación  del 
Juzgado,  y  en  él  su  Dirección  y  ofícinas  de  intervención, 
las  que  forzosamente  habían  de  entender  en  la  reclamación 
entablada,  por  verificarse  en  dicha  dependencia  las  tasas 
de  todos  los  transportes  que  circulan  por  sus  líneas,  sin 
que  nada  tuviera  que  ver  el  punto  donde  terminó  el  con- 
trato. 

Y  habiendo  insistido  el  Juzgado  de  Burgos  en  su  com- 
petencia, la  resolvió  á  su  favor  el  Tribunal  Supremo 

Considerando  que,  según  la  regla  i.^  del  artículo  62  de 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  es  Juez  competente  para  co- 
nocer de  las  acciones  personales,  el  del  lugar  donde  la  obli- 
gación reclamada  deba  cumplirse. 

Considerando  que,  según  la  doctrina  establecida  en  la 
sentencia  de  este  Tribunal  Supremo,  decidiendo  una  cues- 
tión de  competencia  entre  los  Juzgados  de  Santander  y 
Cartagena  (la  anteriormente  inserta),  la  devolución  de  lo 
pagado  por  error  debe  hacerse  en  el  punto  en  que  se  efectuó 
el  pago  indebido. 

Considerando  que  las  obligaciones  que  se  derivan  del 
contrato  de  transporte  se  cumplen,  así  las  que  afectan  al 
i>ortador  como  las  que  corren  por  cuenta  del  remitente,  en 
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el  lugar  donde  ha  de  hacerse  la  entrega  de  los  objetos  ó  mer- 
cancías porteados;  por  cuya  razón,  no  constando  en  los  autos 
e|ue  los  que  hicieron  las  remesas  anticiparan  el  precio  de  la 
conducción  en  la  estación  de  origen,  debe  entenderse  que 
en  la  de  destino,  ó  sea  en  la  estación  de  Burgos,  se  verifícó 
el  pago  indebido,  como  lo  demuestra  también  el  hecho  de 
que  el  demandante  ejercitara  su  acción  contra  la  Compañía 
del  ferrocarril  del  Norte,  pudiendo  ejercitarse  contra  la  que 
otorgó  los  contratos,  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  artícu- 
lo 373  del  Código  de  Comercio. 

Considerando  que,  por  las  razones  expuestas,  la  pre- 
sente contienda  de  competencia  debe  resolverse  en  favor 
del  Juez  municipal  de  Burgos. 

La  misma  doctrina  contiene  otra  sentencia  del  Tribunal 
Supremo,  de  la  misma  fecha  que  la  anterior,  que  no  se  in- 
serta por  estimarlo  absolutamente  innecesario,  ya  que  los 
antecedentes  de  una  y  otra  competencia  son  idénticos  y  los 
Considerandos  de  la  segunda  Sentencia  copia  literal  de  los 
de  la  primera. 


Sentencia  de  21  de  Marso  de  1899 

Don  Antonio  Abad  formuló  demanda  ante  el  Juzgado 
municipal  del  distrito  de  Palacio,  de  Madrid,  contra  la 
Compañía  de  los  ferrocarriles  del  Norte,  sobre  que  aplicase 
el  precio  de  12  pesetas  tonelada,  que  con  el  carácter  de  con- 
cesión creó  la  Compañía,  á  las  expediciones  detalladas  en 
el  estado  que  producía,  y  á  que  devolviera  lo  que  corres- 
pondiese por  el  exceso  cobrado  en  nueve  expediciones  ve- 
rificadas, unaá  Miranda  y  las  demás  á  Burgos. 

Emplazada  la  Compañía,  promovió  en  el  Juzgado  mu- 
nicipal de  Burgos  la  inhibitoria  de  jurisdicción,  alegando,, 
que  es  Juez  competente,  cuando  se  ejercitan  acciones  per- 
sonales, el  del  lugar  en  que  deba  cumplirse  la  obligación;. 
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que  las  que  se  derivan  del  contrato  de  transporte  se  cum- 
plen en  el  lugar  donde  se  entregan  las  mercancías  transpor- 
tadas; y  que  siendo  aquella  ciudad  la  estación  de  destino  de 
las  que  eran  objeto  del  juicio,  y  donde  se  había  hecho  el 
pago  de  lo  indebido,  allí  debía  deducirse  la  acción. 

Librado  el  oficio  inhibitorio,  lo  rechazó,  de  acuerdo  con 
el  demandante,  el  Juez  del  distrito  de  Palacio,  de  Madrid, 
por  estimar  que,  al  deducir  la  demanda  se  hacía  solicitando 
la  aplicación  de  un  precio  concesional  á  determinadas  par- 
tidas, no  tratándose,  por  tanto,  del  cumplimiento  de  ningún 
contrato,  sino  de  una  obligación  puramente  personal;  que 
la  Compañía  demandada  tenía  su  domicilio  en  Madrid  y  en 
la  demarcación  del  Juzgado;  y  que  tampoco  sería  compe- 
tente el  de  Burgos  por  las  razones  alegadas  en  la  inhibi- 
ción, respecto  de  la  expedición  destinada  á  Miranda,  sino  el 
de  este  último  lugar. 

Remitidas  las  actuaciones  al  Tribunal  Supremo,  resol- 
vió la  competencia  en  favor  del  Juez  municipal  de  Burgos 

Considerando  que  la  primera  regla  de  competencia 
para  el  conocimiento  de  las  acciones  personales,  salvo  el 
caso  de  sumisión,  es  el  lugar  del  cumplimiento  de  la  obli- 
gación. 

Considerando  que,  según  tiene  sentado  el  Tribunal,  es- 
pecialmente en  sus  decisiones  de  16  de  Abril  y  24  de  Junio 
de  1898,  la  devolución  de  lo  cobrado  por  error  debe  hacerse 
en  el  punto  donde  se  efectuó  el  pago  indebido,  y  que,  tra- 
tándose de  transportes  en  que  no  conste  haberse  verificado 
el  pago  de  su  precio  en  el  lugar  de  expedición,  ha  de  presu- 
mirse que  se  realizó  en  el  de  la  entrega  de  las  mercancías 
transportadas. 

Considerando  que,  acumuladas  voluntariamente  por  el 
actor  en  su  demanda  varias  reclamaciones  para  que  sean 
resuellas  á  la  vez  por  el  mismo  Juzgado,  mientras  esta  acu- 
mulación se  mantenga,  el  conocimiento  debe  atribuirse  al 
que  sea  competente  para  el  mayor  número  de  ellas;  por 
cuya  razón  no  obsta  para  resolver  el  presente  conflicto  á 

T.  XI.— 7 


Digitized  by  CjOOQ IC 


gS  ARTÍCULO   1.895 

favor  del  Juzgado  municipal  de  Burgos  que  una  de  las 
nueve  expediciones  de  que  se  reclama  devolución  del  pre- 
cio de  transporte  fuese  destinada  á  Miranda. 


Sentencia  de  14  de  Abril  de  1899. 

Acompañando  un  estado  en  que  se  reseñaban  21  expe- 
diciones destinadas  á  Bilbao  desde  Salamanca  y  otros  pun- 
tos de  España,  dedujo  demanda  Don  Juan  José  Irala  ante 
el  Juzgado  municipal  del  distrito  de  Palacio,  de  Madrid, 
contra  el  Director  de  la  Compañía  de  los  Caminos  de  hie- 
rro del  Norte,  con  la  pretensión  de  que  se  aplicasen  las  ta- 
rifas que  en  el  estado  se  mencionaban  á  las  expediciones  en 
el  mismo  detalladas,  devolviendo  las  cantidades  proceden- 
tes, que  no  excedían  de  25o  pesetas;  y  emplazado  el  Direc- 
tor de  dicha  Compañía,  acudió  al  Juzgado  municipal  de 
Bilbao  en  solicitud  de  que  requiriera  de  inhibición  al  del 
distrito  de  Palacio,  á  lo  que  el  Juez  accedió,  de  acuerdo  con 
el  dictamen  del  Ministerio  Fiscal,  por  entender  que,  ejerci- 
tándose una  acción  personal,  era  competente  el  Juez  del  lu- 
gar en  que  debía  cumplirse  la  obligación;  y  que,  según  la 
regla  11.^  déla  Real  orden  de  i.*^  de  Febrero  de  1887,  es 
recíproco  entre  las  Compañias  y  el  público  rectificar  cual- 
quier error  que  se  haya  cometido  en  la  estación  expedidora 
en  los  contratos  de  transporte  hechos  por  ferrocarril,  y 
«deberá  abonarse  en  el  acto  de  entregarse  la  mercancía  por 
quien  y  á  quien  corresponda  el  importe  á  que  ascienda  el 
error  cometido  por  dicha  estación  expedidoras^. 

Impugnado  el  requerimiento  de  inhibición  por  el  de- 
mandante y  por  el  Ministerio  Fiscal,  se  negó  el  Juez  de 
Madrid  á  inhibirse,  considerando  que  no  se  trataba  del 
cumplimiento  de  ningún  contrato,  sino  de  una  obligación 
personal,  sin  lugar  determinado  para  cumplirla,  cual  era  la 
de  aplicar  un  precio  ó  tarifa  determinados  á  expediciones  á 
las  que  se  había  aplicado  otros  distintos,  estando  com  pen- 
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•didá  en  la  regla  i.**  del  artículo  62  y  en  el  65  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  civil;  y  que,  á  mayor  abundamiento,  la 
"Compañía  demandada  Tenía  en  la  demarcación  del  Juzgado 
que  proveía  las  oficinas  de  tráfico  é  intervención  que  indu- 
dablemente debían  intervenir  en  la  reclamación  deducida, 
sin  que  para  nada  influyera  el  lugar  donde  cumplía  el  con- 
trato que  quedó  terminado  con  la  entrega  del  objeto  por- 
teado. 

Remitidas  las  actuaciones  respectivas  al  Tribunal  Su- 
premo, resolvió  la  competencia  en  favor  del  Juzgado  de 
Bilbao 

Considerando  que  para  conocer  de  los  juicios  en  que 
se  ejercitan  acciones  personales,  es  Juez  competente  en  pri- 
mer término—fuera  de  los  casos  de  sumisión  expresa  ó  tá- 
cita—el del  lugar  en  que  deba  cumplirse  la  obligación,  con- 
forme á  la  regla  i.*  del'  artículo  62  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento civil 

Considerando  que,  según  repetida  jurisprudencia  de 
este  Tribunal,  la  obligación  de  devolver  lo  cobrado  por 
error  debe  cumplirse  en  el  punto  en  que  indebidamente  se 
hiciera  el  pago,  y  no  constando  en  el  contrato  de  transporte 
de  que  se  trata  que  el  expedidor  pagase  anticipadamente  el 
precio  en  las  estaciones  de  procedencia,  debe  entenderse 
-que  lo  verificó  en  la  de  destino,  ó  sea,  la  de  Bilbao. 

Idéntica  doctrina,  fundada  en  Considerandos  literal- 
mente conformes  con  los  anteriores,  sentó  el  Tribunal  Su- 
premo en  su  Sentencia  de  g  de  Junio  de  18 99 y  decidiendo 
una  competencia  en  favor  del  Juzgado  de  Burgos,  en  cuya 
ciudad  debía  presumirse  que  se  había  pagado  el  importe  de 
ciertas  expediciones  de  mercancías,  por  no  constar  ni  ale- 
garse que  se  hubiera  satisfecho  en  las  estaciones  de  origen. 
Pero  en  esta  segunda  competencia  impuso  el  Tribunal  Su- 
premo las  costas  al  demandante  y  al  Juez  municipal  del 
distrito  de  Palacio,  de  Madrid,  por  mitad,  por  estimar  que, 
tanto  uno  como  otr.o  habían  sostenido  con  notoria  temeri- 
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dad  la  competencia  de  dicho  Juzgado,  después  de  la  repe- 
tida jurisprudencia  del  Tribunal  en  demandas  de  igual  na- 
turaleza. 


Sentencia  de  14  de  Junio  de  1699. 

Omitimos  los  antecedentes  de  la  cuestión  de  competen 
cia  que  esta  sentencia  resolvió,  y  las  alegaciones  que  en  ella 
hicieron  las  partes,  no  sólo  porque  son,  sustancialmente, 
iguales  á  las  que  se  hicieron  en  los  juicios  ya  insertos,  sino 
por  deducirse  de  los  Considerandos  de  esta  resolución,  que 
copiamos  íntegros  por  contener  nuevos  fundamentos  lega- 
les y  por  la  importante  declaración  que  contiene  respecto 
de  la  imposición  de  costas. 

El  Tribunal  Supremo  resolvió,  en  este  caso,  la  cues- 
tión de  competencia  á  favor  del  Juzgado  municipal  de  Sa- 
badell 

Considerando  que  en  la  demanda  que  ha  dado  origen 
á  la  presente  competencia  se  reclama  la  devolución  de  can- 
tidades que  se  suponen  percibidas  de  más,  con  arreglo  á  las 
tarifas  aplicables,  en  cinco  expediciones  de  mercancías  efec- 
tuadas por  ferrocarriles,  recibidas,  las  cuatro  primeras  en 
Campanario  para  cumplir  la  obligación  de  entregarlas  en 
Sabadell,  y  la  quinta  en  Cuenca  para  llevarla  á  Tarrasa. 

Considerando  que  la  acción  ejercitada  es  indudable- 
mente personal;  que  con  arreglo  á  lo  que  se  desprende  del 
artículo  373  del  Código  de  Comercio,  á  lo  más  terminante* 
mente  establecido  en  Reales  órdenes  de  i.**  de  Febrero  y 
14  de  Mayo  de  1887  sobre  policía  de  ferrocarriles  y  á  la  ju- 
risprudencia de  este  Tribunal  Supremo,  cuando,  como  en 
el  presente  caso,  no  se  expresa  siquiera  que  el  pago  del 
transporte  se  hiciese  en  el  lugar  de  expedición,  se  presume 
que  se  efectuó  al  entregar  los  géneros,  siendo,  por  tanto, 
este  lugar  de  entrega  el  de  cumplimiento  de  la  obligación 
que  se  reclama  de  devolver  lo  percibido  de  más,  á  que  con- 
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cede  preferencia,  ante  todo,  el  número  i.®  del  artículo  62  de 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  para  decidir  las  cuestiones 
de  esta  clase. 

Considerando  que  el  Juzgado  de  Sabadell,  donde  se  en- 
tregaron las  expediciones  de  mayor  número,  es  el  único 
que  reclama  su  competencia  respecto  á  las  acciones  que  se 
han  acumulado  en  la  misma  demanda  y  de  que  debe  cono- 
cer un  solo  Juez;  y 

Considerando  que  dada  la  repetición  con  que  han  sido 
resueltos  por  este  Tribunal  Supremo  en  este  mismo  sentido 
casos  como  el  presente,  que  constituye  ya  jurisprudencia 
inconcusa,  procede  la  imposición  de  costas. 
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El  que  acepta  un  pago  indebido,  si  hubiera  pro- 
cedido de  mala  fe,  deberá  abonar  el  interés  legal 
cuando  se  trate  de  capitales,  ó  los  frutos  percibidos 
ó  debidos  percibir  cuando  la  cosa  recibida  los- 
produjere. 

Además  responderá  de  los  menoscabos  que  la 
cosa  haya  sufrido  por  cualquiera  causa,  y  de  los 
perjuicios  que  se  irrogaren  al  que  la  entregó,  hasta 
que  la  recobre.  No  se  prestará  el  caso  fortuita 
cuando  hubiese  podido  afectar  del  mismo  modo  á 
las  cosas  hallándose  en  poder  del  que  las  entregó. 


ARTICULO  1.897 

El  que  de  buena  fe  hubiera  aceptado  un  paga 
indebido  de  cosa  cierta  y  determinada,  sólo  res- 
ponderá de  las  desmejoras  y  pérdidas  de  ésta  y  de 
sus  accesiones,  en  cuanto  por  ellas  se  hubiese  en- 
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riquecido.  Si  la  hubiese  enajenado,  restituirá  el 
precio  ó  cederá  la  acción  para  hacerlo  efectivo. 


ARTICULO  1.898 

En  cuanto  al  abono  de  mejoras  y  gastos  hechos 
por  el  que  indebidamente  recibió  la  cosa,  se  estará 
á  lo  dispuesto  en  el  Título  $."*  del  Libro  2."* 


ARTICULO  1.899 

Queda  exento  de  la  obligación  de  restituir  el 
que,  creyendo  de  buena  fe  que  se  hacía  el  pago 
por  cuenta  de  un  crédito  legítimo  y  subsistente, 
hubiese  inutilizado  el  título,  ó  dejado  prescribir  la 
acción,  ó  abandonado  las  prendas,  ó  cancelado  las 
garantías  de  su  derecho.  El  pago  indebidamente 
sólo  podrá  dirigirse  contra  el  verdadero  deudor  ó 
los  fiadores  respecto  de  los  cuales  la  acción  estu- 
viese viva. 


ARTICULO  1.900 

La  prueba  del  pago  incumbe  al  que  pretende 
haberlo  hecho.  También  corre  á  su  cargo  la  del 
error  con  que  lo  realizó,  á  menos  que  el  deman- 
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dado  negare  haber  recibido  la  cosa  que  se  le  re- 
clame. En  este  caso,  justificada  por  el  demandante 
la  entrega,  queda  relevado  de  toda  otra  prueba. 
Esto  no  limita  el  derecho  del  demandado  para 
acreditar  que  le  era  debido  lo  que  se  supone  que 
recibió. 


ARTICULO  1. 90 1 

Se  presume  que  hubo  error  en  el  pago  cuando 
se  entregó  cosa  que  nunca  se  debió  ó  que  ya  es- 
taba pagada;  pero  aquel  á  quien  se  pida  la  devolu- 
ción puede  probar  que  la  entrega  se  hizo  á  título 
de  liberalidad  ó  por  otra  causa  justa. 


Expuesto  en  el  comentario  anterior  el  concepto  jurídico 
del  cuasicontrato  de  cobro  de  lo  indebido,  fácil  es  compren- 
der el  fundamento  de  estos  artículos,  en  los  que  el  Código 
determina  los  efectos  que  aquél  produce  con  relación  al  que 
aceptó  indebidamente  el  pago  y  las  obligaciones  y  respon- 
sabilidades que  por  la  aceptación  contrae. 

Estas  son  más  ó  menos  extensas,  según  que  en  la  acep- 
tación haya  mediado  buena  ó  mala  fe;  y  es  lógico  que  así 
suceda,  porque  el  que  acepta  un  pago  en  la  inteligencia  de 
que  le  es  debido,  si  bien  debe  restituir  la  cosa  recibida  y 
sus  accesiones,  puesto  que  ningún  título  tiene  para  hacerlas 
suyas,  no  debe  experimentar  ningún  perjuicio,  ya  que  los 
que  se  produzcan  sólo  son  imputables  al  que,  por  error, 
pagó  indebidamente.  Por  el  contrario,  en  el  que  acepta  un 
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pago  indebido  de  mala  fe,  ó  sea,  con  conocimiento  de  su 
carencia  de  derecho  para  recibirlo,  hay  dolo;  da  con  él  lugar 
á  que  el  pago  produzca  los  perjuicios,  que  pudo  evitar  re- 
chazándolo y  sacando  al  supuesto  deudor  del  error  en  que 
estaba,  y  es  justo  que  responda  de  ellos,  incluso  de  los  de- 
rivados del  caso  fortuito,  á  no  ser  que  éste  hubiese  podido 
afectar  del  mismo  modo  á  las  cosas  hallándose  éstas  en  po- 
der del  que  las  entregó.  Es  decir,  que  responde  de  la  resti- 
tución, de  los  intereses  ó  de  los  frutos  debidos  producir  y 
de  cuantos  perjuicios  sean  consecuencia  directa  ó  indirecta 
de  la  mala  fe  con  que  procedió  al  aceptar  el  pago. 

En  cuanto  al  abono  de  mejoras  y  gastos  hechos  en  la 
cosa  mientras  la  tuvo  en  su  poder,  el  Código  hace  extensi- 
vas á  este  cuasicontrato  las  disposiciones  que  determinan 
los  efectos  de  la  posesión;  y,  en  su  virtud,  serán  aplicables 
á  esta  materia  los  preceptos  contenidos  en  los  artículos  453 
al  456,  según  los  cuales,  los  gastos  necesarios  se  abonan  á 
todo  poseedor,  pudiendo,  tan  sólo  el  de  buena  fe,  retener 
la  cosa  hasta  que  se  le  satisfagan;  con  cuyo  mismo  derecho 
de  retención  deben  abonársele  los  gastos  útiles,  pero  no  los 
de  puro  lujo  ó  mero  recreo,  por  más  que  podrá  llevarse  los 
adornos  con  que  hubiere  embellecido  la  cosa  principal,  si 
no  sufriere  ésta  deterioro  ó  prefiriese  el  sucesor  en  la  po- 
sesión abonar  el  importe  de  lo  gastado.  Los  gastos  hechos 
en  mejoras  de  lujo  ó  recreo  no  se  abonan  al  poseedor  de 
mala  fe,  ni,  por  consiguiente,  al  que  de  mala  fe  aceptó  el 
pago  indebido;  pero  puede  llevarse  los  objetos  en  que  con- 
sistan, en  las  mismas  condiciones  prescritas  para  el  posee- 
dor de  buena  fe.  Y  las  mejoras  provenientes  de  la  natura- 
leza ó  del  tiempo,  las  accesiones  naturales,  ceden  siempre 
en  beneficio  del  que  recupere  la  posesión. 

Por  las  mismas  razones  en  que  se  fundan  los  anterio- 
res preceptos  queda  exento  de  la  restitución  el  que,  cre- 
yendo de  buena  fe  que  el  pago  que  recibió  era  legítimo,  in- 
utiliza el  título  de  deber,  deja  prescribir  la  acción  ó  pierde 
el  derecho  á  las  garantías  que  lo  aseguraban,  cancelando 
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éstas  ó  devolviendo  la  prenda.  Entre  el  que  incurre  e» 
error  y  el  que* lo  fomenta  y  sostiene  con  su  mala  fe,  opta  la 
ley  por  hacer  responsable  al  segundo  de  los  perjuicios  que 
por  el  pago  se  causen ;  pero  al  que  lo  recibe  en  la  creencia 
de  que  le  asiste  para  ello  un  derecho,  ninguna  responsabi- 
lidad debe  exigírsele,  y  entonces  justo  es  que  las  conse- 
cuencias del  error  recaigan  sobre  el  que  lo  padeció. 

El  precepto  del  artículo  1.900  es  una  aplicación  del  prin- 
cipio contenido  en  el  i  .214,  á  cuyo  tenor  incumbe  la  prueba 
de  las  obligaciones  al  que  reclama  su  cumplimiento.  En  su 
virtud,  el  que  reclama  la  restitución  de  la  cosa  indebida- 
mente entregada,  debe  probar  el  hecho  de  la  entrega  y  el 
error  con  que  la  entregó,  salvo  que  el  demandado  niegue  la 
primera,  en  cuyo  caso,  si  el  actor  la  justifica,  aquella  nega- 
tiva demostrativa  de  su  mala  fe,  basta  para  eximir  al  actor 
de  la  prueba  del  error  con  que  realizó  el  pago,  extremo  que 
la  ley,  por  aquella  sola  circunstancia,  estima  y  acepta  como 
justificado. 
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CAPITULO  II 

DK   LAS  OBLIGACIONES    QUE    NACEN    DE   CULPA 
Ó    NEGLIGENCIA 


ARTICULO  1.902 

El  que  por  acción  ú  omisión  causa  daño  á  ptro^. 
interviniendo  culpa  ó  negligencia,  está  obligado  á 
reparar  el  daño  causado. 


ARTICULO  1.903 

La  obligación  que  impone  el  artículo  anterior  es 
exigible,  no  sólo  por  los  actos  ú  omisiones  propios, 
sino  por  los  de  aquellas  personas  de  quienes  se 
debe  responder. 

El  padre  y,  por  muerte  ó  incapacidad  de  éste, 
la  madre,  son  responsables  de  los  perjuicios  causa- 
dos por  los  hijos  menores  de  edad  que  viven  en 
su  compañía. 
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Los  tutores  lo  son  de  los  perjuicios  causados 
por  los  menores  ó  incapacitados  que  están  bajo  su 
autoridad  y  habitan  en  su  compañía. 

Lo  son  igualmente  los  dueños  ó  directores  de 
un  establecimiento  ó  empresa  respecto  de  los  per- 
juicios causados  por  sus  dependientes  en  el  servicio 
de  los  ramos  en  que  los  tuvieran  empleados,  ó  con 
ocasión  de  sus  funciones. 

El  Estado  es  responsable  en  este  concepto 
cuando  obra  por  mediación  de  un  agente  especial; 
pero  no  cuando  el  daño  hubiere  sido  causado  por 
•el  funcionario  á  quien  propiamente  corresponda  la 
gestión  practicada,  en  cuyo  caso  será  aplicable  lo 
dispuesto  en  el  artículo  anterior. 

Son,  por  último,  responsables  los  maestros  ó 
directores  de  artes  y  oficios  respecto  á  los  perjui- 
cios causados  por  sus  alumnos  ó  aprendices,  mien- 
tras permanezcan  bajo  su  custodia. 

La  responsabilidad  de  que  trata  este  artículo 
•cesará  cuando  las  personas  en  él  mencionadas 
prueben  que  emplearon  toda  la  diligencia  de  un 
buen  padre  de  familia  para  prevenir  el  daño. 
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ARTICULO  1.904 

El  que  paga  el  daño  causado  por  sus  dependien- 
tes puede  repetir  de  éstos  lo  que  hubiere  satisfecho» 

Decíamos  al  comenzar  el  estudio  de  este  Título,  regula- 
dor de  las  obligaciones  que  se  contraen  sin  convenio,  que 
una  de  las  causas  que  las  producen  es  la  ejecución  de  deter- 
minados actos  que,  sin  ser  punibles,  pues  si  lo  fueran  que- 
darían las  obligaciones  civiles  de  ellos  derivadas  sometidas 
á  los  preceptos  del  Código  penal,  como  inherentes  á  la  res- 
ponsabilidad criminal,  son  ilícitos,  causan  un  daño  é  impo- 
nen una  reparación,  dando  motivo  al  nacimiento  de  una 
acción  para  exigir  la  indemnización  adecuada  y  á  la  obliga- 
ción correlativa  de  satisfacerla.  De  estas  obligaciones  se 
ocupa  el  presente  Capítulo,  en  cuyo  primer  artículo  se 
prescribe  que,  el  que  por  acción  ú  omisión  causa  daño  á 
otro,  interviniendo  culpa  ó  negligencia,  está  obligado  á  re- 
parar el  daño  causado.  No  todos  los  actos  productores  de 
daño  por  culpa  ó  negligencia  dan,  por  tanto,  lugar  á  la  in- 
demnización puramente  civil,  como  pudiera  deducirse  de  la 
letra  de  dicho  artículo,  sino  aquellos  que,  por  no  mediar 
culpa  ó  negligencia  punibles,  no  merecen  la  calificación  de 
delitos  ó  faltas  previstos  y  castigados  en  el  Código  penal. 
La  culpa  ó  negligencia  ha  de  ser,  además,  causa  de  un  daño 
independiente  de  toda  obligación  preexistente,  porque  si  se 
deriva  del  incumplimiento  de  una  obligación  antes  consti- 
tuida, será  accesoria  de  una  obligación  principal  y  el  dere* 
cho  á  la  indemnización  se  regirá  exclusivamente  por  los 
preceptos  de  los  artículos  i.ioi  y  siguientes,  y  no  por  los 
de  este  Capítulo;  lo  cual  no  quiere  decir  que  aquéllos  sean 
inaplicables  á  las  obligaciones  á  que  alude  el  artículo  i  go2, 
porque  siendo  de  carácter  general,  como  ha  declarado  el 
Tribunal  Supremo,  á  ellos  habrá  que  acudir  en  todo  caso 
para  regular  la  indemnización. 
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Para  la  efectividad  de  esta  obligación  de  indemnizar,  se 
precisa,  no  sólo  la  justificación  de  la  realidad  del  daño  y  la 
determinación  de  su  cuantía,  como  base  indispensable  para 
2a  condena  al  pago,  sino  que  la  causa  de  aquél  sea  imputa- 
ble, por  acción  ú  omisión  en  que  haya  intervenido  culpa  ó 
negligencia,  á  aquel  de  quien  se  reclama,  ó  á  alguna  de  las 
personas  por  quienes  deba  legalmente  responder,  de  tal 
modo,  que  se  dé  la  relación  de  causa  á  efecto  entre  la  culpa 
ó  la  negligencia  y  el  daño;  con  lo  cual,  dicho  está  que  queda 
excluido  el  daño  ocasionado  por  caso  fortuito  ó  fuerza  ma- 
yor, pues  ya  sabemos  por  el  precepto  del  artículo  i.io5  que, 
fuera  de  los  casos  expresamente  mencionados  en  la  ley,  y 
de  los  en  que  así  lo  declare  la  obligación,  nadie  responde  de 
aquellos  sucesos  que  no  hubieran  podido  preverse,  ó  que, 
previstos,  fueran  inevitables. 

La  responsabilidad  civil  derivada  de  la  culpa  ó  negli- 
gencia no  punibles,  de  que  trata  el  artículo  1.902,  es  exigi- 
ble,  según  el  1.903,  al  padre,  y  en  su  defecto,  á  la  madre, 
por  los  perjuicios  que  causen  los  hijos  menores  de  edad  que 
vivan  en  su  compañía,  y  á  las  demás  personas  y  entidades 
que  dicho  artículo  enumera,  por  los  que  ocasionen  los  que 
están  bajo  su  guarda  ó  de  ellos  dependen  en  el  ejercicio  de 
sus  respectivas  funciones.  Ahora  bien,  esta  responsabilidad 
^es  personal  ó  subsidiaria?  ¿Responden  y  quedan  obligadas 
dichas  personas  por  la  culpa  ó  negligencia  ajenas?  Si  al 
texto  del  primer  párrafo  de  dicho  artículo  nos  atenemos, 
parece  indudable  que  la  responsabilidad  es  subsidiaria,  ya 
que  en  él  se  consigna  que  las  obligaciones  de  que  se  trata 
son  exigibles,  no  sólo  por  los  actos  ú  omisiones  propios, 
sino  por  los  de  aquellas  personas  de  quienes  se  debe  res- 
ponder. No  es  este,  sin  embargo,  el  criterio  con  que  el  pre- 
cepto está  formulado.  El  Código  establece  en  él  una  pre- 
sunción Jurts  taniurriy  cual  es  la  de  la  culpa  ó  negligencia 
de  los  padres,  tutofes,  directores  ó  dueños  de  estableci- 
mientos ó  compañías,  del  Estado  y  de  los  maestros  6  direc- 
tores de  artes  ú  oficios,  consistente  en  la  falta  del  cuidado 
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y  vigilancia  que  debieron  ejercer  sobre  las  personas  que 
están  sometidas  á  su  guarda  ó  dependencia.  De  suerte  que 
en  cualquiera  de  los  casos  que  este  artículo  menciona  exis- 
ten dos  clases  de  culpa  ó  negligencia,  la  de  los  hijos  meno- 
res, incapacitados,  ó  por  cualquier  concepto  sujetos  á  de- 
pendencia, que  es  la  productora  del  daño,  y  la  de  los  padres 
y  demás  personas  de  las  que  deben  legalmente  responder, 
que  es  la  que  da  lugar  á  la  obligación  directa  de  indemni- 
zar. Y  así  lo  demuestra  el  último  párrafo  del  citado  artícu- 
lo 1 .903  al  prescribir  que  la  responsabilidad  de  que  en  el 
mismo  se  trata  cesará  cuando  las  personas  á  quienes  pu- 
diera exigirse  prueben  que  emplearon  toda  la  diligencia  de 
un  buen  padre  de  familia  para  prevenir  el  daño. 


6aesti6n  !•*— ¿Puede  hacerse  aplicación  del  ar- 
tículo 1.902  del  Código  civil  si  no  se  justifica  la  existen- 
cia y  cuantía  de  los  daños  y  perjuicios  cuya  indemni- 
zaci'Ái  se  reclama.^ 

Bentenoia  de  9  de  Enero  de  1897. 

Doña  Pía  Izaguirre  siguió  un  pleito  en  el  Juzgado  de 
Laredo  y  en  la  Audiencia  de  Burgos  sobre  que  se  declara- 
sen reservables  á  su  favor  ciertos  bienes  cuyo  valor  ascen- 
día á  5.140  pesetas;  y  habiéndole  sido  contraria  la  sentencia 
dictada  por  la  Audiencia,  preparó  en  tiempo  recurso  de  ca- 
sación por  infracción  de  ley,  designándose  por  el  Colegio 
de  Procuradores  de  Madrid  á  Don  José  Montero  para  que 
la  representara. 

Dictada  providencia  por  la  Sala  de  lo  civil  del  Tribunal 
Supremo  mandando  que  se  entregara  al  Procurador  Mon- 
tero la  certificación  de  la  sentencia  remitida  por  la  Audien- 
c\3i  para  que  en  el  término  legal  interpusiera  el  recurso,  y 
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entregada  el  i3  de  Junio  de  iSgS,  presentó  escrito  el  21  del 
mismo  mes  exponiendo  la  improcedencia  de  aquél,  al  que^ 
por  haber  transcurrido  los  tres  días  que  la  ley  concede  para 
ello,  recayó  nueva  providencia  mandando  entregar  los  au- 
tos al  Procurador  para  que  formalízase  el  recurso  en  el  tér- 
mino concedido  de  veinte  días,  que  expiraba  el  7  de  Julio; 
y  fechado  en  dicho  día  presentó  el  día  8  el  mencionado  Pro- 
curador el  escrito  de  interposición  del  recurso,  al  que  re- 
cayó auto  de  la  Sala  teniéndolo  por  caducado  mediante  ha- 
berse presentado  fuera  del  termino  legal. 

Con  estos  antecedentes  dedujo  Doña  Pía  Izaguirre  la 
demanda  de  este  pleito  pidiendo  que  se  condenara  á  Don 
José  Montero  á  satisfacer,  como  indemnización  de  daños  y 
perjuicios  por  su  negligencia  en  el  ejercicio  del  cargo  de 
Procurador,  la  suma  de  5.5oi  pesetas,  importe,  5. 140  de  los 
bienes  que  se  litigaban  en  el  mencionado  recurso,  y  el  resto 
por  las  costas  del  mismo  á  cuyo  pago  había  sido  condena- 
da; cuya  demanda  impugnó  Don  José  Montero  alegando 
que  la  demandante  partía  del  supuesto  de  que  el  fallo  en 
aquel  recurso  había  de  serle  favorable,  siendo  así  que  los 
antecedentes  de  que  venía  precedido  aquel  asunto  demos- 
traba precisamente  lo  contrario;  y  que  nada  tenía  que  abo- 
nar la  actora  por  aquellas  costas  mientras  no  mejorase  de 
fortuna,  puesto  que  se  había  defendido  en  concepto  de 
pobre. 

Dictada  sentencia  por  la  Audiencia  de  Madrid  conde- 
nando á  Don  José  Montero,  por  vía  de  indemnización  de 
perjuicios,  á  pagar  á  la  demandante  36i  pesetas  importe  de: 
las  costas  en  que  fué  condenada  en  el  mencionado  recurso, 
cuya  caducidad  se  había  declarado,  lo  interpuso  contra  este 
fallo  Doña  Pía  Izaguirre,  citando  como  infringidos  los  ar- 
tículos i.ioi,  1. 718  y  1.902  del  Código  civil,  porque,  no  obs- 
tante reconocer  la  sentencia  el  perjuicio  causado  á  la  recu- 
rrente por  la  negligencia  del  demrandado,  al  presentar  fuera 
de  tiempo  el  escrito  formalizando  la  casación,  limitaba  la 
indemnización  al  importe  de  las  costas  y  la  negaba  respecto 
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del  valor  de  los  bienes  que  se  la  habrían  entregado  si  hu- 
biese prosperado  aquel  recurso. 

El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  inter- 
puesto 

Considerando  que  los  artículos  i.ioi,  1.7187  1.902  del 
Código  civil  que  como  infringidos  se  citan  en  los  dos  moti- 
vos del  recurso  interpuesto  por  la  representación  de  Doña 
Pía  Izaguirre,  se  refieren  á  daños  y  perjuicios  causados  para 
el  efecto  de  condenar  á  la  indemnización  de  los  mismos  á 
quien  por  su  culpa  los  haya  originado,  de  donde  se  deriva 
la  consecuencia  lógica  y  necesaria  de  que  ha  de  justificarse 
«•su  existencia;  y  como  en  el  caso  del  actual  pleito  no  se  ha 
comprobado  ésta,  porque  la  recurrente  parte  del  supuesto 
indiscutido  y,  por  consiguiente,  arbitrario  de  la  injusticia 
de  la  sentencia  que  quedó  firme  por  culpa  y  negligencia  del 
Procurador  Montero,  el  Tribunal  sentenciador,  que  ha  de- 
negado la  indemnización  de  perjuicios  en  este  concepto,  no 
ha  cometido  la  infracción  de  los  referidos  artículos  del  Có- 
digo, puesto  que  no  se  trata  de  daños  comprobados. 


Sentencia  de  7  de  Jnnio  de  1899. 

Don  Manuel  Fernández  de  Córdoba  falleció  bajo  testa- 
mento en  el  que  instituyó  heredera  usufructuaria  á  Doña 
Fernanda  Galcerán,  heredero  propietario  de  una  casa  sita 
en  Madrid  y  del  remanente  de  sus  bienes,  después  de  pa- 
gados varios  legados,  á  Don  Manuel  Porras,  y  sustituto  de 
éste,  para  el  caso  de  que  falleciera  sin  sucesión,  á  varios 
menores  que  designó;  y  ordenó  en  una  de  sus  cláusulas 
que  ningún  heredero  ni  legatario  pudiera  entrar  en  pose- 
sión de  los  bienes  hasta  después  del  fallecimiento  de  la 
usufructuaria. 

Practicada  la  partición,  acordaron  la  usufructuaria  y  el 
tutor  del  heredero  propietario  y  de  sus  sustitutos  tomar 
una  cantidad  á  préstamo,  con  hipoteca  de  la  casa  referida, 

T.  XI.— 8. 
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para  sufragar  los  gastos  de  la  tesiamentan'a,  que  entendie- 
ron debían  satisfacer  todos  los  interesados  en  la  herencia; 
y  retrasados  en  el  pago  de  los  intereses  y  ejecutados  por  el 
acreedor/dedujo  el  heredero  propietario  Don  Manuel  Pa- 
rras la  demanda  de  este  pleito  contra  los  demás  interesados 
en  la  herencia,  solicitando  que  se  declarase  la  nulidad  de  la 
escritura  de  préstamo  mencionada,  ó  en  otro  caso,  se  con- 
denase á  los  que  la  habían  otorgado  á  indemnizarle  los  per- 
juicios que  con  el  préstamo  se  le  habían  irrogado,  en  los 
términos  que  al  efecto  señaló. 

Impugnada  la  demanda  bajo  el  fundamento  de  que  los 
"gastos  de  la  testamentaría  pesan  sobre  los  bienes  heredita- 
rios, cualquiera  que  sea  en  definitiva  el  heredero,  y  dictada 
sentencia  por  la  Audiencia  de  Madrid,  absolutoria  de  la 
demanda,  interpuso  Don  Manuel  Parras  recurso  de  casa- 
ción, citando  como  infringidos  varios  artículos  del  Código 
civil  y  la  cláusula  del  testamento  en  que  prohibió  el  testa- 
dor disponer  de  los  bienes  hasta  después  de  la  muerte  de 
la  usufructuaria;  y  en  el  motivo  décimo,  el  artículo  1.902 
de  dicho  Código,  por  cuanto  se  eximía  á  los  demandados 
de  la  obligación  de  indemnizar  los  perjuicios  que  al  recu- 
rrente habían  ocasionado  con  el  incumplimiento  de  lo  orde- 
nado por  el  testador. 

El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso, 
desestimando  los  primeros  motivos  por  no  adolecer  la  es- 
critura, cuya  nulidad  se  pretendía,  de  vicio  ni  defecto  al- 
guno; y  el  décimo,  por  el  siguiente 

Considerando,  respecto  del  motivo  décimo,  que,  ade- 
más de  lo  que  se  deja  manifestado,  estableciéndose  en  la 
sentencia  que  no  se  han  justificado  la  existencia  y  cuantía 
de  los  perjuicios,  extremos  que  corresponde  apreciar  á  la 
Sala  sentenciadora,  es  á  todas  luces  improcedente  la  indem- 
nización reclamada. 


Cuestión  2.*— ¿Puede  ser  el  daño  fuente  de  obli- 
gaciones civiles,  si  no  se  prueba  que  medió  culpa  ó  neg- 
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ligencia  por  parte  de  aquel  de  quien  se  reclama  la  re- 
paración del  daño  causado,  ó  de  alguna  de  las  perso- 
gas de  quienes  el  nDismo  deba  responder? 


Bentenoia  de  10  de  Karso  de  1897. 

Don  Francisco  Vigo  Méndez  dedujo  demanda  contra  la 
Compañía  de  los  ferrocarriles  del  Norte,  exponiendo  que, 
Jl  consecuencia  de  haberse  caído  de  una  máquina  en  mar- 
cha, en  el  momento  de  ir  engrasándola,  por  no  tener  la 
misma  los  elementos  necesarios  para  realizar  dicha  opera- 
ción con  regularidad,  había  sufrido  lesiones  que  habían 
-exigido  la  amputación  del  brazo  derecho  y  producido  gran 
debilidad  en  las  piernas,  que  le  imposibilitaba  para  desem- 
peñar el  nuevo  cargo  de  avisador  nocturno  que  la  Compa- 
iíía  le  había  conferido;  y  pidió  que  se  condenara  á  ésta  á 
darle,  por  vía  de  indemnización,  un  destino  que  pudiera 
desempeñar  ó  abonarle  el  sueldo  que  antes  del  siniestro 
disfrutaba. 

La  Compañía  del  Norte  interesó  la  absolución,  alegando 
que  el  accidente  fué  debido  exclusivamente  al  propio  des- 
cuido del  actor;  y  recibido  el  pleito  á  prueba  y  unido  á  los 
autos,  para  mejor  proveer,  testimonio  de  varios  particula- 
res de  la  causa  instruida  por  el  Juzgado  de  Vitoria,  con 
motivo  de  aquel  suceso,  cuyo  resultado  no  consta,  dictó 
sentencia  confirmatoria  la  Audiencia  de  Madrid,  absol- 
viendo á  la  Compañía  del  Norte  de  la  demanda. 

Don  Francisco  Vigo  Méndez  interpuso  recurso  de  casa- 
4ción,  citando  como  infringidos,  en  el  motivo  primero,  los 
artículos  1.902  y  i.goS  del  Código  civil,  que  obligan  á  repa- 
rar el  daño  causado  á  otro,  por  sí  ó  por  sus  dependientes, 
interviniendo  culpa  ó  negligencia  no  penadas  por  la  ley;  en 
el  concepto  de  estimar  la  sentencia  como  fundamento  de  la 
absolución,  que  en  la  causa  seguida  á  consecuencia  del  su- 
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ceso  se  había  dictado  auto  de  sobreseimiento  provisional ^ 
estimación  que  envolvía  el  error  de  derecho  y  de  hecho  de 
confundir  la  responsabilidad  directa  con  la  subsidiaria  pro- 
veniente del  delito  y  de  atribuir  á  un  auto  de  sobreseimiento 
provisional  distinto  concepto  del  que  señala  el  artículo  641 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal;  y  en  el  motivo  segun- 
do, los  artículos  1.709  al  1.712  del  Código  civil,  y  281,  292 
y  298  del  de  Comercio,  que  definen  el  mandato  ordinario  y 
mercantil  y  establecen  la  obligación  del  mandante  de  resar- 
cir los  daños  y  pérdidas  del  mandatario  que  cumplió  bien 
el  mandato. 

El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso 
Considerando  que  no  existen  las  infracciones  legales  ni 
los  errores  de  derecho  y  de  hecho  que  se  suponen  en  el 
motivo  primero,  porque  la  sentencia  recurrida,  atendiendo 
á  lo  que  resulta,  no  sólo  de  las  diligencias  criminales  que 
se  instruyeron,  sino  de  las  pruebas  practicadas  en  este 
pleito,  declara  puramente  fortuito  el  hecho  de  que  se  trata, 
sin  que  haya  habido  culpa  ni  negligencia  alguna  por  parte 
de  la  Compañía  demandada,  como  sería  indispensable  para 
que  hubiera  incurrido  en  responsabilidad,  con  arreglo  á  las 
disposiciones  que  se  citan  como  vulneradas;  y 

Considerando  que  tampoco  son  aplicables,  ni  han  po- 
dido infringirse  los  preceptos  del  Código  civil  y  del  de  Co- 
mercio, invocados  en  el  motivo  segundo,  puesto  que  el  con- 
trato celebrado  entre  el  recurrente  y  la  Compañía  de  los 
ferrocarriles  del  Norte  no  es  de  mandato,  sino  de  arrenda- 
miento de  servicios,  según  acertadamente  lo  califica  la  Sala 
sentenciadora. 


Sentencia  de  13  de  Noviembre  de  1897. 

En  20  de  Mayo  de  1893  dedujo  demanda  Don  Indalecio 
Vicente  de  Coca,  exponiendo:  que  era  dueño  de  la  finca  de- 
nominada La  Noria,  situada  entre  el  río  Andaraxy  la  carre- 
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teradel  Estado  de  Vilches  á  Almería;  que  en  la  carretera  des- 
emboca un  barranco  fronterizo  al  centro  de  la  finca,  cuyas 
aguas  recibía  una  alcantarilla  construida  por  el  Estado  é  iban 
á  desembocar  en  la  rambla  llamada  de  Túnez;  que  por  ha- 
llarse el  cauce  más  alto  que  la  carretera,  ó  por  estar  cegados 
los  ojos  de  la  alcantarilla,  se  inundó  la  finca  en  el  año  1884, 
causando  daños,  cuya  indemnización,  por  evitarse  moles- 
tias, no  quiso  reclamar;  pero,  en  evitación  de  mayores  per- 
juicios, acudió  á  la  Dirección  general  de  Obras  públicas,  la 
cual,  previo  el  oportuno  expediente,  ordenó  que  se  cons- 
truyera un  badén  que,  á  pesar  del  tiempo  transcurrido,  no 
se  había  construido;  que,  por  efecto  de  las  malas  condicio- 
nes de  la  alcantarilla,  empeoradas  f)or.el  transcurso  del 
tiempo,  ocurrió  una  nueva  inundación  en  los  días  6  y  7  de 
Septiembre  de  1888,  causando  perjuicios  de  mucha  conside- 
ración; que,  instruida  una  información  judicial,  habían  de- 
clarado dos  peritos  agrónomos  que  cuantos  daños  se  habían 
producido  en  la  finca  obedecían  á  estar  cegados  los  ojos  de 
la  alcantarilla,  sin  que  las  aguas  del  río  hubieran  sido  causa 
de  ellos  en  modo  alguno;  y  que  instruido  expediente  guber- 
nativo y  sustanciado  pleito  contencioso,  se  había  resuelto 
que  el  asunto  era  de  la  competencia  de  los  Tribunales  ordi- 
narios; y  citando  como  fundamentos  legales  los  artícu- 
los 1.902  y  1.903  del  Código  civil,  terminó  solicitando  que 
^e  condenase  al  Estado  al  pago  de  1 1 .3io  pesetas,  importe 
de  los  daños  y  al  del  interés  legal  desde  la  fecha  en  que  se 
causaron. 

Impugnada  la  demanda  por  el  Abogado  del  Estado  es- 
timando que  del  expediente  aparecía  demostrado  que  la 
carretera  no  fué  la  causa  de  los  daños,  sino  la  situación  de 
la  finca  respecto  de  la  rambla  de  Túnez  y  que  de  no  exis- 
tir aquélla  los  daños  habrían  sido  iguales  ó  mayores,  y 
{)racticada  prueba  de  inspección  personal,  documental  y  tes- 
tifical, dictó  sentencia,  en  apelación,  la  Audiencia  de  Gra- 
nada, absolviendo  al  Estado  de  la  demanda. 

Don  Indalecio  Vicente  de  Coca  interpuso  recurso  de  ca- 
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sación  citando  como  infringidos  varios  preceptos  de  la  le- 
gislación  antigua,  jurisprudencia  concordante  y  artículos 
del  Reglamento  para  la  ejecución  de  la  Ley  de  carreteras,  al 
efecto  de  fundamentar  la  responsabilidad  del  Estado  por  los 
daños  cuya  indemnización  reclamaba;  y  los  artículos  1.902 
y  1.903  del  Código  civil,  por  aplicación  indebida,  toda  vez 
que  los  derechos  y  responsabilidades  de  que  en  el  pleito  se 
trataba  ocurrieron  antes  de  que  dicho  Código  hubiera  co- 
menzado á  regir. 

El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso 
Considerando  que,  para  quedar  uno  obligado  á  reparar 
el  daño  que  otro  hubiere  recibido  en  su  persona  ó  bienes, 
se  requiere,  tanto  por  la  antigua  como  por  la  nueva  legisla- 
ción patria,  que  la  causa  del  daño  le  sea  imputable  por  ha- 
ber, el  mismo  obligado  ó  cualquiera  de  las  personas  por 
quienes  legalmente  deba  responder,  ejecutado  mediante 
culpa  ó  negligencia  el  acto,  ó  incurrido  en  la  omisión  que 
produjere  el  daño;  siguiéndose  de  ello  que,  por  el  contrario,, 
la  obligación  no  existe  cuando  sobrevenga  fortuitamente,  ó 
por  causa  no  imputable  á  la  persona  de  quien  la  indemni- 
zación se  reclame. 

Considerando  que,  si  bien  es  cieno  que  al  ocurrir  la 
avenida  de  aguas  fluviales,  causa  manifiesta  de  los  daños 
sufridos  por  el  recurrente  en  su  finca,  estaba  por  realizar 
el  proyecto  de  sustituir  con  un  badén  las  alcantarillas  de 
antiguo  establecidas  en  la  carretera  de  Almería  á  su  paso 
por  la  Rambla  de  Túnez,  también  lo  es  que.esa  omisión  no 
puede  servir  de  base  al  presente  recurso,  porque,  contra  lo 
aseverado  para  fundar  el  primero  y  capital  motivo  del 
mismo  recurso,  aparece  del  fallo  recurrido  que  el  único  ele- 
mento de  prueba  adecuado  aportado  al  pleito  para  esclarer 
el  punto  decisivo  de  la  cuestión  litigiosa,  ó  sea  el  influjo  de 
la  carretera  sobre  la  producción  de  los  daños,  consiste  en 
los  informes  periciales  prestados  durante  el  curso  déla  vía 
gubernativa,  y  según  ellos,  no  fué  la  carretera,  tal  como  se 
hallaba  al  ocurrir  la  avenida,  la  causa  de  los  daños,  sino  la 
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situación  en  que  la  finca  se  halla  respecto  á  la  rambla  que  la 
atraviesa  en  toda  su  extensión  hasta  desaguar  en  el  río  An- 
darax,  siendo  por  ello  indiferente,  para  evitar  daños  análo- 
gos, la  construcción  del  badén  proyectado,  puyo  resultado 
se  limitaría  á  restituir  al  terreno  su  primitiva  configuración 
y  quitar  pretexto  á  reclamaciones  injustificadas. 

Considerando,  en  consecuencia  de  lo  expuesto,  que  el 
recurso  es  improcedente,  porque,  aun  suponiendo  que,  á 
pesar  de  haberse  invocado  por  el  mismo  actor  durante  el 
pleito  las  disposiciones  del  Código  civil,  deba  prescindirse 
de  esta  legislación  y  atenderse  exclusivamente  ala  antigua, 
resulta  evidente  que  el  Estado  debe,  según  ella,  ser  absuelto, 
como  lo  ha  sido  de  la  demanda,  por  no  serle  imputable  la 
causa  ocasional  de  los  daños  cuya  indemnización  se  le  re- 
clama injustamente. 


Sentencia  de  18  de  Marzo  de  1898. 

El  día  12  de  Septiembre  de  i886,  estando  ocupados  va- 
rios operarios  en  la  reparación  de  plataformas  en  la  estación 
del  ferrocarril  de  Córdoba,  sufrió  Don  Juan  Gómez  Alca- 
raz  una  lesión  en  el  ojo  derecho  producida  por  un  trozo  de 
acero  que  saltó  al  dar  un  golpe  otro  de  los  operarios;  y  cu- 
rado en  el  Servicio  sanitario  de  la  Compañía  y  trasladado 
á  Madrid,  le  abonó  la  misma  durante  su  enfermedad  la  mi- 
tad del  haber  que  antes  ganaba  y  le  destinó  después  á  las 
órdenes  de  Mr.  Brandon  hasta  el  8  de  Febrero  de  i888,  que 
fué  despedido. 

En  i8  de  Enero  de  1896  dedujo  demanda  Gómez  Alca- 
raz  pidiendo  que  se  condenara  á  la  Compañía  de  ferroca- 
rriles de  Madrid  á  Zaragoza  y  á  Alicante  á  abonarle  la  suma 
en  que  se  justipreciasen  los  daños  y  perjuicios  que  le  había 
ocasionado  el  accidente;  para  lo  cual  expuso,  además  de  lo 
relacionado,  que  la  lesión  sufrida  reconoció  por  causa  la 
impericia  de  uno  de  sus  compañeros  de  trabajo,  defectos 
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del  material  ú  otra  causa  cualquiera;  y  que  cuando  ocurrió, 
hacía  seis  años  que  era  operario  de  la  Compañía;  la  cual  se 
opuso  á  la  demanda,  alegando:  que  no  era  cierto  que  el  de- 
mandante figurase  en  Septiembre  de  1886  como  operario 
de  la  misma,  como  tampoco  lo  era  Don  Miguel  Hidalgo,  á 
cuyas  órdenes  trabajaba  en  aquella  ocasión,  puesto  que  el 
último  se  había  encargado  en  concepto  de  contratista  de  la 
reparación  de  las  plataformas  de  la  estación  de  Córdoba, 
para  lo  que  se  valía  de  operarios  de  su  libre  elección;  y  que 
si  se  le  curó  por  el  Servicio  sanitario  de  la  Compañía,  se 
hizo  en  la  forma  prevenida  y  acostumbrada  cori  cuantas 
personas  son  víctimas  de  algún  accidente  en  la  zona  de 
cualquiera  estación;  no  significando  nada  que  el  actor  hu- 
biera trabajado  algunas  veces  por  cuenta  de  la  Compañía, 
en  la  que  cesó  de  hacerlo  el  18  de  Agosto  anterior. 

Practicada  prueba  por  ambas  partes,  entre  la  que  figura 
testimonio  de  una  cuenta  de  Don  Miguel  Hidalgo  por  repa- 
ración de  las  plataformas  de  la  estación  de  Córdoba;  fechada 
en  3o  de  Septiembre  de  1886,  y  seguido  el  pleito  por  los 
demás  trámites  de  dos  instancias,  dictó  sentencia  la  Au- 
diencia de  Madrid  absolviendo  á  la  Compañía  de  la  deman- 
da; contra  cuya  sentencia  interpuso  Don  Juan  Gómez  Al- 
caraz  recurso  de  casación,  citando  como  infringidos,  en  el 
motivo  tercero,  las  Leyes  i.^  y  3.*  del  Título  1 5  de  la  Par- 
tida séptima,  que  respectivamente  establecen  ser  daño  el 
empeoramiento  que  un  hombre  recibe  en  sí  por  culpa  de 
otro,  y  poder  solicitar  el  que  lo  recibe  que  lo  sufra  y  en- 
miende el  que  lo  causó;  por  cuanto  del  criterio  de  la  sen- 
tencia se  deducía  que  el  recurrente  no  tenía  derecho  para 
reclamar  á  la  Compañía  demandada  el  menoscabo  que  por 
causa  de  la  misma  había  sufrido. 

El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso 
Considerando  que  el  daño  es  fuente  de  obligaciones  ci- 
viles cuando  interviene  culpa  ó  negligencia,  lo  mismo  por 
la  Ley  7.*,  Título  i5,  Partida  séptima,  aplicable  á  este 
pleito,  que  por  el  artículo  1.902  del  Código  vigente;  y  no 
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habiendo  probado  el  recurrente,  ni  aun  alegado  en  su  de- 
manda, que  la  lesión  que  sufrió  fué  producida  por  culpa  ó 
negligencia  de  la  Compañía  ó  de  alguno  de  sus  empleados, 
es  evidente  que  al  absolver  la  Sala  á  la  Empresa  no  ha  in- 
fringido, como  sin  razón  se  sostiene  en  el  motivo  tercero, 
la  citada  Ley  de  Partida,  ni  la  i.*  del  mismo  Título,  que 
define  el  daño  y  «quantas  maneras  son  del». 


SenteAoia  do  27  de  Septiembre  de  1898. 

Don  José  BargésLobeira,  Alcalde  de  Cambados,  de- 
nunció al  Juzgado  ciertos  hechos  contra  él  ejecutados  por 
un  Concejal  en  la  sesión  del  Ayuntamiento;  y  formada 
causa  y  abierto  el  juicio  oral,  formuló  conclusiones  el  Pro- 
curador de  Bargés,  incluyendo  en  la  lista  de  los  testigos  que 
debían  ser  citados  para  declarar  en  el  acto  del  juicio,  á  Vi- 
cente Fernández  Muñiz,  residente  en  Yaguajay,  isla  de 
Cuba;  compareciendo  el  día  señalado  en  virtud  de  la  cita- 
ción que  por  exhorto  se  le  hizo,  pero  sin  que  llegara  á  de- 
clarar por  haber  renunciado  en  el  acto  el  Letrado  de  Bar- 
gés á  su  declaración;  y  habiendo  presentado  Fernández 
Muñiz  un  escrito  pidiendo  indemnización,  se  le  abonaron 
25o  pesetas  por  mandato  de  la  Audiencia  de  Pontevedra, 
en  el  que  se  le  reservó  su  derecho  para  reintegrarse  de  to- 
dos los  gastos,  salarios  y  perjuicios  irrogados  con  su  obli- 
gada comparecencia. 

Con  presentación  de  la  cuenta  de  gastos  de  viaje  de  Ya- 
guajay ^  Pontevedra,  ascendentes  á  8i5  pesetas,  formuló  de- 
manda Fernández  Muñiz,  pidiendo  que  se  condenara  á  Don 
José  Bargés  Lobeira  al  pago  de  dicha  cantidad,  otra  igual 
por  los  gastos  del  viaje  de  regreso,  y  otras  que  determinó 
como  indemnización  de  perjuicios,  con  deducción  de  las 
i¿5o  pesetas  que  le  habían  sido  abonadas  por  la  Audiencia 
de  Pontevedra;  fundándose  para  ello  en  que  la  citación  he- 
cha por  petición  de  Bargés  había  sido  maliciosa,  lo  que  se 
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demostraba  porque  no  había  presenciado  los  hechos  origen 
del  proceso;  porque  la  renuncia  á  ella,  al  ir  á  prestarla,  re- 
velaba que  era  innecesaria;  y  porque  así  lo  había  manifes- 
tado Bargés  en  el  acto  de  conciliación. 

Impugnada  la  demanda  por  Bargés,  se  recibió  el  pleito  á 
prueba,  en  cuyo  período  absolvió  aquél  posiciones  mani- 
festando que,  fuera  del  salón  de  sesiones  del  Ayuntamiento, 
donde  ocurrieron  los  hechos  que  motivaron  el  proceso,  ha- 
bía muchas  personas,  recordando  entre  ellas  al  demandan- 
te, al  que  citó  en  el  sumario;  y  declaró  el  demandante  que 
vino  de  Cuba  con  varios  convecinos,  pero  no  solicitado  por 
su  familia,  sino  con  objeto  de  asistir  al  juicio  oral;  practi- 
cándose, además,  á  instancia  del  actor  prueba  documental 
y  testifical;  y  seguido  el  pleito  por  los  demás  trámites  de 
dos  instancias,  dictó  sentencia  revocatoria  la  Audiencia  de 
la  Corufía,  absolviendo  al  demandado. 

Don  Vicente  Fernández  Muñiz  interpuso  recurso  de 
casación,  citando  como  infringidos,  en  los  dos  primeros 
motivos,  los  artículos  1.902  y  i.goS  del  Código  civil,  por 
cuanto  los  gastos  y  perjuicios  que  la  comparecencia  al  jui- 
cio le  había  irrogado  al  recurrente,  habían  sido  ocasionados 
por  culpa  de  Bargés,  que  le  hizo  citar  y  renunció  luego  á  su 
declaración;  y  porque  la  Sala  sentenciadora  estimaba  en 
uno  de  los  fundamentos  del  fallo  que  no  se  había  demos- 
trado que,  al  hacer  la  representación  de  Bargés  la  designa- 
ción del  recurrente  como  testigo,  mediase  malicia,  culpa  ó 
negligencia,  afirmación  que  estaba  en  pugna  con  lo  consig- 
nado por  la  misma  Sala  al  enumerar  sustancialmente  y  ex- 
poner como  fundamentos  del  fallo  en  otros  dos  de  sus  Con- 
siderandos los  hechos  de  la  demanda;  y  en  el  motivo  ter- 
cero, varios  artículos  de  la  Ley  orgánica  del  Poder  judicial, 
del  Código  y  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  al  efecto  de 
demostrar  la  responsabilidad  de  Bargés,  en  su  concepto  de 
mandante,  por  los  actos  realizados  por  el  Procurador,  su 
mandatario,  al  pedir  la  comparecencia  del  recurrente  á  las 
sesiones  del  juicio  oral. 
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El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso- 
Considerando  que  la  demanda  formulada  por  Don  Vi- 
cente Fernández  Muñiz  contra  Don  José  Bargés  Lobeira  no 
se  funda  en  obligación  nacida  de  ningún  contrato  ó  cuasi- 
contrato derivado  de  actos  lícitos  que  jurídicamente  ligara 
á  las  partes,  sino  en  la  imputación  que  el  actor  hace  al  de- 
mandado de  haberle  éste  causado  maliciosamente  un  daño, 
á  cuya  reparación  se  encuentra  obligado  por  el  artículo  i  .902 
del  Código  civil,  en  cuyo  concepto  se  ha  resuelto  la  cues- 
tión del  pleito  y  hay  que  resolver  el  recurso. 

Considerando  que  la  determinación  de  la  existencia  de 
los  hechos  ilícitos  á  que  se  refiere  dicho  artículo  es  una 
cuestión  de  prueba,  cuya  apreciación  incumbe  al  Tribunal 
sentenciador,  y  la  Audiencia  de  la  Coruña  estima  que  no 
se  había  demostrado  en  los  autos  que  fuese  innecesaria  la 
citación  del  demandante  como  testigo,  ni  que  la  represen- 
tación de  Don  José  Bargés,  á  cuya  instancia  se  hizo,  hu- 
biese procedido  con  malicia,  culpa  ó  negligencia,  sin  que 
tal  estimación  se  haya  impugnado  de  la  única  manera  que 
autoriza  el  número  y.*'  del  artículo  1.692  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento civil,  porque  el  recurrente  se  limita  á  consig- 
nar vaga  y  genéricamente  que  aquélla  se  encuentra  en  con- 
tradicción con  los  hechos  aceptados  por  la  Audiencia,  y  por- 
que así  se  desconoce  el  valor  de  las  pruebas  practicadas^ 
sin  citar  ley  ninguna  referente  á  la  prueba  que  haya  sido 
infringida  ni  documento  ó  acto  concreto  que  demuestre  evi- 
dentemente el  error  de  hecho  del  juzgador. 

Considerando  que,  esto  supuesto,  no  son  de  estimar 
los  dos  primeros  motivos  del  recurso,  y  que  el  tercero  ca- 
rece de  eficacia  y  trascendencia,  porque,  aun  siendo  respon- 
sable Don  José  Bargés  del  acto  realizado  por  su  represen 
tación  al  solicitar  la  citación  de  Fernández  Muñiz,  queda 
subsistente  el  fundamento  de  la  absolución  á  que  se  hace 
referencia  en  los  dos  anteriores  Considerandos. 
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Guestión   3/— ¿Es  aplicable  la  disposic  ón  de 
articulo  1.902  del  Código  civil  á  la  indemnización  de 
daños  y  perjuicios  causados  por  incumplimiento  de  los 
contratos? 


Sentencia  de  20  de  Voviembre  de  1896. 

Don  Pedro  Velázquez,  Don  Gaspar  Sola  y  Don  Benito 
Menéndez  constituyeron  una  Sociedad,  en  Regla,  por  es- 
x:ritura  de  i5  de  Febrero  de  1889,  para  establecer  una  fá- 
brica de  aserrar  maderas,  estipulando  que  los  tres  socios 
serían  administradores  gerentes,  pero  sólo  Menéndez  que- 
daba facultado  para  usar  la  firma  social  de  Velázquez, 
Sola  y  Compañía;  y  al  día  siguiente  del  otorgamiento  de 
esta  escritura  se  ausentó  Menéndez  de  la  Isla  de  Cuba  para 
el  extranjero,  no  regresando  hasta  el  28  de  Agosto  del  mis- 
mo año;  habiendo  acordado  los  socios,  en  29  de  Octubre 
siguiente,  disolver  la  Sociedad,  inscribiéndose  en  el  Regis- 
tro mercantil  dos  días  después  la  escritura  de  constitución, 
y  la  de  disolución  en  9  de  Abril  de  1890. 

Durante  la  ausencia  de  Don  Benito  Menéndez  había 
suscrito  el  socio  Don  Pedro  Velázquez,  con  la  firma  social 
Velázquez,  Sola  y  Compañía,  dos  pagarés  por  1.000  pesos 
oro,  cada  uno,  á  la  orden  de  Don  Alfredo  Balado,  quien  los 
endosó  á  la  orden  de  Don  Carlos  Brodermann;  y  no  ha- 
biendo podido  hacerlos  efectivos  á  su  vencimiento,  dedujo 
demanda  ejecutiva,  á  la  que  opuso  Menéndez  las  excepcio- 
nes de  nulidad  del  juicio  y  falsedad  del  título  ejecutivo,  por 
serlo  civilmente  los  dos  pagarés  á  causa  de  estar  autoriza- 
dos por  quien,  como  Velázquez,  no  tenía  capacidad  para 
ello,  ya  que  no  podía  usar  la  firma  social,  circunstancia  que 
conocía  Balado,  causante  del  ejecutante;  cuyo  juicio  ter- 
minó por  sentencia  de  la  Audiencia  de  la  Habana  decla- 
rando no  haber  lugar  á  dictar  sentencia  de  remate,  con 
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imposición  á  Don  Carlos  Brodermann  de  las  costas  de  am- 
bas instancias. 

En  tal  estado  formuló  el  mencionado  Brodermann  de- 
manda de  juicio  declarativo  contra  Don  Benito  Menéndez, 
pidiendo  que  se  le  condenara  al  pago  de  los  2.000  pesos, 
importe  de  los  referidos  pagarés,  y  á  la  indemnización  de 
daños  y  perjuicios,  consistente  en  las  costas  del  juicio  eje- 
cutivo á  cuyo  pago  había  sido  condenado,  fundándose  para 
ello  en  que  era  público  y  notorio  que  los  tres  socios  de  Ve- 
lázquez,  Sola  y  Compañía  habían  sido  gestores  de  la  So- 
ciedad y  habían  usado  la  firma  social,  y  que  al  disolverse 
aquélla  se  había  hecho  cargo  el  demandado  de  todas  las 
obligaciones  de  la  misma. 

Don  Benito  Menéndez  impugnó  la  demanda  alegando 
que  al  ausentarse  de  la  isla  lo  hizo  con  el  prof)ósito  de  es- 
tablecer la  Sociedad  á  su  regreso,  sin  tener  conocimiento 
de  que  hubiera  empezado  á  funcionar,  lo  que  no  podían 
hacer  sus  socios  por  no  estar  facultados  para  usar  la  fírma 
social;  y,  practicada  prueba  y  sustanciado  el  pleito  en  dos 
instancias,  dictó  sentencia  la  Audiencia  de  la  Habana  con- 
denando al  demandada  al  pago  de  la  suma  reclamada  y  al 
reintegro  de  las  costas  del  juicio  ejecutivo,  en  concepto  de 
indemnización  de  perjuicios. 

Don  Benito  Menéndez  interpuso  recurso  de  casación, 
citando  como  infringidos  varios  artículos  del  Código  de 
Comercio,  de  los  que  dedujo  no  estar  obligado  en  forma 
alguna  con  el  demandante;  y  en  los  motivos  cuarto  y  sép- 
timo, el  artículo  1 .902  del  Código  civil,  que,  a  contraria 
sensu  de  su  precepto,  dispone  que  del  daño  que  uno  se 
causa  por  culpa  propia  á  nadie  debe  culpar  sino  á  sí  mis- 
mo; y  el  i.ioi,  porque,  no  habiendo  causado  daño á  nadie,, 
no  podía  ser  condenado  á  repararlo. 

El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso 

Considerando  que  la  sentencia,  al  dar  valor  á  la  escri- 
tura de  constitución  social  para  estimar  la  existencia  de  la 
Sociedad  y  la  cualidad  de  socio  gerente  de  Don  Benito  Me- 
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tiéfldez,  pero  no  á  la  cláusula  de  la  misma  que  reserva  ex- 
..clusivamente  para  éste  la  firma,  lejos  de  infringir,  como  se 
supone  en  los  motivos  primero  y  segundo,  el  artículo  24  del 
-Código  de  Comercio,  se  ajusta  á  su  prescripción  dequelai 
escrituras  de  Sociedad  no  registradas  no  perjudiquen  á  ter- 
cera persona,  pero  que  éstas  puedan  utilizarlas  en  lo  favo- 
rable, puesto  que  lo  favorable  en  este  caso  para  el  actor, 
tercero  respecto  de  la  constitución  social,  es  la  demostra- 
ción de  la  existencia  de  la  .Sociedad  y  de  la  cualidad  de 
gestor  del  demandado,  y  lo  adverso,  el  pacto  especial  de 
que  Menéndez  exclusivamente  debiera  llevar  la  firma  de  la 
razón  social. 

Considerando  que  los  artículos  127  y  128  del  Código 
de  Comercio  disponen  que  sea  públicamente  conocido  por 
medio  del  Registro  el  pacto  social  que  regula  quién  es  el 
socio  autorizado  para  usar  la  firma  colectiva,  de  cuya  pu- 
blicidad es  consecuencia  que  sólo  de  las  obligaciones  por  él 
contraídas  es  responsable  la  Sociedad,  y  que  las  que  otor- 
gan los  socios  que  no  tienen  tal  autorización,  aun  cuando 
empleen  la  firma  social,  únicamente  obligan  á  sus  autores, 
y  que  para  el  caso  de  no  haber  cumplido  los  socios  gesto- 
res el  deber  de  presentar  la  escritura  social  al  Registro  y 
dar  principio  la  Compañía  á  sus  operaciones  sin  este  requi- 
sito, rige  el  artículo  120,  según  el  que,  los  encargados  de  la 
gestión  social  son  solidariamente  responsables  con  las  per- 
sonas extrañas  á  la  Compañía  con  quienes  hubiese  ésta 
contratado;  y,  por  consiguiente,  que  la  sentencia  no  in- 
fringe dichos  artículos  127  y  128,  invocados,  respectiva- 
mente, en  los  motivos  tercero  y  quinto,  dado  que  Don  Be- 
nito Menéndez  no  cumplió  el  deber  que  como  socio  gestor 
tenía  de  hacer  registrar  la  escritura  social,  y  que  la  Socie- 
dad dio,  no  obstante,  principio  á  sus  operaciones,  firmando 
entonces  el  socio  Velázquez  los  pagarés  de  este  pleito  mien- 
tras era  desconocido  en  el  Registro  el  pacto  social  y,  por  lo 
tanto,  la  facultad  exclusiva  de  llevar  la  firma  el  socio  Me- 
néndez. 
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Considerando  que  no  se  trata  en  estos  asuntos  de  un 
daño  causado  sin  obligación  preexistente,  por  culpa  ó  neg- 
ligencia, que  es  á  lo  que  se  refiere  el  artículo  i  .902  del 
Código  civil,  invocado  en  los  motivos  cuarto  y  séptimo, 
sino  de  los  perjuicios  causados  por  la  resistencia  á  cumplir 
el  demandado  las  obligaciones  determinadas  por  los  con- 
tratos y  disposiciones  legales  que  quedan  expuestos,  y,  por 
lo  tanto,  que  es  procedente  su  indemnización,  con  arreglo 
al  artículo  i.ioi  del  mismo  Código,  citado  en  el  motivo 
séptimo. 


Guestión  4«*— ¿Pueden  atribuirse  á  culpa  ó  neg- 
ligencia y  dar,  por  tanto,  origen  á  la  reparación  del 
daño  causado,  los  acti»s  ejecutados  en  cumplimiento 
astricto  de  un  deber? 

Sentencia  de  11  de  Mano  de  1896. 

Don  Manuel  González  Allende  falleció  bajo  testamento, 
otorgado  en  25  de  Julio  de  1847,  P^^  ^^  í^^  instituyó  here- 
deros usufructuarios  de  sus  bienes,  y  previniendo  que  al 
fallecimiento  del  áltimo  se  convirtieran  por  sus  albaceas  en 
valores  públicos  y  se  formase  una  renta  para  el  sosteni- 
miento de  tres  escuelas  y  curación  de  enfermos  en  el  Hos- 
pital general  de  la  ciudad  de  Toro;  y  para  después  de  la 
muerte  de  los  usufructuarios  instituyó  por  herederos  á  los 
establecimientos  mencionados. 

Ocurrido  el  fallecimiento  de  los  usufructuarios  y  de  los 
albaceas,  se  dictó  una  Real  orden  por  el  Ministerio  de  la 
Gobernación,  encargando  la  administración  de  los  bienes 
hereditarios  á  las  Juntas  de  Beneficencia  de  Madrid  y  Za- 
mora, recayendo  después  otra,  en  18  de  Mayo  de  i883,  re- 
solviendo que  le  correspondía  el  conocimiento  del  asunto 


Digitized  by  CjOOQ IC 


128  ARTÍCULOS   1 .9O2   AL   I.9O4 

con  arreglo  al  patronato  de  la  Beneficencia  que  la  ley  le  con- 
fiaba; después  de  lo  cual,  en  28  de  Mayo  de  1884,  se  de- 
cretó por  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del 
Hospicio,  de  Madrid,  la  prevención  del  juicio  de  testamen- 
tar/a de  González  Allende,  ordenando  la  intervención  del 
caudal  y  nombrando  administrador  judicial  á  Don  Braulio 
Segundo  Moreno,  que  desempeñó  el  cargo  hasta  2  de  Di- 
ciembre del  mismo  año  en  que  fué  relevado. 

Librado  exhorto  al  Juez  de  primera  instancia  de  Toro 
para  que  se  reconociera  á  Moreno  como  administrador  ju- 
dicial de  una  dehesa  sita  en  el  pueblo  de  Villalube,  promo- 
vió competencia  el  Gobernador  civil  de  Zamora,  que  fué 
resuelta  á  favor  de  la  Administración;  y  en  tal  virtud  de- 
dujo demanda  la  Junta  provincial  de  Beneficencia  de  Ma- 
drid, exponiendo  que  había  solicitado  que  se  procediera  al 
examen  y  aprobación  de  las  cuentas  del  administrador  ju- 
dicial; que  habiendo  accedido  á  ello  el  Juzgado,  las  había 
aquél  presentado;  y  que  á  dichas  cuentas  oponía  los  reparos 
que  enumeró,  comprendiéndose  en  el  señalado  con  el  nú- 
mero 12,  varias  partidas  por  gastos  judiciales,  que  importa- 
ban 7.777  pesetas;  é  invocando  como  fundamentos  de  dere- 
cho, entre  otros,  que  no  debían  ser  de  abono  los  gastos  ju- 
diciales, por  referirse  unos  á  peticiones  que  el  administrador 
pudo  hacer  por  sí,  sin  Abogado  ni  Procurador,  y  todos 
porque  se  hicieron  en  concepto  de  rico,  debiendo  haberse 
actuado  en  el  de  pobre  por  actuarse  en  nombre  de  una  aso- 
ciación benéfica,  pidió  que  se  condenara  á  los  herederos  de 
Don  Braulio  Segundo  Moreno,  á  la  sazón  fallecido,  á  reba- 
jar de  la  data  de  la  cuenta  el  importe  de  todos  aquellos  re- 
paros. 

Sustanciado  el  pleito  en  rebeldía  de  los  demandados,  y 
dictada  sentencia  por  la  Audiencia  de  Madrid  declarando 
ser  de  abono  en  la  cuenta  la  partida  de  7.777  pesetas  im- 
pugnada, interpuso  la  Junta  demandante  recurso  de  casa- 
ción,  citando  como  infringidos,  en  los  tres  primeros  moti- 
vos, el  testamento  de  González  Allende  y  varias  disposi- 
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cienes  gubernativas  relativas  al  concepto  de  pobres  en  el 
sentido  legal  de  que  gozan  las  instituciones  benéficas;  y  en 
el  motivo  cuarto,  el  artículo  1.902  del  Código  civil,  según 
el  cual,  el  que  por  acción  ú  omisión  causa  daño  á  otro  in- 
terviniendo culpa  ó  negligencia,  está  obligado  á  reparar  el 
daño  causado;  porque  Don  Braulio  Segundo  Moreno,  al 
prescindir  del  testamento  y  preceptos  legales  aplicables  y 
gestionar  en  autos  en  concepto  de  rico,  incurrió  en  culpa  y 
negligencia  y  causó  al  caudal  hereditario  un  daño  que  es- 
taba obligado  á  indemnizar. 

El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso 
Considerando  que  la  sentencia  recurrida  no  infringe  el 
testamento  de  Don  Manuel  González  ni  las  leyes  y  disposi- 
ciones que  se  invocan  en  los  cuatro  primeros  motivos,  por- 
que el  cargo  ejercido  por  Don  Braulio  Segundo  Moreno  no 
fué  otro  que  el  de  administrador  de  los  bienes  que  consti- 
tuían el  caudal  hereditario  de  Don  Manuel,  á  virtud  de 
nombramiento  acordado  por  el  Juzgado  en  el  juicio  necesa- 
rio de  testamentaría  mandado  prevenT  en  1884,  con  cuyo 
carácter  no  podía  pretender  el  beneficio  de  pobreza,  ni,  por 
tanto,  dispensarse  de  abonar  gastos  judiciales  que,  por  lo 
mismo,  no  pueden  atribuirse  á  culpa  ó  negligencia  de  su 
parte,  ni  menos  derivarla  de  la  ingerencia  del  Juzgado  al 
acordar  la  prevención  del  juicio  de  testamentaría,  ingeren- 
cia que  en  ningún  caso  podría  implicar  responsabilidad 
para  él. 

Guestión  5/—Las  resoluciones  dictadas  por  la 
Administración  y  por  los  Tribunales  de  lo  criminal,  con 
motivo  de  un  accidente  ferroviario,  en  las  que  no  se 
declara  la  existencia  de  culpa  ó  negligencia,  ¿limitan  las 
facultades  de  los  Tribunales  de  lo  civil  para  apreciar  el 
conjunto  de  las  pruebas  aportadas  al  pleito  sobre  in- 
demnización de  daños  y  perjuicios? 

T.  XI.— 9. 
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SeAtencia  de  27  ele  Junio  de  1894. 

Con  motivo  de  haber  descarrilado  el  día  19  de  Septiem- 
bre de  1891  el  tren  correo  de  Sevilla  á  Cádiz,  se  instruyó 
sumario  por  el  Juzgado  de  Utrera,  del  que  aparece  que  Don 
Leonardo  García  de  Castro,  que  viajaba  en  dicho  tren,  su- 
frió lesiones,  (jue  tardaron  en  sanar  cincuenta  y  tres  dias; 
que  constituido  el  Juzgado  en  el  lugar  del  siniestro  se  hizo 
constar  que  el  descarrilamiento  tuvo  por  causa  la  rotura  de 
un  raíl;  que  el  Ingeniero  Inspector  de  la  línea  informó  que 
la  rotura  fué  anterior  al  paso  del  tren  y  debió  ocasionarse 
al  pasar  en  sentido  contrario  y  poco  tiempo  antes  el  tren 
expreso,  sin  que  notara  el  desperfecto  el  capataz  de  la  bri- 
gada de  conservación  que  había  recorrido  aquel  sitio  antes 
de  cruzarlo  el  tren  correo;  y  que  la  Audiencia  de  Utrera 
dictó  en  dicha  causa  auto  de  sobreseimiento  provisional  por 
no  haberse  comprobado  la  existencia  de  delito. 

Formado  expediente  por  la  Sección  de  Fomento  del  Go- 
bierno civil  de  Sevilla  con  motivo  de  dicho  descarrila- 
miento, dictó  resolución  el  Gobernador,  teniendo  en  cuenta 
el  informe  de  la  División  de  ferrocarriles,  consignando  que, 
si  bien  no  podía  considerse  el  siniestro  como  caso  fortuito, 
la  falta  de  servicio  podía  calificarse  como  leve. 

Con  estos  antecedentes  formuló  demanda  Don  Leonardo 
García  de  Castro  pidiendo  que  se  condenara  á  la  Compañía 
de  los  ferrocarriles  Andaluces  á  la  indemnización  de  todos 
los  daños  y  perjuicios  ocasionados  por  el  descarrilamiento, 
cuya  cuantía  no  podía  fijar  por  estar  aún  sufriendo  los  per- 
juicios é  ignorar  su  término  y  cuantía;  á  cuya  pretensión  se 
opuso  la  Compañía  demandada  alegando  que  el  estado  de 
la  vía  era  inmejorable,  debiéndose  el  descarrilamiento  á  un 
caso  fortuito,  cual  fué  la  rotura  de  un  raíl  que,  por  haber 
ocurrido  poco  antes  del  suceso,  no  pudo  advertirse. 

Practicada  prueba  por  ambas  partes  y  dictada  sentencia 
en  segunda  instancia  por  la  Audiencia  de  Sevilla  conde- 
nando á  la  Compañia  al  pago  de  la  indemnización  recla- 
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mada,  interpuso  la  misma  recurso  de  casación,  alegando 
error  de  hecho  en  la  apreciación  de  las  pruebas,  al  estimar 
que  la  negligencia  de  la  Compañía  ó  de  sus  dependientes 
fué  la  causa  del  descarrilamiento,  siendo  así  que  se  demos- 
traba lo  contrario  por  el  auto  de  sobreseimiento  dictado  por 
la  Audiencia  de  Utrera,  y  por  la  resolución  del  Gobernador, 
dictada  con  vista  del  informe  de  la  División  de  Ferrocarri- 
les, la  que  imputó  á  la  Compañia  una  leve  falta  que  el  Go- 
bernador no  llegó  á  declarar  ni  á  penarla;  é  infracción  de 
los  artículos  1.902  y  párrafos  i.^  y  4.*^  del  1.903  del  Código 
civil,  que  declaran  la  obligación  de  reparar  el  daño  causado 
cuando  interviene  culpa  ó  negligencia  y  hacen  extensiva 
esta  obligación  á  los  dueños  ó  Directores  de  Empresas  ó 
Compañías  por  los  perjuicios  ocasionados  por  sus  depen- 
dientes; puesto  que  la  Sala  aplicaba  estos  artículos  en  el 
supuesto  de  que  hubo  falta  y  negligencia  en  la  vigilancia  de 
la  vía  férrea,  supuesto  erróneo  que  quedaba  destruido  en  el 
motivo  anterior. 

El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso 
Considerando  que  la  Sala,  apreciando  el  conjunto  de 
las  pruebas,  del  que  es  parte  la  providencia  del  Gobernador 
de  Sevilla,  dictada  con  audiencia  de  la  División  de  Ferroca- 
rriles, establece  que  hubo  en  los  encargados  de  vigilar  la 
vía  negligencia,  que  dio  lugar  al  descarrilamiento,  causa 
de  las  lesiones  sufridas  por  el  demandante,  y  que  ni  el  auto 
de  sobreseimiento  dictado  por  la  Audiencia  de  Utrera  ni  la 
referida  providencia  del  Gobernador  en  cuanto,  decidiendo 
lo  que  á  su  respectivo  orden  corresponde,  no  declararon  la 
existencia  del  delito,  ni  impusieron  corrección  á  la  Compa- 
ñía, demuestran  que  haya  error  de  hecho  en  la  apreciación 
que  es  de  la  exclusiva  competencia  del  Tribunal  sentencia- 
dor, apreciación  congruente  con  la  afirmación  que  en  la 
providencia  gubernativa  se  hace,  según  consta  en  los  Resul- 
tandos de  la  sentencia  y  en  el  apuntamiento  aceptado  por  las 
parles,  de  que  el  hecho  no  debe  estimarse  como  caso  for- 
tuito, sino  como  falta  leve. 
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Considerando  que  sobre  esta  base  la  sentencia  aplica 
rectamente  los  artículos  1.902  y  1.903,  párrafos  primero  y 
cuarto  del  Código  civil,  todos  los  cuales  sancionan  la  obli- 
gación de  reparar  el  daño  que  se  causa  por  negligencia,  no 
sólo  cuando  es  propia,  sino  también  cuando  es  de  los  depen- 
dientes ó  empleados  en  el  servicio  que  se  les  hubiere 
confiado. 


Gaestión  6/ — ¿Puede  exigirse  al  que  ejercita  un 
derecho  la  obligación  que  impone  el  articulo  1.902  del 
Código  civil? 

Sentenoia  de  10  de  Mayo  de  1803. 

Don  Esteban  García  Martín  dedujo  demanda  en  el  Juz- 
gado de  Avila,  exponiendo  ser  dueño  del  molino  harinero- 
de  Hortigosa,. sobre  el  río  Arevalillo,  cuyas  aguas  utilizaba 
como  fuerza  motriz  por  concesión  del  Alcalde  y  vecinos 
del  extinguido  pueblo  de  Ilortigosa,  con  la  condición  de- 
dejar  libre  el  uso  del  agua  eñ  los  meses  de  Febrero  á  Mayo 
para  el  riego  de  la  dehesa  boyal,  á  cuyo  efecto  existía  una 
ligera  estacada;  que  los  demandados  Don  Celedonio  López, 
Don  Roque  Martín,  Don  Martín  Hernández  y  Don  Julián 
Hernando  habían  sustituido  aquella  estacada  por  una  presa 
que  cortaba  por  completo  el  curso  de  las  aguas,  quedando* 
el  molino  sin  la  necesaria  para  el  movimiento  de  su  arte- 
facto; y  que  había  recurrido  al  Gobierno  civil  de  la  provin- 
cia, en  el  que  se  incoó  un  expediente  que  no  pudo  tener  re- 
solución definitiva  porque  ningún  acuerdo  existía  del 
Ayuntamiento  para  la  toma  de  aguas  por  los  demandados^ 
que  ejecutaron  las  obras  por  su  exclusiva  iniciativa;  y  ter- 
minó suplicando  que  se  les  condenara  á  destruir  la  referida 
presa  restituyendo  el  cauce  del  río  á  su  primitivo  estado  y 
á  la  indemnización  de  los  perjuicios  ocasionados. 
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Los  demahdados  contestaron  que  no  habían  efectuado 
<^n  la  presa  otras  obras  que  las  de  reparación;  que  esto  no 
lo  hicieron  como  particulares,  sino  cumpliendo  un  acuerdo 
Jel  Ayuntamiento  y  como  carga  municipal;  que  con  mucha 
anterioridad  á  la  concesión  obtenida  por  el  demandante, 
tuvieron  los  vecinos  y  el  Municipio  de  Santo  Tomé,  al  que 
pertenecían  y  donde  estaba  enclavada  la  presa,  el  derecho 
de  aprovechar  las  aguas  en  el  riego  de  sus  prados;  y  que  el 
demandante  había  aumentado  la  fuerza  motriz  del  molino 
sin  obtener  nueva  concesión. 

Dictada  sentencia  absolutoria  por  la  Audiencia  de  Ma- 
drid, interpusieron  los  albaceas  testamentarios  de  Don  Es- 
teban García  recurso  de  casación,  citando  como  infringi- 
dos la  ley  del  contrato  contenida  en  la  escritura,  por  virtud 
de  la  cual  el  Ayuntamiento  y  vecinos  de  Hortigosa  conce- 
dieron á  García  el  aprovechamiento  de  las  aguas  del  río 
Arevalillo,  y  el  artículo  1.902  del  Código  civil,  preceptivo  de 
que,  el  que  por  acción  ú  omisión  causare  daño  á  otro  inter- 
viniendo culpa  ó  negligencia,  está  obligado  á  repararlo;  por- 
que causando  daño  al  molino  de  Hortigosa  la  presa  cons- 
truida y  habiendo  contribuido  á  dicha  obra  los  demanda- 
dos, se  les  absolvía  de  la  obligación  de  indemnizar;  sin  que 
pudiera  desvirtuar  esta  obligación  el  hecho  alegado  por  los 
-demandados  de  haber  obrado  en  virtud  de  un  acuerdo  del 
Ayuntamiento  de  Sanco  Tomé,  porque  ni  constaba  la  exis- 
tencia de  tal  acuerdo,  ni  estaban  obligados  los  demandados 
Á  acatarlo  y  cumplirlo  por  ser  ilegal. 

El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso 

Considerando  que  la  afirmación  que  hace  la  sentencia, 
como  resultado  de  la  apreciación  de  las  pruebas,  de  que  las 
obras  ejecutadas  en  la  presa  por  los  vecinos  de  Santo  Tomé 
no  rebasan  los  límites  de  las  necesarias  á  la  conservación 
de  la  misma  de  tiempo  inmemorial;  el  haber  ganado  por 
prescripción  de  más  de  veinte  años  el  derecho  á  esta  presa 
-con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  artículo  149  de  la  vigente 
J-ey  de  Aguas;  y  el  no  constar  de  la  relación  que  se  hace  en 
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la  sentencia  de  la  escritura  de  lo  de  Enero  de  1788  que  en 
aquella  fecha  no  existiera  la  expresada  presa,  demuestran 
que  la  sentencia  reclamada  no  ha  faltado  á  la  ley  del  con- 
trato escriturado  de  que  se  deja  hecho  mérito,  ni  podría  en 
ningún  caso  invocarse  el  contenido  del  mismo,  si  con  fecha 
posterior  por  prescripción  ganaron  los  demandados  el  dere- 
cho que  les  niega  el  actor. 

Considerando  que  las  reparaciones  de  daños  causados 
suponen  siempre  que  el  que  los  infirió  obró  con  culpa  ó  neg- 
ligencia, y  el  que  ejercita  un  derecho  está  fuera  de  las  con- 
diciones que  producen  la  obligación  que  impone  el  artícu- 
lo 1.902  del  Código  civil. 


Cuestión  7.''— La  sentencia  que  condena  al  cum- 
plimiento de  un  contrato,  ó  á  la  indemnización  de  daños 
y  perjuicios  para  el  caso  de  que  no  pueda  cumplirse 
por  causas  imputables  al  obligado,  ¿infringe  el  artícu- 
lo 1 .902  del  Código  civil? 

Sentencia  de  19  de  XToviembre  de  1891. 

Por  escritura  de  3  de  Marzo  de  1880  confesaron  Don 
Pablo  Magallón  y  su  esposa,  tener  recibida  de  los  Patronos 
del  Pío  legado  de  la  Enseñanza  de  Lahoz  de  la  Vieja  la 
cantidad  de  25. 000  pesetas,  que  se  comprometieron  á  de- 
volver en  el  término  de  diez  años,  con  el  interés  anual 
del  5  por  100,  hipotecando  en  garantía  el  molino  titulado 
El  Hocino,  sito  en  término  de  Blesa. 

Transferida  la  propiedad  del  molino  á  Doña  Francisca 
Magallón  y  pendiente  de  pago  la  cantidad  con  que  estaba 
gravado,  otorgaron  un  documento  privado  los  Patronos  del 
Pió  legado  y  Don  Tomás  Royo,  como  marido  de  Doña 
Francisca  Magallón,  en  20  de  Mayo  de  1889,  estipulando: 
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en  la  cláusula  i .",  que  no  siendo  posible  al  Don  Tomás  en- 
tregar en  metálico  la  cantidad  adeudada  é  intereses  venci- 
dos, que  ascendían  á  un  total  de  40.000  pesetas,  y  no  con- 
viniendo á  la  fundación  verificar  el  cobro  en  fincas,  se  con- 
cedía al  deudor  el  plazo  de  cuatro  años  para  realizar  el 
pago  de  aquella  cantidad,  sin  que  durante  dicho  plazo  de- 
vengase interés  alguno;  en  la  2,^,  que  aquel  documento  se 
elevaría  á  escritura  pública;  en  la  3.^,  que  al  otorgar  la  es- 
critura se  concedería  á  Royo  la  facultad  de  hipotecar  el 
molino  á  otra  persona,  siempre  que  al  constituir  la  nueva 
hipoteca  entregara  el  importe  de  la  deuda  pendiente;  y  en 
la  4.^,  que  vencido  el  plazo  de  cuatro  años  concedido  y  no 
habiendo  Royo  solventado  la  deuda,  quedaría  la  finca  hipo- 
tecada de  propiedad  de  la  fundación,  como  completo  pago 
de  la  deuda. 

Pocos  meses  después  del  otorgamiento  de  este  contrato 
privado,  en  4  de  Febrero  de  1890,  cedieron  los  Patronos  de 
la  fundación  á  Don  Joaquín  Calvo  y  Blasco,  por  escritura 
pública,  el  crédito  hipotecario  referido  y  sus  intereses;  y  al 
tener  noticia  Don  Tomás  Royo  de  la  cesión,  dedujo  la  de- 
manda de  este  pleito  solicitando  que  se  declarase  la  obliga- 
ción en  que  estaban  los  Patronos  demandados  de  consignar 
en  escritura  pública  el  contrato  privado  de  20  de  Mayo  de 
1889,  y  que  si  por  los  actos  posteriores  al  mismo,  por  ellos 
realizados,  no  podían  otorgar  la  escritura,  se  les  condenara 
al  abono  de  los  daños  y  perjuicios  que  por  su  incumpli- 
miento se  ocasionasen  al  demandante;  á  loque  contestaron 
los  demandados  que  el  documento  privado  en  que  se  fun- 
daba la  demanda  era  nulo,  por  serlo  todo  contrato  en  que 
se  consigna  un  pacto  comisorio,  como  el  contenido  en  la 
cláusula  4.*^ 

Sustanciado  el  pleito  en  dos  instancias,  dictó  sentencia 
la  Audiencia  de  Zaragoza  declarando  válido  y  subsistente 
el  documento  privado  de  20  de  Mayo  de  1889,  y  condenan- 
do á  los  demandados,  de  conformidad  con  lo  estipulado  en 
las  cláusulas  i.*  y  2.®,  á  elevarlo  á  escritura  púbÜca;  y  en 
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el  caso  de  no  poderse  otorgar  ésta  por  la  cesión  del  crédito 
hecha  á  favor  de  Don  Joaquín  Calvo  y  Blasco,  ó  por  cua- 
lesquiera otros  hechos  imputables  á  los  mismos,  á  indem- 
nizar al  demandante  todos  los  daños  y  perjuicios  que  por 
tales  motivos  se  le  hubiesen  ocasionado,  tomando  por  base 
para  regularlos  el  pacto  primero  del  contrato  que  concedió 
al  actor  cuatro  años  de  plazo  para  satisfacer  la  cantidad 
adeudada. 

Los  Patronos  del  Pío  legado  de  la  Enseñanza  interpu- 
sieron contra  esta  sentencia  recurso  de  casación,  citando 
como  infringidos,  en  el  cuarto  motivo,  los  artículos  1.098 
y  1.902  del  Código  civil,  según  los  cuales,  no  podía  existir 
en  el  caso  del  pleito  la  obligación  de  indemnizar,  por  no 
derivarse  de  la  ley  ni  mediar  culpa  ó  negligencia  por  parte 
de  la  fundación  recurrente;  y  los  artículos  i.ioi  y  1.106, 
que  también  exigen  como  requisito  del  derecho  á  ser  in- 
demnizado la  existencia  de  positivos  perjuicios  ó  daños  ya 
causados  por  la  culpa  en  que  hubiese  incurrido  aquel  de 
quien  se  pide  el  resarcimiento,  requisitos  que  no  concu- 
rrían en  este  caso. 

El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso 
Considerando  que  procede  también  desestimar  el  cuarto 
y  último  motivo,  porque  la  cesión  del  crédito  por  parte  de 
la  representación  del  Legado  pío  de  la  Enseñanza  de  Lahoz 
de  la  Vieja  á  Joaquín  Calvo  y  Blasco,  que  tuvo  lugar  por 
escritura  pública  otorgada  en  4  de  Febrero  de  1890,  podría 
hacer  imposible  elevar  con  provecho  á  instrumento  público 
el  contrato  de  20  de  Mayo  de  1889,  Y  ^^  dejar  sin  efecto  esta 
convención  causaría  al  deudor  el  perjuicio  cierto  de  verse 
burlado  en  la  prórroga  de  cuatro  años  y  liberación  de  inte- 
reses que  se  le  concedían  en  el  repetido  contrato;  y,  por 
tanto,  la  sentencia,  al  condenar  á  la  representación  del  Pío 
legado  á  la  indemnización  de  daños  y  perjuicios  en  el  caso 
de  incumplimiento  del  contrato  contenido  en  la  cláusula  i  .*, 
no  infringe  los  artículos  del  Código  que  cita  el  recurso,  y 
antes  bien  aplica  acertadamente  el  i.ioi  y  1.106,  en  cuanto 
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sujetan  á  la  indemnización  de  daños  y  perjuicios,  entre 
otros,  á  los  que  de  cualquier  modo  contravienen  al  cum- 
plimiento de  las  obligaciones  contraídas. 


Gaestión  8.^  — ¿Incurre  en  omisión  negligente  ó 
culpable  el  que  no  adopta  las  precauciones  convenien- 
tes para  evitar  daño  al  que  realiza  un  hecho  sin  su 
mandato,  pero  con  conocimiento  suyo  y  en  su  pro- 
vecho? 

¿Infringe  el  artículo  1.902  del  Código  civil  la  sen- 
tencia que  ñja  la  cuantía  de  la  indemnización  debida  al 
que  la  reclama  y  reserva  su  derecho  á  los  demás  per- 
judicados por  el  mismo  acto  ú  omisión  culpables,  sin 
fijar  la  indemnización  que  á  éstos  corresponde? 

¿Son  aplicables  los  preceptos  de  los  artículos  1.1 01 
i.io3  y  1.104  a  las  obligaciones  que  nacen  del  daño 
causado  por  culpa  ó  negligencia? 

Sentencia  de  14  de  Diciembre  de  1894. 

Con  motivo  del  fallecimiento  de  Eulogio  Santa  María,  á 
consecuencia  de  haberse  caído  desde  el  muro  de  fachada 
del  frontón  Jai- Alai,  de  Madrid,  al  colocar  unos  banderines, 
lormuló  su  viuda  Doña  Juana  Alonso  Celada  demanda 
contra  los  dueños  ó  empresarios  del  Frontón  Don  Manuel 
Chacón  y  Don  Cándido  Lara,  exponiendo:  que  el  referido 
Santa  María  subió  al  muro  en  cumplimiento  de  los  oficios 
que  se  le  habían  encomendado,  para  colocar  unos  gallarde- 
tes, teniendo  la  desgracia  de  caer,  produciéndose  tales  con- 
tusiones y  fracturas  que  le  ocasionaron  la  muerte;  que  ésta 
fué  originada  por  culpa  y  omisión  de  los  demandados,  por 
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no  reunir  el  sitio  en  que  se  colocaban  los  banderines,  ni  el 
muro  que  era  preciso  recorrer  para  ello,  condiciones  nin- 
gunas de  seguridad,  toda  vez  que  tenía  doce  metros  de  al- 
tura y  cuarenta  centímetros  de  ancho,  sin  balcón,  antepe- 
cho ni  valla  que  pudiera  impedir  la  caída;  y  que  el  Eulogio 
había  dejado  dos  hijos  de  menor  edad,  uno  de  su  primer 
matrimonio,  y  una  niña  de  la  exponente;  y  suplicó  que  se 
condenara  á  dichos  demandados  á  abonar  á  la  actora,  por 
sí  y  como  representante  legal  de  sii  hija  Teodora  Santa 
María,  la  suma  de  21.425  pesetas  en  concepto  de  indemni- 
zación. 

Don  Manuel  Chacón  y  Don  Cándido  Lara  solicitaron 
ser  absueltos  de  la  demanda,  alegando  al  efecto  que  no  po- 
día imputárseles  culpa,  omisión  ni  negligencia  en  la  muerte 
de  Eulogio  Santa  María,  quien  no  tenía  orden  de  colocar 
los  banderines  en  el  muro  de  la  fachada,  sino  tan  sólo  la 
de  colocar  una  bandera  que  se  izaba  con  cuerdas;  que  sólo 
el  día  de  la  inauguración  acordaron  poner  aquellos  adornos, 
que  continuó  colocando  Santa  María  por  su  propia  iniciati- 
va; que  no  tenía  aplicación  el  artículo  1.902  del  Código 
civil,  puesto  que  no  habían  incurrido  en  culpa  ni  negligen- 
cia según  el  1.104;  y  que,  en  todo  caso,  era  inadmisible  la 
cantidad  reclamada,  que  no  podría  entregarse  totalmente  á 
la  actora  por  corresponder  á  todos  los  hijos  del  fallecido  y 
tener  sólo  la  representación  de  uno  de  ellos,  existiendo,  por 
tanto,  una  falta  de  personalidad. 

El  Juez  de  primera  instancia  dictó  sentencia  condenando 
á  los  demandados  á  pagar  á  los  herederos  de  Santa  María 
la  suma  de  5. 000  pesetas  en  concepto  de  indemnización;, 
pero  interpuesta  apelación  por  la  demandante,  á  la  que  se 
adhirieron  los  demandados,  dictó  otra  la  Audiencia  de 
Madrid  condenando  á  los  últimos  á  entregar  la  expresada 
suma  á  la  demandante,  única  que  la  había  reclamado,  por 
sí  y  en  representación  de  su  hija  Teodora,  y  reservando  al 
otro  hijo  del  finado  el  derecho  á  reclamar  indemnización. 

Contra  esta  sentencia  interpusieron  los  demandado 
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recurso  de  casación  por  estimar  infringidos:  el  artículo  i  .oy3 
del  Código  civil,  que  establece  que  las  obligaciones  deriva- 
das de  actos  ú  omisiones  en  que  intervenga  culpa  ó  negli- 
gencia quedan  sometidas  á  las  disposiciones  del  Capítu- 
lo 2.^,  Título  16,  Libro 4/'  y  los  i.ioi,  i.io3  y  1.104,  que 
sólo  son  aplicables  á  las  obligaciones  nacidas  por  ministerio 
de  la  ley  ó  por  voluntad  expresa  ó  tácita  de  las  partes,  y 
que  están  comprendidas  en  el  Título  i/'  del  mismo  Li- 
bro 4.^;  porque  habiendo  declarado  el  Trhbunal  sentencia- 
dor que  la  responsabilidad  de  los  recurrentes  consistía  en 
haber  tolerado  los  actos  de  Eulogio  Santa  María  omitiendo 
las  precauciones  necesarias  de  seguridad,  declarándolos 
por  ello  comprendidos  en  los  artículos  1.902  y  1.903,  no 
pudo  graduar  la  culpa  y  fijar  la  indemnización,  como  lo' 
hacía,  con  arreglo  á  los  artículos  i.ioi,  i.io3  y  1.104,  in- 
fringidos por  indebida  aplicación;  los  artículos  1.902  y  1.903 
citados,  porque  sólo  habrían  tenido  los  recurrentes  obliga- 
ción de  adoptar  medidas  de  seguridad  sobre  el  muro  del 
frontón  en  el  caso  de  que  Santa  María  la  tuviera  de  colocar 
sobre  él  los  banderines,  operación  que  no  tenían  el  deber  de 
prohibirle  y  de  cuyas  consecuencias  sólo  él  fué  el  responsa- 
ble, porque  quien  sin  obligación  ejecuta  un  hecho  que  le  pro- 
duce daño  debe  imputárselo  á  sí  mismo;  y  el  mismo  artícu- 
lo 1.902,  cuyo  texto  implica  necesariamente  el  que  se  lije  la 
cuantía  del  daño  para  abonar  su  importe  por  una  sola  vez  ó 
pagarse  por  él  una  sola  indemnización,  y  el  36o  de  la  Ley  de 
Enj,uiciamiento  civil,  que  previene  se  fije  en  las  sentencias 
que  contengan  condena  de  daños  y  perjuicios  el  importe  de 
ellos  en  cantidad  líquida  ó  se  establezcan  las  bases  para  su 
liquidación;  puesto  que,  al  condenar  á  los  recurrentes  al 
pago  de  5.000  pesetas  á  la  recurrente  y  su  hija  y  reservar 
su  derecho  al  hijo  del  primer  matrimonio  de  Santa  María, 
sin  fijar  la  indemnización  que  le  pudiera  corresponder,  re- 
sultaban aquéllos  condenados  al  pago  de  una  indemnización 
indeterminada. 

El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso 
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Considerando  que  sobre  la  base  de  estimar  la  Sala,  ea 
virtud  de  las  pruebas,  que  la  muerte  desgraciada  de  Eulogio 
Santa  María  ocurrió  por  la  omisión  por  parte  de  los  recu- 
rrentes, dueños  y  empresarios  del  frontón  llamado  Jai- Alai, 
-de  las  precauciones  oportunas  para  evitar  los  peligros  que 
ofrecía  colocar  y  retirar  los  gallardetes,  como  lo  venía  ha- 
ciendo aquél  con  su  conocimiento  y  aquiescencia  y  en  su 
provecho,  aplica  rectamente  los  artículos  i.ogS,  1.902  y 
1.903,  y  no  infríngelos  i.ioi,  i.io3  y  1. 104  del  Código  ci- 
vil, porque,  con  arreglo  al  primero,  las  obligaciones  que  se 
deriven  de  actos  ú  omisiones  en  que  intervenga  culpa  ó  neg- 
ligencia no  penadas  por  la  ley,  están  sometidas  á  las  dis- 
posiciones de  dichos  artículos  1.902  y  1.903,  y  según  éstos, 
la  indemnización  del  daño  procede  siempre  que  el  acto  ú 
omisión  haya  sido  la  causa  del  daño  y  no  se  haya  empleado 
toda  la  diligencia  de  un  buen  padre  de  familia,  tanto  cuando 
el  acto  ú  omisión  sean  propios,  como  cuando  son  de  perso- 
nas por  quienes  se  deba  responder;  y  porque  las  disposi- 
ciones de  los  artículos  i.ioi,  i,io3  y  1.104  son  de  carácter 
general  y  aplicables  á  todo  género  de  obligaciones  y  no  ofre- 
<:en  contradicción  con  las  especiales  de  los  artículos  1.902 
y  1.903. 

Considerando  que  la  indemnización  correspondiente  al 
daño  causado  por  un  acto  ú  omisión  culpables,  que  no  cons- 
tituyan delito,  debe  declararse  como  todas  en  cada  pleito 
en  relación  con  el  perjuicio  particular  de  las  personas  que 
reclaman,  y  que  habiéndolo  hecho  así  la  sentencia,  sola- 
mente respecto  de  Doña  Juana  Alonso  Celada  y  de  su  hija, 
únicas  demandantes,  fijando  la  cantidad  á  ellas  debida,  no 
infringe  el  citado  artículo  i  .902  del  Código,  ni  menos  el 
36o  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento. 


Gaestión  9/ — ¿Es  aplicable  á  las  obligaciones 
gque  nacen  de  culpa  ó  negligencia  el  precepto  del  artícu- 
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lo  1. 171  del  Código,  referente  al  lugar  en  que  debe 
efectuarse  el  pago? 

Sentencia  de  24  de  Noviembre  de  1896. 

La  Compañía  de  Seguros  reunidos  La  Unión  y  El  Fé- 
nix aseguró  de  incendios  en  la  ciudad  de  Santander  varios 
edificios,  que  fueron  destruidos  por  el  fuego  á  consecuen- 
cia de  la  explosión  del  buque  Cabo  Machichaco,  ocurrida  el 
3  de  Noviembre  de  iSgS;  y  satisfechos  los  daños  causados 
en  aquellos  edificios  por  la  Compañía  aseguradora,  dedujo- 
demanda  en  el  Juzgado  de  Santander  contra  la  Sociedad 
Ibarra  y  Compañía,  propietaria  del  buque,  en  reclamación 
de  ySy.SoD  pesetas  pagadas  á  sus  asegurados,  alegando,  en- 
tre los  fundamentos  de  derecho,  que  aquel  era  el  Juzgado 
competente  para  conocer  de  la  demanda,  porque  se  ejerci- 
taba una  acción  personal  derivada  de  una  obligación  cuyo 
cumplimiento  debía  tener  efecto  en  Santander,  donde  tuvo 
lugar  el  hecho  que  la  dio  origen. 

Emplazada  en  Sevilla  la  Sociedad  demandada,  acordó  á 
su  instancia  el  Juez  del  distrito  de  San  Vicente  requerir  de 
inhibición  al  de  Santander,  fundado  en  que  no  existiendo 
contrato  en  el  que  hubiera  podido  designarse  el  lugar  del 
cumplimiento  de  la  obligación  que  se  suponía  contraída,  era 
competente  el  Juez  del  domicilio  del  demandado,  con  arre- 
glo al  artículo  1.171  del  Código  civil. 

El  Juez  de  Santander  impugnó  la  inhibición  por  consi- 
derar que  la  demanda  se  fundaba  en  el  artículo  i  .902  del 
Código,  que  impone  la  obligación  de  reparar  el  daño  al  que 
lo  causa  á  otro  por  acción  ú  omisión  interviniendo  culpa  ó 
negligencia;  y  en  los  artículos  1.089  Y  i-9o8,  el  primero  de 
los  cuales  establece  que  las  obligaciones  nacen  de  la  Ley, 
de  los  contratos  y  cuasicontratos  y  de  los  actos  y  omisio- 
nes ilícitos  ó  en  que  intervenga  cualquiera  género  de  culpa 
ó  negligencia;  y  refiriéndose  el  artículo  1.171  tan  sólo  á  las 
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obligaciones  que  nacen  de  los  contratos  ó  unión  de  volun- 
tades, no  era  posible,  fundándose  en  su  precepto,  negar  la 
competencia  de  aquel  Juzgado. 

El  Juez  de  Sevilla  insistió  en  su  competencia;  y  eleva- 
das unas  y  otras  actuaciones  al  Tribunal  Supremo,  resol- 
vió en  su  favor  la  contienda  entablada 

Considerando  que,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  la  Sec- 
ción 2.^,  Título  2.^,  Libro  i.*^  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  fuera  de  los  casos  de  sumisión  expresa  ó  tácita,  será 
Juez  competente  para  conocer  de  los  juicios  en  que  se  ejer- 
citen acciones  personales  el  del  lugar  en  que  deba  cumplirse 
la  obligación,  y  á  falta  de  éste,  á  elección  del  demandante, 
el  del  domicilio  del  demandado  ó  el  del  lugar  del  contrato, 
si  hallándose  en  él,  aunque  accidentalmente,  pudiera  ha- 
berse el  emplazamiento. 

Considerando  que,  según  tiene  declarado  este  Tribu- 
nal en  repetidas  sentencias,  la  última  de  las  cuales  lleva  la 
fecha  de  17  del  actual,  explicando  el  sentido  y  alcance  del 
artículo  1. 171  del  Código  civil,  que  es  el  último  de  la  Sec- 
ción i.^.  Capítulo  4,^  Título  I.®,  Libro  4.**  (Je  dicho  Cuer- 
po legal,  sección  consagrada  al  pago  ó  cumplimiento  de  las 
obligaciones,  cuando  no  se  trate  de  la  entrega  de  cosa  de- 
terminada, ni  el  contrato  ó  la  ley  señalen  el  lugar  en  que 
deba  hacerse  el  pago,  será  éste  el  del  domicilio  del  deudor. 

Considerando  que  la  demanda  que  motiva  el  presente 
conflicto  no  se  dirige  á  exigir  la  entrega  de  cosia  determina- 
da ni  el  pago  de  una  obligación  nacida  de  contrato  en  que 
haya  podido  designarse  el  lugar  en  que  deba  cumplirse, 
sino  la  que  se  supone  derivada  del  suceso  que  afligió  á  San- 
tander el  3  de  Noviembre  de  1898,  lo  cual  hace  que,  siendo 
los  demandantes  vecinos  de  Sevilla,  sólo  pueden  entenderse 
obligados  á  pagar  y,  por  tanto,  á  litigar  en  cualquier  otro 
Juzgado,  á  virtud  de  precepto  legal  que  de  algún  modo  mo- 
difique la  regla  general  del  domicilio  establecida  en  las  dis- 
rposiciones  antes  citadas. 

Considerando  que,  ni  los  artículos  1.089  y  1.908  del 
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Código  civil  que  sirven  de  fundamento  á  dicha  demanda, 
ni  los  demás  del  Capítulo  2.^,  Título  16,  Libro  4."  del  mis- 
mo Código,  hacen  designación  alguna  del  lugar  en  que  de- 
ban cumplirse  las  obligaciones  que  consagran. 

Considerando  que,  siendo  esto  así,  personal  la  acción 
ejercitada  en  la  demanda  de  que  se  trata  y  los  demandados 
vecinos  de  Sevilla,  y  habiendo  éstos  promovido  y  mante- 
nido la  cuestión  de  competencia  haciendo  valer  su  fuero 
personal  desde  el  momento  en  que  fueron  citados  y  empla- 
zados en  su  domicilio  á  petición  del  demandante,  es  de 
rigurosa  aplicación  lo  dispuesto  en  la  regla  i.®  del  artícu- 
lo 62  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  en  el  artículo  1.171 
del  Código  civil. 


Cuestión  10.  —  ¿Puede  alegarse^  con  éxito,  la 
infracción  del  artículo  i  .902  del  Código  civil  contra  la 
sentencia  que  condena  al  apelado  en  las  costas  de  la 
segunda  instancia,  bajo  el  fundamento  de  que,  habiendo 
sido  la  otra  parte  la  que  llevó  el  asunto  á  conocimiento 
de  la  Audiencia,  no  pudo  considerársele  como  autor  de 
culpa  que  le  hiciese  reo  de  aquella  condena? 

Sentencia  do  15  de  Enero  de  1898. 

La  Sociedad  Félix  y  Emmanuel  Ullmann  siguió  pleito 
en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  Binondo, 
de  Manila,  contra  Don  Fridolín  Wigett  para  que  se  le  con- 
denara al  pago  de  una  indemnización  por  incumplimiento 
de  un  contrato;  y  dictada  sentencia  absolviendo  al  deman- 
dado Wigett  y  apelada  la  sentencia  por  la  Sociedad  Ull- 
mann, la  revocó  la  Audiencia  de  Manila  condenando  al 
apelado  al  pago  de  la  indemnización  reclamada  y  el  de  las 
costas  de  ambas  instancias. 
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Don  Fridolín  Wigeit  interpuso  recurso  de  casación  ale- 
gando, en  el  motivo  cuarto,  la  infracción  del  artículo  i  .902 
del  Código  civil,  al  imponer  al  recurrente  las  costas  de  la 
segunda  instancia,  á  pesar  de  su  carácter  de  apelado  que  ex- 
cluía toda  culpa  en  cuanto  á  los  gastos  y  costas  de  la  apela- 
ción que  no  había  él  interpuesto;  y  citó,  además,  varias 
sentencias  de  los  años  1870,  1882  y  1887. 

El  Tribunal  Supremo  desestimó  dicho  motivo  de  casa- 
ción 

Considerando  que  tampoco  ha  cometido  la  Audiencia 
de  Manila  la  infracción  del  artículo  1.902  del  Código,  ale- 
gada en  el  cuarto  motivo  del  recurso,  porque  la  culpa  de- 
terminante de  las  costas  de  segunda  instancia  impuestas  i 
un  litigante,  aun  siendo  apelado,  como  reparación  del  daño 
causado,  debe  apreciarse,  no  por  la  mera  circunstancia  de 
la  apelación,  sino  por  el  juicio  que  el  Tribunal  sentenciador 
forme  acerca  de  la  temeridad  ó  mala  fe  con  que  una  parte 
promueva  ó  se  oponga  á  una  demanda,  que  es  realmente  la 
causa  original  de  las  costas  que  indebidamente  se  produ- 
cen en  un  pleito;  sin  que  sea  aplicable  al  caso  del  actual  la 
doctrina  que  se  deriva  de  las  sentencias  citadas  en  este  mo- 
tivo, por  ser  referente  á  preceptos  legales  que  hoy  día  no 
están  vigentes. 

Guestión  11.— ¿Es  aplicable  la  disposición  del  ar- 
tículo 1.902  del  Código  civil,  referente  á  las  obligacio- 
nes que  nacen  de  la  culpa  ó  negligencia,  á  la  resolución 
de  los  pleitos  en  que  se  exija  la  responsabilidad  civil 
judicial? 

Sentencia  de  23  de  Marso  de  1899. 

El  Procurador  Don  Eustaquio  Turón  presentó  escrito 
al  Juez  de  Orihuela  en  reclamación  de  cantidades  que  le 
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adeudaba  su  cliente  Don  José  Roca,  pidiendo  que  se  proce- 
diera á  su  exacción  por  la  vía  de  apremio;  y  habiendo  acor-r 
dado  el  Juez  municipal  Don  José  Balaguer  que  se  le  requi- 
riese de  pago  bajo  apercibimiento  de  apremio,  pidió  Roca 
reforma,  á  la  que  proveyó  el  Juez  de  primera  instancia 
Don  Valentín  Escribano  que  consignase  el  recurrente  la 
cantidad  reclamada,  sin  cuyo  requisito  no  podía  resolverse 
el  recurso. 

Hecha  la  consignación,  mandó  el  Juez  Balaguer  que  se 
entregara  el  dinero  á  Turón,  dando  esto  lugar  á  un  recurso 
de  nulidad  que  promovió  Roca  y  que  resolvió  la  Audiencia 
de  Valencia  declarando  nulo  lo  actuado;  y  devueltos  los 
autos  al  Juzgado  para  ejecución  de  sentencia,  pidió  Roca 
que  se  mandase  reintegrar  la  cantidad  indebidamente  per- 
cibida por  el  Procurador;  pero,  antes  de  que  esto  se  efec- 
tuara, formuló  ante  la  Audiencia  de  Valencia  demanda  de  • 
responsabilidad  civil  contra  los  Jueces  Balaguer  y  Escriba- 
no, fundado  en  que  no  había  podido  conseguir  el  reintegro 
de  la  cantidad  expresada. 

Los  demandados  alegaron  en  su  contestación  que  el 
actor  no  se  había  reintegrado  de  la  cantidad  mandada  de- 
volver porque  había  abandonado  el  procedimiento  de  apre- 
mio, á  pesar  de  que  Turón  era  solvente,  pues,  además  de 
otros  bienes,  tenía  la  fianza  de  Procurador;  y  sustanciado 
el  pleito  en  dos  instancias,  dictó  sentencia  la  Audiencia 
de  Valencia,  absolutoria  de  la  demanda. 

Don  José  Roca  interpuso  recurso  de  casación,  alegando, 
eu  los  motivos  cuarto  y  quinto,  varios  artículos  del  Código 
civil  que  se  refieren  á  los  modos  de  extinguirse  las  obliga- 
ciones y  á  las  obligaciones  del  depositario;  y  en  el  tercero, 
el  artículo  i  .902,  que  regula  las  que  nacen  de  la  culpa  ó  ne- 
gligencia. 

El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso 

Considerando  que  tampoco  puede  prosperar  el  recurso 
por  los  motivos  restantes,  por  ser  impertinentes  para  la  re- 
solución de  un  pleito  en  el  que  se  trata  de  la  responsabili- 
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dad  civil  judicial,  regulada  por  disposiciones  especiales,  los 
preceptos  del  Código  civil  citados  en  los  motivos  tercero, 
cuarto  y  quinto,  que  se  refieren  á  las  obligaciones  que  nacer, 
de  la  culpa,  á  la  extinción  de  las  obligaciones  y  á  las  que  se 
derivan  del  contrato  de  depósito. 


Gaestión  12.  —La  carencia  de  barrera  en  un  paso 
á  nivel  de  una  vía  férrea,  ¿constituye  culpa  ó  negligen- 
cia, á  los  efectos  del  artículo  1.902  del  Código  civil,  en 
caso  de  accidente  producido  por  aquella  falta? 

Sentencia  de  16  de  Xayo  de  1893. 

Don  Modesto  Canales  dedujo  demanda  exponiendo,  que 
al  pasar  el  día  9  de  Noviembre  de  1889  por  la  calle  de  Lom- 
billo,  de  la  Habana,  por  la  cual  cruza  la  vía  férrea  de  Ma- 
rianao,  con  un  carro  y  un  mulo  de  su  propiedad,  atravesó 
la  línea,  en  la  que  no  había  barrera  ni  vigilante,  siendo 
arrollado  por  un  tren  que  destrozó  el  carro  y  los  arreos  y 
lesionó  el  mulo  dejándolo  inútil;  y  que  la  Empresa  había 
contravenido  la  Ley  de  Policía  de  Ferrocarriles  al  no  po- 
ner barreras  para  impedir  accidentes,  infringiendo  el  ar- 
tículo 8.*  y  resultando  negligente  y  culpable;  y  solicitó  que 
se  condenara  á  la  Empresa  demandada  á  la  indemnización 
de  los  daños  y  perjuicios  que  especificó. 

La  Compañía  del  ferrocarril  de  Marianao  se  opuso  á  la 
demanda,  alegando,  en  lo  que  se  refiere  á  la  cuestión  pro- 
puesta, que  el  choque  que  originó  la  indemnización  recla- 
mada era  sólo  imputable  al  demandante  por  no  haber  tenido 
en  cuenta  el  pitazo  de  aviso  que  oportunamente  dio  el  ma- 
quinista y  no  haber  guardado  la  prudencia  natural  que  debe 
tenerse  al  aproximarse  á  una  vía  férrea;  y  que  no  había 
incurrido  la  Empresa  en  culpa  ni  negligencia  por  haber 
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cumplido  todas  las  prescripciones  legales,  no  estando  obli- 
gada á  poner  barreras  en  las  calles  donde  ocurrió  el  suceso 
porque  cuando  se  construyó  la  línea  no  existía  tal  calle  y  no 
las  exigió  la  Inspección  de  ferrocarriles. 

Estimada  la  demanda  por  la  Audiencia  de  la  Habana, 
tntei'puso  recurso  de  casación  la  Compañía  demandada,  ci- 
tando, en  los  dos  primeros  motivos,  como  infringidos,  el 
artículo  8.^  de  la  Ley  de  Policía  de  Ferrocarriles  de  23  de 
Noviembre  de  1877,  ^^  relación  con  el  21  de  su  Reglamen- 
to, que  determinan:  el  primero,  que  donde  los  ferrocarriles 
crucen  con  otros  caminos  á  nivel  se  establecerán  barreras, 
con  arreglo  á  lo  que  determina  el  Reglamento,  y  el  segun- 
do, que  la  Inspección  facultativa,  de  acuerdo  con  la  Empre- 
sa, organizará  el  servicio  y  policía  de  barreras;  por  cuanto 
la  Inspección  había  entendido  que  no  era  necesario  el  esta- 
blecimiento de  barrera  alguna  en  el  lugar  donde  ocurrió  el 
accidente  y  la  Empresa  no.  estaba,  por  tanto,  obligada  á 
establecerla;  y  el  artículo  i  .902  del  Código  civil,  con  arre- 
glo al  cual,  aunque  la  Empresa  recurrente  hubiera  podido 
causar  daño  á  Don  Modesto  Canales,  no  vendría  obligada 
á  repararlo  por  no  haber  intervenido  culpa  ó  negligencia  en 
la  ejecución  de  los  actos  que  lo  produjeron. 
El  Tribunal  Supremo  desestimó  el  recurso 
Considerando  que  la  obligación  que  el  artículo  8.^  de 
la  Ley  sobre  Policía  y  conservación  de  los  Ferrocarriles  de 
■23  de  Noviembre  de  1877  impone  á  las  Empresas  ferrovia- 
rias de  que  donde  los  ferrocarriles  crucen  otros  caminos  á 
nivel  se  establezcan  barreras  que  estén  cerradas  y  sólo  se 
abran  para  d  paso  de  los  carruajes  y  ganados,  no  está  su- 
bordinada al  previo  acuerdo  de  la  Inspección  facultativa  de 
las  referidas  Empresas,  á  la  cual,  según  el  artículo  21  del 
Reglamento  de  8  de  Septiembre  de  1878,  dictado  para  la 
•ejecución  de  aquella  ley,  sólo  incumbe  el  deber  de  organi- 
7:ar  de  la  manara  más  conveniente  el  servicio  y  policía  de 
las  barreras,  pero  en  modo  alguno  corresponde  la  facultad 
de  determinar  el  establecimiento  de  las  mismas,  que  por 
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mandato  claro  é  imperativo  de  la  ley  exige  siempre  en  todo 
caso,  tanto  para  la  seguridad  de  las  personas  como  para  la 
conservación  de  la  propia  vía,  el  cruce  á  nivel  en  ésta  con 
cualquier  camino;  y  que,  esto  supuesto,  al  declarar  la  Sala 
sentenciadora  que  la  Empresa  recurrente  viene  obligafda  á 
reparar  el  daño  causado  por  culpa  y  negligencia  en  no  haber 
puesto  en  la  calle  de  Lombillo,  por  donde  cruza  el  ferroca- 
rril de-  Marianao,  la  correspondiente  barrera,  cuya  falta 
fué  la  causa  determinante  del  daño  producido  en  el  carre- 
tón, arreos  y  mulo  de  la  propiedad  de  Don  Modesto  Cana- 
les, lejos  de  infringir  los  artículos  de  la  Ley  y  Reglamento 
antes  mencionados  y  el  1.902  del  Código  civil  que  se  invo- 
can  en  los  dos  primeros  motivos  de  este  recurso,^  ha  hecho 
de  ellos  justa  y  perfecta  aplicación.. 
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ARTICULO  1. 905 

El  poseedor  de  un  animal^  ó  el  que  se  sirve  de 
^1,  es  responsable  de  los  perjuicios  que  causare, 
aunque  se  le  escape  ó  extravíe.  Sólo  cesará  esta 
responsabilidad  en  el  caso  de  que  el  daño  provi- 
niera de  fuerza  mayor  ó  de  culpa  del  que  lo  hu- 
biese sufrido. 


ARTICULO  1.906 

El  propietario  de  una  heredad  de  caza  respon- 
derá del  daño  causado  por  ésta  en  las  fincas  ve- 
cinas, cuando  no  haya  hecho  lo  necesario  para 
impedir  su  multiplicación  ó  cuando  haya  dificul- 
tado la  acción  de  los  dueños  de  dichas  fincas  para 
perseguirla. 


El  que  posee  ó  se  sirve  de  un  animal  para  su  utilidad  ó 
recreo,  viene  obligado  á  ejercer  sobre  él  la  vigilancia  y  cui- 
dado necesarios  para  evitar  que  cause  daño  á  tercero.  Pero 
no  es  esta  la  consideración  que  sirve  de  fundamento  a!  Có- 
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digo  para  imponer  al  poseedor  del  animal  la  obligación  de 
indemnizar  el  «daño  que  ocasione,  y  á  la  que  se  refiere  el 
artículo  1.905.  Por  el  solo  hecho  de  la  posesión  presume  la 
lej  el  consentimiento  tácito  del  poseedor  de  responder  de 
todas  sus  consecuencias,  ya  que  no  se  le  oculta  á  éste  la 
ineficacia  relativa  del  cuidado  y  vigilancia  de  seres  irra- 
cionales; y  en  virtud  de  esta  presunción  le  hace  responsable 
de  cuantos  perjuicios  y  daños  cause  el  animal,  aunque  se  le 
escape  ó  extravie;  es  decir,  aun  encontrándose  en  condi- 
ciones que  le  impidan  ejercer  la  vigilancia  á  que  está  obli- 
gado, cuya  falta  no  es,  por  consiguiente,  la  causa  de  la 
obligación  que  contrae  de  indemnizar  el  daño.  Como  se  ve 
por  la  simple  lectura  de  este  artículo,  el  Código  ha  pres- 
cindido de  la  distinción,  que  admitían  las  Partidas,  entre 
animales  fieros  y  mansos;  siendo,  por  tanto,  igualmente 
aplicable  á  unos  que  á  otros  la  prescripción  que  este  ar- 
tículo contiene. 

Responsabilidad  derivada,  asimismo,  de  los  daños  cau- 
sados por  animales  es  la  determinada  en  el  artículo  i  .906, 
por  los  que  ocasione  la  caza  en  las  fincas  vecinas  de  aquella 
en  que  se  cría.  Esta  responsabilidad  sólo  es  exigible  cuando 
el  propietario  no  haya  hecho  lo  necesario  para  impedir  su 
multiplicación,  ó  cuando  haya  dificultado  la  acción  de  los 
propietarios  de  las  fincas  perjudicadas  para  perseguirla,  y 
no  en  todo  caso,  porque,  de  ordinario,  la  caza  sfe  produce 
sin  la  voluntad  y  aun  contra  los  deseos  del  propietiriOr 
cuya  acción  sólo  llega,  generalmente,  á  favorecer  ó  prote- 
ger la  reproducción,  de  cuyas  consecuencias  debe  tan  sólo, 
por  consiguiente,  responder. 

El  precepto  es  justo  y  tiende  á  fomentar  los  intereses 
déla  agricultura,  pero  de  difícil  y  peligrosa  aplicación;  por- 
que, no  imponiéndose  al  propietario  de  la  caza  la  obligación 
de  su  total  y  absoluto  exterminio,  ¿cuál  es  el  límite  de  lo 
necesario  para  impedir  su  multiplicación  y  qué  clase  de 
medios  vendrá  obligado  á  poner  en  práctica  para  cumplir 
un  deber,  como  el  que  determina  este  artículo,  con  tal  va- 
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guedad  impuesto?  Por  otra  parte,  ¿hasta  qué  punto  alcanza 
el  derecho  de  los  propietarios  de  las  fincas  vecinas  para  per- 
seguir la  caza  productora  del  daño?  No  puede  el  dueño  de 
ella  impedir  su  destrucción  dentro  de  propiedad  ajena, 
puesto  que,  por  prescripción  terminante  del  artículo  6i3,  si 
se  tratase  de  conejos  ó  palomas,  y  por  analogía  con  el  mis- 
mo precepto,  tratándose  de  otros  animales  de  caza,  cuando 
de  su  respectivo  criadero  pasaren  á  otro  de  distinto  dueño, 
serán  propiedad  de  éste,  siempre  que  no  hayan  sido  atraí- 
dos por  medio  de  algún  artificio  ó  fraude;  de  suerte  que  la 
responsabilidad  proveniente  de  las  dificultades  que  el  dueño 
de  la  caza  oponga  á  los  perjudicados  para  perseguirla  no 
puede  referirse  al  ejercicio  de  aquel  indiscutible  derecho. 
¿Es  que  los  propietarios  de  las  fincas  vecinas  están  autori- 
zados para  utilizar  los  medios  de  atracción  de  la  caza  pro- 
hibidos por  el  artículo  6i3  y  perseguirla  dentro  de  su  pro- 
piedad? ¿Cuáles  son,  entonces,  los  actos  que  el  propietario 
de  la  caza  debe  abstenerse  de  realizar  para  no  dificultar  su 
persecución?  Cuestiones  son  éstas  para  las  que  no  encon- 
tramos solución  dentro  del  Código,  ni  precedentes  en  la 
jurisprudencia,  y  que  serán,  seguramente,  motivo  para  que, 
en  la  generalidad  de  los  casos,  resulte  ilusorio  el  derecho  á 
la  indemnización  que  este  artículo  otorga. 

Téngase  en  cuenta,  por  último,  que  este  derecho  se 
concede  á  los  propietarios,  no  de  las  fincas  colindantes,  sino 
de  las  fincas  vecinas,  concepto  distinto  y  más  amplio  que  el 
primero,  y  en  el  que  se  deberán  comprender  todos  aquellos 
predios  que,  por  su  proximidad  al  en  que  se  cría  la  caza, 
pueden  sufrir  los  daños  que  ésta  ocasiona. 
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El  propietario  de  un  edificio  es  responsable  de 
los  daños  que  resulten  de  la  ruina  de  todo  ó  parte 
de  él,  si  ésta  sobreviniera  por  falta  de  las  repara- 
ciones necesarias. 


ARTICULO  1.908 

Igualmente  responderán  los  propietarios  de  ios 
daños  causados: 

I.**  Por  la  explosión  de  máquinas  que  no  hubie- 
sen sido  cuidadas  con  la  debida  diligencia,  y  la 
inflamación  de  sustancias  explosivas  que  no  estu- 
viesen colocadas  en  lugar  seguro  y  adecuado. 

2.*"  Por  los  humos  excesivos,  que  sean  nocivos 
á  las  personas  ó  á  las  propiedades. 

3.**  Por  la  caída  de  árboles  colocados  en  sitios 
de  tránsito  cuando  no  sea  ocasionada  por  fuerza 
mayor. 
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4."*  Por  las  emanaciones  de  cloacas  ó  depósitos 
<]e  materias  infectantes)  construidos  sin  las  precau- 
ciones adecuadas  al  lugar  en  que  estuviesen. 


ARTICULO  1.909 

Si  el  daño  de  que  tratan  los  dos  artículos  ante- 
riores resultare  por  defecto  de  construción,  el  ter- 
<:ero  que  lo  sufra  sólo  podrá  repetir  contra  el 
arquitecto,  ó,  en  su  caso,  contra  el  constructor, 
<lentro  del  tiempo  legal. 


ARTICULO  1. 9 10 

£1  cabeza  de  familia  que  habita  una  casa  ó  parte 
<ie  ella  es  responsable  de  los  daños  causados  por 
las  cosas  que  se  arrojaren  ó  cayeren  de  la  misma. 


Los  preceptos  contenidos  en  los  artículos  1.907  y  1.908 
tienen  su  precedente  en  los  389,  390  y  391  del  mismo  Có- 
digo. Según  éstos,  si  un  edificio,  pared,  columna  ó  cual- 
quiera otra  construcción  amenazase  ruina,  el  propietario 
-estará  obligado  á  su  demolición  ó  á  ejecutar  las  obras  nece- 
sarias para  evitar  su  caída,  y  si  no  lo  verificare,  podrá  la 
Autoridad  hacerlo  demoler  á  su  costa.  Del  mismo  modo, 
•cuando  algún  árbol  corpulento  amenazare  caerse  de  modo 
<iue  pueda  causar  perjuicios  á  una  finca  ajena,  ó  á  los  tran- 
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seúntes  por  una  vía  pública  ó  particular,  el  dueño  del  árbol 
estará  obligado  á  arrancarlo  y  retirarlo,  y  si  no  lo  verifica, 
se  hará  á  su  costa  por  mandato  de  la  Autoridad,  Y,  en  am- 
bos casos,  si  el  edificio  ó  el  árbol  se  cayere,  se  estará  á  lo 
dispuesto  en  los  artículos  1907  y  1908. 

Establecen,  en  efecto,  estos  artículos  la  obligación  de  in- 
.  demnizar  los  daños  que  se  causen  por  aquellos  motivos, 
ampliándolos  á  los  casos  de  explosión  de  máquinas  que  no 
hubiesen  sido  cuidadas  con  la  debida  diligencia  y  de  infla- 
mación de  sustancias  explosivas  que  no  estuviesen  coloca- 
das en  lugar  seguro  y  adecuado,  y  á  los  daños  producidos 
por  los  humos  excesivos  que  sean  nocivos  á  las  personas  ó 
á  las  propiedades,  y  por  las  emanaciones  de  cloacas  y  depó- 
sitos de  materias  infectantes  construidos  sin  las  precaucio- 
nes adecuadas  al  lugar  en  que  estuvieren.  El  fundamento 
es  el  mismo  en  unos  que  en  otros  casos;  sin  que  pueda  ser 
obstáculo  á  la  efectividad  de  la  indemnización  el  que  las 
construcciones  ó  edificaciones,  ó  las  máquinas,  chimeneas 
y  cloacas  se  hayan  construido  ó  instalado  previo  el  opor- 
tuno permiso  de  la  Autoridad  competente  y  ateniéndose  á 
las  condiciones  que  para  tales  obras  é  instalaciones  se  exi- 
gen por  las  disposiciones  de  carácter  administrativo,  por- 
que la  ley  atiende  al  daño  causado  y  á  la  culpa  ó  negligen- 
cia derivadas  de  la  falta  de  las  oportunas  reparaciones  en 
lo  edificado  ó  de  las  condiciones  que  exige  el  artículo  i  .908 
en  los  respectivos  supuestos  de  que  se  ocupa;  afirmaciones 
ambas  que,  como  base  que  han  de  ser  de  la  reclamación  de 
perjuicios,  incumbirá  al  demandante  probar. 

Esta  responsabilidad  no  es,  sin  embargo,  exigible  al 
dueño  de  la  construcción,  sea  edificio,  máquina,  chimenea,, 
cloaca  ó  depósito  de  materias  infectantes,  pues  á  todas  se 
refiere  expresamente  el  artículo  i  .909,  si  el  daño,  resultare 
por  defecto  de  la  misma  construcción.  En  este  caso,  la  ac- 
ción para  exigir  la  reparación  del  daño  deberá  dirigirse 
contra  el  arquitecto,  ó  en  su  caso,  contra  el  constructor,  den- 
tro del  término  legal.  Este  término  lo  fija  el  artículo  1.591» 
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prescribiendo  que  el  contratista  de  un  edificio  que  se  arrui- 
nase  por  vicios  de  la  construcción,  responderá  de  los  daños 
y  perjuicios  si  la  ruina  tuviere  lugar  dentro  de  diez  años, 
contados  desde  que  concluyó  la  construcción;  que  igual 
responsabilidad,  y  por  el  mismo  tiempo,  tendrá  el  arqui- 
tecto que  la  dirigiere,  si  se  debe  la  ruina  á  vicio  del  suela 
ó  de  la  dirección;  y  que,  si  la  causa  fuere  la  falta  del  con- 
tratista á  las  condiciones  del  contrato,  la  acción  de  indem- 
nización durará  quince  años.  Transcurridos  estos  plazos,  la 
acción  deberá  dirigirse  contra  el  dueño,  como  único  obli- 
gado á  la  indemnización. 
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TITirXiO  ZVII 

DE  LA  CONCURRENCIA  Y  PRELACIÓN   DE  CRÉDITOS 


capítulo  primero 

DISPOSICIONES    GENERALES 

ARTICULO  1.9 1 1 

Del  cumplimiento  de  las  obligaciones  responde 
-el  deudor  con  todos  sus  bienes,  presentes  y  futuros. 


De  las  obligaciones  cuyo  cumplimiento  se  resuelve  en 
una  prestación  en  dinero,  bien  porque  consista  expresa- 
mente en  ella,  bien  porque  deba  traducirse  en  una  indem- 
nización, responde  el  deudor  con  todos  sus  bienes,  pudiendo 
dirigirse  contra  ellos  el  acreedor  para  obtener  su  venta,  y 
con  su  importe  el  cumplimiento  de  la  obligación.  Cuando 
existen  varias  obligaciones  y  al  deudor  le  faltan  medios 
para  cubrirlas  en  su  totalidad  ó  para  satisfacerlas  á  sus  res- 
pectivos vencimientos,  puede  solicitar  quita^  que  consiste 
en  la  condonación  de  una  parte  proporcional  de  lo  que  debe; 
^espera,  ó  sea  la  concesión  de  un  plazo  común  para  hacerlas 
efectivas;  ó  ambas  cosas  á  la  vez;  y  si,  antes  de  obtener  de 
sus  acreedores  alguno  de  estos  beneficios,  se  ve  en  la  impo- 
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sibilidad  de  pagar  sus  obligaciones  corrientes  y  el  pasivo 
excede  al  valor  total  de  sus  bienes,  deberá  .presentarse  en 
concurso;  estado  al  que  sustituye  el  de  quiebra,  cuando  el 
deudor  es  comerciante,  y  que  constituye  materia  extraña  á 
este  Código  y  propia  del  Código  mercantil. 

Se  ocupa  el  Código  civil  de  esta  materia,  más  propia  de 
la  ley  procesal,  al  efecto  de  regular  la  clasificación  de  los 
créditos  y  su  prelación  ó  preferencia  para  el  cobro;  y  como 
base  de  las  disposiciones  que  dicta,  con  motivo  de  aquellos 
estados  en  que  puede  encontrarse  el  deudor,  consigna  en 
el  artículo  1.911,  que  del  cumplimiento  de  las  obligaciones 
responde  el  deudor  con  todos  sus  bienes,  presentes  y  futu- 
ros; precepto  que  no  es,  sin  embargo,  tan  absoluto  como 
de  su  letra  aparece,  según  lo  demuestra  la  sentencia  que  á. 
continuación  se  inserta. 


6aesti6n« — La  sentencia  que  excluye  de  un  con- 
curso la  parte  del  sueldo  ó  pensión  no  embargable  con 
arreglo  á  la  ley,  ¿infringe  el  artículo  1.9 11  del  Código 
civil,  según  el  cual  del  cumplimiento  de  las  obligacio- 
nes responde  el  deudor  con  todos  sus  bienes  presentes 
y  futuros,  y  el  1.914  que  incapacita  al  concursado  para^ 
la  administración  de  sus  bienes? 

Sentenoia  de  4  de  Kayo  de  1897. 

Declarado  Don  Gonzalo  Chacón  López  en  concurso  ne-^ 
cesario  de  acreedores,  solicitó  el  Síndico  que  se  le  entregase 
el  haber  íntegro  que,  como  retirado,  percibía  aquél,  preten- 
sión que  fué  denegada  por  el  Juzgado;  contra  cuya  provi- 
dencia utilizó  el  citado  Síndico  el  recurso  de  reforma,  ale- 
.gando  que  no  se  trataba  de  un  juicio  ejecutivo  en  el  cual 
sólo  podía  ser  embargada  una  parte  del  sueldo  del  deudor,. 
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^ino  de  un  juicio  universal  á  que  estaban  afectos  todos  los 
bienes  del  concursado;  y  recibido  en  el  Juzgado  un  oficio 
de  la  Junta  de  Clases  pasivas,  manifestando  que  la  pensión 
de  Don  Gonzalo  Chacón  sufría  una  retención  para  ei  pago 
de  una  deuda,  denegó  el  Juzgado  la  reforma  solicitada,  cu- 
yas providencias  fueron  confirmadas  por  la  Audiencia,  por 
virtud  de  la  apelación  interpuesta  y  sostenida  por  el  Sindi- 
co del  concurso. 

Contra  esta  sentencia  interpuso  recurso  de  casación, 
citando  como  infringidos,  en  los  cinco  primeros  motivos, 
^1  artículo  1. 91 1  del  Código  civil,  según  el  cual  el  deudor 
responde  de  sus  obligaciones  con  todos  sus  bienes  presentes 
y  futuros;  el  1.914,  que  incapacita  al  concursado  para  la  ad- 
ministración de  sus  bienes,  á  pesar  de  lo  cual  la  sentencia 
le  mantenía  en  el  derecho  de  percibir  la  pensión;  el  336  del 
mismo  Código,  que  atribuye  la  consideración  de  bienes 
muebles  á  las  rentas  y  pensiones,  no  obstante  lo  cual  se 
excluía  del  embargo  la  pensión  que,  como  retirado,  percibía 
el  concursado;  y  el  1.174  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
en  cuanto  ordena  que  sólo  se  dejen  en  poder  del  concursado 
los  bienes  exceptuados  del  embargo  por  el  1.449,  sin  reser- 
var la  parte  de  sueldo  ó  pensión  que  determina  el  1,451, 
puesto  que,  según  el  1.314,  tiene  el  concursado  derecho  á 
recibir  alimentos. 

El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso 
Considerando  que  la  Audiencia  de  esta  Corte  no  ha 
cometido  ninguna  de  las  infracciones  alegadas  ea  los  anco 
primeros  motivos  del  recurso,  porque  girando  todas  ellas 
sobre  el  supuesto  de  que  el  concursado  debe  ponerá  dispo- 
s  ición  del  concurso  el  sueldo  ó  pensión  íntegros  que  dis- 
frute, es  evidente  que  el  fundamento  de  la  restricción  con- 
tenida en  el  artículo  1.451  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
subsiste,  ya  se  trate  de  un  concurso,  ya  de  un  mero  juicio 
ejecutivo;  y  semejante  restricción,  ni  desnaturaliza  el  ca- 
rácter de  bienes  muebles,  que  el  artículo  3%  del  Código 
atribuye  á  las  rentas  ó  pensiones,  ni  dejan  de  ser,  en  tal 


Digitized  by  CjOOQ IC 


P^^T*''' 


ARlfCULÜ   1.9 1  I  I  59 

concepto,  embargables,  con  la  limitación  á  que  el  articulo 
ai>tes  mencionado  se  refíere,  ni  la  disposición  del  artícu- 
lo 1.174  de  la  expresada  Ley  de  Enjuiciamiento  obsta  á  la 
susodicha  restricción,  como  no  obsta  la  del  párrafo  se- 
gundo del  1. 149,  sin  que  por  esto  deje  de  responder  el  deu- 
dor con  todos  sus  bienes  presentes  y  futuros,  que  la  ley  no 
exceptúa  especialmente  de  responsabilidad,  ni  consiguien- 
temente, por  el  hecho  de  declarar  la  parte  de  la  pensión  ó 
sueldo  no  embargable,  se  dan  al  concursado  derechos  que 
la  ley  no  le  otorgue,  como  tampoco  se  priva  á  los  síndicos 
de  los  que  le  correspondan  sobre  los  bienes  que  puedan  lle- 
varse al  concurso,  nada  de  lo  que  xontradice  la  prescrip- 
ción del  1.314,  pues,  según  su  sentido,  sólo  se  deberán  ali- 
mentos al  concursado  cuando  realmente  los  necesite. 
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El  deudor  puede  solicitar  judicialmente  de  sus 
acreedores  quita  y  espera  de  sus  deudas,  ó  cual- 
quiera de  las  dos  cosas;  pero  no  producirá  efectos 
jurídicos  el  ejercicio  de  este  derecho  sino  en  los 
casos  y  en  la  forma  previstos  en  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento civil 


ARTICULO  1.9 1 3 

El  deudor  cuyo  pasivo  fuese  mayor  que  el  activo 
y  hubiese  dejado  de  pagar  sus  obligaciones  corrien- 
tes, deberá  presentarse  en  concurso  ante  el  Tri- 
bunal competente  luego  que  aquella  situación  le 
fuere  conocida. 

Establecen  estos  dos  artículos,  respectivamente,  una  fa- 
cultad y  un  deber  del  deudor  que  se  encuentra  imposibili- 
tado de  cubrir  sus  obligaciones:  la  de  solicitar  judicialmente 
de  sus  acreedores  quita  y  espera  de  sus  deudas,  ó  cualquiera 
de  ambas  cosas,  cuando  no  pueda  satisfacerlas  cumplida- 
mente á  sus  respectivos  vencimientos,  y  el  de  presentarse 
en  concurso  cuando  el  pasivo  fuese  mayor  que  el  activo  y 
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hubiere  dejadode  pagar  sus  obligaciones  corrientes.  La  situa- 
ción del  deudor,  como  se  ve,  es  distinta  en  uno  que  en  otro 
caso-,  y  distinto  ha  de  ser,  por  tanto,  el  procedimiento  para 
hacer  pago  á  los  acreedores.  Por  esta  razón,  no  es  potestati* 
vo  en  el  deudor  optar  por  uno  ó  por  otro.  La  quita  y  espera 
puede  solicitarla,  y  es  natural  que  lo  haga  cuando  el  estado 
de  sus  negocios  lo  exija,  porqae  será  el  medio  de  evitar  la 
declaración  del  concurso;  la  presentación  en  este  último  es- 
tado debe  hacerla,á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  i  .giS, 
cuando  se  encuentra  en  las  condiciones  que  el  mismo  espe- 
cifica; y  así  lo  ha  confirmado  el  Tribunal  Supremo  en  su 
sentencia  de  14 de  Diciembre  de  1897,  ^^  laque  declara  que 
la  facultad  concedida  al  deudor  por  el  artículo  1.912  del  Có- 
digo civil  está  subordinada  al  precepto  contenido  en  el  1.913, 
prohibitivo  de  la  quita  y  espera  en  el  caso  en  él  previsto. 

Limitándose  el  Código  á  establecer  los  preceptos  de  ca- 
rácter sustantivo  relacionados  con  esta  materia,  somete  los 
efectos  jurídicos  de  la  quita  y  espera  y  del  concurso  á  los 
casos  y  formas  establecidos  por  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  como  más  apropiada  para  reglamentar  su  ejercicio. 
A  este  efecto,  establece  en  su  artículo  i .  1 3o,  que  todo  deu- 
dor que  no  sea  comerciante  podrá  solicitar  quita  y  espera 
de  sus  deudas,  presentando,  necesariamente,  con  la  solici- 
tud, una  relación  nominal  de  todos  sus  acreedores,  con  ex- 
presión de  su  domicilio,  de  la  procedencia  y  antigüedad  ó 
fecha  de  los  créditos  y  del  importe  de  cada  uno  de  ellos;  y 
otra  relación  circunstanciada  y  exacta  de  sus  bienes,  con  el 
valor  en  venta  en  que  los  estime,  de  la  que  sólo  podrá  ex- 
cluir los  bienes  que,  con  arreglo  á  la  misma  ley,  no  pueden 
ser  objeto  de  embargo.  Estas  mismas  relaciones  de  bienes 
y  deudas  presentará  cuando  solicite  ser  declarado  en  con- 
curso; y  ellas  serán,  en  ambos  casos,  la  base  para  decla- 
rarle en  uno  úotro  estado;  sin  perjuicio  del  derecho  conce- 
dido á  los  acreedores  para  pedir  y  obtener  la  declaración 
del  concurso  necesario  en  los  casos  en  que,  según  la  ley, 
procede  declararlo. 
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Guestlón.— El  deudor  que  hubiere  dejado  de  pa- 
gar sus  obligaciones  corrientes  y  cuyo  pasivo  fuere 
mayor  que  el  activo,  ¿pued^  solicitar  judicialmente 
quita  y  espera  de  sus  deudas? 

Santenoia  de  14  de  Diciembre  de  1897. 

Don  Pedro  Tarrida  presentó  escrito  ante  uno  de  los 
Juzgados  de  Barcelona  solicitando  quita  y  espera  de  sus 
acreedores,  á  causa  de  no  poder  satisfacer  en  toda  su  inte- 
gridad, como  ya  no  lo  había  verificado,  sus  obligaciones, 
acompañando  la  proposición  de  convenio  y  relaciones  de 
sus  créditos  y  de  sus  bienes;  y  convocada  la  junta  por  el 
Juzgado,  se  celebró  en  3 1  de  Octubre  de  iSgS,  aceptándose 
en  ella  la  proposición  por  todos  los  acreedores  que  á  la 
misma  concurrieron. 

El  acreedor  Don  Joaquín  Bruguer,  que  no  concurrió  á 
dicha  junta,  se  opuso  al  convenio  solicitando,  además,  que 
se  declarase  nulo  el  proveído  en  que  se  había  ordenado  la 
tramitación  de  quita  y  espera  instada  por  el  deudor  y  las 
actuaciones  consecuencia  del  mismo  y  que  se  declarase  que 
no  tenía  derecho  á  utilizar  dicho  procedimiento,  porque  el 
activo  y  el  pasivo  arrojaban  un  déficit  de  consideración  que 
obligaba  al  deudor  á  presentarse  en  concurso,  con  arreglo 
á  lo  dispuesto  en  el  artículo  !  .913  del  Código  civil;  á  cuyas 
pretensiones  se  opuso  Tarrida,  alegando  que  no  podía  ser 
causa  de  nulidad  del  procedimiento  la  diferencia  entre  el 
activo  y  el  pasivo,  porque  el  artículo  1.913  del  Código  está 
subordinado  á  la  disposición  del  1.912  que  autoriza  la  so- 
licitud de  quita  y  espera;  y  que  no  puede  darse  lugar  á  la 
nulidad  de  un  procedimiento  sino  en  los  casos  de  quebran- 
tamiento de  formas  que  constituyen  motivo  de  recurso  de 
casación,  en  ninguno  de  los  cuales  se  encontraban  estos 
autos. 
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Dictada  sentencia  por  la  Audiencia  de  Barcelona  decla- 
rando no  haber  lugar  á  la  nulidad  pretendida,  ni  tampoco 
á  declarar  que  Tarrida  careciera  de  derecho  á  utilizar  el 
procedimiento  de  quita  y  espera,  interpuso  Don  Joaquín 
Bruguer  recurso  de  casación,  citando  como  infringidos,  en 
el  motivo  primero,  el  artículo  i.giS  del  Código  civil  y  la 
doctrina  establecida  en  las  sentencias  del  Tribunal  Supre- 
mo de  18  de  Mayo  de  iSgS  y  6  y  28  de  Junio  de  1894  (c), 
puesto  que  dada  la  frase  que  en  aquél  se  usa  de  que  el  deu- 
dor deberá  presentarse  en  concurso  cuando  el  pasivo  es 
mayor  que  el  activo,  es  absoluto  y  terminante  el  deber  del 
deudor  no  comerciante  de  sujetarse  á  ese  procedimiento  y 
nula  la  declaración  de  quita  y  espera  cuando  se  falta  á  di- 
cho precepto;  circunstancias  en  que  se  encontraba  Don  Pe- 
dro Tarrida,  según  demostraban  las  relaciones  dé  acreedo- 
res y  bienes  que  había  presentado. 

El  Tribunal  Supremo  casó  y  anuló  la  sentencia  recu- 
rrida 

Considerando  que,  si  bien  el  artículo  1.912  del  Código 
civil  faculta  al  deudor  para  solicitar  judicialmente  de  sus 
acreedores  quita  y  espera  de  sus  deudas,  ó  cualquiera  de 
las  dos  cosas,  el  siguiente,  1.913,  limita  esa  facultad  en  tér- 
minos claros  y  precisos,  previniendo  que  cuando  su  pasivo 
fuere  mayor  que  el  activo  y  hubiere  dejado  de  pagar  sus 
obligaciones  corrientes,  deberá  presentarse  en  concurso;  lo 
cual  implica,  sin  dejar  lugar  á  duda,  que  desde  la  publica- 
ción de  dicho  cuerpo  legal,  el  deudor  que  se  coloca  en  dicha 
situación  no  puede  utilizar  el  mencionado  procedimiento. 

Considerando  que  en  el  caso  que  motiva  este  recurso, 
no  sólo  aparece  que  el  pasivo  era  mayor  que  el  activo  de 
Don  Pedro  Tarrida,  del  mero  análisis  y  comparación  de  las 
relaciones  de  acreedores  y  bienes  por  el  mismo  presenta- 
das, al  tratar  de  acogerse  al  procedimiento  del  Título  12, 
Libro  2,^  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  sino  que,  ade- 


(1)    No  se  insertan  por  referirse  ai  Código  de  comercio. 
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más,  empezó  por  confesarlo  con  toda  claridad  en  el  escrito 
en  que  iniciaba  aquella  gestión,  consignando  que  lo  hacía 
por  no  poder  satisfacer,  con  toda  su  integridad^  como  ya 
no  lo  había  verificado  a  su  vencimiento j  las  obligaciones  que 
tenía  pendientes,  y  que,  siendo  así,  resulta  notoria  la  in- 
fracción que  la  sentencia  comete  de  los  preceptos  antes  ci- 
tados, en  que  se  apoya  el  recurso,  así  como  también  de  la 
jurisprudencia  que  tiene  establecida  esta  Sala  en  casos 
análogos. 
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La  declaración  de  concurso  incapacita  al  con- 
cursado para  la  administración  de  sus  bienes  y 
para  cualquiera  otra  que  por  la  Ley  le  corres- 
ponda. 

Será  rehabilitado  en  sus  derechos  terminado 
el  concurso,  si  de  la  calificación  de  éste  no  resul- 
tase causa  que  lo  impida. 


El  deudor  queda  incapacitado,  por  ministerio  de  la  ley, 
desde  el  momento  mismo  en  que  es  declarado  en  concurso, 
para  la  administración  de  sus  bienes  y  para  cualquiera  otra 
administración  que  por  la  ley  le  pueda  corresponder.  Anu* 
lada  su  personalidad  en  cuanto  se  refiere  al  concurso,  como 
medida  previsora  para  asegurar  los  bienes  con  que  ha  de 
pagarse  á  los  acreedores,  provee  la  Ley  Procesal  á  suplir 
su  falta  de  capacidad,  estableciendo  en  su  artículo  i.iyS 
que,  en  el  mismo  auto  en  que  se  declare  el  concurso,  se  de- 
cretará el  embargo  y  depósito  de  todos  los  bienes  del  deu- 
dor, la  ocupación  de  sus  libros  y  papeles  y  la  retención  de 
su  correspondencia;  se  nombrará  depositario  que  se  encar- 
gue de  la  conservación  y  administración  de  los  bienes  ocu- 
pados; y  se  acordará  la  acumulación  al  juicio  de  concurso 
de  las  ejecuciones  que  haya  pendientes  contra  «1  concursa- 
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do.  El  depositario  asume,  pues,  la  representación  del  deu- 
dor, hasta  que  por  la  elección  de  síndicos  que  harán  los 
acreedores  en  la  junta  dispuesta  por  la  ley,  se  transfiera  á 
ellos  la  personalidad  del  concursado,  con  todas  las  atribu- 
ciones que  el  artículo  1.2 18  de  la  Ley  procesal  les  otorga. 
Pero  ni  esta  representación  ni  aquella  incapacidad  son 
indefinidas  ni  absolutas.  No  son  indefinidas,  porque,  aparte 
de  que  el  artículo  1.914  del  Código  declara  que  el  concur- 
sado será  rehabilitado  en  sus  derechos,  terminado  el  con- 
curso, si  de  la  calificación  de  éste  no  resultase  causa  que  lo 
impida,  procede,  además,  esta  rehabilitación  y  recupera  el 
deudor  la  administración  de  sus  bienes,  mientras  subsiste 
el  convenio  que  puede  celebrar  con  sus  acreedores,  á  tenor 
de  lo  dispuesto  en  el  artículo  i.3o3  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  en  cualquier  estado  del  juicio,  después,  pero 
no  antes,  de  hecho  el  examen  y  reconocimiento  de  los  cré- 
ditos; sin  perjuicio  de  lo  cual,  si  el  concursado  no  cumpliese 
el  compromiso  en  el  convenio  contraído,  podrá  cualquiera 
de  los  acreedores  solicitar  la  continuación  del  concurso,  y 
^  una  vez  decretada,  renacerá  la  incapacidad  del  deudor  y  la 
personalidad  de  los  síndicos  para  la  administración  de  los 
bienes.  Y  no  son  absolutas,  porque,  como  tiene  declarado 
el  Tribunal  Supremo  en  las  sentencias  que  á  continuación 
se  insertan,  no  pueden  los  síndicos  ejercitar  ninguna  acción 
que  sea  extraña  á  los  intereses  á  ellos  encomendados,  pu- 
diendo,  por  el  contrario,  el  concursado  defender  sus  dere- 
chos personales  enfrente  de  los  del  concurso  y  cualesquiera 
otros  desligados  de  los  intereses  del  mismo. 


Guestlón  I.*— ¿Goza  del  ejercicio  de  sus  derechos 
civiles  el  concursado,  mientras  subsiste  el  convenio  rea* 
lizado  con  sus  acreedores? 
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Sentencia  de  4  de  VoTiembre  de  1897. 

Declarado  en  concurso  de  acreedores  el  Marqués  de  Ca- 
sasola,  presentó  proposición  de  convenio  comprometién- 
dose á  pagar  el  40  por  100  de  todos  los  créditos  y  estable- 
ciendo que  se  concedía  á  la  sindicatura  amplias  facultades 
para  vender  é  hipotecar  sus  bienes  con  objeto  de  realizar  el 
pago,  con  la  condición  xle  que  había  de  realizar  este  encargo 
en  el  término  preciso  de  seis  me^es,  transcurrido  el  cual 
sin  verificarlo  quedaría  el  convenio  nulo  y  sin  ningún  valor 
ni  efecto. 

Aceptado  por  la  mayoría  de  los  acreedores  y  aprobado 
por  el  Juzgado,  presentó  escrito  la  sindicatura  dos  años 
después,  manifestando  que,  habiendo  transcurrido  con  ex- 
ceso los  seis  meses  concedidos  para  llevar  á  cumplimiento 
el  convenio,  sin  haberlo  conseguido  por  falta  de  recursos, 
procedía  declararlo  nulo  y  reponer  las  cosas  al  estado  que 
tenían  antes  de  celebrarlo  para  continuar  el  juicio  univer- 
sal; y  acordada  dicha  nulidad  por  auto  del  Juzgado,  pidió 
reposición  del  mismo  Don  Nicomedes  Rioja,  fundándose 
en  que  la  cuestión  de  nulidad  debía  llevarse  á  una  junta 
general  para  que  la  mayoría  de  los  acreedores  acordara  lo 
procedente. 

En  tal  estado,  otro  de  los  acreedores,  Don  José  Teulón, 
consignó  en  el  Juzgado  25o  pesetas,  á  que  ascendía  el  cré- 
dito íntegro  de  Rioja,  para  que  se  le  entregase  y  dejase  de 
figurar  en  el  concurso,  exponiendo  que  hacía  esta  consig- 
nación autorizado  por  el  artículo  i.i58  del  Código  civil,  con 
lo  cual  manifestó  estar  conforme  la  sindicatura;  á  cuya 
pretensión  se  opuso  Rioja,  alegando  que  era  imposible  la 
subrogación  que  se  perseguía,  porque  no  puede  imponerse 
la  voluntad  de  una  persona,  ajena  á  las  que  establecieron 
la  relación  jurídica,  cuando  existe  la  oposición  de  una  de 
las  partes,  además  de  lo  cual  faltaba  el  consentimiento  del 
concursado. 
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Conforme  el  Marqués  de  Casasola  con  las  pretensiones 
de  Teulón  y  dictado  auto  confirmatorio  por  la  Audiencia 
de  Madrid  declarando  no  haber  lugar  á  reponer  el  que  de- 
cretó la  nulidad  del  convenio,  interpuso  Don  Nicomedes 
Rioja  recurso  de  casación  citando  como  infringidos,  en  los 
motivos  décimo  y  décimoprimero,  el  artículo  i.i58  del 
Código  civil,  al  estimar  válido  el  pago  hecho  por  Teulón 
contra  la  expresada  voluntad  del  acreedor  recurrente  y  al 
subrogarle  en  sus  derechos  á  pesar  de  su  oposición;  el  i  .2o5, 
mediante  no  existir  el  consentimiento  del  mismo  recurrente 
en  dicha  subrogación,  ya  que  sin  el  consentimiento  del 
acreedor  no  permite  dicho  precepto  la  sustitución  del  deu- 
dor; y  el  1. 914,  según  el  cual,  será  rehabilitado  el  concur- 
sado en  sus  derechos  una  vez  terminado  el  concurso;  por- 
que estando  constituido  el  Marqués  de  Casasola  en  dicha 
situación  se  hallaba  incapacitado  para  contratar  y  no  pudo 
prestar  su  consentimiento  para  aquella  subrogación. 

El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  re- 
curso 

Considerando  que,  según  los  artículos  i . 1 58  y  i . 1 59  del 
Código  civil,  es  válido  el  pago  por  cuenta  de  otro,  ya  lo  co- 
nozca y  apruebe,  ya  lo  ignore  el  deudor,  aun  cuando  en 
este  último  caso  no  puede  el  tercero  compeler  al  acreedor 
á  que  le  subrogue  en  sus  derechos;  sin  que  estos  preceptos 
ni  los  demás  que  se  citan  en  los  motivos  décimo  y  décimo- 
primero requieran  el  consentimiento  del  acreedor  para  la 
eficacia  del  pago  y  para  la  consiguiente  subrogación,  por- 
que su  derecho,  que  no  va  más  allá  del  cumplimiento  de  la 
obligación,  se  acaba  ó  extingue  con  el  pago;  y,  por  lo  tanto, 
partiendo  del  supuesto  de  que  el  Marqués  de  Casasola,  ya 
rehabilitado  por  virtud  del  convenio,  mientras  estuviera 
subsistente,  en  el  ejercicio  de  sus  derechos  civiles,  prestó 
su  asentimiento  á  la  consignación  hecha  por  Don  José  Teu- 
lón, es  visto  que  la  Sala,  al  declarar  á  éste  subrogado  en 
los  derechos  del  recurrente  como  acreedor  del  Marqués, 
dando  por  terminada  su  personalidad  en  estos  autos;  ncTha 
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cometido  ninguna  de  las  infracciones  que  en  ambos  moti 
vos  se  la  atribuyen. 


Gaestlón  2/—  ¿Es  absoluta  la  incapacidad  del 
concursado  con  arregló  al  articulo  1,914  del  Código 
civil? 

¿Lo  es,  asimismo,  la  representación  atribuida  á  los 
síndicos  del  concurso? 

Esta  representación,  ¿excluye  ,  en  todo  caso,  la 
personalidad  del  concursado? 

'Sentencia  de  24  de  Junio  de  1898. 

Doña  Juana  Francisca  Ripoll  formuló,  ante  el  Juzgado 
del  Centro,  de  Madrid,  querella  criminal  contra  su  marido 
Don  Juan  Cuni  y  Doña  Filomena  Suriñach,  por  razón  de 
la  cual  solicitó  el  depósito  de  su  persona,  que  fué  acordado 
y  llevado  á  efecto;  depósito  que  fué  posteriormente  ratifi- 
cado, mediante  la  justificación  de  haberle  sido  admiiida  la 
querella  criminal  por  amancebamiento,  por  auto  en  el  cual 
la  fueron  señalados  alimentos  provisionales  en  cantidad 
de  12.000  pesetas  al  año,  pagaderas  por  mensualidades  an- 
ticipadas. 

Por  auto  del  Juzgado  de  Vich  de  26  de  Enero  de  iSgS 
fué  declarado  Don  Juan  Cuni  en  concurso  de  acreedores, 
en  el  que  se  acordó  la  acumulación  al  mismo,  entre  otros 
juicios  y  procedimientos,  del  expediente  sobre  depósito  y 
alimentos  provisionales  antes  referido;  y  habiendo  accedido 
el  Juez  del  Centro,  de  Madrid,  revocó  la  Audiencia  esta 
resolución,  declarando  que,  debiendo  conservar  el  Juzgado 
los  autos  de  depósito,  cuidara  de  que  se  abonaran  á  la  de- 
positada los  alimentos  atrasados  y  los  que  vencieran  en  lo 
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sucesivo;  en  ejecución  de  cuyo  auto  se  mandó  requerir  á 
Don  Juan  Cuni  para  que  consignara  9.000  pesetas  que  im- 
portaban las  mensualidades  vencidas,  librándose,  al  efecto, 
exhorto  al  Juzgado  de  Vich;  y  acordado  por  éste  no  darle 
cumplimiento  é  insistir  en  la  acumulación,  el  Tribunal  Su- 
premo, por  sentencia  de  10  de  Julio  de  1896,  declaró  que 
no  procedía  y  que  el  Juzgado  del  Centro  debía  seguir  cono- 
ciendo del  expediente  de  depósito  y  alimentos  provisio- 
nales. 

Decretado  por  el  Juzgado  del  Centro  el  embargo  de  dos- 
casas  de  la  propiedad  de  Don  Juan  Cuni  para  pago  de  los 
alimentos  que  éste  debía,  y  tasadas  dichas  fincas,  promo- 
vieron los  síndicos  del  concurso,  ante  el  Juzgado  de  Vich, 
la  inhibitoria  de  jurisdicción,  que  acordó  el  Juzgado,  y  á  la 
que  se  opuso  el  requerido,  entre  otras  razones  extrañas  á 
la  cuestión  propuesta,  porque  la  cuestión  presente  era  re-  ^ 
producción  de  la  acumulación  ya  resuelta  por  el  Tribunal 
Supremo  y  porque  la  inhibitoria  y  la  declinatoria  sólo  pue- 
den ser  propuestas  por  los  que  sean  citados  por  el  Juez 
competente  ó  puedan  ser  parte  legítima  en  el  juicio  promo- 
vido; y  no  pudiendo  serlo  en  un  acto  de  jurisdicción  volun- 
taria de  depósito  de  mujer  casada  sino  el  marido  y  la  mu- 
jer á  quienes  el  mismo  se  contraiga,  no  se  comprendía  que 
los  síndicos  de  un  concurso  hubiesen  podido  ser  conside- 
rados como  parte  legítima  para  deducir  y  estimar  después 
procedente  la  inhibición  de  que  se  trataba. 

El  Juez  de  Vich  insistió  en  la  inhibitoria,  y  habiendo 
remitido  ambos  sus  respectivas  actuaciones  al  Tribunal 
Supremo,  fué  resuelto  el  conflicto  en  favor  del  Juez  del 
Centro,  de  Madrid. 

Considerando  que,  si  bien  el  artículo  1.218  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  civil  atribuye  á  los  síndicos  la  facultad  de 
representar  al  concurso,  ejercitando  las  acciones  y  excep- 
ciones que  le  competan,  hallándose,  por  el  contrario,  el 
concursado  incapacitado  para  la  administración  de  sus  bie- 
nes, según  precepto  del  artículo  1.914  del  Código,  es  cvi 
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denle  que  aquéllos  ninguna  acción  pueden  ejercitar  que  sea 
extraña  á  los  intereses  del  propio  concurso;  y  que  denegada 
la  acumulación  á  éste  del  expediente  de  depósito  y  alimen- 
tos provisionales  de  Doña  Juana  Francisca  Ripoll  por  sen- 
tencia que  esta  Sala  dictó  en  10  de  Julio  de  1896,  resulta 
desligado  de  los  intereses  de  aquél,  y  sin  acción  consi- 
guiente los  síndicos  del  mismo  para  promover  esta  compe- 
tencia, que  aun  cuando  se  resolviera  á  favor  del  Juzgado 
de  Vich,  en  nada  alteraría  el  estado  del  expediente  sobre 
que  versa,  en  relación  :on  el  del  concurso. 


Sentencia  de  28  de  Jnnio  de  1898. 

Don  Juan  JoséCernecio  de  la  Cerda,  Conde  de  Parcent, 
falleció  el  año  1870,  y  prevenido  el  juicio  necesario  de  tes- 
tamentaría, fué  ésta  declarada  eri  concurso  de  acreedores  y 
nombrados  los  síndicos. 

La  viuda  é  hijos  del  Conde  de  Parcent  vendieron  todos 
los  derechos  que  en  la  testamentaría  les  pudieran  corres- 
ponder, al  Marqués  de  Fuente  el  Sol,  los  que  éste  cedió  y 
traspasó  á  Don  Fernando  de  la  Cerda  y  Carvajal,  y  éste  á 
su  hermano  Don  Luis,  el  cual,  en  9  de  Enero  de  1897,  f^^"" 
mulo  demanda  contra  la  sindicatura  del  concurso  de  la  So- 
ciedad La  Peninsular,  en  petición  de  que  se  declarase  que, 
como  heredero  del  Conde  de  Parcent,  tenía  acción  y  dere- 
cho para  exigir  de  la  parte  demandada  que  liquidase  el  prés- 
tamo hipotecario  que  había  hecho  á  su  causante,  y  que,  es- 
tando éste  totalmente  pagado,  debía  aquélla  cancelar  las 
hipotecas  y  levantar  los  embargos  que,  por  consecuencia 
del  mismo,  se  habían  efectuado. 

Admitida  la  demanda  y  acordada  la  anotación  preven- 
tiva de  la  misma  en  el  Registro  de  la  propiedad,  se  personó 
la  Sindicatura  de  La  Peninsular  promoviendo  el  incidente 
origen  de  este  recurso,  con  la  pretensión  de  que  se  decla- 
rase que  el  ejercicio  de  las  acciones  y  excepciones  inheren- 
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tes  á  la  sucesión  y  á  los  derechos  xlel  Conde  de  Parcent 
correspondía  exclusivamente  á  ios  síndicos  de  su  testamen- 
ría  concursada,  y  en  su  consecuencia,  que  Don  Luis  de  la 
Cerda  carecía  de  representación  y  personalidad  para  de- 
mandar á  la  Sindicatura  de  La  Peninsular,  por  lo  que  no 
venía  ésta  obligada  á  contestarla;  pretensión  que  impugnó 
el  actor,  alegando  que  ostentaba  los  derechos  hereditarios 
de  su  padre  y  tenía,  por  tanto,  personalidad  para  solicitar 
la  liquidación  de  cuentas  relativas  á  contratos  por  aquél 
efectuados. 

Sustanciado  el  incidente  en  dos  instancias  y  dictada 
sentencia  por  la  Audiencia  de  Madrid  negando  la  persona- 
lidad del  actor  para  demandar  á  la  Sindicatura  de  La  Pe- 
ninsular y  declarando  que  el  ejercicio  de  tal  acción  corres- 
pondía á  los  síndicos  de  la  testamentaría  concursada  del 
Conde  de  Parcent,  interpuso  Don  Luis  de  la  Cerda  recurso 
de  casación,  citando  como  infringidos,  en  el  motivo  prime- 
ro, el  artículo  533  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  en  su 
número  2.°,  según  el  cual,  sólo  es  admisible  como  ex- 
cepción dilatoria  la  falta  de  personalidad  en  el  actor  por  ca- 
recer de  las  cualidades  necesarias  para  comparecer  en  juicio 
ó  por  no  acreditar  el  carácter  ó  representación  con  que  re- 
clama; y  la  doctrina  sentada  por  el  Tribunal  Supremo  de 
que  la  falta  de  personalidad  se  refiere  á  la  incapacidad  per- 
sonal para  comparecer  en  juicio,  pero  no  á  la  eficacia  ó  in- 
eficacia del  derecho  con  que  se  litiga,  la  cual  envuelve  una 
cuestión  de  fondo,  toda  vez  que  la  sentencia  recurrida  ne- 
gaba la  personalidad  del  recurrente,  fundándose  en  que  no 
le  competía  el  ejercicio  déla  acción  utilizada  y  sí  únicamente 
á  los  síndicos  del  concurso  de  su  padre,  confundiendo  la 
falta  de  acción  para  pedir  con  la  falta  de  personalidad;  y  en 
el  motivo  segundo,  el  artículo  1.914  del  Código  civil,  que 
establece  que  la  declaración  de  concurso  incapacita  al  con- 
cursado para  la  administración  de  sus  bienes  y  para  cual- 
quiera otra  que  por  la  ley  le  corresponda;  y  el  1.218  de  la 
Ley  dé  Enjuiciamiento  civil,  que  preceptúa  que  son  atribu- 
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Clones  de  los  síndicos  representar  al  concurso  en  juicio  y 
fuera  de  él,  defendiendo  sus  derechos  y  ejercitando  las  ac- 
ciones y  excepciones  que  les  competan;  por  cuanto  este  úl- 
timo no  prohibe  al  concursado  ó  á  sus  derechohabientes 
ejercitar  cuantas  acciones  les  correspondan  personalmente, 
siquiera  puedan  redundar  en  beneficio  del  mismo  concurso; 
y  el  primero,  por  otorgar  un  privilegio  otorgado  á  la  enti- 
dad concurso  en  perjuicio  del  concursado,  no  puede  exten- 
derse más  allá  de  lo  expresamente  declarado  en  la  misma 
ley  y  ésta  no  le  incapacita  para  ejercitar  cuantas  acciones  le 
correspondan,  aun  cuando  también  pueda  ejercitarlas  otra 
persona  individual  ó  colectiva;  puesto  que  la  sentencia  de- 
claraba que  el  ejercicio  de  la  acción  entablada  correspondía 
exclusivamente  á  los  síndicos  de  la  testamentaría  concur- 
sada y  que  la  falta  de  personalidad  del  recurrente  era  in- 
subsanable, no  obstante  ser  un  hecho  que  había  promovido 
el  pleito  en  su  nombre  propio,  como  heredero  de  su  padre 
y  sin  pretender  llevar  la  representación  del  concurso. 
'     El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso 

Considerando  que,  habiendo  formulado  su  demanda 
Don  Luis  de  la  Cerda  como  sucesor  en  los  derechos  de  su 
padre  el  Conde  de  Parcent,  es  evidente  que  para  juzgar  de 
su  capacidad  hay  que  atender  á  la  de  su  causante,  en  cuya 
representación  gestiona,  y  que,  hallándose  en  concurso  la 
testamentaría  del  expresado  Conde,  no  sería  á  éste,  sino  á 
los  síndicos  del  concurso,  á  quienes  competiría  ejercitar 
todas  las  acciones  y  excepciones  que  afectasen  á  los  intere- 
ses del  mismo,  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  1.218 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

Considerando  que  en  este  sentido  no  se  cometen  en  la 
sentencia  recurrida  los  errores  que  se  la  atribuyen  en  el 
primer  motivo  del  recurso,  pues  si  un  concurso  es  una  en- 
tidad jurídica  que  tieie  una  representación  propia  y  espe- 
cial que  excluye  la  personalidad  del  concursado  en  cuanto 
se  relaciona  con  los  intereses  de  aquél,  es  evidente  que  éste 
carece,  no  ya  de  acción,  sino  de  personalidad  ó  de  capaci- 
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dad  civil  por  razón  de  su  estado,  para  entablar  acciones 
con  independencia  del  concurso  que  puedan  afectar  al 
mismo. 

Considerando  que  el  Tribunal  sentenciador  no  ha  co- 
metido tampoco  las  infracciones  que  se  le  atribuyen  en  el 
segundo  de  los  motivos  del  recurso,  pues  aun  cuando  no 
sea  absoluta  la  incapacidad  del  concursado,  pudiendo  de- 
fender sus  derechos  personales  enfrente  de  los  del  concurso 
y  cualesquiera  otros  desligados  de  los  intereses  de  éste,  no 
la  tiene  por  virtud  de  los  preceptos  legales  que  se  citan  en 
el  mismo  motivo  para  litigar  á  espaldas  de  aquél  sobre  de- 
rechos que  directamente  interesan  á  dicho  concurso. 

Considerando  que  estando  arreglada  á  derecho  la  sen-- 
tencia  recurrida  por  las  razones  expuestas,  es  innecesario 
ocuparse  de  los  demás  motivos  del  recurso  referentes  á  dis- 
tintos fundamentos  de  la  misma. 


Guestlón  3.^— La  sentencia  que  excluye  de  un 
concurso  la  parte  de  sueldo  ó  de  pensión  del  concur- 
sado no  embargable  con  arreglo  á  la  ley,  ¿infringe  el 
artículo  1. 9 14  del  Código  civil,  que  incapacita  al  con- 
cursado para  la  administración. de  sus  bienes? 

Véase  la  sentencia  de  4  de  Mayo  de  7*97,  en  el  ar* 
ticulo  1.91 1. 


Digitized  by  CjOOQ IC 


v^ 


ARTICULO  1.9 1 5 

Por  la  declaración  de  concurso  vencen  todas 
las  deudas  á  plazo  del  concursado. 

Si  llegaron  á  pagarse  antes  del  tiempo  prefijado 
en  la  obligación,  sufrirán  el  descuento  correspon- 
diente al  interés  legal  del  dinero. 


ARTICULO  1.9 1 6 

Desde  la  fecha  de  la  declaración  de  concurso 
dejarán  de  devengar  interés  todas  las  deudas  del 
concursado,  salvo  los  créditos  hipotecarios  y  pig- 
noraticios hasta  donde  alcance  su  respectiva  ga- 
rantía. 

Si  resultase  remanente  después  de  pagado  el 
capital  de  deudas,  se  satisfarán  los  intereses,  redu- 
cidos al  tipo  legal,  salvo  si  el  pactado  fuere  menor. 


Poco  hemos  de  decir  de  los  preceptos  contenidos  en  es- 
tos dos  artículos,  cuya  claridad  excusa  todo  comentario. 
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Las  deudas  contraídas  á  plazo  se  consideran  vencidas  por 
la  declaración  de  concurso  por  que  se  impone  la  liquidación 
inmediata  de  todas  las  obligaciones  del  concursado.  Estas 
dejan  de  devengar  interés  desde  ese  mismo  momento,  por- 
que si  el  pasivo  es  mayor  que  el  activo  y  es  problemático 
que  se  llegue  á  pagar  la  totalidad  del  capital  de  deudas,  me- 
nos alcanzará  para  abonar  los  intereses  que  se  hubieren 
estipulado.  Pero  los  créditos  hipotecarios  y  pignoraticios 
están  excluidos  de  los  efectos  del  concurso,  que  no  es  bas- 
tante á  destruir  la  garantía  especial  con  que  están  as^ura- 
dos;  y  por  esta  razón  continúan  devengando  interés  hasta 
donde  su  respectiva  garantía  alcance;  es  decir,  en  los  pig- 
noraticios, hasta  la  totalidad  de  lo  que  produzca  la  venta 
de  la  cosa  dada  en  prenda;  y  en  los  hipotecarios,  hasta  el 
límite  de  lo  asegurado  con  la  hipoteca  que,  con  arreglo  á  lo 
dispuesto  en  el  artículo  1 14  de  la  Ley  Hipotecaria,  son, 
además  del  capital,  los  intereses  de  los  dos  últimos  años 
transcurridos  y  la  parte  vencida  de  la  anualidad  corriente. 
No  es  lo  probable  que  resulte  remanente  alguno  después 
de  pagar  las  deudas  todas  del  concursado;  pero,  en  caso  de 
que  así  suceda,  es  justo  que  se  aplique  al  pago  de  los  inte- 
reses de  que  fueron  privados  los  acreedores  por  imposición 
de  las  circunstancias,  reduciéndolos  al  tipo  del  interés  legal 
ó  abonando  el  estipulado  para  cada  caso  si  fuere  menor.  Lo 
que  no  determina  el  Código  es  la  solución  para  el  caso  de 
que,  existiendo  algún  remanente  después  de  pagadas  las 
deudas,  no  sea  suficiente  para  abonar  el  interés  legal  á  to- 
das las  que  lo  devengaban;  pero  entendemos  que  deberá 
prorratearse  entre  todas  ellas,  como  se  prorratea  el  pago 
del  capital  cuando  los  bienes  concursados  no  alcanzan  á 
cubrirlo  en  su  totalidad,  pues,  á  falta  de  disposición  expre- 
sa, así  lo  aconseja  la  equidad. 
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Los  convenios  que  el  deudor  y  sus  acreedores 
celebraren  judicialmente^  con  las  formalidades  de 
la  ley^  sobre  la  quita  y  espera^  ó  en  el  concurso, 
serán  obligatorios  para  todos  los  concurrentes  y 
para  los  que,  citados  y  notificados  en  forma,  no 
hubiesen  protestado  en  tiempo. 

Se  exceptúan  los  acreedores  que,  teniendo  de- 
recho de  abstenerse,  hubiesen  usado  de  él  debida- 
mente. Tienen  derecho  de  abstenerse  los  acreedo- 
res comprendidos  en  los  artículos    1.922,    1.923 

y  1.924. 


ARTICULO  1.9 1 8 

Cuando  el  convenio  de  quita  y  espera  se  celebre 
con  acreedores  de  una  misma  clase^  será  obligato- 
rio para  todos  el  acuerdo  legal  de  la  mayoría,  sin 
perjuicio  de  la  prelación  respectiva  de  los  cré- 
ditos. 


T«  XI.— I 
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ARTICULO   1.9 1 9 

Si  el  deudor  cumpliere  el  convenio,  quedarán 
extinguidas  sus  obligaciones  en  los  términos  esti- 
pulados en  el  mismo;  pero,  si  dejare  de  cumplirlo 
en  todo  ó  en  parte,  renacerá  el  derecho  de  los 
acreedores  por  las  cantidades  que.  no  hubiesen 
percibido  de  su  crédito  primitivo  y  podrá  cual- 
quiera de  ellos  pedir  la  declaración  ó  continuación 
del  concurso. 


ARTICULO  1.920 

No  mediando  pacto  expreso  en  contrario  entre 
deudor  y  acreedores,  conservarán  éstos  su  derecho, 
terminado  el  concurso,  para  cobrar,  de  los  bienes 
que  el  deudor  pueda  ulteriormente  adquirir,  la 
parte  de  crédito  no  realizada. 


Ya  hemos  visto  que  el  deudor  puede  convenir  con  sus 
acreedores  el  modoy  forma  de  pagar  sus  deudas,  obteniendo 
una  parcial  condonación,  la  concesión  de  un  plazo  especial 
para  satisfacerlas,  ó  ambas  cosas  á  la  vez;  y  que  este  con- 
venio puede  llevarse  á  cabo  antes  de  haber  sido  declarado 
en  concurso,  voluntario  ó  necesario,  ó  después  de  hecha 
esta  declaración,  siempre  que  se  hubiere  ya  verificado  el 
examen  y  reconocimiento  de  los  créditos,  como  así  lo  pre- 
ceptúa el  artículo  i.3o3  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil. 
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Lo  mismo  en  uno  que  en  otro  caso,  el  procedimicnio  ade- 
cuado es  el  que  determinan  los  artículos  i.i3o  y  siguientes 
de  dicha  ley,  dentro  del  cual,  los  acreedores  que  concurran 
á  la  junta  que  con  tal  objeto  ha  de  celebrarse,  podrán  acep- 
tar la  proposición  presentada  por  el  deudor,  siempre  que 
lo  sea  por  mayoría;  existiendo  ésta  cuando  se  reúnan  para 
formarla  las  dos  terceras  partes  de  votos  de  los  acreedores 
concurrentes,  cuyos  créditos  importen,  cuando  menos,  las 
tres  quintas  partes  del  total  pasivo  del  deudor.  Este  acuerdo 
favorable  á  la  proposición  de  convenio  del  deudor,  puede 
ser  impugnado  por  alguna  de  las  causas  que  señala  el  ar- 
tículo 1. 149,  y  una  vez  sustanciado  el  incidente  de  impug- 
nación y  aprobado  el  convenio,  si  procede,  por  el  Juez,  es 
obligatorio,  á  tenor  de  lo  dispuesto  por  el  artículo  i. 917 del 
Código,  para  todos  los  que  hubieren  concurrido  á  la  junta, 
lo  mismo  para  los  que  votaron  en  pro  de  la  proposición  que 
para  ios  que  votaron  en  contra,  y  aunque  después  la  hayan 
impugnado,  y  para  los  que,  citados  y  notificados  en  forma, 
no  hubieren  en  tiempo  protestado. 

De  esta  prescripción  están  expresamente  exceptuados 
los  acreedores' que,  teniendo  derecho  de  abstenerse,  hubie- 
sen usado  de  él  debidamente.  Estos  acreedores  ya  dice  el 
artículo  1.917  que  son  los  comprendidos  en  los  1.922,  1.923 
y  1 .924;  pero  ¿qué  debeentenderse  por  hacer  uso  del  derecho 
debidamente?  Entienden  algunos  que  el  derecho  de  absten- 
ción debe  formularse  expresamente,  concurriendo,  los  que 
de  él  estén  asistidos,  á  la  junta  de  acreedores  y  haciendo  en 
ella  la  oportuna  protesta.  El  texto,  sin  embargo,  de  dicho 
artículo,  al  expresar  que  los  acreedores  favorecidos  con  tal 
privilegio  habrán  de  usar  de  él  debidamente  bien  claramente 
revela  la  referencia  á  algún  otro  precepto  legal  expresivo  de 
la  forma  en  que  el  desecho  debe  ejercitarse;  y  este  precepto 
es,  indudablemente,  el  contenido  en  el  artículo  1. 140 de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  según  el  cual,  estos  acreedores 
privilegiados  «podrán  abstenerse  de  concurrir  á  la  junta  ó 
de  tomar  parte  en  la  votación;  y,  si  se  abstuvieren,  noque- 
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darán  obligados  á  estar  y  pasar  por  lo  acordado».  Basta, 
por  tanto,  á  tales  acreedores,  para  quedar  desligados  del 
convenio,  dejar  de  concurrir  á  la  junta  ó  abstenerse  de  to- 
mar parte  en  la  votación.  Su  intervención  en  esta  última 
implica  la  renuncia  del  privilegio  que  la  ley  les  otorga;  re 
nuncia  que  no  puede  presumirse  por  su  pasividad  y  su 
silencio. 

El  derecho  de  abstención,  por  el  cual  queda  desligado  el 
acreedor  del  convenio,  permite  al  que  lo  utiliza,  cobrar  su 
crédito  con  preferencia  á  los  de*  los  acreedores  comunes  y 
menos  privilegiados.  Cuando  todos  son  iguales  por  la  cali- 
dad de  sus  créditos,  no  tiene  objeto  ni  finalidad  la  absten- 
ción, porque,  en  tal  caso,  no  existe  más  preferencia  que  la 
que  dé  á  cada  crédito  su  prelación,  con  arreglo  á  lo  dis- 
puesto en  el  artículo  1.929;  y  por  esto  declara  el  1.9 18,  sal- 
vando los  efectos  de  dicha  prelación,  que,  cuando  el  conve- 
nio de  quita  y  espera  se  celebre  con  acreedores  todos  de 
una  misma  clase,  para  todos  será  obligatorio  el  acuerdo  le 
gal  de  la  mayoría. 

El  deudor  queda  sujeto  al  cumplimiento  de  lo  estipulado 
en  el  convenio,  cuyos  efectos,  dice  el  artículo  1.919,  son, 
el  de  quedar  extinguidas  sus  obligaciones  en  los  términos 
estipulados  en  el  mismo,  si  lo  cumple,  y  el  de  renacer  el 
derecho  de  los  acreedores,  en  caso  contrario,  pudtendo  pe- 
dir la  declaración  de  concurso,  si  el  convenio  incumplido 
se  llevó  á  cabo  en  las  diligencias  de  quita  y  espera,  ó  su 
continuación  si  se  celebró  después  de  haber  sido  declarado 
el  deudor  en  tal  estado.  El  convenio  surte,  además,  otro 
efecto,  implícita  pero  no  expresamente  declarado  en  el  ar- 
tículo 1. 9 14,  cual  es,  el  de  rehabilitar  en  sus  derechos  civi- 
les al  deudor  mientras  el  convenio  subsiste;  rehabilitación 
que  se  confirma  definitivamente  una  vez  cumplidas  todas 
las  obligaciones  por  virtud  del  convenio  contraídas,  ó  des- 
aparece, renaciendo  la  incapacidad,  si  deja  de  cumplirlas. 
Así  lo  declara  la  sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  4  de 
Noviembre  de  1897  4^^»  como  aplicable  al  precepto  del  cr* 
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tado  artículo  1.914,  queda  á  coniinuación  del  mismo  in- 
serta. 

Pero  no  siempre  produce  el  convenio  el  efecto  de  extin- 
guir las  obligaciones  del  deudor.  Según  prescribe  el  artícu- 
lo 1.920,  no  mediando  pacto  expreso  en  contrario  entre 
deudor  y  acreedores,  conservarán  éstos  su  derecho,  termi- 
nado el  concurso,  para  cobrar,  de  los  bienes  que  el  deudor 
pueda  ulteriormente  adquirir,  la  parte  de  crédito  no  reali- 
zada. De  suerte  que  debe  estimarse  subordinado  el  precepto 
del  artículo  1.919,  respecto  del  particular,  al  pacto  expreso 
de  las  partes,  sin  el  cual,  las  obligaciones  del  deudor  no 
quedan  totalmente  extinguidas,  continuando  subsistente  el 
derecho  de  los  acreedores  para  exigirle  el  pago  del  resto  de 
sus  créditos  con  los  bienes  que  en  lo  sucesivo  pueda  ad- 
quirir. 

Gaestlón  1/ — El  derecho  que  concede  el  artícu- 
lo 1 ,9 1 7  del  Código  civil  á  los  acreedores  privilegiados 
para  abstenerse  en  los  convenios  sobre  quita  y  espera, 
¿se  refiere  tan  sólo  á  los  convenios  celebrados  dentro 
del  concurso,  ó  también  á  los  que  puedan  celebrarse 
antes  de  haberse  concursado  al  deudor? 

¿Establece  dicho  artículo  entre  los  acreedores  pri- 
vilegiados, y  en  consideración  á  la  mayor  ó  menor  ex- 
tensión del  privilegio,  alguna  diferencia  que  afecte  al 
derecho  de  abstención,  ó  alcanza  este  derecho  á  todos 
por  igual? 

Sentencia  de  18  de  Octubre  de  1892. 

En  autos  ejecutivos  seguidos  por  Don  Luis  Villa  contra 
Doña  Isabel  Muñoz,  se  embargaron  á  la  deudora  varios 
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bienes  inmuebles,  cuyo  embargo  se  anotó  en  el  Registro  de 
la  propiedad;  y  dictada  semencia  de  remate,  que  fué  decla- 
rada firme,  acordó  el  Juzgado  la  suspensión  del  procedi- 
miento de  apremio,  con  motivo  del  de  quita  y  espera  que 
promovió  la  ejecutada. 

En  los  autos  de  quita  y  espera  incoados  á  petición  de 
Doña  Isabel  Muñoz,  se  acordó  convocar  á  junta  á  los  acree- 
dores, citándose,  entre  ellos,  á  Don  Luis  Villa,  que  no 
asistió;  y  después  de  celebrada,  presentó  escrito  manifes- 
tando que  no  había  concurrido  á  ella  porque,  teniendo  á  su 
favor  sentencia  firme  en  autos  ejecutivos  y  hallándose  éstos 
en  la  vía  de  apremio,  hacía  uso  del  derecho  de  abstención 
que  le  concedía  el  artículo  1.917  del  Código  civil,  toda  vez 
que  su  crédito  se  hallaba  comprendido  en  el  número  4.^ 
del  1.923,  no  siendo  para  él  obligatorio  el  convenio  cele- 
brado. 

Dictado  auto  por  el  Juez  mandando  llevar  á  efecto  lo 
convenido  y  declarando  obligados  á  los  acreedores  que 
nombró,  entre  ellos  á  Don  Luis  Villa;  pero,  revocado  este 
auto  por  la  Audiencia  de  Madrid  excluyendo  á  Villa,  inter- 
puso Doña  Isabel  Muñoz  recurso  de  casación,  por  estimar 
infringido  el  artículo  1.917  del  Código  civil,  en  cuanto  ex- 
tendía su  aplicación  y  la  de  los  artículos  i  .922,  i  .923  y  i  .924, 
con  el  mismo  concordantes,  á  los  convenios  de  las  solicitu- 
des de  quita  y  espera,  cuando  dichos  preceptos  se  refieren 
solamente  á  los  que  se  celebran  dentro  del  concurso,  sin 
tener  en  cuenta  que  la  excepción  ^establecida  en  el  citado 
artículo  1. 917  no  cabe  más  que  cuando  se  trata  de  prefe- 
rencia de  créditos  y  sólo  en  cuanto  á  créditos  posteriores, 
según  expresamente  se  establece  en  el  número  4.^  del  i  .923. 

El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso 

Considerando  que,  según  el  artículo  1.917  del  Código 
civil,  el  convenio  que  el  deudor  celebrare  judicialmente  con 
sus  acreedores  sobre  quita  ó  espera  es  obligatorio  para  to- 
dos los  concurrentes  y  para  los  que,  citados  y  notificados 
en  forma,  no  hubiesen  protestado  en  tiempo,  excepluán- 
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dose  los  acreedores  que,  teniendo  derecho  de  abstenerse,  lo 
hubiesen  ejercitado  debidamente;  cuyo  precepto  á  todas  lu- 
ces se  refiere,  lo  mismo  al  convenio  celebrado  antes  que  al 
celebrado  después  de  haberse  concursado  el  deudor,  por- 
que la  ley  no  distingue  uno  de  otro  caso,  y  porque  exis.e 
igual  razón  para  otorgar  en  ambos  el  derecho  de  abstención. 

Considerando  que  los  acreedores  privilegiados  son  los 
únicos  que,  precisamente  por  serlo,  tienen  el  derecho  de 
abstenerse  de  concurrir  al  convenio,  sobre  lo  cual  no  cabe 
duda  posible,  porque  el  mismo  precepto  legal  antes  citado 
declara  ese  derecho  en  favor  de  los  comprendidos  en  los 
artículos  1.922,  23  y  24  del  propio  Código,  sin  establecer 
diferencia  alguna  entre  ellos,  y  sin  que,  por  tanto,  ni  la  ca- 
lidad de  privilegiados,  ni  tampoco  la  mayor  ó  menor  exten- 
sión del  privilegio  de  cada  uno,  afecte  al  derecho  de  absten- 
ción que  á  todos  alcanza  por  igual. 

Considerando,  en  su  consecuencia,  que,  hallándose  el 
crédito  de  Don  Luis  Villa  comprendido  en  el  número  4.*^ 
del  1.923,  pudo  abstenerse  de  concurrir  al  convenio  que 
sobre  quita  y  espera  celebró  judicialmente  con  sus  acree- 
dores la  recurrente  Doña  Isabel  Muñoz,  y  que,  habiéndose 
abstenido,  no  le  es  obligatorio  dicho  convenio. 

6aesti6n  2/  —  Con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el 
artículo  1.9 1 7  del  Código  civil,  en  los  convenios  que  el 
deudor  y  sus  acreedores  celebren  sobre  quita  y  espera 
ó  en  el  concurso,  tendrán  derecho  de  abstenerse  los 
comprendidos  en  los  artículos  J.922,  1.923  y  1.924,  en- 
tre los  que  se  encuentran  los  que  lo  sean  por  créditos 
que,  sin  privilegio  especial,  consten  por  sentencia  fir- 
me, si  hubiesen  sido  objeto  de  litigio. 

¿Deben  estimarse  comprendidas  en  este  precepto 
las  sentencias  de  remate,  á  los  efectos  de  la  abstención? 


Digitized  by  CjOOQ IC 


184  ARTÍCULOS  1,917  AL   I.92O 


Sentenoia  de  22  de  Diciembre  de  1897. 

*  Para  cobro  de  8.568  pesos  siguió  la  Sociedad  Rodríguez 
Hermanos  y  Bellrán,  ante  el  Juzgado  de  Humacao,  de 
Puerto  Rico,  juicio  ejecutivo  contra  Don  Andrián  Duffaut, 
en  el  que  se  dictó,  en  i5  de  Noviembre  de  1892,  sentencia 
de  remate;  y  habiéndose  presentado  el  deudor,  en  3  de 
Mayo  de  1893,  en  concurso  voluntario,  al  que  se  acumula- 
ron los  autos  ejecutivos  mencionados,  tuvo  lugar  la  junta 
general  de  acreedores,  en  la  que  se  discutió  la  proposión  de 
espera  presentada  por  Duffaut,  absteniéndose  la  represen- 
tación de  Rodríguez  Hermanos  y  Beltrán  de  discutir  y  vo- 
tar; cuyo  convenio  fué  aprobado  por  auto  del  Juzgado  del 
distrito  de  San  Francisco,  de  San  Juan. 

Formulada  demanda  por  la  Sociedad  mencionada,  con 
la  pretensión  de  que  se  declarase  no  estar  obligada  al  con- 
venio y  se  mandasen  devolver  los  autos  ejecutivos  al  Juz- 
gado de  Humacao,  la  impugnó  Don  Adrián  Duffaut;  y  sus- 
tanciado el  incidente  en  dos  instancias,  dictó  sentencia  la 
Audiencia  de  Puerto  Rico  de  conformidad  con  las  preten- 
siones de  la  demanda. 

Don  Adrián  Duffaut  interpuso  recurso  de  casación,  ale- 
gando la  infracción  del  artículo  1.924  del  Código  civil,  en 
su  número  3.^,  letra  B,  por  su  aplicación  indebida,  al  esti- 
mar que  la  sentencia  de  remate  obtenida  por  Rodríguez 
Hermanos  y  Beltrán  tenía  el  carácter  de  firme  para  los  efec- 
tos de  la  abstención  y  para  constituirlos  en  acreedores  pri- 
vilegiados, toda  vez  que  no  se  reconocía  á  tales  sentencias 
fuerza  bastante  para  producir  excepción  de  cosa  juzgada. 

El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso 

Considerando  que  los  créditos  que  consten  por  senten- 
cia de  remate  están  comprendidos  en  el  artículo  1.924,  nú- 
mero 3.^,  letra  B  del  Código  civil,  según  repetidamente  ha 
declarado  este  Tribunal  Supremo,  en  atención  á  que  dicha 
clase  de  sentencias  están  calificadas  de  firmes  por  la  Lej 
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de  Enjuiciamiento  civil,  siquiera  sea  para  eximir  de  discu- 
sión en  los  concursos  y  quiebras  los  créditos  á  que  se  re- 
fieran, y  á  que  en  esos  documentos  concurren  igual  ó  ma- 
yor número  de  solemnidades  que  en  las  escrituras  públi- 
cas, con  que  están  equiparados  para  los  efectos  de  gozar 
igual  prelación,  y  con  ella  el  privilegio  determinado  en  el 
artículo  1. 91 7  del  citado  Código;  y,  en  su  consecuencia,  el 
fallo  recurrido  no  ha  cometido  la  infracción  que  se  le 
atribuye. 


Sentencia  de  23  de  Dioiembre  de  1897. 

Don  Gonzalo  Chacón  suscribió  un  pagaré  á  favor  de 
Don  Bernardo  Fernández,  que  éste  cedió  á  Don  Apolinar 
Pérez  García,  quien,  para  su  cobro,  promovió  juicio  ejecu- 
tivo en  el  que  recayó,  en  27  de  Enero  de  i885,  sentencia  de 
remate. 

Declarado  Don  Gonzalo  Chacón  en  concurso  necesario 
de  acreedores,  se  celebró  junta  para  la  aprobación  de  la 
graduación  de  créditos,  en  la  que  la  sindicatura  presentó 
los  correspondientes  estados,  en  los  que  no  figuraba  ningún 
acreedor  por  trabajo  personal,  ni  hipotecario;  apareciendo 
como  escriturarios  Don  José  Pérez  Martiñón  y  Doña  María 
del  Pino,  con  escrituras  fechadas,  respectivamente,  en  3 1  de 
Diciembre  de  1 891  y  3  de  Agosto  de  1892,  y  entre  los  acree- 
dores comunes  Don  Apolinar  Pérez  García;  cuyos  estados 
fueron  aprobados  no  obstante  la  impugnación  del  último. 

En  tal  estado,  presentó  escrito  dicho  Don  Apolinar  im- 
pugnando el  acuerdo  de  la  junta  y  pidiendo  que  se  declarase 
preferente  su  crédito  sobre  todos  los  demás,  por  cuanto 
estaba  reconocido  por  sentencia  firme  desde  Enero  del 
año  1 885,  por  virtud  de  la  cual  había  recibido  ya,  á  cuenta, 
algunas  cantidades,  siendo  los  demás  créditos  de  fecha  muy 
posterior;  y  la  prelación  entre  los  escriturarios  y  los  que 
constan  por  sentencia  firme,  dependen  de  la  antigüedad  de 
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las  escrituras  ó  de  las  sentencias,  según  el  caso  3.°  del 
artículo  1.924  del  Código  civil,  aplicable  á  este  juicio  por 
haberse  promovido  cuando  ya  regía. 

A  estas  pretensiones  se  opuso  el  síndico  del  concurso, 
Don  José  Pérez  Martiñón,  sosteniendo  el  acuerdo  de  la 
junta  por  no  ser  aplicables  al  caso  las  prescripciones  del 
Código  civil,  según  lo  ordenado  en  la  primera  y  cuarta  de 
sus  disposiciones  transitorias;  y  aun  en  el  supuesto  de  serlo, 
por  no  tener  el  crédito  en  cuestión  aquella  preferencia, 
puesto  que  las  sentencias  dictadas  en  juicios  ejecutivos  no 
producen  excepción  de  cosa  juzgada,  no  teniendo,  por  con- 
siguiente, el  carácter  de  firmes. 

Tramitado  el  incidente  en  dos  instancias  y  dictada  sen- 
tencia por  la  Audiencia  de  Madrid  eslimando  las  pretensio- 
nes de  Don  Apolinar  Pérez  García,  interpuso  el  Síndico  del 
concurso  recurso  de  casación,  citando  como  infringidos:  en 
el  primer  motivo,  el  artículo  1.256  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  el  cual,  refiriéndose  á  los  créditos  respecto  de 
los  que  hubiere  recaído  sentencia  firme  de  remate  en  juicio 
ejecutivo,  establece  que,  aunque  no  podrán  discutirse  en  el 
concurso  y  habrán  de  tenerse  por  reconocidos,  no  partan 
de  naturaleza  para  el  efecto  de  su  graduación,  y  podrán 
ser  impugnados  por  los  Síndicos  en  el  Juicio  declarativo 
que  por  su  cuantía  corresponda;  por  cuanto  la  sentencia 
declaraba  preferente  el  crédito  quirografario  de  Pérez  Gar- 
cía, en  razón  de  su  mayor  antigüedad  partiendo  de  la  fecha 
de  la  sentencia  dictada  en  juicio  ejecutivo;  en  el  segundo 
motivo,  el  artículo  1.924,  número  3.*^,  del  Código  civil,  que 
da  preferencia  á  los  créditos  que  consten  por  sentencia 
firme,  si  hubieren  sido  objeto  de  litigio,  cuyos  créditos  no 
son  ni  pueden  ser  los  que,  constando  en  un  simple  pagaré, 
llegan  á  tener  en  su  favor  sentencia  de  remate;  sin  que  á 
ello  se  oponga  la  jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo,  que 
hace  extensivo  á  tales  acreedores  el  derecho  de  abstenerse 
en  los  juicios  de  quita  y  espera,  pues,  si  al  efecto  de  la  gra- 
duación ó  preferencia  pueden  equipararse  á  los  escritura- 


Digitized  by  CjOOQ IC 


ARTÍCULOS  1.9 1 7  AL  I.QaO  187 

rios,  se  incurrirá  en  el  absurdo  de  tener  por  implícitamente 
derogado  el  precepto  del  artículo  antes  citado  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  civil  que  permite  impugnar  en  la  vía  ordi- 
naria los  créditos  consignados  en  sentencias  firmes  de  re- 
mate; en  el  motivo  tercero,  la  primera  disposición  transito- 
ria del  Código,  porque  la  sentencia  de  remate  de  que  se  tra- 
taba se  dictó  bastantes  años  antes  de  comenzar  el  Código  á 
regir,  en  cuya  época  no  se  equiparaban  estos  créditos  á  los 
escriturarios,  siendo  preciso  para  que  se  le  aplicara  ahora 
el  supuesto  derecho  que  se  invocaba,  que  no  perjudicase 
otro  derecho  de  igual  origen,  como  era  el  de  los  acreedores 
con  créditos  de  origen  más  ventajoso,  puesto  que  nacieron 
bajo  el  régimen  del  Código  y  no  de  la  antigua  legislación;  y 
en  el  motivo  cuarto,  la  doctrina  sancionada  por  el  artícu- 
lo 1.924  del  Código  de  que  los  créditos  consignados  en  es- 
critura pública  tienen  prelación  sobre  los  extendidos  en 
documento  privado. 

El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso 
Considerando  que,  conforme  á  repetidas  declaraciones 
de  este  Supremo  Tribunal,  los  créditos  reconocidos  por 
sentencia  de  remate  en  los  juicios  ejecutivos  están  com- 
prendidos en  el  artículo  1.924,  número  3.^,  letra  B,  del  Có- 
digo civil,  en  atención  á  que  esta  clase  de  sentencias  están 
calificadas  de  firmes  por  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
siquiera  sea  para  eximir  de  discusión  en  los  concursos  y 
quiebras  los' créditos  á  que  se  refieran,  y  que  en  esos  docu- 
mentos concurren  igual  ó  mayor  número  de  solemnidades 
que  en  las  escrituras  públicas,  con  que  están  equiparados 
para  los  efectos  de  gozar  igual  prelación,  y  con  ella  el  privi- 
legio que,  por  razón  de  su  antigüedad,  determina  el  preci- 
tado artículo  1.924  del  Código. 

Considerando  que  al  aplicar  la  Sala  sentenciadora  las 
prescripciones  de  este  cuerpo  legal  al  concurso  de  Don  Gon- 
zalo Chacón  López,  para  la  graduación  de  los  créditos  que 
se  disputan  la  preferencia  en  el  pleito,  no  infringió  la  pri- 
mera de  sus  disposiciones  transitorias,  y  antes  bien  se 
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atemperó  á  su  espíritu  y  literal  contexto,  toda  vez  que  el  de- 
recho reconocido  por  virtud  de  su  promulgación  á  los  acree- 
dores por  sentencia  firme,  y,  por  tanto,  á  Don  Apolinar  Pé- 
rez García,  no  perjudicó  á  ningún  otro  derecho  que  enton- 
ces estuviese  ya  adquirido,  mediante  á  ser  las  escrituras  de 
los  otros  créditos  de  fecha  muy  posterior  á  aquella  promul- 
gación, careciendo,  por  tanto,  de  fundamento  los  cuatro 
motivos  que  para  la  casación  se  invocan. 


6aest!6n  3.*  —  ¿Es  obligatorio  el  convenio  de 
quita  y  espera  para  los  acreedores  privilegiados,  cuan- 
do se  celebra  con  acreedores  de  su  misma  clase  y  con 
otros  acreedores  comunes? 

Solicitada  quita  y  espera  ó  declarado  un  concurso 
después  de  empezar  á  regir  el  Código  civil,  ¿serán  apli- 
cables sus  disposiciones  á  los  acreedores  por  obligacio- 
nes contraídas  antes  de  su  promulgación? 

Sentencia  de  9  de  Abril  de  1894. 

En  25  de  Junio  de  1890  se  dictó  por  uno  de  los  Juzga- 
dos de  Madrid  sentencia  de  remate,  á  instancia  de  Don  Juan 
Antonio  Martínez  contra  el  Marqués  de  Casasola,  man- 
dando seguir  la  ejecución  adelante  por  el  importe  de  un  pa- 
garé suscrito  por  el  segundo  con  fecha  3o  de  Abril  de  1888; 
y  en  1 5  de  Junio  del  mismo  año  1890  se  dictó  otra  senten- 
cia de  remate  en  autos  ejecutivos  seguidos  por  Don  José 
Alonso  Pajares  contra  el  citado  Marqués  por  el  importe  de 
una  letra  de  cambio  girada  en  6  de  Marzo  anterior. 

En  16  de  Marzo  de  1891  hizo  el  Marqués  de  Casasola  á 
sus  acreedores  proposiciones  de  quita  y  espera  ofreciendo 
pagar  en  el  término  de  seis  meses  el  40  por  100  de  los  cré- 
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ditos;  pero,  declarado  en  concurso  necesario  en  22  de  Abril 
siguiente,  reiteró  aquellas  proposiciones  antes  de  que  se  ce- 
lebrara la  junta  para  la  relación  de  créditos,  habiendo  sido 
la  Sindicatura  de  dictamen  que  procedía  reconocer  á  Don 
Juan  Amonio  Martínez  y  á  Don  José  Alonso  Pajares  sus 
respectivos  créditos  por  tratarse  de  sentencias  de  remate 
que  no  podían  discutirse  en  aquel  momento. 

Convocados  los  acreedores  á  junta  para  discutir  y  apro- 
baV  la  proposición  de  convenio,  á  la  que  no  asistieron  los 
dos  acreedores  mencionados,  se  aprobó  aquélla,  pero  no  la 
abstención  de  éstos,  siendo  aprobado  el  acuerdo  por  auto 
de  4  de  Octubre  siguiente,  que  lo  declaró  obligatorio  para 
lodos  los  acreedores  cuyos  créditos  hubieran  sido  recono- 
cidos; y  en  tal  estado,  promovieron  Martínez  y  Pajares  el 
incidente  origen  de  este  recurso,  pidiendo  que  se  declarase 
que  sus  créditos  no  estaban  sujetos  aí  convenio  y  quedaban 
en  el  libre  ejercicio  de  sus  acciones  y  derechos  para  prose- 
guirlos en  la  forma  que  estimasen  procedente. 

La  representación  del  concursado  y  los  Síndicos  del  con- 
curso impugnaron  esta  pretensión,  alegando  que  los  créditos 
de  los  demandantes  eran  quirografarios  y  no  producían  pri- 
vilegio ni  sus  fechas  ni  las  sentencias  de  remate  dictadas  en 
ellos;  que  el  convenio  les  era  obligatorio,  porque  habían 
concurrido  á  formar  la  mayoría  acreedores  con  títulos  de 
igual  clase;  y  que  las  sentencias  de  remate  no  eran  de  las 
comprendidas  en  la  letra  B  del  número'3.®  del  artículo  i  .924 
del  Código  civil. 

Dictada  sentencia  revocatoria  por  la  Audiencia  de  Ma- 
drid de  conformidad  con  las  pretensiones  de  los  demandan- 
tes, interpusieron  los  Síndicos  del  concurso  recurso  de  ca- 
sación, citando  como  infringidos:  el  artículo  1.924  del  Có- 
digo civil,  en  su  apartado  3.*^,  letra  B,  al  estimar  compren- 
didas las  sentencias  de  remate  entre  las  firmes  á  que  se 
refiere  dicho  precepto;  el  1.918,  porque  se  excluía  á  los  de- 
mandantes del  convenio,  siendo  así  que  es  obligatorio  el  ce- 
lebrado con  acreedores  de  una  misma  clase  cuando  lo 
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aprueba  la  mayoría;  y  las  disposiciones  transitorias  i  .*  y  4.*, 
que  no  conceden  efecto  retroactivo  á  los  derechos  nacidos 
bajo  el  amparo  de  la  legislación  anterior,  ni  aun  en  el  caso 
de  declararse  derecho  nuevo,  si  éste  perjudica  derechos 
adquiridos  de  igual  origen. 

El  Tribunal  Supremo  desestimó  el  recurso 

Considerando  que  el  artículo  i.917  del  Código  civil,  al 
declarar  obligatorio  el  convenio  que  el  deudor  celebre  judi- 
cialmente con  sus  acreedores  para  todos  los  que  concurren 
y  para  los  que,  citados  y  notificados  debidamente,  no  hu- 
bieren protestado  en  tiempo,  exceptúa  á  los  que,  teniendo 
el  derecho  de  abstenerse,  lo  hubiesen  ejercitado  en  forma; 
derecho  que  el  mismo  artículo  otorga  en  favor  de  los  com- 
prendidos en  los  artícuios  1.922,  1.923  y  1.924,  sin  que  la 
cualidad  de  privilegiados  ni  la  mayor  ó  menor  extensión 
del  privilegio  afecte  al  derecho  de  abstención,  sino  que  com- 
prende igualmente  á  todos. 

Considerando  que  los  créditos  de  Don  José  Alonso  Pa- 
jares y  de  Don  Juan  Antonio  Martínez  están  comprendidos 
en  el  artículo  1.924,  número  3.^,  letra  B  del  Código  civil, 
porque  las  sentencias  de  remate  dictadas  á  su  favor  tienen 
el  carácter  de  firmes  para  el  efecto  de  otorgarles  el  derecho 
de  abstención,  no  sólo  porque  estos  documentos  reúnen 
igual  ó  mayor  suma  de  solemnidades  que  las  escrituras  pú- 
blicas, á  las  que  el  mismo  número  3.*^,  en  su  letra  A,  hace 
extensivo  el  privilegio,  sino  también  por  reconocerle  este 
car¿vcter  el  artículo  1.256  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
aun  cuando  no  sea  más  que  al  efecto  de  prohibir  se  some- 
tan á  discusión  los  créditos  respecto  á  los  que  hubiesen  re- 
caído esta  clase  de  sentencias  y,  por  consiguiente,  pudieron 
los  antedichos  acreedores  abstenerse  de  asistir  al  convenio 
celebrado  judicialmente  por  el  Marqués  de  Casasola  con 
sus  acreedores,  y  habiéndose  abstenido,  no  les  es  obligato- 
rio el  acuerdo. 

Considerando  que  tampoco  se  han  infringido  en  la  sen- 
tencia las  demás  disposiciones  legales  citadas  en  apoyo  del 
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recurso;  no  lo  es  el  artículo  1.918  del  Código  civil,  por  re- 
ferirse á  la  eficacia  de  la  quila  y  espera  convenida  con 
acreedores  de  una  misma  clase,  circunstancia  que,  lejos  de 
aparecer  de  la  seulencia,  resulta  precisamente  que  el  con- 
venio se  verificó  con  acreedores  de  distintas  clases;  ni  tam- 
poco las  disposiciones  transitorias  i.*  y  4.*  del  Código  civil 
y  sentencias  de  2  y  17  de  Noviembre  de  1892,  porque  tanto 
el  convenio  como  las  sentencias  de  remate  tuvieron  lugar 
cuando  ya  regía  el  Código,  y  de  éstas  y  no  de  los  actos 
que  las  originaron  nace  el  derecho  invocado  por  los  acree- 
dores. 


Senteucia  de  11  de  Mayo  de  1894. 

En  el  pleito  á  que  puso  término  esta  sentencia  del  Tri- 
bunal Supremo,  fueron  parte  en  concepto  de  demandados, 
como  en  el  anterior,  el  Marqués  de  Casasola  y  la  Sindica- 
tura de  su  concurso,  y  como  demandante  Don  Galo  Alonso 
Munilla. 

Los  antecedentes  y  hechos  fueron  iguales  en  ambos  ca- 
sos, idénticas  las  pretensiones  deducidas  por  ambas  partes 
demandantes  y  las  excepciones  opuestas  por  los  demanda- 
dos, é  iguales,  también,  los  fallos  dictados  y  los  preceptos 
del  Código  civil  que  se  suponían  infringidos. 

Prescindimos,  pues,  de  todo  ello  y  nos  limitamos  á  in- 
sertar los  fundamentos  en  que  se  apoyó  el  Tribunal  Su- 
prem.>  para  declarar  no  haber  lugar  al  recurso  en  este  caso 
interpuesto,  confirmando  las  doctrinas  sentadas  en  su  ante- 
rior decisión. 

Considerando  que  no  se  atribuye  efecto  retroactivo  al 
Código  civil  cuando  el  derecho  que  se  invoca,  según  sus 
prescripciones,  se  origina  en  hechos  realizados  con  poste- 
rioridad al  día  en  que  empezó  á  regir,  y  en  el  caso  del  pre 
senté  recurso  es  evidente  que  el  de  abstención  pretendido 
por  el  acreedor  escriturario  Don  Galo  Alonso  Munilla  nació 
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exclusivamente  en  el  momento  en  que  el  Marqués  de  Ca- 
sasola  fué  declarado  en  concurso  por  virtud  de  auto  de 
Abril  de  1891,  aun  cuando  el  titulo  del  acreedor  abstenido 
sea  de  fecha  anterior  á  la  publicación  d«l  Código,  puesto 
que  tal  hecho  es  el  único  origen  de  las  nuevas  relaciones  de 
derecho  creadas  por  consecuencia  de  dicho  estado  entre  los 
acreedores  y  el  deudor,  distintas  de  las  establecidas  por  la 
escritura  de  préstamo,  sin  que,  por  lo  tanto,  el  Tribunal 
sentenciador,  al  reconocerlo  así,  haya  cometido  las  infrac- 
ciones que  se  alegan  en  los  motivos  primero  y  segundo  del 
recurso,  y  menos  después  de  haber  declarado  ya  esta  Sala 
que  la  sentencia  de  remate  obtenida  además  por  el  acreedor 
Alonso  es  sentencia  firme  para  los  efectos  de  lo  dispuesto 
en  el  artículo  1.917  del  Código. 

Considerando  que  la  disposición  del  artículo  1.918  del 
mismo  Código  sólo  es  aplicable  cuando  el  convenio  se  cele- 
bra con  acreedores  de  una  sola  clase,  y  no  cuando  concu- 
rren á  él  acreedores  de  diversa  clase,  porque  en  este  caso 
no  se  puede  decir  con  razón  y  fundamento  que  el  convenio 
se  haya  hecho  con  acreedores  de  la  misma  clase,  como 
exige  el  texto  de  dicho  artículo,  y  se  daría  el  caso  de  que 
acreedores  menos  privilegiados  ó  sin  privilegio  alguno  im- 
pusieran su  voluntad  á  los  más  privilegiados,  y  en  el  caso 
del  presente  pleito  aparece  que  no  fueron  sólo  acreedores 
escriturarios,  sino  de  otras  clases,  los  que  intervinieron  en 
el  convenio  con  el  Marqués  de  Casasola,  por  lo  cual  no  se 
ha  cometido  la  infracción  del  expresado  artículo  1.918  ale- 
gado en  el  tercer  motivo. 
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CAPÍTULO  II 

DE  LA  CLASIFICACIÓN  DE  CRÉDITOS 


ARTICULO   1. 92 1 

Los  créditos  se  clasificarán,  para  «su  gradua- 
ción y  pago,  por  el  orden  y  en  los  términos  que 
en  este  capítulo  se  establecen. 


ARTICULO  1.922 

Con  relación  á  determinados  bienes  muebles  del 
deudor,  gozan  de  preferencia: 

I.**  Los  créditos  por  construcción^  reparación, 
conservación  ó  precio  de  venta  de  bienes  muebles 
que  estén  en  poder  del  deudor,  hasta  donde  al- 
cance el  valor  de  los  mismos. 

2.*  Los  garantizados  con  prenda  que  se  halle 
en  poder  del  acreedor,  sobre  la  cosa  empeñada  y 
hasta  donde  alcance  su  valor. 

T.  XI.— 1$ 
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3."*  Los  garantizados  con  fianza  de  efectos  ó  va- 
lores, constituida  en  establecimiento  público  ó 
mercantil,  sobre  la  fianza  y  por  el  valor  de  los 
efectos  de  la  misma. 

4/  Los  créditos  por  transporte,  sobre  los  efec- 
tos transportados,  por  el  precio  del  mismo,  gastos 
y  derechos  de  conducción  y  conservación,  hasta 
la  entrega  y  durante  treinta  días  después  de  ésta. 

5.°  Los  de  hospedaje,  sobre  los  muebles  del 
deudor  existentes  en  la  posada. 

6.**  Los  créditos  por  semillas  y  gastos  de  cul- 
tivo y  recolección  anticipados  al  deudor,  sobre  los 
frutos  de  la  cosecha  para  que  sirvieron. 

T^  Los  créditos  por  alquileres  y  rentas  de  un 
año,  sobre  los  bienes  muebles  del  arrendatario 
existentes  en  la  finca  arrendada  y  sobre  los  frutos 
de  la  misma. 

Si  los  bienes  muebles  sobre  que  recae  la  prefe- 
rencia hubieran  sido  sustraídos,  el  acreedor  podrá 
reclamarlos  de  quien  los  tuviese,  dentro  del  tér- 
mino de  treinta  días  contados  desde  que  ocurrió 
la  sustracción. 
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ARTICULO  1.923 

Con  relación  á  determinados  bienes  inmuebles  y 
derechos  reales  del  deudor,  gozan  de  preferencia: 

I  .**  Los  créditos  á  favor  del  Estado,  sobre  los 
bienes  de  los  contribuyentes,  por  el  importe  de  la 
última  anualidad,  vencida  y  no  pagada,  de  los  im- 
puestos que  graviten  sobre  ellos. 

2?  Los  créditos  de  los  aseguradores,  sobre  los 
bienes  asegurados,  por  los  premios  del  seguro  de 
dos  años;  y,  si  fuere  el  seguro  mutuo,  por  los  dos 
últimos  dividendos  que  se  hubiesen  repartido. 

3."  Los  créditos  hipotecarios  y  los  refacciona- 
rios, anotados  é  inscritos  en  el  Registro  de  la  pro- 
piedad, sobre  los  bienes  hipotecados  ó  que  hubie- 
sen sido  objeto  de  la  refacción. 

4."*  Los  créditos  preventivamente  anotados  en 
el  Registro  de  la  propiedad,  en  virtud  de  manda- 
miento judicial,  por  embargos,  secuestros  ó  eje- 
cución de  sentencias,  sobre  los  bienes  anotados, 
y  sólo  en  cuanto  á  créditos  posteriores. 

5.**  Los  refaccionarios  no  anotados  ni  inscritos, 
sobre  los  inmuebles  á  que  la  refacción  se  refiera,  y 
sólo  respecto  á  otros  créditos  distintos  de  los  ex- 
presados en  los  cuatro  números  anteriores. 
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ARTICULO  1.924 

Con  relación  á  los  demás  bienes  muebles  é  in- 
muebles del  deudor,  gozan  de  preferencia: 

I."*  Los  .créditos  á  favor  de  la  provincia  ó  del 
Municipio,  por  los  impuestos  de  la  última  anuali- 
dad vencida  y  no  pagada,  no  comprendidos  en  el 
artículo  1.923,  número  i.° 

2.°  Los  devengados: 

A.  Por  gastos  de  justicia  y  de  administración 
del  concurso  en  interés  común  de  los  acreedores,^ 
hechos  con  la   debida  autorización  ó  aprobación. 

B.  Por  los  funerales  del  deudor,  según  el  uso 
del  lugar,  y  también  los  de  su  mujer  y  los  de  sus 
hijos  constituidos  bajo  su  patria  potestad,  si  no 
tuviesen  bienes  propios. 

C.  Por  gastos  de  la  última  enfermedad  de  las 
mismas  personas,  causados  en  el  último  año,  con- 
tado hasta  el  día  del  fallecimiento. 

D.  Por  jornales  y  salarios  de  dependientes  y 
criados  domésticos,  correspondientes  al  último  año. 

E.  Por  anticipaciones  hechas  al  deudor,  para  sí 
y  su  familia  constituida  bajo  su  autoridad,  en  co- 
mestibles, vestido  ó  calzado^  en  el  mismo  período 
de  tiempo. 
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F.  Por  pensiones  alimenticias  durante  el  juicio 
de  concurso,  á  no  ser  que  se  funden  en  un  título 
de  mera  liberalidad. 

3.^  Los  créditos  que  sin  privilegio  especial 
consten: 

A.  En  escritura  pública. 

B.  Por  sentencia  firme,  si  hubiesen  sido  objeto 
de  litigio. 

Estos  créditos  tendrán  preferencia  entre  sí  por 
el  orden  de  antigüedad  de  las  fechas  de  las  escri- 
turas y  de  las  sentencias. 


ARTICULO  1.925 

No  gozarán  de  preferencia  los  créditos  de  cual- 
quiera otra  clase,  ó  por  cualquier  otro  título,  no 
comprendidos  en  los  artículos  anteriores. 


Realizada  en  el  concurso  la  operación  de  reconocimiento 
de  créditos,  por  los  trámites  que  determinan  los  artícu- 
los 1. 25o  y  siguientes  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
deben  proceder  los  Síndicos,  con  la  intervención  de  los 
acreedores  y  del  Juzgado,  á  su  clasificación,  para  fíjar  el 
orden  de  prelación  que  se  ha  de  seguir  para  su  pago.  Por  el 
antiguo  Derecho,  esta  clasificación  se  hacía  en  considera- 
ción á  cinco  causas  ó  motivos,  y  se  reconocían  acreedores 
de  dominio,  acreedores  privilegiados,  hipotecarios  y  pigno- 
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raticios,  escriturarios,  y  acreedores  comunes,  ó  sin  privile- 
gio especial,  para  cuya  graduación  se  atendía  á  la  prioridad 
de  fechas  de  las  respectivas  obligaciones.  La  Ley  de  Enjui- 
ciamiento civil  introdujo  ya  una  profunda  reforma  acerca 
del  particular,  y  clasificó  los  créditos,  para  los  efectos  del 
concurso,  formando  cuatro  grupos  de  acreedores:  por  ira- 
bajo  personal  y  alimentos,  en  el  que  debían  comprenderse, 
tratándose  de  abintestatos  ó  testamentarías  concursadas,  los 
acreedores  por  gastos  de  funeral  y  por  los  ocasionados  con 
motivo  de  la  ordenación  de  la  última  voluntad  del  causante 
y  formación  de  inventario  y  diligencias  judiciales  á  que  el 
abintestato  ó  testamentaría  dieren  lugar;  acreedores  hipote- 
carios y  pignoraticios;  acreedores  por  escritura  pública;  y 
acreedores  comunes.  El  Código  civil,  al  que  competía  regu- 
lar esta  materia,  como  de  derecho  sustantivo  que  es,  ha  de- 
rogado las  disposiciones  de  la  Ley  procesal;  y  prescindiendo, 
lo  mismo  que  ésta,  de  los  llamados  acreedores  de  dominio, 
ó  sea,  de  los  dueños  de  cosas  que  estuvieren  en  poder  del 
deudor  por  razón  de  depósito,  comodato,  ó  por  otro  título  no 
transmisorio  de  la  propiedad,  cosas  respecto  de  las  cuales 
es  indudable  el  derecho  de  sus  respectivos  dueños  para 
reintegrarse  de  ellas  con  exclusión  del  derecho  de  toda  clase 
de  acreedores,  ha  clasificado  los  créditos,  en  consideración 
á  los  bienes  que  deben  responder  especialmente  de  cada 
una  de  las  obligaciones  del  deudor,  en  cuatro  grupos,  á  sa- 
ber: créditos  que  gozan  de  preferencia  con  relación  á  deter- 
minados bienes  muebles  del  concursado,  y  que  son  los  que 
se  enumeran  en  el  artículo  1.922;  créditos  que  gozan  de  pre- 
ferencia, sobre  cualesquiera  otros,  con  relación  á  determi- 
nados bienes  inmuebles,  señalados  en  el  artículo  1.923;  cré- 
ditos que  gozan  de  preferencia  con  relación  á  los  demás  bie- 
nes muebles  é  inmuebles  y  con  relación  al  renvanente  que, 
después  de  pagados  los  comprendidos  en  las  dos  clases  an- 
teriores, resulte  de  los  bienes  á  ellos  especialmente  afectos; 
los  cuales  se  especifican  en  el  artículo  i  .924;  y  créditos  co- 
munes, ó  sea  los  que,  según  el  1.925,  concurren  juntos  para 
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SU  pago,  sin  consideración  á  sus  fechas,  prorrateándose  si 
los  bienes  restantes  del  concursado  no  son  suficientes  á  cu- 
brirlos en  su  totalidad. 

Nada  hemos  de  decir  del  detalle  de  estos  artículos.  La 
abundante  jurisprudencia  que  á  continuación  se  inserta  es 
el  mejor  comentario  de  los  preceptos  que  contienen,  y  es 
suficiente  á  disipar  cuantas  dudas  pudieran  ofrecer. 


6aesti6n  U^ — ¿Es  procedente  discutir  la  prefe- 
rencia de  un  crédito  litigioso  sobre  otro  cuyo  pago  se 
esté  ya  efectuando  con  bienes  determinados  del  deudor^ 
en  la  vía  de  apremio  de  un  juicio  ejecutivo  ó  en  el  pe- 
ríodo de  ejecución  de  una  sentencia? 

Bentencia  de  22  de  Septiembre  de  1892. 

Seguido  juicio  ejecutivo  por  Don  Manuel  Ruiz  contra 
Don  José  Rivero  sobre  pago  de  8.625  pesetas,  y  dictada  sen« 
tencia  de  remate,  convinieron  las  partes  en  la  vía  de  apre- 
mio que  se  dirigiera  ésta  contra  la  renta  vitalicia  de  10.000 
pesetas  que  disfrutaba  el  deudor,  cuyas  mensualidades  co- 
braría  el  actuario,  aplicando  la  mitad  al  pago  de  la  condena 
y  entregando  al  deudor  la  otra  mitad  para  atender  á  sus  ne- 
cesidades. 

En  acto  de  conciliación,  celebrado  once  años  después^ 
confesó  el  mismo  Don  José  Rivero  adeudar  á  Doña  Dolores 
López  la  suma  de  3.540  pesetas  en  concepto  de  salarios  de- 
vengados como  sirviente  del  mismo,  agregando  que  no  po- 
día satisfacerla  por  tener  embargados  sus  bienes  á  conse- 
cuencia del  juicio  ejecutivo  seguido  por  Ruiz;  en  cuya  virtud 
compareció  Doña  Dolores  López  en  aquellos  autos,  dedu- 
ciendo demanda  de  tercería  de  mejor  derecho,  fundada  en 
el  artículo  1.268  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  en  el 
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1 .924  del  Código  que  conceden  preferencia  á  los  acreedores 
por  trabajo  personal. 

Declarado  rebelde  Don  José  Rivero  é  impugnada  la  de- 
manda por  el  ejecutante  Ruiz,  dictó  sentencia  el  Juez,  que 
revocó  la  Audiencia  de  Madrid  absolviendo  á  los  demanda- 
dos; contra  cuya  sentencia  interpuso  Doña  Dolores  López 
recurso  de  casación,  por  estimar  infringidos  el  artículo  i  .268 
de  la  Ley  procesal  y  1.924,  1.928  y  1.929  del  Código  civil, 
que  concedían  preferencia  á  su  crédito  sobre  el  de  Don  Ma- 
nuel Ruiz. 

El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso 

Considerando  que  las  tercerías,  por  su  naturaleza  de 
incidentes  de  las  ejecuciones,  sólo  pueden  admitirse  á  tenor 
de  lo  preceptuado  en  el  artículo  1.533  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento civil,  en  cuanto  el  juicio  subsista,  pero  no  en  lo 
que  esté  ejecutoriado  por  haberse  otorgado  la  venta  de  los 
bienes  ó  su  adjudicación  en  pago  en  las  de  dominio,  ó  por- 
que se  haya  realizado  aquél  al  ejecutante  en  las  de  mejor 
derecho. 

Considerando  que  el  convenio  formulado  y  ratificado 
en  autos  entre  el  ejecutante  y  el  ejecutado,  después  de  con- 
sentida la  sentencia  de  remate,  por  el  cual  la  mitad  de  la 
pensión  vitalicia  de  20.000  pesetas  debe  ser  aplicada  por  el 
actuario  al  pago  de  los  intereses  y  capital  prestado  por  Ruiz 
hasta  quedar  totalmente  satisiecho,  y  la  mitad  restante  des- 
tinada para  sufragar  las  necesidades  de  Rivero,  constituye 
una  cesión  equivalente  á  pago,  contra  la  cual  no  cabe  ter- 
cería, según  lo  expuesto  en  el  anterior  Considerando,  y  que, 
por  lo  tanto,  es  justo  el  fallo  de  que  se  recurre  al  absolver 
de  la  tercería  de  mejor  derecho  entablada  por  la  recurrente, 
para  que  por  dependencia  de  estos  autos  se  le  satisfaga  su 
crédito  con  preferencia  al  de  Ruiz. 

Considerando  que,  no  habiendo  legalmente  lugar  á  la 
tercería,  según  queda  demostrado,  en  la  mitad  de  la  pen- 
sión cedida  especialmente  en  pago  hasta  la  satisfacción  com- 
pleta del  ejecutante,  carecen  de  oportunidad  las  leyes  invo* 
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cadas  en  el  recurso,  que  todas  se  refieren  á  la  prelación  de 
créditos  que  estén  en  litigio  y  que  no  sean  aplicables  en  lo 
x]ue  haya  sido  destinado  definitivamente  á  su  pago. 


^aestión  2«^ — ¿Gozarán  de  preferencia  los  cré- 
ditos enumerados  en  el  apartado  i.^  del  articulo  1.922 
del  Código  civil,  si  no  justifica  el  acreedor  que  los  su- 
ministros de  que  los  créditos  proceden  se  aplicaron  á 
la  construcción,  reparación  ó  conservación  de  los  bie- 
nes del  deudor? 

¿Gozará  de  esta  misma  preferencia  sobre  los  crédi- 
tos comunes,  el  procedente  del  pago  de  la  contribución 
del  deudor,  hecho  por  el  acreedor  para  evitar  la  venta 
por  la  Hacienda  pública  de  los  bienes  sobre  que  la  con- 
tribución pesa,  bajo  el  concepto  de  que  con  ello  se  con- 
siguió la  conservación  de  los  mismos,  si  aparece  que 
tai  pago  se  hizo  contra  la  voluntad  del  deudor? 

Sentencia  de  27  de  Junio  de  1899. 

Don  José  Puñet  presentó  escrito  ante  el  Juzgado  del  Par- 
que, de  Barcelona^  acompañando  doce  facturas  por  algarro- 
bas, cebada  y  otros  granos,  con  el  conforme  de  Don  Ro- 
sendo Duran,  en  concepto  de  Administrador  de  la  Compa- 
ñía titulada  La  Derecha  del  Ensanche,  de  cuyas  facturas 
aparecía  la  Compañía  debiendo  6.464  pesetas;  y  decretado 
el  embargo  preventivo  en  varios  semovientes  y  carruajes 
designados,  por  Durán^  y  formulada  la  oportuna  demanda 
ejecutiva,  fué  despachada  la  ejecución,  á  la  que  se  opuso  la 
Compañía  demandada  por  basarse  en  el  reconocimiento  de 
las  firmas  de  las  facturas,  puestas  por  quien  no  tenía  facul- 
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tad  para  poner  el  conforme,  puesto  que  al  realizarlo,  y  aun 
antes,  había  dejado  de  pertenecer  á  la  Sociedad. 

Decretada  la  suspensión  del  auto  en  que  se  había  despa- 
chado la  ejecución,  por  haberse  presentado  con  anterioridad 
en  suspensión  de  pagos  La  Derecha  del  Ensanche,  formuló 
Don  Manuel  Hernández  Baeza  demanda  en  juicio  declara- 
tivo contraía  misma  Compañía,  en  reclamación  de  6.5oo  pe- 
setas; á  la  que  se  allanó  la  entidad  demandada,  recayendo 
sentencia  condenatoria  del  Juzgado,  que  se  hizo  firme;  y  en 
ejecución  de  la  misma  fueron  embargados,  y  adjudicados 
en  subasta  pública  al  actor,  varios  carruajes  y  caballerías 
por  precio  de  3.470  pesetas,  que  consignó  Hernández  en  la 
mesa  del  Juzgado. 

En  tal  estado  dedujo  Don  José  Puñet  la  demanda  de  ter- 
cería origen  del  recurso,  pidiendo  que  se  declarase  su  pre- 
ferente derecho  para  ser  reintegrado,  con  el  producto  de  los 
bienes  embargados,  del  importe  de  los  granos  suministra- 
dos á  la  Compañía  y  de  otro  crédito  procedente  del  pago  de 
la  contribución  que  había  efectuado  en  nombre  de  la  repe- 
lida Sociedad;  con  cuya  demanda  presentó  las  mencionadas 
facturas  y  un  documento  extendido  por  Don  Pedro  Vila,. 
como  Agente  ejecutivo,  en  el  que  se  consignaba  haber  reci- 
bido de  Don  José  Puñet,  acreedor  de  la  Empresa  La  Dere- 
cha del  Ensanche,  con  el  fin  de  que  no  se  procediera  á  la 
venta  de  los  bienes  de  ésta,  la  cantidad  de  i. 899  pesetas, 
importe  de  los  recibos  de  contribución  que  la  misma  adeu- 
daba, de  las  cuales,  999  eran  para  satisfacer  la  contribución 
y  los  recargos,  y  las  400  restantes  por  el  importe  aproxi- 
mado de  los  gastos  del  expediente  de  apremio. 

Don  Manuel  Hernández  se  opuso  á  la  demanda  negando 
la  legitimidad  del  crédito  de  6.464  pesetas,  así  como  la  apli- 
cación ó  destino  que  se  suponía  haber  dado  á  los  granos 
que  se  decía  haber  suministrado;  y  agregando  que  el  crédito 
de  la  Hacienda  en  que  se  consideraba  subrogado  el  actor, 
no  sólo  no  lo  había  reconocido  la  Derecha  del  Ensanche, 
sino  que  recurrió  contra  la  cuota,  pagada  indebidamente 
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por  Puñet,  por  no  ser  la  que  como  Sociedad  anónima  co- 
rrespondía satisfacer;  y  declarada  en  rebeldía  la  Compañía 
demandada,  y  suministrada  prueba,  cuyo  resultado  no  se 
consigna,  dictó  sentencia  la  Audiencia  de  Barcelona  absol- 
viendo  á  Hernández  de  la  demanda. 

Don  José  Puñet  interpuso  recurso  de  casación,  cítanda 
como  infringidos,  en  los  motivos  segundo  y  cuarto,  los  ar- 
tículos 1.922,  apartado  i."*,  y  1.924,  número  3.®,  letra  B  del 
Código  civil;  por  cuanto  á  los  créditos  del  recurrente  se  de-^ 
bía  la  conservación  de  los  semovientes  y  de  la  industria  que 
con  ellos  se  ejercía,  ya  que  hubieran  perecido  ó  se  habrían 
enajenado,  teniendo,  por  tanto,  preferencia  sobre  el  crédito 
de  Hernández  que,  por  ser  de  los  comunes  que  constan  por 
escritura  pública  ó  por  sentencia  firme,  sólo  tenía  la  prefe- 
rencia que  entre  los  de  su  clase  pudiera  darle  la  prelación 
de  fecha. 

El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso 

Considerando  que  la  cuestión  principal  debatida  en  el 
recurso  consiste  en  resolver  si,  aun  en  el  caso  de  estimarse 
probados  los  dos  créditos,  en  los  cuales  fundó  Don  José  Pu- 
ñet su  tercería,  porque  la  Sala  sentenciadora  hubiera  incu- 
rrido en  error  de  derecho  ó  de  hecho  al  apreciar  la  prueba 
sobre  la  existencia  del  crédito  relativo  al  suministro  de  gra- 
nos, debe  el  tercerista  reintegrarse  de  tales  créditos  con  pre- 
ferencia al  ejecutante . 

Considerando,  respecto  á  la  cantidad  de  6.464  pesetas 
demandada  por  el  tercerista,  como  procedente  de  granos  su- 
ministrados á  la  Sociedad  demandada  La  Derecha  del  En- 
sanche, según  las  facturas  y  asientos  de  los  libros  de  Puñet, 
que  negada  por  el  ejecutante  la  aplicación  de  tal  suministro,, 
no  practicada  prueba  acerca  de  este  particular,  y  no  exis- 
tiendo en  la  sentencia  dato  alguno  que  pudiera  servir  de  fun- 
damento para  juzgar  debidamente  acreditado  que,  supuesta 
el  suministro  de  granos,  estaba  directamente  destinado  y  se 
aplicó  á  la  conservación  de  los  bienes  objeto  del  embargo, 
no  puede  Don  José  Puñet  invocar  el  artículo  1.922  del  Có- 
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KJigo  civil  para  ser  reintegrado  con  preferencia  á  Don  Ma- 
nuel Hernández  Baeza,  quien,  por  constar  su  crédito  en  sen- 
tencia firme,  tiene  prelación  conforme  á  lo  dispuesto  en  el 
artículo  1.924  del  mismo  Código. 

Considerando,  en  orden  á  la  cantidad  de  i  .399  pesetas 
*6  céntimos  consignada  en  el  recibo  firmado  por  Don  Pedro 
Vila,  como  Agente  ejecutivo  de  la  zona  del  Ensanche,  que 
aunque  del  recurso  interpuesto  por  la  Sociedad  contra  el 
acuerdo  recaído  en  el  expediente  sobre  defraudación  indus- 
trial no  pudiera  necesariamente  colegirse,  como  lo  hace  la 
Sala  sentenciadora,  que  aquel  pago  se  hizo  á  Don  Pedro  Vila 
contra  la  expresa  voluntad  de  la  Sociedad  La  Derecha  del 
Ensanche,  en  cuyo  caso  ni  aun  podía  reclamarse  contra  el 
deudor  lo  que  se  hubiera  pagado,  no  fueron  presentados  con 
la  demanda,  ni  después  en  el  término  de  prueba,  los  recibos 
originarios  de  contribución,  expedidos  por  el  funcionario 
público  correspondiente,  para  acreditar  en  debida  forma  el 
hecho  del  cual  pretende  el  recurrente  derivar  su  mejor  de- 
recho á  ser  reintegrado  como  subrogado  en  los  derechos  de 
la  Hacienda  respecto  á  las  999  pesetas  80  céntimos  que  Vila 
expresó  ser  procedentes  de  tales  recibos  y  los  recargos,  ni 
se  practicó  prueba  alguna  con  relación  á  las  400  pesetas  res- 
tantes que,  según  afirma  Vila,  importaban  aproximada- 
mente los  gastos. 

Considerando,  por  lo  expuesto,  que  la  Sala  sentencia- 
dora, al  absolver  á  Don  Manuel  Hernández  Baeza  de  la 
demanda  de  tercería  interpuesta  por  Don  José  Puñet,  no  ha 
infringido  y  sí  interpretado  rectamente  los  artículos  del 
Código  civil  y  demás  disposiciones  que  se  citan  en  los  se- 
gundo y  cuarto  motivos  del  recurso. 

euestión  3.^— El  precepto  del  articulo  1.923  del 
Código  civil,  según  el  cual,  gozan  de  preferencia  los 
-créditos  del  Estado,  sobre  los  bienes  de  los  contribu- 
yentes, por  la  última  anualidad  de  impuestos,  ¿excluye 
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la  preiación  que  sobre  los  demás  bienes  del  deudor 
pueda  tener  la  Hacienda  Pública  por  leyes  especiales  > 


Sentencia  de  7  de  Diciembre  de  1898. 

Don  Guillermo  Martínez,  banquero  y  vecino  de  Segó- 
vía,  fué  declarado  en  estado  de  suspensión  de  pagos;  pero 
no  habiendo  cumplido  el  convenio  concertado  con  sus 
acreedores,  fué  rescindido  dicho  convenio  y  declarado  en 
quiebra  á  instancia  de  la  Sucursal  del  Banco  de  España  por 
auto  de  3 1  de  Diciembre  de  1892. 

Después  de  sustanciarse  los  recursos  que  contra  dicho 
auto  formuló  el  quebrado  y  de  ser  nombrados  los  Síndicos, 
se  celebró  junta  de  acreedores  para  reconocimiento  y  exa- 
men de  créditos,  clasificándose  como  comprendidos  en  el 
número  6.**  del  artículo  91 3  del  Código  de  Comercio  (i)  dos 
créditos  á  favor  del  Estado,  uno  por  talones  de  depósito  y 
otro  por  costas  ocasionadas  en  aquel  juicio  universal;  y  he- 
cha en  el  acto  por  el  Abogado  del  Estado  la  oportuna  pro- 
testa, formuló  ante  el  Juzgado  de  Segovia  su  impugnación 
pidiendo  que  se  revocase  el  acuerdo  de  la  junta  y  se  decla- 
rase que  los  mencionados  créditos  debían  comprenderse  en 
el  número  3.**  del  citado  artículo  (2),  á  cuyo  efecto  alegó  que 
los  talones  provenían  de  redenciones  á  metálico  del  servicio 
militar  efectuadas  por  Don  Ramón  Felipy  depositadas  en  la 
casa  de  banca  del  quebrado,  y  las  costas  judiciales  de  las 
causadas  en  beneficio  de  la  masa  común  de  acreedores,  á 
cuyo  pago  había  sido  condenado  aquél  en  dos  incidentes  que 
había  promovido;  que  la  preferencia  la  establecía,  respecto 
del  primero  de  dichos  créditos,  el  artículo  i3  de  la  Ley  de 
Administración  y  Contabilidad  del  Estado  de  25  de  Junio 


(1)    Acreedores  comunes  por  derecho  civil. 

(a)    Acreedores  privilegiados  por  derecho  común. 
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•de  1870;  y  que  dicha  ley  era  aplicable,  no  sólo  á  los  derechos 
nacidos  á  favor  del  Estado,  sino  á  los  adquiridos  por  él. 

Los  Síndicos  de  la  quiebra  se  opusieron  á  esta  pretensión 
exponiendo:  que  Don  Guillermo  Martínez  no  había  efectuado 
contrato  alguno  con  el  Estado  ni  con  Feíip,  limitándose, 
por  encargo  de  un  banquero  de  Lérida,  á  recoger  las  canti- 
dades que  fueron  consignando  los  mozos  que  pretendían 
Jibrarse  del  servicio  militar,  pero  sin  que  constituyeran 
verdadero  depósito,  pues  las  sentaba  en  la  cuenta  corriente 
xie  aquel  banquero  sin  constituirse  responsable  para  con  el 
Estado  ni  con  Felip. 

Sustanciado  el  pleito  en  dos  instancias  y  dictada  senten- 
cia por  la  Audiencia  de  Madrid  de  conformidad  con  la  pre- 
tensión del  Abogado  del  Estado,  interpusieron  los  Síndicos 
recurso  de  casación,  citando  como  infringidos,  en  los  moti- 
vos segundo  y  tercero,  el  artículo  1.976  del  Código  civil, 
que  deroga  todos  los  cuerpos  legales  que  contienen  reglas 
de  derecho  sobre  materias  tratadas  en  dicho  Código,  y  el 
1.923  del  mismo,  que  sólo  concede  al  Estado  preferencia 
sobre  los  bienes  por  la  última  anualidad  de  impuestos;  toda 
vez  que  la  sentencia,  entendiendo  vigente  el  artículo  i3  de 
la  Ley  de  Administración  y  Contabilidad  de  25  de  Junio 
de  1870,  que  estableció  la  prelación  pretendida  por  el  Abo- 
gado del  Estado,  concedía  preferencia  á  éste  por  los  talones 
de  depósito  procedentes  de  la  redención  del  servicio  militar, 
graduando  el  crédito  en  el  número  3.**,  y  no  en  el  6.*^,  del 
artículo  913  del  Código  de  Comercio;  y  los  mismos  artícu- 
los citados  del  Código  civil  y  el  1 3  de  la  Ley  de  Contabili- 
xlad,  en  el  supuesto  de  que  el  último  estuviera  vigente,  por 
cuanto  la  preferencia  que  establece  no  es  para  toda  clase  de 
créditos,  sino  únicamente  para  los  liquidados. 

El  Tribunal  Supremo  desestimó  estos  motivos  de  ca- 
pación 

Considerando  que,  si  bien  el  artículo  1.923  del  Código 
civil  concede  preferencia  al  Estado  respecto  á  determinados 
bienes  y  derechos  reales  por  el  importe  de  la  última  x 
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iidad  vencida  y  no  satisfecha  de  los  impuestos  que  graviten 
sobre  ellos,  en  armonía  con  lo  que  sobre  este  punto  tenía 
ya  dispuesto  la  vigente  Ley  Hipotecaria,  y  el  artículo  1.976 
declara  derogados  todos  los  cuerpos  legales,  usos  y  costum- 
bres que  constituyeron  el  Derecho  civil  común  en  todas  las 
materias  que  son  objeto  de  dicho  Código,  estas  disposicio- 
nes legales  no  excluyen  la  prelación  que  respecto  á  los  de- 
más bienes  del  deudor  pueda  tener  la  Hacienda  pública, 
conforme  á  la  naturaleza  de  sus  créditos,  ni  implican  la  de- 
rogación, expresa  ni  presunta,  de  leyes  especiales  de  otro 
orden,  cuya  subsistencia  reconoce  el  artículo  16  de  dicho 
cuerpo  legal;  y  que  hallándose  en  este  caso  la  Ley  de  Ad- 
ministración y  Contabilidad  de  25  de  Junio  de  1870,  que 
determina  los  bienes  pertenecientes  al  Estado,  regula  los 
derechos  de  éste  y  establece,  en  su  artículo  i3,  la  prelación 
de  sus  créditos  liquidados,  la  Sala  sentenciadora  aplicó  de- 
bidamente esta  ley  especial,  reconociendo  la  preferencia  del 
crédito  que  corresponde  hacer  efectivo  á  la  Hacienda  pública 
de  la  masa  común  de  bienes  del  quebrado  é  incluyéndolo 
en  el  número  3.^  del  artículo  giS  del  Código  mercantil  vi- 
gente, sin  necesidad  de  los  trámites  y  liquidación  previa 
que  para  otros  casos  exige  la  instrucción  para  el  procedi- 
miento contra  deudores  á  dicha  Hacienda,  puesto  que  aquí 
se  trata  de  un  crédito  por  cantidad  líquida,  conocida  y  de- 
terminada, cuya  legitimidad,  en  tal  concepto,  no  ha  com- 
batido la  Sindicatura,  y  que  fué  reconocido  en  la  quiebra  por 
la  junta  general  de  acreedores;  y  es  visto,  por  consiguiente, 
que  la  sentencia  reclamada  no  ha  infringido  las  disposicio- 
nes legales  que  se  citan  en  los  segundo  y  tercero  de  los  mo- 
tivos del  recurso. 

Gaestlón  4«* — Los  créditos  preventivamente  ano- 
tados en  el  Registro,  en  virtud  de  mandamiento  judi- 
cial, por  embargos,  secuestros  ó  ejeeución  de  senten- 
cias, ¿gozan  de  preferencia  sobre  les  bienes  anotados, 
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respecto  de  los  créditos  contraídos  con  anterioridad  C". 
la  anotación? 


Sentencia  de  8  de  Junio  de  1896. 

Con  motivo  del  matrimonio  del  Conde  de  Patilla  con 
Doña  Sofía  Fernández  Casariego,  efectuado  en  i .®  de  Octu- 
bre de  1864,  dio  á  ésta,  en  dote  inestimada,  su  padre  el 
Marqués  de  Casariego,  cinco  millones  de  reales,  cuyo  domi- 
nio no  pasó  á  su  esposo,  recibiendo  á  la  muerte  de  su  padre 
nueve  millones  de  pesetas  en  diferentes  bienes,  cuya  admi- 
nistración se  reservó. 

Don  Gabriel  Sánchez  Alonso  dedujo  el  año  1891  de- 
manda ejecutiva  contra  el  Conde  de  Patilla  por  el  impone 
de  tres  pagarés  vencidos  el  año  anterior;  y  trabado  embargo 
en  varios  bienes  de  la  propiedad  del  deudor  y  tomada  ano- 
tación preventiva  en  7  de  Enero  de  1892,  formuló  Doña  So- 
fía Fernández  Casariego  la  demanda  de  tercería  origen  de 
este  recurso,  con  la  solicitud  de  que  se  declarase  su  prefe- 
rente derecho  á  reintegrarse  con  el  producto  de  los  bienes- 
embargados  del  valor  de  los  dótales  y  parafernales  de  su 
propiedad;  pretensión  que  apoyó  en  la  escritura  de  consti- 
tución de  dote,  alegando,  además,  que,  tanto  el  metálico 
como  el  importe  de  los  bienes  aportados  al  matrimonio  por 
la  exponente  como  dótales  y  parafernales,  se  habían  inver- 
tido en  satisfacer  deudas  contraídas  por  el  Conde,  como  lo 
demostraban  las  escrituras  que  presentó,  otorgadas  en  los 
años  1887,  i^^^  y  1^9^- 

Don  Gabriel  Sánchez  Alonso  impugnó  la  demanda  ne- 
gando que  la  demandante  hubiera  aportado  al  matrimonio 
bienes  parafernales  en  razón  á  que,  para  haberlos  de  esta 
clase  en  la  sociedad  conyugal,  era  preciso  que  constase  su 
formal  entrega  al  marido  ante  Notario;  á  más  de  lo  cual,  se 
deducía  de  lo  expuesto  en  la  demanda  que  la  demandante 
había  vendido  sus  bienes  sin  exigir  hipoteca  especial  á  su. 
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marido,  y  en  este  caso  no  podía  alegar  preferencia  en  per- 
juicio de  tercero;  y  sustanciado  el  juicio  en  dos  instancias  y 
en  rebeldía  del  otro  demandado,  dictó  sentencia  la  Audien- 
cia de  Madrid  declarando  haber  lugar  á  la  tercería. 

Contra  esta  sentencia  interpuso  Sánchez  Alonso  recurso 
de  casación,  citando  como  infringidos:  en  el  motivo  segun- 
do, la  jurisprudencia  sentada  por  el  Tribunal  Supremo,  se- 
gún la  que,  los  bienes  del  marido  no  quedan  obligados  á  la 
seguridad  y  reintegro  de  los  parafernales  de  su  mujer  si  no 
le  han  sido  entregados  señaladamente;  y  el  artículo  1.384 
del  Código  civil  y  169  de  la  Ley  Hipotecaria,  que  eran  los 
preceptos  aplicables  al  caso,  pues  no  constaba  ni  podía 
constar  la  entrega  de  los  parafernales  bajo  la  fe  de  Notario; 
y  en  el  motivo  octavo,  el  artículo  1.923  en  su  número  4.°, 
en  relación  con  el  44  de  la  Ley  Hipotecaria,  al  no  declarar  la 
preferencia  del  crédito  del  ejecutante,  anotado  preventi- 
vamente en  el  Registro  de  la  propiedad. 

El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso 

Considerando  que,  aparte  de  que  la  tercería  interpuesta 
por  la  Condesa  de  Patilla  se  funda  en  su  mejor  derecho  á 
reintegrarse,  no  sólo  de  los  bienes  parafernales  enajenados 
con  intervención  de  su  marido,  sino  de  los  dótales  que 
aportó  al  matrimonio,  el  motivo  segundo  del  recurso  no  qj, 
.suficiente  para  determinar  la  casación  de  la  sentencia  recu- 
rrida, porque,  aun  cuando  la  tercerista  no  se  reservase  con 
el  carácter  de  parafernales  los  bienes  heredados  de  su  padre, 
los  que  posteriormente  haya  enajenado  para  pagar  deudas 
de  su  marido,  según  se  afirma  en  la  sentencia  recurrida,  es 
como  si  se  hubiesen  entregado  al  mismo  para  el  efecto  de  la 
obligación  de  devolvérselos  á  su  mujer,  cuando  así  consta 
por  escrituras  públicas. 

Considerando  que  tampoco  se  ha  cometido  la  infrac- 
ción alegada  en  el  motivo  octavo,  en  cuanto  la  Sala  declara 
la  preferencia  del  crédito  de  la  Condesa  de  Patilla  sobre  e  1 
del  recurrente  por  razón  de  aquellos  bienes  dótales  y  para- 
fernales que  fueron  enajenados  en  beneficio  de  su  esposo^ 

T.  XI.— 14 
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porque,  según  lo  expuesto  anteriormente,  dicha  obligación 
de  devolverlos  nació  desde  que  los  recibió  en  tal  concepto, 
y  la  disposición  del  artículo  44  de  la  Ley  Hipotecaria  sólo 
da  preferencia  respecto  de  los  bienes  anotados,  con  relación 
á  los  acreedores  que  ostenten  un  crédito  contraído  con  pos- 
terioridad á  la  anotación. 


Gaestlón  5.^  —  ¿Puede  considerarse  como  terce- 
ro, tratándose  de  bienes  inmuebles,  á  los  efectos  del 
artículo  1.923  del  Código  civil,  al  acreedor  que  obtuvo 
anotación  preventiva  del  embargo  trabado  en  ellos  para 
la  seguridad  y  garantía  de  su  crédito? 

Sentencia  de  25  de  Ootnbro  de  1895. 

Por  escritura  pública  otorgada  en  Madrid,  en  3o  de  Ju- 
lio de  1879,  declaró  el  Marqués  de  Manzanedo  la  cantidad 
en  que  quería  consistieran  las  arras  que  había  ofrecido  á  su 
esposa;  manifestando  en  la  cláusula  4.*^  que  los  bienes  que 
en  ella  describió  pertenecían  en  pleno  dominio  á  aquélla, 
por  haberlos  adquirido  con  las  economías  hechas  en  los  pro- 
ductos de  sus  bienes  propios,  comprendiéndose  entre  aqué- 
llos la  dehesa  titulada  Las  Migueras,  de  la  provincia  de 
Madrid. 

El  Marques  de  Manzanedo,  Duque  de  Santoña,  falleció 
en  1882,  é  incoado  juicio  voluntario  de  testamentaría,  pro- 
movió pleito  Don  Francisco  Mitjáns,  como  marido  de  la 
hija  y  heredera  de  aquél,  la  Marquesa  de  Manzanedo,  para 
que  se  declarase  inoficiosa  la  donación  de  arras  hecha  por 
el  Duque  á  favor  de  su  esposa  y  nula  la  cláusula  4.*  de 
aquella  escritura;  pleito  que  terminó  por  sentencia  firme 
de  22  de  Enero  de  1889  í"^  declaró  nula  dicha  cláusula  en 
cuanto  por  ella  se  hacían  del  exclusivo  dominio  de  la  Du- 
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quesa  viuda  de  Santoña  los  bienes  que  en  la  misma  se  des- 
cribían, los  cuales  correspondían  al  caudal  hereditario. 

Doña  María  del  Carmen  Hernández,  Duquesa  viuda  de 
Santoña,  y  Doña  Josefa  Manzanedo,  Marquesa  de  Manza- 
nedo,  como  únicas  interesadas  en  la  testamentaría,  compro- 
metieron sus  diferencias  en  arbitros  y  amigables  compone- 
<lores,  los  cuales  dictaron  su  laudo  en  6  de  Septiembre 
de  1 89 1,  en  el  que  practicaron  la  partición  de  la  herencia 
<iel  Duque,  adjudicándose  en  plena  propiedad  á  la  Marquesa 
de  Manzanedo,  para  pago  de  deudas  y  gastos  de  la  testamen- 
taría, diferentes  bienes,  entre  ellos  la  dehesa  de  Las  Migue- 
ras;  laudo  contra  el  cual  interpuso  la  Duquesa  viuda  recurso 
de  casación,  que  le  fué  admitido,  pero  cuya  ejecución  obtuvo 
desde  luego,  mediante  fianza  de  dos  millones  de  pesetas, 
dándose  á  la  misma  posesión  de  los  bienes  que  le  habían 
sido  adjudicados,  é  inscribiéndose  aquella  dehesa  á  su  nom- 
bre en  el  Registro  de  la  propiedad,  en  el  concepto  en  que  le 
había  sido  adjudicada,  en  8  de  Febrero  de  1892. 

Tres  años  antes  de  esta  última  fecha  había  deducido  Don 
Agustín  García  Benítez  demanda  contra  la  Duquesa  viuda 
de  Santoña  en  reclamación  de  2.612  pesetas,  recayendo  sen- 
tencia firme  condenatoria,  en  ejecución  de  la  cual  se  embar- 
gó,^en  10  de  Marzo  de  1891,  la  dehesa  de  Las  Migueras, 
embargo  de  que  se  tomó  anotación  preventiva  en  1 1  de 
Marzo  siguiente;  y  señalado  día  para  la  subasta,  presentó  la 
Marquesa  de  Manzanedo  la  demanda  de  tercería  origen  del 
recurso,  exponiendo:  que  no  podía  la  Duquesa  viuda  invo- 
car como  título  de  dominio  de  Las  Migueras  la  declaración 
hecha  por  su  esposo  en  la  cláusula  4.^  de  la  escritura  de 
arras,  toda  vez  que  había  sido  anulada  por  sentencia  firme; 
y  que  en  la  fecha  en  que  se  llevó  á  efecto  el  embargo  de  la 
dehesa  pertenecía  ésta  á  la  testamentaría  del  Duque;  y  su- 
plicó que  se  declarase  que  dicha  finca  pertenecía  en  propie- 
dad y  posesión  á  la  demandante,  mandando,  en  su  conse- 
cuencia, alzar  el  embargo  practicado;  con  cuya  demanda 
presentó  testimonio  del  laudo  arbitral  y  copias  simples  de 
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la  escritura  de  arras  y  de  la  sentencia  recaída  en  el  pleito 
sobre  nulidad  de  dicha  escritura. 

Declarada  la  rebeldía  de  la  Duquesa  viuda  de  Santoña, 
contestó  la  demanda  Don  Agustín  García  Benftez  alegando 
que  era  insuficiente  el  título  en  que  se  fundaba  la  tercería 
por  consistir  en  copias  simples  de  documentos  que  no  se 
había  acreditado  hubiesen  sido  inscritos  en  el  Registro;  y 
recibido  el  pleito  á  prueba,  en  cuyo  período  justificó  la  de- 
mandante haber  sido  inscrita  la  dehesa  á  su  favor  en  virtud 
del  laudo  arbitral,  dictó  sentencia  la  Audiencia  de  Madrid, 
declarando  que  la  dehesa  Las  Migueras  no  era  propiedad  de 
la  Duquesa  viuda  de  Santoña  al  trabar  sobre  ella  el  embar- 
go, sino  de  la  testamentaría,  y  que  á  la  sazón  era  de  la  ex- 
clusiva propiedad  de  la  Marquesa  de  Manzanedo,  en  conse- 
cuencia de  lo  cual  se  ordenó  la  cancelación  de  la  anotación 
preventiva  del  embargo. 

Contra  esta  sentencia  interpuso  Don  Agustín  García  Be- 
nítez  recurso  de  casación,  citando  como  infringidos  el  ar- 
tículo 1.537  ^^'^  L^y  d®  Enjuiciamiento  civil,  que  previene 
se  presente  con  la  demanda  de  tercería  el  título  en  que  se 
funde,  sin  cuyo  requisito  no  se  le  dará  curso;  el  396  de  la 
Ley  Hipotecaria,  según  el  cual,  no  se  admitirá  en  los  Tri- 
bunales ningún  documento  ó  escritura  de  que  no  se  haya 
tomado  razón  en  el  Registro  cuando  por  él  se  constituyan^ 
transmitan,  reconozcan,  modifiquen  ó  extingan  derechos 
sujetos  á  inscripción,  si  el  objeto  de  la  presentación  fuera 
hacer  efectivo,  en  perjuicio  de  tercero,  el  derecho  que  se 
debió  inscribir;  y  la  jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo 
concordante  con  dichos  preceptos,  por  cuanto  la  sentencia 
concedía  valor  y  eficacia  á  títulos  que  carecían  de  los  requi- 
sitos de  tales,  y  en  que  no  se  acreditaba  la  inscripción  ante- 
rior al  derecho  del  tercero  que  inscribió  antes. 

El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  re- 
curso 

Considerando  que,  fundada  la  demanda  de  tercería  en 
la  ineficacia  de  la  anotación  preventiva  del  embargo  practi- 
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cado  á  instancia  de  Don  Agustín  García  Benítez  en  la  de- 
hesa titulada  Las  Migueras,por  pertenecer  esta  finca  cuando 
aquél  se  realizó  á  la  testamentaría  del  Duque  de  Santoña,  de 
quien  es  única  y  universal  heredera  la  Marquesa  de  Manza- 
nedo,  y  no  á  la  Duquesa  viuda,  por  virtud  de  la  sentencia 
ejecutoria  que  declaró  nula  la  cláusula  4.*  de  la  escritura 
de  3o  de  Julio  de  1879,  así  como  en  el  hecho  posterior  de 
haberse  adjudicado  á  la  tercerista  en  el  laudo  arbitral  que 
puso  término  á  las  cuestiones  suscitadas  en  el  juicio  univer- 
sal de  testamentaría,  es  evidente  que  al  acompañar  á  dicha 
demanda  el  testimonio  del  expresado  laudo  y  las  copias  sim- 
ples de  los  documentos  públicos  en  que  aquellos  anteceden- 
tes constaban,  según  autoriza  el  artículo  5o5  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  cumplió  con  el  precepto  del  artícu- 
lo 1.537  de  la  misma  ley  procesal  que  se  supone  infringido 
en  el  primer  motivo  del  recurso,  y  la  demanda  era  de  todo 
punto  admisible,  sin  que  obste  que  el  documento  en  que  se 
hacía  constar  la  resolución  de  los  arbitros  respecto  á  la  finca 
embargada  no  se  hubiese  inscrito  aún  en  el  Registro  de  la 
propiedad,  como  lo  fué  pocos  meses  después,  porque  el  ar- 
tículo 396  de  la  Ley  Hipotecaria,  que  exige  este  requisito,  y 
cuya  infracción  también  se  señala,  supone  la  posibilidad  de 
la  inscripción,  y  hasta  entonces  no  habían  existido  términos 
hábiles  para  realizarla,  según  reconoce  como  punto  esencial 
de  hecho  la  Sala  sentenciadora,  ni  tampoco  puede  estimarse 
como  tercero  cuando  se  trata  del  dominio  de  bienes  inmue- 
bles, que  es  aquí  la  materia  litigiosa,  al  acreedor  que  obtuvo 
anotación  preventiva  de  un  embargo  practicado  en  ellos 
para  la  garantía  y  seguridad  de  su  crédito,  porque  el  artícu- 
lo 44  de  la  Ley  Hipotecaria,  conforme  con  el  1.923  del  Có- 
digo civil,  únicamente  le  conceden  el  derecho  de  preferencia 
respecto  á  los  bienes  anotados,  y  sólo  en  cuanto  á  créditos 
posteriores. 
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Guestlón  6.*— Dispone  el  número  4.''  del  articu- 
lo 1.923  del  Código  civil  que  los  créditos  preventiva- 
mente anotados  en  el  Registro,  en  virtud  de  manda- 
miento judicial,  por  embargos,  secuestros  ó  ejecución 
de  sentencias,  gozan  de  preferencia,  con  relación  á  los 
bienes  anotados,  sólo  en  cuanto  á  créditos  posteriores; 
y  establece  el  1.927  en  su  segundo  párrafo,  que  si  con- 
currieren dos  ó  más  créditos  respecto  á  determinados 
bienes  inmuebles,  gozarán  de  prelación  entre  sí  los 
comprendidos  en  el  número  4."*  del  1.923  antes  expre- 
sados, por  el  orden  de  antigüedad  de  las  respectivas 
anotaciones. 

Sentado  esto,  ¿gozará  de  preferencia  el  crédito  pos- 
terior por  el  solo  hecho  de  haber  obtenido  anotación 
preventiva  con  anterioridad  á  la  del  crédito  más  an- 
tiguo? 

La  sentencia  que  concede  prelación  al  acreedor 
más  antiguo,  no  obstante  haber  obtenido  la  anotación 
preventiva  con  posterioridad  á  la  del  más  moderno^ 
¿aplica  indebidamente  el  artículo  1.923  del  Código- 
civil? 

Sentenoia  de  25  de  Enero  de  1899. 

Don  Carlos  Pagés  reconoció  en  su  testamento,  otorgado 
en  Ponce  el  i .®  de  Febrero  de  1891 ,  ser  en  deber  á  Don  Luis 
Pérez  Valdivieso  la  suma  de  16.000  pesos;  y  fallecido  Pagés^ 
dedujo  Valdivieso  demanda  ejecutiva  contra  sus  herederos, 
solicitando  embargo  preventivo,  que  se  trabó  en  la  finca  Ob- 
dulia, del  que  se  tomó  anotación  suspensiva  en  el  Registro 
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en  10  de  Abril  de  1894,  y  subsanados  los  defectos,  anota 
ción  preventiva  en  22  de  Junio  siguiente. 

Pocos  días  después  de  admitida  la  demanda  ejecutiva 
mencionada,  otorgó  escritura  Doña  Obdulia  Ferrer,  Viuda 
de  Pagés,  por  sí  y  en  nombre  de  sus  hijos,  reconociendo 
ser  deudora  la  sucesión  á  Don  Juan  Estapé  de  la  suma 
de  aS.ooo  pesos,  en  reclamación  de  los  cuales  dedujo  tam- 
bién demanda  ejecutiva,  trabándose  embargo  en  la  misma 
finca  Obdulia,  del  que  se  tomó  anotación  preventiva  en 
el  Registro  el  12  de  Junio  de  1894,  ó  sea,  diez  días  antes  de 
la  anotación *del  otro  embargo. 

En  tal  situación,  formuló  Valdivieso  demanda  de  terce- 
ría pidiendo  que  se  declarase  la  preferencia  de  su  crédito;  é 
impugnada  por  Estapé  y  dictada  sentencia  por  la  Audiencia 
de  Puerto  Rico  declarándola  con  lugar,  interpuso  Estapé 
recurso  de  casación  citando  como  infringidos:  en  el  motivo 
primero,  el  artículo  1.927  del  Código  civil,  porque  siendo 
de  fecha  anterior  la  anotación  preventiva  del  recurrente, 
debía  ser  preferido  su  crédito  al  de  Valdivieso,  cuya  anota- 
ción era  posterior;  y  en  el  segundo,  el  1.923,  por  indebida 
aplicación,' ya  que,  tratándose  de  prelación  entre  acreedores 
que  anotaron  sus  créditos,  sólo  cabía  aplicar  el  1.927,  que 
confirma  el  principio  general  de  preferencia  por  orden  de 
fechas. 

El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso 

Considerando  que  el  artículo  1.927  del  Código  civil,  en 
su  párrafo  segundo,al  tratar  de  la  prelación  de  créditos,  hace 
referencia  en  su  regla  2.*^  á  los  comprendidos  en  el  núme- 
ro 4.^  del  artículo  i  .923,  que  son  I9S  preventivamente  anota- 
dos en  el  Registro  en  virtud  de  mandamiento  judicial  por 
embargos,  secuestros  ó  ejecución  de  sentencias  sobre  los  bie- 
nes anotados,  y  sólo  en  cuanto  á  créditos  posteriores;  limi- 
tándose el  citado  artículo  1.927  á  señalar  la  fecha  de  la  ano- 
tación para  el  orden  de  preferencia,  pero  evidentemente 
con  relación  á  créditos  posteriores,  así  prescrito  en  el 
1.923,  y  como  el  crédito  de   Pérez  Valdivieso,  no  sólo  es 
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anterior  á  la  anotación  del  de  Estapé,  sino  que  también  tres 
años  de  fecha  anterior  á  la  escritura  del  de  éste,  es  induda- 
ble que  en  la  sentencia  recurrida  no  se  cometen  las  infrac- 
ciones alegadas  en  los  dos  primeros  motivos  del  recurso. 


Guestión  7.*^—  Según  el  número  3.®,  letra  B,  del 
artículo  1 .924  del  Código  civil,  con  relación  á  los  demás 
bienes  muebles  é  inmuebles  del  deudor,  gozan  de  pre- 
ferencia los  créditos  que  sin  privilegio  espacial  cons- 
ten por  sentencia  firme,  si  hubiesen  sido  objeto  de  li- 
tigio. 

Este  precepto,  ¿excluye  las  sentencias  de  remate  ó 
se  refiere  á  toda  clase  de  sentencias  firmes  sin  distin- 
ción? 

Sentenoia  de  12  de  Octubre  de  1897. 

Por  la  cantidad  de  6.400  reales,  reconocida  en  documento 
privado  por  Don  Miguel  Cervera  á  favor  de  Doña  Salustiana 
Otaño,  promovió  ésta  juicio  ejecutivo,  en  el  que  se  trabó 
embargo  sobre  la  cuarta  parte  del  sueldo  que  aquél  disfru- 
taba, recayendo,  en  6  de  Abril  de  1879,  sentencia  de  remate. 

Con  posterioridad  á  esta  fecha  suscribió  el  mismo  Cer- 
vera un  pagaré  á  favor  de  Don  Francisco  Climent,  por 
1 .000  pesetas,  y  un  documento  privado  en  que  se  reconoció 
deudor  de  Doña  Ignacia  Pérez;  y  condenado,  en  juicio  ver- 
bal, al  pago  de  esta  última  cantidad,  por  sentencia  de  9  de 
Agosto  de  1894,  y  endosado  este  crédito  á  Climent,  dedujo 
éste  demanda  de  tercería  de  mejor  derecho,  pidiendo  que 
se  declarase  que  con  la  parte  de  sueldo  retenida  á  Cervera 
en  los  autos  ejecutivos  seguidos  por  Doña  Salustiana  Otaño, 
debía  ser  satisfecho  con  preferencia  el  suyo  y  el  endosado  á 
su  favor  por  Doña  Ignacia  Pérez. 
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Declarado  rebelde  Don  Miguel  Orvera,  impugnó  la  de- 
manda Doña  Salustiana  Otaño,  alegando  que  los  dos  crédi- 
tos, cuya  preferencia  de  pago  pretendía  el  tercerista,  no  sólo 
eran  posteriores  al  suyo,  sino  que  éste  había  sido  objeto  de 
un  juicio  ejecutivo  en  que  se  dictó  sentencia  de  remate,  que 
fué  consentida  por  el  ejecutado  antes  de  que  contrajera  las 
otras  deudas;  y  dictada  sentencia  por  la  Audiencia  de  Ma- 
drid, absolutoria  de  la  demanda,  interpuso  Don  Francisco 
Climent  recurso  de  casación,  citando  como  infringidos  ios 
artículos  1.924,  caso  3.**,  letra  B,  del  Código  civil,  y  el  167 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento,  apliC&dos  en  la  sentencia  in- 
debidamente, puesto  que  el  primero  no  se  refiere  á  las  sen- 
tencias de  remate,  excluidas  de  su  disposición;  deducién- 
dose del  segundo  que,  si  no  es  obstáculo  para  la  acumula- 
ción de  autos  á  un  juicio  ejecutivo  el  que  se  haya  dictado 
sentencia  de  remate  es  porque  éstas  no  tienen  el  carácter 
ni  el  valor  legal  de  sentencias  definitivas  y  firmes;  y  la  ju- 
risprudencia concordante,  anterior  al  Código  civil. 

El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso 
Considerando  que,  sea  cual  fuere  la  jurisprudencia  an- 
terior, están  bien  aplicados  en  la  sentencia  recurrida  los  ar- 
tículos del  Código  civil  citados  en  la  misma,  puesto  que  el 
número  3.*',  letra  B,  del  artículo  1.924,  al  hacer  mención  de 
sentencias  firmes,  no  distingue  ni  excluye  las  de  remate 
para  los  efectos  de  la  preferencia  de  créditos,  así  como  el 
artículo  167  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  establece  el 
caso  de  excepción  para  el  solo  efecto  de  las  acumulaciones, 
cuya  limitación  implica  que  la  firmeza  de  la  sentencia  de  re- 
mate alcanza  al  caso  de  prelación  de  que  se  trata. 

Véanse,  además,  las  sentencias  de  22  j  23  de  Diciem- 
bre de  i8gy,  en  la  Cuestión  2.*  del  artículo  1.917;  y  las  de 
g  de  Abril  y  1 1  de  Mayo  de  1894,  en  la  Cuestión  3.*  del 
artículo  1.918. 
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Guestión  8.*— ¿Tienen  el  alcance  de  sentencias 
firmes,  á  los  efectos  del  artículo  1.924,  número  3.^,  del 
Código  civil,  las  resoluciones  recaídas,  en  virtud  del 
allanamiento  á  la  demanda,  en  los  juicios  verbales  co- 
múnmente llamados  convenidos? 


Sentencia  de  18  de  Mayo  de  1894. 

El  Juzgado  municipal  del  distrito  de  la  Audiencia  de 
Madrid  citó  en  21  de  Abril  de  1891  á  Don  Fernando  Jirae- 
no,  á  instancia  de  Saavedra  y  Compañía,  para  la  celebración 
de  quince  juicios  verbales,  cada  uno  sobre  pago  de  25o  pe- 
setas, verificándose  al  siguiente  día  las  comparecencias,  sin 
que  al  pie  de  las  mismas  firmaran  el  Juez,  el  Secretario  ni  los 
interesados;  pero,  apareciendo  á  continuación,  en  una  sola 
acta  sin  solución  de  continuidad,  las  sentencias  que  todos 
firmaron,  condenando  al  Jimeno  al  pago  de  las  sumas  re- 
clamadas con  los  pactos  expresados  en  el  primer  Resultando 
de  dichas  sentencias,  ó  sea,  que  el  demandado  reconocía  la 
deuda,  y  que,  no  pudiendo  pagar,  consentía  que  se  le  retu- 
vieran 16  pesetas  mensuales  de  su  sueldo  en  concepto  de 
intereses,  que  el  capital  y  costas  lo  pagaría  de  una  sola  vez, 
y  que  los  intereses  vencidos  se  acumularían  al  capital  y  de- 
vengarían un  interés  de  4  por  100  mensual,  siendo  de  su 
cuenta  las  costas,  gastos  del  poder,  descuento  y  comisión. 

Un  año  después  presentó  escrito  Don  Fernando  Jimeno 
ante  uno  de  los  Juzgados  de  primera  instancia,  soli:itando 
de  sus  acreedores  quita  y  espera;  y  citados  Don  Ignacio  de 
Estruch,  Don  ÍVflguel  de  la  Sierra  y  Saavedra  y  Compañía, 
que  componían  la  relación  acompañada  por  el  deudor  y  ce- 
lebrada con  asistencia  de  los  dos  primeros,  se  aprobó  la 
proposición  presentada  consistente  en  rebajar  el  80  por  100 
de  los  créditos  y  no  reclamar  durante  diez  años  el  20  por  100 
restante. 
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En  tal  estado,  dedujo  Saavedra  y  Compañía  demanda 
incidental  pidiendo  que,  como  acreedores  pri\?ilegiados  de- 
bidamente abstenidos,  estaban  excluidos  del  convenio  y  de- 
bían conservar  íntegro  su  derecho;  demanda  que  impugna 
Jimeno,  siendo  declarados  los  otros  dos  demandados  en  re- 
beldía; y  sustanciado  el  juicio  en  dos  instancias,  dictó  sen- 
tencia la  Audiencia  de  Madrid  declarando  que  los  deman- 
dantes no  tenían  el  concepto  de  acreedores  privilegiados  en 
virtud  de  las  quince  sentencias  recaídas  en  otros  tantos  jui- 
cios verbales,  comúnmente  llamados  convenidos,  y  estaban 
obligados  á  pasar  por  el  convenio  aprobado  en  la  junta  de 
acreedores. 

Contra  esta  sentencia  interpuso  Saavedra  y  Compañía 
recurso  de  casación,  alegando,  en  el  primer  motivo,  la  in- 
fracción del  artículo  1.917  del  Código  civil,  en  cuanto  dis- 
pone que  no  quedan  obligados  á  los  convenios  de  quita  y 
espera  los  acreedores  que,  teniendo  derecho  de  abstenerse^ 
usaren  de  él;  derecho  que  tenía  el  recurrente  con  arreglo  al 
artículo  1.924;  y  en  el  motivo  segundo,  los  artículos  1.140 
y  i.i53dela  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  establecen 
idéntico  privilegio. 

El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso 

Considerando  que  el  derecho  de  abstención  que  el  ar- 
tículo 1. 917  del  Código  civil  concede  á  los  acreedores  com- 
prendidos en  el  1.922,  1.923  y  1.924  para  no  quedar  obliga- 
dos en  los  convenios  que  celebren  judicialmente  los  deudo- 
res con  sus  acreedores  sobre  quita  y  espera,  constituye,  á 
no  dudar,  un  privilegio  que,  como  todos  los  de  su  clase,  ha 
de  interpretarse  en  sentido  estricto. 

Considerando  que  el  allanamiento  á  las  demandas  pres- 
tado por  Don  Fernando  Jimeno  al  compareced  en  un  mismo 
día  y  ante  el  mismo  Juzgado  municipal  á  citación  del  acree- 
dor hoy  recurrente,  hace  que  las  resoluciones  en  ellas  re- 
caídas no  tengan  el  alcance  de  verdaderas  sentencias  firmes 
para  el  efecto  de  perjudi<;ar  á  otros  acreedores,  por  ser  las 
únicas  llamadas  á  disfrutar  con  las  escrituras  públicas  el 
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mencionado  privilegio  en  el  artículo  1.924  del  referido  Có- 
digo, en  relación  con  el  1.9 17  antes  citado. 

Considerando,  por  tanto,  que  al  estimarlo  así  la  sen- 
tencia recurrida,  lejos  de  infringir,  se  ajusta  á  lo  preceptuado 
en  dichos  artículos,  así  como  en  los  correlativos  de  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  civil  que  juntamente  con  ellos  se  invocan 
en  los  motivos  primero  y  segundo. 


p  eaestión  9/— Según  el  párrafo  3.%  letra  B,  del 

^  artículo  1.924  del  Código  civil,  los  créditos  que  cons- 

í  ten  por  sentencia  firme  tendrán  preferencia  entre  sí  por 

Ir  el  orden  de  antigüedad  de  las  fechas  de  las  sentencias. 
¡^,  No  obstante  este  precepto,  ¿gozará  de  preferencia 

í;  el  crédito  declarado  en  sentencia  de  fecha  posterior  si 

I  procede  de  gastos  de  conservación  de  los  bienes  con 

p  que.se  pretende  hacer  uno  y  otro  créditos  efectivos? 


Sentencia  de  16  de  Marso  de  1697. 

Con  arreglo  á  los  Estatutos  de  la  Sociedad  La  Peninsu- 
lar, podía  ésta  edificar  en  terrenos  de  particulares  con  de- 
terminadas condiciones,  entre  ellas,  la  de  suscribir  el  dueño 
del  solar  tantas  obligaciones  hipotecarias  de  la  Sociedad 
como  fueran  necesarias  para  cubrir  el  capital  importe  de  la 
construcción,  ó  dejar  hipotecado,  no  sólo  el  edificio,  sino  el 
solar,  declarándose  incurso  en  mora  en  el  caso  de  no  satis- 
facer el  interés  de  las  obligaciones  hipotecarias  y  quedando, 
en  tal  caso,  rescindido  el  contrato  y  reintegrada  la  Sociedad 
en  el  dominio  y  posesión  de  toda  la  finca. 

Con  tales  condiciones,  y  á  petición  de  Don  Pascual  Ma- 
<loic,  edificó  La  Peninsular  seis  casas  en  terrenos  que  aquél 
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tenía  en  Zarauz,  por  cuya  construcción  resultó  deudor  á  la 
Sociedad  del  importe  de  once  semestres  de  intereses. 

Ocurrido  el  fallecimiento  de  Madoz,  solicitó  su  viuda  la 
prevención  del  abintestato,  mandándose  por  el  Juzgado  del 
Hospicio,  de  Madrid,  que  se  formara  el  inventario  de  los 
bienes,  que  se  llevó  á  efecto  sin  citación  de  La  Peninsular, 
comprendiéndose  en  él  una  casa  de  campo  sita  en  Zarauz  y 
varios  terrenos  en  el  mismo  término,  siendo  nombrado  ad- 
ministrador del  abintestato  Don  Luis  María  Pardo  Pimeii- 
tel,  al  que  asignó  el  Juzgado  cinco  pesetas  diarias  de  dietas, 
y  quien  rindió  varias  cuentas  de  administración,  eh  las  que 
resultó  acreedor  por  i3.5oo  pesetas. 

La  Sindicatura  del  concurso  de  La  Peninsular  dedujo 
demanda  en  el  año  1881,  en  la  que  pidió  que  se  declarase 
que  los  causahabientes  de  Don  Pascual  Madoz  venían  obli- 
gados al  cumplimiento  del  contrato  celebrado  con  la  Socie- 
dad, por  virtud  del  cual  anticipó  ésta  los  gastos  de  cons- 
trucción de  las  seis  casas  de  Zarauz,  y  que  se  les  condenara 
al  pago  de  304.09o  reales,  y  de  no  verificarlo  en  el  acto,  á 
que  la  reintegraran  en  la  propiedad  y  posesión  de  las  fincas; 
cuya  demanda  fué  anotada  preventivamente  en  el  Registro 
de  la  propiedad;  y  terminado  el  pleito  por  sentencia  firme 
de  6  de  Diciembre  de  1882,  en  que  se  estimaron  todas  las 
pretensiones  de  la  demanda,  y  transcurrido  el  plazo  fijado 
para  el  pago  sin  que  se  hiciera  efectivo,  se  decretó  el  em- 
bargo de  las  casas  con  sus  rentas  y  se  requirió  al  adminis- 
trador para  que  depositara  sus  productos  en  el  Juzgado. 

Doña  Manuela  Miguel,  viuda  del  administrador  Pardo 
Pimentel,  presentó  al  Juzgado  la  cuenta  definitiva  de  la  ad- 
ministración,  que  fué  aprobada  por  auto  de  26  de  Agosto 
de  1890,  mandando  que  se  hiciera  pago  del  saldo  que  á  su 
favor  resultaba;  y  en  tanto  que  esto  ocurría,  pidió  y  obtuvo 
la  Sindicatura  del  concurso  de  La  Peninsular,  del  Juzgado 
que  conocía  del  cumplimiento  de  la  ejecutoria  de  6  de  Di- 
ciembre .de  1882,  que  se  tasaran  las  casas  de  Zarauz. 

Hecha  la  tasación,  dedujeron  los  herederos  de  Pardo  Pi- 
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inentel  la  tercería  objeto  de  este  pleito,  solicitando  que  se 
declarase  su  mejor  derecho  á  ser  reintegrados  de  su  crédi- 
to, alegando  que  las  casas  de  Zarauz  pertenecían  i  la  testa- 
mentaría y  no  á  los  herederos  de  Madoz  mientras  no  estu- 
vieran pagados  los  créditos  que  contra  aquélla  existían, 
puesto  que  la  herencia  había  sido  aceptada  á  beneficio  de 
inventario,  y  que  por  la  naturaleza  del  crédito  de  los  acto- 
res, que  procedía  de  gastos  judiciales,  tenían  preferente  de- 
recho al  del  concurso  para  ser  reintegrados  con  los  bienes 
de  la  testamentaría  ó  con  su  importe. 

La  Sindicatura  del  concurso  impugnó  la  demanda,  fun- 
dándose en  que  las  casas  de  Zarauz  no  habían  sido  com- 
prendidas en  el  inventario;  que  las  cuentas  presentadas  por 
Pardo  Pimentel  no  procedían  de  gastos  judiciales,  sino  de 
saldo  de  las  dietas  que  se  decían  asignadas  al  administrador 
y  del  pago  de  contribuciones  de  fincas  que  no  eran  las  de 
Zarauz;  y  que  el  saldo  cuya  preferencia  se  reclamaba  se  ha- 
bía reconocido  por  auto  de  26  de  Agosto  de  1890,  mientras 
que  la  sentencia  que  había  mandado  reintegrar  á  La  Penin- 
sular el  dominio  de  las  casas  de  Zarauz  era  anterior  en  más 
de  siete  años,  así  como  la  anotación  preventiva  de  aquella 
demanda. 

Declarado  en  ambas  instancias  el  preferente  derecho  de 
los  demandantes,  interpuso  la  Sindicatura  del  concurso  re- 
curso de  casación,  alegando,  en  los  cuatro  primeros  moti- 
vos, la  infracción  de  los  artículos  36 1  y  453  del  Código  civil, 
según  los  cuales,  los  que  edifican  casa  ó  edificio  tienen  el 
derecho  de  retenerla  para  el  cobro;  no  obstante  lo  cual,  la 
sentencia  mandaba  aplicarla  al  pago  de  un  tercero,  dejando 
en  descubierto  el  crédito  del  constructor;  la  ley  del  contrato 
y  el  artículo  1.091  del  mismo  Código,  en  cuanto,  estando 
afectas  dichas  casas  á  la  restitución  para  el  pago  de  ^a  cons- 
trucción, se  las  aplicaba  al  pago  de  otras  deudas;  los  artícu- 
los 42  y  70  de  la  Ley  Hipotecaria,  que  determinan  el  dere- 
cho de  la  anotación  preventiva  y  sus  efectos  con  certercero 
al  posponer  los  derechos  anotados  preventivamente  á  favor 
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del  recurrente;  y  la  Ley  ii,  Título  14,  Partida  quinta  y  la 
jurisprudencia  concordante,  confirmadas  por  el  párrafo  B 
del  número  3.^  del  artículo  1.924  del  Código  civil,  según 
los  cuales,  deben  ser  preferidos  para  el  pago  de  sus  créditos 
los  acreedores  que  primero  hubiesen  obtenido  sentencia,  si 
hubiesen  sido  objeto  de  litigio. 

El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso 
Considerando  que  los  gastos  de  conservación  de  unos 
bienes  no  pueden  menos  de  afectar  á  cuantos  en  ellos  tienen 
interés,  siendo,  en  consecuencia,  preferente  su  pago  al  de 
cualquier  otro  crédito  ,  que  en  tanto  son  realizables  en 
cuanto  aquéllos  se  conserven  *y  subsistan. 

Considerando  que,  supuesta  dicha  doctrina,  no  se  ha 
cometido  ninguna  de  las  infracciones  alegadas  en  los  cuatro 
primeros  motivos,  porque  las  respectivas  preferencias  á 
que  ellas  se  refieren  serían  ilusorias  sin  la  existencia  de  bie- 
nes sobre  que  hubieran  de  hacerse  efectivas,  y  los  gastos  de 
su  administración  no  pueden  menos  de  reputarse  como  de 
conservación,  que  deben  previamente  deducirse  antes  de 
ventilar  el  derecho  de  los  acreedores. 


Guestión  10. — Constando  un  crédito  en  escritura 
pública,  nula,  pero  validamente  confirmada  con  poste- 
rioridad, ¿gozará  de  preferencia  sobre  el  mismo  el  con- 
signado en  otra  escritura  pública,  válida,  posterior  á 
la  primera,  aunque  anterior  á  la  fecha  de  su  convali- 
dación? 

8«nt«ncia  d«  7  de  Kayo  de  1897. 

En  26  de  Octubre  de  iSgS,  Don  Ricardo  Mestre  y  Don 
José  Gómez  Acebo,  éste  en  representación,  que  dijo  se 
obligaba  á  acreditar  en  caso  necesario,  de  la  Sociedad  Benj 
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Winstone  and  Sons, de  Londres,  otorgaron  escritura  pública 
en  que  reconoció  el  primero  deber  á  dicha  Sociedad  4.638  pe- 
setas, que  se  comprometió  á  pagar  en  determinados  plazos; 
y  por  otra  escritura  de  ii  de  Junio  de  1894,  el  mismo  Doa 
Ricardo  Mestre  recibió  en  préstamo  de  Don  Manuel  Rodrí- 
guez Compán  3.5oo  pesetas,  habiendo  dado  en  garantía  de 
ambas  sumas  el  sueldo  que  disfrutaba  en  la  Dirección  ge- 
neral de  Aduanas. 

Con  poder  conferido  por  la  Sociedad  Benj  Winstone 
and  Sons,  promovió  Don  José  Gómez  Acebo  juicio  ejecutivo 
contra  Mestre,  y  al  ir  á  trabar  embargo  sobre  el  sueldo  del 
deudor,  resultó  estar  ya  embargado  en  otra  ejecución  á  ins- 
tancia de  Rodríguez  Compán;  en  cuya  virtud  formuló  Gó- 
mez Acebo  demanda  de  tercería  de  mejor  derecho,  á  la  que 
se  opuso  Compán,  alegando  que  el  actor  había  otorgado  la 
escritura  de  26  de  Octubre  de  1893  sin  poder  que  acreditara 
la  representación  que  quiso  ostentar;  duplicando  el  deman- 
dante que  no  necesitó  poder  para  otorgar  aquella  escritura^ 
porque  no  contrajo  obligación  alguna  en  nombre  de  la  So- 
ciedad que  representaba;  y  que,  en  todo  caso,  la  ratificación 
de  la  gestión  equivalía  al  mandato,  y  la  escritura  había  sido 
ratificada  por  la  interposición  de  la  demanda  ejecutiva  y  la 
de  tercería. 

Dictada  sentencia  por  la  Audiencia  de  Madrid  estimando 
la  demanda,  interpuso  Rodríguez  Compán  recurso  de  casa- 
ción, citando  como  infringidos  el  artículo  1.924,  letra  A,  del 
Código  civil,  que  concede  privilegio  entre  sí,  por  el  orden 
de  antigüedad  de  fechas,  á  los  créditos  que  consten  en  es- 
critura pública  sin  privilegio  especial,  precepto  que  ha  de 
entenderse  se  refiere  á  las  escrituras  en  que  concurren  todos 
ios  requisitos  legales  que  las  dan  eficacia;  puesto  que  la  es- 
critura de  26  de  Octubre  de  1893  no  reunía  dichos  requisi- 
tos y  era  de  los  instrumentos  declarados  nulos  por  el  ar- 
tículo 27  de  la  Ley  del  Notariado,  por  no  aparecer  la  firma 
de  una  de  las  partes,  la  de  Benj  Winstone  and  Sons,  no 
pudiendo  considerarse  como  de  ésta  la  de  su  oficioso  otor- 
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gante,  por  no  haber  acreditado  que  tuvierajpara  ello  poder; 
los  artículos  1.259  y  i. 3 1 3,  al  entender  la  sentencia  que  la 
ratificación  de  un  contrato  celebrado  á  nombre  de  [otro  por 
quien  no  tenga  su  autorización,  lo  purifica  de  los  vicios  de 
que  adoleciera,  desde  el  momento  de  su  celebración  y  per- 
judica al  tercero  que  contrató  antes  de  ser  ratificado;  crite- 
rio que  no  se  compadecía  con  los  principios  de  justicia  y 
equidad  que  informan  tantas  disposiciones  legales,  entre 
ellas  las  referentes  al  momento  desde  que  pueden  perjudi- 
car á  tercero  las  anotaciones  é  inscripciones  en  el  Registro 
de  la  propiedad;  y  el  artículo  1.925  del  mismo  Código  que 
priva  de  preferencia  á  los  créditos  no  comprendidos  en  los 
artículos  anteriores. 

El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso 
Considerando  que  el  artículo  27  de  la  Ley  del  Notaria- 
do, al  declarar  la  nulidad  de  los  instrumentos  públicos,  en- 
tre otros  defectos  de  forma,  por  el  de  no  aparecer  en  ellos 
la  firma  de  las  partes  cuando  éstas  debían  firmarlos,  se  re- 
fiere, como  lo  evidencia  su  texto,  á  la  falta  de  firma  de  las 
personas  que  comparezcan  como  partes  en  el  acto  del  otor- 
gamiento, prescindiendo  por  entero  de  la  capacidad  ó  per- 
sonalidad con  que  hubieren  comparecido;  porque  lo  regido 
por  dicho  precepto  es  la  forma  y  requisitos  extrínsecos  del 
documento,  mientras  que  todo  lo  que  afecta  á  la  esencia  del 
acto,  incluso  la  capacidad  ó  personalidad  para  celebrarlo,  se 
rige  por  otras  disposiciones  legales;  de  donde  se  sigue  que 
la  escritura  otorgada  en  1893  tiene  fuerza  de  instrumento 
público,  aunque  sea,  como  es  ciorto,  que  Don  José  Gómez 
Acebo  intervino  en  ella  representando  á  la  Sociedad  Benj 
Winstone  and  Sons,  sin  aparecer  que  estuviera  autorizado 
para  representarla  más  que  por  su  propia  manifestación  y 
por  el  reconocimiento  del  deudor  de  la  misma  Sociedad, 
que  se  obligó  á  pagar  su  deuda  en  los  términos  allí  estipu- 
lados. 

Considerando  que  la  ratificación  ó  confirmación  de  un 
contrato  hecho  por  la  persona  en  cuyo  nombre  se  hubiese 
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celebrado  por  un  tercero  sin  poderes  para  celebrarlo,  con- 
valida al  contrato  desde  el  momento  de  su  celebración  y  no 
desde  la  fecha  de  la  confirmación,  porque  ésta  recae  sobre 
el  acto  ya  ejecutado,  dándolo  por  bueno  y  eficaz,  según  cla- 
ramente se  desprende  del  artículo  1.259  ^^  relación  con 
el  1.3 1 3  del  Código  civil. 

Considerando  que,  aparte  de  que  para  estimar  ratifi- 
cado por  la  Sociedad  demandante  el  contrato  que  en  su 
nombre  celebró  Gómez  Acebo  el  año  1893,  se  funda  el  fallo 
recurrido,  no  tan  solamente  en  los  poderes  otorgados  al 
mismo,  sino  también  en  otros  elementos  de  prueba  no  im- 
pugnados por  el  recurrente,  es  lo  cierto  que  no  puede  rae- 
nos  de  reputarse  ratificado  un  contrato  cuando,  como  ocu- 
rre en  el  caso  presente,  la  persona  que  había  de  ratificarlo 
ejercita  en  juicio  las  acciones  creadas  á  su  favor  por  virtud 
del  mismo  contrato. 

Considerando  que  dada  la  eficacia  de  la  escritura 
de  1893  y  su  ratificación  por  la  Sociedad  demandante,  es 
evidente  que  siendo  anterior  en  fecha  á  la  del  recurrente 
Don  Manuel  Rodríguez,  no  se  ha  infringido  el  articulo  1.925 
del  citado  Código  al  declarar  su  preferencia  para  el  pago, 
sin  que  á  ello  se  oponga  la  doctrina  invocada  en  el  motivo 
quinto;  porque  en  el  caso  presente,  á  diferencia  de  lo  que 
ocurrió  en  el  caso  á  que  dicha  doctrina  se  refiere,  no  se  ha 
puesto  siquiera  en  duda  la  legitimidad  del  crédito  que  la  So- 
ciedad trata  de  hacer  efectivo. 


eaestlón  11. —Según  el  número  3.^  del  artícu- 
lo 1 .923  del  Código  civil,  los  créditos  hipotecarios,  ano- 
tados é  inscritos  en  el  Registro  de  la  propiedad,  gozan 
de  preferencia  sobre  los  bienes  hipotecados;  con  arre- 
glo al  número  3.%  letra  B,  del  artículo  1.924,  tienen 
preferencia  sobre  los  demás  bienes  muebles  é  tnmue- 
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bles  del  deudor,  los  créditos  que,  sin  privilegio  espe- 
cial, consten  en  escritura  pública;  y  á  tenor  de  lo  dis- 
puesto en  el  artículo  1.925,  no  gozarán  de  preferencia 
los  créditos  de  cualquiera  otra  clase,  ó  por  cualquier 
otro  titulo,  no  comprendidos  en  los  artículos  ante- 
riores. 

¿Puede  deducirse  de  la  combinación  de  estos  tres 
preceptos  que  los  créditos  asegurados  con  hipoteca  de 
determinados  bienes  carecen  de  preferencia  sobre  otros 
bienes  del  deudor,  no  obstante  su  naturaleza  de  escri- 
turarios, para  hacerse  efectivos  en  cuanto  no  los  cu- 
bran las  hipotecas  constituidas,  ó  son  compatibles  am- 
bos derechos  de  preferencia? 

Sentencia  de  11  de  Julio  de  1898. 

Por  escritura  pública  de  24  de  Marzo  de  1884,  ^^^  fu¿ 
inscrita  en  el  Registro  de  la  propiedad,  el  Banco  Hipoteca- 
rio de  España  dio  en  préstamo  á  Don  Lorenzo  OH  ver  25o.ooo 
pesetas^  que  éste  se  obligó  á  devolver  en  cincuenta  anuali- 
dades, constituyendo,  para  responder  de  capital,  intereses, 
costas  y  perjuicios,  primera  hipoteca  sobre  una  finca  deno- 
minada Colonia  de  San  Juan  de  Violada;  la  cual,  por  otra 
escritura  de  3i  de  Julio  de  1890,  igualmente  inscrita,  hipo* 
tecaron  de  nuevo  al  mismo  Banco  los  hijos  y  herederos  del 
Don  Lorenzo,  Don  José  y  Don  Lorenzo  Oliver  y  Méndez, 
por  5p.ooo  pesetas  de  capital  y  otras  sumas  por  intereses, 
perjuicios  y  costas. 

Por  falta  de  pago  de  cinco  semestres  de  cada  uno  de  di- 
chos préstamos,  pidió  y  obtuvo  el  Banco  Hipotecario  el  se- 
cuestro y  posesión  de  la  Colonia  de  San  Juan  de  Violada, 
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haciéndose  constar  en  la  diligencia  de  posesión  que  había 
de  70  á  8o  hectáreas  de  viñedo  sin  vendimiar,  y  en  la  bode* 
ga,  el  mosto  de  las  vendimiadas,  cubas,  vino  y  un  alambi- 
que, de  todo  lo  cual  se  dio  posesión  al  representante  del 
Banco;  sacándose  luego  á  subasta  la  expresada  finca  por 
primera  y  segunda  vez,  bajo  el  tipo  en  ésta  de  450.000  pe- 
setas, y  admitiéndose  posturas  de  las  dos  terceras  partes, 
sin  que  hubiera  ningún  lícitador. 

Para  cobro  de  lo.ooo  pesetas,  importe  de  dos  letras  li- 
bradas á  su  propia  orden  por  Don  Rafael  Bosch,  á  cargo  de 
Don  José  Oliver  y  Méndez,  que  éste  aceptó  y  no  pagó,  pro- 
movió el  primero  autos  ejecutivos  en  los  que  fueron  embar- 
gados, además  de  otros  muebles  y  semovientes,  Si.ooo  li- 
tros de  alcohol  y  diferentes  cantidades  de  granos  y  otros 
efectos  existentes  en  la  Colonia  de  San  Juan  de  Violada;  y 
dictada  sentencia  de  remate,  dedujo  el  Banco  Hipotecario 
demanda  de  tercería,  solicitando  que  se  declarase  que  los 
granos  embargados  por  Don  Rafael  Bosch  como  de  la  per- 
tenencia del  deudor  Oliver  eran  del  Banco,  como  poseedor 
del  predio  en  que  se  recolectaron,  y  que,  en  todo  caso,  te- 
nía sobre  ellos  derecho  preferente  al  de  Bosch,  así  como 
sobre  los  demás  bienes  por  éste  embargados. 

Declarado  Oliver  en  rebeldía  é  impugnada  la  demanda 
por  Bosch,  dictó  sentencia  la  Audiencia  de  Zaragoza  decla- 
rando haber  lugar  á  la  tercería  y  mandando  alzar  el  em- 
bargo practicado,  hacer  pago  al  Banco  con  los  efectos  objeta 
del  mismo  y  con  el  sobrante  el  crédito  de  Don  Rafael  Bosch; 
contra  cuyo  fallo  interpuso  éste  recurso  de  casación,  citando 
como  infringidos,  en  el  motivo  primero,  varios  artículos  de 
la  Ley  constitutiva  del  Banco  Hipotecario,  á  cuyo  tenor, 
una  vez  no  pagado  el  crédito  hipotecario,  cualquiera  frac- 
ción del  mismo  ó  de  sus  intereses,  quedan  limitados  los 
derechos  del  Banco  al  secuestro,  y  obtenido,  á  percibir  las 
rentas  vencidas  y  no  satisfechas  y  á  percibir  los  frutos  y 
rentas  posteriores  para  cubrir  con  ellos  los  gastos  de  explo- 
tación y  después  su  propio  crédito,  ó  en  otro  caso,  promo- 
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ver  su  enajenación  y  la  rescisión  del  contrato;  no  alean-' 
zando  su  acción  más  que  contra  la  fínca  hipotecada,  para 
lo  cual  exigen  sus  Estatutos  que  el  valor  de  ésta  sea  dos  ve- 
ces mayor,  por  lo  menos,  que  el  importe  del  préstamo;  en 
el  motivo  tercero,  el  artículo  1.924  del  Código  civil,  que  en 
su  número  3.®  concede  prelación  á  los  créditos  que,  cons- 
tando en  escritura  pública,  no  tengan  un  privilegio  espe- 
cial; porque  en  este  caso  tenía  el  crédito  del  Banco  el  pri- 
vilegio especial  de  la  hipoteca,  con  la  cual  había  quedado 
garantido  su  crédito  por  completo  y  con  exceso,  sin  que  pu- 
diera tener  por  su  naturaleza  especial  privilegiada  otra  pre- 
lación respecto  de  bienes  del  deudor  no  hipotecados  ó  que 
no  sean  de  los  que  se  enumeran  en  los  artículos  noy  1 1 1 
de  la  Ley  Hipotecaria  (i);  y  el  artículo  1.925  del  mismo  Có- 
digo, porque  expresando,  como  expresa,  que  no  gozarán  de 
preferencia  los  créditos  de  cualquiera  otra  clase,  ó  por  cual- 
quier otro  título,  que  los  que  el  mismo  Código  enumera, 
era  evidente  que  el  crédito  del  Banco,  fuera  de  la  hipoteca, 
no  tenía  ni  podía  tener  ninguna  preferencia  legal  sobre  el 
crédito  del  recurrente  con  relación  á  los  bienes  por  el  mismo 
embargados;  y  en  el  motivo  segundo,  los  citados  artícu- 
los 1 10  y  11 1  de  la  Ley  Hipotecaria,  por  hacer  extensivos 


(i)  Articulo  lio.  La  hipoteca  se  extiende  á  las  accesiones 
naturales,  á  las  mejoras,  á  ios  frutos  pendientes  y  rentas  no  perci- 
bidas al  vencer  la  obligación,  y  al  importe  de  las  indemnizaciones 
concedidas  ó  debidas  al  propietario  por  los  aseguradores  de  los  bie- 
nes hipotecados. 

Articulo  ni.  Conforme  á  lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior, 
se  entenderán  hipotecados  juntamente  con  la  fínca,  aunque  no  se 
mencionen  en  el  contrato,  siempre  que  correspondan  al  propieta- 
rio: I  .^  Los  objetos  muebles  colocados  permanentemente  en  un 
edificio,  bien  para  su  adorno  ó  comodidad,  ó  bien  para  el  servicio 
de  alguna  industria,  aunque  su  colocación  se  haya  verificado  des- 
pués de  constituida  la  hipoteca,  2.^  Las  mejoras  que  consistan  en 
nuevas  plantaciones,  obras  de  riego  ó  desagüe,  obras  de  repara- 
ción, seguridad,  transformación,  comodidad,  adorno  ó  elevación 
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la  sentencia  los  derechos  del  acreedor  hipotecario  á  bienes 
que  la  ley  excluye  de  los  efectos  de  la  hipoteca. 

El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso 
Considerando  que  la  sentencia  no  infringe  las  disposi- 
ciones legales  citadas  en  el  motivo  primero,  pues  ninguna 
de  ellas,  ni  todas  en  conjunto,  limitan,  como  entiende  el 
recurrente,  la  acción  del  Banco  á  los  bienes  hipotecados, 
sino  que,  por  el  contrario,  regulando  y  asegurando  la  efec- 
tividad de  la  hipoteca,  objeto  especial  de  dichas  leyes,  en 
nada  alteran  el  carácter  accesorio  propio  de  este  contrato, 
y,  por  consiguiente,  mantienen  el  derecho  del  Banco  á  diri- 
girse, como  todo  acreedor  hipotecario,  contra  la  responsa- 
bilidad general  del  deudor  para  hacer  efectivo  su  crédito  en 
cuanto  no  le  cubran  las  hipotecas  constituidas. 

Considerando  que  el  artículo  1.924,  número  3.**,  lejos 
de  decir  que  los  créditos  escriturarios  asegurados  con  hij>o- 
teca  de  algunos  bienes  carecen  de  preferencia  sobre  otros 
del  deudor,  se  la  deñne  bajo  la  letra  A,  al  establecer  que 
sobre  los  bienes  del  deudor  que  no  estuvieren  afectos  á  hi- 
poteca ó  á  otra  obligación  inherente,  y  después  de  los  cré- 
ditos que  enumera  en  los  párrafos  primero  y  segundo,  go- 
zarán de  preferencia  los  que  consten  en  escritura;  y,  por  lo- 


de  los  edificios  y  cualesquiera  otras  semejantes,  que  no  consisian^ 
en  agregación  de  terrenos,  excepto  por  accesión  natural,  ó  en 
nueva  construcción  de  edificios  donde  antes  no  los  hubiere.  3.*  Los 
frutos  que  al  tiempo  en  que  deba  hacerse  efectiva  la  obligación 
hipotecaria  estuvieren  pendientes  de  los  árboles  ó  plantas,  ó  ya 
cogidos,  pero  no  levantados  ni  almacenados.  4."  Las  rentas  venci- 
das y  no  pagadas,  cualquiera  que  sea  la  causa  de  no  haberse  hecho 
efectivas,  y  las  que  se  hayan  de  pagar  hasta  que  el  acreedor  sea 
satisfecho  de  todo  su  crédito.  5."  Las  indemnizaciones  concedidas 
ó  debidas  al  propietario  de  ios  inmuebles  hipotecados,  bien  por  la 
aseguración  de  éstos  ó  de  los  frutos,  siempre  que  haya  tenido  lu- 
gar el  siniestro  después  de  constituida  la  hipoteca,  ó  bien  por  la 
expropiación  de  terrenos  por  causa  de  utilidad  pública. 
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tanto,  que  la  sentencia  no  infringe,  sino  que  se  ajusta  á  dicho 
artículo,  cuando  reconoce  que  el  crédito  del  Banco  es  prefe- 
rente, como  escriturario,  al  de  Don  Rafael  Bosch,  que  no 
tiene  este  carácter. 

Considerando  que  por  esta  razón  no'es  aplicable  y  no 
ha  podido  ser  infringido  el  artículo  1.925,  invocado,  como 
el  1 .924,  en  el  motivo  tercero;  y  que  tampoco  lo  han  sido 
los  artículos  110  y  1 11  de  la  Ley  Hipotecaria,  citados  en  el 
motivo  segundo,  que  no  son  fundamento  de  la  sentencia. 


6aestI6li  12.— ¿Pueden  considerarse  como  acree- 
dores de  dominio,  por  depósito,  los  que  lo  son  por 
safdo  de  cuenta  corriente  con  el  deudor? 

Sentencia  de  28  de  Voviembre  de  1896. 

Presentada  en  estado  de  suspensión  de  pagos  la  casa 
Hijo  y  Sobrino  de  ViUodas,  de  Madrid,  y  declarada  luego 
en  el  de  quiebra,  á  petición  suya,  por  auto  de  9  de  Febrero 
de  1893,  consignaron  los  Síndicos  en  su  informe  sobre  re- 
conocimiento de  créditos  que  la  cuenta  corriente  con  Don 
José  Noguera  comprendía  numerosas  partidas  de  cargo  y 
abono,  arrojando  á  su  favor  un  saldo  de  450.000  pesetas  en 
efectivo,  el  cual  estaba  conforme  con  la  cantidad  consignada 
en  el  inventario  de  los  quebrados,  por  lo  que  la  Sindicatura 
proponía  el  reconocimiento  del  crédito  por  la  expresa  canti- 
dad, el  cual  fué  incluido  en  la  junta  de  graduación  entre  los 
créditos  comunes. 

Con  estos  antecedentes  dedujo  demanda  Don  José  No- 
guera pidiendo  que  se  reformara  la  graduación  de  créditos 
hecha  por  la  junta  y  que  calificara  el  suyo  como  compren- 
dido en  los  números  2.^  y  3.®  del  artículo  913  del  Código  de 
Comercio,  ó  como  privilegiado,  á  tenor  del  mismo  Código 
y  del  civil;  alegando  para  ello  que  era  acreedor  personal 
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por  depósito  de  los  llamados  irregulares,  por  haberlo  coas- 
titufdo  en  numerario,  sin  especiñcación  de  monedas  y  sin 
cerrar  ni  sellar;  que  como  era  depósito  lo  que  hizo,  y  no 
préstamo,  nunca  autorizó  á  la  Sociedad  quebrada  para  dis- 
poner de  su  dinero,  siendo  civil  el  depósito  por  no  reunir 
más  condiciones  que  las  exigidas  por  el  derecho  común;  que 
el  hecho  de  no  existir  en  la  masa  déla  quiebra  el  numerario 
de  su  depósito  no  era  bastante  á  convertirlo  en  préstamo, 
como  la  Sindicatura  pretendía;  disposición  punible  que  sólo 
inñufa  para  que  no  pudiera  entregarse  en  el  acto;  que  el 
Código  de  Comercio  reconocía  á  los  acreedores  por  depósito 
una'preferencia  que  habían  de  tener  siempre,  por  lo  cual, 
si  no  se  les  podía  dar  sus  depósitos  por  no  existir  en  la  masa 
en  la  forma  en  que  se  constituyeron,  había  que  restituírselos 
convirtiendo  los  efectos  de  la  masa  en  el  numerario  en  que 
consistieron,  puesto  que  era  presunción  legal  la  de  que,  al 
disponer  de  los  depósitos,  el  depositario  los  convirtió  en 
aquello  que  presentaba  como  activo  á  sus  acreedores;  y  que 
su  depósito,  por  su  naturaleza  civil,  se  hallaba  comprendido 
en  el  número  3.*^  del  artículo  91 3  del  Código  de  Comercio, 
que  decía  ser  preferentes  los  acreedores  privilegiados  por 
derecho  común,  y  en  éste  se  reconocía  haber  acreedores 
con  privilegio  especial,  según  el  artículo  1.924  del  Código  ci- 
vil, los  cuales  no  podían  ser  otros  que  los  que  lo  fueran  por 
depósito. 

La  Sindicatura  de  la  quiebra  impugnó  esta  pretensión 
alegando  que  Noguera  no  había  presentado  documento  al- 
gnno  por  el  que  se  demostrara  haber  entregado  en  depósito, 
en  una  ó  varias  ocasiones,  las  450.000  pesetas  en  numera- 
rio; que  el  artículo  1.924  del  Código  civil  no  reconoce  pre- 
ferencia alguna  á  los  acreedores  por  depósito  en  numerario; 
y  que,  aun  en  el  caso  de  haber  existido  contrato  de  depósito, 
¡o  que  no  se  justificaba,  se  habría  extinguido  y  convertido 
en  préstamo,  en  virtud  de  los  actos  del  demandante. 

Practicada  prueba  y  dictada  sentencia  por  la  Audiencia 
de  Madrid  absolviendo  á  la  Sindicatura  de  esta  demanda, 
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interpuso  Noguera  recurso  de  casación,  citando  como  in- 
fringidos los  artículos  908,  909,  912  y  913  del  Código  de 
comercio  y  el  número  3.*^  del  1.924  del  Código  civil,  en  el 
-concepto  en  que  los  había  alegado  en  el  curso  del  pleito. 
El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso 
Considerando  que  el  acreedor  por  saldo  de  cuenta  co- 
rriente, en  cuyo  caso  se  encuentra  esta  parte,  funda  su  tí- 
tulo y  causa  de  pedir  en  el  resultado  de  la  liquidación  de  la 
misma  cuenta;  de  suerte  que,  sea  cual  fuere  el  origen  de  las 
partidas  de  cargo  y  descargo  en  ella  contenidas,  aunque 
figuren  cantidades  entregadas  en  depósito,  es  lo  cierto  que 
la  relación  existente  entre  acreedor  y  deudor  no  puede  equi- 
pararse al  contrato'  de  depósito,  del  cual  es  requisito  indis- 
pensable que  el  depositario  tenga  siempre  la  obligación  de 
conservar  la  cosa  depositada  según  la  reciba,  para  devol- 
verla cuando  se  le  pida,  á  punto  de  que,  si  esta  obligación 
cesa  con  el  asentimiento  del  depositante,  desaparecen  los 
derechos  y  obligaciones  inherentes  á  dicho  depósito  para 
dar  lugar  á  otros  derechos  y  obligaciones  distintos,  según 
lo  dispuesto  en  el  artículo  909  del  Código  de  comercio;  si- 
guiéndose de  ello  que  al  desestimar  la  demanda  deducida 
por  Don  José  Noguera  no  infringe  la  Sala  sentenciadora  el 
caso  tercero  del  artículo  909  del  mismo  Código,  que  se  re- 
fiere al  depósito  de  bienes  y  efectos,  ni  los  demás  preceptos 
legales  que  en  relación  con  dicho  artículo  se  invocan  en 
apoyo  de  este  recurso. 


Digitized  by  CjOOQ IC 


CAPITULO  III 

DE  LA  PRELACIÓN  DB  CRÉDITOS 


ARTICULO  1.926 

Los  créditos  que  gozan  de  preferencia  con  re- 
lación á  determinados  bienes  muebles,  excluyen  á 
todos  los  demás  hasta  donde  alcance  el  valor  del 
mueble  á  que  la  preferencia  se  refiere. 

Si  concurren  dos  ó  más  respecto  á  determinados 
muebles,  se  observarán,  en  cuanto  á  la  prelación 
para  su  pago,  las  reglas  siguientes: 

I.*  El  crédito  pignoraticio  excluye  á  los  demás 
hasta  donde  alcance  el  valor  de  la  cosa  dada  en 
prenda. 

2.*  En  el  caso  de  fianza,  si  estuviese  ésta  legí- 
timamente constituida  á  favor  de  más  de  un  acree- 
dor^  la  prelación  entre  ellos  se  determinará  por  el 
orden  de  fechas  de  la  prestación  de  la  garantía. 

3.*  Los  créditos  por  anticipo  de  semillas,  gastos 
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de  cultivo  y  recolección,  serán  preferidos  á  los  de 
alquileres  y  rentas  sobre  los  frutos  de  la  cosecha 
para  que  aquéllos  sirvieron. 

4.*  En  los  demás  casos  el  precio  de  los  muebles 
se  distribuirá  á  prorrata  entre  los  créditos  que 
gocen  de  especial  preferencia  con  relación  á  los 
mismos. 


ARTICULO  1.927 

Los  créditos  que  gozan  de  preferencia  con  re- 
lación á  determinados  bienes  inmuebles  ó  dere- 
chos reales  excluyen  á  todos  los  demás  por  su 
importe  hasta  donde  alcance  el  valor  del  inmue- 
ble ó  derecho  real  á  que  la  preferencia  se  refiera. 

Si  concurrieren  dos  ó  más  créditos  respecto  á 
determinados  inmuebles  ó  derechos  reales,  se  ob- 
servarán, en  cuanto  á  su  respectiva  prelación,  las 
reglas  siguientes: 

I.*  Serán  preferidos, por  su  orden,  los  expresa- 
dos en  los  números  i.*"  y  2.*  del  artículo  1.923  á 
los  comprendidos  en  los  demás  números  del 
mismo. 

2.*  Los  hipotecarios  y  refaccionarios,  anotados 
ó  inscritos,  que  se  expresan  en  el  número  3.^  de 
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citado  artículo  1.923  y  los  comprendidos  en  el  nú- 
mero 4.°  del  mismo^  gozarán  de  prelación  entre  sí 
por  el  orden  de  antigüedad  de  las  respectivas  ins- 
4:ripciones  ó  anotaciones  en  el  Registro  de  la  pro- 
piedad. 

3."  Los  refaccionarios  no  anotados  ni  inscritos 
en  el  Registro  á  que  se  refiere  el  número  5.**  del 
artículo  1.923,  gozarán  de  prelación  entre  sí  por 
el  orden  inverso  de  su  antigüedad. 


ARTICULO  1.928 

El  remanente  del  caudal  del  deudor,  después 
de  pagados  los  créditos  que  gocen  de  preferencia 
con  relación  á 'determinados  bienes,  muebles  é 
inmuebles,  se  acumulará  á  los  bienes  libres  que 
^quél  tuviere  para  el  pago  de  los  demás  créditos. 

Los  que,  gozando  de  preferencia  con  relación  á 
determinados  bienes,  muebles  ó  inmuebles,  no  hu- 
biesen sido  totalmente  satisfechos  con  el  importe 
de  éstos,  lo  serán,  en  cuanto  al  déficit^  por  el  or- 
•den  y  en  el  lugar  que  les  corresponda  según  su 
respectiva  naturaleza. 
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ARTICULO  1.929 

Los  créditos  que  no  gocen  de  preferencia  con 
relación  á  determinados  bienes,  y  los  que  la  goza- 
ren, por  la  cantidad  no  realizada,  ó  cuando  hubiese 
prescrito  el  derecho  á  ía  preferencia,  se  satisfarán 
conforme  á  las  reglas  siguientes: 

I  .*  Por  el  orden  establecido  en  el  artículo  i  .924. 

2.'  Los  preferentes  por  fechas,  por  el  orden  de 
éstas;  y  los  que  la  tuvieren  común,  á  prorrata. 

3.*  Los  créditos  comunes  áque  se  refiere  el  ar- 
tículo 1.925,  sin  consideración  á  sus  fechas. 


Hecha  la  clasificación  de  los  créditos  de  un  concurso  con 
sujeción  á  las  reglas  establecidas  en  el  Capítulo  anterior»  el 
orden  de  prelación  para  su  pago  es  el  que  determinan  los  ar- 
tículos transcritos,  de  fácil  inteligencia  por  su  precisión  y 
claridad.  Con  los  bienes  muebles  afectos  especialmente  á 
determinados  cre'ditos,  se  pagan  éstos  con  exclusión  de  los 
de  cualquiera  otra  clase,  hasta  donde  alcance  el  valor  de  los 
muebles  á  que  la  preferencia  se  refierefde  suerte  que,  si  es- 
tos bienes  se  consumen  con  el  pago  de  las  obligaciones  á 
que  están  especialmente  afectos,  nada  puede  pagarse  con  su 
importe  de  las  demás  obligaciones  del  deudor.  Pero  pueden 
concurrir  varios  créditos  con  la  misma  clase  de  privilegio 
sobre  unos  mismos  bienes;  y  en  ese  caso,  la  prelación  de  los 
unos  sobre  los  otros  la  fija  el  artículo  1.926  por  medio  de 
las  cuatro  reglas  que  contiene.  Según  ellas,  el  crédito  pig- 
Doraticio  excluye  á  los  demás  relacionados  en  el  artícu- 
lo 1 .924  hasta  donde  alcance  el  valor  de  la  cosa  dada  en  pren- 
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da.  En  el  caso  de  dos  ó  más  fianzas,  la  más  antigua  en  la  fecha 
de  la  constitución  de  la  garantía  excluye  á  las  de  fecha  más 
moderna.  Y  los  créditos  por  anticipo  de  semillas,  gastos  de 
cultivo  y  de  recolección,  son  preferentes,  para  cobrarse  con 
los  frutos  de  la  cosecha  para  que  tales  anticipos  y  gastos  sir- 
vieron, á  los  procedentes  de  rentas  y  alquileres.  Fuera  de 
estas  preferencias,  no  existe  ninguna  otra  entre  los  demás 
créditos  que  el  artículo  1.922  enumera,  y  el  precio  de  los 
muebles  á  los  que  afecte  esta  especial  preferencia  se  distri- 
buirá entre  los  acreedores  de  esta  clase  en  proporción  al 
importe  de  sus  créditos. 

Análoga  prelación  se  establece  respecto  de  los  créditos 
que  con  arreglo  al  artículo  1.923  gozan  de  preferencia  sobre 
determinados  bienes  inmuebles  del  deudor.  Estos  excluyen 
i  los  demás  créditos,  por  su  importe,  hasta  donde  alcance 
el  valor  del  inmueble;  y  en  caso  de  concurrir  dos  ó  más 
créditos  con  igual  preferencia  sobre  unos  mismos  bienes  in- 
muebles ó  sobre  unos  mismos  derechos  reales,  son  prefe- 
rentes sobre  todos  los  demás,  en  primer  término,  los  crédi- 
tos á  favor  del  Estado  por  el  importe  de  la  última  anualidad 
vencida  y  no  pagada  de  los  impuestos  que  sobre  ellos  pesen; 
pero,  no  lo  que  se  le  deba,  por  el  mismo  concepto,  de  anua- 
lidades anteriores;  y,  en  segundo  lugar,  los  de  los  asegura- 
dores, sobre  los  bienes  asegurados,  por  los  premios  del  se- 
guro que  determina  el  número  2.**  del  artículo  1.923. 
Entre  los  créditos  hipotecarios  y  refaccionarios  anotados  ó 
inscritos,  y  los  preventivamente  anotados  en  el  Registro  en 
virtud  de  mandamiento  judicial,  por  embargos,  secuestros 
ó  ejecución  de  sentencias,  cuando  unos  y  otros  de  estos  cré- 
ditos concurran  juntos  con  preferencia  sobre  los  mismos 
bienes,  gozan  de  prelación,  entre  sí,  los  de  fecha  más  anti- 
gua sobre  los  de  fecha  más  moderna;  pero  teniendo  en 
cuenta  que,  así  como  la  prenda  responde  de  los  créditos  que 
garantiza,  con  todo  el  valor  de  la  cosa  pignorada,  la  hipoteca 
sólo  responde,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  artículo  114 
<de  la  Ley  Hipotecaria,  en  cuanto  á  los  intereses,  si  la  obli- 
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gación  los  produce,  de  los  correspondientes  á  los  dos  últi- 
mos años  transcurridos  y  á  la  parte  vencida  de  la  anualidad 
corriente,  que  es  á  lo  que  alcanzará,  respecto  de  los  mismos, 
el  privilegio  concedido  por  los  artículos  i  .923  y  i  .927;  con- 
curriendo el  acreedor,  por  el  resto  que  le  sea  ^debido,  con 
los  demás  acreedores  simplemente  privilegiados.  A  falta, 
por  último,  de  créditos  comprendidos  en  los  cuatro  prime- 
ros números  del  artículo  1.923,  ó  pagados  que  hayan  sido 
los  que  de  tal  clase  hubiere,  tienen  preferencia  sobre  todos 
ios  demás  los  refaccionarios  no  anotados  ni  inscritos  en  el 
Registro;  y  concurriendo  juntos  varios  de  la  misma  clase, 
la  tienen  entre  sí  por  el  orden  inverso  de  su  antigüedad;  es 
decir,  que  el  más  moderno  la  tien;  sobre  el  más  antiguo,  en 
consideración  á  que  los  últimos  gastos  realizados  en  el  in- 
mueble son  los  que  proporcionaron  las  ventajas  más  inme- 
diatas y  los  que  más  directamente  evitaron  su  deterioro  ó 
destrucción,  y  sin  los  cuales,  el  perjuicio  consiguiente  á  su 
pérdida  ó  demérito  habría  alcanzado  á  todos  los  acreedores; 
lo  cual  constituye,  precisamente,  la  razón  ó  fundamento  de 
su  privilegio. 

Pagados  todos  los  créditos  de  que  se  ha  hecho  mención, 
el  sobrante  de  los  bienes  muebles  é  inmuebles  sobre  los  que 
tenían  especial  preferencia  se  acumulará  á  los  demás  bie- 
nes de  toda  clase  del  deudor,  formando  lo  que  algunos  Có- 
digos llaman  fondo  del  concurso,  con  el  cual  se  ha  de  pagar 
á  los  demás  acreedores.  Este  tercer  grupo  lo  forman,  á  te- 
nor de  lo  dispuesto  en  el  artículo  1.928,  los  créditos  com- 
prendidos en  los  artículos  anteriores  cuyo  derecho  de  pre- 
ferencia hubiere  prescrito;  los  que  no  hubieren  sido  total- 
mente satisfechos  con  el  importe  de  los  bienes  muebles  ó 
inmuebles  determinados  sobre  los  que  tenían  preferencia 
en  la  parte  que,  por  no  alcanzar  el  importe  de  los  mismos  ó 
por  no  alcanzar  la  garantía,  como  antes  se  ha  dicho,  hubiere 
quedado  sin  satisfacer;  los  privilegiados  que  enumera  el  ar- 
tículo 1.924;  y  los  créditos  comunes  ó  sin  privilegio  de  nin- 
guna clase.  Y  determina  la  prelación  que  ha  de  observarse 
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para  su  pago,  el  artículo  1.927,  teniendo  en  cuenta,  no  ya  la 
clase  de  los  bienes  que  de  cada  obligación  debe  responder, 
sino  la  naturaleza  de  los  créditos  y  la  prioridad  de  sus  fe- 
chas, según  los  casos,  y  otorgando  la  preferencia  por  el  or- 
den marcado  en  el  artículo  1.924,  y  en  los  preferentes  por 
razón  de  la  fecha,  por  el  orden  de  éstas,  y  á  prorrata  las 
que  tuvieren  una  fecha  común.  Los  créditos,  por  últixno,^ 
que  no  ostentan  privilegio  alguno,  no  lo  tienen  tampoco  en- 
tre sí  por  razón  de  su  antigüedad;  la  ley  los  considera  igua- 
les y  ordena  su  pago  á  prorrata  con  el  importe  de  los  bienes 
restantes  de  toda  clase. 

Resta  sólo  advertir  que  las  disposiciones  de  este  tí- 
tulo del  Código  relativas  á  la  prelación  de  créditos  son 
aplicables  á  la  resolución  de  las  tercerías  de  mejor  de- 
recho. 


Gnestión.—  Constituidas  dos  hipotecas  sobre  un 
mismo  inmueble  y  vendido  éste  por  el  deudor  al  pri- 
mer acreedor  hipotecario  en  pago  de  su  crédito,  ¿de- 
jará de  responder,  en  absoluto,  dicho  inmueble  del  se- 
gundo gravamen? 

Sentenoia  de  11  de  Octubre  de  1889. 

Por  escritura  pública  otorgada  en  Alicante  en  28  de  Sep- 
tiembre de  1875  confesó  Don  Carlos  Arniches  haber  reci- 
bido en  aquel  acto,  en  concepto  de  préstamo,  de  Don  José 
Bas  Moró,  la  cantidad  de  9.000  pesetas,  que  se  obligó  á  de- 
volver en  el  término  de  seis  meses;  hipotecó.en  garantía  del 
pago  la  casa  número  i  de  la  calle  de  Golfín,  de  aquella 
ciudad;  y  declaró  que  dicha  casa  la  tenía  afecta  á  dos  hipo- 
tecas en  favor  de  Don  Francisco  Garrigós,  una  de  8.5oo  pe- 
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setas  y  otra  de  4.000;  pero,  estimándose  la  fínca  en  25.000 
pesetas,  la  dejaba  hipotecada  en  tercer  término  por  las 
9.000  recibidas  en  aquel  acto. 

En  2  de  Junio  de  1876  otorgaron  otra  escritura  Don 
Carlos  Amiches  y  Don  Francisco  Garrigós  por  la  que,  con 
objeto  de  satisfacer  el  primero  al  segundo  las  i2.3oo  pese- 
tas que  le  debía,  le  vendió  la  casa  hipotecada  de  la  calle  de 
Golfín  por  la  cantidad  de  iS.jSo  pesetas,  de  las  que  entregó 
el  comprador  i.25o,  reteniendo  el  resto  en  pago  de  su  cré- 
dito y  quedando  canceladas  las  dos  hipotecas  que  sobre  la 
citada  casa  tenía  constituidas. 

Fallecido  algunos  años  después  Don  Francisco  Garri- 
gós, dedujo  Don  José  Bas  Moró  demanJa  contra  sus  here- 
deros, exponiendo  que  canceladas  las  dos  hipotecas  consti- 
tuidas por  Arniches  á  favor  de  Garrigós,  quedó  Qomo 
primera  hipoteca  sobre  la  casa  de  la  calle  de  Golfín  la  del 
exponente;  y  suplicando  que  se  condenara  á  los  demanda- 
dos, como  poseedores  de  ella,  al  pago  de  la  cantidad  de  9.000 
pesetas,  intereses  y  costas  á  que  estaba  afecta;  é  impugnada 
por  los  demandado:»  y  dictada  sentencia,  absolviéndolos, 
por  la  Audiencia  de  Valencia,  interpuso  Bas  Moró  recurso 
de  casación,  citando  como  infringidos,  en  los  cuatro  prime- 
ros motivos,  el  artículo  1.876  del  Código  civil  y  el  io3  de 
la  Ley  Hipotecaria,  según  los  cuales,  las  hipotecas  sujetan 
directa  é  inmediatamente  los  bienes  sobre  que  se  imponen 
al  cumplimiento  de  las  obligaciones  para  cuy^  seguridad 
fueron  constituidas,  cualquiera  que  sea  su  poseedor;  al  de- 
clarar  la  sentencia  que  el  recurrente  carecía  de  derecho  para 
i^epetir  contra  la  totalidad  de  la  fínca  hipotecada,  por  ha- 
berla adquirido  un  primer  acreedor,  no  obstante  haberse 
realizado  la  venta  por  el  precio  que  quisieron  convenir  y 
sin  que  se  siguiera  el  procedimiento  marcado  por  la  Ley 
procesal  para  que  la  escritura  de  venta  de  la  casa  surtiera 
los  efectos  que  la  sentencia  la  concedía;  el  artículo  1.927  del 
mismo  (código,  por  aplicación  indebida,  porque  no  se  tra- 
taba en  el  pleito  de  un  caso  de  prelación  de  créditos,  sino 

T.   Kl.— 16 


Digitized  by  CjOOQ IC 


242  ARIÍCULOS   1.926  AL   1. 929 

de  la  responsabilidad  de  los  demandados  como  terceros  po- 
seedores de  la  fínca  hipotecada,  los  cuales  se  hallaban  en  el 
caso  de  pagar  al  recurrente  su  crédito  ó  abandonar  la  ñnca, 
en  cuyo  segundo  caso,  y  trabando  ejecución  el  recurrente 
sobre  la  misma,  sería  llegado  el  momento  de  discutir  la  pre- 
lación  de  sus  respectivos  créditos;  y  si  la  sentencia  entendía 
que  el  derecho  del  recurrente  estaba  limitado  á  reclamar  la 
diferencia  entre  el  precio  en  que  se  vendió  la  finca  y  el  im- 
porte de  los  créditos  de  Garrigós,  resultarían  inútiles  las 
disposiciones  de  la  Ley  Hipotecaria  que  establecen  la  garan- 
tía que  da  la  hipoteca,  su  alcance  y  el  derecho  real  que  de 
ella  se  deriva,  y  el  procedimiento  único  por  el  cual  puede 
un  primer  acreedor  hipotecario  embargar  la  finca  hipote- 
cada y  hacerse  dueño  de  ella  sin  ulterior  responsabilidad;  y 
el  artículo  77  de  la  expresada  ley,  según  el  cual  las  inscrip- 
ciones no  se  extinguen  en  cuanto  á  tercero  sino  por  su  can- 
celación ó  por  la  inscripción  de  la  transferencia  del  dominio 
ó  derecho  real  inscrito,  á  favor  de  otra  persona;  toda  vez 
que  la  sentencia  negaba  derecho  al  recurrente,  como  acree- 
dor hipotecario,  para  reclamar  á  los  demandados,  terceros 
poseedores  de  la  finca  hipotecada,  el  importe  de  su  cré- 
dito, derecho  que  era  una  consecuencia  de  la  inscripción 
hecha  á  su  favor,  y  que  se  hallaba  vivo  porque  la  ins- 
cripción no  estaba  cancelada  ni  se  había  mandado  can- 
celar. 

El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  re- 
curso 

Considerando  que  la  cuestión  litigiosa,  tal  como  ha  sido 
planteada  por  las  partes,  se  reduce  á  resolver  si  por  virtud 
de  la  demanda  entablada,  sin  otra  reclamación  ni  formali- 
dad previa,  pueda  obtener  Don  José  Bas  Moró,  acreedor  de 
Don  Carlos  Arniches,  con  tercera  hipoteca  sobre  la  casa  nú- 
mero I  de  la  calle  de  Golfín,  que  se  le  abonen  íntegramente 
el  crédito  y  sus  intereses  por  los  poseedores  actuales  de  la 
finca,  como  causahabientes  de  Don  Francisco  Garrigós  Gi- 
ner,  á  cuyo  favor  fué  enajenada  por  el  deudor  para  pago  de 
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los  créditos  que  tenía  asegurados  con  primera  y  segunda  hi- 
poteca. 

Considerando  que,  si  bien  es  cierto  que  la  hipoteca  su- 
jeta directa  é  inmediatamente  los  bienes  sobre  que  se  impo- 
ne, cualquiera  que  sea  su  poseedor,  al  cumplimiento  de  la 
obligación  que  garantiza,  no  lo  es  menos  que  cuando  se  trata 
-de  varios  gravámenes  hipotecarios  constituidos  en  una  finca, 
la  prelación  ó  preferencia  de  los  mismos  se  determina,  se- 
gún terminantes  disposiciones  legales,  por  el  orden  de  anti- 
güedad de  las  respectivas  inscripciones  en  el  Registro;  y 
<jue,  con  arreglo  á  este  precepto  de  necesaria  aplicación, 
siempre  que  exista  concurrencia  de  créditos  de  la  expresada 
clase,  el  derecho  del  demandante,  hoy  recurrente,  está  limi- 
tado á  poder  reclamar  y  percibir,  por  medio  del  procedi- 
miento correspondiente,  lo  que  del  valor  real  y  positivo  del 
inmueble,  no  del  que  prudencial  ó  arbitrariamente  se  le 
asignara,  sobrase  después  de  pagados  los  créditos  hipoteca- 
rios inscritos  con  anterioridad  al  suyo. 

Considerando  que  ni  estose  pide  en  la  demanda  inicial 
del  pleito,  ni  se  han  hecho  los  requerimientos  y  observado 
las  íormalidades  que  para  tales  casos  establece  la  Ley  Hipo- 
tecaria, ni  en  el  último  término,  á  pesar  de  la  manera  de 
apreciarse  la  cuestión  por  el  recurrente,  se  ha  intentado 
probar  su  afirmación  de  que  el  valor  de  la  finca  era,  supe- 
rior á  la  cantidad  en  que  se  vendió. 

Considerando  que,  de  consiguiente,  no  han  podido  co- 
meterse las  infracciones  alegadas  en  los  cuatro  primeros 
motivos,  no  sólo  por  las  razones  que  se  han  expuesto,  i>ino 
porque  la  sentencia  concilia  la  disposición  del  artículo  io3 
¿e  la  mencionada  ley,  que  reproduce  el  1.876  del  Código  ci- 
vil, acerca  de  los  efectos  de  las  hipotecas,  con  la  que  con- 
tiene la  regla  2.*  del  artículo  1.927  del  Código,  y  que  se  re- 
fiere á  la  prelación  de  las  hipotecas  constituidas  sobre  un 
mismo  predio;  porque  tampoco  declara  por  modo  alguno 
•que  se  haya  cancelado  la  que  á  su  favor  tiene  Don  José  Bas  y 
Moró,  la  cual,  por  el  contrario,  está  subsistente  y  es  eficaz; 
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y,  en  fin,  porque  no  desconoce  el  derecho  que  nace  de  ella^ 
y  que  en  la  forma  procedente  puede  ejercitar  el  interesado, 
por  lo  que  toca  al  valor  del  inmueble,  sea  mucho  ó  poco, 
que  exceda  del  importe  de  los  créditos  asegurados  con  las 
preferentes  hipotecas  anteriores. 
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TITULO  ZVZU 

DE     LA    PRESCRIPCIÓN 


CAPITULO    PRiMERO 

DISPOSICIONES     GENERALES 


ARTICULO  1.930 

Por  la  prescripción  se  adquieren,  de  la  manera 
y  con  las  condiciones  determinadas  en  la  ley,  el 
dominio  y  demás  derechos  reales. 

También  se  extinguen  del  propio  modo  por  la 
prescripción  los  derechos  y  las  acciones,  de  cual- 
quier clase  que  sean. 

La  prescripción  es  una  institución  impuesta  por  exigen- 
cías  del  orden  social,  interesado  en  la  estabilidad  de  los  de- 
rechos y  de  la  propiedad,  á  la  que  atentaría  la  incertidum- 
bre  consiguiente  á  la  posibilidad  de  reclamar  contra  hechos 
consumados  por  un  lapso  de  tiempo  indefinido.  La  ley,  por 
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tanto,  ha  tenido  que  señalar  un  límite  á  estos  estados  de  in- 
determinación del  derecho,  resolviéndolos  en  favor  del 
poseedor  mediante  las  reglas  que  este  último  titulo  del  Có- 
digo contiene. 

La  prescripción  presenta  las  dos  modalidades  que  de  an- 
tiguo se  conocen  con  los  nombres  de  prescripción  adquisi- 
tiva y  prescripción  extmtiva,  y  que  el  Código  reconoce  en 
el  artículo  i.gSo.  Por  la  primera  se  adquieren  el  dominio  y 
demás  derechos  reales,  de  la  manera  y  con  las  condiciones 
y  tiempo  que  determina  el  Capítulo  2.**;  por  la  segunda  se 
extinguen  los  derechos  y  acciones  de  cualquiera  clase  que 
sean,  y  de  ella  se  ocupa  el  Capítulo  3.°;  conteniéndose  en  el 
primero  las  disposiciones  que  son  á  una  y  á  otra  comunes  y 
aplicables. 

En  rigor  no  existen  dos  clases  de  prescripción,  sino  una 
sola  con  dos  distintos  aspectos,  porque  la  adquisición  de 
una  cosa  ó  de  un  derecho  por  el  transcurso  de  un  determi- 
nado período  de  tiempo  lleva  consigo,  necesariamente,  la 
pérdida,  por  otra  persona,  del  dominio  de  la  cosa  ó  del  dere- 
cho y  la  extinción  de  las  acciones  que  le  competían  para  re- 
clamar la  primera  ó  hacer  efectivo  el  segundo.  Por  esta  ra- 
zón se  observa  que,  si  bien  el  tiempo  señalado  para  la  pres- 
cripción de  las  acciones  es,  por  regla  general,  mayor  que  el 
exigido  para  la  correlativa  del  dominio  y  demás  derechos 
reales,  los  preceptos  por  los  que  la  primera  se  rige  están 
subordinados  á  los  que  determinan  el  tiempo  de  la  pres- 
cripción adquisitiva,  como  así  se  preceptúa  en  los  artículos 
1.962  y  1.963 

Esta  relación  no  se  da,  sin  embargo,  en  la  prescripción 
de  los  derechos  meramente  personales. 


6aesti6n.  —  Según  dispone  el  artículo  1.622  del 
Código  civil,  el  censatario  está  obligado  á  pagar  las 
contribuciones  y  demás  impuestos  que  afecten  á  la 
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finca  acensuada;  pudiendo^  al  veriñcar  el  pago  de  la 
pensión,  descontar  de  ella  la  parte  de  los  impuestos  que 
corresponda  satisfacer  al  censualista. 

Este  derecho  de  descuento  otorgado  al  censatario, 
¿se  extingue  en  absoluto  al  prescribir  la  acción  para 
reclamar  el  correspondiente  á  cualquiera  pensión,  ó 
prescribe  sucesivamente,  por  el  tiempo  marcado  por  la 
ley,  á  contar  de  la  fecha  del  pago  de  cada  una  de  las 
pensiones? 

BMitenoia  de  12  de  Enero  de  1897. 

En  12  de  Agosto  de  1890  formularon  demanda  el  Presi- 
dente de  la  Junta  administrativa  de  Nogarejas  y  el  Sindi- 
cato del  Ayuntamiento  de  Castrocontrigo,  ambos  en  repre- 
sentación del  primero  de  dichos  pueblos,  pidiendo  que  se 
declarase  que  Don  Francisco  de  Borja  Téllez  Girón,  Duque 
de  Uceda,  estaba  obligado  á  recibir  la  pensión  que  por  ra- 
zón de  un  foro  le  habían  satisfecho,  con  el  descuento  de  la 
contribución  territorial,  á  cuyo  descuento  se  negaba  el  de- 
mandado; y  que  se  le  condenara  á  que,  en  lo  sucesivo  y  per- 
petuamente, sufriera  cada  año  al  recibir  la  pensión  el  des- 
cuento correspondiente  por  dicho  concepto,  á  abonar  las 
contribuciones  que  había  dejado  de  satisfacer  desde  el  año 
1870,  y  á  admitir  las  cantidades  que  tales  contribuciones  re- 
presentasen en  compensación  de  las  pensiones  forales  atra- 
sadas que  al  demandado  eran  en  deber;  á  cuya  demanda  se 
opuso  el  Duque  de  Uceda,  alegando  que  venía  cobrando  la 
pensión  foral  desde  tiempo  inmemorial,  sin  descuento  al- 
guno, y  que  el  dicente  pagaba  directamente  la  contribución 
que  le  correspondía  por  toda  clase  de  utilidades. 

Dictada  sentencia  confirmatoria  por  la  Audiencia  de  Va- 
lladolid  de  conformidad  con  las  pretensiones  de  la  deman- 
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da,  interpuso  el  Duque  de  Uceda  recurso  de  casación,  ci- 
tando como  infringidos,  en  los  cinco  primeros  motivos,  va- 
rios preceptos  de  la  legislación  antigua  y  jurisprudencia  con 
ellos  concordante,  según  los  cuales,  las  acciones  personales 
prescribían  á  los  veinte  años,  siéndola  prescripción  un  mo- 
tivo de  extinción  y  caducidad  de  las  acciones  cuando  no  se 
ejercitan  dentro  del  término  señalado  por  la  ley;  y  los  ar- 
tículos i.gSo  y  1.932  del  Código  civil,  citados  en  la  sentencia 
recurrida  para  fundar  el  fallo,  y  con  arreglo  á  los  que,  la 
prescripción  extingue  los  derechos  y  acciones,  de  cualquiera 
clase  que  sean,  en  perjuicio  de  toda  clase  de  personas,  in- 
cluso las  ju^ídicas;  por  cuanto  la  sentencia  estimaba  pres- 
critos los  descuentos  por  razón  de  la  contribución,  anterio 
res  á  los  veinte  años  últimos  y  viva  la  acción  para  los  de 
dichos  veinte  años  y  los  sucesivos,  lo  cual  era  absurdo 
cuando  se  trata  de  la  prescripción  de  la  acción  en  sí  misma, 
en  cuyo  caso  muere  ésta  para  siempre,  pues  de  otro  modo 
no  se  conseguiría  la  estabilidad  de  los  derechos,  fin  princi- 
pal de  la  prescripción. 

El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  re- 
curso 

Considerando  ^que,  al  alegar  la  prescripción,  que  es  el 
fundamento  principal  del  recurso,  se  parte  del  supuesto  de 
que  se  ha  extinguido  en  absoluto  el  derecho  para  pedir  que 
el  importe  anual  de  la  contribución  se  rebaje  de  las  pensio- 
nes forales,  supuesto  inadmisible,  porque  la  acción  para  re- 
clamar la  indicada  rebaja  nace  en  cada  año  del  hecho  de  pa- 
garse por  los  foreros  a  contribución  que  se  les  impone  con 
arreglo  á  las  leyes;  por  lo  cual,  la  prescripción  sólo  puede 
tener  lugar  respecto  á  la  acción  para  exigir  el  descuento  de 
las  cuotas  de  determinados  años,  y  de  ningún  modo  al  de- 
recho para  reintegrarse  de  las  que  no  se  hayan  abonado  por 
el  señor  del  dominio  directo  y  que  no  estén  prescritas. 

Considerando  que,  sentado  esto,  y  no  habiéndose  pre- 
tendido en  la  demanda,  ni  acordándose  en  la  sentencia  sino 
que  se  rebajen  de  las  pensiones  las  cuotas  de  contribución 
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correspondientes  á  los  últimos  veinte  años,  son  inaplicables 
Y  no  han  podido  infringirse  las  leyes  y  doctrinas  citadas  en 
ios  cinco  primeros  motivos,  que  todas  ellas  se  refieren  á  la 
extinción  de  las  acciones  personales  por  el  lapso  de  aquel 
tiempo. 
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ARTICULO  1.93 1 

Pueden  adquirir  bienes  ó  derechos  por  medio 
de  la  prescripción  las  personas  capaces  para  adqui- 
rirlos por  los  demás  modos  legítimos. 

ARTICULO  1.932 

Los  derechos  y  acciones  se  extinguen  por  la 
prescripción  en  perjuicio  de  toda  clase  de  perso- 
nas, inclusas  las  jurídicas,  en  los  términos  preve- 
nidos por  la  ley. 

Queda  siempre  á  salvo  á  las  personas  impedi- 
das de  administrar  sus  bienes  el  derecho  para  re- 
clamar contra  sus  representantes  legítimos,  cuya 
negligencia  hubiese  sido  causa  de  la  prescripción. 


ARTICULO  1.933 

La  prescripción  ganada  por  un  copropietario  6 
comunero  aprovecha  á  los  demás. 


Digitized  by  CjOOQ IC 


ARTÍCULOS    1. 93  I   AL   1 .934  ^S»! 

ARTICULO  1.934 

La  prescripción  produce  sus  efectos  jurídicos,  á 
favor  y  en  contra  de  la  herencia,  antes  de  haber 
sido  aceptada  y  durante  el  tiempo  concedido  para 
hacer  inventario  y  para  deliberar. 


La  prescripción,  á  tenor  de  lo  establecido  en  el  articu- 
lo 609  del  Código,  y  como  de  su  misma  naturaleza  se  des- 
prende, es  un  modo  de  adquirir  la  propiedad;  y  en  tal  con- 
cepto, es  lógico  que  el  Código  haya  declarado  en  el  artícu- 
lo 1.93 1  que  pueden  adquirir  bienes  ó  derechos  portal 
medio  las  personas  capaces  para  adquirirlos  por  los  demás 
modos,  legítimos.  Pero  no  ocurre  lo  propio  con  la  prescrip- 
ción como  medio  de  extinguirse  los  derechos  y  acciones; 
ésta  alcanza  á  toda  clase  de  personas,  capaces  é  incapaces, 
incluso  á  las  personas  jurídicas,  y  sin  más  limitación  que  la 
de  que  sean  prescriptibles  por  su  naturaleza  las  cosas  ó  de- 
rechos objeto  de  ella;  circunstancia  ó  requisito  que  es  co- 
mún á  la  prescripción  como  modo  de  adquirir;  y  es  natural 
que  así  sea,  puesto  que  si  la  ley  admitiera  excepciones, 
como  se  admitían  por  la  antigua  legislación  en  favor  del 
Estado,  de  los  menores  de  edad,  de  las  mujeres  casadas 
por  razón  de  su  dote  inestimada  y  de  los  dueños  de  las  co- 
sas hurtadas  ó  robadas,  dejaría  de  ser  cierto  el  principio 
consagrado  en  el  artículo  1..963  de  que,  son  susceptibles  de 
prescripción  todas  las  cosas  que  están  en  el  comercio  de  los 
hombres.  El  precepto  del  artículo  1.932  ha  sido  preciso 
completarlo,  sin  embargo,  con  el  contenido  en  su  segundo 
párrafo,  porque  no  siendo  imputable  á  las  personas  impedi- 
das de  administrar  sus  bienes  el  perjuicio  consiguiente  á  la 
pérdida  de  la  cosa  ó  del  derecho,  sino  á  sus  representantes 
legales,  cuya  negligencia  hubiese  sido  causa  de  la  prescrip- 
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ción,  éstos  son  los  que  deben  responder  de  tal  perjuicio,  me- 
díante la  acción  que  por  dicho  segundo  párrafo  se  otorga  á 
los  interesados  para  reclamarlo. 

Consigna  el  Código  dos  preceptos  especiales  en  los  ar- 
títulos  1.933  y  1.934,  cuales  son:  que  la  prescripción  ganada 
por  un  copropietario  ó  comunero  aprovecha  á  los  demás; 
y  que  aquélla  produce  sus  efectos  jurídicos,  á  favor  y  en 
contra  de  la  herencia,  antes  de  haber  sido  aceptada  y  du- 
rante el  tiempo  concedido  para  hacer  inventario  y  para  de- 
liberar. 

Cada  uno  de  los  copropieurios  ó  comuneros  posee  en 
representación  y  en  provecho  ó  perjuicio  de  los  demás  en 
virtud  de  la  mancomunidad  entre  ellos  existente;  siendo, 
por  tanto,  una  consecuencia  necesaria  de  ello  que  la  pres- 
cripción ganada  por  uno  aproveche  á  todos.  Pero,  ¿ocurre 
lo  mismo  con  la  prescripción  extintiva?  Indudablemente,  no. 
Si  los  actos  de  uno  solo  de  los  copropietarios  ó  comuneros 
son  bastantes  para  que  todos  adquieran  por  prescripción, 
pues  á  todos  representa  en  cuanto  se  refiere  á  la  cosa  co- 
mún, lo  mismo  deben  aprovechar,  y  á  todos,  en  efecto,  apro- 
vechan, los  que  produzcan  la  interrupción  de  la  prescrip- 
ción que,  un  tercero  pudiera  utilizar  respecto  de  las  cosas  ó 
derechos  objeto  de  la  copropiedad  ó  de  la  comunidad;  de 
suerte  que,  para  perderlos  por  la  prescripción  extintiva  no 
basta  la  pasividad  de  uno,  sino  que  se  precisa  la  de  todos, 
ya  que  cualquiera  de  ellos  puede,  por  sí  solo,  interrum- 
pirla. 

El  precepto  del  segundo  de  los  artículos  citados  quiere 
decir  que  la  circunstancia  de  no  haber  sido  aceptada  la  he- 
rencia y  de  no  haber  transcurrido  el  tiempo  que  el  Código 
concede  para  formar  el  inventario  y  para  deliberar,  no  sus- 
pende los  efectos  jurídicos  de  la  prescripción  en  favor  ni  en 
•contra  de  aquélla.  Los  efectos  de  la  aceptación  de  la  heren- 
cia se  retrotraen  siempre  al  momento  de  la  muerte  de  la 
persona  á  quien  se  hereda,  según  así  lo  prescribe  el  artícu- 
Jo  989  y  lo  confirman  los  440  y  442,  al  declarar  que  la  po- 
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sesión  de  los  bienes  hereditarios  se  entiende  transmitida  al 
heredero,  sin  interrupción,  desde  el  momento  de  la  muertc- 
del  causante,  en  el  caso  de  que  llegue  á  adirse  la  herencia; 
y  que  al  que  sucede  por  título  hereditario  le  aprovechan, 
desde  el  mismo  momento,  los  efectos  de  la  posesión  de 
buena  fe.  No  existe  razón  alguna,  por  consiguiente,  para 
que  deje  de  producir  sus  efectos  la  prescripción,  en  cual- 
quiera de  sus  dos  aspectos,  adquisitivo  ó  extintivo,  durante 
el  tiempo  transcurrido  desde  la  muerte  del  causante  hasta 
la  aceptación,  ni  en  el  término  que  se  concede  para  hacer  eh 
inventario  y  para  deliberar. 
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ARTICULO  1.935 

Las  personas  con  capacidad  para  enajenar  pue- 
<ien  renunciar  la  prescripción  ganada;  pero  no  el 
<ierecho  de  prescribir  para  lo  sucesivo. 

Entiéndese  tácitamente  renunciada  la  prescrip- 
<:i6n  cuando  la  renuncia  resulta  de  actos  que  ha- 
cen suponer  el  abandono  del  derecho  adquirido. 


ARTICULO  1.936 

Son  susceptibles  de  prescripción  todas  las  cosas 
<jue  están  en  el  comercio  de  los  hombres. 


ARTICULO  1.937 

Los  acreedores,  y  cualquiera  otra  persona  inte- 
tesada  en  hacer  valer  la  prescripción,  podrán  uti- 
lizarla, á  pesar  de  la  renuncia  expresa  ó  tácita  del 
<)eudor  ó  propietario. 
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Los  derechos  concedidos  por  las  leyes,  dice  el  artículo  4.^ 
del  Código  en  su  segundo  párrafo,  son  renunciables,  á  no 
ser  esta  renuncia  contra  el  interés  ó  el  orden  público,  ó  en 
perjuicio  de  tercero.  Haciendo  aplicación  de  este  principió, 
concede  el  artículo  i.gSS  capacidad  para  renunciar  la  pres- 
cripción ganada,  á  las  personas  que  la  tienen,  no  para  ad- 
quirir bienes  ó  derechos  por  medio  de  la  prescripción,  sino 
para  enajenar;  concepto  más  restringido,  puesto  que  implica 
capacidad  para  la  libre  disposición  de  los  bienes,  sin  la  cual 
no  cabe  la  renuncia  de  derechos.  Pero  aplicando,  como  era 
lógico  hacerlo,  las  mismas  excepciones  de  aquel  principio 
fundamental,  prohibe  el  artículo  que  examinamos  la  renun- 
cia del  derecho  á  prescribir  para  lo  futuro,  como  contraria 
á  aquel  precepto,  porque,  según  queda  dicho,  la  prescrip- 
ción es  una  institución  impuesta  por  el  interés  y  el  orden 
páblico,  interesado  en  la  estabilidad  de  los  derechos  de  las 
personas,  contra  el  cual  no  puede  prevalecer  el  interés  in- 
dividual. No  ya  la  renuncia  para  lo  futuro,  sino  la  de  la 
prescripción  ya  ganada,  puede  ceder  en  perjuicio  de  los 
acreedores  del  prescribiente  ó  de  otra  cualquiera  persona 
interesada  en  hacer  valer  la  prescripción,  por  ejemplo,  su 
fiador;  y  ame  la  necesidad  de  prevenir  este  perjuicio,  hijo 
tal  vez  de  la  mala  fe  del  deudor,  autoriza  el  artículo  1.937  á 
estos  terceros  perjudicados,  para  utilizar  la  prescripción,  á 
pesar  de  la  renuncia  del  propietario  ó  deudor;  con  cuya  am- 
plia expresión  se  entiende  que  podrán  los  acreedores  ó  de- 
más personas  interesadas  alegar  la  prescripción  como  acción 
para  hacer  valer  la  adquisitiva,  ó  como  excepción  liberatoria 
de  las  obligaciones  del  deudor. 

Intercalado  entre  los  dos  artículos  á  que  acabamos  de 
referirnos,  aparece  el  precepto  del  artículo  1.936,  que  deter- 
mina las  cosas  que  pueden  ser  objeto  de  prescripción;  pre- 
cepto de  la  mayor  transcendencia,  pero  terminante  y  senci- 
llo, con  el  cual  se  han  borrado  las  distinciones  de  la  antigua 
legislación,  que  excluía  de  la  prescripción  determinados 
bienes  y  establecía  para  algunos  casos  plazos  extraordina- 
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ríos»  llegando  á  autorizarla  por  tiempo  inmemoríal.  Estos 
plazos,  como  veremos  en  su  lugar  oportuno,  se  han  redu- 
cido considerablemente,  y  se  han  declarado  prescriptibles 
por  este  artículo  todas  las  cosas  que  están  en  el  comercio 
de  los  hombres,  ó  sea,  todas  las  que  son  susceptibles  de 
apropiación. 
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ARTICULO    1.938 

Las  disposiciones  del  presente  título  se  entien- 
den sin  perjuicio  de  lo  que  en  este  Código  ó  en 
leyes  especiales  se  establezca  respecto  á  determi- 
nados casos  de  prescripción. 


Prescribe  el  artículo  1.976,  como  disposición  final  dero- 
gatoria de  todos  los  cuerpos  legales,  usos  y  costumbres  que 
constituyen  el  Derecho  civil  común  en  todas  las  materias 
que  son  objeto  del  Código,  que  esta  disposición  no  es  apli- 
cable á  las  leyes  que  en  el  mismo  se  declaran  subsistentes; 
en  cuya  excepción  deben  estimarse  comprendidas  las  leyes 
especiales  en  cuanto  ordenan  respecto  á  determinados  casos 
de  prescripción. 

Por  lo  demás,  sólo  tenemos  que  consignar,  respecto  de 
este  artículo,  que  los  casos  especiales  de  prescripción  que  en 
distintos  lugares  del  Código  se  regulan,  así  como  los  de  ad- 
quisición ó  pérdida  de  derechos  meramente  personales,  son 
los  siguientes: 

i.^  Los  derechos  y  deberes  de  familia;  los  relativos  al 
estado,  condición  y  capacidad  legal  de  las  personas,  y  los  de 
sucesión  testada  é  intestada  declarados  en  el  Código,  son 
aplicables  á  las  personas  nacidas  en  provincias  ó  territorios 
de  derecho  común,  de  padres  sujetos  al  derecho  foral,  si 

T.   XI.— 17 
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éstos  durante  la  menor  edad  de  los  hijos^  ó  los  mismos 
hijos  dentro  del  año  siguiente  á  la  mayor  edad  ó  emanci- 
pación^  declararen  que  es  su  voluntad  someterse  al  Código 
civil.  (Artículo  i5.) 

2.^  Los  hijos  de  un  extranjero  nacidos  en  los  dominios 
españoles  deberán  manifestar,  dentro  del  año  siguiente  á 
su  mayor  edad  ó  emancipación,  si  quieren  gozar  de  la  cali- 
dad de  españoles  que  les  reconoce  el  artículo  17;  y  los  na- 
cidos en  país  extranjero  de  padre  ó  madre  españoles  que 
hayan  perdido  la  nacionalidad  de  España  por  haberla  per- 
dido sus  padres,  podrán  recuperarla  dentro  del  mismo  pla- 
jeo. (Artículos  19  y  24.) 

3.^  La  acción  para  pedir  el  resarcimiento  de  gastos  al 
que  rehusare  casarse,  cuando  lo  hubiere  prometido  en  do- 
cumento público  ó  privado,  ó  después  de  publicadas  las 
proclamas,  sólo  podrá  ejercitarse  dentro  de  un  año  contado 
desde  el  día  de  la  negativa  á  la  celebración  del  matrimonio, 
(Artículo  44.) 

4.®  La  acción  para  pedir  la  nulidad  del  matrimonio 
prescribe  á  los  seis  meses  de  vida  común  de  los  cónyu- 
ges después  de  desvanecido  el  error  ó  de  haber  cesado  la 
Juer!{a  ó  la  causa  del  miedo  que  lo  invalidara^  ó  si,  re- 
cobrada la  libertad  por  el  robado,  no  hubiese  éste  inter- 
puesto la  demanda  dentro  del  mismo  término,  (Artícu- 
lo 102.) 

5.^  La  acción  para  impugnar  la  legitimidad  del  hijo  de- 
berá ejercitarse  dentro  de  los  dos  meses  siguientes  a  la  ins- 
cripción del  nacimiento  en  el  Registro,  si  se  hallare  en  el 
lugar  el  marido  ó,  en  su  caso,  cualquiera  de  sus  herederos; 
de  tres,  si,  estando  ausentes,  residieren  en  España;  de  seis, 
si  fuera  de  ella;  cuyos  términos  empezarán  á  contarse, 
cuando  se  hubiere  ocultado  el  nacimiento  del  hijo,  desde 
que  se  descubriere  el  fraude.  (Artículo  n3.) 

6.®  La  acción  que  compete  al  hijo  para  reclamar  su  le- 
gitimidad, dura  toda  su  vida  y  se  transmite  á  sus  herede- 
ros, si  falleciere  en  la  menor  edad  ó  en  estado  de  demencia, 
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los  que  tendrán  cinco  años  de  término  para  entablarla.  (Ar- 
tículo 118.)      ^ 

7.**  La  acción  que  compete  al  menor  de  edad  para  im- 
pugnar su  reconocimiento  como  hijo  natural,  dura  cuatro 
años,  á  contar  desde  su  mayor  edad.  (Artículo  i33.) 

8.^  Las  acciones  para  el  reconocimiento  de  hijos  natu- 
rales sólo  podrán  ejercitarse  en  vida  de  los  presuntos  pa- 
dres, salvo  si  el  padre  ó  la  madre  hubiesen  fallecido  du- 
rante la  menor  edad  del  hijo,  en  cuyo  caso  podrá  éste 
deducir  la  acción  antes  de  que  transcurran  los  primeros 
cuatro  años  de  su  mayor  edad,  ó  que,  después  de  la  muerte 
del  padre  ó  de  la  madre  apareciese  algún  documento,  de 
que  antes  no  se  hubiere  tenido  noticia,  en  el  que  reconoz- 
can expresamente  al  hijo,  en  cuyo  caso  deberá  deducirse  la 
acción  dentro  de  los  seis  meses  siguientes  al  hallazgo  del 
documento,  (Artículo  137.) 

9.^  El  menor  ó  el  incapacitado  que  haya  sido  adoptado 
podrá  impugnar  la  adopción  dentro  de  los  cuatro  años  si- 
guientes á  la  mayor  edad  ó  a  la  Jecha  en  que  haya  desapa- 
recido la  incapacidad.  (Artículo  180.) 

10.  Las  acciones  que  recíprocamente  asistan  al  autor  y 
al  menor  por  razón  del  ejercicio  de  la  tutela,  se  extinguen  á 
los  cinco  años  de-concluida  ésta,  (Artículo  287.) 

I  ^.  La  acción  para  reclamar  los  árboles  arrancados  y 
transportados  por  la  corriente  de  las  aguas,  del  dueño  del 
terreno  adonde  aquéllos  vayan  á  parar,  dura  un  mes,  (Ar- 
tículo 369.) 

12.  El  aprovechamiento  de  las  aguas  públicas  se  ad- 
quiere por  prescripción  de  veinte  años;  y  el  derecho  al  mismo 
aprovechamiento  se  extingue  por  el  no  uso  durante  el  mismo 
plazo.  (Artículos  409  y  41 1 .) 

i3.  Las  servidumbres  continuas  y  aparentes  se  adquie- 
ren en  virtud  de  título,  ó  por  la  prescripción  de  veinte  años; 
contándose  el  tiempo  de  la  posesión,  en  las  positivas,  desde 
el  día  en  que  el  dueño  del  predio  dominante,  ó  el  que  haya 
aprovechado  la  servidumbre,  hubiera  empezado  á  ejercerla 
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sobre  el  predio  sirviente;  y  en  las  negativas,  desde  el  día 
en  que  el  dueño  del  predio  dominante  hubiera  prohibido, 
por  un  acto  formal,  al  del  sirviente  la  ejecución  del  hecho 
que  seria  lícito  sin  la  servidumbre.  (Artículos  537  Y  ^^^O 

14.  Las  servidumbres  se  extinguen  por  el  no  uso  du- 
rante veinte  años,  que  se  contarán  desde  el  día  en  que  hu- 
bieran dejado  de  usarse,  si  son  discontinuas,  y  desde  el  día 
en  que  haya  tenido  lugar  un  acto  contrario  á  la  servidum- 
bre, respecto  á  las  continuas.  (Artículo  546.) 

1 5.  La  acción  para  perseguir  sobre  el  fundo  ajeno  un 
enjambre  de  abejas  dura  dos  días;  y  la  correspondiente 
para  reclamar  los  animales  amansados,  del  que  los  haya 
cogido  y  conservado,  prescribe  á  los  peinte  d/as,  contados 
desde  su  ocupación  por  otro.  (Artículo  612.) 

16.  La  acción  para  reclamar  las  cosas  muebles,  que  nío 
sean  tesoro,  encontradas  y  de  dueño  desconocido,  prescribe 
á  los  dos  años,  contados  desde  la  segunda  publicación  lla- 
mando á  su  dueño  que  disponga  el  Alcalde  del  pueblo  en 
que  se  hubiese  verificado  el  hallazgo.  (Artículo  61 5.) 

17.  La  acción  de  revocación  de  las  donaciones  por  su- 
perveniencia de  hijos,  prescribe  por  el  transcurso  de  cinco 
años,  contados  desde  el  nacimiento  del  último  hijo,  ó^desde 
la  legitimación  ó  reconocimiento,  ó  desde  que  se  tuvo  no- 
ticia de  la  existencia  del  que  se  creía  muerto.  (Artícu- 
lo 646.) 

18.  La  acción  de  revocación  concedida  al  donante  por 
causa  de  ingratitud  del  donatario,  prescribe  en  el  término 
de  un  año,  contado  desde  que  el  donante  tuvo  conocimiento 

« del  hecho  y  posibilidad  de  ejercitar  la  acción.  Esta  no  se 
transmite  á  los  herederos  del  donante  si  éste,  pudiendo,  no 
la  hubiese  ejercitado;  ni  podrá  ejercitarse  contra  el  heredero 
del  donatario,  á  no  ser  que  á  la  muerte  de  éste  se  hallase 
interpuesta  la  demanda.  (Artículos  652  y  653.) 

19.  El  plazo  para  presentar  al  Juez  el  testamento  oló- 
grafo, al  efecto  de  su  protocolización,  dura  cinco  años,  con- 
tados desde  la  muerte  del  testador.  (Artículo  689.) 
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20.  El  término  para  pedir  que  se  eleve  á  escritura  pú- 
blica el  testamento  hecho  con  los  requisitos  establecidos 
para  caso  de  epidemia  ó  de  peligro  inminente  de  muerte  del 
testador,  dura  tres  mesesy  contados  desde  el  día  de  su  falle- 
cimiento. (Art.  7o3.) 

21.  La  acción  para  que  se  declare  la  incapacidad  para 
suceder  por  testamento  y  sin  él,  prescribe  á  los  cinco  años, 
contados  desde  que  el  incapaz  esté  en  posesión  de  la  heren- 
cia ó  legado.  (Artículo  762.) 

22.  El  derecho  de  deliberar  y  el  de  aceptar  la  herencia 
á  beneficio  de  inventario,  prescribe  á  los  die^  citas  si  el  he- 
redero reside  en  el  lugar  de  la  muerte  del  causante,  y  á  los 
treinta  dtas,  si  residiere  fuera;  los  cuales  se  contarán,  si  el 
heredero  tiene  en  su  poder  los  bienes  hereditarios  ó  parte 
de  ellos,  desde  el  día  en  que  supiere  ser  tal  heredero;  y  si 
no  los  tuviere  ni  hubiese  practicado  gestión  alguna  como 
tal  heredero,  desde  el  día  siguiente  al  en  que  expire  el  plazo 
que  el  Juez  le  hubiere  fijado  para  aceptar  ó  repudiar  la  he- 
rencia, ó  desde  el  día  en  que  la  hubiese  aceptado  ó  gestio- 
nado como  heredero. 

Fuera  de  estos  casos,  si  no  se  hubiere  presentado  nin- 
guna demanda  contra  él,  no  prescribirán  aquellos  derechos 
mientras  no  prescriba  la  acción  para  reclamar  la  herencia. 
(Artículos  1.014,  i.oiS  y  1.016.) 

23.  La  acción  rescisoria  de  la  partición  de  la  herencia 
por  causa  de  lesión,  prescribe  á  los  cuatro  años^  contados 
desde  que  la  partición  se  hizo.  (Artículo  1.076.) 

24.  La  acción  para  pedir  la  rescisión  de  los  contratos 
prescribe  á  los  cuatro  años.  (Artículo  1.299.) 

25.  La  acción  de  nulidad  de  los  contratos  prescribe  á 
los  cuatro  años,  que  se  contarán:  en  los  casos  de  intimida- 
ción ó  violencia,  desde  el  día  en  que  éstas  hubiesen  cebado; 
en  los  de  error,  ó  dolo,  ó  falsedad  de~la  causa,  desde  la  con- 
sumación del  contrato;  cuando  la  acción  se  dirifa  á  invalidar 
contratos  hechos  por  mujer  casada,  sin  licencia  ó  autoriza- 
ción competente,  desde  el  día  de  la  disolución  del  matrimo* 
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nio;  y  cuando  se  refiera  á  los  contratos  celebrados  por  los- 
menores  ó  incapacitados,  desde  que  salieren  de  tutela.  (Ar- 
tículo i.3oi.) 

26.  Las  acciones  que  nacen  de  la  obligación  de  entre- 
gar la  cosa  vendida,  prescriben  á  los  seis  meses,  contados- 
desde  el  día  de  la  entrega.  (Artículo  1.472.) 

27.  Si  la  finca  vendida  estuviese  gravada,  sin  mencio- 
narlo la  escritura,  con  alguna  carga  ó  servidumbre  no  apa- 
rente, de  tal  naturaleza  que  deba  presumirse  no  la  habría 
adquirido  el  comprador  si  la  hubiera  conocido,  podrá  soli- 
citar la  rescisión  en  el  término  de  un  año,  i  contar  desde  ei 
otorgamiento  de  la  escritura;  y  transcurrido  éste,  podrá  re- 
clamar sólo  indemnización  en  un  período  igual,  á  contar 
desde  el  día  en  que  haya  descubierto  la  carga  ó  servidum- 
bre. (Artículo  1.483.) 

28.  Las  acciones  que  competen  al  comprador  deriva- 
das de  los  vicios  ocultos  de  la  cosa  vendida,  prescriben  á 
los  seis  meseSj  contados  desde  la  entrega.  (Artículo  j.490.) 

29.  La  acción  redhibitoria  que  se  funde  en  l(j^  vicios  ó 
defectos  de  los  animales,  deberá  interponerse  dentro  de 
cuarenta  días,  contados  desde  el  de  su  entrega  al  compra- 
dor, salvo  que,  por  el  uso  en  cada  localidad,  se  bailen  esta- 
blecidos mayores  ó  menores  plazos.  (Artículo  1.496.) 

30.  En  las  ventas  de  animales  y  ganados  con  vicios 
redhibitorios  podrá  también  el  comprador  optar  entre  de- 
sistir del  contrato,  con  abono  de  los  gastos  que  pagó,  ó  re- 
bajar una  cantidad  proporcional  del  precio,  á  juicio  de  peri- 
tos; debiendo  usar  de  esta  facultad  dentro  de  cuarenta  diaSr 
contados  desde  el  de  su  entrega  al  comprador,  salvo  que, 
por  el  uso  en  cada  localidad,  se  hallen  establecidos  mayores 
ó  menores  plazos.  (Artículo  1.499.) 

3i.  El  derecho  á  utilizar  el  retracto  convencional  du- 
rará, á  falta  de  pacto  expreso,  cuatro  años,  contados  desde 
la  fecha  del  contrato,  sin  que  pueda  exceder,  en  caso  de  es- 
tipulación, de  diez.  (Artículo  i.5o8.) 

32.     La  acción  de  retracto  legal  deberá  ejercitarse  den- 
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tro  de  nueye  días,  contados  desde  la  inscripción  en  el  Re- 
gistro, y,  en  su  defecto,  desde  que  el  retrayente  hubiera  te- 
nido conocimiento  de  la  venta.  (Artículo  1.324.) 

33.  Guando  el  cedente,  de  buena  fe,  de  un  crédito,  de- 
recho ó  acción,  se  hubiese  hecho  responsable  de  la  solvencia 
del  deudor,  y  los  contratantes  no  hubieren  estipulado  nada 
sobre  la  duración  de  la  responsabilidad,  durará  ésta  un  año; 
contado  desde  la  cesión,  si  estaba  ya  vencido  el  plazo;  y  en 
otro  caso,  la  responsabilidad  cesará  un  año  después  del  ven- 
cimiento. Si  el  crédito  consistiere  en  una  renta  perpetua,  la 
responsabilidad  se  extinguirá  á  los  dte¡^  años,  contados  des- 
de la  fecha  de  la  cesión.  (Artículo  i.53o.) 

34.  Vendiéndose  un  crédito  litigioso,  el  deudor  tendrá 
derecho  á  extinguirlo  reembolsando  al  cesionario  el  precio 
que  pagó,  las  costas  que  se  le  hubieren  ocasionado  y  los  in- 
tereses del  precio  desde  el  día  en  que  lo  satisfizo;  de  cuyo 
derecho  podrá  usar  dentro  de  nueve  dias,  contados  desde  que 
el  cesionario  le  reclame  el  pago.  (Artículo  1.535.) 

35.  La  acción  para  reclamar  la  indemnización  de  daños 
y  perjuicios  contra  el  contratista  ó  contra  el  arquitecto  por 
la  ruina  de  un  edificio  ocasionada  por  vicios  de  la  construc- 
ción, ó  por  vicio  del  suelo  ó  de  la  dirección,  durará  die^ 
años,  contados  desde  que  se  concluyó  la  construcción;  y  si 
la  causa  de  la  ruina  fuere  la  falta  del  contratista  á  las  condi- 
ciones del  contrato,  durará  quince  años.  (Artículo  1.591.) 

36.  El  derecho  de  tanteo  en  las  enajenaciones  del  do- 
minio de  fincas  enfitéuticas,  deberá  ejercitarse  dentro  de 
veinte  dias,  á  contar  desde  la  fecha  del  aviso  que  debe  dar 
el  condueño;  y  el  de  retracto,  dentro  de  nueve  dias,  que  se 
contarán  desde  el  otorgamiento  de  la  escritura  de  venta;  y 
si  ésta  se  ocultare,  desde  la  inscripción  de  la  misma  en  el 
Registro  de  la  propiedad.  Si  se  hubiere  realizado  la  enajena- 
ción sin  el  previo  aviso  que  debe  dar  el  que  pretenda  enaje- 
nar, el  dueño  directo,  y  en  su  caso  el  útil,  podrán  ejercitar 
la  acción  de  retracto  en  todo  tiempo  hasta  que  transcurra 
un  añOj  contado  desde  que  la  enajenación  se  inscriba  en  el 
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Registro.  En  las  ventas  judiciales  de  fincas  enfitéuticas  po- 
drán hacer  uso  del  derecho  de  tanteo  dentro  del  término 
fijado  en  los  edictos  para  el  remate;  y  del  de  retracto,  dentro 
de  los  nueve  atas  útiles  siguientes  al  otorgamiento  de  la  es- 
critura. (Artículos  1.637,  1.638,  1.639  7  1.640.) 

Y  37.  La  acción  para  impugnar  la  decisión  del  tercero 
á  quien  los  socios  hubieren  confiado  la  designación  de  la 
parte  de  cada  uno  en  las  ganancias  y  pérdidas  de  la  sociedad, 
durará  tres  meses,  contados  desde  que  fué  conocida  la  deci- 
sión. (Artículo  1.69o.) 
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La  prescripción  comenzada  antes  de  la  publica- 
ción de  este  Código  se  regirá  por  las  leyes  ante- 
riores al  mismo;  pero  si  desde  que  fuere  puesto  en 
observancia  transcurriese  todo  el  tiempo  en  él  exi- 
gido para  la  prescripción,  surtirá  ésta  su  efecto, 
aunque  por  dichas  leyes  anteriores  se  requiriese 
mayor  lapso  de  tiempo. 


Aunque  parecía  lugar  más  adecuado  el  de  las  disposicio- 
nes transitorias,  como  reguladoras  del  paso  del  antiguo  al 
nuevo  derecho,  coloca  el  Código  en  este  "capítulo  de  precep- 
tos comunes  á  los  dos  aspectos  de  la  prescripción,  el  del 
artículo  1 .939,  que  somete  á  las  leyes  anteriores  á  su  promul- 
gación la  prescripción  que  ya  en  tal  momento  estuviere  co- 
menzada; si  bien  con  la  excepción  consignada  en  su  segunda 
pane,  según  la  que,  si  desde  que  fué  puesto  en  observancia 
el  Código  transcurriese  todo  el  tiempo  en  él  exigido  para 
la  prescripción,  surtirá  ésta  su  efecto,  aunque  por  las  leyes 
anteriores  se  requiriese  mayor  lapso  de  tiempo.  Este  efecto 
retroactivo  pudo  darse  á  la  prescripción,  en  beneficio  del 
interés  social,  porque,  no  constituyendo  la  prescripción  tan 
sólo  comenzada  un  derecho  adquirido,  sino  un  derecho  en 
expectativa  de  adquirirse,  no  causaba  la  retroactividad  el  per- 
juicio á  que  alude  la  disposición  transitoria  inicial. 
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Las  siguientes  sentencias  del  Tribunal  Supremo  com- 
pletan la  inteligencia  y  alcance  que  debe  darse  á  este  ar- 
tículo. 


Gaestión  1.*  —  ¿Es  aplicable  el  precepto  del  ar- 
tículo 1.939  del  (Código  civil,  tratándose  de  un  derecho 
ya  existente  á  la  publicación  de  dicho  Código,  ganado 
por  prescripción  inmemorial? 

Sentenoia  de  28  de  Febrero  de  1898. 

Don  Pedro  Riutord  y  Don  Juan  Perelló  formularon  de- 
manda en  10  de  Octubre  de  i8o3,  ante  el  Juzgado  de  Mana- 
cor,  contra  Doña  Micaela  Botellas*y  Don  Guillermo  y  Doña 
Margarita  Ribot,  con  la  pretensión  de  que  se  declarase  que 
la  finca  denominada  I.a  Font  estaba  libre  déla  servidumbre 
de  dar  camino  de  carro  á  la  denominada  La  Font  deu  Go- 
llet,  perteneciente  á  la  herencia  de  Don  Sebastián  Ribot,  y 
que  se  condenase  á  los  demandados  á  respetar  el  libre  do- 
minio de  los  actores,  absteniéndose  de  pasar  por  aquella 
finca;  á  cuya  pretensión  se  opusieron  Doña  Micaela  Botellas 
y  los  hermanos  Ribot,  alegando  que,  tanto  ellos  como  sus 
causantes  y  ascendientes  habían  venido  utilizando  dicha 
servidumbre  desde  tiempo  inmemorial. 

Recibido  el  pleito  á  prueba,  durante  cuyo  período  decla- 
raron varios  testigos  de  acuerdo  con  las  afirmaciones  de  los 
demandados,  y  seguido  por  los  trámites  de  dos  instancias, 
dictó  sentencia  la  Audiencia  de  Palma  de  Mallorca  absol- 
viéndoles de  la  demanda;  contra  cuyo  fallo  interpusieron 
Don  Pedro  Riutord  y  Don  Juan  Perelló  recurso  de  casación, 
citando  como  infringidos,  en  el  motivo  primero,  la  regla 
transitoria  I.*  del  Código  civil,  por  aplicación  indebida,  y 
el  artículo  i.gSg  por  su  falta  de  aplicación,  ya  que,  rigién- 
dose la  prescripción  comenzada  á  correr  con  anterioridad  á 
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SU  publicación,  por  la  disposición  contenida  en  dicho  ar- 
tículo, éste  y  no  la  disposición  transitoria  era  el  aplicable  al 
caso  del  pleito;  y  en  el  motivo  tercero,  la  Ley  18,  Título  29^ 
de  la  Partida  tercera,  que  exige,  para  adquirir  un  derecho 
por  prescripción,  justo  título  y  buena  fe,  de  que  los  deman- 
dados carecían  con  respecto  á  la  servidumbre  de  que  se 
trataba. 

El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso 
por  estos  motivos 

Considerando  que,  por  tratarse  de  un  derecho  ya  exis- 
tente á  la  publicación  del  vigente  Código,  no  se  han  come- 
tido las  infracciones  alegadas  en  el  primer  motivo  del  re- 
curso, ni  las  del  tercero,  porque  las  condiciones  que  para  la 
prescripción  ordinaria  requiere  la  Ley  18,  Título  29  de  la 
Partida  tercera  no  son  aplicables  á  la  prescripción  inme- 
morial, que  se  rige  por  reglas  especiales. 


6uesti6n  2/— El  precepto  del  artículo  i.gSg  del 
Código  civil,  en  cuanto  dispune  que  la  prescripción  co- 
menzada antes  de  su  promulgación  se  regirá  por  la  le- 
gislación anterior,  ¿es  absoluto,  ó  se  refiere,  tan  sólo,, 
á  las  variaciones  esenciales  que  el  Código  haya  podido 
introducir? 

¿Debe,  á  estos  efectos,  atribuirse  ese  carácter  esen- 
cial á  las  disposiciones  del  artículo  1.946? 

Sentencia  de  16  de  Enero  de  1897. 

Don  Pablo  Gustemps  Gilí,  á  quien  su  padre  había  hecho,- 
en  Igualada,  donación  y  heredamiento  de  todos  sus  bienes, 
con  la  condición  de  que  si  moría  sin  hijos  pasaran  al  inme- 
diato sucesor  del  donante,  falleció  sin  dejar  sucesión,  en- 
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trando,  en  su  virtud,  en  posesión  de  la  herencia  Don  Pablo 
<}ustemps  y  Valles,  hijo  del  segundo  hijo  del  donante,  y  á  la 
muerte  de  aquél,  su  hijo  Don  Magín  Gustemps  y  Marimón; 
apareciendo  que  Don  Jaime  y  Don  Antonio  Gustemps  Ber- 
trán, nietos  también  del  donante,  promovieron  pleito  al  úl- 
timo de  los  poseedores  mencionados,  solicitando  que  se  les 
declarase,  en  representación  de  su  padre,  herederos  abintes- 
tato  de  aquél  en  una  sexta  parte;  y  que,  conferido  traslado 
de  la  demanda  al  Don  Magín  Gustemps  por  providencia 
de  24  de  Abril  de  1876,  quedó  el  pleito  en  tal  estado. 

Fallecidos  los  hermanos  Don  Jaime  y  Don  Antonio  Gus- 
temps, á  los  que  heredó  su  madre  Doña  Francisca  Bertrán, 
la  hija,  y,  á  su  vez,  heredera  del  segundo  matrimonio  de 
'ésta,  Doña  Antonia  Bertrán  y  Bertrán,  dedujo  la  demanda 
de  este  pleito  contra  Don  Magín  Gustemps  con  la  misma 
pretensión  que  había  sido  objeto  de  la  demanda  formulada 
por  los  hermanos  Don  Jaime  y  Don  Antonio  y  que  había 
quedado  sin  contestación;  á  cuya  demanda  última,  presen- 
tada en  10  de  Septiembre  de  1892,  se  opuso  el  demandado 
Don  Magín,  alegando,  en  cuanto  hace  relación  á  la  cuestión 
enunciada,  que  le  amparaban  dos  prescripciones:  la  adqui- 
sitiva, por  la  posesión  á  título  de  dueño  en  que  estaba  de  los 
bienes  hereditarios,  sin  contradicción  alguna  durante  treinta 
años,  y  la  extintiva,  por  igual  transcurso  de  tiempo,  sin  que 
hubieran  hecho  reclamación  alguna  los  actores  ni  sus  cau- 
santes. 

Sustanciado  el  pleito  en  dos  instancias  y  dictada  senten- 
cia por  la  Audiencia  de  Barcelona  absolviendo  al  demanda- 
do, interpuso  Doña  Antonia  Bertrán  recurso  de  casación,  ci- 
tando como  infringidos:  i.^,  el  artículo  12  del  Código  civil, 
al  aplicar  á  Cataluña  disposiciones  del  mismo  que  no  están 
comprendidas  en  el  Título  preliminar,  ni  en  el  Título  4.®  del 
Libro  I  .*,  ni  tienen  el  carácter  de  derecho  supletorio;  2.^  el 
artículo  1.939,  porque,  aun  en  el  supuesto  de  que  las  dispo- 
siciones que  contiene  fuesen  aplicables  á  Cataluña,  la  pres- 
cripción comenzada  antes  de  su  promulgación  debe  regir- 
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se,  según  su  precepto,  por  las  leyes  anteriores;  3.*^,  el  1.946 
del  mismo  Código,  por  haberlo  indebidamente  aplicado  á  la 
resolución  del  pleito;  4.**,  el  usatge  omnes  causee,  que  fija  en 
treinta  años  el  lapso  del  tiefmpo  necesario  para  ganar  las  co- 
sas ií>r  prescripción;  y  5.®,  las  Leyes  penúltima  y  última. 
Título  4.^,  Libro  7.^,  del  Código  de  Justiniano;  5.*,  Títu- 
lo 3.%  Libro  41;  y  i5,  Título  2.^  Libro  41,  del  Digesto,  se- 
gún las  que,  la  prescripción  se  interrumpe  por  la  interpe- 
lación judicial. 

El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  re- 
curso 

Considerando  que,  según  reiterada  jurisprudencia  de 
este  Supremo  Tribunal,  el  párrafo  2.®  del  artículo  12  del 
Código  civil,  que  declara  subsistente  el  derecho  foral  en  su 
integridad,  no  ha  alterado  absolutamente  en  nada  las  con- 
diciones y  extensión  del  expresado  derecho,  en  cuanto  fué 
modificado  por  las  leyes  de  carácter  general,  siendo  igual- 
mente aplicables  á  las  provincias  y  territorios  en  que  aquél 
subsiste,  las  variaciones  introducidas  en  estas  leyes. 

Considerando  que,  establecida  la  caducidad  de  la  instan- 
cia en  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  vigente  en  todo  el  te- 
rritorio de  España,  el  mismo  carácter  de  universalidad  tie- 
nen que  revestir  sus  efectos;  y  la  Audiencia  de  Barcelona, 
que  así  lo  ha  entendido,  no  ha  cometido  las  infracciones  ale- 
gadas en  los  motivos  primero  y  quinto  del  recurso  al  apli- 
car la  legislación  común  á  la  cuestión  debatida  en  el  pleito 
con  relación  á  este  extremo. 

Considerando  que  tampoco  se  ha  cometido  la  infracción 
de  los  artículos  1.939  y  1.946  del  Código  civil,  porque  el  se- 
gundo de  dichos  artículos  no  hace  más  que  expresar  y  de- 
clarar lo  que  es  consecuencia  lógica  y  necesaria  de  una  ins- 
tancia caducada,  sin  que  esto  signifique  y  revele  alteración 
de  la  anterior  legislación,  según  la  que,  cuando  la  interpe- 
lación judicial  se  desestimaba,  se  tenía  por  no  hecha  para 
los  efectos  de  la  prescripción,  y  porque  el  1.939  se  refiere  á 
las  variaciones  esenciales  que  en  materia  de  prescripción* 
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haya  podido  introducir  el  Código,  carácter  sustancial  que, 
según  lo  expuesto,  no  puede  atribuirse  al  precepto  del  i  .946. 
Considerando  que  la  Audiencia  de  Barcelona  no  ha  in- 
fringido, como  se  supone  en  el  cuarto  motivo,  el  usatge  om- 
nes  causee,  que  fija  en  treinta  años  el  lapso  del  tiempo  nece- 
sario para  ganar  las  cosas  por  prescripción,  porque  por  haber 
transcurrido  con  exceso  dicho  tiempo  es  por  lo  que  estima 
esta  excepción  del  demandado,  y  por  no  ser  apreciables,  se- 
gún lo  antes  expuesto,  los  fundamentos  de  su  interrupción. 
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DE  LA   PRESCRIPCIÓN   DEL  DOMINIO  Y   DEMÁS  DERECHOS 

REALES 


ARTICULO  1.940 

Para  la  prescripción  ordinaria  del  dominio  y  de- 
más derechos  reales  se  necesita  poseer  las  cosas 
con  buena  te  y  justo  título  por  el  tiempo  deter- 
minado en  la  ley. 


ARTICULO  1. 94 1 

La  posesión  ha  de  ser  en  concepto  de  dueño, 
pública,  pacífica  y  no  interrumpida. 


ARTICULO  1.942 

No  aprovechan  para  la  posesión  los  actos  de 
carácter  posesorio  ejecutados  en  virtud  de  licen- 
cia 6  por  mera  tolerancia  del  dueño. 
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La  base  de  la  prescripción,  como  medio  de  adquirir  e 
dominio  y  demás  derechos  reales,  es  la  posesión;  pero  no 
de  toda  especie  ni  duradera  por  cualquier  período  de  tiempo, 
lo  cual  la  convertiría,  como  ha  dicho  un  comentarista,  en 
un  verdadero  despojo,  toda  vez  que  es  efecto  propio  de  ella 
el  de  invalidar  los  derechos  del  dominio  nacidos  en  virtud  de 
justos  títulos.  Tan  fundamental  es  esta  circunstancia,  que, 
si  bien  las  leyes  han  exigido  que  la  posesión  vaya  rodeada 
de  determinados  requisitos  para  que  de  la  misma  nazca  la 
prescripción  adquisitiva  ordinaria,  han  reconocido  la  nece- 
sidad de  una  prescripción  extraordinaria,  sin  más  requisitos 
que  el  transcurso  de  un  período  de  tiempo,  mayor  que 
el  ordinario,  pero  condicionado  tan  sólo  por  su  conti- 
nuidad. 

El  Código  exige  en  su  artículo  1.940,  para  la  prescripción 
ordinaria  del  dominio  y  demás  derechos  reales,  que  se  po- 
sean las  cosas  con  buena  fe  y  justo  título  por  el  tiempo  de- 
terminado en  la  ley;  conceptos  que  desarrolla  en  los  si- 
guientes artículos  de  este  capítulo,  comenzando  por  regular 
cómo  ha  de  ser  la  posesión. 

Ya  al  tratar  de  sus  efectos,  en  general,  había  determinado 
el  Código,  en  sus  artículos  480  y  siguientes,  que  la  posesión 
es  natural  ó  civil,  consistiendo  la  primera  en  la  tenencia  de 
una  cosa  ó  en  el  disfrute  de  un  derecho  por  una  persona,  y 
la  segunda,  en  esa  misma  tenencia  ó  disfrute,  unidos  á  la 
intención  de  haber  esa  misma  cosa  ó  derecho  como  suyos; 
de  lo  cual  es  consecuencia  que  la  posesión  puede  tenerse  en 
dos  conceptos:  en  el  de  tenedor  de  la  cosa  ó  derecho  para 
conservarlos  ó  disfrutarlos  perteneciendo  el  dominio  á  otra 
persona,  que  es  la  posesión  natural  en  que  están  el  arrenda- 
tario, el  depositario  y  todas  las  demás  personas  que  poseen 
con  la  obligación  de  devolver  la  cosa,  ó  en  el  de  dueño, 
posesión  civil,  que  es  la  exigida  por  el  artículo  1.941  como 
base  de  la  prescripción.  Ha  de  ser,  además,  la  posesión,. 
pública  y  pacífica;  lo  primero,  porque  la  ocultación  ó  clan- 
destinidad priva  al  dueño  del  conocimiento  de  la  posesióa 
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en  que  otro  eslá  de  las  cosas  que  le  pertenecen  y  excluyen 
la  posibilidad  de  salir  á  defenderlas,  no  pudiendo  su  pasivi- 
dad ser  base  de  la  presunción  de  abandono  que  la  ley '^cas- 
tiga con  la  pérdida  del  dominio;  y  lo  segundo,  porque  la 
posesión  obtenida  ó  conservada  por  actos  de  violencia,  sobre 
ser  contraría  al  precepto  del  artículo  441,  que  desconoce 
los  efectos  de  la  posesión  violentamente  adquirida,  no  puede 
ser  generadora  de  derechos.  Y  ha  de  ser,  por  último,  no 
interrumpida,  puesto  que  la  interrupción,  por  otra  persona, 
de  la  posesión  ya  comenzada,  priva  al  que  venía  poseyendo 
4t  ese  esencial  elemento,  base  de  la  prescripción,  con  el 
que,  por>el  contrario,  cuenta  desde  el  mismo  momento  el 
que,  por  virtud  de  la  Interrupción,  comienza  á  poseer. 

Dada  la  razón  de  la  exigencia  de  estos  requisitos,  fácil- 
mente se  comprende  el  fundamento  del  precepto  contenido 
en  el  tercero  de  los  artículos  copiados.  La  licencia  ó  tole- 
rancla  del  dueño  para  que  otra  persona  lleve  á  cabo  en  sus 
cosas  actos  de  carácter  posesorío,  constituye,  por  parte  de 
ambas,  un  reconocimiento,  expreso  ó  tácito  respectivamen- 
te, de  los  derechos  del  propietario;  y  mal  podía  servir  este 
reconocimiento  de  base  para  las  presunciones  en  que  la 
prescripción  descansa;  esto  es,  respecto  del  poseedor,  la  in- 
tención de  poseer,  con  buena  fe,  en  concepto  de  dueño;  y 
respecto  del  propietario,  la  voluntad  de  hacer  abandono  y 
dejación  de  sus  derechos.  El  precepto,  por  otra  parte,  esii 
conforme  con  el  del  artículo  444,  según  el  que,  los  actos 
meramente  tolerados  y  los  ejecutados  clandestinamente  y 
sin  conocimiento  del  poseedor  de  una  cosa,  ó  con  violencia,, 
no  afectan  á  la  posesión. 


6aesti6ii«— La  posesión  pública,  pacífíca  y  no  in- 
terrumpida, en  concepto  de  dueño,  pero  no  de  dueño 
exclusivo,  ¿puede  dar  vida  á  la  prescripción? 

T.    ZI.— it^ 
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Sentencia  de  22  de  Mayo  de  1696. 

Por  haber  ocupado  la  Compañía  de  los  ferrocarriles  de 
Madrid  á  Zaragoza  y  á  Alicante  una  lengua  de  terreno  que 
existía,  contigua  á  la  Estación  de  Albacete,  entre  la  vía  y  un 
almacén  de  Don  Alfonso  Vera,  lo  cual  impedía  á  éste  hacer 
las  operaciones  de  carga  y  descarga,  promovió  interdictó 
contra  la  Compañía,  al  que  se  declaró  haber  lugar,  dándose 
á  Vera  la  posesión  del  espacio  de  terreno  á  que  el  juicio  se 
refería;  y  en  20  de  Julio  de  1892  dedujo  el  mismo  Vera  la 
demanda  de  este  pleito  en  la  que,  después  de  especificar  los 
distintos  actos  de  ocupación  del  terreno  en  cuestión  que  la 
Compañía  había  realizado  durante  muchos  años,  por  la  to- 
lerancia del  demandante,  que  también  lo  había  utilizado, 
pidió  que  se  declarase  ser  el  mismo  de  su  propiedad  y  que 
se  condenase  á  aquélla  á  dejarlo  á  su  disposición  y  á  abste- 
nerse en  lo  sucesivo  de  perturbarle  en  la  posesión  en  que 
como  legítimo  dueño  se  hallaba. 

La  Compañía  impugnó  la  demanda  alegando  que  el  te- 
rreno objeto  de  la  demanda  formaba  parte  del  adquirido 
para  el  emplazamiento  de  la  estación;  cuyo  terreno,  en  úl- 
timo caso,  lo  había  ganado  la  Compañía  por  prescripción, 
mediante  la  posesión  civil  con  todos  los  requisitos  exigidos 
por  la  ley;  y  pidió  que  se  la  absolviera  de  la  demanda,  soli- 
citando, además,  por  reconvención,  que  se  dejara  sin  efecto 
la  posesión  que  se  había  dado  al  demandante  en  el  interdicto 
que  anteriormente  había  promovido. 

Practicada  prueba  por  ambas  partes  y  sustanciado  el 
pleito  en  dos  instancias,  dictó  sentencia  la  Audiencia  de  Al- 
bacete absolviendo  á  la  Compañía  de  la  demanda  interpuesta 
por  Don  Alfonso  Vera,  declarando  no  haber  lugar  á  la  ex- 
cepción de  prescripción  por  aquélla  opuesta  y  absolviendo, 
asimismo,  al  actor  de  la  reconvención. 

Contra  esta  sentencia  interpuso  Vera  recurso  decasación. 
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alegando  que  las  declaraciones  contenidas  en  el  fallo  eran 
contradictorias  entre  sí,  puesto  que  desestimaba  la  demanda 
y  la  excepción  á  la  misma  opuesta,  así  como  la  reconven- 
ción, declarando  que  el  terreno  litigioso  no  pertenecía  al  re- 
currente ni  á  la  Compañía,  con  lo  cual  quedaba  la  cuestión 
litigiosa  sin  resolver;  y  lo  interpuso  también  la  Compañía 
demandada,  alegando,  en  los  motivos  tercero  al  séptimo,  la 
infracción  de  varios  preceptos  de  la  legislación  antigua  y 
jurisprudencia  concordante,  relativos  á  la  prescripción  del 
dominio,  y  el  principio  de  derecho  de  que  los  actos  de  ca- 
rácter p)Osesorio  ejecutados  en  virtud  de  licencia  ó  por  mera 
tolerancia  del  dueño,  no  aprovechan  para  la  posesión;  prin- 
cipio reconocido  en  el  artículo  1.942  del  Código  civil,  que 
resultaba  infringido,  al  no  declarar  la  prescripción  ordinaria 
ni  extraordinaria  ganada  por  la  Compañía,  fundándose  en 
que  el  terreno  había  venido  usándose  por  ambas  partes,  y 
que  de  ese  uso  no  podía  derivarse  la  posesión  con  los  requi- 
sitos que  las  leyes  establecían. 

El  Tribunal  Supremo  desestimó  el  recurso  interpuesto 
por  Vera  por  considerar  que  no  existía  la  contradicción 
que  en.  el  mismo  se  suponía,  ya  que,  no  habiéndose  acredi- 
tado la  identidad  de  la  cosa  disputada,  no  podía  hacerse  de- 
claración alguna  respecto  de  la  propiedad;  siendo  lo  único 
real  y  positivo  que  en  k  faja  de  terreno  existente  entre  la 
vía  y  el  almacén  de  Vera,  y  que  fué  objeto  del  interdicto  de 
retener,  se  habían  ejecutado  y  venían  ejecutándose  distintos 
actos  de  posesión  por  las  dos  partes  contendientes.  Y  de- 
claró igualmente  no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por 
la  Compañía  demandada 

Considerando  que  son  improcedentes  los  demás  moti- 
vos (tercero  al  séptimo)  porque  en  ellos  se  parte  de  un  he- 
cho absolutamente  contrario  al  que  en  virtud  de  sus  priva- 
tivas facultades  aprecia  y  establece  el  Tribunal  a  quo^  como 
es  el  de  que  el  terreno  comprendido  dentro  de  la  cerca  de 
la  Estación,  y  al  cual  se  refirió  el  interdicto,  se  ha  aprove- 
chado y  aprovecha  para  distintos  usos  por  los  dos  litigan- 
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tes,  aprovechamiento  que  se  opone  á  toda  idea  de  prescrip- 
ción, ordinaria  ó  extraordinaria,  cuya  existencia  requiere, 
como  circunstancia  esencial,  la  posesión  continuada  del 
inmueble  por  una  persona  en  concepto  de  dueño  exclu- 
sivo. 
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ARTICULO  1.943 

La  posesión  se  interrumpe,  para  los  efectos  de 
la  prescripción,  natural  ó  civilmente. 


ARTICULO  1.944 

Se  interrumpe  naturalmente  la  posesión  cuando 
por  cualquier  causa  se  cesa  en  ella  por  más  de  un 
año. 


ARTICULO  1.945 

La  interrupción  civil  se  produce  por  la  citación 
judicial  hecha  al  poseedor,  aunque  sea  por  man- 
dato de  Juez  incompetente. 


ARTICULO  1.946 

Se  considerará  no  hecha  y  dejará  de  producir 
interrupción  la  citación  judicial: 
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I  .*"  Si  fuere  nula  por  falta  de  solemnidades  le- 
gales. 

2.°  Si  el  actor  desistiere  de  la  demanda  ó  de- 
jare caducar  la  instancia. 

3.*"  Si  el  poseedor  fuere  absuelto  de  la  demanda. 

ARTICULO  1.947 

También  se  produce  interrupción  civil  por  el 
acto  de  conciliación,  siempre  que  dentro  de  dos 
meses  de  celebrado  se  presente  ante  el  Juez  la  de- 
manda sobre  posesión  ó  dominio  de  la  cosa  cues- 
tionada. 


ARTICULO  1.948 

Cualquier  reconocimiento  expreso  ó  tácito  que 
el  poseedor  hiciere  del  derecho  del  dueño,  inte- 
rrumpe asimismo  la  posesión. 


ARTICULO  1.949 

Contra  un  título  inscrito  en  el  Registro  de  la 
propiedad  no  tendrá  lugar  la  prescripción  ordina- 
ria del  dominio  ó  derechos  reales  en  perjuicio  de 


Digitized  by  CjOOQ IC 


ARTÍCULOS  1.943  AL  1.949  ^79 

tercero,  sino  en  virtud  de  otro  título  igualmente 
inscrito,  debiendo  empezar  á  correr  el  tiempo  des- 
de la  inscripción  del  segundo. 


Tratan  estos  artículos  de  la  importante  materia  de  la  in- 
terrupción de  la  posesión,  como  consecuencia  del  requisito 
exigido  en  el  artículo  1.941,  de  que  la  posesión  sea,  no 
sólo  en  concepto  de  dueño,  pública  y  pacífica,  sino,  además, 
no  interrumpida;  y  partiendo  de  la  base  de  que  la  posesión 
puede  ser  natural  ó  civil,  conceptos  explicados  en  los  artícu- 
los 480^  432,  á  los  que  en  el  comentario  anterior  hemos 
hecho  referencia,  prescribe  el  1.943  que  la  posesión  se  inte- 
rrumpe natural  y  civilmente  para  los  efectos  de  la  prescrip- 
ción; naturalmente,  cuando  se  cesa  en  ella  por  cualquier 
causa,  ó  sea,  cuando  el  poseedor  se  ve  privado  de  la  tenen- 
cia en  que  esta  posesión  consiste;  y  civilmente,  cuando  el 
derecho  del  que  posee  es  objeto  de  reclamación  judicial,  ó 
cuando  el  mismo  poseedor  reconoce  expresa  ó  tácitamente 
el  derecho  del  propietario.  La  interrupción  natural  consis- 
te, pues,  en  la  pérdida  de  la  tenencia  de  la  cosa;  la  civil 
puede  producirse,  y  se  produce  generalmente,  por  el  con- 
trallo, sin  que  el  prescribiente  deje  de  tener  la  posesión  na- 
tural; basta  para  ello  la  citación  judicial  hecha  al  poseedor 
ó  el  acto  conciliatorio,  porque  entendiéndose  impugnada 
formalmente,  por  cualquiera  de  ambos  medios,  la  posesión, 
pierde  ésta  necesariamente  la  condición  de  pacífica  que  el 
artículo  1.941  exige  para  que  pueda  dar  lugar  á  la  prescrip- 
ción; y  lo  mismo  ocurre  con  el  reconocimiento  expreso  ó 
tácito  que  el  poseedor  haga  del  derecho  del  propietario  de  la 
cosa,  ya  que  este  reconocimiento  es  contrario  al  concepto 
de  dueño  con  que  es  preciso  poseer,  con  arreglo  al  mismo 
artículo,  para  adquirir  el  dominio  por  prescripción. 

Dada  la  distinta  naturaleza  de  ambas  clases  de  interrup- 
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ción,  distintos  han  de  ser  ios  efectos  que  cada  una  de  ellas 
produzca.  En  primer  lugar,  no  basta  para  la  interrupción 
natural  un  acto  perturbador  de  cualquier  especie  que  sea, 
como  ocurrirá  con  los  actos  de  violencia  que,  por  su  ilegi- 
timidad, no  pueden  surtir  efectos  jurídicos;  han  de  ser  ac- 
tos eficaces  con  arreglo  á  derecho;  y  éstos  los  determina  el 
artículo  460,  comprendido  en  el  título  [que  trata  de  la  pose- 
sión, en  el  que  ha  de  buscarse  el  complemento  de  la  mate- 
ria de  que  se  trata.  Según  dispone  el  expresado  artículo,  el 
poseedor  pierde  su  posesión:  i.®,  por  abandono  de  la  cosa; 
2.^,  por  cesión  hecha  á  otro  por  título  oneroso  ó  gratuito; 
3.^,  por  destrucción  ó  pérdida  total  de  la  cosa,  ó  por  quedar 
ésta  fuera  del  comercio;  y  4.**,  por  la  posesión  de  otro,  aun 
contra  la  voluntad  del  antiguo  poseedor,  si  la  nueva  pose- 
sión hubiese  durado  más  de  un  año.  En  todos  estos  casos  se 
pierde  la  posesión  civil  y  la  prescripción  se  interrumpe,  per- 
diéndose todo  derecho  á  ella  si  la  interrupción  reconoció  por 
causa  la  destrucción  ó  pérdida  de  la  cosa,  el  haber  quedado 
fuera  del  comercio,  ó  haber  sido  cedido  á  un  tercero. 

Pero  la  interrupción  por  abandono  de  la  cosa  ó  por  la 
poseisión  de  otro,  permite  que  se  vuelva  á  poseer;  y  precisa 
saber  si  el  tiempo  de  posesión  transcurrido  hasta  el  mo- 
mento de  la  interrupción  puede  ó  no  sumarse  al  por  que  des- 
pués se  posea,  para  completar  el  exigido  por  la  ley  en  cada 
caso  para  adquirir  el  dominio  por  prescripción.  Y  á  esta  ne- 
cesidad ocurre  el  artículo  1.944,  disponiendo  que,  para  que 
la  interrupción  natural  tenga  lugar,  es  necesario  que  la  cesa- 
ción en  la  posesión  sea  por  más  de  un  año,  ó  como  las  leyes 
antiguas  decían,  por  año  y  día.  Transcurrido  este  plazo,  no 
sólo  queda  interrumpida  la  posesión,  sino  que  no  es  abona- 
ble el  tiempo  por  que  se  poseyó  para  el  cómputo  del  necesa- 
rio para  prescribir,  si  se  posee  de  nuevo,  porque,  según  dis- 
pone el  artículo  i  .968,  por  el  transcurso  de  un  año  prescribe, 
entre  otras,  la  acción  para  recobrar  la  posesión.  La  cesación 
en  ella  por  un  período  de  tiempo  menor  no  produce  la  in- 
terrupción natural,  y,  por  consiguiente,  no  habiendo  inte- 
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rrupcíón  legal  de  la  posesión,  todo  el  tiempo  es  abonable  á 
los  efectos  de  la  prescripción  adquisitiva. 

En  cuanto  á  la  interrupción  civil,  si  el  poseedor  es  rein- 
tegrado en  la  posesión,  se  contará  para  los  efectos  de  la 
prescripción,  no  sólo  el  tiempo  transcurrido'durante  la  in- 
terrupción, sino  el  anterior  á  ella,  porque,  como  dispone  el 
artículo  466,  el  que  recupera,  conforme  á  derecho,  la  pose- 
sión indebidamente  perdida  (y  así  demostrará  que  lo  fué  el 
hecho  de  que  los  Tribunales  le  reintegren  en  ella)  se  en- 
tiende, para  todos  los  efectos  que  puedan  redundar  en  su 
beneficio,  que  la  ha  disfrutado  sin  interrupción.  En  realidad, 
pues,  no  es  la  citación  judicial  ni  el  acto  conciliatorio  lo  que 
interrumpe  la  posesión,  sino  la  resolución  judicial  contra- 
ria al  derecho  ostentado  por  el  poseedor;  puesto  que,  si  la 
citación  fuere  nula  por  falta  de  las  solemnidades  legales,  si 
el  actor  desistiere  de  la  demanda  ó  dejare  caducar  la  ins- 
tancia, ó  si  el  poseedor  fuere  absuelto,  casos  todos  compren- 
didos en  el  artículo  i  .946,  ó  si  el  acto  de  conciliación  no 
fuere  ratificado  en  el  término  de  dos  meses  por  medio  de  la 
oportuna  demanda  sobre  posesión  ó  dominio  de  la  cosa 
cuestionada,  que  es  el  caso  previsto  en  el  artículo  1.947,  '^ 
interrupción  no  existe.  Esta  se  produce  por  la  resolución 
judicial  en  virtud  de  la  cual  queda  privado  de  la  posesión  el 
demandado;  pero  los  efectos  de  ella  se  retrotraen  á  la  fecha 
de  la  citación  judicial  ó  del  acto  conciliatorio,  en  su  caso, 
porque  desde  entonces  comienza  la  impugnación  del  derecho 
en  que  el  poseedor  se  fundaba,  y  no  puede  decirse  que  goce 
de  la  posesión  pacífica  que  es  condición  necesaria,  entre 
otras,  para  prescribir. 

El  artículo  1.949,  armonizando  los  preceptos  relativos  á 
la  prescripción  adquisitiva  con  los  de  la  Ley  Hipotecaria,  á 
los  que  están  aquéllos  subordinados  en  cuanto  se  refiere  á 
la  determinación  de  los  títulos  sujetos  á  inscripción  ó  ano- 
tación y  á  la  forma,  efecto$  y  extinción  de  las  mismas,  se- 
gún terminante  precepto  del  artículo  608  de  este  Código, 
prescribe  que,  contra  un  título  inscrito  en  el  Registro  de  la 
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propiedad,  no  tendrá  lugar  la  prescripción  ordinaria  del  do- 
minio ó  derechos  reales,  en  perjuicio  de  tercero,  sino  en  vir- 
tud de  otro  título  igualmente  inscrito,  debiendo  empezar  á 
correr  el  tiempo  desde  la  inscripción  del  segundo.  Así  lo  es- 
tablecía ya  el  artículo  35  de  la  Ley  Hipotecaria,  al  consig- 
nar que  la  prescripción  que  requiera  justo  título  no  perju- 
dica á  tercero  sino  desde  la  fecha  en  que  aquél  se  inscriba 
en  el  Registro,  y  de  ningún  modo  si  el  título  no  aparece 
inscrito.  Se  puede,  pues,  prescribir  con  títulos  no  inscritos; 
pero  esta  prescripción  será  ineficaz  contra  el  tercero  que, 
á  su  vez,  tenga  inscrito  su  derecho.  Pero,  téngase  en  cuenta 
que  este  precepto  sólo  se  refiere  á  la  prescripción  ordinaria,, 
por  cuanto  no  exigiéndose  para  la  extraordinaria,  á  tenor 
de  lo  dispuesto  en  el  artículo  i.gSg,  otro  requisito  que  la  po- 
sesión no  interrumpida  durante  treinta  años,  sin  necesidad 
de  título,  ni  de  buena  fe,  y  sin  distinción  entre  presentes  y 
ausentes,  es  indiferente  que  el  prescribiente  tenga  ó  no  tí- 
tulo, y  que  esté,  sí  lo  tiene,  inscrito. 


Cuestión  1.^ — La  citación  judicial  hecha  al  posee- 
dor ¿interrumpe  civilmente  la  posesión  que  se  le  hu- 
biere dado  por  mandato  judicial? 

Sentencia  de  7  de  Diciembre  de  1899. 

Instituido  Don  Gabriel  Real  heredero  de  Don  Juan  Sanz 
con  la  condición  prohibitiva  de  que  contrajera  matrimonio 
con  determinada  persona,  en  cuyo  caso  pasaría  la  herencia 
á  Don  Jaime  Fiol,  y  cumplida  dicha  condición,  promovió 
pleito  el  segundo  contra  el  primero  con  la  solicitud  de  que 
se  le  condenara  á  entregar  los  bienes  hereditarios  de  que 
había  entrado  en  posesión  á  la  muerte  del  testador  por  vir- 
tud de  un  interdicto  de  adquirir,  y  al  abono  de  los  frutos 
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percibidos  y  podidos  percibir  desde  la  fecha  en  que  los  po- 
seía; á  cuya  demanda  se  opuso  Real,  alegando  que  la  con- 
dición impuesta  en  el  testamento  era  contraria  á  la  moral; 
que  su  título  de  adquirir  no  tenía,  por  tanto,  vicio  que  lo 
invalidase;  y  que,  en  todo  caso,  era  poseedor  de  buena  fe, 
pues  tenía  la  posesión  judicial. 

Sustanciado  el  pleito,  en  qu3  se  discutieron  también 
otras  cuestiones  que  en  nada  afectan  á  la  propuesta,  dictó 
sentencia  la  Audiencia  de  Palma  de  Mallorca  estimando  la 
pretensión  principal  de  la  demanda  y  absolviendo  al  deman- 
dado de  las  demás  peticiones  relativas  al  abono  de  frutos 
de  todas  clases;  contra  cuya  sentencia  interpuso  Don  Jaime 
Fiol  recurso  de  casación,  citando  como  infringidos  varios 
artículos  del  Código  civil,  por  estimar  que  Don  Gabriel 
Real,  como  poseedor  de  mala  fe,  debía  haber  sido  conde- 
nado al  abono  de  los  frutos  percibidos  y  podidos  percibir 
desde  que  entró  en  posesión  de  los  bienes  hereditarios;  y 
en  el  motivo  tercero,  el  artículo  451  del  mismo  Código,  en 
relación  con  el  1.945,  por  cuanto  la  sentencia  le  absolvía  de 
dicho  abono  de  frutos  sin  exceptuar  los  que  percibió  ó  pudo 
percibir  desde  que,  por  la  citación  judicial,  quedó  civil- 
mente privado  de  la  posesión. 

El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso 
por  los  otros  motivos  alegados,  pero  casó  y  anuló  la  sen- 
tencia por  el  tercero 

Considerando,  por  el  contrario,  que  al  no  condenar  la 
sentencia  á  Don  Gabriel  Real  al  pago  de  los  frutos  que  per- 
cibió de  los  bienes  de  la  sucesión  desde  la  contestación  de 
la  demanda,  infringe  el  artículo  451 ,  en  relación  con  el  i  .946 
del  repetido  Código,  que  se  invocan  en  el  motivo  tercero, 
porque  el  derecho  del  poseedor  de  buena  fe  á  los  frutos 
percibidos,  cesa  desde  el  momento  en  que  la  posesión  se  in- 
terrumpe legalmente,  y  la  interrupción  civil  se  produce  por 
la  citación  judicial  hecha  al  poseedor. 
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Gaestión  2/— Establecida  la  caducidad  de  la  ins- 
tancia por  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  vigente  en 
toda  España,  ¿será  aplicable  el  precepto  contenido  en 
el  número  2.®  del  artículo  1.946  del  Código,  á  los  casos 
de  prescripción  que  deban  regirse  por  la  legislación  foral? 

Véase  la  sentencia  de  16  de  Enero  de  iSgy  en  la 
'Cuestión  2.*  del  artículo  1.939. 


T^'?;^pr^ 


ARTICULO  1.950 

La  buena  fe  del  poseedor  consiste  en  la  creen- 
cia de  que  la  persona  de  quien  recibió  la  cosa  era- 
dueño  de  ella  y  podía  transmitir  su  dominio. 


ARTICULO  1.95 1 

Las  condiciones  de  la  buena  fe  exigidas  para  la 
posesión  en  los  artículos  433,  434,  435  y  436  de 
este  Código,  son  igualmente  necesarias  para  la  de- 
terminación de  aquel  requisito  en  la  prescripción^ 
del  dominio  y  demás  derechos  reales. 


ARTICULO  1.952 

Entiéndese  por  justo  título  el  que  legalmente 
baste  para  transferir  el  dominio  ó  derecho  real  de 
cuya  prescripción  se  trate. 
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ARTICULO  1.953 

El  título  para  la  prescripción  ha  de  ser  verda- 
dero y  válido. 

ARTÍCULO   1.954 

El  justo  título  debe  probarse;  no  se  presume 
nunca. 


Para  la  prescripción  ordinaria  del  dominio  y  demás  de- 
rechos reales  ya  hemos  visto  que  se  necesita,  además  de 
la  posesión  no  interrumpida  de  la  cosa  que  se  pretende 
prescribir,  buena  fe  y  justo  título,  de  cuyos  dos  requisitos 
nos  ocupamos  juntamente  por  la  estrecha  relación  que  entre 
si  guardan.  La  buena  fe  del  poseedor  consiste,  en  efecto, 
según  la  definición  que  da  el  artículo  433  del  Código,  en  la 
ignorancia  de  que  existe  en  su  titulo j  ó  modo  de  adquirir, 
vicio  que  lo  invalide;  como  consiste  la  mala  fe  en  el  cono- 
cimiento de  la  existencia  en  el  título  de  algún  vicio  de  nu- 
lidad; consecuente  con  cuyo  principio  establece  el  artícu- 
lo 1  .qSo  que  la  buena  fe  del  poseedor,  á  los  efectos  de  la 
prescripción  adquisitiva,  consiste  en  la  creencia  de  que  la 
persona  de  quien  adquirió  la  cosa  era  dueña  de  ella  y  podía 
transmitir  su  dominio.  La  buena  fe,  por  consiguiente,  pre- 
supone la  existencia  de  un  título,  y  esta  existencia  del  título 
es  lo  que  justifica  la  presunción  de  aquel  carácter  en  el  po- 
seedor, que  establece  la  ley  y  que  subsiste  mientras  no  se 
pruebe  lo  contrario.  Aunque  la  persona  d^  quien  se  adqui- 
rió la  cosa  no  fuera  dueña  de  ella,  ó  no  tuviera  facultad 
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para  transmitir  su  dominio,  el  adquirente  puede  poseer  con 
buena  fe  si  ignoraba  aquellas  circunstancias;  y  continuará 
poseyendo  en  ese  mismo  concepto,  mediante  una  segunda 
presunción,  juri%  tantum  como  la  primera,  que  establece 
el  artículo  436,  en  tanto  que  no  se  pruebe  lo  contrario,  ó  en 
el  caso  y  desde  el  momento,  como  establece  el  435,  en  que 
existan  actos  que  acrediten  que  el  poseedor  no  ignora  que 
posee  la  cosa  indebidamente.  Ksta  es  la  síntesis  de  lo  dis- 
puesto en  el  artículo  1.951  al  declarar  necesarias  y  aplica- 
bles para  determinar  la  buena  fe,  en  la  prescripción  del 
dominio  y  demás  derechos  reales,  las  condiciones  exigidas 
para  la  posesión  en  los  artículos  á  que  sucesivamente  nos 
hemos  referido. 

Lo  que  debe  entenderse  por  justo  título  lo  determina 
<:oncretamente  el  artículo  1.952,  diciendo  que  es  el  que  le- 
galmente  baste  para  transferir  el  dominio  ó  derecho  real  de 
cuya  prescripción  se  trate;  lo  cual  no  quiere  decir  que  la 
transmisión  se  haya  legalmente  efectuado,  porque,  en  tal 
caso,  resultaría  innecesario  el  medio  de  la  prescripción  para 
transmitir  el  dominio,  ya  válidamente  transferido.  Este  tí- 
tulo ha  de  ser  verdadero  y  válido.  Ni  del  título  falso,  ni  del 
título  nulo  con  arreglo  á  las  leyes  pueden  derivarse  efectos 
jurídicos  de  ninguna  clase.  Y  ha  de  probarse,  porque  á  te- 
nor del  precepto  que  el  artículo  1.954  contiene,  el  justo  tí- 
tulo no  se  presume  nunca. 

Este  precepto  último  podría  parecer  contradictorio  del 
<:onten¡do  en  el  artículo  448,  según  el  que,  el  poseedor  en 
concepto  de  dueño  tiene  á  su  favor  la  presunción  legal  de 
que  posee  con  justo  título;  pero  tal  contradicción  no  existe, 
porque,  como  dijimos  en  el  comentario  del  último  de  los 
artículos  citados,  los  preceptos  legales  de  la  posesión  y  de 
la  prescripción  se  desenvuelven,  en  la  primera,  amplia- 
mente, y  en  la  segunda,^  de  modo  restrictivo.  Mientras  el 
poseedor,  decíamos  entonces,  se  limita  á  poseer,  no  le  in- 
cumbe más  prueba  que  la  del  hecho  posesorio;  pero  desde 
el  momento  en  que  pretende  que  se  reconozca  que  ha  ga- 
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nado  el  dominio,  se  convierte  en  actor  y  necesita  probar  lo 
que  antes,  en  su  situación  pasiva,  presumía  la  ley  en  su 
favor.  La  prueba  del  justo  título  claro  es  que  incumbe  al 
que  alega  la  prescripción. 
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ARTICULO  1.955 

El  dominio  de  los  bienes  muebles  se  prescribe 
por  la  posesión  no  interrumpida  de  tres  años  con 
buena  fe. 

También  se  prescribe  el  dominio  de  las  cosas 
muebles  por  la  posesión  no  interrumpida  de  seis 
años,  sin  necesidad  de  ninguna  otra  condición. 

En  cuanto  al  derecho  del  dueño  para  reivindi- 
car la  cosa  mueble  perdida  ó  de  que  hubiese  sido 
privado  ilegalmente,  así  como  respecto  á  las  ad- 
quiridas en  venta  pública,  en  Bolsa,  feria  ó  merca- 
do, ó  de  comerciante  legalmente  establecido  y  de- 
dicado habitualmente  al  tráfico  de  objetos  análo- 
gos, se  estará  á  lo  dispuesto  en  el  artículo  464  de 
este  Código. 

ARTICULO  1.956 

Las  cosas  muebles  hurtadas  ó  robadas  no  po- 
drán ser  prescritas  por  los  que  las  hurtaron  ó  ro- 
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barón,  ni  por  los  cómplices  ó  encubridores,  á  no 
haber  prescrito  el  delito  ó  falta,  ó  su  pena,  y  la 
acción  para  exigir  la  responsabilidad  civil  nacida 
del  delito  .ó  falta. 

ARTICULO  1.957 

El  dominio  y  demás  derechos  reales  sobre  bie- 
nes inmuebles  se  prescriben  por  la  posesión  du- 
rante diez  años  entre  presentes  y  veinte  entre  au- 
sentes, con  buena  fe  y  justo  título. 


ARTICULO  1.958 

Para  los  efectos  de  la  prescripción  se  considera 
ausente  al  que  reside  en  el  extranjero  ó  en  Ul- 
tramar. 

Si  parte  del  tiempo  estuvo  presente  y  parte  au- 
sente, cada  dos  años  de  ausencia  se  reputarán 
como  uno  para  completar  los  diez  de  presente. 

La  ausencia  que  no  fuere  de  un  año  entero  y 
continuo,  no  se  tomará  en  cuenta  para  el  cómputo. 


ARTICULO  1.959 

Se  prescriben  también  el  dominio  y  demás  de- 
rechos reales  sobre  los  bienes  inmuebles  por  su 
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posesión  no  interrumpida  durante  treinta  aftos^  sin 
necesidad  de  título  ni  de  buena  fe,  y  sin  distinción 
entre  presentes  y  ausentes,  salvo  la  excepción  de- 
terminada en  el  artículo  539. 


ARTICULO  1.960 

En  la  computación  del  tiempo  necesario  para 
la  prescripción  se  observarán  las  reglas  siguientes: 

I  .*  El  poseedor  actual  puede  completar  el  tiempo 
necesario  para  la  prescripción,  uniendo  al  suyo  el 
de  su  causante. 

2/  Se  presume  que  el  poseedor  actual,  que  lo 
hubiera  sido  en  época  anterior,  ha  continuado 
siéndolo  durante  el  tiempo  intermedio,  salvo  prue- 
ba en  contrario. 

3.*  El  día  en  que  comienza  á  contarse  el  tiempo 
se  tiene  por  entero;  pero  el  último  debe  cum- 
plirse en  su  totalidad. 

El  último  de  los  requisitos  que  han  de  concurrir  para 
adquirir  por  prescripción  es  que  se  posea  la  cosa  ó  derecho 
que  se  pretende  prescribir  por  el  tiempo  determinado  en  la 
ley.  El  Código  lo  fija  en  los  artículos  i.gSS  al  i.gSyyen 
el  1.959,  señalándolos  términos  que  ha  considerado  justos, 
según  la  naturaleza  de  los  bienes,  y  fijando  uno  especial,  por 
su  duración,  para  la  prescripción  en  que  no  concurra  más 
requisito  que  el  del  transcurso  del  tiempo.  Los  preceptos 
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de  dichos  artículos,  como  limitados  al  señalamiento  de  pla- 
zos, son  de  facilísima  inteligencia.  Sólo  observaremos  que 
en  la  prescripción  ordinaria  de  los  bienes  muebles  se  exige 
únicamente  la  concurrencia  de  la  buena  fe  y  no  del  justo 
título,  porque,  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  464,  la 
posesión  de  los  bienes  muebles  adquirida  con  aquella  con- 
dición, equivale  al  título;  con  lo  cual,  resulta  comprendida 
un  requisito  en  el  otro,  y  no  omitido  ninguno  de  ambos, 
como  á  primera  vista  pudiera  entenderse.  Han  de  tenerse 
presentes,  también,  los  demás  preceptos  de  dicho  artícu- 
lo 464,  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  párrafo  3.^  del  i.gSS, 
según  los  cuales,  el  que  hubiese  perdido  una  cosa  mueble  ó 
hubiese  sido  privado  de  ella  ilegalmente,  podrá  reivindicarla 
de  quien  la  posea.  Si  el  poseedor  de  la  cosa  mueble  perdida 
ó  sustraída  la  hubiese  adquirido  de  buena  fe  en  venta  pú- 
blica, no  podrá  el  propietario  obtener  la  restitución  sin  re- 
embolsar el  precio  dado  por  ella.  Tampoco  podrá  el  dueño 
de  cosas  empeñadas  en  los  Montes  de  Piedad,  establecidos 
con  autorización  del  Gobierno,  obtener  la  restitución,  cual- 
quiera que  sea  la  persona  que  la  hubiese  empeñado,  sin  rein- 
tegrar antes  al  establecimiento  la  cantidad  del  empeño  y  los 
intereses  vencidos.  Y. en  cuanto  á  las  adquiridas  en  Bolsa, 
feria  ó  mercado,  ó  de  un  comerciante  legalmente  establecido 
y  dedicado  habitualmente  al  tráfico  de  objetos  análogos,  se 
estará  á  lo  que  dispone  el  Código  de  Comercio. 

En  cuanto  á  la  prescripción  extraordinaria,  tanto  de  los 
bienes  muebles  como  de  los  inmuebles,  debe  advertirse  que 
la  exención  de  todo  requisito,  excepción  hecha  del  lapso  del 
tiempo,  no  exime  de  que  la  posesión  de  seis  y  treinta  años, 
respectivamente,  deba  tenerse  en  concepto  de  dueño.  Los 
preceptos  de  los  artículos  i  .qSS  y  i  .959,  en  cuanto  por  ellos 
se  admite  la  prescripción  extraordinaria,  deben  entenderse 
relacionados  con  el  del  artículo  447  que  determina  que,  sólo 
la  posesión  que  se  adquiere  y  se  disfruta  en  concepto  de 
dueño  es  la  que  puede  servir  de  título  para  adquirir  el  do- 
minio. 
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CAPITULO  III 

DE  LA  PRESCRIPCIÓN  DE  LAS  ACCIONES 

ARTICULO  1. 96 1 

Las  acciones  prescriben  por  el  mero  lapso  del 
tiempo  fijado  por  la  ley. 


ARTICULO  1.962 

Las  acciones  reales  sobre  bienes  muebles  pres- 
criben á  los  seis  años  de  perdida  la  posesión,  salvo 
que  el  poseedor  haya  ganado  por  menos  término 
el  dominio^  conforme  al  artículo  1.955,  Y  excepto 
los  casos  de  extravío  y  venta  pública,  y  los  de 
hurto  ó  robo,  en  que  se  estará  á  lo  dispuesto  en  el 
párrafo  tercero  del  mismo  artículo  citado. 
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ARTÍCULO  1.963 

Las  acciones  reales  sobre  Bienes  inmuebles  pres- 
criben á  los  treinta  aflos. 

Entiéndese  esta  disposición  sin  perjuicio  de  lo- 
establecido  para  la  adquisición  del  dominio  ó  de- 
rechos reales  por  prescripción. 


ARTICULO  1.964 

La  acción  hipotecaria  prescribe  á  los  veinte 
años,  y  las  personales  que  no  tengan  señalado  tér- 
mino especial  de  prescripción,  á  los  quince. 


ARTÍCULO  1.965 

No  prescribe  entre  coherederos,  condueños  ó 
propietarios  de  fincas  colindantes  la  acción  para 
pedir  la  partición  de  la  herencia,  la  división  de  la 
casa  común  ó  el  deslinde  de  las  propiedades  con- 
tiguas. 

ARTICULO  1.966 

Por  el  transcurso  de  cinco  años  prescriben  las 
acciones  para  exigir  el  cumplimiento  de  las  obli- 
gaciones siguientes: 
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I  /  La  de  pagar  pensiones  alimentícias. 

2.*  La  de  satisfacer  el  precio  de  los  arrien- 
dos, sean  éstos  de  fincas  rústicas  ó  de  fincas  ur- 
banas. 

3.*  La  de  cualesquiera  otros  pagos  que  deban 
hacerse  por  aflos  ó  en  plazos  más  breves. 


ARTICULO  1.967 

Por  el  transcurso  de  tres  años  prescriben  las 
acciones  para  el  cumplimiento  de  las  obligaciones 
siguientes: 

I."  La  de  pagar  á  los  Jueces,  Abogados,  Regis- 
tradores, Notarios,  Escribanos,  peritos,  agentes  y 
curiales  sus  honorarios  y  derechos,  y  los  gastos  y 
desembolsos  que  hubiesen  realizado  en  el  desem- 
peño de  sus  cargos  ú  oficios  en  los  asuntos  á  que 
las  obligaciones  se  refieran. 

2.*  La  de  satisfacer  á  los  Farmacéuticos  las 
medicinas  que  suministraron;  á  los  Profesores  y 
Maestros  sus  honorarios  y  estipendios  por  la  en- 
señanza que  dieron,  ó  por  el  ejercicio  de  su  profe- 
sión, arte  ú  oficio. 

3.*  La  de  pagar  á  los  menestrales,  criados  y 
jornaleros  el  importe  de  sus  servicios,  y  el  de  los 
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suministros  ó  desembolsos  que  hubiesen  hecho, 
concernientes  á  los  mismos. 

4.*  La  de  abonar  á  los  posaderos  la  comida  y 
habitación,  y  á  los  mercaderes  el  precio  de  los  gé- 
neros vendidos  á  otros  que  no  lo  sean,  ó  que  sién- 
dolo se  dediquen  á  distinto  tráfico. 

El  tiempo  para  la  prescripción  de  las  acciones  á 
que  se  refieren  los  tres  párrafos  anteriores  se  con- 
tará desde  que  dejaron  de  prestarse  los  respecti- 
vos servicios. 


ARTICULO  1.968 

Prescriben  por  el  transcurso  de  un  año: 
I  ."*  La  acción  para  recobrar  ó  retener  la  pose- 
sión. 

2."*  La  acción  para  exigir  la  responsabilidad  ci- 
vil por  injuria  ó  calumnia,  y  por  las  obligaciones 
derivadas  de  la  culpa  ó  negligencia  de  que  se  trata 
en  el  artículo  1.902,  desde  que  lo  supo  el  agra- 
viado. 


ARTICULO  1.969 

El  tiempo  para  la  prescripción  de  toda  clase  de 
acciones,  cuando  no  haya  disposición  especial  que 
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Otra  cosa  determine,  se  contará  desde  el  día  en 
que  pudieron  ejercitarse. 


ARTICULO  1.970 

El  tiempo  para  la  prescripción  de  las  acciones 
que  tienen  por  objeto  reclamar  el  cumplimiento 
de  obligaciones  de  capital  con  interés  ó  renta,  co- 
rre desde  el  último  pago  de  la  renta  ó  del  interés. 

Lo  mismo  se  entiende  respecto  al  capital  del 
censo  consignativo. 

En  los  censos  enfitéutico  y  reservativo  se 
cuenta  asimismo  el  tiempo  de  la  prescripción  desde 
el  último  pago  de  la  pensión  ó  renta. 


ARTICULO  1.97 1 

El  tiempo  de  la  prescripción  de  las  acciones 
para  exigir  el  cumplimiento  de  obligaciones  de- 
claradas por  sentencia,  comienza  desde  que  la 
sentencia  quedó  firme. 

ARTICULO  1.972 

El  término  de  la  prescripción  de  las  acciones 
para  exigir  rendición  de  cuentas,  corre  desde  el 
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día  en  que  cesaron  en  sus  cargos  los  que  debían 
rendirlas. 

El  correspondiente  á  la  acción  por  el  resultada 
de  las  cuentas,  desde  la  fecha  en  que  fué  éste  reco- 
nocido por  conformidad  de  las  partes  interesadas. 


La  prescripción  adquisitiva  se  produce,  como  ya  hemos 
visto,  por  determinados  actos  del  poseedor  de  la  cosa  ó  de- 
recho, mediante  la  posesión,  en  concepto  de  dueño,  públi- 
ca, pacífica  y  no  interrumpida,  con  justo  título  y  buena  fe. 
En  la  prescripción  extintiva,  ó  más  propiamente  llamada 
prescripción  de  acciones,  el  deudor,  poseedor  de  la  cosa  ó 
derecho,  se  encuentra  en  una  situación  pasiva;  no  es  el  ac- 
tor que,  como  decíamos  comentando  el  artículo  1.954,  debe 
probar,  no  sólo  la  posesión,  sino  las  condiciones  que  han 
de  adornarla  para  prescribir  por  ella  el  dominio.  La  pres- 
cripción de  las  acciones  reconoce  como  fundamento,  ade- 
más de  la  necesidad  de  evitar  que  el  derecho  del  poseedor 
esté  indefinidamente  pendiente  de  la  acción  del  propietario,^ 
la  presunción  de  que  la  falta  de  ejercicio,  por  parte  de  éste, 
de  las  acciones  que  le  competen  para  reclamar  la  cosa  ó  la 
efectividad  del  derecho,  implica  su  renuncia;  presunción 
juris  et  de  Jure  que  no  admite,  como  tal,  prueba  en  con- 
trario. Por  eso,  en  esta  modalidad  de  la  prescripción  no  se 
exige  al  poseedor  buena  fe,  justo  título  ni  otro  requisito 
alguno;  basta  que  posea  y  que  transcurra  el  tiempo  que 
para  cada  clase  de  acciones  fija  el  Código,  para  que  la  ac- 
ción del  dueño  prescriba  y  no  pueda  disputarle  su  derecho,. 
Así  lo  consigna  el  artículo  i  .961 ,  disponiendo  que  las  accio- 
nes prescriben  por  el  mero  lapso  del  tiempo  fijado  por 
la  ley. 

Este  lo  determina  el  Código  en  los  artículos  1.962  al 
1 .968,  teniendo  en  cuenta  la  naturaleza  de  los  bienes  y  la 
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de  las  obligaciones  y  la  clase  de  acción  que  en  cada  caso 
compete  ejercitar;  y  lo  hace  con  la  suficiente  precisión  para 
alejar  toda  duda  y  para  descartar  la  necesidad  de  toda  acla- 
ración. Sólo  hemos  de  consignar  que,  vigente  como  estala 
Ley  Hipotecaria  después  de  la  publicación  del  Código,  aun 
en  las  materias  que  son  objeto  de  éste,  en  virtud  del  pre- 
cepto contenido  en  su  artículo  1.880  y  de  otros  del  mismo,, 
deben  comprenderse,  entre  las  acciones  que  prescriben  por 
el  transcurso  de  un  año,  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 37  de  dicha  ley  especial,  las  rescisorias  y  resoluto- 
rias que  deban  su  origen  á  causas  que  consten  explícita- 
mente en  el  Registro;  y  las  rescisorias  de  enajenaciones 
hechas  en  fraude  de  acreedores,  cuando  la  segunda  enaje- 
nación haya  sido  hecha  por  título  gratuito,  ó  cuando  el  ter- 
cero haya  sido  cómplice  en  el  fraude;  en  cuyos  casos,  el 
tiempo  para  la  prescripción  de  tales  acciones  se  contará 
desde  el  día  de  la  enajenación  fraudulenta;  y  conforme  al 
artículo  332  de  la  misma  ley,  prescribe  por  igual  tiempo  la 
acción  para  pedir  la  indemnización  de  los  daños  y  perjui- 
cios causados  por  los  actos  de  los  Registradores,  contado- 
desde  que  fueron  conocidos  por  el  que  pueda  reclamarlos,, 
pero  sin  que  pueda  exceder,  en  ningún  caso,  del  tiempo  se- 
ñalado por  las  leyes  comunes  para  la  prescripción  de  las 
acciones  personales,  comandóse  desde  la  fecha  en  que  la 
falla  haya  sido  cometida. 

Intimamente  relacionados  con  los  preceptos  que  fijan 
el  tiempo  de  duración  de  las  diversas  clases  de  acciones, 
están  los  que  determinan  la  forma  de  computación  de  los 
plazos,  como  base  necesaria  que  es  para  la  prescripción  el 
conocer  el  momento  desde  el  cual  han  de  comenzar  los  tér- 
minos á  contarse.  De  esto  se  ocupan  los  artículos  1 .969  al 
1.972,  ambos  inclusive,  de  los  que,  á  pesar  de  su  indis- 
cutible importancia,  sólo  hemos  de  decir,  prescindiendo  de 
su  enumeración,  que  tendría  que  reducirse  á  repetir  loque 
el  Código  con  toda  claridad  expresa,  que  el  criterio  y  nor- 
ma en  que  tales  preceptos  se  inspiran  es  el  deque  el  tiempa 
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para  la  prescripción  de  toda  clase  de  acciones  se  cuente 
desde  el  día  en  que  las  mismas  pudieron  ejercitarse.  A  este 
precepto,  contenido  en  el  primero  de  dichos  artículos,  agre- 
ga el  Código  los  que  se  consignan  en  los  sucesivos,  que 
entendió  necesarios  para  aclarar  las  dudas  que,  respecto  de 
€Ste  particular,  pudiera  ofrecer  la  aplicación  de  aquel  prin- 
cipio á  los  casos  especiales  y  determinados  de  que  los  mis- 
mos se  ocupan. 

Ténganse  en  cuenta,  por  último,  los  casos  especiales  de 
prescripción  y  de  computación  de  términos  que  se  estable- 
cen en  distintos  lugares  del  Código,  y  de  los  que  hicimos 
la  oportuna  relaciona  continuación  del  artículo  i.gBg.  Y 
no  dudamos  en  recomendar,  además  de  la  consulta  de  las 
siguientes  sentencias,  la  de  las  que  se  insertan  en  los  apén- 
dices á  esta  obra,  en  las  que  encontrará  el  lector  abundan- 
tísima jurisprudencia  sobre  esta  materia,  que  constituye  el 
verdadero,  útil  y  práctico  comentario. 


Guestión  !•* — La  prescripción  del  dominio,  cuan- 
do concurren  en  ella  los  requisitos  de  la  ley,  ¿es  bas- 
tante á  desvirtuar  las  acciones  cuyo  ejercicio  prescribe 
á  más  largo  tiempo? 

Sentencia  de  21  de  Octubre  de  1899. 

Don  Lucio  Sánchez  Carpió  otorgó  testamento  el  año  1870 
en  el  que  legó  el  quinto  de  sus  bienes  á  su  esposa  Doña 
María  de  la  O  Ruiz  Santana,  bajo  la  precisa  condición  de 
que  no  contrajera  segundas  nupcias,  é  instituyó  herederas 
á  sus  hijas  Crisanta  y  Áurea. 

En  23  de  Noviembre  de  dicho  año  falleció  el  testador,  y 
en  23  de  Julio  y  16  de  Noviembre  de  1872  murieron  sus 
dos  hijas  y  herederas,  siendo  declarada  su  madre,  Doña  Ma- 
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ría  de  la  O,  heredera  de  ambas  en  i6  de  Febrero  de  1874:  y 
habiendo  contraído  la  Doña  María  segundas  nupcias  en 
Abril  de  1875  con  Don  Felipe  Sánchez  Cabezudo,  instruyó 
expediente  posesorio,  que  fué  aprobado  por  auto  de  23  de 
Junio  de  1876,  por  virtud  del  cual  fué  inscrita  á  su  nombre 
la  posesión  de  62  fincas  en  el  Registro  de  la  propiedad,  en 
concepto  de  heredera  de  sus  dos  citadas  hijas. 

Con  tales  antecedentes  dedujo  Don  Juan  González  Ca- 
no, como  marido  de  Doña  Vicenta  Sánchez,  y  ésta  en  con- 
cepto de  pariente  del  testador  Don  Lucio,  la  demanda  de 
este  pleito,  solicitando  que  se  declarase  que  Doña  María  de 
la  O  Ruiz  había  perdido  su  derecho  al  legado  del  quinto  de 
los  bienes  de  su  primer  marido  desde  el  día  que  contrajo 
segundo  matrimonio;  que,  por  haber  fallecido  las  hijas  y 
herederas  del  Don  Lucio  durante  la  viudez  de  la  legataria, 
quedó  destituido  el  testamento  respecto  de  los  bienes  cons- 
titutivos del  legado,  al  cumplirse  la  condición  resolutoria 
con  el  segundo  matrimonio  de  la  legátaria;  y  que  corres- 
pondía al  demandante  la  mitad  de  los  referidos  bienes,  á 
cuya  entrega  debía  la  demandada  ser  condenada;  y  alegó: 
que  habiendo  fallecido  las  herederas  Crisanta  y  Áurea  an- 
tes de  la  fecha  del  segundo  matrimonio  de  su  madre,  no 
nació  en  ellas  el  derecho  de  sucesión  á  los  bienes  objeto  del 
legado,  y,  por  consiguiente,  no  pudo  adquirirlos  de  ellas 
como  heredera  al  perderlos  como  legátaria;  y  que  no  exis- 
tiendo herederos  forzosos  del  Don  Lucio  en  la  fecha  en  que 
se  resolvió  la  condición  de  que  dependía  el  legado,  el  quinto 
de  los  bienes  del  testador  tuvo  que  pasar  á  sus  herederos 
abintestato. 

La  representación  de  Doña  María  de  la  O  Ruiz  Santana 
impugnó  la  demanda  alegando:  que  la  acción  utilizada  era 
personal  y  como  pudo  ejercitarse  desde  el  28  de  Abril 
de  1875  en  que  se  resolvió  la  condición  por  su  segundo  ma- 
trimonio y  no  se  había  ejercitado  hasta  el  4  de  Febrero 
de  1897,  fecha  del  acto  conciliatorio,  habían  transcurrido 
más  de  los  veinte  años  necesarios  para  la  prescripción,  se- 
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gún  los  preceptos  de  la  legislación  antigua  que  citó,  con- 
cordantes con  el  artículo  1.919  del  Código  civil;  prescrip- 
ción que,  no  sólo  era  extintiva,  sino  adquisitiva,  por  haber 
adquirido  los  bienes  de  que  se  trataba  con  arreglo  al  artícu- 
lo 1.957  del  mismo  Código. 

Sustanciado  el  pleito  en  dos  instancias,  dictó  sentencia 
la  Audiencia  de  Madrid  declarando  nulo  el  legado  desde  la 
fecha  del  segundo  matrimonio  de  la  demandada,  y  que  los 
bienes  constitutivos  del  mismo  correspondían  abintestato 
á  los  parientes  que  fueran  más  próximos  entonces,  los  que 
podrían  reclamarlos  en  el  juicio  correspondiente. 

Contra  esta  sentencia  interpuso  Doña  María  de  la  O 
Ruiz  recurso  de  casación,  citando  como  infringidos,  en  los 
motivos  cuarto  y  quinto,  las  leyes  vigentes  con  anterioridad 
á  la  publicación  del  Código  civil  que  regulaban  la  prescrip- 
ción; puesto  que  la  Sala  sentenciadora  prescindía  de  ellas  y 
de  la  excepción  de  prescripción  alegada,  no  obstante  aoare- 
cer  de  documentos  tan  auténticos  como  los  escritos  del  de- 
mandante, que  reconoció  que  la  recurrente  había  inscrito 
todos  los  bienes  de  Don  Lucio  con  el  carácter  de  heredera 
de  sus  hijas  y  no  con  el  de  legataria;  y  la  doctrina  sentada 
por  el  Tribunal  Supremo  en  sentencia  de  27  de  Junio 
de  1877,  según  la  cual,  la  prescripción  de  dominio  de  una 
ñnca  demandada,  cuando  concurren  en  ella  los  requisitos 
de  la  ley,  desvirtúa  las  acciones  de  más  largo  tiempo,  in- 
cluso la  de  petición  de  herencia. 

El  Tribunal  Supremocasó  la  sentencia  por  dichos  motivos 

Considerando  que  es  precepto  legal,  consignado  en  la 
Ley  18,  Título  29  de  la  Partida  tercera,  que  las  cosas  in- 
muebles prescriben  por  diez  años  entre  presentes  y  veinte 
entre  ausentes,  cuando  su  adquisición  se  ha  hecho  por  justo 
título,  mediando  además  buena  fe  por  parte  del  adquirente; 
y  doctrina  sancionada  por  decisión  de  este  Supremo  Tribu- 
nal, y  hoy  en  el  vigente  Código  civil,  que  dicha  prescripción 
obsta  al  ejercicio  de  cualquier  otra  acción  más  duradera 
que  pudiera  existir  contra  los  bienes  así  adquiridos. 
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Considerando  que  en  el  caso  del  presente  recurso  es  in- 
dudable que  Doña  María  de  la  O  Ruiz  Santana  ha  venido 
poseyendo  los  bienes  que  se  la  reclaman  procedentes  del  le- 
gado que  la  dejó  su  marido,  como  lo  demás  que  heredó  de 
sus  hijas,  durante  más  de  veinte  años,  según  está  recono* 
cido  en  los  autos  por  las  mismas  partes  y  resulta  documen- 
talmente  acreditado;  y  no  lo  es  menos  que  dicha  posesión 
se  halla  acompañada  de  un  justo  título,  cual  es  el  de  haber 
sido  sucesora  legítima  de  sus  hijas,  cuya  declaración  obtuvo 
en  el  año  1874,  siendo  á  este  título  al  que  se  refiere  la  ¡ns  - 
cripción  posesoria  de  1876,  hecha  en  el  Registro,  despué 
de  sus  segundas  nupcias,  de  todos  los  bienes  que  constitu- 
yen el  haber  hereditario  de  Don  Lucio  Sánchez  Carpió,  sin 
que  exista  fundamento  alguno  para  negársele  buena  fe,  que 
siempre  se  presume,  toda  vez  que  pudo  entender  muy  bien 
que,  debiendo  acrecer  al  cuerpo  de  la  herencia  el  legado  que 
perdía  por  haber  ocurrido  la  condición  resolutoria  estable- 
cida en  el  testamento,  á  ella  le  correspondía  ya  como  here- 
dera de  sus  hijas  y  causahabiente  de  sus  derechos,  y  no  á 
quien  ningún  título  podía  ostentar;  inteligencia  tanto  más 
fundada  y  admisible  para  el  efecto  indicado,  único  á  que 
tiene  que  referirse  esta  Sala,  cuanto  que  es  lo  que  se  halla 
consignado  en  la  Ley  84,  Título  9.^  de  la  Partida  sexta,  en 
jurisprudencia  de  este  Supremo  Tribunal,  y  al  presente,  en 
el  artículo  888  del  Código  civil. 

Considerando  que,  esto  supuesto,  y  no  existiendo  tam- 
poco cuestión  ninguna  de  carácter  propiamente  hipotecario, 
porque  el  actor  no  hace  derivar  su  acción  de  derecho  alguno 
inscrito  en  el  Registro,  son  de  estimar  las  infracciones  ale- 
gadas en  los  motivos  cuarto  y  quinto  del  recurso,  referea- 
tes  á  la  omisión  en  que  ha  incurrido  el  Tribunal  sentencia- 
dor al  no  aplicar  las  leyes  y  doctrinas  invocadas  por  la  parte 
demandada,  que  establecen  la  prescripción  por  diez  y  veinte 
años  respectivamente  de  los  bienes  inmuebles  cuando  con- 
curren las  condiciones  antes  expresadas,  como  han  concu- 
rrido respecto  de  los  que  se  reclaman  á  Doña  María  de  la  O 
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Ruiz  Santana;  sin  que  sea  de  estimar  interrupción  alguna 
por  razón  de  la  menor  edad  de  alguno  de  los  antecesores  del 
demandante,  porque  los  bienes  hoy  reclamados,  ni  proce- 
den de  aquéllos,  ni  es  que  llegaran  á  perderlos  en  ningún 
momento,  ni  respecto  de  tales  bienes  se  ha  justificado  que 
tuvieran  para  adquirirlos  un  título  mejor  que  el  de  la  parte 
demandada. 

6uesti6n.2«^ —  ¿Es  prescriptible  entre  coherede- 
ros la  acción  para  pedir  la  división  de  la  herencia? 

Sentencia  de  6  de  Diciembre  de  1898. 

Es  tan  terminante  el  precepto  del  artículo  1.965  del  Có- 
digo, al  declarar  la  imprescriptibilidad  de  la  acción  para  pe- 
dir  la  partición  de  la  herencia,  la  división  de  la  cosa  común 
y  el  deslinde  de  las  propiedades  contiguas,  que  no  se  concibe 
que  pueda  dar  lugar  á  contienda  alguna  ante  los  Tribuna- 
les; y  sí  llegó  á  su  conocimiento  esta  cuestión  en  el  caso  del 
recurso  que  resolvió  la  sentencia  de  que  nos  ocupamos  > 
fué,  tan  sólo,  por  haber  fundado  el  recurrente  un  motivo  de 
casación  en  el  precepto  de  las  Leyes  9.*  y  17,  Título  29, 
Partida  tercera,  en  el  supuesto  de  que  eran  las  aplicables  al 
caso  del  pleito,  alegando  que  el  derecho  á  pedir  la  división 
de  unas  participaciones  mineras,  de  las  que  se  había  hecho 
caso  omiso  en  una  testamentaría,  y  cuya  partición  había 
solicitado  uno  de  los  coherederos,  había  prescrito  por  ha- 
ber transcurrido  más  de  veinte  años  desde  la  muerte  del 
causante. 

Siendo,  por  otra  parte,  nuestro  propósito  incluir  en  esta 
obra  cuantas  sentencias  del  Tribunal  Supremo  aclaran  ó 
confirman  algún  precepto  del  Código  civil,  nos  limitamos, 
en  este  caso,  á  consignar  el  Considerando  oportuno  de  di- 
cha  sentencia,  para  cuya  inteligencia  bastan  los  anteceden-^ 
tes  expuestos: 
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Considerando,  en  cuanto  á  la  prescripción  invocada 
en  el  cuarto  motivo,  que,  además  de  que  esta  excepción, 
como  alegada  extemporáneamente,  por  no  haberse  utilizado 
hasta  el  escrito  de  conclusiones,  no  podría  ser  materia  del 
recurso,  es  lo  cierto  que,  reconociéndose  como  hecho  proba- 
do, sin  que  esta  apreciación  haya  sido  impugnada  en  for- 
ma, que  las  participaciones  mineras  constituyen  parte  del 
haber  testamentario  de  Don  Manuel  Berruezo,  y  que  sus  al- 
baceas  contadores,  por  disidencia  de  los  coherederos  entre 
sí,  se  abstuvieron  de  dividirlas,  esto  implica  la  proindivi- 
sión de  las  mismas  hasta  que  se  resuelva  el  derecho  de  los 
herederos,  y  como  es  imprescriptible  la  acción,  tanto  de  los 
herederos  como  de  los  condónimos  para  pedir  la  partición 
de  la  herencia  ó  la  división  de  la  cosa  común,  según  dis- 
pone el  artículo  1.965  del  Código  civil,  aplicable  en  este 
caso,  conforme  á  la  disposición  4.*  transitoria,  no  infringe 
la  sentencia  las  leyes  que  sirven  de  fundamento  á  este  mo- 
tivo. 


Guestión  3.*— Según  el  artículo  1.966  del  Código 
civil,  por  el  transcurso  de  cinco  años  prescriben  las 
acciones  para  exigir  el  cumplimiento,  entre  otras,  de 
las  obligaciones  cuyo  pago  deba  hacerse  por  años  ó  en 
plazos  más  breves. 

¿Se  refiere  este  precepto  á  la  prescripción  de  pago 
de  cada  uno  de  los  plazos  estipulados  ó  á  la  de  la  tota- 
lidad de  la  obligación? 

Sentencia  de  24  de  Junio  de  1897. 

Por  escritura  otorgada  en  20  de  Marzo  de  1874  declaró 
Don  Pedro  López  de  Ayala  haber  recibido  de  Don  Manuel 
Camacho,  en  calidad  de  préstamo,  25.ooo  pesetas,  con  el 
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interés  de  6  por  loo  al  año;  y  en  i.®  de  Agosto  de  1877  fir- 
maron Don  Pedro  López  de  Ayala  y  su  esposa  Doña  En- 
gracia García  Carrasco  un  pagaré,  obligándose  á  satisfacer 
al  mismo  Don  Manuel  Camacho  20.000  pesetas  recibidas 
del  mismo,  sin  estipular  interés;  apareciendo  que  en  1 3  de 
Diciembre  de  1875  firmó  Camacho  un  recibo  de  6.000  rea- 
les, entregados  por  Don  Pedro  López  de  Ayala,  importe  de 
los  intereses  al  6  por  100  anual  sobre  los  10.000  que  le  te- 
nía prestados  por  la  escritura  relacionada  de  26  de  Marzo 
de  1874. 

Fallecido  López  de  Ayala,  dirigió  Camacho  varias  car- 
tas al  hijo  de  aquél  y  á  la  viuda  Doña  Engracia  García  Ca- 
rrasco, manifestando  en  la  primera  que  ya  sabían  que  un 
amigo  suyo  había  prestado  al  difunto  Don  Pedro  20.000  pe- 
setas; que  había  conseguido  del  acreedor  la  prórroga  del 
plazo  de  devolución,  pero  que  le  mandaran  los  8.000  reales 
de  réditos  que  le  debían;  y  en  varias  de  las  sucesivas  cartas 
remitió  diferentes  liquidaciones  de  intereses  de  ambos  prés- 
tamos, al  10  por  100  anual,  consignando  en  las  de  14  de 
Marzo  de  1881  y  7  de  Junio  de  1892  que  el  interés  por  el 
préstamo  escriturario  se  liquidaba  al  10  y  no  al  12  por  100 
como  se  había  estipulado,  á  cuyo  tipo  se  liquidaría  si  se 
empeñaban  en  que  se  hiciera  judicialmente;  á  cuyas  liqui- 
daciones prestó  la  viuda  Doña  Engracia  García  Carrasco 
su  conformidad. 

En  3o  de  Julio  de  1893  dedujo  Don  Manuel  Camacho  la 
demanda  de  este  pleito  contra  la  viuda  é  hijos  de  López  de 
Ayala,  pidiendo  que  se  les  condenara  al  pago  de  29.686  pe- 
setas por  capital  é  intereses  de  Jas  dos  referidas  obligacio- 
nes; á  cuya  pretensión  se  opusieron  los  demandados,  ale- 
gando que  en  la  escritura  de  26  de  Marzo  de  1874  se  esti- 
puló el  interés  de  6  por  100,  y  en  el  pagaré  de  1877  no  se 
estipuló  interés  alguno;  que  Camacho  les  hizo  creer  que  no 
era  él,  sino  otra  persona  el  acreedor,  que  los  intereses  de 
ambos  préstamos  eran  al  10  por  100,  y  que  había  anti- 
cipado por  ellos  algunas  cantidades,  todo  lo  cual  creyeron 
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por  la  gran  confianza  que  Camacho  les  inspiraba  y  que  les 
indujo  á  no  examinar  los  documentos  en  que  tales  obliga- 
ciones constaban;  y  que  habían  prestado  conformidad  á  las 
liquidaciones  hechas  por  Camacho  partiendo  del  error  pro- 
ducido por  sus  engaños;  y  suplicaron  que  se  declarase  que 
con  los  abonos  hechos  al  demandante  estaban  totalmente 
satisfechos  los  créditos  reclamados,  ó,  en  otro  caso,  que  se 
practicara  una  liquidación  con  arreglo  á  las  bases  que  se 
deducían  de  los  hechos  consignados  en  este  escrito. 

En  la  réplica  agregó  el  demandante  que,  tanto  el  crédito 
escriturario  como  el  consignado  en  el  pagaré  habían  deven- 
gado desde  el  primer  momento  el  interés  del  lo  por  loo, 
como  se  acreditaba  por  las  liquidaciones  y  cartas  presenta 
das  con  la  demanda;  y  sustanciado  el  pleito  en  dos  instan- 
cias, dictó  sentencia  la  Audiencia  de  Madrid,  declarando 
que  la  liquidación  de  lo  debido  al  demandante  por  las  dos 
referidas  obligaciones  debía  hacerse  abonando  por  el  prés- 
tamo escriturario  el  interés  de  6  por  loo  desde  la  fecha  de 
la  obligación  y  por  el  representado  en  el  pagaré  el  legal 
desde  la  primera  reclamación  judicial,  imputándose  los 
abonos,  en  primer  término,  al  pago  de  intereses,  y  después, 
i  la  amortización  del  capital. 

Contra  esta  sentencia  interpuso  Don  Manuel  Camacho 
recurso  de  casación,  alegando:  en  el  motivo  segundo,  la  in- 
fracción del  artículo  i.3oi  del  Código  civil,  porque  la  base 
de  la  defensa  era  la  excepción  de  nulidad  de  las  liquidacio- 
nes por  haber  prestado  su  consentimiento  á  las  mismas  con 
error^  y  durando  dicha  acción  sólo  cuatro  años,  habían 
transcurrido  con  mucho  exceso  desde  que  se  aceptaron 
hasta  la  fecha  de  la  contestación  de  la  demanda;  y  en  el 
motivo  tercero,  el  1.966,  número  3.*^,  según  el  cual,  por  el 
transcurso  de  cinco  años  prescriben  las  acciones  para  exigir 
el  cumplimiento  de  las  obligaciones  cuyo  pago  deba  hacerse 
por  años  ó  en  plazos  más  breves;  toda  vez  que  el  hacer  la 
imputación  de  pagos  que  la  Sala  ordenaba  no  era  otra  cosa 
que  acceder  á  la  reclamación  de  cantidades  cuya  entrega 
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debía  hacerse  semestralmente,  y  para  reclamar  contra  las 
cuales  tuvieron  los  López  de  Ayala  cinco  años. 

El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso 
Considerando  que  el  tiempo  señalado  por  la  ley  para  la 
prescripción  de  la  acción  de  nulidad  de  los  actos  ó  contra- 
tos en  que  mediara  error  ó  dolo  que  vicie  el  consentimiento, 
no  empieza  á  correr  hasta  la  consumación  del  contrato,  se- 
gún lo  dispuesto  en  el  mismo  artículo  i.3oi  del  Código  ci- 
vil, que  en  el  mismo  motivo  segundo  se  supone  infringido; 
y  esto  supuesto,  es  evidente  que  el  término  para  impugnar 
el  consentimiento  prestado  por  los  deudores  á  las  mencio- 
nadas liquidaciones,  lejos  de  haber  transcurrido,  ni  siquiera 
ha  empezado  á  correr,  toda  vez  que  las  liquidaciones  par- 
ciales de  un  préstamo,  como  actos  de  ejecución  del  contrato 
á  que  se  refieren,  no  pueden  reputarse  actos  consumados 
hasta  que  se  consume  el  contrato,  haciéndose  efectiva  la 
obligación  del  deudor,  á  menos  que  contuvieren  pactos  es- 
peciales, lo  cual  no  ocurre  en  el  caso  presente. 

Considerando  que  no  se  ha  infringido  ni  podido  infrin- 
girse el  artículo  1.966  del  Código  civil,  en  el  concepto  ale- 
gado por  el  recurrente  en  el  motivo  tercero,  porque  dicho 
precepto  legal  se  refiere  á  la  prescripción  de  acciones  deter- 
minadas y  no  á  la  imputación  de  los  pagos  que  el  deudor 
hubiese  hecho  á  su  acreedor  en  cumplimiento  de  sus  obli- 
gaciones, lo  cual  se  rige  por  otros  preceptos  que  ha  tenido 
en  cuenta  la  Sala  sentenciadora  al  determinar  el  modo  de 
liquidar  y  computar  los  pagos  hechos  por  los  demandados 
en  este  pleito  á  su  acreedor,  hoy  recurrente. 


6uesti6n  9.*  —  Obligado  un  menor  al  pago  de 
los  honorarios  devengados  por  su  Abogado,  los  satis- 
face su  madre  con  sus  bienes  propios. 

La  acción  personal  que  á  ésta  asiste  contra  su  hijo 
ó  contra  los  herederos  del  mismo  para  reintegrarse  de 
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la  cantidad  por  cuenta  de  aquél  satisfecha,  ¿prescribirá 
á  los  tres  años  como  comprendida  en  el  número  i.^  del 
artículo  1.967  del  Código  civil? 


Sentencia  de  10  de  Octubre  de  1896. 

En  las  operaciones  divisorias  practicadas  por  falleci- 
miento de  Don  Agustín  Olanier  Román  se  estableció  que 
los  contadores  divisores  Don  Tomás  Bordanove  y  Don  Sal- 
vador Grau  habían  devengado  por  sus  honorarios  en  dichas 
particiones  1.774  Y  í-i20  pesetas  respectivamente,  y  Don 
Vicente  Llobet,  como  Letrado  director  de  otro  conta- 
dor, 2.285,  cuyo  pago  se  impuso  á  los  herederos  en  propor- 
ción á  sus  respectivas  cuotas  hereditarias,  correspondiendo 
pagar  á  Don  Agustín  Olanier  Salvador  5i  i,  328  y  670  pese- 
tas respectivamente  á  cada  uno  de  aquéllos. 

Don  Agustín  Olanier  Salvador  contrajo  matrimonio  en  28 
de  Julio  de  1884  con  Doña  Soledad  Solís,  entrando  á  admi- 
nistrar los  bienes  de  ésta,  como  también  los  de  su  madre 
Doña  María  Salvador  Sanchís;  y  fallecido  el  año  1891  bajo 
testamento  en  el  que  instituyó  heredero  á  su  hijo  único 
Don  Agustín  Olanier  Solís,  dedujo  en  nombre  de  éste,  pop 
su  menor  edad,  su  madre  Doña  Soledad,  demanda  contra 
Doña  María  Salvador  Sanchís,  pidiendo  que  se  la  conde- 
nara al  pago  de  ciertos  créditos  contra  la  misma  adjudica- 
dos en  la  testamentaría  de  Don  Agustín  Olanier  Salvador, 
marido  que  fué  de  la  demandante  é  hijo  de  la  demandada. 

Doña  Maria  Salvador  impugnó  la  demanda  y  formuló 
reconvención  para  que  se  condenara  á  Doña  Soledad  Solís 
al  pago  de  i.5i  i  pesetas  que  había  satisfecho  por  cuenta  de 
su  hijo  á  los  contadores  que  habían  practicado  la  división 
del  caudal  de  Don  Agustín  Olanier  Román,  en  razón  á  la 
menor  edad  en  que  se  encontraba  su  hijo  á  la  sazón;  á  cuya 
pretensión  se  opuso  la  actora  por  estimar  que  no  estaba  de- 
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mostrado  que  hubiera  efectuado  el  pago  y  no  se  hubiera 
reintegrado  de  dicha  cantidad. 

Dictada  sentencia  por  la  Audiencia  de  Valencia  esti- 
mando la  demanda  y  la  reconvención,  interpuso  Doña 
Soledad  Solís  recurso  de  casación,  citando  como  infrin- 
gidos, en  el  motivo  tercero,  el  artículo  i.253  del  Código  ci- 
vil, por  no  existir  el  enlace  preciso  que  dicho  artículo 
exige  para  estimar  como  medio  de  prueba  la  presunción, 
entre  el  hecho  de  la  deuda  de  las  i.5i  i  pesetas  y  el  pago  de 
la  misma  por  la  demandada,  por  la  sola  circunstancia  de  la 
menor  edad  de  su  hijo,  por  cuenta  del  cual  decía  haberla 
satisfecho;  y  en  el  motivo  cuarto  y  primera  parte  del  quin- 
to, el  artículo  1.967,  según  el  cual,  las  acciones  de  los  Abo- 
gados, Notarios,  Escribanos  y  peritos  para  reclamar  el 
importe  de  sus  honorarios  y  desembolsos  realizados  en  el 
ejercicio  de  sus  cargos,  prescribe  á  los  tres  años;  por  cuanto 
procedían  de  honorarios  las  i.5ii  pesetas  que  reclamábala 
demandada  en  la  reconvención,  á  los  veintiún  años  de  haber 
sido  devengados  y  á  los  nueve  años  de  haber  salido  del 
poder  de  su  madre  el  Don  Agustín  Olanier  Salvador,  obli- 
gado al  pago. 

El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso 
Considerando  que  no  se  han  infringido  por  la  Sala  sen- 
tenciadora, al  dar  lugar  al  segundo  extremo  de  la  reconven- 
ción, las  disposiciones  legales  que  se  citan  en  los  motivos 
tercero,  cuarto  y  primera  parte  del  quinto,  pues,  además  de 
que  la  presunción  de  pago  por  Doña  María  Salvador  Sanchís 
de  la  cantidad  que  su  hijo  menor  de  edad  debió  satisfacer 
de  los  gastos  originados  en  la  testamentaría  de  su  padre 
está  fundada  en  hechos  demostrados,  que  guardan  íntimo 
enlace,  según  las  reglas  del  criterio  humano,  con  los  que  la 
misma  Sala  deduce  en  su  sentencia,  no  aparece  que  la  can- 
tidad  por  tal  concepto  abonada  se  le  hubiese  reintegrado, 
ni  que  la  accfón  personal  que  á  la  Doña  María  Salvador  San- 
chís asistía  para  reclamarla  se  hubiese  extinguido  por  la 
prescripción,  á  contar  desde  que  por  la  mayor  edad  de  Don 


Digitized  by  CjOOQ IC 


ARTÍCULOS   1. 96 1  AL  1 .972  3ir 

Agustín  Olanier  Salvador  salió  de  su  potestad  y  pudo  efi- 
cazmente ejercitarla. 


eaestión  5/— El  precepto  del  último  párrafo  del 
artículo  1.967  del  Código  civil,  ¿se  refiere  á  los  tres 
párrafos  que  inmediatamente  le  preceden,  ó  á  los  tres 
primeros  de  los  cuatro  numerados  que  dicho  artículo 
contiene? 

En  su  consecuencia,  ¿desde  qué  día  se  cuenta  el 
plazo  para  la  prescripción  de  las  acciones  que  compe- 
ten á  los  Jueces,  Abogados,  Registradores,  etc.,  para 
el  cobro  de  sus  derechos  y  honorarios,  desde  el  día  en 
que  pudieron  ejercitarse  ó  desde  que  dejaron  de  pres- 
tarse los  respectivos  servicios? 

sentencia  de  16  de  Febrero  de  18  99. 

Don  José  Miguel  García  López  demandó,  ante  uno  de 
los  Juzgados  de  la  Habana,  al  Obispo  de  aquella  diócesis,  el 
pago  de  68.333  pesos  por  honorarios  devengados  en  el  ejer- 
cicio de  su  profesión  de  Abogado;  habiendo  presentado, 
entre  otros  documentos,  una  certificación  librada  por  el 
Registrador  de  la  propiedad,  en  la  que  constaba  que  había 
hecho  trabajos  y  gestiones  en  aquella  oficina,  como  manda- 
tario del  Obispo  de  la  diócesis,  hasta  el  mes  de  Mayo 
de  1893;  y  la  certificación  del  acto  conciliatorio  celebrado 
el  25  de  Febrero  de  1896. 

Impugnada  la  demanda  alegando  las  excepciones  de 
falta  de  acción  y  la  de  prescripción,  y  dictada  sentencia  ab- 
solutoria por  la  Audiencia  de  la  Habana,  interpuso  García 
López  recurso  de  casación,  citando  como  infringido,  en  el 
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motivo  quinto,  el  párrafo  último  del  artículo  1.967  del  Có- 
digo civil,  dejado  de  aplicar  por  la  sentencia,  mientras  in- 
vocaba con  error  é  infringía  el  1.969,  al  declarar  prescrita 
la  acción  del  recurrente  para  reclamar  el  pago  de  sus  hono- 
rarios, á  pesar  de  constar  que  no  dejó  de  prestar  sus  servi- 
cios hasta  Mayo  de  1893,  desde  cuya  fecha  hasta  la  recla- 
mación judicial  no  pasaron  los  tres  años  necesarios  para  h 
prescripción. 

El  iVibunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso, 
desestimando  este  motivo  de  casación  por  el  siguiente 

Considerando  que  el  tiempo  para  la  prescripción  de 
toda  clase  de  acciones  ha  de  contarse,  por  regla  general, 
desde  el  día  en  que  pudieron  ejercitarse,  y  que  la  excepción 
de  esta  regla,  contenida  en  el  párrafo  final  del  artículo  i  .967 
del  Código  civil,  se  refiere,  según  el  literal  contexto  de  este 
precepto  legal,  recta  y  naturalmente  entendido,  á  los  tres  pá- 
rrafos que  inmediatamente  le  preceden,  y  noá  los  tres  prime- 
ros del  citado  artículo,  como  sostiene  el  recurrente,  dejando 
así  excluido  el  cuarto  párrafo,  que  es  precisamente  el  ante- 
rior más  inmediato;  siendo,  en  su  consecuencia,  manifiesto 
que  no  comete  el  fallo  recurrido  la  infracción  alegada  en  el 
quinto  motivo  del  recurso,  pues  aplica  debidamente  la  re- 
gla general  en  cuanto  estima  que  en  todo  caso  habría  pres- 
crito la  acción  para  reclamar  el  abono  de  honorarios  por 
trabajos  ejecutados  con  anterioridad  á  los  tres  años  prece- 
dentes al  acto  conciliatorio  celebrado  para  la  incoación  de 
este  pleito. 


6uesti6n  6.^  —  Según  repetidas  declaraciones  de 
la  jurisprudencia,  el  contrato  que  celebran  con  sus  em- 
pleados las  Compañías  de  ferrocarriles  para  el  servicio 
y  explotación  de  sus  líneas  es  el  de  arrendamiento  de 
servicios. 

Esto  sentado,  la  acción  proveniente  del  daño  su- 
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trido  por  tales  empleados  con  ocasión  de  algún  sinies- 
tro ferroviario,  ¿prescribe  por  el  transcurso  de  un  año, 
á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  1.968  del  Código, 
ó  por  el  de  quince,  según  el  1.964,  como  acción  perso- 
nal que  no  tiene  señalado  término  especial  de  prescrip- 
ción? 

Sentencia  de  30  de  Abril  de  1898. 

Don  Ramón  López,  conductor  de  tercera  clase  de  la 
Compañía  de  ferrocarriles  de  Madrid  á  Zaragoza  y  Alican- 
te, sufrió  una  lesión  en  el  pie  izquierdo  á  consecuencia  de 
un  descarrilamiento,  curada  de  la  cual,  continuó  prestando 
sus  servicios  hasta  que  fué  despedido  diez  y  seis  años  des- 
pués; y  negada  por  la  Compañía  la  indemnización  que  pre- 
tendió, dedujo  demanda  pidiendo  que  se  la  condenara  á  re- 
ponerle en  su  destino  ó  al  pago  de  los  perjuicios  que  le  había 
ocasionado  la  lesión  sufrida,  que  le  impedía  dedicarse  á  toda 
clase  de  trabajos  corporales. 

Opuesta  por  la  Compañía,  entre  otras  excepciones,  la 
de  prescripción,  y  dictada  sentencia  por  la  Audiencia  de 
Madrid,  absolutoria  de  la  demanda,  interpuso  Don  Ramón 
López  recurso  de  casación,  citando  como  infringidos,  en  el 
motivo  segundo,  el  artículo  1.969  del  Códi^^o  civil,  que  de- 
termina que  el  tiempo  para  la  prescripción  de  toda  clase  de 
acciones,  cuando  no  haya  disposición  especial  que  deter- 
mine otra  cosa,  se  cuenta  desde  el  día  que  pudieron  ejerci- 
tarse, entendiéndose,  cuando  se  trata  de  arrendamiento  de 
servicios  personales,  que  es  cuando  dejan  de  prestarse;  por 
cuanto  la  sentencia  estimaba  que  la  ejercitada  en  este  pleito 
debía  contarse  desde  la  fecha  del  descarrilamiento  y  no 
desde  el  día  en  que  los  servicios  dejaron  de  prestarse;  y  en 
el  motivo  tercero,  el  artículo  1.968,  en  el  número  2.°,  por 
aplicación  indebida,  al  suponer  que  la  acción  ejercitada  por 
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el  recurrente  era  de  las  establecidas  en  el  artículo  1.902  del 
Código,  las  que  prescriben  por  el  transcurso  de  un  año, 
siendo,  por  el  contrario,  la  personal,  nacida  de  lo  precep- 
tuado en  la  Ley  8.%  Título  8.°,  de  la  Partida  quinta,  de 
suerte  que  la  prescripción  aplicable  sería  la  de  quince  años 
que  prescribe  el  artículo  i  .964  del  <^ódigo  civil. 

El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso 
Considerando  que  no  se  han  cometido  las  infracciones 
alegadas  en  los  motivos  segundo  y  tercero  del  recurso, 
porque  el  hecho  que  sirve  de  base  á  la  demanda  de  indem- 
nización de  perjuicios,  ó  sea  el  de  haber  sufrido  un  daño  el 
recurrente  en  su  persona  por  efecto  de  un  descarrilamiento, 
no  daría  origen  á  otra  ni  más  acción  que  á  la  proveniente 
del  daño  mismo,  en  cuanto  fuera  imputable  por  acción  ú 
omisión  á  la  Compañía  demandada;  y  como  esa  acción  pres- 
cribe al  año,  con  arreglo  al  artículo  1.968  del  Código  civil, 
aplicable  al  caso  según  el  número  2.*^,  regla  4.^,  de  sus  dis- 
posiciones transitorias,  resulta  evidente  que  ha  podido  y 
debido  estimarse  la  excepción  de  prescripción  alegada  por 
la  Compañía  al  impugnar  la  demanda. 
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ARTICULO  I  973 

La  prescripción  de  las  acciones  se  interrumpe 
por  su  ejercicio  ante  los  Tribunales,  por  reclama- 
ción extrajudicial  del  acreedor  y  por  cualquier 
acto  de  reconocimiento  de  Ja  deuda  por  el  deudor. 


ARTICULO  1.974 

La  interrupción  de  la  prescripción  de  acciones 
en  las  obligaciones  solidarias  aprovecha  ó  perju- 
dica por  igual  á  todos  los  acreedores  y  deudores. 

Esta  disposición  rige  igualmente  respecto  á 
los  herederos  del  deudor  en  toda  clase  de  obliga- 
ciones. 

En  las  obligaciones  mancomunadas,  cuando  el 
acreedor  no'  reclame  de  uno  de  los  deudores  más 
que  la  parte  que  le  corresponda,  no  se  interrumpe 
por  ello  la  prescripción  respecto  á  los  otros  co- 
deudores. 
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ARTICULO  1.975 

La  interrupción  de  la  prescripción  contra  el 
deudor  principal  por  reclamación  judicial  de  la 
<ieuda,  surte  efecto  también  contra  su  fiador;  pero 
no  perjudicará  á  éste  la  que  se  produzca  por  re- 
<:lamaciones  extrajudiciales  del  acreedor  ó  recono- 
cimientos privados  del  deudor. 


La  prescripción  de  las  acciones  se  interrumpe,  coa  arre- 
glo á  lo  dispuesto  en  el  artículo  i  .978,  por  su  ejercicio  ante 
los  Tribunales,  por  reclamación  extrajudicial  del  acreedor 
y  por  cualquier  acto  de  reconocimiento  de  la  deuda  por  el 
deudor.  No  ha  faltado  algún  comentarista  que  censure  du- 
ramente al  Código  por  admitir  otras  causas  de  interrupción 
<le  la  prescripción  de  las  acciones  que  la  de  su  ejercicio  ante 
los  Tribunales,  fundándose  en  que  las  acciones  se  conce- 
den con  el  preciso  objeto  de  que  se  haga  uso, de  ellas  en 
juicio;  que  la  falta  de  su  ejercicio  equivale  á  su  renuncia; 
pero  que  ésta  no  puede  presumirse  por  ningún  otro  acto, 
porque  sólo  en  juicio  tienen  las  acciones  uso,  no  siendo  la 
vía  extrajudicial  donde  se  deciden  las  cuestiones  de  dere- 
cho; pero  olvidan  los  que  tal  sostienen,  que  la  prescripción 
extintiva  se  funda  en  la  presunción  legal  del  abandono  de 
la  acción  por  parte  del  que  tiene  derecho  á  ejercitarla,  y, 
por  tanto,  todo  acto  que  demuestre  la  voluntad  contraria  á 
la  presunta,  destruye  la  presunción  y  debe  ser  causa  para 
interrumpir  el  término  por  cuyo  transcurso  la  acción  pres- 
cribe. Por  esta  razón  son  inaplicables  á  la  prescripción  ex- 
tintiva las  excepciones  que  respecto  á  la  adquisitiva  esta- 
blece el  artículo  1.946.  Ni  la  falta  de  solemnidades  con  que 
se  haya  efectuado  la  citación  judicial  al  deudor,  ni  el  desis- 
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timiento  del  actor  ó  la  caducidad  de  la  instancia,  ni  el  re- 
sultado favorable  ó  adverso  del  juicio  influyen  para  nada 
en  la  interrupción,  que  se  produce  siempre  con  la  presen- 
tación de  la  demanda,  sin  que  sea  computable  el  tiempo 
transcurrido  hasta  la  interrupción,  que,'en  su  caso,  comen- 
zará á  contarse  de  nuevo.  En  cuanto  á  la  reclamación  ex- 
trajudicial  del  acreedor  y  al  reconocimiento  de  la  deuda  por 
el  deudor,  no  exige  para  ellos  la  ley  forma  determinada,  y 
bastará  que  se  realice  la  primera  en  forma  fehaciente,  de  lo 
que  seguramente  cuidará  el  acreedor,  por  cuanto  le  incumbe 
la  prueba  de  su  existencia,  si  el  deudor  la  niega;  pudiendo 
el  segundo  ser  expreso  ó  tácito,  ya  que  pueden  ser  de  cual- 
quier clase  los  actos  que  impliquen  el  reconocimiento. 

El  precepto  del  artículo  1.974,  en  sus  párrafos  primero 
y  último,  es  una  aplicación  á  esta  materia  del  contenido  en 
el  1. 141,  según  el  cual,  cada  uno  de  los  acreedores  solida- 
rios puede  hacer  lo  que  sea  útil  á  los  demás,  pero  no  lo 
que  les  sea  perjudicial;  y  las  acciones  ejercitadas  contra 
los  deudores  solidarios  perjudicarán  á  todos  éstos.  La  re- 
clamación judicial  ó  extrajudicial  del  acreedor  solidario 
aprovechará,  por  consiguiente,  á  sus  coacreedores,  porque 
aquellos  actos  son  útiles  en  cuanto  les  librará  de  la  pres- 
cripción y  pérdida  de  las  acciones  que  les  asistan;  y  dirigida 
la  reclamación,  de  cualquiera  de  aquellas  clases,  contra  uno 
de  los  deudores  solidarios,  perjudicará  á  todos  por  igual, 
lo  mismo  que  el  reconocimiento  que  cada  uno  de  ellos  haga 
del  derecho  del  acreedor;  disposición  que,  por  precepto  ex- 
preso del  segundo  párrafo  del  artículo  citado,  rige  igual- 
mente contra  los  herederos  del  deudor,  puesto  que  la  re- 
presentación que  todos  tienen  de  su  causante  da  á  la 
obligación  cierto  carácter  de  solidaridad  y  fundamento  bas- 
tante para  igual  solución  que  la  adoptada  para  los  acreedo- 
res y  deudores  solidarios. 

La  excepción  hecha  en  favor  de  los  fiadores  por  el  ar- 
tículo 1.975,  á.  los  que  no  perjudica  la  interrupción  de  la 
prescripción  que  se  produzca  por  reclamaciones  extrajudU 
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-cíales  del  acreedor  ó  por  reconocimientos /jriWrfos  del  deu- 
dor, está  en  armonía  con  el  precepto  del  artículo  i  .835,  que 
niega  efecto,  respecto  de  los  mismos,  á  la  transacción  hecha 
por  el  acreedor  con  el  deudor  principal,  y  responde  al  mismo 
propósito  de  evitar  simulaciones  que  les  puedan  perjudicar. 

Cuestión  1.'—  ¿Puede  estimarse  interrumpida  la 
prescripción  de  las  acciones  por  su  ejercicio  ante  los 
Tribunales,  si  erróneamente  se  dirigen  contra  persona 
distinta  de  la  obligada? 

Sentenoift  de  15  de  Febrero  de  1899. 

Con  fecha  25  de  Abril  de  iSgS  formuló  demanda  Don 
Andrés  Coderch  contra  Don  José  Ortiz  para  que,  como  al- 
bacea  de  Don  Nicolás  Gibernau,  le  abonara  las  mesadas 
<jue  había  devengado  como  dependiente  del  establecimiento 
de  ortopedia  del  Don  Nicolás,  durante  los  años  1887 afines 
de  1892;  á  cuya  demanda  opuso  Orliz  la  excepción  de  su 
falta  de  personalidad,  promoviendo  el  oportuno  incidente, 
que  terminó  en  casación,  por  sentencia  de  6  de  Diciembre 
<ie  1895,  apreciando  la  excepción  alegada. 

Devueltos  los  autos  al  Juzgado  é  intentado  acto  conci- 
liatorio con  Doña  Irene  Coderch,  como  heredera  de  Giber- 
nau, se  mandó  á  ésta  que  contestase  la  demanda,  como  lo 
efectuó,  alegando,  entre  otras,  la  excepción  de  prescripción; 
y  sustanciado  el  pleito  en  dos  instancias  y  dictada  senten- 
<:ia  absolutoria  por  la  Audiencia  de  Madrid,  interpuso  el  de- 
mandante recurso  de  casación,  citando  como  infringidos 
los  artículos  1.967  y  1.969  del  Código  civil,  que  estimaba 
no  debían  haberse  aplicado  respecto  de  los  salarios  corres- 
pondientes al  año  1892,  puesto  que  los  había  reclamado  del 
albacea  de  Gibernau,  dentro  del  año  en  que  dejaron  de 
prestarse  los  servicios. 
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El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso 
Considerando  c^ue,  según  estima  el  Tribunal  sentencia- 
<lor,  desde  i.*  del  año  de  1892  pudo  ejercitar  el  recurrente 
su  acción  contra  los  demandados,  sin  que  respecto  á  esta 
apreciación  se  alegue  infracción  alguna  en  el  recurso  inter- 
puesto por  la  representación  de  Don  Andrés  Coderch;  y 
que,  esto  supuesto,  habiendo  transcurrido  más  de  tres  años 
desde  la  indicada  fecha  hasta  que  dirigió  su  acción  contra 
la  persona  obligada  al  pago  de  las  cantidades  reclamadas, 
es  evidente  que  no  se  han  cometido  las  infracciones  alega- 
das en  el  motivo  primero,  no  pudiendo  conceptuarse  inte- 
rrumpida la  prescripción  por  las  reclamaciones  judiciales 
dirigrdas  contra  distinta  persona,  puesto  que  el  Código  no 
admite  esta  forma  de  interrupción,  según  el  artículo  1.973, 
que  presupone  la  reconvención  hecha  al  mismo  deudor. 


Guestión  2.**— ¿Constituye  la  demanda  de  pobreza 
una  interpelación  judicial  para  los  efectos  de  la  pres- 
cripción de  las  acciones  que  el  actor  se  proponga  en- 
tablar? 

Sentenoift  de  23  de  VoTiembre  de  1892. 

Doña  Inés  Rodríguez  dedujo  demanda  de  pobreza  en  26 
de  Junio  de  1888,  expresando  que  la  pedía  para  reclamar  á 
Don  Santiago  García,  como  poseedor  del  ingenio  San  José 
de  Veytia,  una  parte  del  crédito  garantizado  con  dicha  finca 
á  favor  de  la  sucesión  de  Don  Francisco  Rodríguez,  de 
cuya  sucesión  formaba  parte  la  demandante;  y  sustanciado 
el  incidente  y  otorgado  el  beneficio  solicitado,  dedujo  la 
Doña  Inés  la  anunciada  demanda  en  27  de  Agosto  de  1890, 
á  la  que  se  opuso  García,  alegando,  entre  otras,  la  excep- 
ción de  prescripción,  porque  habiéndose  podido  reclamar  el 
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crédito  el  25  de  Abril  de  iSSg,  habían  transcurrido  hasta  la 
fecha  de  la  presentación  de  la  demanda  más  de  los  treinta 
años  que  exigía  la  legislación  antigua  para  que  se  enten- 
diera prescrita  la  acción  ejercitada;  á  lo  que  replicó  la  de- 
mandante que  no  existía  la  prescripción  alegada,  pues  ha- 
bía sido  interrumpida  por  la  reclamación  judicial,  haciendo 
▼arias  citas  legales,  entre  ellas,  la  del  artículo  i.gyS  del 
Código  civil. 

Estimada  la  demanda  por  sentencia  revocatoria  de  la 
Audiencia  de  la  Habana,  interpuso  Don  Santiago  García  re- 
curso de  casación,  citando  como  infringidas,  en  los  motivos 
segundo  y  tercero,  la  Ley  5.*,  Título  8.^,  Libro  1 1  de  la 
Novísima  Recopilación,  que  establecía  el  plazo  de  treinta 
años  para  la  prescripción  de  la  acción  hipotecaria,  y  la  29, 
Título  29,  Partida  tercera,  al  estimar  la  sentencia  interrum- 
pida la  prescripción  por  el  emplazamiento  hecho  al  recu- 
rrente para  contestar  la  demanda  de  pobreza  que  precedió 
al  pleito. 

El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso 
Considerando  que,  habiéndose  declarado  por  este  Tri- 
bunal Supremo,  entre  otras  sentencias,  en  la  de  1 3  de  Mayo 
de  1889,  que  la  demanda  de  pobreza  en  que  se  determina  el 
pleito  que  se  va  á  promover,  y  la  persona  ó  personas  con- 
tra las  que  ha  de'dirigirse,  se  considera  por  la  Ley  de  En- 
juiciamiento civil  como  un  incidente  del  asunto  principal,  y 
denuncia  la  reclamación  del  derecho  de  que  el  actor  se  cree 
asistido  contra  dichas  personas,  que  desde  entonces  son  ob- 
jeto de  la  interpelación  judicial  que  interrumpe  la  prescrip- 
ción, es  evidente  que  la  sentencia  no  ha  podido  infringir  las 
leyes  citadas  en  los  motivos  segundo  y  tercero,  puesto  que, 
conforme  á  la  mencionada  doctrina,  se  interrumpió  la  pres- 
cripción al  solicitarse  por  Doña  Inés  Rodríguez,  antes  de 
que  transcurrieran  los  treinta  años  necesarios  para  la  ex- 
tinción de  las  acciones  reales  y  mixtas,  el  beneficio  legal  de 
la  defensa  por  pobre  haciendo  constar  que  lo  pretendía 
para  exigir  del  recurrente,  como  poseedor  del  ingenio  Saa 
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José  de  Veytia,  el  pago  de  una  parte  del  crédito  garanti- 
zado con  la  misma  finca  á  favor  de  la  sucesión  de  Don 
Francisco  Rodríguez. 


Sentencia  de  9  de  Kftrso  de  1899. 

En  1 1  de  Enero  de  iSgS  dedujo  Don  José  Mané  demanda 
de  pobreza,  al  objeto  de  promover  juicio  declarativo  de 
mayor  cuantía  contra  Doña  Dolores  Vidal,  la  que  fué  em- 
plazada en  27  de  Febrero  siguiente;  y  en  3i  de  Agosto 
de  1896  formuló  la  demanda,  pidiendo  que  se  condenara  á 
dicha  Doña  Dolores  á  satisfacerla  la  suma  de  4.266  pesetas, 
importe  de  la  dote  aportada  por  su  madre,  á  cuyo  pago  es- 
taban afectas  con  hipoteca  tácita  varias  fincas  que  poseía  la 
demandada. 

Doña  Dolores  Vidal  opuso  á  la  demanda  la  excepción 
de  prescripción,  por  haber  transcurrido  treinta  años  desde 
la  primera  venta  de  dichos  bienes,  fecha  en  que  la  acción 
pudo  ejercitarse,  hasta  la  presentación  de  la  demanda  prin- 
cipal; y  dictada  sentencia  revocatoria  por  la  Audiencia  de 
Barcelona  absolviendo  á  Doña  Dolores  Vidal  de  la  deman- 
da, interpuso  recurso  de  casación  Don  José  Mané,  por  es- 
timar infringidos:  el  artículo  28  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  en  relación  con  el  524,  en  cuanto  la  sentencia  consi- 
deraba prescrita  la  acción  ejercitada,  fundándose  en  que  la 
demanda  de  pobreza  no  había  interrumpido  la  prescripción 
por  no  haberse  indicado  en  ella  el  objeto  de  la  reclamación, 
siendo  así  que  se  expresó  que  no  era  otro  que  el  de  promo- 
ver un  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía,  en  el  cual,  una 
vez  entablado,  se  fijó  el  objeto  ulterior  de  la  demanda  de 
pobreza;  y  siendo  ésta  una  incidencia  de  aquél,  desde  la 
fecha  de  su  presentación  quedó  la  prescripción  interrumpi- 
da; la  jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo  contenida  en 
varias  sentencias,  entre  ellas  la  de  23  de  Noviembre  de  1892, 
en  que  se  sienta  la  doctrina  de  que  la  demanda  sobre  decla- 
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ración  de  pobreza  denuncia  la  reclamación  del  derecho  de 
que  el  actor  se  cree  asistido  contra  la  persona  ó  personas  á 
quienes  se  dirige,  las  cuales  son  objeto  desde  entonces  de 
la  interpelación  judicial  que  interrumpe  la  prescripción;  y 
el  Usatge  omnes  causee  que  señala  el  término  de  treinta 
años  para  la  prescripción  de  la  acción  ejercitada  en  el  pleito, 
indebidamente  aplicado  al  no  estimar  aquélla  interrumpida 
por  la  presentación  de  la  demanda  de  pobreza. 

El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso 
Considerando  que  la  demanda  de  pobreza  constituye 
una  interpelación  judicial  para  los  efectos  de  la  prescrip- 
ción, si  se  expresa  en  ella  el  objeto  del  litigio  que  se  propone 
entablar  el  actor  después  de  fenecido  este  incidente,  como 
así  lo  tiene  declarado  este  Tribunal  Supremo  en  la  senten- 
cia de  23  de  Noviembre  de  1892,  porque  no  hay  verdadera 
interpelación  mientras  no  se  concrete  ó  especifique  el  dere- 
cho que  mediante  ella  se  ejercita  contra  determinada  per- 
sona; de  donde  se  sigue  que  cuando  se  omite  aquella  cir- 
cunstancia, que  no  es  requisito  esencial  para  la  tramitación 
y  resolución  del  incidente  de  pobreza,  la  demanda  inicial 
del  mismo  no  produce  el  efecto  de  interrumpir  el  término 
de  la  prescripción. 

Considerando  que  en  la  entablada  por  el  recurrente, 
con  el  fin  de  obtener  los  beneficios  de  la  defensa  gratuita 
en  el  pleito  que  después  promovió  contra  Doña  Dolores 
Vidal,  no  se  expresó,  según  se  declara  en  la  sentencia,  el 
objeto  de  la  reclamación  ulterior,  y  en  su  virtud,  siendo  la 
única  cuestión  planteada  en  el  recurso  la  de  saber  si  el  tér- 
mino de  la  prescripción  de  treinta  años,  establecida  en  el 
Usatge  omnes  causee^  quedó  interrumpido  por  aquella  de- 
manda, es  inconcuso  que  la  casación  no  puede  prosperar, 
en  primer  lugar,  porque  la  Sala,  al  resolver  dicha  cuestión , 
en  sentido  negativo,  lejos  de  infringir  la  sentencia  citada 
de  1892,  se  atempera  á  la  doctrina  consignada  en  ella;  en 
segundo  lugar,  porque  el  Usatge  referido  no  se  ocupa  de  la 
interrupción  de  la  prescripción;  y  en  tercer  lugar,  porque 
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los  artículos  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  también 
se  invocan,  no  tienen  el  alcance  que  el  recurrente  les  atri- 
buye, pudiendo  estar  legalmente  formulada  la  demanda  de 
pobreza  y  no  producir,  sin  embargo,  el  efecto  sustantivo 

que  en  el  recurso  se  pretende. 


•i 
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ARTICULO  1.976 

Quedan  derogados  todos  los  cuerpos  legales, 
usos  y  costumbres  que  constituyen  el  Derecho 
civil  común  en  todas  las  materias  que  son  objeto  de 
este  Código^  y  quedarán  sin  fuerza  y  vigor,  así 
en  su  concepto  de  leyes  directamente  obligatorias, 
como  en  el  de  derecho  supletorio.  Esta  disposi- 
ción no  es  aplicable  á  las  leyes  que  en  este  Có- 
digo se  declaran  subsistentes. 


La  jurisprudencia  á  este  artículo  aplicable,  que  puede 
consultarse  á  continuación,  nos  dispensa  de  todo  comenta- 
rio; bastando  hacer  relación,  como  complemento  del  mismo, 
de  las  leyes,  usos  y  costumbres  que,  por  disposición  ex- 
presa del  Código,  se  declaran  subsistentes;  lo  que  hacemos 
insertando  los  artículos  correspondientes  para  mejor  inteli- 
gencia del  alcance  que  á  la  subsistencia  de  cada  una  de  di- 
chas leyes  se  concede.  Son  las  siguientes: 

I.*  Las  provincias  y  territorios  en  que  subsiste  dere- 
cho foral,  lo  conservarán  por  ahora  en  toda  su  integridad. 
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sin  que  sufra  alteración  su  actual  régimen  jurídico  escrito 
ó  consuetudinario  por  la  publicación  de  este  Código,  que 
regirá  tan  sólo  como  derecho  supletorio  en  defecto  del  que 
lo  sea  en  cada  una  de  aquéllas  por  sus  leyes  especiales.  Son, 
sin  embargo,  obligatorias  en  las  provincias  aforadas  las  dis- 
posiciones del  título  preliminar,  en  cuanto  determinan  los 
efectos  de  las  leyes  y  de  los  Estatutos  y  las  reglas  generales 
para  su  aplicación,  y  las  disposiciones  del  Título  4.^  del 
Libro  I. °  (Artículo  12.) 

2."  La  capacidad  civil  de  las  corporaciones  se  regulará 
por  las  leyes  que  las  hayan  creado  ó  reconocido;  la  de  las 
asociaciones,  por  sus  estatutos;  y  la  de  las  fundaciones,  por 
las  reglas  de  su  institución,  debidamente  aprobadas  por 
disposición  administrativa,  cuando  este  requisito  fuere  ne- 
cesario. (Artículo  37.) 

3.*  Las  personas  jurídicas  pueden  adquirir  y  poseer 
bienes  de  todas  clases,  así  como  contraer  obligaciones  y 
ejercitar  acciones  civiles  y  criminales,  conforme  á  las  leyes 
y  reglas  de  su  constitución. 

La  Iglesia  se  regirá  en  este  punto  por  lo  concordado  en- 
tre ambas  potestades;  y  los  establecimientos  de  instrucción 
y  beneficencia,  por  lo  que  dispongan  las  leyes  especiales. 
(Artículo  38.) 

4.*  Los  requisitos,  forma  y  solemnidades  para  la  cele- 
bración del  matrimonio  canónico  se  rigen  por  las  disposi- 
ciones de  la  Iglesia  católica  y  del  Santo  Concilio  de  Tren- 
to,  admitidas  como  leyes  del  Reino.  (Artículo  76.) 

5.^  Continuará  rigiendo  la  Ley  de  17  de  Junio  de  1870 
(del  Registro  civil)  en  cuanto  no  esté  modificada  por  los  ar- 
tículos precedentes.  (Artículo  332.) 

6.**  Los  bienes  del  Patrimonio  Real  se  rigen  por  su  ley 
especial;  y  en  lo  que  en  ella  no  se  halle  previsto,  por  las  dis- 
posiciones generales  que  sobre  la  propiedad  particular  se 
establecen  en  este  Código.  (Artículo  342.) 

7.*  El  dueño  de  un  predio  en  que  nace  un  manantial  ó 
arroyo,  continuo  ó  discontinuo,  puede  aprovechar  sus  aguas 
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mientras  discurren  por  él;  pero  los  sobrantes  entran  en  la 
condición  de  públicas,  y  su  aprovechamiento  se  rige  por  la 
Ley  especial  de  Aguas.  (Artículo  412.) 

8.*  La  propiedad  y  uso  de  las  aguas  pertenecientes  á 
corporaciones  ó  particulares  están  sujetos  á  la  Ley  de  Ex- 
propiación por  causa  de  utilidad  pública,  (Artículo  423.) 

9.^  En  todo  lo  que  no  esté  expresamente  prevenido  por 
las  disposiciones  de  este  capítulo  (De  las  Aguas),  se  estará 
á  lo  mandado  por  la  Ley  especial  de  Aguas.  (Artículo  425.) 

10.  Los  límites  del  derecho  mencionado  en  el  artículo 
anterior  (el  que  tiene  todo  español  ó  extranjero  para  hacer 
libremente  en  terreno  público  calicatas  ó  excavaciones  con 
objeto  de  descubrir  minerales^  las  formalidades  previas  y 
condiciones  para  su  ejercicio,  la  designación  de  las  materias 
que  deben  considerarse  como  minerales  y  la  determinación 
de  los  derechos  que  corresponden  al  dueño  del  suelo  y  á  los 
descubridores  de  los  minerales  en  el  caso  de  concesión,  se 
regirán  por  la  Ley  especial  de  Minería.  (Artículo  427. "> 

11.  La  Ley  sobre  propiedad  intelectual  determina  las 
personas  á  quienes  pertenece  este  derecho,  la  forma  de  su 
ejercicio  y  el  tiempo  de  su  duración.  En  casos  no  previstos 
ni  resueltos  por  dicha  ley  especial  se  aplicarán  las  reglas 
generales  establecidas  en  este  Código  sobre  la  propiedad. 
(Artículo  429.) 

12.  Todo  lo  concerniente  á  las  servidumbres  estableci- 
das para  utilidad  pública  ó  comunal,  se  regirá  por  las  leyes 
y  reglamentos  especiales  que  las  determinan,  y,  en  su  de- 
fecto, por  las  disposiciones  del  presente  título.  (Artícu- 
lo 55o.) 

1 3.  Las  servidumbres  que  impone  la  ley  en  interés  de 
los  particulares  ó  por  causa  de  utilidad  privada,  se  regirán 
por  las  disposiciones  del  presente  título,  sin  perjuicio  de  lo 
que  dispongan  las  leyes,  reglamentos  y  ordenanzas  gene- 
rales ó  locales  sobre  policía  urbana  ó  rural.  (Artículo  55i.) 

14.  El  establecimiento,  extensión,  forma  y  condiciones 
de  las  servidumbres  de  aguas,  de  que  se  trata  en  esta  sec- 
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ción,  se  regirán  por  la  ley  especial  de  la  materia  en  cuanto 
no  se  halle  previsto  en  este  Código.  (Artículo  563.) 

1 5.  Las  servidumbres  existentes  de  paso  para  ganados, 
conocidas  con  los  nombres  de  cañada,  cordel,  vereda  ó 
cualquiera  otro,  y  las  de  abrevadero,  descansadero  y  ma- 
jada, se  regirán  por  las  ordenanzas  y  reglamentos  del 
ramo,  y,  en  su  defecto,  por  el  uso  y  costumbre  del  lugar. 
(Artículo  570.) 

16.  La  servidumbre  de  medianería  se  regirá  por  las 
disposiciones  de  este  título  y  por  las  ordenanzas  y  usos 
locales  en  cuanto  no  se  opongan  á  él  ó  no  esté  prevenido  en 
el  mismo.  (Artículo  571.) 

17.  El  dueño  del  predio  que  sufra  la  servidumbre  de 
vertiente  de  los  tejados,  podrá  edificar  recibiéndolas  aguas 
sobre  su  propio  tejado  ó  dándoles  otra  salida  conforme  alas 
ordenanzas  ó  costumbres  locales  y  de  modo  que  no  resulte 
gravamen  ni  perjuicio  alguno  para  el  predio  dominante. 
(Artículo  587.) 

18.  No  se  podrá  edificar  ni  hacer  plantaciones  cerca  de 
las  plazas  fuertes  ó  fortalezas  sin  sujetarse  á  las  condicio- 
nes exigidas  por  las  leyes,  ordenanzas  y  reglamentos  par- 
ticulares de  la  materia.  (Artículo  589.) 

19.  Nadie  podrá  construir  cerca  de  una  pared  ajena  ó 
medianera,  pozos,  cloacas,  acueductos,  hornos,  fraguas, 
chimeneas,  establos,  depósitos  de  materias  corrosivas,  ar- 
tefactos que  se  muevan  por  el  vapor  ó  fábricas  que  por  sí 
mismas  ó  por  sus  productos  sean  peligrosas  ó  nocivas,  sin 
guardar  las  distancias  prescritas  por  los  reglamentos  y 
usos  del  lugar,  y  sin  ejecutar  las  obras  de  resguardo  nece- 
sarias con  sujeción,  en  el  modo,  á  las  condiciones  que  los 
mismos  reglamentos  prescriban.  (Artículo  590.) 

20.  No  se  podrán  plantar  árboles  cerca  de  una  heredad 
ajena,  sino  á  la  distancia  autorizada  por  las  ordenanzas  ó 
la  costumbre  del  lugar,  y,  en  su  defecto,  á  la  de  dos  me- 
tros de  la  línea  divisoria  de  las  heredades,  si  la  planta- 
ción se  hace  de  árboles  altos,  y  á  la  de  5o  centímetros,  si 
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la  plantación  es  de  arbustos  ó  árboles  bajos.    (Artícu- 
lo Sgi.) 

21.  La  comunidad  de  pastos  en  terrenos  públicos,  ya 
pertenezcan  á  los  Municipios,  ya  al  Estado,  se  regirá  por 
las  leyes  administrativas.  (Artículo  601.) 

22.  Para  determinar  los  títulos  sujetos  á  inscripción  ó 
anotación,  la  forma,  efectos  y  extinción  de  las  mismas,  la 
manera  de  llevar  el  Registro  y  valor  de  los  asientos  de  sus 
libros,  se  estará  á  lo  dispuesto  en  la  Ley  Hipotecaria.  (Ar- 
tículo 608.) 

23.  El  derecho  de  caza  y  pesca  se  rige  por  leyes  espe- 
ciales. (Artículo  611.) 

24.  Los  derechos  sobre  los  objetos  arrojados  al  mar  ó 
sobre  los  que  las  olas  arrojen  á  la  playa,  de  cualquier  natu- 
raleza que  sean,  ó  sobre  las  plantas  y  hierbas  que  crezcan 
en  su  ribera,  se  determinan  por  leyes  especiales.  (Artícu- 
lo 617.) 

25.  Las  obligaciones  civiles  que  nazcan  de  los  delitos 
ó  faltas  se  regirán  por  las  disposiciones  del  Código  penal. 
(Artículo  1.092.) 

26.  Los  intereses  vencidos  devengan  el  interés  legal 
desde  que  son  judicialmente  reclamados,  aunque  la  obliga- 
ción haya  guardado  silencio  sobre  este  punto. 

En  los  negocios  comerciales  se  estará  á  lo  que  dispone 
el  Código  de  Comercio. 

Los  Montes  de  Piedad  y  Cajas  de  Ahorros  se  regirán 
por  sus  reglamentos  especiales.  (Artículo  1.109.) 

27.  Los  documentos  en  que  intervenga  Notario  públi- 
co, se  regirán  por  la  legislación  notarial.  (Artículo  1.217.) 

28.  La  enajenación  forzosa  por  causa  de  utilidad*  pú- 
blica, se  regirá  por  lo  qiíe  establezcan  las  leyes  especiales. 
(Artículo  1.456.) 

29.  Todo  lo  dispuesto  en  este  título  (E>el  contrato  de 
compra  y  venta)  se  entiende  con  sujeción  á  lo  que  respecto 
de  bienes  inmuebles  se  determina  en  la  Ley  Hipotecaria. 
(Artículo  1.537.) 
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3o.  Si  nada  se  hubiere  pactado  sobre  el  lugar  y  tiempo 
del  pago  del  arrendamiento,  se  estará,  en  cuanto  al  lugar,  á 
lo  dispuesto  en  el  artículo  i .  171 ;  y  en  cuanto  al  tiempo,  á  la 
costumbre  de  la  tierra.  (Artículo  1.574.) 

3i.  El  arrendatario  saliente  debe  permitir  al  entrante 
el  uso  del  local  y  demás  medios  necesarios  para  las  labores 
preparatorias  del  año  siguiente;  y  recíprocamente,  el  en- 
trante tiene  obligación  de  permitir  al  colono  saliente  lo  ne- 
cesario para  la  recolección  y  aprovechamiento  de  los  frutos, 
todo  con  arreglo  á  la  costumbre  del  pueblo.  (Artícu- 
lo 1.578.) 

32.  El  arrendamiento  por  aparcería  de  tierras  de  labor, 
ganados  de  cría  ó  establecimientos  fabriles  é  industriales, 
se  regirá  por  las  disposiciones  relativas  al  contrato  de  so- 
ciedad y  por  las  estipulaciones  de  las  partes,  y,  en  su  de- 
fecto, por  la  costumbre  déla  tierra.  (Artículo  1.579.) 

33.  En  defecto  de  pacto  especial,  se  estará  á  la  costum- 
bre del  pueblo  para  las  reparaciones  de  los  predios  urbanos 
que  deban  ser  de  cuenta  del  propietario.  (Artículo  i.SSo.) 

34.  Además  de  lo  prescrito  en  los  artículos  anteriores 
(Del  sercicio  de  criados  y  trabajadores  asalariados)  se  ob- 
servará acerca  de  los  amos  y  sirvientes  lo  que  determinen 
las  leyes  y  reglamentos  especiales.  (Artículo  1.585.) 

35.  Si  no  hubiere  pacto  ó  costumbre  en  contrario  (en 
las  obras  por  ajuste  ó  precio  alzado),  el  precio  de  la  obra 
deberá  pagarse  al  hacerse  la  entrega.  (Artículo  1.599.) 

36.  Lo  dispuesto  en  este  artículo  (respecto  á  los  con- 
ductores de  efectos  por  tierra  ó  por  agua,  en  cuanto  á  la 
guarda  y  conservación  de  las  cosas  que  se  les  confían),  se 
entiende  sin  perjuicio  de  lo  que  respecto  á  transportes  por 
mar  y  tierra  establece  el  Código  de  Comercio.  (Artícu- 
lo 1. 601.) 

37.  Lo  dispuesto  en  estos  artículos  (De  los  transportes) 
se  entiende  sin  perjuicio  de  lo  que  prevengan  las  leyes  y  re- 
glamentos especiales.  (Artículo  i.6o3.) 

38.  Si  no  se  pactó  la  duración  del  comodato  ni  el  uso  á 
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que  había  de  destinarse  la  cosa  prestada,  y  éste  no  resulta 
determinado  por  la  costumbre  de  la  tierra,  puede  el  como- 
dante reclamarla  á  su  voluntad.  (Artículo  i.ySo.) 

39.  Los  establecimientos  de  préstamos  sobre  prendas 
quedan  además  sujetos  á  los  reglamentos  que  les  concier- 
nen. (Artículo  1.757.) 

40.  El  depósito  comprendido  en  el  número  i.°  del 
artículo  anterior  (el  que  se  hace  en  cumplimiento  de  una 
obligación  legal)  se  regirá  por  las  disposiciones  de  la  ley  que 
lo  establezca.  (Artículo  1.782.) 

41 .  Respecto  á  los  Montes  de  Piedad  y  demás  estable- 
cimientos públicos,  que  por  instituto  ó  profesión  prestan 
sobre  prendas,  se  observarán  las  leyes  y  reglamentos  espe- 
ciales que  les  conciernan  y  subsidiariamente  las  disposicio- 
nes de  este  título  (De  los  contratos  de  prenda,  hipoteca  y 
anticresis).  (Artículo  1.873.) 

42.  La  forma,  extensión  y  efectos  de  la  hipoteca,  así 
como  lo  relativo  á  su  constitución,  modificación  y  extin- 
ción, y  á  lo  demás  que  no  haya  sido  comprendido  en  este 
capítulo  (De  la  hipoteca),  queda  sometido  á  las  prescripcio- 
nes de  la  Ley  Hipotecaria,  que  continúa  vigente.  (Artícu- 
lo 1.880.) 

Y,  por  último,  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  la  Hipo- 
tecaria y  el  Código  de  Comercio,  cuya  subsistencia  se  de- 
clara en  numerosos  artículos  del  Código,  que  estimamos 
innecesario  añadir. 


enestión  1.*— ¿Es  aplicable  á  los  pleitos  que  de- 
ban resolverse  por  las  disposiciones  del  Código  civil,  la 
jurisprudencia  establecida  con  anterioridad  á  la  fecha 
de  su  promulgación,  siquiera  esté  de  acuerdo  con  los 
preceptos  del  mismo? 
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Sentencia  de  3  de  Voviembre  de  1892. 

En  i.°  de  Octubre  de  1890  vendieron  Don  Juan  y  Don 
Fernando  Liñán  á  Don  Carlos  Espinosa  la  casa  número  27 
de  la  calle  del  Príncipe,  de  Madrid;  y  en  9  del  mismo  parti- 
cipó el  comprador  á  los  inquilinos  Doña  Florentina  Pele- 
grín  y  Don  Dionisio  Fernández,  que  tenían  establecida  en  el 
piso  tercero  una  fotografía,  que  desocuparan  la  habitación, 
cuyo  arrendamiento  debía  terminar  cinco  años  después. 

Deducida  por  dichos  inquilinos  demanda  contra  los  ven- 
dedores Liñán  sobre  indemnización  de  daños  y  perjuicios, 
por  no  haber  respetado  el  contrato  de  arrendamiento  al 
enajenar  la  casa,  fué  resuelto  el  pleito  por  sentencia  conde- 
natoria de  la  Audiencia  de  Madrid;  é  interpuesto  por  los 
demandados  recurso  de  casación,  citaron  como  infringidos 
varios  artículos  del  Código  civil  y  la  jurisprudencia  esta- 
blecida por  el  Tribunal  Supremo  en  las  sentencias  de  24  de 
Abril  de  1 863  y  3  de  Abril  de  1868. 

El  Tribunal  Supremo  desestimó  el  último  motivo 

Considerando,  respecto  del  motivo  tercero,  que  en  los 
pleitos  que,  como  éste,  deben  resolverse  por  las  disposicio- 
nes del  Código  civil,  es  inaplicable  y  no  ha  podido  infrin- 
girse la  jurisprudencia  establecida  con  anterioridad  á  la 
época  en  que  el  Código  comenzó  á  regir,  siquiera  esté  de 
acuerdo  con  los  preceptos  del  mismo. 

Idéntica  doctrina  ha  sentado  el  Tribunal  Supremo  en  sus 
sentencias  de  5  de  Junio  y  22  de  Octubre  de  1894^  i3  de 
Abril  y  26  de  Noviembre  de  1896  y  i5  de  Enero  de  i8g8, 
que  no  insertamos  por  creerlo  innecesario;  bastando  con- 
signar que,  resueltos  dichos  pleitos  con  arreglo  á  las  dispo- 
siciones del  Código  civil,  se  citaron  como  infringidos,  al  in- 
terponer recurso,  artículos  del  mismo  y  la  doctrina  sentada 
en  sentencias  anteriores  á  su  promulgación,  que  el  Tribu- 
nal Supremo  declaró  inaplicables  por  fundamentos  análo- 
gos aPque  se  deja  transcrito. 
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Gnestióii  2.^— ¿Puede  prosperar  la  casación,  des- 
pués de  promulgado  el  Código  civil,  fundada  en  la  in- 
fracción de  los  preceptos  de  la  antigua  legislación  ó  de 
la  jurisprudencia  concordante  que  regulaban  la  con- 
dena de  costas? 

Sentencia  de  4  de  Mario  de  1893. 

En  12  de  Abril  de  1890  dedujo  demanda  Don  Cayetano 
Monteavaro  contra  Doña  Alfonsa  Sánchez  Morillo  pidiendo 
que  se  declarase  pertenecerle  la  propiedad  y  posesión  de  la 
finca  titulada  Hacienda  de  Puches,  y  de  la  casa  número  6 
de  la  calle  Canal  de  la  villa  de  Constantina;  y  dictada  senten- 
cia confirmatoria  por  la  Audiencia  de  Sevilla  estimando  la 
demanda  y  condenando  á  la  demandada  al  pago  de  las  cos- 
tas, interpuso  ésta  recurso  de  casación,  alegando,  entre 
otras  infracciones,  la  de  la  Ley  2.%  Título  19,  Libro  11  de 
la  Novísima  Recopilación,  por  cuanto  la  sentencia  recurrida 
había  impuesto  á  la  recurrente  las  costas  de  la  apelación, 
no  obstante  haberse  alzado  con  derecho  del  fallo  de  primera 
instancia;  y  la  Ley  8.^,  Título  22,  Partida  tercera,  porque 
no  podía  decirse  que  obrara  de  mala  fe  al  impugnar  la  de- 
manda. 

El  Tribunal  Supremo  desestimó  estos  motivos  de  ca- 
sación 

Considerando  que  las  leyes  que  se  invocan  en  los  mo- 
tivos tercero  y  cuarto,  relativas  á  la  condena  de  costas,  son 
inaplicables  á  los  pleitos  incoados  después  de  estar  vigente 
el  Código  civil,  según  lo  tiene  declarado  este  Tribunal  Su- 
premo. 

Sentencia  de  25  de  Enero  de  1899. 

Don  Luis  Pérez  Valdivieso  siguió  pleito  de  tercería  con- 
tra Don  Juan  Estapé  y  la  sucesión  de  Don  Carlos  Pagés;  y 
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dictada  sentencia  por  el  Juzgado  de  Ponce  desestimando  la 
demanda,  fué  aquélla  revocada  por  la  Audiencia  de  Puerto 
Rico  en  2  de  Diciembre  de  1897,  imponiendo  las  costas  de 
primera  instancia  al  demandado  y  sin  hacer  especial  con- 
dena de  las  de  la  segunda. 

Interpuesto  por  dicho  demandado  recurso  de  casación^ 
citó  como  infringidas,  en  el  tercer  motivo,  la  Ley  8.",  Tí- 
tulo 22  de  la  Partida  tercera,  y  las  sentencias  del  Tribunal 
Supremo  de  9  de  Marzo  de  i863  y  1 1  de  Mayo  de  187 1,  en 
cuanto  se  le  habían  impuesto  por  la  Sala  sentenciadora  las 
costas  de  la  instancia  en  que  había  sido  absuelto. 

El  Tribunal  Supremo  desestimó  el  recurso,  consignan- 
do, respecto  de  dicho  motivo,  el  siguiente 

Considerando  que,  según  tiene  repetidamente  decla- 
rado este  Tribunal  Supremo,  desde  la  publicación  del  Có- 
digo civil  no  rigen  las  leyes  y  doctrina  que  antes  regulaban 
la  imposición  de  costas,  y,  por  tanto,  no  se  han  cometido 
las  infracciones  invocadas  en  el  tercer  motivo. 


Sentencia  de  14  de  Febrero  de  1899. 

Los  herederos  de  Don  José  Jenaro  Villanova  siguieron 
pleito,  que  comenzó  en  el  año  1892,  contra  los  accionistas 
de  una  Sociedad  minera;  y  dictada  sentencia  confirmatoria 
por  la  Audiencia  de  Madrid  desestimando  la  demanda  con 
imposición  á  los  demandantes  de  las  costas  de  ambas  ins- 
tancias, interpusieron  recurso  de  casación  citando,  entre 
otras  infracciones,  la  de  la  Ley  8.*,  Título  22,  Partida  ter- 
cera, indebidamente  aplicada,  á  su  juicio,  al  calificarlos 
como  litigantes  temerarios  tratándose  de  una  demanda  so- 
bre bienes  heredados. 

El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso^ 
desestimando  dicho  motivo  por  el  siguiente 

Considerando  que  laLey8.^  Título  22, Partida  tercera^ 
relativa  á  la  imposición  de  costas  á  los  litigantes  temerarios,, 
que  aun  después  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  se  con- 
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sideró  vigente  por  su  carácter  sustantivo,  ha  sido  derogada 
por  la  disposición  final  del  Código  civil,  contenida  en  el  ar- 
tículo 1.976,  y  no  puede  aplicarse  en  los  pleitos  posteriores 
i  la  promulgación  de  dicho  cuerpo  legal,  ni  ser,  por  consi- 
guiente, fundamento  de  casación. 

La  misma  doctrina  se  establece  en  las  sentencias  de  16 
de  Diciembre  de  1892;  g  de  Julio  y  5  y  6  de  Octubre  de 
1S94;  23  de  Diciembre  de  ¡SgS;  14  de  Marino  y  18  de  Di- 
ciembre de  1896;  26  de  Mayo  y  3  de  Julio  de  1897;  28 
de  Enero,  27  de  Abril  y  17  de  Mayo  de  1898,  y  i3  de 
Marí(o,  17  de  Octubre  y  18  de  Noviembre  de  1899. 


6liesti6ii  3.^ — ¿Rigen  en  las  provincias  aforadas 
las  disposiciones  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  derogadas 
por  el  Código  civil? 

Sentencia  de  12  de  Junio  de  1894b. 

Don  Diego  Román  y  Barnés  falleció  en  el  año  1881  bajo 
testamento  en  el  cual  nombró  tutores  de  sus  hijos  á  Don 
José  Roger  y  á  Don  Francisco  Vila,  dándoles  juntos  y  á  so- 
las amplias  facultades  para  el  ejercicio  del  cargo. 

Fallecida  la  madre  el  año  1891,  pretendieron  los  mencio- 
nados tutores  que  uno  de  los  Jueces  de  primera  instancia  de 
Barcelona  les  discerniese  el  cargo,  lo  que  les  fué  negado,  or- 
denándoles que  acudieran  al  Juzgado  municipal  correspon- 
diente para  que  se  constituyese  el  consejo  de  familia,  y  que^ 
en  todo  caso,  ajustaran  sus  peticiones  á  lo  dispuesto  en  los 
T/tulos  9."  y  10  del  Libro  i.*^  del  Código  civil. 

Pedida  reforma  de  esta  providencia  por  estimar  que  las 
disposiciones  del  Código  civil  no  regían  en  Cataluña  cuaado 
se  trata  de  deberes  y  derechos  entre  catalanes  y  de  bienes 
sitos  en  Cataluña,  en  cuyo  caso  se  encontraban  los  menores 
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y  sus  bienes,  fué  denegada  por  el  Juzgado;  y  confirmada 
por  la  Audiencia  del  territorio,  interpusieron  los  tutores  re- 
curso de  casación,  alegando,  que  el  auto  recurrido  prescin- 
día del  derecho  foral  vigente  en  Cataluña  en  materia  de  tu- 
telas y  cúratelas  testamentarias,  así  en  su  parte  sustantiva 
ó  de  fondo  como  en  la  adjetiva  ó  de  procedimiento  para  el 
discernimiento  del  cargo,  haciendo,  en  cambio,  obligatorias 
las  disposiciones  del  Código  civil,  con  lo  cual  infringía  el 
artículo  12  de  dicho  Código,  la  Ley  i  .**,  Título  4.®,  Libro  5.^ 
de  las  Constituciones  de  Cataluña  y  Derecho  romano  suple- 
torio; el  artículo  293  y  demás  disposiciones  de  los  Títulos  9.® 
y  10  del  referido  Código  civil,  por  aplicación  indebida;  los 
artículos  1.833  y  1.861  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento;  Ja  vo- 
luntad del  testador,  que  es  ley  en  la  materia  según  el  dere- 
cho vigente  en  Cataluña,  ya  que  no  serían  dos  los  tutores, 
como  el  testador  quiso,  ni  obrarían  con  la  libertad  é  inde- 
pendencia que  el  mismo  se  propuso,  pues  tendrían  que  su- 
jetarse á  la  voluntad  del  protutor  y  del  consejo  de  familia; 
y  la  doctrina  legal  sentada  por  el  Tribunal  Supremo  en  su 
sentencia  de  3i  de  Marzo  de  189^,  según  la  cual,  el  artícu- 
lo 12  del  Código  excluye  la  aplicación  á  las  provincias  afo- 
radas de  todo  el  contenido  del  Código,  salvo  lo  que  de  un 
modo  taxativo  declara  aplicable;  y  que,  otorgado  el  testa- 
mento en  el  año  1881,  en  cuyo  mismo  año  falleció  el  testa- 
<k)r,  hacía  aplicación  el  autp  recurrido  de  las  disposiciones 
del  Código  civil  contra  el  principio  de  que  las  leyes  no  tie- 
nen efecto  retroactivo. 

El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso 
Considerando  que  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  rigió 
en  su  totalidad,  desde  su  publicación,  en  todas  las  provin- 
cias, y  todo  lo  comprendido  en  dicho  cuerpo  legal  dejó,  en 
su  virtud,  de  formar  parte  del  derecho  foral  y  pasó  á  ser 
legislación  común  de  España. 

Considerando  que,  siendo  las  disposiciones  de  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  civil  parte  del  derecho  general,  y  no  del 
llamado  foral,  en  lo  que  estén  en  contradición  con  el  Código 
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civil,  ley  posterior,  han  sido  derogadas  por  el  artículo  1.976^ 
y  no  puede  pretenderse  su  subsistencia  por  consecuencia  de 
lo  ordenado  en  el  artículo  12  de  éste,  pues  en  él  se  mantiene 
sólo  enfrente  del  Código  el  derecho  foral,  es  decir,  el  excep- 
cional, pero  no  el  común,  que  antes  de  la  promulgación  de 
aquél  regía  para  determinadas  materias  en  las  provincias 
ó  territorios  de  fuero. 

Considerando  que  la  resolución  recurrida,  al  ordenar, 
que  los  interesados  acudan  al  Juzgado  municipal  y  al  con* 
sejo  de  familia,  ajustando  sus  peticiones  á  lo  dispuesto  en 
los  Títulos  9.*^  y  10  del  Libro  i.®  del  Código  civil,  en  nada 
infringe  ni  desconoce  la  Ley  i  .^,  Título  4.^,  Libro  5.^,  de  las 
Constituciones  de  Cataluña  que  sanciona  la  facultad  del  pa- 
dre de  nombrar  en  testamento  y  en  toda  especie  de  última 
voluntad  tutores  para  sus  hijos,  ni  la  voluntad  expresada 
por  el  padre  de  los  menores  en  su  testamento,  puesto  que 
dicha  voluntad  y  la  ley  que  la  atribuye  eficacia  han  de  cum- 
plirse dentro  de  las  disposiciones  legales  que  determinan  el 
discernimiento  y  el  ejercicio  de  la  tutela,  que  antes  del  Có- 
digo civil  eran  los  artículos  del  Título  2.^  del  Libro  3.*  de 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  ahora  son  los  de  los  Títu- 
los 9.*^  y  10  del  Código. 

Considerando  que  lo  expuesto  en  los  dos  primeros 
considerandos  demuestra  que  la  sentencia  no  infringe  los 
artículos  1.833  y  1.861  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  y  que 
aplica  rectamente  los  artículos  12  y  293  del  Código  civil  y 
la  jurisprudencia  de  este  Tribunal  relativa  á  dicho  artícu- 
lo 12,  los  cuales,  á  tenor  de  las  disposiciones  transitorias, 
tienen  eficacia  para  las  tutelas  que  han  debido  constituirse 
después  de  estar  en  vigor  el  Código,  aunque  sean  de  fecha 
anterior  los  testamentos  de  que  emanen. 

Sentencia  de  12  de  Febrero  de  1897. 

Don  José  Tusell,  vecino  de  Hostalrich,  falleció  en  19  de 
Abril  de  1894,  ^^]^  testamento  otorgado  en  7  de  Junio 
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de  1892,  en  el  que  nombró  cinco  tutores  para  sus  hijos  me- 
ñores  de  edad,  facultándoles  para  que  todos  juntos,  ó  por 
mayoría,  ejerciesen  el  cargo;  y  habiendo  acudido  los  cinco 
al  Juzgado  de  primera  instancia  de  Santa  Coloma  de  Par- 
nés, les  fué  discernido  el  cargo  en  25  de  Mayo  de  1894. 

A  consecuencia  de  disensiones  surgidas  entre  uno  de  los 
tutores  y  los  cuatro  restantes,  acudió  aquél  al  Juzgado  ex- 
poniendo que,  enterado  de  que  en  materia  de  tutelas  debía 
aplicarse  el  Código  civil,  según  el  cual  no  eran  los  Jueces  de 
primera  instancia  los  llamados  á  entender  en  los  expedien- 
tes de  tutela  y  cúratela,  sino  el  consejo  de  familia,  procedía 
declarar  la  nulidad  de  todo  lo  actuado  desde  la  comparecen- 
cia de  los  cinco  tutores  para  el  discernimiento  del  cargo  y 
que  se  diera  conocimiento  al  Juzgado  municipal  de  Hostal- 
rich,  á  los  efectos  del  artículo  293  y  siguientes  del  Código 
civil. 

A  esta  pretensión  se  opusieron  los  otros  cuatro  tutores, 
alegando  que  no  podía  tener  aplicación  el  Código  por  exis- 
tir  leyes  forales  que  regulaban  las  tutelas,  las  cuales  queda- 
rían abolidas  si  se  admitiera  la  institución  del  consejo  de 
familia,  y  que  el  expediente  de  cuya  nulidad  se  trataba  era 
de  jurisdicción  voluntaria  y,  en  su  caso,  lo  que  procedía  era 
declarar  el  asunto  contencioso. 

El  Juzgado  así  lo  declaró;  pero,  interpuesta  apelación  y 
revocada^  esta  resolución  por  la  Audiencia  de  Barcelona 
declarando  la  pretendida  nulidad  y  mandando  ponerlo  en  co- 
nocimiento del  Juzgado  municipal  de  Hostalrich,  á  los  efec- 
tos interesados,  interpusieron  los  cuatro  tutores  demanda- 
dos recurso  de  casación,  citando  como  infringidos,  el  ar- 
tículo 12  del  Código  civil,  según  el  cual,  las  disposiciones 
del  título  preliminar  en  que  está  comprendido  son  obligato- 
rias en  todo  el  Reino,  así  como  las  del  Título  4.°,  Libro  i .°, 
referentes  al  matrimonio,  pero  no  las  de  los  Títulos  9.**  y  10 
del  mismo  Libro  que  la  sentencia  aplicaba  para  acordar  la 
nulidad  por  la  otra  parte  solicitada;  el  artículo  i  .976,  que 
deroga  todos  los  cuerpos  legales,  usos  y  costumbres  que 
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constituyen  el  derecho  civil  común  en  todas  las  materias 
que  son  objeto  del  Código;  artículo  erróneamente  interpre- 
tado al  estimar  que  las  disposiciones  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  referentes  al  discernimiento  del  cargo  de  tu- 
tor, han  quedado  derogadas  por  ser  objeto  del  nuevo  cuerpo 
legal,  no  habiendo  podido  serlo  para  Cataluña  por  no  alcan- 
zar la  derogación  al  derecho  foral;  y  varios  artículos  de  la 
Ley  procesal  relativos  al  discernimiento  de  los  cargos  de 
tutor  y  curador. 

El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso 
Considerando  que,  según  tiene  declarado  este  Tribu- 
nal, las  disposiciones  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  son 
de  observancia  en  todo  el  Reino,  como  de  carácter  general, 
por  cuya  razón  no  pueden  menos  de  estimarse  derogadas 
por  el  artículo  i  .976  del  Código  civil  todas  aquellas  que  con- 
tradigan los  preceptos  de  este  cuerpo  legal  posterior,  sin  que 
á  ello  obste  lo  ordenado  en  su  artículo  12,  puesto  que  en  él 
sólo  se  mantiene  como  vigente,  frente  de  dicho  Código,  el 
derecho  foral,  es  decir,  el  excepcional  que  antes  de  su  pu- 
blicación regía  para  determinadas  materias  en  las  provin- 
cias y  territorios  de  fuero;  en  cuyo  concepto  la  sentencia 
recurrida  no  ha  podido  infringir  los  mencionados  artículos 
al  declarar  aplicables  á  Cataluña  los  preceptos  del  Código 
civil  relativos  á  la  cuestión  que  se  ventila  en  este  recurso. 
Considerando,  por  tanto,  que,  derogados  los  artículos  de 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  relativos  á  discernimiento  de 
tutores,  es  claro  que  ninguno  de  ellos  ha  podido  ser  infrin- 
gido por  la  sentencia,  así  como  tampoco  los  demás  que  se 
alegan  en  el  recurso,  porque,  aparte  de  que  nó  puede  con- 
siderarse definitiva  la  resolución  en  que  el  Juez  se  consideró, 
equivocadamente,  facultado  para  acordar  y  llevar  á  cabo  el 
discernimiento,  es  indudable  que  el  carácter  preceptivo  de 
las  disposiciones  del  Código,  relativas  á  la  mejor  guarda  de 
las  personas  y  bienes  de  los  menores,  obligaba  á  la  Sala,  á 
que  el  caso  había  sido  sometido  por  apelación,  á  acordar  lo 
necesario  para  normalizar  la  situación  de  los  tutores  nom- 
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brados  por  el  padre  en  su  testamento,  sin  demoras  que  pu- 
dieran perjudicar  los  intereses  de  dichos  menores,  y  esto 
con  tanto  más  motivo,  cuanto  que  el  incidente  promovido 
no  se  reñere  á  remoción  de  ninguno  de  ellos,  sino  sencilla- 
mente á  legalizar  el  discernimiento,  subsanando  el  defecto 
esencial  de  que  adolece. 


eaestión  4.^— El  artículo  1. 100  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento civil,  en  cuanto  determina  la  facultad  de 
los  Jueces  para  conceder  alimentos  á  los  herederos  y 
egatarios,  de  los  productos  de  la  administración  de  las 
testamentarías,  ¿debe  entenderse  derogado  por  el  i  .430 
del  Código,  que,  al  regular  esta  misma  materia^  limita 
aqu^l  derecho  al  cónyuge  sobreviviente  y  á  sus  hijos? 

Sentencia  de  24  de  Junio  de  1898. 

Prevenido  juicio  de  testamentaría  de  Don  Salustiano 
Fernández  Espinosa,  se  nombró  administradora  á  la  viuda 
Doña  Bernardina  Rodríguez  de  la  Flor,  señalándola,  por 
vía  de  alimentos,  la  pensión  de  400  pesetas  mensuales;  y 
una  vez  en  posesión  de  su  cargo,  acudieron  al  Juzgado  va- 
rios herederos  en  solicitud  de  que,  teniendo  en  cuenta  los 
productos  de  la  administración  de  la  herencia,  se  entregara 
i  cada  uno  la  cantidad  mensual  que  fijaron  ó  la  que  el  Juz- 
gado creyera  procedente  señalar. 

Acprdada  por  el  Juzgado  la  pensión  de  60  pesetas  men- 
suales á  cada  uno,  solicitó  reforma  Doña  Bernardina,  ale- 
gando que  no  tenían  derecho  á  su  disfrute;  y  sustanciado 
el  recurso  en  dos  instancias  y  resuelto  de  conformidad  con 
las  pretensiones  de  los  herederos,  sobrinos  del  Don  Salus- 
tiano, interpuso  Doña  Bernardina  Rodríguez  recurso  de  ca- 
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sación,  alegando  la  infracción  del  artículo  1.430  del  Código 
civil,  que  preceptúa  se  darán  alimentos  al  cónyuge  sobre- 
viviente y  á  sus  hijos  mientras  dure  la  administración  de 
la  testamentaría,  sin  incluir  á  otras  personas;  de  donde  se 
deduce  que  no  cabe  la  asignación  de  alimentos  á  los  herma- 
nos y  sobrinos  del  causante;  y  la  del  artículo  i.ioo  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  por  haberlo  aplicado  en  la  parte 
que  está  derogado,  puesto  que,  llamando  al  disfrute,  du- 
rante la  administración  de  los  bienes  hereditarios,  á  más 
personas  que  el  Código,  y  siendo  este  cuerpo  legal  poste- 
rior á  aquella  ley,  al  tratar  de  la  misma  materia  era  evi- 
dente que  el  Código  había  derogado  la  Ley  procesal,  y  lla- 
mando tan  sólo  al  cónyuge  viudo  y  á  sus  hijos,  bien  á  las 
claras  se  veía  que  excluía  á  toda  otra  persona,  á  las  que, 
al  no  citarlas,  se  negaba  todo  derecho. 

El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso 
Considerando  que  el  artículo  1.430  del  Código  civil  no 
ha  derogado  el  1. 100  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento,  puesto 
que,  al  contraerse  el  primero  á  la  facultad  del  Juez  para 
dar  alimentos  al  cónyuge  é  hijos,  no  excluye  la  que  por  d 
último,  ó  sea  la  Ley  procesal,  se  le  concede  para  darlos  a 
herederos  y  legatarios,  y  no  constando  en  parte  alguna  la 
derogación  expresa  ni  tácita  de  éste,  sino  que  antes  bien  se 
deduce  lo  contrario  de  lo  prescrito  en  el  artículo  i  .020  del 
Código,  que  atribuye  al  Juez  la  facultad  de  proveer  á  la  ad- 
ministración de  los  bienes  hereditarios  con  arreglo  á  lo  que 
prescribe  la  Ley  procesal  para  el  juicio  de  testamentaría,  en- 
tre cuyas  disposiciones  se  encuentra  la  de  asignar  alimen- 
tos, de  los  productos  de  la  administración,  á  los  herederos 
y  legatarios,  en  los  términos  que  expresa,  no  se  cometen 
en  la  sentencia  recurrida  las  infracciones  alegadas  en  los 
dos  motivos  del  recurso. 


enestión  5.*— ¿Ha  derogado  el  Código  las  dispo- 
sicíones  de  la  Ley  orgánica  del  Poder  judicial  que  regu- 
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lan  la  competencia  de  los  Juzgados  y  Tribunales  en 
materia  civil? 

Sentencia  de  30  de  Septiembre  de  1896. 

Don  Francisco  Calvaras  falleció  en  28  de  Febrero  de  1890, 
bajo  testamento  otorgado  en  26  de  Marzo  del  año  anterior, 
es  decir,  anfes  de  la  promulgación  del  Código  civil,  en  el 
que  nombró  tutores  y  curadores  de  su  hijo  y  único  here- 
dero, Don  Juan,  menor  de  edad,  á  Don  Ramón  Cal  veras, 
Don  José  Argensi  y  Don  Francisco  Prat,  facultándoles  para 
vender  y  gravar  sus  bienes  sin  necesidad  de  autorización 
judicial,  siempre  que  lo  creyeran  conveniente;  y  discerni- 
dos sus  cargos,  pidieron  al  Juzgado  autorización  para  ven- 
der tres  casas  del  menor,  que  les  fué  concedida,  y  vendie- 
ron á  Don  Magín  Jovés. 

Al  proceder  al  otorgamiento  de  la  escritura  surgieron 
diferencias  entre  las  partes,  negándose  los  tutores  á  fir- 
marla por  causas  ajenas  á  la  cuestión  del  recurso;  en  cuya 
virtud  presentó  Jovés  escrito  al  Juzgado  pidiendo  que  re- 
solviese lo  procedente  para  llevar  á  efecto  el  contrato,  re- 
cayendo providencia  por  la  que  se  suspendió  indefinida- 
mente la  autorización  concedida  á  los  tutores  para  enajenar 
las  referidas  casas,  ínterin  no  quedase  fijada  de  manera  de- 
finitiva la  utilidad  de  la  venta. 

Denegada  la  reposición  que  se  pidió  de  esta  providencia 
y  admitida  la  apelación,  dictó  auto  la  Audiencia  de  Barce- 
lona, absteniéndose  de  conocer  del  expediente  por  carecer 
de  jurisdicción  en  razón  de  la  materia,  declarando  que  no 
procedía  resolver  la  apelación,  con  reserva  á  las  partes  de 
su  derecho,  que  podrían  usar  en  la  forma  procedente;  con- 
tra cuyo  auto  interpusieron  los  tutores  del  menor  recurso 
de  casación,  citando  como  infringidos,  en  el  primer  motivo, 
el  principio  de  derecho  según  el  que,  la  sentencia  definitiva, 
no  apelada  en  tiempo  ó  confirmada  en  la  apelación  por  el 
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superior,  obliga  á  los  contendientes,  y  lo  ejecutoriado  se 
tiene  por  verdad  legal  y  no  puede  impugnarse  ni  modifi- 
carse por  motivo,  Autoridad  ni  Tribunal  alguno;  por 
cuanto  el  Juzgado  había  declarado  útil  y  necesaria  para  el 
menor  la  enajenación  solicitada  por  los  tutores,  constitu- 
yendo la  autorización  concedida  una  resolución  firme  que 
reunía  todas  las  condiciones  de  la  cosa  juzgada;  y  en  el  mo- 
tivo segundo,  los  artículos  3o6  y  3o8  de  la  Ley  orgánica  del 
Poder  judicial  que  declaran  que  la  sumisión  expresa  ó  tá- 
cita hecha  á  un  Juzgado  para  la  primera  instancia,  se  en- 
tenderá hecha,  para  la  segunda,  á  la  Audiencia  á  cuyo  par- 
tido corresponda;  y  que  en  las  autorizaciones  para  las  ven- 
tas de  bienes  de  menores  será  Juez  competente  el  del  lugar 
en  que  los  bienes  se  hallaren  ó  el  del  domicilio  de  aquellos 
á  quienes  pertenecieran;  porque  si  la  Sala  se  había  abste- 
nido de  resolver  por  entender  que  compete  al  consejo  de 
familia  autorizar  á  los  tutores  para  la  venta  de  los  bienes  del 
menor,  y,  por  consiguiente,  que  rigen  en  Cataluña  las  dis- 
posiciones del  Código  civil  relativas  á  tutelas,  resultaría  en 
contradicción  con  la  legislación  del  Principado,  pues,  de  ser 
así,  quedarían  limitadas  las  facultades  del  testador,  que  sólo 
podría  nombrar  un  tutor,  el  cual  no  podría  obrar  con  inde- 
pendencia, por  hallarse  sujeto  á  la  vigilancia  del  protutor  y 
del  consejo  de  familia;  debiendo,  por  tanto,  las  cuestiones 
surgidas  del  cumplimiento  del  testamento  otorgado  antes 
de  regir  el  Código,  resolverse  por  la  legislación  anterior. 
El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso 
Considerando  que  los  recursos  de  casación  sólo  pueden 
entablarse  contra  las  sentencias  definitivas  de  las  Audien- 
cias dictadas  en  los  asuntos  de  su  competencia,  debiendo 
demostrarse  para  que  prosperen,  no  las  consecuencias  de  la 
resolución  recurrida,  sino  la  infracción  legal  con  que  hayan 
sido  acordadas. 

Considerando  que  el  primer  motivo  del  recurso  se  re- 
fiere única  y  exclusivamente  al  auto  dictado  por  el  Juzga- 
do, respecto  del  que  la  Audiencia,  cualesquiera  que  sean 
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los  fundamentos  de  su  decisión,  se  ha  abstenido  de  resol- 
ver en  cuanto  al  fondo  del  mismo,  limitando  su  resolución 
á  declararse  incompetente  por  razón  de  la  materia,  por  lo 
que  los  fundamentos  de  dicho  primer  motivo  son  incon- 
gruentes con  la  naturaleza  de  la  resolución  recurrida. 

Considerando,  respecto  del  segundo  motivo,  que  los 
artículos  de  la  Ley  orgánica  del  Poder  judicial  que  en  él  se 
citan  para  demostrar  el  error  cometido  por  la  Audiencia  al 
declarar  su  incompetencia,  son  inaplicables,  por  tratarse  de 
una  ley  derogada  en  la  parte  á  que  se  refieren  dichos  artícu- 
los, ya  por  la  de  Enjuiciamiento  civil,  ya  por  el  Código,  y 
que  las  demás  consideraciones  en  dicho  motivo  alegadas  no 
demuestran,  con  relación  á  ninguna  otra  ley,  el  error  co- 
metido por  la  Audiencia  de  Barcelona  al  abstenerse  de  co- 
nocer de  la  apelación  interpuesta. 


eaestión  O.*—  La  Ley  de  Puertos  de  7  de  May 
de  1880,  en  cuanto  concede  el  derecho  de  tanteo  á  los 
dueños  de  los  terrenos  á  que  dicha  ley  se  refiere,  ¿puede 
conceptuarse  comprendida  en  la  derogación  que  con- 
tiene el  artículo  i  .976  del  Código  civil? 

Sentencia  de  6  de  Xario  de  1897. 

En  el  Boletín  Oficial  de  la  provincia  de  Oviedo  se  pu- 
blicó, en  24  de  Mayo  de  1893,  un  anuncio  sacando  á  subasta 
la  marisma  denominada  Playón  de  Raíces,  de  dos  hectáreas 
y  algo  más  de  extensión,  lindante  al  Norte  y  al  Oeste  con 
terrenos  de  la  Real  Compañía  Asturiana;  cuya  marisma  se 
adjudicó  á  Don  José  Cueto  como  mejor  postor. 

En  3  de  Julio  siguiente  dedujo  demanda  la  expresada 
Compañía,  pidiendo  que  se  declarase  que  tenía  el  derecho  de 
tanteo  para  adquirir  la  expresada  marisma  y  que  se  conde- 
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hasé  á  Don  José  Cuétó  á  que,  previo  el  pago  de  la/  ^^n^^^^d 
depositada  y  las  deitíáif  (júef  fueran  de  abono,  le  ceu.*^*'*^  * 
remate;  pretensión  que  fufldd  en  la  condición  de  aque»  ^*' 
rreno  y  en  la  colindancia  que  Con  el  mismo  tenían  los  de  sif 
propiedad. 

Don  José  Cueto  impugnó  la  demanda  alegando,  que  los 
terrenos  de  que  se  trataba  no  se  habían  formado  por  virtud 
de  accesiones  del  mar,  sino  por  las  obras  del  puerto  y  dal 
ferrocarril,  por  lo  que  no  tenían  la  cualidad  de  marismas^ 
ni  eran  de  los  comprendido*  en  el  artículo  3.*'  de  la  Ley  de 
Puertos  de  1880,  pudiendo  el  Estado  disponer  de  ello*  sin 
limitación  alguna;  y  recibido  el  pleito  á  prueba^  9e  practicó 
por  ambas  partes,  habiéndose  traído  á  los  autos,  como  pattxc 
de  la  articulada  por  la  demandada,  testimonio  de  vanrios  par- 
ticulares del  expediente  instruido  á  íivstancia  de  vf&  tercero^ 
sobre  concesión  de  marismas,  en  el  q\íe  figura  uií  informe: 
del  Ingeniero  Jefe  del  Puerto,  en  el  que  manifestó  qae'no  de> 
bía  considerarse  como  marisma  el  indicaiáb  terrena,,  mejo- 
rado notablemente  por  las  obras  ejecutadas,  principalmen- 
te, por  el  Estado. 

Dictada  sentencia  por  la  Audiencia  de  Ovfed'o  de  con- 
formidad con  las  pretensiones  de  la  demaadk,  interpuso 
Don  José  Cueto  recurso  de  casación,  citandcP  obmo'  inflin- 
gidos, en  el  motivo  segundo,  el  artículo  i. 936 > del  Código 
civil,  por  cuanto  la  sentencia  aplicaba  como  vigcaite  la' parte 
del  artículo  a.^de  la  Ley  de  7  de  Mayo  de  1880  q^ie  concedía 
derecho  de  tanteo  á  los  dueños  de  fincas  colindtattesconlos^ 
terrenos  de  que  habla  dicho  artículo,  no  cbstanlb^scr  lama* 
teria  de  índole  esencialmente  civil  y  objeto  de^liss^dlspos^-- 
ciones  del  Código,  señaladamente  en  el  artfculoDuSiS  y  los- 
concordantes  del  mismo  cuerpo  legal;  y  eoi  el  nwtívo  tcrce-- 
ro,  el  referido  artículo  2.^,  en  la  hipótesii;  de  sakísistlr  en  • 
vigor,  por  resultar  violadas  sus  prescripciones ;?así  como  el 
artículo  22  de  la  Instrucción  de  20  de  Ago  sto  dfec  i883^  que 
señala  la  verdadera  condición  jurídica  de  los  terrefios>  ven- 
ilidos;  el  4.523  del  Código ciyil  que  circunj ;crib»tí:Jás>fii*ca^ 
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cuya  cabida  no  pase  de  hectárea  el  retracto  de  colindantes; 
el  g.^  de  la  Ley  de  i5  de  Junio  de  1866,  que  señala  el  único 
retracto  admisible  contra  las  enajenaciones  de  bienes  del 
Estado;  y  la  doctrina  sentada  por  la  sentencia  del  Tribunal 

-  Supremo  de  27  de  Septiembre  de  1870. 

El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso 

'  Considerando  que  la  Ley  de  7  de  Mayo  de  1 880  no  puede 

*' conceptuarse  comprendida  en  la  derogación  contenida  en, el 

artículo  1.976  del  Código,  por  referirse  en  su  totalidad  á 

una  materia  especial  no  regida  por  éste,  quedando,  por  lo 

tanto,  vigente  el  derecho  de  tanteo  que  dicha  ley  establece 

en  favor  de  los  dueños  de  fincas  colindantes  con  los  terre- 

'  nos  á  que  se  refiere  el  artículo  2.**  de  aquélla,  no  obstante 

■  lo  dispuesto  en  la  Sección  2.^,  Título  4.**,  del  mencionado 

-  Código,  que  regula  el  retracto  legal;  y  que  al  estimarlo  así 
la  Sala  sentenciadora,  reconociendo  la  subsistencia  del  de- 
recho de  tanteo  en  que  se  fundíi  la  acción  deducida  por  el 

■  demandante,  no  infringió  las  leyes  que  se  citan  en  el  se- 
gundo motivo  del  recurso 

Considerando  que  no  ha  incurrido  la  Sala  sentencia- 
•  dora  en  el  error  de  hecho  que  se  señala  en  el  motivo  terce- 
ro, porque  los  documentos  á  que  se  alude  no  merecen,  para 
los  efectos  del  recurso,  la  consideración  de  auténticos,  en 
cuanto  se  refieren  á  dictámenes  periciales,  que  tampoco  de- 
muestran con  evidencia  que  el  terreno  denominado  Playón 
de  Raíces,  vendido  por  el  Estado,  no  sea  de  los  comprendi- 
dos en  el  artículo  2.^  de  la  Ley  de  7  de  Mayo  de  1880,  y  con- 
siguientemente, no  se  han  cometido  las  infracciones  legales 
de  que  se  hace  mérito  en  el  motivo  tercero,  toda  vez  que 
las  leyes  desamortizadoras  y  las  disposiciones  del  Código 
que  se  citan  se  refieren  al  derecho  de  retracto  sobre  fincas 
que  revisten  diferente  condición  jurídica. 


6uesti6n  7.*— El  precepto  del  artículo  1.976  del 
Código,  ¿deroga  las  leyes  especiales  sobre  minería,  ó 
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deberán  resolverse  con  arreglo  á  esta  legislación  espe- 
cial las  cuestiones  que  se  promuevan  ante  los  Tribu- 
nales sobre  explotación  de  minas  y  sobre  intrusiones 
de  unas  minas  en  otras? 


Sentencia  de  18  de  Marso  de  1896. 

Don  Francisco  Atienza,  en  concepto  de  Presidente  de 
la  Sociedad  minera  San  Juan  y  Santa  Ana,  dedujo  deman- 
da exponiendo:  que  dicha  Sociedad  era  dueña  de  las  mi- 
nas San  Juan,  Santa  Ana  y  Esperanza,  siendo  colindante 
del  grupo  que  las  tres  formaban,  la  mina  Fuensanta,  pro- 
pia de  la  Sociedad  La  Concordia;  que  por  los  operarios  de 
ésta  se  había  llevado  á  efecto  una  intrusión  importante  en 
la  Santa  Ana,  habiendo  arrancado  mineral  en  cantidad  que, 
deducidos  los  gastos  de  explotación,  ascendía  á  la  suma 
de  59.802  pesetas;  y  ejercitando  la  correspondiente  acción 
mixta,  pidió  que  se  declarase  que  la  Sociedad  La  Concor- 
dia venía  obligada  á  satisfacer  á  la  demandante  la  cantidad 
expresada  y  á  la  indemnización  de  perjuicios. 

La  Sociedad  minera  La  Concordia  contestó  á  la  de- 
manda alegando,  que  había  dado  en  arrendamiento  la  mina 
Fuensanta  á  la  Sociedad  titulada  La  Unión,  la  que  debía 
abonar  á  la  propietaria  el  35  por  100  de  los  minerales  que 
se  extrajeran;  que  la  intrusión  verificada  en  las  minas  San 
Juan  y  Santa  Ana  no  había  podido  ser  hecha  por  la  Socie- 
dad demandada,  cuyo  derecho  de  propiedad  estaba  limi- 
tado á  percibir  la  expresada  participación,  siendo  sólo  res- 
ponsable, por  consiguiente,  en  dicho  tanto  por  ciento  de  lo 
obtenido  en  la  intrusión;  que  no  siendo  posible  la  devolu- 
ción del  mineral  indebidamente  tomado,  seobligabaá  entre- 
gar su  valor,  deducido  conforme  á  las  reglas  prácticas  que 
se  observaban  en  la  venta  de  aquellos  minerales,  y  cuyo  35 
por  100,  ascendente  á  18.456  pesetas,  era  á  lo  que  se  reducía 
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la  obligación  de  La  Concordia;  y  estableció  reconvención 
contra  la  Sociedad  demandante  por  una  supuesta  intrusión 
verificada  en  la  mina  de  su  propiedad  por  los  operarios  de 
las  del  demandante. 

La  Audiencia  de  Albacete,  confirmando  la  sentencia 
dictada  por  el  Juzgado,  declaró  que  la  Sociedad  La  Concor- 
dia venía  obligada  á  satisfacer  á  la  denominada  San  Juan  y 
Santa  Ana  la  cantidad  de  20.861  pesetas,  ó  sea  el  35  por  loo 
de  las  59.602,  importe  líquido  de  los  minerales  indebida- 
mente extraídos,  y  absolvió  á  la  segunda  de  la  reconven- 
ción por  la  primera  formulada. 

La  Sociedad  San  Juan  y  Santa  Ana  interpuso  recurso 
de  casación,  citando  como  infringidos  varios  artículos  de 
las  Leyes  de  Minas  de  1859  y  1868  y  la  jurisprudencia  con 
ellas  concordante;  el  artículo  1.976  del  Código  civil,  que 
deroga  solamente  los  cuerpos  legales  que  constituyen  el 
derecho  civil  común  en  las  materias  que  son  objeto  del 
mismo  Código;  y  los  artículos  426  y  427  del  mismo,  que,  al 
declarar  la  existencia  de  la  propiedad  minera  especial,  su 
enlace  y  distinción  de  la  propiedad  del  suelo  sujeto  al  dere- 
cho común,  declara  la  vigencia  y  sanciona  la  continuación 
de  la  ley  especial  minera;  por  cuanto  la  sentencia  recurrida 
condenaba  á  la  Sociedad  recurrente,  aplicando  el  Código, 
por  entender  que  su  artículo  427  había  derogado  aquella  le- 
gislación y  dejado  sujetas  al  derecho  común  materias  que, 
como  la  explotación  é  intrusión,  no  habían  sido  objeto  del 
Código  por  su  índole  especial. 

El  Tribunal  Supremo  declaró  haber  lugar  al  recurso  y 
casó  y  anuló  la  sentencia  recurrida 

Considerando  que  el  artículo  427  del  Código  civil  vi- 
gente, ajustándose  en  un  todo  á  lo  establecido  en  la  base  la 
de  las  fijadas  en  la  Ley  de  1 1  de  Mayo  de  1888  para  la  re- 
dacción de  dicho  cuerpo  legal,  tuvo  por  objeto  consignar, 
con  arreglo  á  los  fundamentos  capitales  del  derecho  patrio, 
todos  los  principios  en  que  descansan  los  conceptos  espe- 
ciales de  determinadas  propiedades,  y  entre  ellos,  el  refe- 
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rente  al  particular  de  minas,  sin  que  del  espíritu  y  letra  de 
los  preceptos  que  contiene  pueda  entenderse  que  se  propuso 
el  legislador  en  manera  alguna  alterar,  ni  mucho  menos 
derogar,  las  disposiciones  contenidas  en  la  ley  especial  re- 
lativa á  dicho  ramo  de  Minas,  pues,  antes  por  el  contrario, 
era  preciso  atenerse,  como  lo  hizo,  y  se  prescribe  en  la  base 
antes  indicada,  al  criterio  de  respetar  las  leyes  particulares, 
deduciendo  de  cada  una  de  ellas  lo  que  verdaderamente 
constituya  el  fundamento  orgánico  de  derechos  civiles  y 
sustantivos  que  era  forzoso  incluir  en  el  Código. 

Considerando  que,  siendo  esto  así,  y  rigiendo,  por  lo 
tanto,  como  rigen  en  lo  concerniente  al  ramo  de  Minas,  las 
Leyes  de  6  de  Julio  de  iSSg  y  29  de  Diciembre  de  1868,  hay 
que  atenerse  para  resolver  la  cuestión  objeto  del  presente 
recurso  á  los  preceptos  terminantes  de  los  artículos  46  de 
la  primera  y  muy  principalmente  al  26  de  la  segunda. 

Considerando  que  en  ellos  se  dispone  que  los  dueños 
de  minas  tienen  la  obligación  de  indemnizar  los  daños  y 
perjuicios  que  ocasionen  á  otras  minas,  ya  por  acumulación 
de  aguas  ó  por  cualquier  otro  modo  por  el  que  resultare 
menoscabo  á  intereses  ajenos  dentro  ó  fuera  de  las  minas, 
regulándose  por  convenios  privados  ó  ppr  tasación  de  peri- 
tos dicha  indemnización  con  sujeción,  ya  en  estos  particu- 
lares, á  las  leyes  comunes,  y  que  la  doctrina  establecida  por 
este  Supremo  Tribunal  en  varias  sentencias,  sobre  todo  en 
la  pronunciada  en  27  de  Diciembre  de  1888,  se  halla  en  per- 
fecta consonancia  con  esa  prescripción. 

Considerando  que  al  no  haberlo  estimado  así  la  Sala 
sentenciadora,  entendiendo  equivocadamente  que  debía  de* 
cidir  la  controversia  sostenida  en  el  pleito  tan  sólo  con  arre- 
glo á  las  disposiciones  del  derecho  común,  por  haber  sido 
derogada  la  Ley  especial  de  Minas  en  virtud  de  lo  dispuesto 
en  et  artículo  1.976  del  Código  civil  vigente,  y  condenando 
por  ello  á  la  Sociedad  minera  La  Concordia  á  satisfacer  á 
la  de  San  Juan  y  Santa  Ana  únicamente  la  cantidad  impor- 
tante de  35  por  100  de  los  minerales  indebidamente  extraí- 
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dos  del  terreno  propio  de  la  última,  y  no  al  total  de  dicha 
cantidad,  ha  infringido  las  prescripciones  y  doctrina  antes 
indicadas,  así  como  también  el  repetido  artículo  1.976  del 
Código  civil,  puesto  que,  dueña  la  Sociedad  Concordia  de 
la  mina  Fuensanta,  que  causó  el  daño,  está  en  la  impres- 
cindible obligación  de  indemnizar  todos  los  daños  y  perjui- 
cios, sin  que  para  ello  obste  el  que  estuviera  subarrendada 
esa  finca  y  se  produjera  el  daño  por  los  que  en  calidad  de 
partidarios  la  tenían  arrendada. 

euestión  S.*"— ¿Ha  derogado  el  artículo  1.976  del 
Código  civil  la  Ley  de  Administración  y  Contabilidad 
que  determina  los  bienes  pertenecientes  al  Estado,  re- 
gula los  derechos  de  éste  y  establece  la  prelación  de  sus 
créditos  liquidados? 

Véase  la  sentencia  de  7  de  Diciembre  de  ¡8g8  inserta  en 
la  Cuestión  3.^  del  artículo  1.923. 

Idéntica  doctrina  se  establece  en  las  sentencias  úq  2j  de 
Enero  de  iSgo  y  23  de  Noviembre  de  i8g5, 

6uesti6n  9.*— La  disposición  derogatoria,  conte- 
nida en  el  artículo  i  .976  del  Código  civil,  de  todos  los 
cuerpos  legales,  usos  y  costumbres  que  constituían  el 
derecho  civil  de  Castilla,  ¿alcanza  á  los  Estatutos  ó  Re- 
glamentos particulares  de  las  Asociaciones,  Corporacio- 
nes y  Compañías? 


Sentencia  de  30  de  A.bril  de  1895. 

Con  motivo  del  pleito  de  divorcio  entablado  por  Doña 
Adelaida  de  Capitani,  hubo  ésta  de  sostener  con  su  marido 
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Don  Pedro  Scrra  ese  y  otros  juicios  ante  diferentes  Tribu- 
nales, en  todos  los  cuales  llevó  su  representación  el  Procu- 
rador Don  Antonio  Fernández  Campos;  y  estando  pen- 
diente ante  el  Tribunal  de  la  Rota  la  resolitción  de  una 
competencia  suscitada  entre  dos  Juzgados  eclesiásticos, 
otorgó  Doña  Adelaida  nuevo  poder  á  favor  de  varios  Pro- 
curadores, contándose  entre  ellos  el  mencionado  Campos  y 
Don  Manuel  Montero  y  Casal,  para  que  desistieran  de  cuan- 
tas acciones  se  habían  deducido  á  su  nombre  en  todos  aque- 
llos juicios,  revocando  al  propio  tiempo  cuantos  poderes 
había  otorgado  anteriormente  para  representarla  en  juicio. 

El  Procurador  Don  Manuel  Montero,  que  venía  repre- 
sentando en  los  autos  de  competencia  al  marido  de  Doña  • 
Adelaida,  haciendo  uso  del  poder  especial  que  le  había  con- 
ferido ésta,  presentó  escrito  ante  el  Tribunal  de  la  Rota,  en 
nombre  de  ambos  esposos,  solicitando  que  se  les  tuviera  por 
apartados  de  los  referidos  autos,  agregando  que  sólo  acep- 
taba aquel  poder  especial  para  solicitar  el  desistimiento. 

Dictado  auto  de  conformidad  con  esta  petición,  reclamó 
el  Procurador  Campos  de  su  compañero  Montero  el  pago 
de  los  derechos  devengados  y  cantidades  suplidas  en  todos 
aquellos  pleitos  á  nombre  de  Doña  Adelaida,  ascendentes  á 
la  suma  de  16.694  pesetas,  llevando  la  reclamación  á  la 
Junta  de  gobierno  del  Colegio  de  Procuradores  de  Madrid, 
que  entendió  que,  con  arreglo  al  artículo  72  de  los  Estatu- 
tos, estaba  obligado  el  Procurador  Montero  al  pago  de  la 
cantidad  reclamada;  y  habiéndose  negado  aquél  al  pago, 
dedujo  el  segundo  la  demanda  objeto  de  este  pleito,  fun- 
dándose en  el  artículo  72  citado,  según  el  cual,  el  Procura- 
dor que  acepte  poderes  y  se  encargue  de  negocios  que  ante- 
riormente hubiere  tenido  un  compañero,  queda  obligado  á 
satisfacer  á  éste  los  derechos  devengados  y  cantidades  su- 
plidas en  aquel  mismo  negocio. 

Don  Manuel  Montero  impugnó  la^  demanda,  alegando 
que  carecían  de  eficacia  los  artículos  de  los  Estatutos  del 
Colegio  de  Procuradores  tratándose  de  exigir  ante  los  Tri- 
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bunales  el  cumplimiento  de  obligaciones  civiles;  que  en  el 
supuesto  de  que  tuviesen  fuerza  legal,  no  la  tendrían  con 
relación  al  caso  del  pleito,  por  haberse  otorgado  por  Doña 
'  Adelaida  el  poder  cuando  ya  regía  el  Código  civil,  por  cuyo 
artículo  1.976  estaban  derogados;  y  que,  en  último  caso, 
dicho  artículo  72  se  refería  á  los  derechos  y  gastos  que  el 
Procurador  sustituido  hubiere  devengado  en  el  negocio  en 
que  fuere  reemplazado  por  su  compañero,  y  el  exponente 
sólo  había  utilizado  el  poder  conferido  por  Doña  Adelaida 
para  pedir  el  desistimiento  en  los  autos  de  competencia,  sin 
hacer  gestión  alguna  en  los  demás  pleitos. 

Dictada  sentencia  revocatoria  por  la  Audiencia  de  Ma- 
drid, estimando  la  demanda,  interpuso  Don  Manuel  Mon- 
tero recurso  de  casación,  citando  como  infringidos,  en  el 
motivo  primero,  el  artículo  1.976  del  Código  civil,  que  de- 
rogó todos  los  cuerpos  legales,  usos  y  costumbres  que  cons- 
tituían el  Derecho  civil  de  Castilla  en  todas  las  materias 
objeto  del  Código;  porque,  conteniendo  el  artículo 72  délos 
Estatutos  del  Colegio  de  Procuradores  disposiciones  sobre 
materia  regulada  en  varios  artículos  del  Código,  principal- 
mente en  los  1.709,  1. 71 1  y  1.728,  también  infringidos  por 
inaplicación,  era  indudable  que  dicho  artículo  72  estaba  de- 
rogado por  aquella  disposición  general;  y  en  el  motivo 
cuarto,  el  repetido  artículo  72  de  los  Estatutos,  por  cuanto 
el  recurrente  no  se  había  encargado  de  negocio  alguno  que 
el  demandante  hubiere  tenido  anteriormente. 

El  Tribunal  Supremo  casó  la  sentencia  por  el  motivo 
cuarto,  pero  desestimó  el  primer  motivo  por  el  siguiente 

Considerando  que  la  disposición  fínal  derogatoria  con- 
tenida en  el  Código  civil,  de  todos  los  cuerpos  legales,  usos 
y  costumbres  que  constituían  el  derecho  civil  de  Castilla, 
no  se  refiere  á  los  Estatutos  ó  Reglamentos  particulares 
aprobados  para  su  régimen  interior  por  las  Compañías, 
Asociaciones  ó  Corporaciones,  de  cualquier  clase  que  sean, 
pues  aun  cuando  en  ellos  se  consignen  obligaciones  para 
las  personas  á  quienes  afectan,  no  derivan  de  ley  alguna  de 
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carácter  general  sino  del  acuerdo  ó  consentimiento  indivi- 
dual; ni  el  precepto  contenido  en  el  artículo  72  de  los  Esta- 
.  tutos  por  que  se  rige  el  Colegio  de  Procuradores  de  esta 
Corte  contradice  tampoco  precepto  alguno  del  Código  de 
los  especialmente  invocados  por  el  recurrente,  porque  nin- 
guno de  ellos  prohibe  al  mandante  y  al  mandatario  condi- 
cionar los  términos  generales  del  mandato. 
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Las  variaciones  introducidas  por  este  Código 
que  perjudiquen  derechos  adquiridos  según  la  le- 
gislación anterior,  no  tendrán  efecto  retroactivo. 

euestión  1/— El  precepto  del  artículo  168  del  Có- 
digo civil,  según  el  cual  conservan  las  viudas  el  derecho 
de  patria  potestad  sobre  sus  hijos  mientras  no  pasan  á 
segundas  nupcias,  ¿es  aplicable  á  la  mujer  con  hijos  le- 
gítimos que  enviudó  antes  de  que  comenzara  á  regir  el 
Código  civil  y  contrajo  segundas  nupcias  después  de  su 
promulgación? 

Sentencia  de  20  de  Diciembre  de  1802. 

Don  Fermín  Manso  y  Doña  María  López  Montenegro 
tuvieron  de  su  matrimonio  dos  hijos;  falleciendo  el  marido 
en  14  de  Diciembre  de  1886,  bajo  testamento  en  que  ordenó 
que,  si  le  premoría  su  esposa,  fuera  tutor  de  sus  hijos  Don 
Eduardo  Echevarría. 

T.  XI.— 23 
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En  24  de  Julio  de  1890,  es  decir,  cuando  ya  regía  el  Có- 
digo civil,  contrajo  segundas  nupcias  Doña  María  López 
Montenegro;  y  al  ocurrir  esto  acudió  al  Juzgado  el  abuelo 
materno  de  los  menores,  manifestando  que  la  Doña  María 
había  perdido  la  patria  potestad  sobre  ellos  por  su  segundo 
matrimonio,  y  que  procedía,  por  tanto,  constituir  el  consejo 
de  familia  y  nombrarles  tutor. 

A  esta  pretensión  se  opuso  Doña  María  López  Monte- 
negro, formulando  demanda  ante  el  Juzgado  de  Logroño, 
fundada  en  que  tenía  adquirida  la  patria  potestad  en  virtud 
de  la  Ley  de  Matrimonio  civil  al  ocurrir  el  fallecimiento  de 
su  primer  marido,  hallándose,  por  tanto,  en  aptitud  de  ejer- 
cer los  derechos  inherentes  á  ella  con  arreglo  al  artículo  63 
del  Código,  sin  que  fuera  dable  aplicar  al  caso  el  168,  por 
no  poder  dársele  efecto  retroactivo. 

El  abuelo  de  los  menores  impugnó  la  demanda,  expo- 
niendo que  era  aplicable  el  artículo  168,  porque  el  primer 
marido  no  había  previsto  que  la  viuda  pasara  á  segundas 
nupcias,  ni  la  había  facultado  para  que,  en  tal  caso,  conser- 
vara la  patria  potestad,  y  que  el  artículo  63  se  refería  á  las 
viudas  que  hubieren  contraído  segundo  matrimonio  antes 
de  regir  el  Código  civil. 

Dictada  sentencia  por  la  Audiencia  de  Burgos,  absoluto- 
ria de  la  demanda,  y  declarando  que  Doña  María  López 
Montenegro  había  perdido  la  patria  potestad,  interpuso  la 
misma  recurso  de  casación,  citando  como  infringidos,  los 
artículos  64  y  65  de  la  Ley  de  Matrimonio  civil,  que  la  con- 
cedían el  derecho  de  patria  potestad  y  del  que  no  podía  ser 
privada  sino  por  una  ley  posterior  que  tuviera  efectos  re- 
troactivos; el  artículo  63  del  Código  civil  que  concede  igual 
facultad  á  las  viudas,  sin  limitación  alguna,  refiriéndose  á 
aquellas  cuyos  maridos  hubieren  fallecido  antes  de  comen- 
zar dicho  Código  á  regir;  el  artículo  168,  que  se  refiere  á  la 
mujer  cuyo  marido  hubiese  muerto  antes  de  regir  el  Código, 
dependiendo  la  aplicación  de  su  precepto  de  que  el  marido 
haya  facultado  ó  no  á  la  mujer  para  seguir  ejerciendo  la  pa- 
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tria  potestad;  el  párrafo  inicial  de  las  disposiciones  transi- 
torias del  mismo  Código,  y  la  primera  de  éstas,  que  hacían 
inaplicables  los  preceptos  de  dicho  cuerpo  legal,  puesto  que 
el  derecho  de  la  recurrente  á  ejercer  la  patria  potestad  so- 
bre sus  hijos  nació  al  fallecimiento  de  su  primer  marido, 
ocurrido  bajo  el  imperio  de  la  antigua  legislación,  á  la  cual, 
por  tanto,  debía  sujetarse;  no  pudiendo  aplicarse  las  con- 
trarias disposiciones  del  Código,  por  cuanto  perjudicarían 
aquel  derecho  adquirido,  y  no  era  posible,  por  ello,  darles  ' 
efecto  retroactivo;  y,  por  último,  varios  principios  genera- 
les de  derecho  sobre  la  no  retroactividad  de  las  leyes,  su  in- 
terpretación y  otros  análogos. 

El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso 
Considerando  que  el  principio  proclamado  en  el  pá- 
rrafo inicial  de  las  disposiciones  transitorias  del  Código 
civil,  en  virtud  del  que  las  variaciones  introducidas  por 
éste  que  perjudiquen  derechos  adquiridos  bajo  el  imperio 
de  la  legislación  anterior  no  tendrán  efecto  retroactivo, 
obliga  á  examinar  en  el  caso  del  presente  recurso  si  la  sen- 
tencia recurrida  perjudica  con  su  fallo,  como  afirma  la  re- 
currente, algún  derecho  adquirido  por  Doña  María  López 
Montenegro,  con  anterioridad  á  la  publicación  del  expre- 
sado Código,  que  obste  á  la  aplicación  que  se  ha  hecho  por 
el  Tribunal  sentenciador  del  precepto  que  consigna  el  ar- 
tículo 1 68  del  mismo. 

Considerando  que  las  viudas  conservan  íntegro  el  de- 
recho de  patria  potestad  sobre  sus  hijos  mientras  no  pasen 
á  segundas  nupcias,  de  modo  que  lo  que  se  condiciona  por 
el  antedicho  artículo  es  este  nuevo  estado,  prescribiéndose, 
-como  se  prescribe,  que  en  tal  caso  perderá  la  madre  la  pa- 
tria potestad,  á  diferencia  de  lo  establecido  en  la  anterior 
ley  sobre  matrimonio  civil;  y  como  semejante  condición 
ííepende  completa  y  absolutamente  de  la  realización  dé  un 
acto  posterior  á  la  publicación  del  Código,  es  evidente  que 
al  contraer  las  segundas  nupcias  Doña  María  López  Mon- 
tenegro en  Julio  de  1890,  lo  hizo  sometida  ya  á  las  pres- 
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cripciones  de  la  nueva  legislación,  pues  sólo  podría  consti- 
tuir derecho  adquirido  el  reconocido  por  ley  anterior  al 
estado  civil  que  se  disfrutaba,  no  aquel  con  que  se  condi- 
ciona un  estado  diferente. 

Considerando  que,  esto  supuesto,  el  Tribunal  senten- 
ciador no  ha  cometido  ninguna  de  las  infracciones  que  se 
señalan  en  los  ocho  motivos  de  casación  alegados,  por  la 
aplicación  que  ha  hecho  del  artículo  i68  del  Código,  para 
declarar  que  Doña  María  López  Montenegro  ha  perdido  la 
patria  potestad  sobre  sus  hijos  por  haber  contraído  segun- 
das nupcias,  demostrado  como  queda  que  dicha  señora  no 
tenía  derecho  alguno  adquirido  con  relación  á  un  estado 
civil  distinto  de  aquel  en  que  se  encontraba  cuando  se  pu- 
blicó el  Código,  cuyo  supuesto  contrario  es  el  que  sirve  de 
base  y  sobre  el  que  giran  todos  los  razonamientos  del  re- 
currente, y  porque  la  disposición  del  artículo  63  es  perfec- 
tamente compatible  con  la  del  i68,  puesto  que  aquél  se  re- 
fiere á  los  casos  en  que  deba  subsistir  la  patria  potestad  de 
las  madres,  bien  por  haber  pasado  á  segundas  nupcias  an- 
tes de  la  publicación  del  nuevo  Código,  bien  por  haberlo 
previsto  y  autorizado  el  padre  en  su  testamento. 


enestión  2.^  — El  artículo  164  del  Código  que 
atribuye  la  patria  potestad  al  padre  ó  á  la  .madre  res^ 
pecto  del  hijo  natural,  ¿es  aplicable  tratándose  de  un 
hijo  nacido  con  anterioridad  á  la  publicación  del  Código 
civil? 

Sentencia  de  28  de  Abril  de  1894. 

El  14  de  Julio  de  1888  fué  inscrito  en  el  Registro  civil  el 
nacimiento  de  un  niño  llamado  M.  P.  y  R.,  como  hijo  na- 
tural de  Doña  S.  R.  y  de  Don  M.  P.;  y  en  25  de  Abril 
de  1891  formuló  el  padre  la  demanda  de  este  pleito  en  la 
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que,  fundado  en  lo  dispuesto  en  el  artículo  164  del  Código 
civil,  solicitó  que  se  declarase  que  tenía  la  patria  potestad 
sobre  su  citado  hijo  natural;  á  lo  que  se  opuso  la  deman- 
dada Doña  S.  pidiendo  igual  declaración  á  su  favor,  citan- 
do, entre  otras  disposiciones,  la  primera  de  las  transitorias 
de  dicho  cuerpo  legal. 

Renunciada  la  réplica  y  la  prueba,  siguió  la  tramitación 
hasta  recaer  sentencia  en  segunda  instancia  absolviendo  á 
Doña  S.  R.  de  la  demanda;  contra  cuyo  fallo  interpuso  re- 
curso de  casación  Don  M.  P.  alegando  la  infracción  del  ci- 
tado articulo  154  del  Código,  cuyo  espíritu,  antes  de  ser 
promulgado  dicho  texto  lega),  informaba  ya  la  jurispruden- 
cia, dominando,  además,  de  un  modo  absoluto  en  las  esfe- 
ras de  la  ciencia. 

El  Tribunal  Supremo  desestimó  el  recurso 
Considerando  que  el  nuevo  Código  civil,  en  sus  dispo 
sicipnes  transitorias,  establece  el  principio  fundamental  de 
que  las  variaciones  introducidas  en  el  mismo  que  perjudi- 
quen derechos  adquiridos  bajo  el  régimen  de  la  legislación 
anterior  no  tendrán  efecto  retroactivo;  y  esto  supuesto,  es 
de  notoria  inaplicación  al  caso  del  presente  recurso  el  ar- 
tículo 1 54  de  dicho  Código,  que  se  cita  como  infringido, 
puesto  que  la  patria  potestad  atribuida,  según  el  expresado 
artículo,  al  padre  ó  á  la  madre  respecto  de  un  hijo  natural, 
constituye  un  derecho  nuevo  que  afecta  á  la  personalidad 
de  éstos  cuando,  por  haber  nacido  antes  de  la  publicación 
del  Código,  como  sucede  respecto  del  hijo  del  recurrente 
Don  M.  P.  R.,  adquirieron  un  estado  de  derecho  diferente, 
que  sólo  dando  efecto  retroactivo  al  nuevamente  creado 
podría  hacerse  desaparecer, 

Guestlóii  3. ''—Constituida  tácitamente  una  servi- 
dumbre antes  de  empezar  á  regir  el  Código  civil,  y  en. 
ajenado  el  predio  sirviente  con  posterioridad  á  su  pu- 
blicación, ¿qué  legislación  será  aplicable  para  resolver 
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las  cuestiones  que  se  susciten  acerca  de  la  validez  6 
subsistencia  de  la  servidumbre? 

La  sentencia  que  las  resuelve  con  arreglo  á  las  pres- 
cripciones del  Código  civil,  ¿infringe  el  primer  párrafo 
de  las  disposiciones  transitorias,  con  arreglo  al  cual, 
las  variaciones  introducidas  por  aquél, que  perjudiquen 
derechos  adquiridos  según  la  legislación  civil  anterior, 
no  tendrán  efecto  retroactivo? 

8eiit«aci»  da  7  de  Febrero  de  1806. 

Don  Manuel  Díaz  adquirió  por  titulo  de  compra  las  ca- 
sas números  23  y  25  de  la  calle  del  Salitre,  de  Madrid;  y 
obtenida  la  oportuna  licencia  del  Ayuntamiento,  reedificó 
las  dos  casas,  estableciendo  en  la  número  23  varias  venta- 
nas, por  donde,  á  costa  de  la  número  25,  recibía  la  luz;  y, 
habiendo  fallecido  en  Enero  de  1876,  siendo  dueño  de  estas 
casas,  en  la  partición  que,  con  arreglo  á  su  testamento,  lle- 
varon á  cabo  su  viuda  Doña  Salvadora  Nicolás  y  sus  hijos 
Don  Pedro  y  Don  Ricardo  Díaz,  adjudicaron  á  la  primera 
las  dos  referidas  casas,  siéndolo  la  número  25  en  parte  de 
pago  del  legado  del  quinto  que  en  usufructo  le  hizo  su  ma- 
rido, debiendo  pasar  á  la  defunción  de  la  legataria,  en  plena 
propiedad  y  por  mitad,  á  los  hijos  del  testador  Don  Ricardo 
y  Don  Pedro,  que,  en  tal  concepto,  la  hicieron  suya  por  fa- 
llecimiento de  aquélla,  en  Febrero  de  1886. 

La  casa  número  23  fué  adquirida  por  testamento  por 
Doña  Luisa  Fernández,  pasando  á  ser  propiedad,  á  su 
muerte,  de  sus  hijos  Don  Carlos  y  Don  Federico  de  Teje- 
da,  demandados  en  este  pleito;  y  la  número  25  fué  adqui- 
rida por  Don  Víctor  Sáinz,  demandante  y  recurrente,  y 
por  título  de  compraventa,  por  escrituras  de  i.**  de  Agosto 
de  1 8()o  y  3o  de  Abril  de   1891;  hallándose  conformes  las 
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partes  en  que  la  casa  número  23  tiene  en  la  pared  que  linda 
con  parte  de  la  casa  y  solar  no  edificado  de  la  número  25, 
varias  ventanas  de  diferentes  tamaños,  unas  sin  rejas  y 
otras  con  ellas,  y  algunas  con  alambrera  y  reja  metidas  en 
la  pared,  y  repartidas  todas  entre  ventanillos  medianeros. 

Don  Carlos  y  Don  Federico  de  Tejeda  dedujeron,  en  i8 
de  Marzo  de  1892,  interdicto  de  obra  nueva  contra  Don 
Víctor  Sáinz,  alegando  que  desde  i855  habían  permanecido 
las  casas  de  que  respectivamente  eran  dueños,  con  la  ser- 
vidumbre de  luces  establecida  por  su  dueño  común,  á  be- 
neficio de  la  número  23  y  á  cargo  de  la  número  25,  y  que, 
con  la  obra  que  estaba  ejecutando  Sáinz  en  la  casa  de  su 
propiedad  había  de  dejar  tapiadas  é  inutilizadas  las  venta- 
nas cuya  servidumbre  venían  disfrutando  desde  su  cons- 
trucción; y  solicitaron  que  se  requiriese  á  Sáinz  para  que 
suspendiera  la  obra  en  el  estado  en  que  se  encontrara. 

Acordada  la  suspensión,  presentó  Don  Víctor  Sáinz, 
durante  el  término  de  prueba  de  aquel  juicio,  una  certifica- 
ción del  Registrador  de  la  propiedad,  en  la  que  se  hizo 
constar  que,  examinados  los  oportunos  antecedentes,  resul- 
taba que  la  servidumbre  á  que  se  hacía  referencia  no  cons- 
taba inscrita  ni  mencionada  en  ninguno  de  los  dos  asientos 
relativos  á  ambas  casas. 

Dictada  sentencia,  en  la  que  se  ratificó  la  suspensión 
acordada,  dedujo  Don  Víctor  Sáinz,  en  16  de  Mayo  de  1892, 
la  demanda  objeto  de  este  pleito,  solicitando  que  se  decla- 
rase que  la  casa  número  25,  de  su  propiedad,  no  debía  la 
servidumbre  de  luces  á  la  número  23,  propiedad  de  Don 
Carlos  y  Don  Federico  de  Tejeda,  estando  éstos  obligados 
á  tapiar  todos  los  huecos  abiertos  en  la  pared  de  su  casa  y 
en  correspondencia  con  la  parte  del  solar  no  edificado  de  la 
del  demandante,  así  como  que  éste  tiene  derecho  á  cegar- 
los, construyendo  en  la  parte  contigua  á  dicha  pared;  pre- 
tensión que  fundó  en  los  hechos  que  quedan  referidos;  en 
que  no  existía  la  servidumbre  pretendida,  para  la  cual  era 
requisito  indispensable  que  el  predio  dominante  y  el  predio 
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sirviente  pertenecieran  á  distintos  dueños;  que  para  la  exis- 
tencia de  la  servidumbre,  Con  relación  á  tercero,  era  preciso 
que  se  encontrase  especialmente  inscrita  en  el  Registro  de 
la  propiedad;  que  la  disposición,  condiciones  y  circunstan- 
cias de  la  casa  número  25  no  suponían  derecho  de  servi- 
dumbre de  luces  á  favor  de  la  número  23,  habiéndose  ven- 
dido libre  de  toda  carga;  y  que  si  podían  tener  importancia 
las  luces  para  la  finca  de  los  demandados,  mayor  la  tenía 
para  el  demandante  el  construir  en  la  parte  de  solar  no  edi- 
ficado de  la  suya,  ejercitando  los  derechos  de  dominio  pleno 
que  sobre  ella  tenía. 

Don  Carlos  y  Don  Federico  de  Tejeda  contestaron  la 
demanda  exponiendo:  que  era  efectivamente  doctrina  legal, 
que  para  la  existencia  de  la  servidumbre  se  precisaba  que 
las  fincas  dominante  y  sirviente  pertenecieran  á  distintos 
dueños;  de  tal  modo,  que  la  consolidación  era  uno  de  los 
medios  establecidos  por  la  ley  para  la  extinción  de  las  ser- 
vidumbres; pero  que  precisamente  de  esa  consolidación  ó 
doble  propiedad  que  concurrió  en  Don  Manuel  Díaz  era  de 
donde  nacía  la  servidumbre  discutida,  que  quedó  perfeccio- 
nada desde  que  se  separó  la  propiedad  de  ambas  casas  á  la 
muerte  de  Don  Manuel  Díaz,  en  1876;  siendo  de  aplicación, 
por  tanto,  el  artículo  541  del  Código  civil,  omitido  en  sus 
citas  por  el  demandante;  que  era  cierto  que  no  existía  en  el 
Registro  inscripción  especial  de  la  servidumbre  de  que  se 
trataba,  pero  que  en  la  mayoría  de  las  sentencias  en  que  se 
resolvía  sobre  servidumbres  no  estaban  éstas  inscritas,  y 
sin  embargo,  se  discutía  su  existencia  y  en  muchas  de  ellas 
se  declaraba;  y  que  la  negativa  á  que  se  refería  la  ley  y  que 
producía  en  el  contrario  la  obligación  de  probar,  era  la  ne- 
gativa de  hecho  y  no  la  de  derecho,  que  era  la  que  hacía 
Sáinz  en  el  pleito,  porque  no  negaba  que  estuviesen  los  de- 
mandados en  posesión  de  la  servidumbre,  que  era  patente 
por  la  existencia  de  las  ventanas,  sino  que  tuviesen  dere- 
cho á  continuar  en  su  disfrute,  lo  cual  no  era  materia  de 
prueba,  sino  de  discusión;  y  concluyeron  suplicando  que 
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se  declarase  la  certeza  y  subsistencia  de  la  servidumbre  de 
luces  á  favor  de  la  casa  número  23  y  á  cargo  de  la  núme- 
ro 25,  condenando,  por  vía  de  reconvención,  á  Don  Víctor 
Sáínz  á  destapar  las  ventanas  que  había  tapado  con  su 
obra,  dejan  Jo  en  ellas  expedito  el  uso  de  la  servidumbre. 

La  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid  dictó  sen- 
tencia declarando  subsistente  la  servidumbre  de  luces  de 
que  se  trataba,  condenando  al  demandante,  por  vía  de  re- 
convención, á  que  destapara  las  ventanas  de  la  casa  de  los 
demandados,  dejando  en  ellas  expedito  el  uso  de  la  servi- 
dumbre; contra  cuya  sentencia  interpuso  Don  Víctor  Sáinz 
recurso  de  casación,  citando  como  infringido  el  artícu- 
lo 1.976  del  Código  civil  (así  dice,  pero  debe  ser  el  primer 
párrafo  de  las  disposiciones  transitorias),  por  cuanto  al  afir- 
mar la  sentencia  que  rige  el  artículo  541,  del  cual  deriva  la 
existencia  de  la  servidumbre,  prescinde  de  lo  dispuesto  en 
el  primeramente  citado,  según  el  cual,  las  variaciones  que 
perjudiquen  derechos  adquiridos  según  la  legislación  civil 
anterior  al  Código  no  tendrán  efecto  retroactivo. 

El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso, 
consignando^  en  lo  que  se  refiere  al  citado  motivo  de  casa- 
ción, el  siguiente 

Considerando  que,  aparte  de  lo  que  se  deja  expuesto, 
siempre  debería  observarse,  como  la  Sala  sentenciadora  lo 
ha  hecho,  la  disposición  contenida  en  el  artículo  641  del 
Código  civil  (hoy  vigente)  por  haber  nacido  en  todo  caso  el 
derecho  alegado  por  el  recurrente  Don  Víctor  Sáinz  bajo 
su  régimen,  por  haber  adquirido  la  casa  de  que  se  trata  en 
los  años  90  y  91,  aunque  el  hecho  origen  de  la  controver- 
siajsuscitada  se  verifícase  bajo  la  legislación  anterior. 


Digitized  by  CjOOQ IC 


Para  aplicar  la  legislación  que  corresponda,  en 
los  casos  que  no  están  expresamente  determinados 
en  el  Código,  se  observarán  las  reglas  siguientes: 

REGLA  I  / 

Se  regirán  por  la  legislación  anterior  al  Código 
los  derechos  nacidos  según  ella  de  hechos  realiza- 
dos bajo  su  régimen,  aunque  el  Código  los  regule 
de  otro  modo  ó  no  los  reconozca. 

Pero  si  el  derecho  apareciese  declarado  por  pri- 
mera vez  en  el  Código,  tendrá  efecto  desde  luego, 
aunque  el  hecho  que  lo  origine  se  verificara  bajo  la 
legislación  anterior,  siempre  que  no  perjudique  á 
otro  derecho  adquirido  de  igual  origen. 


REGLA  2/ 

Los  actos  y  contratos  celebrados  bajo  el  régi  - 
men  de  la  legislación  anterior,  y  que  sean  válidos 
con  arreglo  á  ella,  surtirán  todos  sus  efectos  según 


Digitized  by  CjOOQ IC 


REGLAS   l.\  2/  Y  3.*  363 

la  misma,  con  las  limitaciones  establecidas  en  estas 
reglas.  En  su  consecuencia,  serán  válidos  los  tes- 
tamentos, aunque  sean  mancomunados,  los  pode- 
res para  testar  y  las  memorias  testamentarias  que 
se  hubiesen  otorgado  ó  escrito  antes  de  regir  el 
Código,  y  producirán  su  efecto  las  cláusulas  ad 
catUela7n^  los  fideicomisos  para  aplicar  los  bienes 
según  instrucciones  reservadas  del  testador  y  cua- 
lesquiera otros  actos  permitidos  por  la  legislación 
precedente;  pero  la  revocación  ó  modificación  de 
estos  actos  ó  de  cualesquiera  de  las  cláusulas  con- 
tenidas en  ellos,  no  podrá  verificarse,  después  de 
regir  el  Código,  sino  testando  con  arreglo  al  mismo. 


REGLA  3. 


Las  disposiciones  del  Código  que  sancionan  con 
penalidad  civil  ó  privación  de  derechos,  actos  ú 
omisiones  que  carecían  de  sanción  en  las  leyes  an- 
teriores, no  son  aplicables  al  que,  cuando  éstas  se 
hallaban  vigentes,  hubiese  incurrido  en  la  omisión 
ó  ejecutado  el  acto  prohibido  por  el  Código. 

Cuando  la  falta  esté  también  penada  por  la  le- 
gislación anterior,  se  aplicará  la  disposición  más 
benigna. 
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Guestlón  L" — ¿Son  aplicables  las  disposiciones 
del  Código  civil  á  los  derechos  declarados  por  primera 
vez  en  dicho  cuerpo  legal,  pero  nacidos  antes  de  su 
promulgación? 

atenoia  de  8  de  Mayo  de  1894. 

Don  Manuel  Matheu  falleció  en  20  de  Abril  de  1872  bajo 
testamento  en  el  que  instituyó  á  Doña  Amalia  Herranz  he- 
redera usufructuaria  de  determinados  bienes,  disponiendo 
que  ésta  nombrara  sucesor  en  el  usufructo  á  su  hermano 
Don  Lorenzo  Herranz,  y  éste  á  la  persona  que  libremente 
eligiera,  así  como  los  sucesivos  usufructuarios,  debiendo 
siempre  designar  uno  solo  y  usar  el  nombrado  el  apellido 
de  Matheu  desde  el  día  que  entrara  en  posesión  del  usu- 
fructo; impuso  á  todos  ciertas  condiciones  al  efecto  de  con- 
servar dichos  bienes  en  el  estado  en  que  se  encontraban;  y 
para  que  en  ningún  caso  se  ignorase  la  persona  en  quien 
había  de  recaer  el  usufructo,  dispuso  que,  en  último  térmi- 
no, fuera  designado  por  el  Abogado  más  antiguo  de  Ma- 
drid. 

Presentando  dicho  testamento,  dedujo  Don  Juan  Magri- 
ñá  y  Matheu  la  demanda  de  este  pleito  solicitando  que  se 
declarase  nula  la  disposición  testamentaria  referente  al 
usufructo  constituido  á  favor  de  Doña  Amalia  Herranz,  por 
constituir  una  disposición  vincular,  y  que  se  declarase,  asi- 
mismo, el  intestado  en  cuanto  á  aquella  parte  de  la  heren- 
cia y  su  adjudicación  al  demandante  como  pariente  más 
próximo  del  testador. 

Impugnada  la  demanda  por  el  viudo  de  la  usufructuaria 
en  representación  de  sus  hijos,  por  Don  Lorenzo  Herranz 
instituido  usufructuario  en  segundo  lugar,  y  por  el  here- 
dero propietario,  fué  resuelto  el  pleito  en  segunda  instancia 
por  sentencia  que  dictó  la  Audiencia  de  Madrid,  declarando 
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nulas  las  cláusulas  del  testamento  relativas  al  usufructo, 
excepción  hecha  de  la  institución  de  herederos  usufructua- 
rios á  favor  de  Doña  Amalia  y  Don  Lorenzo  Herranz,  y  que 
Don  Manuel  Matheu  falleció  intestado  por  lo  que  se  con- 
traía ala  nuda  propiedad,  mientras  vivieran  dichos  usu- 
fructuarios, y  fallecidos  ambos,  en  cuanto  á  la  propiedad 
absoluta,  sin  que  hubiera  dentro  del  juicio  términos  hábiles 
para  resolver  acerca  de  la  adjudicación  pretendida  por  el 
actor. 

Contra  esta  sentencia  interpusieron  las  tres  partes  per- 
sonadas recurso  de  casación,  citando  Don  Lorenzo  Herranz 
como  infringidos,  en  el  tercer  motivo  del  suyo,  la  Ley  S.^, 
Titulo  19,  Libro  lo  déla  Novísima  Recopilación,  según  la 
cual,  es  lícito  que  una  persona  autorice  á  otra  para  ordenar 
su  última  voluntad;  la  primera  de  las  disposiciones  transi- 
torias del  Código  civil  que  dispone  tengan  efecto  desde 
luego  los  derechos  declarados  por  primera  vez  en  el  Código, 
aunque  el  hecho  que  lo  origine  se  verificara  bajo  la  legisla- 
ción anterior;  el  artículo  469  de  dicho  Código,  que  autoriza 
la  constitución  del  usufructo  á  favor  de  varias  personas  si- 
multánea ó  sucesivamente;  y  el  781,  que  declara  la  validez  y 
subsistencia  de  las  sustituciones  fideicomisarias  siempre 
que  se  hagan  en  favor  de  personas  que  vivan  al  tiempo  del 
fallecimiento  del  testador. 

El  Tribunal  Supremo  desestimó  este  motivo  de  casa- 
ción 

Considerando  que  tampoco  se  infringe  en  la  sentencia 
la  Ley  8.*,  Título  19,  Libro  10  de  la  Novísima  Recopiki- 
ción,  ni  las  disposiciones  del  Código  civil  que  se  invocan  en 
el  tercer  motivo  del  recurso  de  Herranz,  porque  aquí  no  se 
trata  de  testamento  por  comisario,  ni  hay  analogía  alguna 
entre  lo  dispuesto  por  aquella  ley  y  la  facultad  que  el  tes- 
tador dio  á  Herranz  para  designar  sucesor  en  el  usufructo; 
no  teniendo  aplicación  tampoco  los  artículos  del  Código  ci- 
vil que  se  suponen  infringidos,  porque  los  derechos  emana- 
dos del  testamento  de  Don  Manuel  JVlatheu,  y  cuya  eficacia 
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y  alcance  son  materia  de  este  pleito,  nacieron  á  su  muerte 
en  el  año  de  1872,  antes  de  la  promulgación  del  Código; 
pero,  en  la  hipótesis  de  que  éste  fuera  aplicable,  nulas  se- 
rían también  las  instituciones  en  cuanto  al  usufructo  dis- 
puesto por  el  testador,  porque  éstas,  según  el  artículo  781, 
serán  válidas  y  surtirán  efecto  siempre  que  no  pasen  del 
segundo  grado  ó  se  hagan  en  favor  de  personas  que  vivan 
al  tiempo  del  fallecimiento  del  testador. 

Guestlón  2.^  —  El  reconocimiento  de  un  hijo  na- 
tural nacido  con  anterioridad  á  la  promulgación  del 
Código  civil,  ¿está  regulado  por  la  antigua  ó  por  la 
nueva  legislación? 

Sentencia  de  29  de  Voviembre  de  1899. 

Don  Luis  María  de  Unquera,  Marqués  de  Vista  Alegre,- 
otorgó  testamento  en  Enero  de  1877,  en  el  que  declaró  que 
se  hallaba  soltero  y  que,  no  teniendo  ascendientes  ni  des- 
cendientes, podía  disponer  libremente  de  sus  bienes,  como 
así  lo  hizo,  distribuyendo  parte  en  legados  y  mandando 
aplicar  el  resto  á  la  construcción  de  una  iglesia  y  de  una 
Casa  consistorial  en  Infiesto;  y  en  Agosto  de  1898  falleció, 
habiendo  otorgado  el  mismo  día  una  memoria  testamenta- 
ria, quefué  declarada  posteriormente  testamento,  en  la  que 
confirmó  el  anterior,  y  entre  otros  nuevos  legados,  insti- 
tuyó uno  de  100.000  pesetas  á  favor  de  Doña  María  Díaz  de 
Mendívil. 

En  el  Registro  civil  de  Muros  fué  inscrito  el  nacimiento 
de  la  niña  María  del  Carmen,  hija  natural  de  Doña  María 
Díaz  de  Mendívil,  soltera,  ocurrido  el  día  i."  de  Octubre 
de  1882;  y  en  el  Registro  de  la  ciudad  de  Oviedo  el  de  la 
niña  Isabel,  hija  natural  de  la  misma  Doña  María,  ocurrido 
el  4  de  Enero  de  1887. 
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Con  estos  antecedentes  dedujo  Don  Celestino  Fumares, 
como  tutor  de  las  expresadas  niñas,  demanda  contra  los  tes- 
tamentarios del  Marqués  de  Vista  Alegre,  exponiendo  que 
Doña  María  Díaz  de  Mendívil,  madre  de  las  menores,  ha- 
bía entrado  á  servir  en  casa  del  Marqués  hacía  veintisiete 
años,  estando  en  ella  hasta  el  fallecimiento  de  éste;  que  en^ 
tré  ambos  existieron  íntimas  relaciones,  fruto  de  las  cuales 
había  sido  el  nacimiento  de  las  demandantes;  que  el  Mar- 
qués y  Doña  María  permanecieron  siempre  solteros  y  pu- 
dieron justamente  casarse,  por  no  existir  entre  ellos  impedi- 
mento alguno;  que,  según  la  ley  ii  de  Toro;  i.*.  Título  5. ''j 
Libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  el  hijo  es  natural 
cuando,  al  tiempo  que  naciere  ó  fuere  concebido,  podía  ca- 
sarse su  padre  con  su  madre,  justamente,  sin  dispensa,  con 
tal  de  que  el  padre  lo  reconozca  por  hijo;  habiendo  decla- 
rado el  Tribunal  Supremo  en  varias  sentencias,  que  citó, 
que  no  es  necesario  que  el  reconocimiento  sea  expreso,  sur- 
tiendo los  mismos  efectos  el  reconocimiento  tácito,  con 
cuyo  motivo  expuso  los  hechos  que  demostraban  tal  reco- 
nocimiento tácito,  hecho  por  el  Marqués  de  la  paternidad 
de  las  niñas  María  é  Isabel;  que,  según  la  primera  disposi- 
ción transitoria  del  Código  civil,  se  rigen  por  la  legislación 
anterior  los  derechos  nacidos,  según  ella,  de  hechos  realiza- 
dos bajo  su  régimen,  aunque  el  Código  los  regule  de  otro 
modo  ó  no  los  reconozca,  por  lo  que,  siendo  las  demandan- 
tes hijas  naturales  con  arreglo  á  la  ley  de  Toro,  no  dejaban 
de  serlo  por  virtud  de  la  promulgación  del  Código,  por  cu- 
yas disposiciones  debían  regularse  sus  derechos  sucesorios; 
y  que,  en  su  consecuencia,  debían  declararse  nulos  el  tes- 
tamento y  memoria  otorgados  por  su  padre,  en  los  que  ha- 
bían sido  preteridas;  y  terminó  suplicando  que  se  declarase 
que  las  menores  María  é  Isabel  eran  hijas  naturales  del 
Míirqués  de  Vista  Alegre  con  derecho  á  usar  su  apellido  y 
á  que,  como  herederas  forzosas,  se  les  entregara  la  tercera 
parte  de  la  herencia  y  á  que  se  les  suministrara  alimentos 
hasta  entrar  en  posesión  de  ella;  que,  por  haber  sido  prete- 


Digitized  by  CjOOQ IC 


368  DISPOSICIONES  TRANSITORIAS 

rielas,  eran  nulos  los  testamentos  referidos;  que  se  redujeran 
ó  anularan  las  mandas  á  lo  que  permitieran  los  dos  tercios 
del  caudal;  y  que  se  declarasen,  también,  nulos  lob  actos 
realizados  y  que  realizasen  los  albaceas  en  cuanto  menosca- 
baran el  derecho  de  las  demandantes. 

Los  albaceas  se  opusieron  á  la  demanda  negando  la  cer- 
teza de  los  hechos  con  que  se  pretendía  demostrar  el  reco- 
nocimiento tácito  alegado,  y  añadiendo  que,  p)or  más  que 
las  demandantes  hubieran  nacido  con  algunos  años  de  an- 
telación á  la  publicación  del  Código,  había  que  atenerse  á 
sus  disposiciones  para  determinar  si  eran  ó  no  hijas  natura- 
les del  Marqués,  porque,  si  bien  con  arreglo  á  la  prescripción 
general  contenida  eñ  el  párrafo  primero  de  las  disposicio- 
nes transitorias,  las  variaciones  introducidas  que  perjudi- 
quen derechos  adquiridos  según  la  legislación  anterior  no 
tendrán  efecto  retroactivo,  y,  según  la  primera  de  dichas 
disposiciones,  se  regirán  por  la  legislación  anterior  los  de- 
rechos nacidos,  según  ella,  de  hechos  realizados  bajo  su  ré- 
gimen, aunque  el  Código  los  regule  de  otro  modo  ó  no  los 
reconozca,  no  implicando  el  nacimiento,  por  sí  solo,  la 
realidad  del  derecho,  sino  una  esperanza,  antes  de  regir  el 
Código,  quedaba  regulado  el  de  las  demandantes  por  la  le- 
gislación antigua;  que,  aunque  se  diese  al  nacimiento  la 
significación  que  no  tiene,  confundiéndolo  con  el  derecho 
adquirido,  siempre  resultaría  que,  subsistiendo  con  la  ex- 
tensión y  en  los  términos  reconocidos  por  la  legislación  pre- 
cedente, habría  de  sujetarse,  en  cuanto  á  su  ejercicio,  dura- 
ción y  procedimiento  para  hacerlo  valer,  á  las  disposiciones 
del  Código,  conforme  á  la  4.*  de  las  transitorias,  y,  por 
consiguiente,  al  precepto  del  artículo  i35,  que  exige  para  el 
reconocimiento  judicial,  escrito  indubitado  del  padre  ó  la 
posesión  continua  del  estado  de  hijo,  justificada  por  actos 
directos  del  padre  ó  de  su  familia,  ninguna  de  cuyas  cir- 
cunstancias concurría  en  el  caso  del  pleito;  y  que  habiendo 
declarado  el  Código  un  derecho  nuevo  en  favor  de  los  hijo 
naturales  reconocidos,  cual  es  la  tercera  parte  de  la  heren- 
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cia,  no  habiendo  ascendientes  ni  descendientes  legítimos, 
era  evidente  que,  en  cuanto  á  la  prueba  de  las  condiciones 
que  son  necesarias  para  que  aquel  derecho  sea  sancionado, 
quedaron  las  demandantes,  ipsofacio,  sometidas  á  las  dis- 
posiciones de  la  nueva  legislación,  por  la  que  estaba  regu- 
lada. 

Sustanciado  el  pleito  en  dos  instancias  y  dictada  senten- 
cia por  la  Audiencia  de  Oviedo  estimando  todos  los  extre- 
mos de  la  demanda,  interpusieron  los  albaceas  del  Marqués 
de  Vista  Alegre  recurso  de  casación,  citando  como  infrin- 
gidos, en  los  motivos  segundo,  tercero,  quinto,  sexto  y 
séptimo,  las  leyes  de  Toro  y  de  la  Novísima  Recopilación 
relativas  á  los  derechos  sucesorios  de  los  hijos  naturales; 
los  artículos  119,  i3i  y  i35  del  Código  civil,  que  deñntn 
los  hijos  naturales  y  que  exigen  que  el  reconocimiento, 
para  que  puedan  tener  la  consideración  de  tales,  se  haga 
precisamente  en  el  acta  de  nacimiento,  en  testamento  ó  en 
otro  documento  público,  determinando  los  casos  en  que  el 
padre  está  obligado  á  reconocer  al  hijo  natural,  fuera  de  los 
cuales  se  rechaza  el  reconocimiento  tácito  y  se  prohibe  la 
investigación  de  la  paternidad;  los  artículos  i34  y  143  en  su 
número  4.**,  807  y  842  del  mismo  Código,  que  dan  derecho 
á  los  hijos  naturales,  no  sólo  á  los  alimentos,  sino  á  una 
porción  hereditaria,  preceptos  que  consideró  infringidos 
por  interpretación  errónea  y  aplicación  indebida;  las  dispo- 
siciones transitorias  i.''*  y  4.%  al  fundarse  la  sentencia. en  la 
Ley  1 1  de  Toro  para  conceptuar  á  las  demandantes  como 
hijas  naturales,  con  reconocimiento  tácito,  y  otorgarlas  los 
más  amplios  beneficios  del  Código  civil,  puesto  que  sus 
derechos  sucesorios  no  podían  ser  otros  que  los  reconoci- 
dos por  las  leyes  en  cuya  virtud  habían  sido  reconocidas 
como  naturales,  ya  que  no  podía  ser  de  aplicación  la  se- 
gunda parte  de  dicha  disposición  transitoria  i.^,  porque  el 
referido  derecho  sucesorio  no  es  realmente  nuevo  en  el  Có- 
digo, sino  una  modificación  del  preexistente,  y  porque,  de- 
terminando la  4.^  que  las  acciones  y  derechos  nacidos  y  no 
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ejercitados  antes  de  regir  el  Código  subsistirán  con  la  ex- 
tensión y  en  los  términos  que  les  reconociera  la  legislación 
precedente,  sólo  ésta  era  la  que  podía  aplicarse  á  las  de - 
mandantes;  la  disposición  transitoria  12,  de  cuyo  precepto 
deducía  erróneamente  la  sentencia  que,  por  haber  fallecido 
el  Marqués  cuando  ya  regía  el  Código,  debía  considerarse 
á  sus  hijas  naturales  como  herederos  forzosos,  sin  tener  en 
cuenta  que  los  derechos  por  éste  concedidos  sólo  se  refie- 
ren á  las  personas  que  se  hallen  en  condiciones  adecuadas 
al  efecto,  conforme  á  la  calificación  jurídica  que  para  su  si- 
tuación respectiva  establece;  y  la  jurisprudencia  sentada 
por  el  Tribunal  Supremo,  que  atribuye  á  las  disposiciones 
transitorias  citadas  el  concepto  y  sentido  expresado  en  los 
anteriores  motivos. 

El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso 
Considerando  que  no  existen  las  infracciones  ni  el 
error  de  hecho  en  la  apreciación  de  las  pruebas  que  se  su- 
ponen en  el  motivo  primero,  porque,  fundándose  la  senten- 
cia, según  á  la  letra  consigna,  en  que,  estimadas  en  con- 
junto todas  las  pruebas  del  pleito,  resulta  plenamente  de- 
mostrado que  el  difunto  Marqués  de  Vista  Alegre  había 
reconocido  tácitamente  como  hijas  naturales  suyas  á  las 
niñas  María  é  Isabel,  procreadas  en  sus  relaciones  con 
Doña  María  Díaz  Mendívil,  siendo  solteros  los  padres  y  no 
teniendo  impedimento  alguno  para  casarse,  no  es  lícito  á 
los  recurrentes,  conforme  á  la  jurisprudencia  constante, 
impugnar  dicha  apreciación,  invocando  y  ateniéndose  sólo 
á  dos  documentos,  prescindiendo  de  los  otros  que  se  han 
presentado,  así  como  de  las  demás  pruebas  de  distintas 
clases  en  que  se  apoya  el  juicio  de  la  Sala  sentenciadora. 

Considerando  que,  de  acuerdo  con  lo  que  ordena  la 
4.^  de  las  disposiciones  transitorias  del  Código  civil,  se  ha 
declarado  por  este  Tribunal  Supremo  que  el  reconoci- 
miento de  los  hijos  naturales  nacidos  antes  de  la  publica- 
ción de  aquel  cuerpo  legal  se  halla  condicionado,  no  por 
sus  preceptos,  sino  por  la  ley  11  de  Toro  (1.*,  Título  5.^, 
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Libro  I  o  de  la  Novísima  Recopilación);  siendo  también 
doctrinas  legales  establecidas,  conforme  á  lo  prescrito  en 
las  disposiciones  transitorias  i.'^y  12,  que  el  derecho  de- 
clarado por  primera  vez  en  el  Código  tendrá  efecto  desde 
luego,  aunque  el  hecho  que  lo  origine  se  verificara  bajo  la 
legislación  antigua;  que  constituye  una  innovación  de  ésta 
el  concepto  de  herederos  forzosos  y  la  asignación  de  legí- 
tima que  el  Código  otorga  á  los  hijos  naturales  legalmente 
reconocidos;  que  á  éstos  corresponde  la  tercera  parte  de  la 
herencia  del  padre  que  sin  dejar  descendientes  ni  ascen- 
dientes legítimos  falleciese,  con  testamento  ó  sin  él,  des- 
pués de  regir  el  mencionado  Código;  y  que  en  la  distribu- 
ción de  la  herencia  de  los  que  mueran  con  posterioridad  á 
la  vigencia  del  mismo  se  observarán  sus  preceptos,  cum- 
pliendo á  la  vez,  en  cuanto  sea  posible,  la  voluntad  mani- 
fiesta del  testador. 

Considerando  que,  por  tales  razones,  por  la  fecha  del 
fallecimiento  del  Marqués  de  Vista  Alegre  y  porque  la  cua- 
lidad de  hijas  naturales  que  se  ha  reconocido  á  las  niñas 
María  é  Isabel  lleva  consigo  la  capacidad  para  adquirir  todos 
los  derechos  inherentes  ó  propios  de  aquel  concepto  jurídi- 
co, no  es  posible  dudar  de  que  las  diversas  peticiones  de  la 
demanda,  á  las  cuales  accede  la  sentencia,  se  ajustan  á  las 
disposiciones  legales  y  doctrinas  de  que  se  ha  hecho  mérito. 

Considerando  que,  por  lo  tanto,  no  son  de  estimar  los 
motivos  segundo,  tercero,  quinto,  sexto  y  séptimo,  en  los 
que  se  supone  que  el  hijo  natural  reconocido,  con  arreglo 
á  la  Ley  1 1  de  Toro,  no  puede  tener  más  derechos  que  los 
señalados  en  la  legislación  anterior;  y,  partiendo  de  este 
falso  supuesto,  se  citan  como  infringidas  varias  leyes  anti- 
guas, y  como  indebidamente  aplicados,  ó  interpretados  con 
error,  los  mismos  artículos  del  Código  civil  y  doctrinas  le- 
gales que  justifican  el  fallo  recurrido. 

6uestl6n  S.""— Nombrado  un  tutor,  en  testamento 
de  fecha  posterior  á  la  publicación  del  Código  civil,  por 
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la  madre  que  contrajo  segundas  nupcias  antes  de  su  pro- 
mulgación, ¿se  entenderá  nacido  el  derecho  á  la  tutoría 
al  amparo  de  la  legislación  antigua  y  exento  tal  nom- 
bramiento de  la  aprobación  del  consejo  de  familia? 

SeAtenoia  de  1.^  de  Mayo  de  1894. 

Doña  María  de  las  Barcenas,  viuda  de  Don  Antonio  Zo- 
rrilla, de  cuyo  matrimonio  tenía  una  bija  llamada  Doña 
Luisa,  contrajo  segundas  nupcias,  antes  de  la  publicación 
del  Código  civil,  con  Don  Santiago  de  Trueba,  falleciendo 
en  20  de  Septiembre  de  1891,  bajo  testamento  otorgado  el 
mismo  día,  por  el  que  instituyó  heredera  á  su  citada  hija, 
de  la  que  nombró  tutor  á  Don  Dionisio  Ranero. 

Constituido  el  consejo  de  familia  de  la  menor  I>oña 
Luisa  Zorrilla,  acordó  declarar  la  incapacidad  de  Ranero 
para  ejercer  el  cargo  de  tutor  por  considerarlo  incompatible 
con  el  de  albacea,  que  también  le  había  conferido  la  testa- 
dora, negando  su  aprobación  al  nombramiento,  y  fundán- 
dose para  ello  en  que,  según  el  artículo  206  del  Código  civil, 
si  bien  la  madre  puede  nombrar  tutor  de  sus  hijos,  necesita 
este  nombramiento  la  aprobación  del  consejo  de  familia, 
tratándose  de  hijos  del  primer  matrimonio,  si  la  madre  hu- 
biese contraído  segundas  nupcias. 

Don  Dionisio  Ranero  dedujo  demanda  solicitando  la  re- 
vocación de  dicho  acuerdo,  por  estimar  que  no  existía  la 
pretendida  incompatibilidad  entre  los  cargos  de  albacea  y 
de  tutor  y  que  no  necesitaba  el  segundo  de  dichos  nombra- 
mientos la  aprobación  del  consejo,  por  cuanto  el  segundo 
matrimonio  de  Doña  María  de  las  Barcenas  se  había  cele- 
brado con  anterioridad  á  la  publicación  del  Código  civil;  é 
impugnada  la  demanda  por  el  presidente  y  vocales  del  con- 
sejo y  tramitado  el  juicio  en  dos  instancias,  dictó  sentencia 
la  Audiencia  de  Burgos  absolviendo  á  los  demandados. 
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Contra  ella  interpuso  Don  Dionisio  Ranero  recurso  de 
casación,  citando  como  infringidos, 'en  el  segundo  motivo, 
el  artículo  206  y  las  disposiciones  transitorias  i.*  y  8.*  del 
Código  civil,  pues  si  bien  dicho  articulo  dispone  que  no 
surtirá  efecto  sin  la  aprobación  del  consejo  de  familia  el 
nombramiento  de  tutor  de  los  hijos  del  primer  matrimonio 
que  hiciere  la  madre  que  haya  contraído  segundas  nupcias, 
debía  tenerse  presente  que  cuando  Doña  María  de  las  Bar- 
cenas contrajo  el  segundo  matrimonio  no  había  comenzado 
á  regir  el  Código  civil,  y,  por  tanto,  la  menor  tenía  adqui- 
rido el  derecho  de  que  su  tutela  fuese  ejercida  sin  el  menor 
obstáculo  y  sin  que  el  nombramiento  quedara  sujeto,  en  su 
consecuencia,  á  la  aprobación  del  consejo;  pugnando  abier- 
tamente la  resolución  que  contrariaba  aquel  derecho  con  lo 
dispuesto  en  las  disposiciones  transitorias  citadas,  según  las 
cuales,  los  tutores  nombrados  bajo  el  régimen  de  la  legisla- 
ción anterior  conservarán  su  cargo  con  la  sola  limitación  de 
someterse,  en  cuanto  á  su  ejercicio,  á  las  disposiciones  del 
Código,  limitación  dentro  de  la  cual  no  podía  comprenderse 
la  de  someter  el  nombramiento  á  la  aprobación  del  consejo 
de  familia. 

El  Tribunal  Supremo  desestimó  el  recurso 
Considerando  que  la  sentencia  no  infringe,  como  se 
supone  en  el  segundo  motivo,  la  base  primera  de  las  tran- 
sitorias para  la  aplicación  del  Código  civil,  porque  antes  de 
la  publicación  de  éste  no  tenía  existencia  real  el  derecho  de 
la  menor  Doña  Luisa  Zorrilla  á  que  su  tutela  fuera  ejercida 
por  Don  Dionisio  Ranero,  con  arreglo  á  la  legislación  anti- 
gua, fundado  en  haber  contraído  la  madre  de  aquélla  su 
segundo  matrimonio  antes  de  la  publicación  del  Código, 
toda  vez  que  la  tutela  de  Doña  Luisa  á  favor  de  Ranero 
nació  del  nombramiento  que  hizo  Doña  María  de  las  Barce- 
nas en  su  testamento  de  20  de  Septiembre  de  1891,  y  este 
hecho,  generador  del  derecho  á  la  tutela,  ocurrió  después 
de  la  publicación  del  Código;  no  teniendo  tampoco  aplica- 
ción la  base  8.^  de  las  mismas  disposiciones  transitorias. 
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porque  ésta  habla  de  tutores  y  curadores  nombrados  bajo 
el  régimen  de  la  legislación  anterior  y  con  sujeción  á  ella  y 
Ranero  fué  nombrado  bajo  el  régimen  del  vigente  Código. 


6aestl6n  4«^— El  derecho  que  concede  el  artícu- 
lo 1.9 1 7  del  Código  civil  para  abstenerse  en  los  conve- 
nios sobre  quita  y  espera,  ó  en  los  concursos,  entre 
otros  acreedores  privilegiados,  á  aquellos  cuyos  crédi- 
tos consten  por  sentencia  firme,  ¿podrá  ejercitarlo  el 
acreedor  si  la  sentencia  en  que  funda  su  derecho  de 
abstención  es  posterior  al  Código  civil,  aunque  los  ac- 
tos que  la  originaron  sean  anteriores  á  su  promulga- 
ción? 

Sentencia  de  9  de  Abril  de  1894. 

En  25  de  Junio  de  1890  se  dictó  por  uno  de  los  Juzgados 
de  Madrid  sentencia  de  remate  á  instancia  de  Don  Juan 
Antonio  Martínez  contra  el  Marqués  de  Casasola,  man- 
dando seguir  la  ejecución  adelante  por  el  importe  de  un  pa- 
garé suscrito  por  el  segundo  con  fecha  3o  de  Abril  de  1888; 
y  en  i5  de  lunio  del  mismo  año  1890  se  dictó  otra  senten- 
cia de  remate  en  autos  ejecutivos  seguidos  por  Don  José 
Alonso  Pajares  contra  el  citado  Marqués,  por  el  importe  de 
una  letra  de  cambio  girada  en  6  de  Marzo  anterior. 

En  16  de  Marzo  de  1891  hizo  el  Marqués  de  Casasola 
proposiciones  de  quita  y  espera;  y  declarado  después  en 
concurso  necesario,  reiteró  la  proposición,  habiendo  sido 
de  dictamen  la  Sindicatura  que  procedía  reconocer  á  Don 
Juan  Antonio  Martínez  y  á  Don  José  Alonso  Pajares  sus 
respectivos  créditos,  por  tratarse  de  sentencias  de  remate 
que  no  podían  discutirse  en  aquel  momento. 
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Convocados  los  acreedores  á  junta  para  discutir  y  apro- 
bar la  proposición  de  convenio,  á  la  que  no  asistieron  los 
dos  acreedores  mencionados,  se  aprobó  aquélla,  pero  no  la 
abstención  de  éstos,  siendo  aprobado  el  acuerdo  por  auto 
del  Juzgado  que  lo  declaró  obligatorio  para  todos  los  acree- 
dores cuyos  créditos  hubieren  sido  reconocidos;  y  en  tal 
estado,  promovieron  Martínez  y  Pajares  el  incidente  origen 
de  este  recurso,  pidiendo  que  se  declarase  que  sus  créditos 
no  estaban  sujetos  al  convenio  y  quedaban  en  el  libre  ejerci- 
cio de  sus  acciones  y  derechos  para  proseguirlos  en  la  forma 
que  estimasen  procedente. 

La  representación  del  concursado  y  los  Síndicos  del 
concurso  impugnaron  esta  pretensión;  y  dictada  sentencia 
revocatoria  por  la  Audiencia  de  Madiid,  de  acuerdo  con  lo 
pretendido  en  la  demanda,  interpusieron  los  Síndicos  re- 
curso de  casación,  alegando,  entre  otras,  la  infracción  del 
artículo  1.918  del  Código  civil,  porque  se  excluía  á  los'de- 
mandantes  del  convenio,  siendo  así  que  es  obligatorio  el 
celebrado  con  acreedores  de  una  misma  clase  cuando  lo 
aprueba  la  mayoría;  y  las  disposiciones  transitorias  i  .^  y  4.* 
que  no  conceden  efecto  retroactivo  á  los  derechos  nacidos 
bajo  el  amparo  de  la  legislación  anterior,  como  lo  eran  los 
de  Martínez  y  Pajares,  ni  aun  en  el  caso  de  tratarse  de  un 
derecho  nuevo,  si  éste  perjudica  otros  de  igual  origen. 

El  Tribunal  Supremo  desestimó  estos  motivos  de  casa- 
ción 

Considerando  que  tampoco  se  han  infringido  en  la  sen* 
tencia  las  demás  disposiciones  legales .  citadas  en  apoyo  del 
recurso;  no  lo  es  el  artículo  1.918  del  Código  civil,  por  refe- 
rirse á  la  eficacia  de  la  quita  y  espera  convenida  con  acree- 
dores de  una  misma  clase,  circunstancia  que,  lejos  de  apa- 
recer de  la  sentencia,  resulta  precisamente  que  el  convenio 
se  verificó  con  acreedores  de  distintas  clases;  ni  tampoco 
las  disposiciones  transitorias  i.*  y  4.'*  del  Código  civil  y 
sentencias  de  2  y  17  de  Noviembre  de  1892,  porque  tanto 
el  convenio  como  las  sentencias  de  remate  tuvieron  lugar 
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cuando  ya  regía  el  Código,  y  de  éstas,  y  no  de  los  actos  que 
las  originaron,  nace  el  derecho  invocado  por  los  acreedores. 


Sentencia  de  11  de  Mayo  de  1894. 

En  el  pleito  á  que  puso  término  esta  sentencia  del  Tri- 
bunal Supremo  fueron  parte  en  concepto  de  demandados, 
como  en  el  anterior,  el  Marqués  de  Cásasola  y  la  Sindica- 
tura de  su  concurso,  y  como  demandante,  Don  Galo  Alonso 
Munilla. 

Los  antecedentes  y  hechos  fueron  iguales  en  ambos  ca- 
sos, idénticas  las  pretensiones  deducidas  por  ambas  partes 
demandantes  y  las  excepciones  opuestas  por  los  demanda- 
dos, é  iguales,  también,  los  fallos  dictados  y  los  preceptos 
del  Código  civil  que  se  suponían  infringidos. 

Prescindimos,  pues,  de  todo  ello  y  nos  limitamos  á  in- 
sertar los  fundamentos  en  que  se  apoyó  el  Tribunal  Supre- 
mo para  declarar  no  haber  lugar  al  recurso  dé  casación  en 
este  caso  interpuesto,  confirmando  las  doctrinas  sentadas 
en  su  anterior  decisión. 

Considerando  que  no  se  atribuye  efecto  retroactivo  al 
Código  civil  cuando  el  derecho  que  se  invoca,  según  sus 
prescripciones,  se  origina  en  hechos  realizados  con  poste- 
rioridad al  día  en  que  empezó  á  regir,  y  en  el  caso  del  pre- 
sente recurso  es  evidente  que  el  de  abstención  pretendido 
por  el  acreedor  escriturario  Don  Galo  Alonso  Munilla  na- 
ció exclusivamente  en  el  momento  en  que  el  Marqués  de 
Cásasola  fué  declarado  en  concurso  por  virtud  de  auto  de 
Abril  de  1891,  aun  cuando  el  título  del  acreedor  abstenido 
sea  de  fecha  anterior  á  la  publicación  del  Código,  puesto 
que  tal  hecho  es  el  único  origen  de  las  nuevas  relaciones  de 
derecho  creadas  por  consecuencia  de  dicho  estado  entre  los 
acreedores  y  el  deudor,  distintas  de  las  establecidas  por  la 
escritura  de  préstamo,  sin  que,  por  lo  tanto,  el  Tribunal 
sentenciador,  al  reconocerlo  así,  haya  cometido  las  infrac- 
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Clones  que  se  alegan  en  los  motivos  primero  y  segundo  del 
recurso,  y  menos  después  de  hab^r  declarado  ya  esta  Sala 
que  la  sentencia  de  remate  obtenida  además  por  el  acree- 
dor Alonso  es  sentencia  firme  para  los  efectos  de  lo  dis- 
puesto en  el  artículo  1.9 17  del  Código. 

Considerando  que  la  disposición  del  artículo  1.918  del 
mismo  Código  sólo  es  aplicable  cuando  el  convenio  se  ce- 
lebra con  acreedores  de  una  sola  clase,  y 'no  cuando  concu- 
rren á  él  acreedores  de  diversa  clase,  porque  en  este  caso 
no  se  puede  decir  con  razón  y  fundamento  que  el  convenio 
se  haya  hecho  con  acreedores  de  la  misma  clase,  como 
exige  el  texto  de  dicho  artículo,  y  se  daría  el  caso  de  que 
acreedores  menos  privilegiados  ó  sin  privilegio  alguno  im- 
pusieran su  voluntad  á  los  más  privilegiados,  y  en  el  caso 
del  presente  pleito  aparece  que  no  fueron  sólo  acreedores 
escriturarios,  sino  de  otras  clases,  los  que  intervinieron  en 
el  convenio  con  el  Marqués  de  Casasola,  por  lo  cual  no  se 
ha  cometido  la  infracción  del  expresado  artículo  1.9 18  ale- 
gado en  el  tercer  motivo. 


6aesti6n  5/  -  ¿Puede  darse  efecto,  desde  luego,  á 
los  derechos  declarados  por  primera  vez  en  el  Código,  si 
perjudican  á  otro  derecho  adquirido  de  igual  origen? 

Sentencia  de  IX  de  Junio  de  1898. 

Don  Manuel  Galiana,  en  concepto  de  capellán  de  la  fun- 
-  dación  hecha  por  Doña  Ana  María  de  Figueroa,  á  cuya  fun- 
dación pertenecía  un  censo  constituido  sobre  una  casa  de 
Madrid,  propiedad  de  Don  Ignacio  de  Santiago,  formuló  de- 
manda contra  éste  pidiendo  que  se  le  condenara  al  pago  de 
las  pensiones  atrasadas  no  satisfechas;  á  cuya  pretensión 
opuso  el  demandado  varias  excepciones  extrañas  por  com- 
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pleto  á  la  cuestión  propuesta;  y  sustanciado  el  pleito  en  dos 
instancias,  dictó  sentencia  la  Audiencia  de  Madrid  conde- 
nando al  demandado  al  pago  de  las  pensiones  vencidas  desde 
el  año  1879. 

Contra  esta  sentencia  interpuso  Don  Ignacio  de  Santiago 
recurso  de  casación,  citando  como  infringidos,  en  el  motivo 
quinto,  los  artículos  1.620  y  1.966  del  Código  civil,  según 
los  cuales,  son  prescriptibles  tanto  el  capital  como  las  pen- 
siones de  los  censos,  prescribiendo  por  el  transcurso  de 
cinco  años  las  acciones  para  exigir  el  cumplimiento  de  cua- 
lesquiera pagos  que  deban  hacerse  por  años  ó  en  plazos  más 
breves;  artículos  que  eran  aplicables  al  caso  del  pleito;  y  la 
disposición  transitoria  i  .^,  erróneamente  aplicada,  puesto 
que  los  preceptos  de  dichos  artículos  son  declaraciones  de 
derechos  introducidos  por  primera  vez  en  el  Código,  y  que, 
por  lo  tanto,  tienen  efecto  desde  luego. 

El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso 
por  este  motivo 

Considerando  que  no  se  han  cometido  las  infracciones 
del  motivo  quinto,  porque,  fundadas  en  el  supuesto  de  que 
los  preceptos  del  Código  que  regulan  la  prescripción  de  las 
pensiones  constituyen  un  derecho  nuevo,  al  que  como  tal 
debió  darse  efecto  desde  luego,  esto  se  entiende,  según  ex- 
presamente advierte  la  regla  i.*  de  las  disposiciones  tran- 
sitorias, en  tanto  cuanto  no  perjudique  otro  derecho  adqui- 
rido de  igual  origen,  cual  es  el  ostentado  por  el  actor;  y  que, 
planteada  así  la  cuestión  del  recurso,  esta  Sala  no  puede 
tratar  otra  alguna,  aunque  esté  relacionada  con  la  materia 
de  la  prescripción. 


Gaestidn  6/— El  crédito  declarado  en  sentencia 
firme  de  fecha  anterior  á  la  publicación  del  Código  civil, 
¿tiene,  sobre  los  constituidos  en  escrituras  públicas  pos- 
teriores á  su  promulgación,  la  preferencia  que,  por  ra- 
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zon  de  antigüedad,  concede  el  articulo  1.924,  caso  3.*, 
letra  B,  de  dicho  cuerpo  legal? 

Sentenoia  de  23  de  Dioiembre  de  18^7. 

Don  Gonzalo  Chacón  suscribió  un  pagaré  á  favor  de  Don 
Bernardo  Fernández,  que  éste  cedió  á  Don  Apolinar  Pérez 
García,  quien  para  su  cobro  promovió  juicio  ejecutivo,  en  el 
que  recayó,  en  27  de  Enero  de  i885,  sentencia  de  remate. 

Declarado  Don  Gonzalo  Chacón  en  concurso  necesario 
de  acreedores,  se  celebró  junta  para  la  aprobación  de  la  gra- 
duación de  créditos,  en  la  que  la  Sindicatura  presentó  los 
correspondientes  estados,  en  los  que  no  figuraba  ningún 
acreedor  por  trabajo  personal  ni  hipotecario;  apareciendo 
como  escriturarios  Don  José  Pérez  Martiñón  y  Doña  María 
del  Pino,  con  escrituras  fechadas,  respectivamente,  en  3i 
de  Diciembre  de  1891  y  3  de  Agosto  de  1892,  y  entre  los 
acreedores  comunes,  Don  Apolinar  Pérez  García;  cuyos  es- 
tados fueron  aprobados,  no  obstante  la  impugnación  del 
último. 

En  tal  estado  presentó  escrito  dicho  Don  Apolinar  im- 
pugnando el  acuerdo  de  la  junta  y  pidiendo  que  se  declarase 
preferente  su  crédito  sobre  todos  los  demás,  por  cuanto  es- 
taba reconocido  por  sentencia  firme  desde  Enero  del  año 
1 885,  por  virtud  de  la  cual  había  recibido  ya  á  cuenta  algu- 
nas cantidades,  siendo  los  demás  créditos  de  fecha  muy  pos- 
terior; y  la  prelación  entre  los  escriturarios  y  los  que  cons- 
tan por  sentencia  firme  depende  de  la  antigüedad  de  las 
escrituras  ó  de  las  sentencias,  según  el  caso  3.*^  del  artícu- 
lo 1.924  del  Código  civil,  aplicable  á  este  juicio  por  haberse 
promovido  cuando  ya  regía. 

A  estas  pretensiones  se  opuso  el  Síndico  del  concurso 
Don  José  Pérez  Martiñón,  sosteniendo  el  acuerdo  de  la 
junta  por  no  ser  aplicables  al  caso  las  prescripciones  del  Có- 
digo civil,  según  lo  ordenado  en  la  i.*  y  4."  de  sus  disposi- 
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<:iones  transitorias;  y  aun  en  el  supuesto  de  serlo,  por  no 
tener  el  crédito  en  cuestión  aquella  preferencia,  puesto  que 
las  sentencias  dictadas  en  juicios  ejecutivos  no  producen 
excepción  de  cosa  juzgada,  no  teniendo,  por  consiguiente, 
-el  carácter  de  firmes. 

Tramitado  el  incidente  en  dos  instancias  y  dictada  sen- 
tencia por  la  Audiencia  de  Madrid  estimando  las  pretensio- 
nes de  Don  Apolinar  Pérez  García,  interpuso  el  Síndico  del 
concurso  recurso  de  casación,  citando  como  infringidos:  en 
el  primer  motivo,  el  artículo  1.256  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  el  cual,  refiriéndose  á  los  créditos  respecto  de 
los  que  hubiere  recaído  sentencia  firme  de  remate  en  juicio 
ejecutivo,  establece  que,  aunque  no  podrán  discutirse  eñ  el 
concurso  y  habrán  de  tenerse  por  reconocidos,  no  partan  de 
naturaleza  para  el  ejecto  de  su  graduación  y  podrán  ser 
impugnados  por  los  Síndicos  en  el  Juicio  declarativo  que 
por  su  cuantía  corresponda;  por  cuanto  la  sentencia  de- 
claraba preferente  el  crédito  quirografario  de  Pérez  Gar- 
cía, en  razón  de  su  mayor  antigüedad,  partiendo  de  la  fecha 
de  la  sentencia  dictada  en  juicio  ejecutivo;  en  el  segundo 
motivo,  el  artículo  1.924,  número  3.^,  del  Código  civil, 
que  da  preferencia  á  los  créditos  que  consten  [por  senten- 
cia firme,  si  hubieren  sido  objeto  de  litigio^  cuyos  crédi- 
tos no  son  ni  pueden  ser  los  que,  constando  en  un  simple 
pagaré,  llegan  á  tener  en  su  favor  sentencia  de  remate;  sin 
que  á  ello  se  oponga  la  jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo 
que  hace  extensivo  á  tales  acreedores  el  derecho  de  abste- 
nerse en  los  juicios  de  quita  y  espera,  pues,  si  al  efecto  de 
la  graduación  ó  preferencia  pueden  equipararse  á  los  escri- 
turarios, se  incurriría  en  el  absurdo  de  tener  por  implícita- 
mente derogado  el  precepto  del  artículo  antes  citado  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  permite  impugnar  en  la 
vía  ordinaria  los  créditos  consignados  en  sentencias  firmes 
de  remate;  en  el  motivo  tercero,  la  i.*  disposición  transi- 
toria del  Código,  porque  la  sentencia  de  remate  de  que  se 
trataba  se  dictó  bastantes  años  antes  de  comenzar  el  Código 
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á  regir,  en  cuya  época  no  se  equiparaban  estos  créditos  á 
los  escriturarios,  siendo  preciso  para  que  se  le  aplicara 
ahora  el  supuesto  derecho  que  se  invocaba,  que  no  perjudi-^ 
case  otro  derecho  de  igual  origen,  como  era  el  de  los  acree- 
dores con  créditos  de  origen  más  ventajoso,  puesto  que  na- 
cieron bajo  el  régimen  del  Código  y  no  de  la  antigua  legis- 
lación; y  en  el  motivo  cuarto,  la  doctrina  sancionada  por  el 
artículo  1.924  del  Código,  de  que  los  créditos  consignados 
en  escritura  pública  tienen  prelación  sobre  los  extendidos 
en  documento  privado. 

El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  re- 
curso 

Considerando  que,  conforme  á  repetidas  declaraciones 
de  este  Supremo  Tribunal,  los  créditos  reconocidos  por 
sentencia  de  remate  en  los  juicios  ejecutivos  están  com- 
prendidos en  el  artículo  1.924,  número  3.^,  letra  B,  del  Có- 
digo civil,  en  atención  á  que  esta  clase  de  sentencias  están 
calificadas  de  firmes  por  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
siquiera  sea  para  eximir  de  discusión  en  los  concursos  y 
quiebras  los  créditos  á  que  se  refieran,  y  que  en  esos  docu- 
mentos concurren  igual  ó  mayor  número  de  solemnidades 
que  en  las  escrituras  públicas,  con  que  están  equiparados 
para  los  efectos  de  gozar  igual  prelación,  y  con  ella  el  privi- 
legio que,  por  razón  de  su  antigüedad,  determina  el  preci- 
tado artículo  1.924  del  Código. 

Considerando  que  al  aplicar  la  Sala  sentenciadora  las 
prescripciones  de  este  cuerpo  legal  al  concurso  de  Don 
Gonzalo  Chacón  López  para  la  graduación  de  los  créditos 
que  se  disputan  la  preferencia  en  el  pleito,  no  infringió  la 
primera  de  sus  disposiciones  transitorias  y,  antes  bien,  se 
atemperó  á  su  espíritu  y  literal  contexto,  toda  vez  que  el 
derecho  reconocido  por  virtud  de  su  promulgación  á  los 
acreedores  por  sentencia  firme  y,  por  tanto,  á  Don  Apolinar 
Pérez  García,  no  perjudicó  >á  ningún  otro  derecho  que  en- 
tonces estuviese  ya  adquirido,  mediante  á  ser  las  escrituras 
de  los  otros  créditos  de  fecha  muy  posterior  á  aquella  pro- 
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inulgación,  careciendo,  por  tanto,  de  fundamento  los  cuatro 
motivos  que  para  la  casación  se  invocan. 


Guestión  7.*— Adquirido  un  derecho  bajo  el  régi- 
men de  la  legislación  antigua  y  ejercitado  después  de 
la  promulgación  del  Código  civil,  ¿qué  legislación  será 
aplicable,  si  se  trata  de  la  calificación  jurídica  del  dere- 
cho y  no  de  la  forma  de  ejercitarlo,  de  su  duración  y 
del  procedimiento  para  hacerlo  valer? 

Sentencia  de  28  de  Enero  de  1898. 

Don  Isidoro  Evaristo  la  Calle  fué  nombrado  tutor  y 
curador  de  sus  sobrinos  Don  Arturo,  Doña  Adelaida  y 
Doña  María  Zuasti,  por  el  padre  de  éstos  Don  Enrique 
Zuasti,  relevándole  de  prestar  fianza;  y  habiéndosele  dis- 
cernido el  cargo  en  i6  de  Diciembre  de  1884,  se  hizo  cargo 
de  los  bienes  de  los  menores,  apareciendo  de  los  libros  de 
comercio  de  la  casa  de  Don  Tomás  de  la  Calzada,  de  Sevi- 
lla, cuya  firma  llevaban,  entre  otros,  el  mismo  Don  Isido- 
ro, que  desde  1.'^  de  Enero  de  1884  hasta  3i  de  Diciembre 
de  1887  tuvieron  dichos  menores  cuenta  corriente,  en  la  que 
figura,  como  primera  partida  del  haber,  la  de  792.418  rea- 
les, y  como  primera  partida  del  debe,  iiS.ooo  reales  por 
entrega  hecha  á  Don  Isidoro  Evaristo  la  Calle  en  4  de  Marzo 
de  1884. 

Doña  María  del  Carmen  Díaz  de  Villegas,  esposa  del 
tutor  Don  Isidoro  Evaristo,  impuso  en  la  Caja  de  Ahorros 
de  Sevilla,  en  los  años  1882  y  iSgS,  varias  cantidades,  que, 
con  los  intereses  devengados,  llegaron  á  formar  la  suma  de 
45.552  reales,  los  cuales  retiró  el  año  1884;  apareciendo  que 
por  escritura  de  4  de  Marzo  de  dicho  año  compró  la  misma, 
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asistida  de  Don  Isidoro  Evaristo,  la  casa  número  i  de  la 
calle  de  Moratín,  de  Sevilla,  por  el  precio  de  38.75o  pesetas 
que  en  el  acto  recibieron  los  vendedores  de  la  Doña  María 
del  Carmen;  consignándose  en  una  de  las  cláusulas  de  la 
escritura  que  Don  Isidoro  Evaristo  la  Calle  reconocía  y 
declaraba  en  la  más  solemne  forma  que  el  precio  de  aquella 
compra  era  de  la  exclusiva  propiedad  de  su  esposa,  proce- 
dente de  herencias  y  legados  habidos  por  la  misma,  y  que 
la  adquisición,  aunque  se  verificaba  durante  el  matrimonio 
y  á  título  oneroso,  no  tenía  el  carácter  de  ganancial;  y  apa- 
rece, por  último,  como  antecedentes  de  la  cuestión  del  pleito, 
que  por  escrituras  de  12  del  mismo  mes  de  Marzo  de  1884 
y  23  de  Septiembre  de  1886,  posteriores,  por  tanto,  á  la  de 
compra  de  la  referida  casa,  recibió  Doña  María  del  Carmen 
dos  casas  en  Sevilla  y  dos  legados  de  40.000  y  10.000  rea- 
les, procedentes  de  sus  padres. 

Renunciados  por  Don  Isidoro  Evaristo  la  Calleen  11  de 
Abril  de  1890  los  cargos  que  venía  ejerciendo,  y  nombrado 
tutor  Don  Pedro  la  Calle  por  el  consejo  de  familia  de  los 
menores,  dedujo  éste  la  demanda  de  este  pleito  contra  el 
Don  Isidoro  y  su  esposa  Doña  Carmen  Díaz  de  Villegas, 
solicitando  que  se  declarase  que,  al  depositar  el  demandado 
«n  la  casa  de  comercio  de  Don  Tomás  de  la  Calzada  el  me- 
tálico de  los  menores,  no  obró  con  el  celo  y  diligencia  que 
la  ley  exige  al  tutor  y  fué  causa  de  que  se  les  irrogasen  per- 
juicios qtie  estaba  obligado  á  indemnizar;  que  la  casa  de  la 
calle  de  Moratín,  de  que  se  ha  hecho  referencia,  era  ganan- 
cial y  pertenecía  á  la  sociedad  legal  nacida  del  matrimonio 
de  los  demandados;  y,  en  su  consecuencia,  que  se  les  con- 
denara á  estar  y  pasar  por  dicha  declaración,  y  al  Don  Isi- 
doro al  pago  de  la  suma  de  97.842  pesetas  á  que  ascendían 
los  perjuicios  causados;  fundando  estas  pretensiones  en  que 
el  mismo  día  del  otorgamiento  de  la  escritura  de  compra  de 
la  casa  de  la  calle  de  Moratín  había  sacado  Don  Isidoro  de 
la  casa  de  Calzada  los  fondos  que  en  ella  tenía  de  la  testa- 
mentaría de  Zuasti,  sin  que  los  volviera  á  ingresar  ni  hu- 
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biese  dado  cuenta  de  su  inversión;  que  no  constaba  hu- 
biese recibido  su  esposa  Doña  Cartnen,  con  anterioridad  á 
la  fecha  de  la  compra  de  dicha  casa,  cantidad  alguna  por 
herencia  ó  legado;  que  la  acción  de  los  menores  para  exigir 
al  demandado  la  entrega  de  su  caudal  era  inútil,  porque  el 
capital  había  desaparecido,  y  por  ello  ejercitaban  la  pro- 
puesta para  obtener  la  indemnización;  y  que  dirigían  la  de- 
manda contra  el  mismo  y  su  esposa  por  la  insolvencia  del 
primero,  y  porque  los  antecedentes  expuestos  justificaban 
que  la  casa  mencionada  tenía  el  carácter  de  ganancial. 

Declarado  rebelde  Don  Isidoro  la  Calle,  impugnó  su  es- 
posa la  demanda,  alegando  que  el  precio  de  aquella  compra 
era  de  su  exclusiva  propiedad,  adquirido  en  parte  por  he 
rencia  y  legados;  que  la  otra  parte  provenía  de  las  entregas 
de  25o  pesetas  mensuales  que  desde  que  contrajo  matrimo- 
nio vino  haciéndola  su  tía  Doña  Trinidad  Calvo,  cuyas  su- 
mas eran  las  que  depositó  en  la  Caja  de  Ahorros;  y  que  el 
resto  procedía  del  premio  de  iS.ooo pesetas  que  había  obte- 
nido en  el  año  i883  en  la  Lotería  Nacional. 

Suministrada  prueba  por  amba^  parles  y  dictada  sen- 
tencia confirmatoria  por  la  Audiencia  de  Sevilla,  de  confor- 
midad con  las  pretensiones  de  la  demanda,  interpuso  Doña 
Carmen  Díaz  de  Villegas  recurso  de  casación,  citando  como 
infringidos,  en  el  motivo  primero,  la  Ley  i.^.  Título  4.*, 
Libro  10  de  la  Novísima  Recopilación  por  su  aplicación  in- 
debida, y  pjr  su  no  aplicación,  los  artículos  4.**,  i.3i5,  1.392, 
1.417,  1.418  y  1.421  al  1.424  del  Código  civil,  todos  ellos 
aplicables  al  caso  de  autos,  conforme  á  la  regla  4.*  de  sus 
disposicio  íes  transitorias,  también  infringida;  toda  vez 
que  la  sen  encia  accedía  á  una  demanda  pidiendo  que  se  de- 
ial  una  finca  adquirida  por  la  recurrente  du- 
lonio;  demanda  deducida  cuando  ni  el  ma- 
nía disuelto  ni  se  habían  hecho  del  cauda 
i-;  deducciones  oportunas  para  averiguar  si 
tiianciales. 
Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso 
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Considerando  que  la  Sala  sentenciadora  no  ha  infrin- 
gido la  4.*  de  las  disposiciones  transitorias  del  Código  civil 
por  indebida  aplicación  de  la  Ley  i.*.  Título  4.^  Libro  10 
de  la  Novísima  Recopilación,  y  por  la  no  aplicación  de  los 
artículos  de  aquel  Código  que  se  citan  en  el  motivo  primero 
del  recurso,  puesto  que,  tratándose  de  un  derecho  adqui- 
rido bajo  el  régimen  de  la  legislación  anterior,  y  versando 
el  pleito  sobre  la  calificación  jurídica  del  mismo  y  no  sobre 
la  forma  de  ejercitarlo,  sobre  su  duración  y  sobre  el  pro- 
cedimiento para  hacerlo  valer,  la  cuestión  litigiosa  debe  re- 
solverse por  los  dictados  del  derecho  antiguo,  conforme  á 
la  regla  i.^  de  dichas  disposiciones  transitorias  y  conforme 
también  á  la  4.^,  que  se  invoca  por  el  recurrente. 

Gaestion  8«^ — ¿Por  qué  legislación  se  rige  la  su- 
cesión de  la  persona  fallecida  después  de  la  publicación 
del  Código  civil? 

Sentencia  de  24  de  Junio  de  1897. 

Ocurrido  el  fallecimiento  intestado  de  Doña  Joaquina 
Peñalver  en  27  de  Febrero  de  1894,  solicitó  Doña  María 
Antonia  de  Hoyos  que  se  la  declarase  heredera  universal 
por  ser  su  prima  carnal  y  más  próxima  pariente,  lo  que  in- 
tentó justificar  alegando  que  la  madre  de  Doña  Joaquina, 
Doña  María  Ramona  de  la  Sierra,  casó  en  primeras  nup- 
cias con  Don  Fabián  Carrere,  de  cuyo  matrimonio  nació 
Doña  elementa,  madre  de  la  demandante;  y  dicha  Doña 
María  Ramona,  su' abuela,  casó  en  segundas  nupcias  con 
Don  José  Peñalver,  padres  de  la  Doña  Joaquina,  á  quien 
pretendía  heredar;  que  no  habiendo  encontrado  la  partida 
del  primer  matrimonio  de  la  Doña  María  Ramona,  en  quien 
entroncaba  con  Doña  Joaquina  Peñalver,  presentaba  los 
documentos  que,  á  su  juicio,  demostraban  su  parentesco;  y 

T.  XI.— 25 
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que  no  estimaba  precisa  la  presentación  de  aquella  partida, 
según  doctrina  sentada  por  el  Tribunal  Supremo  en  las  sen- 
tencias que  citó,  y  aceptada  por  el  Código  civil,  en  cuyos  ar- 
tículos 53,  54,  II 5,  1 16 y  1 17  fundaba tiimbién  sus  derechos. 

Don  Miguel  Aguado,  primo  carnal  de  Doña  Joaquina 
Peñalver,  se  opuso  á  las  pretensiones  de  la  demandante, 
fundado  en  que  Doña  María  Ramona  no  estuvo  casada  con 
Don  Fabián  Carrere,  no  siendo  la  Doña  dementa  hija  legí- 
tima ni  la  demandante  nieta  legítima,  sino  natural,  de  Doña 
María  Ramona,  tronco  común,  y  citó  en  su  apoyo  varios 
artículos,  también  del  Código  civil. 

Dictada  sentencia  en  ambas  instancias  estimando  que  la 
demandante  no  había  justificado  su  parentesco  legítimo  con 
Doña  Joaquina  Peñalver,  y  declarando  heredero  de  ésta  á 
Don  Miguel  Aguado,  interpuso  Doña  María  Antonia  de 
Hoyos  recurso  de  casación,  citando  como  infringidos:  la 
disposición  general  de  las  tranistorias  del  Código  civil,  que 
declara  que  las  variaciones  introducidas  por  el  mismo  que 
perjudiquen  derechos  adquiridos^  según  la  legislación  civil 
anterior,  no  tendrán  efecto  retroactivo;  la  regla  i  .*  de  las 
mismas  disposiciones,  que  también  declara  que  se  regirán 
por  la  legislación  anterior  los  derechos  nacidos  según  ella 
de  hechos  realizados  bajo  su  régimen,  aunque  el  Código 
los  regule  de  otro  modo  ó  no  los  reconozca;  por  cuanto, 
habiendo  nacido  Doña  dementa,  madre  de  la  recurrente, 
en  1826,  bajo  un  régimen  según  el  cual,  aun  siendo  hija 
natural  tenía  derecho  á  heredar  á  los  parientes  uterinos  de 
su  madre,  este  derecho,  á  su  muerte,  ocurrida  en  1880,  ha- 
bía pasado  á  la  recurrente  y  no  podía  el  Código  descono- 
cerlo ni  derogarlo;  la  sentencia  de  8  de  Noviembre  de  1893 
que  consagró  la  doctrina  expuesta;  varios  artículos  de  la 
Ley  procesal  relativos  á  la  congruencia  de  los  fallos  con  las 
pretensiones  deducidas  en  el  pleito,  por  haber  resuelto  el 
pleito  haciendo  aplicación  de  los  preceptos  del  Código  civil; 
y  las  leyes  de  Partida  que  citó  como  fundamento  de  sus 
pretendidos  derechos  á  la  herencia. 
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El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso 
por  ios  expresados  motivos 

Considerando  que,  abierta  la  sucesión  de  Doña  Joa- 
«quina  Peñalver  de  la  Sierra  el  27  de  Febrero  de  1894,  en 
cuyo  día  falleció,  es  aplicable  á  este  litigio  el  Código  civil, 
conforme  á  la  penúltima  de  sus  disposiciones  transitorias, 
y  conforme  también  á  la  i.**,  que  se  invoca,  aunque  in- 
terpretándola erróneamente,  en  el  motivo  quinto  del  re- 
curso, porque  el  principio  de  la  no  retroactividad  de  la  ley 
«ueva  sólo  rige  para  los  derechos  adquiridos  bajo  el  imperio 
de  la  antigua,  y  notorio  es  que  los  hereditarios  no  nacen 
hasta  la  defunción  de  la  persona  de  cuya  sucesión  se  trata. 

Considerando,  en  su  consecuencia,  que  la  Sala  senten- 
ciadora no  ha  cometido  las  infracciones  de  derecho  transi- 
torio de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  del  Código,  de  las 
Partidas  que  se  alegan  en  los  motivos  quinto,  séptimo  y 
octavo,  ni  la  de  la  sentencia  de  8  de  Noviembre  de  1893  ci- 
tada en  el  sexto,  por  referirse  á  caso  distinto,  tanto  más, 
por  lo  que  respecta  al  séptimo,  cuanto  que  el  tema  sobre  la 
legislación  aplicable  al  pleito  no  fué  objeto  de  duda  ó  con- 
troversia durante  la  tramitación  del  mismo,  y  que  las  partes 
fundaron  sus  pretendidos  derechos  á  la  herencia  de  Doña 
Joaquina  en  las  prescripciones  del  Código  civil. 


6aesti6n  9*^'¿Son  aplicables  las  disposiciones  del 
Código  civil,  en  general,  á  hechos  realizados  antes  de  su 
promulgación  y  á  las  sucesiones  por  testamento  ante- 
rior, ó  de  persona  fallecida  antes  de  su  promulgación? 

Sentencia  de  16  de  Enero  de  1893. 

Los  consortes  José  Marín  y  María  Antonia  Sánchez 
otorgaron  testamento  en  12  de  Enero  de  1871,  falleciendo  el 
primero  el  año  1875  y  la  segunda  en  21  de  Febrero  de  1889, 
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con  cuyo  motivo  se  practicó  la  correspondiente  operaciói? 
particional  de  los  bienes  de  ambos,  que  se  elevó  á  escritura 
pública  en  8  de  Agosto  del  mismo  año.  ó  sea  después  de 
promulgado  el  Código  civil. 

En  2  de  Diciembre  de  1890  dedujo  Don  Vicente  Naranjo, 
como  marido  de  Doña  Antonia  Marín,  la  demanda  origen 
del  recurso,  con  la  pretensión  de  que  se  declarase  á  ésta  he- 
redera  abintestato  de  José  Marín,  por  estimar  que  la  insti- 
tución de  heredero  hecha  á  favor  de  Don  Andrés  Marín  se 
refería  sólo  á  la  mitad  de  la  herencia;  é  impugnada  la  de- 
manda y  sustanciado  el  pleito  en  dos  instancias,  dictó  sen- 
tencia la  Audiencia  de  Albacete  desestimando  la  demanda, 

Don  Vicente  Naranjo  interpuso  recurso  de  casación  ci- 
tando como  infringidos  varios  preceptos  de  la  legislación 
antigua  y  los  artículos  675  y  764  del  Código  civil,  cuya  in- 
fracción dijo  invocaba  por  la  fecha  en  que  se  había  otorgado- 
la  escritura  de  partición.  ,   ? 

El  Tribunal  Supremo,  al  declarar  no  haber  lugar  al  re- 
curso, desestimó  la  infracción  de  los  artículos  citados  por 
el  siguiente 

Considerando  que  siendo  el  testamento  de  que  se  trata 
anterior  al  Código  civil,  no  son  de  aplicar  sus  disposiciones. 

La  misma  doctrina  se  establece  en  las  sentencias  de  7 
y  i3  de  Julio,  17  de  Noviembre  y  3  de  Diciembre  de  i8g2; 
6  de  Febrero  y  ¡y  de  Mayo  de  iSg3;  y  18  de  Noviembre 
de  1896. 

6aesti6n  10. — ¿Por  qué  legislación  se  rigen  los 
derechos  nacidos  del  matrimonio  celebrado  con  anterio- 
ridad á  la  publicación  del  Código  civil? 

Sentencia  de  17  de  Abril  de  IML 

Antes  de  la  fecha  en  que  comenzó  á  regir  el  Código  ci- 
vil contrajeron  matrimonio  Don  José  Gaspar  y  Doña  Luí 


Digitized  by  CjOOQ IC 


'  Y  3.*  389 

Cannedo;  pero,  habiendo  surgido  graves  disensiones  en  el 
{matrimonio,  pidió  y  obtuvo  Doña  Luz  su  depósito  provi- 
sional para  entablar  la  demanda  de  divorcio,  y  que  se  le  se- 
ñalaran alimentos  provisionales. 

En  4  de  Enero  de  1890  promovió  dicha  Doña  Luz  inci- 
dente solicitando  litis  expensas  para  litigar  con  su  marido, 
fundándose  en  los  preceptos  de  las  Leyes  3.^  y  5.*,  Títu- 
lo 4.**,  Libro  10  de  la  Novísima  Recopilación;  á  cuya  de- 
manda se  opuso  Don  José  Gaspar,  alegando  que  no  se  ha- 
llaba comprendida  tal  obligación  entre  las  cargas  de  la  so- 
ciedad conyugal,  según  los  artículos  68  y  1.408  del  Código 
civil;  y  que,  siendo  la  demanda  de  divorcio  posterior  á  la 
promulgación  del  Código,  no  eran  aplicables  á  sus  inciden- 
cias las  disposiciones  de  la  antigua  legislación. 

Dictada  sentencia  por  la  Audiencia  de  Madrid  conce- 
diendo las  litis  expensas  solicitadas,  interpuso  Don  José 
Gaspar  recurso  de  casación,  citando  como  infringida,  ade- 
más de  los  artículos  68,  1.408  y  1.410  del  Código  civil,  la 
disposición  1.^  transitoria,  al  fundarse  lá  sentencia,  para 
estimar  las  pretensiones  de  la  demanda,  en  las  leyes  de  la 
Novísima  Recopilación  y  en  la  jurisprudencia  anterior  á  la 
promulgación  del  Código  civil;  porque  habiéndose  consti- 
tuido su  mujer  en  depósito,  para  entablar  la  demanda  de  di- 
vorcio, en  1 3  de  Diciembre  de  1889,  cuando  ya  regía  el  Có- 
digo, había  que  atenerse  á  sus  disposiciones,  siendo  inapli- 
cables las  de  la  legislación  antigua. 

El  Tribunal  Supremo  desestimó  el  recurso 

Considerando  que,  según  los  artículos  i  .^ y  3.**  del  nuevo 
Código  civií,  las  leyes  no  rigen  hasta  los  veinte  días  de  su 
promulgación,  y  no  tienen  efecto  retroactivo  si  no  disponen 
lo  contrario,  y  conforme  al  párrafo  inicial  de  las  disposicio- 
nes transitorias  dictadas  para  su  aplicación,  y  sus  reglas  i.** 
y  4.^,  las  variaciones  introducidas  por  dicho  Código  que 
perjudiquen  derechos  adquiridos  según  la  legislación  civil 
anterior,  no  tendrán  efecto  retroactivo,  sino  que  se  regirán 
por  ella,  aunque  la  nueva  los  regule  de  otro  modo  ó  no  los 
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reconozca;  subsistiendo  con  la  extensión  y  en  los  términos 
que  les  reconociera  la  legislación  precedente  los  derechos  y 
acciones  nacidos  durante  ella,  aunque  no  se  hayan  ejerci- 
tado antes  de  regir  el  repetido  Código,  sin  otra  limitación 
que  la  de  sujetarse  á  lo  por  él  dispuesto  en  cuanto  á  su  ejer- 
cicio, duración  y  procedimiento  para  hacerlos  valer. 

Considerando  que,  celebrado  con  anterioridad  al  nuevo 
Código  por  Don  José  Gaspar  con  Doña  Luz  Cannedo  el  ma- 
trimonio de  donde  nacen  los  derechos  y  acciones  ejercita- 
dos en  este  litigio,  carecen  de  oportunidad  los  motivos  del 
recurso  exclusivamente  fundados  en  disposiciones  de  la 
nueva  legislación  civil,  todas  ellas  inaplicables,  como  pos- 
teriores á  dicho  matrimonio. 


Sentencia  de  6  de  Mayo  de  1894. 

Doña  Serafína  González  dedujo  demanda  en  14  de  Abril 
de  1890,  solicitando  que  se  declarase  que  eran  parafernales 
varios  tftulos  de  la  deuda  del  Estado  y  obligaciones  de  la 
Empresa  de  aguas  de  Gijón,  que  se  hallaban  depositados  á 
su  nombre  en  el  Banco  de  España;  cuyos  valores  había 
aportado,  pero  no  entregado  señaladamente  á  su  marido 
Don  Pedro  Esteban  Abad  al  contraer  matrimonio,  con  mo- 
tivo del  cual  no  se  habían  otorgado  capitulaciones  matri- 
moniales. 

51  demandado  Abad  impugnó  esta  pretensión  negando 
que  la  actorá  hubiera  hecho  aportación  alguna,  y  alegando 
que  se  habían  promovido  serios  disgustos  en  el  matrimo- 
nio, que  motivaron  una  enfermedad  grave  del  exponente, 
quien  hizo  «1  depósito  de  los  valores  á  nombre  de  su  esposa 
para  evitar  el  escándalo  que  la  misma  promovió  al  querer 
el  dicente  que  se  hiciera  constar  que  pertenecían  á  él  y  á 
los  hijos  de  su  primer  matrimonio;  y  que  era  un  principio 
legal,  así  de  la  legislación  anterior  como  del  Código  civil, 
la  necesidad  de  hacer  constar  en  escritura  pública  los  bienes^ 
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que  la  mujer  apone  al  matrimonio,  ya  como  dótales,  ya 
como  parafernales,  para  poder  reclamarlos  bajo  uno  ú  otro 
concepto. 

Ambas  partes  suministraron  prueba  acerca  de  la  proce- 
dencia de  los  bienes  objeto  del  pleito;  y  dada  á  éste  la  tra- 
mitación de  dos  instancias,  y  dictada  sentencia  por  la  Au- 
diencia de  Valladolid  declarando  parafernales  los  mencio- 
nados valores,  interpuso  Don  Pedro  Esteban  Abad  recurso 
de  casación,  citando  como  infringidos  los  artículos  i.3i3  y 
1.385  del  Código  civil,  según  los  cuales,  la  existencia  de 
bienes  parafernales  6  cualesquiera  otros  que  la  mujer  re- 
clame como  de  su  exclusiva  propiedad,  ha  de  constar  por 
documento  público,  estimándose  en  otro  caso  como  ganan- 
ciales; presumiéndose  tales  todas  las  cosas  del  marido  y  de 
la  mujer,  salvo  las  que  probase  cada  uno  que  son  suyas  se- 
paradamente. 

El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso 
Considerando  que  la  sentencia,  sobre  la  base  de  esti- 
mar probado  que  los  valores  depositados  en  la  sucursal  del 
Banco  de  Gijón  tueron  adquiridos  con  dinero  que  la  mujer 
aportó  al  matrimonio  y  que  no  entregó  señaladamente  al 
marido,  los  declara  bienes  parafernales  y  manda  que  los 
resguardos  correspondientes  se  entreguen  á  Doña  Serafina 
González,  con  obligación  de  ingresar  en  la  sociedad  con- 
yugal los  efectos  ó  rentas  que  produzcan;  y  que  en  esto  se 
ajusta  á  las  Leyes  3.*,  4.*  y  5.*  del  Título  4.**  del  Libro  10 
de  la  Novísima  Recopilación,  que  es  la  legislación  aplicable 
por  haberse  contraído  el  matrimonio  antes  del  Código  civil, 
puesto  que  dichas  leyes  reconocen  la  propiedad  de  cada 
uno  de  los  cónyuges  en  lo  que  era  suyo  antes  de  casarse,  y 
que  sus  frutos  corresponden  á  la  sociedad  conyugal. 

SentMioia  de  20  de  Junio  de  1894. 

En  el  año  1881  contrajo  matrimonio  Don  José  Domín- 
guez con  Doña  María  del  Pino  González,  y  en  1886  com- 
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pro  aquél  una  casa  en  la  ciudad  de  Las  Palmas,  la  que,  al 
año  siguiente,  vendió  á  Doña  María  del  Pino  Santana,  la 
cual,  en  el  mismo  día  en  que  la  compró,  la  vendió  también 
á  la  esposa  de  E>omínguez,  declarando  éste  en  dicha  última 
enajenación  que  su  esposa  compraba  la  casa  con  dinero  que 
había  aportado  al  matrimonio  y  cuya  administración  se 
había  reservado;  en  cuyo  concepto  fué  inscrita  á  nombre  de 
la  mujer  en  el  Registro  de  la  propiedad. 

En  Abril  de  1891  dedujo  Domínguez  demanda  de  des- 
ahucio por  falta  de  pago  de  los  alquileres  contra  el  inqui- 
lino  de  dicha  casa  Don  Joaquín  Gutiérrez,  el  cual  se  opuso, 
alegando  que  tenía  sacisfechos  los  alquileres  á  la  esposa  del 
demandante,  y  que  siendo  de  ésta  la  finca  carecía  el  mari- 
do de  personalidad  para  ejercitar  una  acción  referente  á  los 
bienes  parafernales. 

Recibido  el  juicio  á  prueba,  fueron  reconocidos  por 
Doña  María  del  Pino  los  recibos  presentados  por  Gutiérrez 
para  acreditar  el  pago;  y  sustanciado  en  dos  instancias,  fué 
resuelto  por  el  Juez  de  primera  instancia  decretando  el 
desahucio;  contra  cuyo  fallo  interpuso  el  demandado  Gu- 
tiérrez recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma, 
fundándolo  en  la  causa  2.^  del  artículo  1.693  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  ó  sea,  en  la  falta  de  personalidad  del 
actor. 

El  Tribunal  Supremo  desestimó  el  recurso 

Considerando  que  la  falta  de  personalidad  comprendida 
en  el  número  2.'^  del  artículo  1.693  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento civil  se  refiere,  según  con  repetición  tiene  declarado 
este  Tribunal  Supremo,  á  la  incapacidad  personal  absoluta 
ó  relativa  para  comparecer  en  juicio,  pero  no  á  la  virtua- 
lidad ó  eficacia  de  la  acción  ó  excepción  que  se  ejercitan. 

Considerando  que  el  único  fundamento  del  recurso  por 
quebrantamiento  de  forma  interpuesto  por  la  representa- 
ción de  Don  Joaquín  Gutiérrez  consiste  en  negar  á  Don 
José  Domínguez  la  representación  legal  de  su  mujer  Doña 
María  del  Pino  González,  por  no  haber  intervenido  ésta  ó 
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prestado  su  consentimiento  para  el  ejercicio  déla  acción  de 
desahucio  entablada  por  aquél,  según  exige  el  articulo  i  .383 
del  Código  civil. 

Considerando  que  el  marido  es  representante  legal  de 
í;u  mujer  para  comparecer  en  juicio,  salvo  el  caso  en  que 
ésta  pueda  hacerlo  por  sí,  lo  mismo  con  sujeción  á  la  legis- 
ción  anterior  al  Código  civil  que  á  las  prescripciones  de 
éste  en  su  artículo  6o;  y  la  restricción  contenida  en  el  ex- 
presado artículo  1.383,  establecida,  indudablemente,  para 
garantir  los  derechos  de  la  mujer  respecto  de  sus  bienes 
parafernales,  no  es  sólo  determinante  de  una  forma  de  ejer- 
cicio de  la  acción,  sino  que  afecta  sustancialmente  á  los 
derechos  del  marido,  por  cuya  razón,  cualquiera  que  sea  la 
trascendencia  del  precepto  de  dicho  artículo  en  relación  á 
la  especial  índole  de  la  acción  ejercitada,  es  evidente  que 
no  es  aplicable  al  caso  del  presente  recurso,  según  la  mis- 
ma regla  4.**  de  las  disposiciones  transitorias  del  Código, 
por  tratarse  además  de  un  matrimonio  celebrado  con  ante- 
rioridad á  la  publicación  de  dicho  cuerpo  legal. 

Considerando  que,  esto  supuesto,  no  se  puede  negar 
la  personalidad  de  Don  José  Domínguez  en  este  caso,  con 
arreglo  á  la  legislación  anterior,  para  representar  legal- 
mente  á  su  mujer  Doña  María  del  Pino  González  en  el 
juicio  de  desahucio  que  ha  motivado  el  actual  recurso,  y 
que  el  fundamento  en  que  apoya  el  desahuciante  su  oposi- 
ción al  reconocimiento  de  la  personalidad  de  aquél,  afecta  á 
derechos  que  exclusivamente  corresponden  al  marido  y  á 
la  mujer,  que  no  ha  sido  ni  podido  ser  objeto  del  presente 
juicio. 


6aesti6n  11.—  El  derecho  concedido  á  la  mujer 
casada  por  el  artículo  1.345  del  Código  civil,  para  exigir 
de  su  marido  hipoteca  que  garantice  la  dote  confesada 
por  documento  privado,  otorgado  con  anterioridad  á 
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la  publicación  del  Código,  ¿modifica  ó  altera^  por  sr 
solo,  los  derechos  de  prelacíón  sobre  otros  acreedores 
que  pudiera  reconocerla  la  legislación  antigua,  si  la 
-mujer  no  hizo  uso  de  aquella  facultad? 

S^ntMioia  de  12  de  Bnero  de  1895. 

Por  escritura  pública  otorgada  en  Medina  del  Campa 
en  2o  de  Agosto  de  1890,  Don  Aureliano  Pinilla  se  confesó 
deudor  de  Doña  María  del  Pilar  Valdés  por  la  cantidad  de 
2.091  pesetas  á  que  ascendía  el  trigo  que  ésta  le  tenía  entre- 
gado; y  fundada  en  esta  escritura,  y  vencido  el  plazo  esti- 
pulado para  el  pago,  obtuvo  la  Doña  Pilar  mandamiento  de 
ejecución  contra  los  bienes  de  Pinilla,  dictándose  después 
sentencia  de  remate. 

Doña  Obdulia  García  Rodríguez,  esposa  del  ejecutado 
Pinilla,  acudió  á  estos  autos  interponiendo  demanda  de  ter- 
cería de  mejor  derecho  por  el  importe  de  su  dote,  expo- 
niendo: que  había  contraído  matrimonio  en  29  de  Mayo 
de  1880;  que  en  6  de  Diciembre  siguiente,  ó  sea,  dentro  del 
primer  año,  había  otorgado  su  marido  el  documento  privado 
que  acompañaba,  en  el  que  declaraba  haber  recibido  de  los 
padres  de  su  mujer  metálico,  aperos  de  labor  y  otros  efec- 
tos, importantes  25.224  reales  para  soportar  mejor  las  car- 
gas del  matrimonio;  y  que,  según  la  Ley  23,  Título  iir 
Partida  cuarta,  debe  ser  pagada  la  dote  con  los  bienes  del 
marido  antes  que  los  acreedores^e  éste  que  no  tengan  hi* 
foteca  anterior  expresa. 

A  esta  demanda  se  opuso  tan  sólo  la  ejecutante  fundada 
en  que  la  prioridad  de  la  fecha  del  documento  privado  en 
nada  podía  favorecer  al  crédito  de  Doña  Obdulia,  porque 
sólo  sería  una  razón  de  preferencia  tratándose  de  créditos 
de  igual  naturaleza;  y  seguida  la  tramitación  en  dos  instan- 
cias, dictó  sentencia  la  Audiencia  de  Valladolid  declarando 
no  haber  lugar  á  la  tercería. 
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Doña  Obdulia  García  Rodríguez  interpuso  recurso  de 
casación,  por  estimar  infringido  el  artículo  1.345  del  Código- 
civil,  por  falta  de  aplicación,  el  cual  declara  que  la  mujer 
que  tuviera  á  su  favor  dote  confesada  por  el  marido  dentro- 
del  primer  año  de,  matrimonio,  podrá  exigir  en  cualquier 
tiempo  que  se  la  asegure  con  hipoteca;  puesto  que,  habienda 
otorgado  Don  Aureliano  Pinilla,  en  el  mismo  año  1880  en 
que  contrajo  matrimonio,  el  documento  privado  en  que 
confesó  el  recibo  de  la  dote,  y  ordenándose  en  la  primera 
disposición  transitoria  del  Código  civil  que  los  derechos 
que  aparezcan  declarados  por  primera  vez  tendrán  efecto 
desde  luego,  aunque  el  hecho  que  los  origine  se  hubiese  ve- 
rificado bajo  la  legislación  anterior,  resultaba  evidente  la 
infracción,  porque  los  derechos  de  la  ejecutante  Doña  María 
del  Pilar  Valdés  no  nacieron  hasta  que  se  otorgó  la  escri- 
tura de  1890,  ó  sea,  un  año  después  de  que  el  Código  de- 
clarase los  que  asistían  á  la  recurrente  como  acreedora  de 
su  marido;  sin  que,  por  tanto,  la  aplicación  del  Código  pu- 
.diera  perjudicar  derechos  adquiridos  por  Doña  Pilar  Valdés, 
El  Tribunal  Supremo  desestimó  el  recurso 
Considerando  que  no  es  aplicable  á  las  cuestiones  sus- 
citadas en  este  pleito  la  disposición  contenida  en  el  artícu- 
lo 1.345  del  Código  civil,  cuya  infracción  se  alega  en  el  pri- 
mer motivo  del  recurso,  porque,  limitada  á  otorgará  la  mu- 
jer que  tuviera  á  su  favor  dote  confesada  por  el  marido 
antes  de  la  celebración  del  matrimonio,  ó  en  el  primer  año 
de  él,  la  facultad  de  exigir  en  cualquier  tiempo  que  el  mismo 
marido  se  la  asegure  con  hipoteca,  siempre  que  haga  cons- 
tar judicialmente  la  existencia  de  los  bienes  dótales  ó  la  de 
otros  semejantes  al  tiempo  de  deducir  su  reclamación,  y 
no  habiendo  hecho  uso  de  esta  facultad  la  recurrente,  que 
sólo  tenía  á  su  favor  el  documento  privado  en  que  consta 
la  dote  que  su  marido  confesaba  haber  recibido  al  consti- 
tuirse el  matrimonio,  único  título  que  presentó  con  su  de- 
manda de  tercería,  y  que,  según  el  artículo  1.344 del  mismo 
Código,  no  podía  surtir  más  efecto  que  el  de  una  obliga- 
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ción  personal,  es  evidente  que  la  disposición  que  se  supone 
infringida  no  altera  ni  modifíca  la  condición  esencial  de  la 
dote  ni  los  derechos  de  prelación  que  con  relación  á  otro 
acreedor  pueda  ostentar  la  tercerista,  según  la  legislación 
•existente  al  tiempo  en  que  la  dote  fué  de  tal  manera  cons- 
tituida. 


6aesti6n  12,— ¿Por  qué  legislación  se  rige  el  re- 
conocimiento de  un  hijo  natural  nacido  antes  de  la 
promulgación  del  Código  civil,  si  se  pide  en  virtud  del 
derecho  que  por  primera  vez  define  en  su  artículo  i35? 

Sentencia  de  28  de  Jnnio  de  1895. 

En  la  parroquia  de  Santa  Cruz,  de  Valencia,  fué  bauti- 
zado el  día  1 1  de  Abril  de  1869  José  María  de  la  Cruz,  hijo 
de  padres  ocultos;  y  en  18  de  Agosto  de  1889  falleció  en 
París  Don  José  Moroder  Peiró,  sin  disposición  testamenta- 
ria, por  lo  que  sus  hermanos  y  sobrinos  pidieron  y  obtu- 
vieron la  declaración  de  herederos  abintestato. 

Nombrado  tutor  al  menor  Don  José  María  de  la  Cruz  y 
autorizado  al  efecto  por  el  consejo  de  familia,  compareció 
en  aquellas  diligencias,  en  11  de  Noviembre  de  1889,  y  de- 
dujo demanda  en  solicitud  de  que  se  declarase  al  menor 
hijo  natural  de  Don  José  Moroder,  con  todos  los  derechos 
que  á  los  de  su  clase  concede  el  Código  civil,  fundándose 
-en  la  posesión  continua  del  estado  de  hijo  natural  é  invo- 
cando el  precepto  contenido  en  el  artículo  1 35  del  expre- 
sado Código;  y  seguido  el  pleito  en  ambas  instancias  con 
Don  Juan  Moroder  y  consortes,  hermanos  y  sobrinos,  y 
herederos  del  Don  José,  dictó  sentencia  la  Audiencia  de 
Valencia  estimando  lo  solicitado  en  la  demanda. 

Contra  esta  sentencia  interpusieron  los  demandados  re- 
curso de  casación,  por  estimar  infringidas  las  disposiciones 


Digitized  by  CjOOQ IC 


REGLAS  I.*,  2.*  Y  3.*  Sgy 

transitorias  i.*  y  4.*  del  Código,  puesto  que,  según  la  i.  V 
debía  aplicarse  la  legislación  antigua  por  no  haber  decla- 
rado aquél  ningún  derecho  nuevo  para  determinar  si  el  me- 
nor demandante  era  ó  no  hijo  natural;  habiéndose  aplicado- 
indebidamente  la  4.^,  que  se  refiere  á  las  acciones  y  dere- 
chos nacidos  y  no  ejercitados  antes  de  regir  el  Código,  con- 
fundiendo la  sentencia  el  derecho  en  sí  con  su  ejercicio,  v 
suponiendo  que  un  derecho  nacido  bajo  el  régimen  legal 
antiguo  ha  de  atemperarse,  al  ejercitarlo  después  de  pro- 
mulgado el  Código,  á  sus  disposiciones,  no  sólo  en  la  for- 
ma, ó  sea,  en  su  ejercicio,  sino  también  en  el  fondo  ó  ea 
sus  requisitos  esenciales. 

El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso 
Considerando  que,  según  la  regla  i.®  de  las  disposicio- 
nes transitorias  del  Código  civil,  se  regirán  por  la  legisla- 
ción anterior  los  derechos  nacidos,  según  ella,  de  hechos^ 
realizados  bajo  su  régimen;  pero  si  el  derecho  apareciese 
declarado  por  primera  vez  en  el  Código,  tendrá  efecto  desde 
luego,  aunque  el  hecho  que  lo  origine  se  verileara  bajo  la 
legislación  anterior. 

Considerando,  por  lo  tanto,  que,  solicitada  en  el  pre- 
sente pleito  la  declaración  del  hijo  natural  en  virtud  del 
derecho  que  por  primera  vez  define  el  Código  en  su  ar- 
tículo 1 35  á  favor  de  quien  haya  estado  en  la  posesión  de 
tal  estado,  y  fundada  dicha  posesión  en  hechos  realizados 
en  su  mayor  parte,  aunque  no  en  su  totalidad,  antes  de  es- 
tar en  vigor  el  Código,  puesto  que  Don  José  María  de  la 
Cruz  nació  en  1869  y  Don  José  Moroder  falleció  el  18  de 
Agosto  de  1889,  debe  decidirse  con  arreglo  á  las  prescrip- 
ciones del  expresado  Código;  y  al  hacerlo  así,  la  Sala  sen- 
tenciadora no  infringe  el  artículo  3.*^  ni  las  disposiciones 
transitorias  del  mismo  que  se  invocan  en  los  tres  primeros 
motivos  del  recurso. 

6uesti6n  13.— Legitimado  un  hijo  natural  con 
anterioridad  á  la  publicación  del  Código  civil,  por  con- 
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-cesión  Real  que  le  otorgó  la  plenitud  de  los  derechcs 
de  la  legitimación,  como  si  fuera  habido  de  legitimo 
matrimonio,  y  abierta  la  sucesión  de  la  madre  con 
arreglo  al  Código,  por  haber  muerto  después  de  su  pro- 
mulgación^ ¿qué  legislación  será  la  aplicable  para  de- 
terminar la  legitima  correspondiente  al  hijo  que,  en  ta- 
les condiciones,  concurre  á  la  herencia  de  la  madre 
con  el  viudo,  y  para  fijar  la  cuota  hereditaria  de  éste? 

8«i&t«ii0ia  d»  8  d»  VoTÍembre  de  1888. 

Doña  D.  tuvo  de  Don  H.  dos  hijas  naturales  nombra- 
das Doña  J.  y  Doña  G.,  conocida  ésta  con  el  nombre  de  K., 
las  cuales  fueron  legitimadas  por  concesión  Real  en  28  de 
Enero  de  1884,  expresándose  en  el  Real  despacho  á  favor 
de  la  segunda,  único  que  obra  en  los  autos,  que  el  Rey  la 
legitimaba  para  que  con  sujeción  á  las  leyes  pudiese  here- 
dar lodos  los  bienes,  derechos  y  acciones  que  la  pertene- 
cieran como  si  fuese  hija  habida  y  procreada  en  legitimo 
-matrimonio. 

La  referida  Doña  D.  que  había  contraído  matrimonio 
con  Don  A.  años  después  de  fallecer  Don  H.,  murió  en  25 
de  Diciembre  de  1889  bajo  testamento  en  el  que  legó  en 
usufructo  á  su  esposo  el  Don  A.  el  quinto  de  todos  sus 
bienes,  mejoró  en  el  tercio  y  remanente  del  quinto  á  su 
hija  Doña  G.  conocida  por  K.,  instituyó  por  herederas  á 
^us  dos  hijas  y  nombró  albaceas  á  su  esposo  Don  A.  y  á 
Don  B.  y  Don  C. 

Habiendo  surgido  diferencias  entre  los  tres  albaceas, 
formalizaron  Don  B.  y  Don  C.  un  proyecto  de  partición  en 
la  que  establecieron,  entre  otros  supuestos,  que  conforme 
á  los  preceptos  del  Código  civil,  y  teniendo  en  cuenta  que 
Ja  testadora  había  mejorado^en  un  tercio  á  su  hija  Doña  G., 
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era  indudable  que  la  legitima  de  las  dos  hijas  y  herederas 
la  constituía  una  tercera  parte  de  la  herencia,  ó  sea,  una 
^exta  parte  á  cada  una;  y  que  aceptando,  como  aceptaban, 
Ja  compatibilidad  de  la  legítima  usufructaria  que  el  Código 
reconocía  al  viudo,  con  el  legado  del  quinto,  también  en 
usufructo,  que  le  hizo  su  esposa,  era  forzoso  computar, 
tanto  el  uno  como  la  otra  al  último  tercio  de  la  herencia 
^e  libre  disposición,  ya  porque  las  hijas  herederas  no  eran 
habidas  del  cónyuge  sobreviviente,  ya  porque  de  imputar 
la  legítima  usufructaria  del  viudo  al  tercio  destinado  á  me- 
jora se  perjudi':arían  notablemente  los  intereses  de  la  me- 
jorada. 

Contra  este  proyecto  formuló  agravios  el  viudo  Don  A., 
y  no  habiendo  llegado  á  un  acuerdo  en  la  junta  que  al  efecto 
se  celebró,  dedujo  la  demanda  de  este  pleito,  exponiendo, 
en  lo  que  afecta  á  la  cuestión  propuesta,  que  la  herencia  de 
Doña  D.  debía  repartirse  y  adjudicarse  con  arreglo  á  las 
disposiciones  del  Cóiigo  civil;  que,  según  su  artículo  SSy, 
jio  habiendo  J.ejado  la  testadora  ascendientes  ni  descen- 
dientes legítimos,  correspondía  al  viudo  la  mitad  de  la  he- 
rencia en  usufructo,  por  cuanto  el  derecho  que  las  herede- 
ras pretendían  tener  á  los  bienes  de  su  madre  no  había  na- 
cido cuando  se  promulgó  el  Código,  determinándose,  por 
tanto,  su  derecho  y  el  del  viudo  por  las  disposiciones  de 
dicho  cuerpo  legal;  que  los  hijos  legitimados  por  concesión 
Real  sólo  tienen  derecho  á  la  tercera  parte  de  la  herencia; 
y  que  era  necesario  reformar  las  operaciones  divisorias  del 
caudal,  asignando  al  viudo  la  mitad  de  la  herencia  en  usu- 
fructo y  limitando  al  tercio  el  haber  de  las  herederas;  y 
como  pagando  á  uno  y  otras  la  legítima  respectiva  en  la 
cuantía  indicada  no  bastaba  el  remanente  para  pagar  la 
mejora  y  los  legados,  se  debía  distribuir  proporcional- 
mente  entre  la  mejorada  y  los  legatarios. 

Impugnada  la  demanda  por  los  albaceas  y  dictada  sen- 
tencia por  la  Audiencia  de  acuerdo  con  la  pretensión  del 
demandante,  interpusieron  aquéllos  recurso  de  casación, 
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citando  como  infringidos:  en  el  primer  motivo,  las  Le- 
yes 4.*  y  9.*  del  Título  1 5,  Partida  cuarta,  en  cuanto  la  sen- 
tencia consideraba  á  las  herederas  Doña  J.  y  Doña  G.  como 
hijas  simplemente  naturales  de  la  testadora  Doña  D.  y  les 
negaba  el  derecho  á  los  dos  tercios  de  la  herencia;  el  ar- 
tículo 808  del  Código  civil  que  asigna  como  legítima  á  los 
hijos  legítimos  dichos  dos  tercios;  la  regla  i,^  de  las  dispo- 
siciones transitorias  conforme  á  la  que,  se  regirán  por  la 
legislación  anterior  al  Código  los  derechos  nacidos,  según 
ella,  de  hechos  realizados  bajo  su  régimen,  aunque  el  Có- 
digo los  regule  de  otro  modo  ó  no  los  reconozca;  y  la  re- 
gla 4.^,  que  previene  que  las  acciones  y  derechos  nacidos  y 
no  ejercitados  antes  de  regir  el  Código  subsistirán  con  la 
extensión  y  en  los  términos  que  les  reconociera  la  legisla- 
ción precedente;  porque,  con  arreglo  á  las  Leyes  de  Partida 
citadas,  al  ser  legitimadas  Doña  J.  y  Doña  G.  en  1884  en  la 
forma  en  que  lo  fueron,  habían  adquirido  la  condicióade 
legítimas  y  la  capacidad  jurídica  necesaria  que  debían  os- 
tentar en  su  día  en  la  sucesión  hereditaria  de  su  madre,  y 
si  no  podían  discutir  la  cuantía  de  sus  derechos  heredita- 
rios hasta  que  su  madre  falleciera,  tenían  adquirida  de  an- 
temano la  condición  de  hijas  legítimas  y  el  derecho  á  here- 
darla como  tales  hijas  legítimas,  siempre  que  no  concurrie- 
ran con  hijos  legítimos  á  la  sucesión;  capacidad  y  estado 
jurídico  de  que  no  habían  sido  despojadas  por  el  Código 
civil,  que  establece  el  principio  de  la  no  retroactiyidad,  y 
que  confirmaban  las  disposiciones  transitorias  que  citaban 
como  infringidas;  y  en  el  motivo  segundo,  el  artículo  884  del 
Código,  por  falta  de  aplicación,  y  el  887  por  aplicación  in- 
debida, por  cuanto,  siendo  dos  los  descendientes  de  Doña  D., 
y  habiendo  sido  uno  mejorado  en  el  tercio,  la  cuota  legiti- 
maria que  á  cada  uno  correspondía  era  una  sexta  parte  de  la 
herencia,  y,  por  consecuencia,  otra  sexta  parte  en  usufructo 
correspondía  al  viudo  con  arreglo  al  primero  de  los  artícu- 
los citados,  y  no  la  mitad  de  la  herencia  como,  con  perjuicio 
de  las  herederas,  le  adjudicaba  la  sentencia  recurrida. 
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El  Tribunal  Supremo  casó  la  sentencia  por  dichos  dos 
motivos 

Considerando,  en  cuanto  á  los  dos  primeros  motivos* 
del  recurso,  que  legitimadas  en  1884  las  hijas  de  Doña  D., 
Doña  J.  y  Doña  G.  por  autorización  6  rescripto  Real,  ad- 
quirieron, según  las  Leyes  4.*  y  9.*,  Título  i5.  Partida 
cuarta,  la  plenitud  de  los  derechos  de  la  legitimación,  y 
entre  ellos  el  de  gozar  en  la  sucesión  de  su  madre,  cuando 
no  concurrieran  con  otros  descendientes  legítimos,  de  los 
mismos  derechos  que  éstos,  cual  si  hubieran  sido  habidas 
de  legítimo  matrimonio,  cuyos  derechos  se  desconocen  en 
la  sentencia  recurrida  al  reputar  á  las  hijas  como  simple- 
mente naturales  para  los  efectos  de  la  sucesión,  confun- 
diendo erróneamente  los  derechos  hereditarios  que  en  rela- 
ción á  la  cuantía  de  la  herencia  nacieron  con  la  muerte  de 
la  testadora,  ocurrida  bajo  el  régimen  legal  establecido  por 
el  Código  civil,  con  la  condición  y  capacidad  jurídicas  que 
en  orden  i  la  familia  y  por  virtud  de  la  legitimación  habían 
adquirido,  en  toda  su  integridad  al  amparo  de  una  legisla- 
ción preexistente. 

Considerando  que  para  el  ejercicio  de  tales  derechos, 
no  obstan  en  el  presente  caso  las  prescripciones  conteni- 
das en  los  artículos  844  y  887  del  expresado  Código  civil, 
según  los  cuales,  los  hijos  legitimados  por  autorización  real 
están  equiparados,  en  cuanto  á  su  legítima,  á  los  hijos  na- 
turales, señalando  al  cónyuge  viudo,  cuando  concurre  con 
ellos  á  la  sucesión,  una  cuota  usufructuaria  de  la  mitad  de 
la  herencia  del  cónyuge  premuerto,  pues,  aparte  de  que  la 
aplicación  de  estas  disposiciones  derogatorias  de  la  antigua 
legislación  respecto  al  derecho  hereditario  de  los  hijos  legi- 
timados implicaría  el  desconocimiento  de  la  condición  y 
capacidad  jurídicas  que  tenían  las  hijas  de  Doña  D.  para 
sucedería  como  si  fueran  habidas  de  legítimo  matrimonio, 
según  lo  dispuesto  en  las  leyes  de  Partida  antes  citadas,  no 
podían  tener  para  este  objeto  virtualidad  y  efecto  retroac- 
tivo, conforme  á  la  regla  general  y  las  i.*  y  4.*  de  las  dis- 
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posiciones  transitorias  del  mencionado  cuerpo  legal,  porque 
el  hecho  generador  del  derecho  que  aquellas  herederas  os- 
tentan se  realizó  con  la  legitimación,  y  su  derecho  á  la  con- 
dición de  hijos  legítimos  arranca  de  la  legislación  prece- 
dente al  Código  novísimo,  y  los  que  éste  declara  por  pri- 
mera vez  á  favor  del  cónyuge  superviviente  en  concurren- 
cia á  la  sucesión  con  los  hijos  naturales,  legitimados  ó  legí- 
timos, sólo  son  estimables  en  cuanto  no  perjudican  otro 
derecho  legítimamente  adquirido  por  leyes  anteriores. 

Considerando  que.  por  tales  fundamentos,  al  declarar 
la  sentencia  recurrida  que  Don  A.  tiene  derecho  como  cón- 
yuge supérstite  al  usufructo  de  la  mitad  de  la  herencia  de  su 
finada  consorte,  cuando  concurre  á  la  sucesión  con  las  hijas 
de  ésta  que  tenían  adquirida  anteriormente  la  capacidad  ju- 
rídica y  la  condición  de  hijas  legítimas,  infringe,  por  aplica- 
ción indebida,  los  artículos  SSy  y  844  del  Código  civil,  y  por 
no  haberlos  aplicado  los  artículos  808,  884  y  889  del  mismo 
cuerpo  legal,  las  reglas  i.^  y  4.**  de  sus  disposiciones  transi- 
torias, y  las  Leyes  4.*  y  9.^,  Título  i5,  de  la  Partida  cuarta. 

Suestión  14.— (concebido  un  hijo  en  adulterio,  por 
ser  casado  el  padre  y  soltera  la  madre,  nació  cuando  ya 
el  padre  era  viudo  y  antes  de  regir  el  Código  civil,  por 
lo  cual,  por  la  Ley  1 1  de  Toro,  tenía  la  condición  de  hijo 
natural,  aunque  por  entonces  no  fué  reconocido. 

Vigente  ya  el  Código  civil,  le  reconocieron  sus  pa- 
dres como  tal  hijo  natural,  y  le  legitimaron  por  subsi- 
guiente matrimonio. 

Esta  legitimación,  efectuada  bajo  el  régimen  de  la 
nueva  legislación,  ¿es  válida  y  eficaz,  dado  que,  según 
el  artículo  1 19  del  Código,  sólo  pueden  ser  legitimados 
los  hijos  de  padres  que  al  tiempo  de  la  concepción  pudie- 
ron casarse  con  dispensa  ó  sin  ella? 
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S#nt«meia  d#  11  de  Abril  d#  1898. 

Don  M.  C.  sostuvo,  siendo  casado,  relaciones  ilícitas  con 
Doña  D.  C,  soltera,  de  las  cuales  nació,  el  dfa  12  de  Mayo 
de  1888,  á  las  doce  de  la  noche,  una  niña;  dando  la  coinci- 
dencia de  que  el  día  anterior,  á  las  cuatro  y  media  de  la  ma- 
ñana, había  quedado  viudo  Don  M.  C.  por  fallecimiento  de 
su  esposa. 

La  niña  fué  inscrita,  y  más  tarde  bautizada,  con  el  nom- 
bre de  R.  y  el  apellido  que  la  puso  el  Juzgado  de  L.,  como 
de  padres  desconocidos;  y  envuelta  en  unas  ropas,  una  de 
días  marcada,  y  acompañando  un  papel  en  el  que  se  expre- 
saba el  día  de  su  nacimiento,  fué  expuesta  en  el  torno  de 
una  Inclusa,  y  más  tarde  pasó  á  una  casa  de  huérfanas  cos^ 
teada  por  la  Diputación  provincial. 

En  7  de  Julio  de  1894  contrajeron  matrimonio  Don  M.  C. 
y  Doña  D.  C.  declarando  en  la  partida  sacramental  que  la 
niña  R.  L.  era"  hija  de  ambos,  á  la  cual  reconocían  y  legiti- 
maban; y  trece  días  después,  ó  sea  el  20  del  citado  Julio, 
otorgó  testamento  oWgrafo  Don  M.  C,  en  el  que  declaró 
nuevamente  que  la  niña  R.  L.  era  hija  suya  y  deE)oña  D.  C, 
instituyendo  á  la  misma  y  á  otra  hija  que  había  tenido  de 
matrimonio  anterior,  llamada  Doña  I.  C.  L.,  herederas  por 
partes  iguales. 

Consignada  en  Agosto  del  mismo  año,  en  el  acta  de  ins- 
cripción de  nacimiento  de  la  niña  R.  L.  la  nota  correspon- 
diente á  su  reconocimiento  y  legitimación,  y  entregada  á  su 
madre,  formuló  demanda  la  coheredera  Doña  I.  C.  L.  soli- 
citando la  nulidad  del  reconocimiento  de  hija  natural  hecho 
á  favor  de  R.  L.;  que  de  reputarse  que  era  hija  de  Don  M.  C. 
se  la  considerase  como  ilegítima,  por  estar  casado  el  padre 
al  tiempo  de  la  concepción;  que,  en  todo  caso,  se  declarase 
que  no  pudo  ser  legitimada;  y,  por  último,  que  se  conside- 
rase nula  la  institución  de  heredera. 

Impugnada  la  demanda  por  la  madre  de  R.  L.,  Doña 
M.  C.,  sosteniendo  la  validez  de  todos  los  actos  y  declara- 
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cienes  hechos  á  favor  de  la  primera,  y  seguido  el  pleito  en 
dos  instancias,  dictó  sentencia  la  Audiencia  de  Burgos,  re- 
vocatoria de  la  del  Juzgado,  declarando  que  la  niña  R.  era 
hija  natural  de  Don  M.  C.  y  de  Doña  D.  C;  que  no  pudo 
ser  legalmente  legitimada;  y  que  era  nula,  en  tal  concepto, 
la  institución  de  heredera  con  dicho  carácter  de  hija  legiti- 
mada. 

Contra  esta  sentencia  interpusieron  ambas  partes  re- 
curso de  casación,  citando  como  infringidos.  Doña  D.  C.  en 
el  suyo,  en  el  primer  motivo,  el  artículo  119  del  Código  ci- 
vil, que  declara  legitimables  á  los  hijos  naturales^  el  120,  que 
dispone  que  la  legitimación  se  verifica  por  matrimonio  de 
los  padres;  y  las  disposiciones  transitorias  i  .*  y  4.*,  que  im- 
piden dar  efecto  retroactivo  á  la  definición  del  párrafo  se- 
gundo del  artículo  1 19,  ya  porque  era  un  derecho  adquirido- 
por  los  padres  desde  12  de  Mayo  de  1888  legitimar  á  su  hija,. 
y  ese  derecho  subsistía  después  del  Códigocon  la  extensión^ 
y  en  los  términos  que  lo  reconocía  la  legislación  anieriorr 
ya  porque,  declarándose  en  la  sentencia  que  la  hija  tiene  la 
condición  de  natural  y  los  derechos  correspondientes  á  tal 
calidad,  resultaba  contradictorio  negarla  ese  carácter  para 
los  efectos  de  la  legitimación,  á  pretexto  del  segundo  pá- 
rrafo del  artículo  1 19  que  la  misma  sentencia  reconocía  ser 
inaplicable  para  calificar  la  filiación;  y  en  el  motivo  segundo, 
varios  preceptos  del  mismo  Código  relativos  á  los  derechos 
hereditarios;  y  Doña  I.  C.  L.  alegó  la  infracción  de  la  Ley 
1 1  de  Toro,  cuyas  condiciones  no  concurrían  en  la  niña 
R.  L.  cuando  se  promulgó  el  Código;  y  las  mismas  reglas 
1.*  y  4.*  de  las  disposiciones  transitorias,  establecidas  para 
aplicar  la  legislación  correspondiente  en  los  casos  que  no 
están  por  el  Código  expresamente  determinados. 

El  Tribunal  Supremo  declaró  haber  lugar  al  recurso  in- 
terpuesto por  Doña  D.  C.  como  madre  de  k  menor  R.  L., 
y  no  haber  lugar  al  deducido  por  Doña  I.  C.  L.,  casando  y 
anulando  la  sentencia  en  cuanto  declaraba  que  la  niña  R.  L. 
nO  había  podido  legalmente  ser  ni  había  sido  legitimada  por 
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c\  subsiguiente  matrimonio  de  sus  padres,  y  en  cuanto  de* 
claraba  nula  y  sin  valor  ni  efecto  la  institución  de  heredera 
hecha  á  su  favor  en  concepto  de  hija  legitimada;  consig- 
nando, al  efecto,  los  siguientes 

Considerando  que  la  Audiencia  de  Burgos  no  ha  come- 
tido ninguna  de  las  infracciones  que  se  le  atribuyen  en  el 
primer  motivo  de  Doña  I.  C.  L.,  porque  la  Ley  1 1  de  Toro, 
al  determinar  las  condiciones  de  los  padres  con  relación  al 
hijo  por  ellos  procreado,  en  nada  absolutamente  se  refiere 
á  la  tramitación  de  un  expediente  de  matrimonio,  que  no 
es  menester  que  se  realice  para  la  calificación  de  sus  hijos, 
sino  á  su  aptitud  para  celebrarlo  y  á  la  existencia  de  impe- 
dimento entre  ellos,  lo  que  es  por  completo  independiente 
del  tiempo  que  fuera  preciso  emplear  si  hubiese  de  ejecu- 
tarse un  acto  que  la  ley  no  requiere,  y  porque,  si  bien  es 
preciso  que  el  hijo  sea  reconocido,  tampoco  depende  de 
la  fecha  de  este  reconocimiento  la  determinación  de  su  con- 
dición, porque  ésta  consiste  esencialmente  en  las  circuns- 
tancias en  que  haya  sido  procreado  ó  en  que  haya  nacido. 

Uonsiderando,  en  cuanto  al  segundo  motivo  de  este 
recurso,  que  en  la  forma  en  que  ha  sido  reconocida  Doña 
R.  L.  del  C.  tampoco  se  han  cometido  las  infracciones  en 
él  alegadas,  porque,  atendido  el  doble  objeto  que  sus  pa- 
dres se  propusieron,  cual  fué,  no  sólo  el  de  reconocerla, 
sino  el  de  legitimarla  con  su  matrimonio,  ajustándose,  en 
su  celebración,  á  las  prescripciones  del  Código,  no  puede 
menos  de  reputarse  como  documento  público  la  partida  sa- 
cramental para  el  efecto  de  hacer  constar  solemnemente  lo 
que  los  padres  consignaron  en  ella,  y  porque,  además,  el 
mismo  I>on  M.  C.  ratificó  el  reconocimiento  en  su  testa- 
mento sin  infracción  del  artículo  182,  puesto  que  en  él  se 
refiere  al  que  antes  habían  hecho  los  dos  cónyuges. 

Considerando  que  la  variedad  habida  en  la  legislación 
de  Castilla  acerca  del  concepto  de  hijos  naturales,  antes  y 
después  de  la  publicación  del  Código  vigente,  no  puede  me- 
nos de  afectar  á  sus  derechos  cuando  éstos  derivan  de  dicho 
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concepto,  sin  que  haya  fundamento  alguno  para  distinguir 
entre  ellos  por  sólo  la  consideración  de  que,  al  definirse 
quiénes  son  hijos  naturales,  no  se  haya  cuidado  la  ley  de 
hacer  referencia  á  los  diferentes  preceptos  legales  que  han 
regulado  aquéllos  bajo  la  base  de  determinado  concepto, 
pues  si  la  razón  de  tales  preceptos  ha  consistido  en  la  cua- 
lidad de  naturales  reconocida  á  los  hijos,  no  es  posible,  sin 
introducir  en  la  legislación  una  discordia  injustificada  y  sin 
contrariar  el  sentido  de  nuestra  jurisprudencia,  admitir  el 
supuesto  de  que  sólo  para  unos  efectos,  y  no  para  los  de- 
más, fundados  eala  misma  base,  hubieran  de  ser  tenidos 
como  naturales  los  hijos  en  quienes  concurriesen  determi- 
nadas condiciones. 

Considerando  que,  si  bien  el  Código  actual,  en  el  pá- 
rrafo segundo  del  articulo  1 19,  restringe  el  concepto  de  los 
hijos  naturales  con  relación  al  de  la  Ley  1 1  de  Toro,  los 
términos  absolutos  del  primer  párrafo  no  autorizan  para 
excluir  de  los  beneficios  de  la  legitimación  á  éstos  y  mucho 
menos  teniendo  en  cuenta  los  preceptos  de  las  reglas  i  / 
y  4.*  de  las  transitorias,  según  las  que,  es  forzoso  recono-* 
cerles  todas  las  consecuencias  civiles  que  se  derivan  de  su 
condición,  entre  las  que  se  encuentra  la  de  su  capacidad  para 
poder  ser  legitimados  por  subsiguiente  matrimonio,  porque, 
establecida  por  la  Ley  ,1.*,  Título  i3  de  la  Partida  cuarta, 
para  los  hijos  que  dicho  cuerpo  legal  reputaba  como  natu- 
rales, la  modificación  que  del  concepto  de  éstos  hizo  la  de 
Toro,  desde  lo  que  dejaron  de  considerarse  como  adulteri- 
nos los  que  nacían  en  momento  en  que  sus  padres  podían 
casarse  sin  dispensación,  aun  cuando  hubiesen  sido  conce 
bidos  en  adulterio,  obliga  racional  y  Icgalmente  á  hacer  á 
éstos  extensivo  el  beneficio  de  la  legitimación,  puesto  que 
para  los  hijos  naturales  se  hallaba  establecida  y  porque  im- 
plicaí  ía  una  notoria  é  injustificada  contradicción  el  mante- 
nimiento de  dos  conceptos  distintos  de  esta  clase  de  hijos. 

Considerando  que,  al  desconocer  la  Audiencia  de  Bur- 
gos la  capacidad  de  Doña  R.  L.  del  C.  para  poder  ser  Icgi- 
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timada  por  el  subsiguiente  matrimonio  de  los  padres  que 
la  engendraron  y  los  efectos  respecto  de  ella  del  matrimo- 
nio que  éstos  realizaron,  ha  cometido  las  infracciones  que 
se  la  atribuyen,  en  el  primer  motivo  de  su  recurso,  y  que, 
procediendo  la  casación  de  la  sentencia  por  dicho  motivo, 
no  hay  necesidad  de  ocuparse  de  las  alegadas  en  el  segundo. 


Guestión  15,  —  La  obligación  de  reservar,  im- 
puesta por  el  artículo  811  del  Código  civil,  derecho  por 
primera  vez  declarado  en  dicho  cuerpo  legal^  ¿tiene 
efecto  respecto  de  las  sucesiones  verificadas  bajo  el  ré- 
gimen de  la  antigua  legislación  de  Castilla? 

Sentencia  de  16  de  Junio  de  1896. 

Doña  Carmen  Ayala  Bosch,  heredera  abintestato  de  su 
madre  Doña  Amelia  Bosch,  falleció  en  i5  de  Junio  de  i886, 
heredando  sus  bienes  su  padre  Don  Eugenio  Ayala,  el  cual 
falleció  igualmente  el  7  de  Noviembre  de  1889,  bajo  testa- 
mento en  que  instituyó  heredera  á  su  hija  Doña  Eugenia, 
habida  en  su  segundo  matrimonio,  y  legó  una  finca  á  su 
hermana  Doña  Ana  Ayala. 

Fallecida  dicha  Doña  Eugenia  Ayala  poco  después,  y 
habiéndola  heredado  abintestato  su  madre  Doña  Patrocinio 
Pons,  segunda  mujer  de  Don  Eugenio  Ayala,  promovió 
Don  Fernando  Bosch  el  presente  pleito  contra  los  poseedo- 
res de  los  bienes  que  fueron  de  Doña  Amelia  Bosch,  con  la 
solicitud  de  que  se  declarase  que  los  bienes  que  Don  Euge- 
nio Ayala  heredó  de  su  hija  Doña  Carmen  y  que  ésta  había 
heredado  de  su  madre  Doña  Amelia  correspondían  á  los  pa- 
rientes que  estuviesen  en  tercer  grado  y  perteneciesen  á  la 
línea  de  donde  procedían  los  bienes,  y  que,  en  su  conse- 
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cuencia,  era  nulo  el  testamento  otorgado  por  Don  Eugenio 
Ayala,  en  cuanto  disponía  de  los  citados  bienes* 

Los  demandados  impugnaron  la  demanda,  fundados. en 
que  Don  Eugenio  Ayala  contrajo  segundas  nupcias  con 
Doña  Patrocinio  Pons  antes  de  la  promulgación  del  Código 
civil,  y  en  que  no  tienen  efecto  retroactivo  las  variaciones 
introducidas  por  éste,  que  perjudiquen  derechos  adquiridos 
según  la  legislación  anterior;  y  sustanciado  el  pleito  en  dos 
instancias,  dictó  sentencia  la  Audiencia  de  Valencia  absol- 
viendo á  los  demandados  y  declarando  que  Don  Eugenio 
Ayala  adquirió  como  libres  de  todo  gravamen  y  resérvalos 
bienes  que  heredó  de  su  hija  Doña  Carmen,  y,  en  tal  con- 
cepto, pudo  disponer  de  ellos  en  el  testamento  cuya  validez 
se  impugnaba. 

Contra  esta  sentencia  interpuso  Don  Fernando  Bosch 
recurso  de  casación,  alegando  la  infracción  del  artículo  8i  i 
del  Código  civil,  que  establece,  en  favor  de  los  parientes 
dentro  del  tercer  grado,  la  reserva  de  bienes  que  el  ascen- 
diente heredare  de  su  descendiente,  y  que  éste,  á  su  vez, 
hubiere  adquirido  por  título  lucrativo  de  otro  ascendiente 
ó  de  un  hermano;  y  la  disposición  i.^  transitoria  de  dicho 
Código,  en  cuyo  párrafo  segundo  se  dispone,  que,  si  en  él 
apareciese  por  primera  vez  declarado  un  derecho,  tendrá 
efecto,  desde  luego,  aunque  el  hecho  que  lo  origine  se  veri- 
ficara bajo  la  legislación  anterior,  siempre  que  no  perju* 
dique  otro  derecho  adquirido  de  igual  origen;  de  cuyo  pre- 
cepto se  deduce  que  la  reserva  de  bienes  establecida  por  el 
Código  en  favor  de  los  parientes  en  tercer  grado  del  primi- 
tivo causante  tiene  lugar  aun  cuando  éste  fallezca  antes  de 
la  publicación  de  dicho  cuerpo  legal. 

El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso 

Considerando  que  la  obligación  impuesta  por  el  ar- 
tículo 8 11  del  Código  civil  al  ascendiente  que  heredase  de 
su  descendiente  bienes  que  éste  hubiese  adquirido  por  título 
lucrativo  de  otro  ascendiente  ó  de  un  hermano,  de  reservar 
los  que  hubiese  adquirido  por  ministerio  de  la  ley  en  favor 
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•de  los  parientes  que  estén  dentro  del  tercer  grado  y  pene  - 
nezcan  á  la  línea  de  donde  los  bienes  proceden,  no  puede 
tener  efecto  respecto  de  las  sucesiones  verificadas  bajo  el 
régimen  de  la  antigua  legislación  de  Castilla,  que  no  reco- 
nocía este  derecho  de  troncalídad  establecido  por  primera 
vez  en  dicho  Código,  pues,  si  bien  el  derecho  nuevamente 
-declarado  por  éste  puede  surtir  efecto  desde  luego  aunque 
el  hecho  que  lo  origine  se  verifique  bajo  la  legislación  ante- 
rior, según  preceptúa  la  regla  i.®  de  las  disposiciones  tran- 
-sitorias,  es  bajo  la  precisa  condición  de  que  no  perjudique  á 
otro  derecho  de  igual  origen,  y  no  cabe  poner  en  duda  que 
-el  derecho  adquirido  y  ya  realizado  por  el  ascendiente  que 
sucedió  por  ministerio  de  la  ley  en  los  bienes  de  su  descen- 
dientCy  sin  limitación  ni  reserva  alguna,  quedaría  de  hecho 
perjudicado  si  se  diese  efecto  retroactivo  á  la  expresada  dis- 
posición legal. 

Considerando  que  Don  Eugenio  Ayala  sucedió  abinies- 
tato  á  su  hija  Doña  Carmen  Ayala  Bosch,  que  falleció  el  día 
1 5  de  Junio  de  1886,  y  adquirió  libremente  los  bienes  que 
hoy  se  reclaman,  de  los  cuales  pudo  disponer  á  su  arbitrio, 
como  dispuso  eri  su  testamento  otorgado  el  día  2  de  No- 
viembre de  1889,  ^"  ^^^  y^  regía  el  nuevo  Código  civil,  sin 
«que  pueda  tener  aplicación  á  este  caso  lo  dispuesto  en  su 
artículo  81 1,  al  que  no  es  dado  conceder  efecto  retroactivo 
■en  favor  de  los  parientes  troncales  de  la  susodicha  Doña 
'Carmen,  cuyo  derecho  nació  al  amparo  de  esta  disposición 
legal,  pero,  que  originado  en  un  hecho  que  se  realizó  bajo 
la  legislación  anterior  de  Castilla,  no  podía  perjudicar  otro 
derecho  adquirido  de  igual  origen,  como  lo  tué  el  Don  Eu- 
genio á  suceder  libremente  en  los  bienes  de  su  difunta  hija; 
y  en  tal  concepto,  no  incurrió  la  Sala  sentenciadora  en  las 
infracciones  legales  que  en  el  recurso  se  citan,  y  antes  bien^ 
se  atemperó  al  espíritu  y  literal  contexto  de  aquellas  dispo  - 
siciones  de  la  ley  al  absolver  de  la  demanda  á  los  demanda- 
dos, que  por  virtud  de  aquel  testamento  y  de  otras  sucesi- 
vas transmisiones  del  dominio  venían  poseyendo  los  bie- 
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nes  legítimamente  adquiridos  por  el  testador  como  libres  de 
toda  reserva. 


8#nt«noia  d#  28  de  Diciembre  de  1898. 

Doña  Isidora  Gutiérrez  estuvo  casada  en  primeras  nup- 
cias con  Don  Matías  León,  de  cuyo  matrimonio  nació  Doña 
Cayetana  León  y  Gutiérrez;  y  en  segundas  nupcias,  con  Don 
Bernardo  Santos,  del  que  tuvo  dos  hijas,  Antonia  y  Ro- 
salía. 

Dicha  Doña  Isidora  falleció  abin  tes  tato  el  año  i86S;  y  en 
1870  murieron,  también  abintestato,  las  dos  hijas  del  se- 
gundo matrimonio.  Doña  Antonia  y  Doña  Rosalía,  here- 
dándolas su  padre  Don  Bernardo  Santos;  el  cual,  á  su  vez, 
contrajo  segundo  matrimonio  con  Doña  Lorenza  Rabanal, 
de  la  que  tuvo  cuatro  hijos,  falleciendo  dicho  Don  Bernardo 
en  Mayo  de  1896. 

Con  estos  antecedentes.  Doña  Cayetana  León  y  Gutié- 
rrez, hija,  como  ya  se  ha  dicho,  del  primer  matrimonio  de 
Doña  Isidora,  demandó  á  la  viuda  é  hijos  de  segundas  nup* 
cias  de  su  padrastro  Don  Bernardo  Sanjtos,  para  que  la  en- 
tregaran los  bienes  que  éste  heredó  de  las  hijas  de  su  pri- 
mer matrimonio,  habidas  con  la  Doña  Isidora,  Antonia  y 
Rosalía,  puesto  que  dichos  bienes  procedían  de  Doña  Isido- 
ra, siendo,  por  tanto,  reservables  con  arreglo  al  artículoSi  i 
del  Código  civil. 

Los  demandados  contestaron  que  las  antiguas  leyes 
que  eran  las  aplicables,  no  imponían  la  obligación  de  reser- 
var bienes  para  los  hijastros,  y  que  el  precepto  del  artícu- 
lo 8  ir  no  era  aplicable,  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  la  re- 
gla 12  de  las  disposiciones  transitorias  del  Código;  y  se- 
guido el  pleito  en  dos  instancias,  dictó  sentencia  la  Audien- 
cia de  Valladolid  absolviendo  á  los  demandados. 

Doña  Cayetana  León  y  Gutiérrez  interpuso  recurso  de 
casación,  citando  como  infringidos  la  doctrina  derivada  del 
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artículo  81  í  del  Código;  el  párrafo  primero  de  las  disposi- 
ciones transitorias,  en  relación  con  la  regla  i/\  en  cuanto 
la  sentencia  dejaba  sin  efecto  un  derecho  declarado  por  pri- 
mera vez  en  el  Código,  impidiendo  que  tuviera  efecto  desde 
luego  por  el  pretexto  de  que  perjudicaba  otro  derecho  ad- 
quirido  de  igual  origen;  y  la  regla  12  de  dichas  disposicio- 
nes, por  aplicación  indebida,  puesto  que  no  se  trataba  de 
derechos  á  la  herencia  del  que  hubiese  fallecido  antes  ó  des- 
pués de  comenzar  á  regir  el  Código,  sino  del  derecho  de 
reserva  de  bienes  troncales,  concepto  jurídico  totalmente 
distinto  del  hereditario. 

El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso 
Considerando  que  si  bien  los  derechos  declarados  por 
primera  vez  en  el  Código  civil  se  rigen  por  sus  disposicio- 
nes, aunque  el  hecho  que  los  origine  se  haya  realizado  bajó- 
la legislación  anterior,  este  precepto,  establecido  en  la  dis- 
posición i.^  de  las  transitorias,  tiene  una  excepción,  reco- 
nocida en  la  misma,  para  el  caso  en  que  el  derecho  nueva- 
mente declarado  perjudique  á  otro  adquirido  al  amparo  de- 
la  legislación  antigua;  y  aplicando  esta  doctrina  al  caso  pre- 
sente, es  indudable  que  Don  Bernardo  Santos  adquirió  los- 
bienes  que  constituían  la  herencia  de  sus  dos  hijas,  Anto- 
nia y  Rosalía,  libres  de  toda  obligación  de  reservarlos,  y  si- 
hoy  á  sus  herederos  se  les  impusiera  la  establecida  en  el  ar- 
tículo 81 1  del  Código,  se  lesionaría  su  derecho  adquirido  ai 
amparo  de  aquélla;  y  al  declarar  la  Sala  sentenciadora  in- 
aplicables al  presente  caso  las  disposiciones  del  Código  ci 
vil,  ha  interpretado  rectamente  la  disposición  i,^  transito- 
ria, siendo  por  ello  improcedente  el  segundo  motivo  de 
casación.  '    ■ 


(Suestión  IC).— ¿Es  aplicable  el  precepto  de  la  dis- 
posición transitoria  i.*  del  Código  civil  á  la  legislación 
que  regula  la  expropiación  forzosa? 
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8#nt«]ioi»  de  31  de  Mayo  de  1892. 

Acordada  por  ia  Diputación  provincial  de  Barcelona  la 
construcción  de  un  edificio  destinado  á  *nstituto  de  segunda 
enseñanza,  promovió  expediente  de  expropiación  forzosa 
de  varios  solares  resultantes  del  derribo  de  las  antiguas 
murallas,  uno  de  los  cuales  había  sido  adquirido  por  Don 
Simón  de  las  Rivas,  habiéndose  otorgado  la  escritura  de 
venta  de  éste  y  los  demás  solares  á  favor  de  la  Diputación 
en  i8  de  Noviembre  de  1870. 

En  sesión  de  23  de  Abril  de  1884  acordó  la  Diputación 
desistir  de  la  construcción  del  edificio,  vender  los  solares 
•expropiados  y  aplicar  su  producto  á  otras  atenciones;  y  en 
tal  estado,  dedujo  Don  Juan  Bautista  Pala,  como  cesiona- 
rio de  Don  Simón  de  las  Rivas,  demanda  contra  la  Diputa- 
ción provincial  de  Barcelona,  pidiendo  que  se  la  condenara 
á  dimitir  en  favor  del  demandante  el  solar  en  cuestión,  pre- 
vio el  abono  del  precio  que  recibió  por  la  eftajenación  for- 
zosa; é  impugnada  la  demanda  por  la  Diputación  y  sustan- 
ciado el  pleito  por  los  demás  trámites  de  dos  instancias, 
fué  resuelto  por  sentencia  de  la  Audiencia  de  dicha  ciudad 
estimando  las  pretensiones  de  la  demanda. 

Contra  esta  sentencia  interpuso  la  Diputación  provin- 
cial recurso  de  casación,  por  estimar  infringidos  el  artícu- 
lo 9.**  de  la  Ley  de  Expropiación  forzosa  de  17  de  Julio  de 
i836  y  el  48  de  la  de  10  de  Enero  de  1879,  en  cuanto  apli- 
ocaba  indebidamente  el  segundo  en  vez  del  primero,  y  la  re- 
gla I."  de  las  disposiciones  transitorias  del  Código  civil,  se- 
gún la  cual  debía  aplicarse  la  Ley  de  Expropiación  forzosa 
-de  1 836,  puesto  que  se  trataba  de  un  derecho  nacido,  según 
«Ha,  cual  era,  la  expropiación  del  solar,  y  no  del  desistí  - 
miento  de  la  Diputación  recurrente  de  construir  sobre  el 
mismo;  desistimiento  que,  aunque  posterior  á  la  ley  de  1879, 
no  podía  ser  causa  originaria  de  ningún  derecho. 

El  Tribunal  Supremo  desestimó  el  recurso 
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Considerando  que,  según  tiene  sentado  este  Tribunal 
Supremo,  la  ley  de  Expropiación  forzosa  rige  natural  y  le- 
galmente  en  los  casos  previstos  por  ella  que  ocurran  des- 
pués de  su  promulgación,  y,  por  lo  tanto,  los  de  desisti- 
miento de  ejecutar  una  obra  que  hubiere  motivado  una 
expropiación  anterior,  de  los  cuales  nace  el  derecho  de  re- 
versión que  establece  el  artículo  48,  aunque  la  expropia- 
ción se  Hubiere  realizado  bajo  el  imperio  de  la  ley  de  i83ó, 
lo  cual  está  conforme  con  la  disposición  1.*  de  las  transi- 
torias para  la  aplicación  del  Código  civil,  en  cuanto  dispone 
que  la  legislación  anterior  regirá  solamente  los  derechos 
nacidos  según  ella  de  hechos  realizados  bajo  su  régimen; 
pero  que  si  ei  derecho  a  pareciese  declarado  por  primera  vez 
en  el  Código,  tendrá  efecto  desde  luego,  aunque  ei  hecho 
que  lo  origine  se  verificara  bajo  la  legislación  anterior, 
siempre  que  no  perjudique  á  otro  derecho  adquirido  de 
igual  origen;  siendo,  por  todo  lo  expuesto,  claro  que  la  sen- 
tencia no  infringe  los  artículos  43  de  la  ley  de  10  de  Enero 
de  1879,  ni  el  9.*^  de  la  de  17  de  Julio  de  i836,  ni  infringi- 
ría la  disposición  transitoria  i.*del  Código  civil,  si  fuese 
aplicable. 


Goestión  17. — Según  la  regla  2/ de  las  disposición 
nes  transitorias  del  Código  civil,  los  actos  y  contratos  ce  • 
lebrados  bajo  el  régimen  de  la  legislación  anterior  y  que 
sean  válidos  con  arreglo  á  ella  surtirán  todos  sus  efectos 
según  la  misma,  produciéndolo,  por  tanto,  entre  oíros, 
las  cláusulas  ad  cautelam,  usadas  en  algunos  testa- 
mentos: 

Prohibidas  estas  cláusulas  por  el  Código  civil,  ¿será 
necesario  hacer  mención  expresa  de  ellas  para  la  revo- 
cación de  los  testamentos  en  tal  forma  otorgados  antes 
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4e  su  promulgación,  ó  bastará  la  fórmula  derogatoria 
general  sin  aquella  formalidad? 

Seutracia  d»  21  d»  Abril  á%  1896. 

Doña  Cesárea  Josefa  Miranda  otorgó  testamento  en  20 
de  Mayo  de  1888  instituyendo  por.su  heredera  á  Doña  Jo- 
sefa García  y  consignando  en  la  cláusula  1 1  que  revocaba  y 
anulaba  cualquier  otro  anterior,  así  como  toda  disposición 
de  última  voluntad  posterior,  á  no  ser  que  contuviera  las 
palabras  «Dios  sea  bendito»,  sin  las  cuales  seria  nula  cual- 
quiera otra  disposición  que  apareciese;  y  en  29  de  Julio  de 
1889  otorgó  otro  testamento  instituyendo  herederas  á  Doña 
Carlota,  Doña  Ana  y  Doña  Concepción  Adame,  estable- 
v:iendo  en  la  cláusula  6."  que  revocaba  y  anulaba  cuantas 
disposiciones  testamentarias  tuviera  hechas  con  anteriori- 
dad, queriendo  que  sólo  valiera  el  testamento  que  á  la  sazón 
hacía. 

Fallecida  la  testadora  el  año  1891,  dedujo  Doña  Josefa 
García  la  demanda  origen  del  recurso  contra  las  hermanas 
Adame,  exponiendo,  después  de  los  antecedentes  consigna- 
dos, que  el  primero  délos  citados  testamentos  no  pudo  ser 
revocado  por  el  segundo,  dada  la  cláusula  ad  cautelam  que 
contenía,  sino  diciendo  la  testadora  que  no  dañasen  al  nuevo 
las  palabras  consignadas  en  el  anterior;  y  que,  según  las  re- 
hilas transitorias  del  Código  civil,  el  citado  primer  testa- 
mento, como  válido  que  era  con  arreglo  á  la  legislación  an- 
tigua, bajo  cuyo  régimen  fué  hecho,  debía  surtir  todos  sus 
efectos;  y  terminó  solicitando  que  se  declarara  nulo  é  inefi- 
caz el  testamento  de  29  de  Julio  de  1889  y  que  se  condenara 
á  las  demandadas  á  entregar  los  bienes  hereditarios. 

Doña  Carlota,  Doña  Ana  y  Doña  Concepción  Adame  im- 
pugnaron la  demanda,  alegando  que,  si  bien  con  arreglo  á 
las  disposiciones  transitorias  del  Código  son  válidos  los  tes  • 
lamentos  permitidos  por  la  antigua  legislación,  la  revóca- 


la 
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<ión  de  ellos  ó  de  alguna  de  sus  cláusulas  debe  ajustarse  al 
nuevo  Código  una  vez  puesto  en  vigor;  que,  según  los  prer 
ceptos  de  éste,  todas  las  disposiciones  testamentarias  son 
esencialmente  revocables;  y  que  en  el  segundo  testamento 
otorgado  por  Doña  Cesárea  se  expresaba  maniñestamente 
«u  voluntad  de  revocar  todos  los  anteriores. 

Dictada  sentencia  por  la  Audiencia  de  Madrid  de  con- 
formidad con  las  pretensiones  de  la  demanda,  interpusieron 
ias  demandadas  recurso  de  casación,  citando  como  infrin- 
gida, en  el  motivo  segundo,  la  regla  2.^  de  las  disposicio- 
nes transitorias  del  Código  civil,  erróneamente  interpre- 
tada y  aplicada,  al  estimar  el  valor  que  da  á  los  actos  ce- 
lebrados bajo  la  legislación  anterior,  y  muy  especialmente 
<:on  respecto  á  las  cláusulas  ad  cautelam  consignadas  en 
testamentos  otorgados  en  dichas  condiciones  y  en  lo  que  se 
refiere  á  la  revocación  ó  modificación  de  dichos  actos;  ha- 
biéndose hecho  también  aplicación  indebida  de  la  Ley  22, 
Título  I  /,  Partida  sexta,  en  cuanto  exige  que  los  testamen- 
tos con  cláusula  ad  cautelam  se  han  de  revocar  señalada- 
mente. 

El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso 

Considerando  que  la  2.^  de  las  disposiciones  transito- 
rias dictadas  para  la  aplicación  del  Código,  después  de  de- 
clarar que  los  actos  y  contratos  celebrados  bajo  el  régimen 
de  la  legislación  anterior,  y  que  sean  válidos  con  arreglo  á 
ella,  surtirán  todos  sus  efectos  según  la  misma,  hace  aplica- 
ción de  esta  doctrina,  entre  otros,  á  las  cláusulas  ad  caute- 
lante usadas  en  algunos  testamentos  antiguos,  y  declara, 
de  modo  que  no  deja  lugar  á  duda,  que  dichas  cláusulas 
producirán  suejecto. 

Considerando  que  el  efecto  peculiar  á  dichas  cláusulas 
consiste,  según  el  precepto  de  la  Ley  22,  Título  i.°,  Par- 
tida sexta,  en  que  el  testamento  que  la  contiene  sólo  puede 
ser  revocado  por  otro  posterior  en  que  se  haga  mención  se- 
ñalada de  ella,  ó  al  menos,  y  según  lo  explicado  por  la  ju- 
risprudencia de  la  disposición  que  la  contiene,  en  términos 
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de  no  dejar  duda  de  que  el  testador  tiene  propósito  deci* 
dido  de  revocar  la  disposición  que  había  otorgado  con  aque- 
lla singularidad. 

Considerando  que,  siendo  esto  así,  no  cabe  interpretar 
la  parte  final  de  dicha  regla  de  la  manera  que  pretende  el 
recurrente,  porque  suponer  que  el  testamento  otorgado  des- 
pués de  regir  el  Código  deroga  el  anterior  con  cláusula  ad 
cauielam  sin  necesidad  de  hacer  mención  señalada  de  la 
misma,  ó  de  significar  el  testador,  por  modo  que  no  deje 
duda,  su  voluntad  de  revocarla,  implicaría  la  contradicción 
más  palmaria  del  principio  que  informa  la  regla  de  que  se 
trata,  y  la  anulación  de  esa  especie  de  cláusulas  que  deter- 
minada y  expresamente  declara  que  producirán  su  efecto. 

Considerando  que  el  testamento  de  29  de  Julio  de  1889, 
si  bien  está  otorgado  con  arreglo  al  nuevo  Código  civil  y 
contiene  la  fórmula  general  derogatoria,  no  hace  la  menor 
mención  de  la  cláusula  ad  cautelam^  estampada  en  el  de  20 
de  Mayo  de  1888,  ni  siquiera  referencia  alguna  especíala 
dicha  disposición  testamentaria  que  autorice  la  suposición 
de  que  la  interesada  tuvo  la  intención  de  revocarlo  debida- 
mente. 

Considerando,  por  tanto,  que,  al  declarar  la  Sala  sen- 
tenciadora válido  y  subsistente  el  testamento  de  20  de  Mayo 
de  1888  y  sin  valor  ni  efecto  el  de  29  de  Julio  del  89,  lejos 
de  infringir  como  se  supone  en  el  motivo  segundo,  se  ajusta 
al  espíritu  y  letra  de  la  disposición  transitoria  tantas  veces 
citada,  debidamente  concordada  con  la  Ley  20,  Título  i.^^ 
Partida  sexta  y  la  jurisprudencia  de  su  razón. 


Goestión  18. -¿Puede  conceptuarse  nacido  xin 
derecho,  á  los  efectos  de  las  disposiciones  transito- 
rias 1.^  y  2."  del  Código  civil,  si  no  se  funda  en  hechos 
realizados  bajo  el  régimen  de  la  legislación  anterior^ 
sino  en  la  eventualidad  de  que  pudieran  realizarse? 
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Sentencia  de  8  de  Ifoviembre  de  1894. 

Doña  Modesta  Saro,  hija  de  Don  Francisco  Saro  y  de 
Doña  Josefa. Rojas,  contrajo  matrimonio  con  Don  Antonio 
Saro  y  Saro,  falleciendo  cinco  años  después  y  dejando  un 
hijo  llamado  José  María;  y  fallecida  también  la  abuela  de 
éste,  Doña  Josefa  Rojas,  bajo  testamento  en  el  que  mejoró 
á  su  otro  hijo  Don  José  Saro  y  Rojas,  celebraron  un  conve- 
nio, el  abuelo  Don  Francisco,  el  Don  José  Saro  y  Don  An- 
tonio Saro  y  Saro,  éste  en  nombre  de  su  menor  hijo  José 
María,  en  el  que  transigieron  las  cuestiones  pendientes,  y 
se  dio  por  satisfecho  el  expresado  menor,  representado  por 
su  padre,  de  cuanto  le  correspondía  de  Ja  herencia  de  su 
abuela  y  de  cuanto  pudiera  corresponderle  en  su  día  de  la 
de  su  abuelo,  mediante  las  2i.5oo  pesetas  que  su  madre 
Doña  Modesta  había  recibido  al  contraer  matrimonio,  y 
otras  55.000  que  en  aquel  acto  le  entregó  su  tío  Don  José. 

Aprobada  judicialmente  la  partición  de  los  bienes  de 
Doña  Josefa  Rojas,  otorgada  escritora  pública  en  r3  de  Fe- 
brero de  1 885  en  que  se  hizo  constar  el  convenio  antes  refe- 
rido y  ocurrido  el  fallecimiento  del  menor  Don  José  María, 
en  el  año  1891  sin  otorgar  disposición  testamentaria,  le  su- 
cedió abintestato  su  padre  Don  Antonio  Saro  y  Saro,  quien 
contrajo  segundo  matrimonio,  teniendo  de  él  sucesión. 

En  tal  estado,  dedujeron  demanda  Don  Francisco  Saro 
y  su  hijo  Don  José  pidiendo  que  se  declararan  comprendi- 
dos en  la  disposición  del  artícul )  81 1  del  Código  civil,  y,  por 
lo  tanto,  reservables  á  favor  del  Don  Francisco,  del  Don 
José  ó  de  ambos,  los  bienes  que  Don  Antonio  Saro  había 
heredado  abintestato  de  su  hijo  Don  José  María  y  que  se  le 
condenara  á  hacer  inventario  de  los  mismos,  á  inscribir  con 
este  carácter  de  reservables  los  inmuebles  y  á  asegurar  con 
hipoteca  los  muebles;  á  cuya  demanda  se  opuso  Don  Anto- 
nio Saro,  alegando  que  por  la  escritura  de  1 3  de  Febrero 
de  1 885  entregó  Don  José  Saro  55.ooo  pesetas  en  compen- 
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sación  al  voluntario  desistimiento  de  los  litigios  pendientes, 
como  complemento  de  legítima  futura  del  abuelo  y  como 
donación  de  la  parte  de  la  mejora  hecha  al  Don  José  por  su 
madre  Doña  Josefa,  concepto  que  no  era  reservable;  que  el 
demandante  Don  Francisco  no  era  pariente  de  la  línea  de 
Doña  Josefa,  de  donde  procedía  parte  de  los  bienes  del  me- 
nor, ni  esta  parte,  por  consiguiente,  era  reservable  para  él 
en  su  dia,  como  tampoco  los  bienes  dados  por  su  hijo  Don 
José;  y  que  ni  el  Código  civil  ni  la  Ley  Hipotecaria  impo- 
nían al  padre  que  heredaba  á  su  hijo  la  obligación  de  hipo- 
tecar en  garantía  ¿e  los  muebles  que  adquiriera,  salvo  el 
caso  taxativo  de  la  reserva  en  favor  de  los  hijos  del  primer 
matrimonio,  caso  que  no  era  el  del  pleito. 

Dictada  sentencia  por  la  Audiencia  de  Oviedo  declarando 
reservable  á  favor  de  Don  Francisco  Saro  todos  los  bienes 
á  que  se  refería  la  demanda,  y  condenando  á  Don  Antonio 
á  todo  lo  demás  que  en  la  misma  se  solicitaba,  interpuso  el 
último,  recurso  de  casación,  citando  como  infringidos,  por 
su  indebida  aplicación,  el  artículo  Sii  del  Código  civil,  en 
cuanto  exige  que  los  bienes  reservables  hayan  sido  adquiri- 
dos á  título  lucrativo  por  el  descendiente  muerto  abintes- 
tato,  carácter  que  no  tenían  los  que  recibió  el  menor  en 
virtud  de  la  escritura  de  i3  de  Febrero  de  i885,  ya  que  ésta 
fué  una  verdadera  transacción  en  la  cual  entraron,  no  sólo 
los  dtrechos  hereditarios  del  menor,  sino  los  desembolsos, 
sacrificios  y  garantías  personales  del  recurrente  para  que  su 
hijo  pudiera  disfrutar  las  cantidades  que  recibió;  y  citó,  en 
el  motivo  sexto,  la  infracción  de  las  disposiciones  transito- 
rias i.^  y  2.*  de  dicho  Código,  en  relación  con  el  principio 
de  la  no  retroactividad  de  las  leyes,  en  el  supuesto  de  que 
fuera  aplicable  el  artículo  8ii  antes  citado,  porque  se  apli- 
caba su  precepto  á  derechos  nacidos  y  contratos  celebrados 
bajo  el  régimen  de  la  legislación  vigente  de  i885,  fecha  de  la 
escritura  de  transacción,  con  la  cual  quiso  el  recurrente  ase- 
gurar los  derechos  más  ó  menos  eventuales  que  para  el  pre- 
sente y  para  el  porvenir  le  prometían  las  leyes  respecto  de 
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los  bienes  de  su  hijo,  tal  y  como  éstos  resultaban  por  efecto 
de  dicho  convenio. 

El  Tribunal  Supremo  desestimó  estos  motivos  de  casa- 
ción 

Considerando  que  es  indiscutible  la  aplicación  que  al 
caso  del  actual  pleito  tiene  la  disposición  del  artfóulo  8ii 
del  Código,  porque  la  fecha  de  la  defunción  del  menor  Don 
José  María  Saro  y  Saro,  acaecida  en  el  año  1891,  es  deter- 
minante de  todos  los  derechos  que  á  su  herencia  ostenta 
hoy  su  padre  Don  Antonio  Saro,  condicionados  consiguien- 
temente por  los  preceptos  de  dicho  Código,  que  viene  ri- 
giendo desde  Mayo  de  1889. 

Considerando  que  la  mera  eventualidad  de  que  Don 
Antonio  Saro  pudiese  llegar  á  heredar  á  su  hijo,  si  éste 
premorfa,  en  los  bienes  que  se  le  adjudicaron  por  razón  de 
legitima,  según  lo  pactado  en  la  mencionada  escritura  de  i3 
de  Febrero  de  i885,  no  constituye  derecho  alguno  que 
pueda  ser  invocado  para  los  efectos  de  las  disposiciones 
transitorias  i.'^y  2.*  del  Código,  al  sobrevenir  semejante 
accidente,  pues  para  que  el  derecho  se  conceptúe  nacido  ha 
de  fundarse  en  hechos  realizados  bajo  el  régimen  de  la  le- 
gislación anterior,  y  la  esperanza  de  que  puedan  realizarse 
no  equivale  al  hecho  realizado,  ni  el  contrato  de  i885,  según 
lo  antes  expuesto,  versa  sobre  otros  derechos  que  sobre  los 
del  menor,  por  cuya  razón  es  notoriamente  improcedente 
el  motivo  sexto  del  recurso. 


Guestión  19.— Según  las  reglas  i.*  y  2/ de  las 
disposiciones  transitorias  del  Código  civil,  se  regirán  por 
la  legislación  anterior  los  derechos  nacidos  de  hechos 
realizados  bajo  su  régimen,  y  surtirán  todos  sus  efectos, 
según  la  misma,  los  actos  y  contratos  que  con  arreglo  á 
ella  tengan  validez. 


Digitized  by  CjOOQ IC 


420  DISPOSICIONES   TRANSITORIAS 

Esto  sentado,  ¿puede  darse  efecto  retroactivo  á  la 
Ley  Hipotecaria  en  beneficio  de  los  terceros  que  adqui- 
rieron la  propiedad  al  amparo  de  sus  preceptos,  sí  su  de- 
recho afecta  y  destruye  otro  derecho  adquirido  con  an- 
terioridad á  la  publicación  del  Código,  pero  no  inscrita 
en  el  PÍegistro  de  la  Propiedad? 


Sentencia  de  28  de  Jnnio  de  1897. 

Don  Felipe  San  Román,  como  administrador  del  Duque 
de  Osuna,  Conde  de  Benavenie,  acudió  en  4  de  Noviembre 
de  1837  al  Juzgado  de  Puebla  de  Sanabria  exponiendo  que, 
en  virtud  de  lo  dispuesto  en  la  Ley  de  26  de  Agosto  de  aquel 
año,  aclaratoria  de  las  de  181 1  y  1828,  presentaba  los  testi- 
monios de  los  títulos  originales  para  que  los  señoríos  que 
poseía  sobre  aquella  villa  y  otros  pueblos  que  citó,  se  consi- 
derasen en  la  clase  de  propiedad  particular  y  pudiera  con- 
tinuar cobrando  las  pensiones  correspondientes;  para  cuya 
justificación  presentó,  además,  testimonio  de  un  apeo  y  una 
Real  provisión  del  suprimido  Consejo  de  Castilla,  despa- 
chada en  14  de  Julio  de  1779;  en  virtud  de  cuyos  documen- 
tos dictó  el  Juzgado  auto  definitivo  en  18  de  Septiembre 
de  1 838,  por  el  que  declaró  de  la  propiedad  particular  del 
Conde-Duque  de  Bena vente  el  señorío  territorial  y  solariega 
de  los  términos  y  pueblos  á  que  dichos  títulos  se  referían; 
auto  que  se  declaró  consentido  y  del  que  se  mandó  dar  tes- 
timonio al  administrador. 

Con  presentación  de  dicho  testimonio  acudió  el  apode- 
rado del  Conde-Duque  de  Benavenie  al  Registrador  de  la 
Propiedad  de  Puebla  de  Sanabria,  solicitando  la  inscripción 
á  su  favor  del  dominio  pleno  délas  sierras  tituladas  deSos- 
pacio  y  Gamoneda,  enclavadas  en  los  términos  municipales 
de  los  pueblos  á  que  se  refería  la  mencionada  Real  provi- 
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sión;  inscripción  que  pidió  se  hiciera  en  el  libro  correspon- 
diente al  Ayuntamiento  de  Porto  por  tener  este  pueblo  man- 
comunidad de  pastos  en  la  pane  de  Sierra  de  Sospacio,  sitio 
llamado  del  Compromiso,  según  resultaba  del  apeo  antes 
mencionado. 

Seguido  juicio  ejecutivo  contra  la  Duquesa  Viuda  de 
Osuna,  como  legatariá  del  Duque,  por  la  Marquesa  de  Pidal 
y  sus  hijos,  en  reclamación  de  cantidades  procedentes  de 
préstamos,  y  embargadas  las  sierras  de  Sospacio  y  de  Ga- 
moneda,  fueron  adjudicadas  en  parte  de  pago  á  los  ejecu- 
tantes; é  inscritas  á  su  nombre  en  el  Registro  en  25  de  Julio 
de  1887,  dedujeron  en  4  de  Junio  de  1894  la  demanda  de  este 
pleito,  en  la  que,  ejercitando  la  acción  negatoria  de  servi- 
dumbre, expusieron  que  las  referidas  sierras  de  Sospacio  y 
Gamoneda  eran  propiedad  de  la  casa  de  Osuna,  con  sus  pas- 
tos desde  principios  del  siglo  xv;  que  los  pueblos  demanda- 
dos y  sus  vecinos  no  tenían  derecho  alguno  á  aprovechar 
para  sus  ganados  los  pastos  de  las  fincas  objeto  del  pleito, 
no  teniendo,  sin  embargo,  por  qué  negar  que  en  la  certifi- 
cación del  Registro  se  indicaba  que  en  el  sitio  denominado 
del  Compromiso  tenían  los  ganaderos  de  Porto  mancomu- 
nidad de  pastos  con  los  del  Duque;  que,  no  obstante  esto, 
los  pueblos  demandados  metían  sus  rebaños  en  los  montes 
referidos,  causando  con  ello  á  los  actores  graves  perjuicios; 
y  citando  como  fundamentos  de  derecho,  entre  otras  dispo- 
siciones legales,  los  artículos  21  y  23  de  la  Ley  Hipotecaria, 
terminaron  suplicando  que  se  condenara  á  los  pueblos  de 
Requcjo  y  otros  que  citaron,  á  que  pasaran  por  la  declara- 
ción de  que  no  tienen  derecho  alguno  á  los  pastos  de  las  sie- 
rras de  Sospacio  y  Gamoneda,  salvo  el  que  correspondiera 
al  de  Porto  en  el  sitio  del  Compromiso. 

Impugnada  la  demanda  por  varios  fundamentos  que  no 
afectan  á  la  cuestión  propuesta  y  dictada  sentencia  por  la 
Audiencia  de  Valladolid  de  conformidad  con  lo  solicitado 
en  la  misma,  interpusieron  los  Ayuntamientos  demanda- 
dos recurso  de  casación^  citando  como  infringidos,  en  los 
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motivos  séptimo,  octavo  y  noveno,  el  artículo  33  de  la  Ley 
Hipotecaria,  según  el  cual,  la  inscfipción  no  convalida  los 
actos  ó  contratos  que  sean  nulos  con  arreglo  á  las  leyes; 
porque  habiendo  los  recurrentes  transmitido  su  dominio 
en  las  sierras  referidas,  gravado  con   la  servidumbre  de 
pastos,  no  pudo  la  casa  de  Osuna  transmitir  su  dominio* 
pleno  á  los  demandantes;  los   artículos   35,  397,  402  y  403 
de  la  misma  ley,  juntamente  con  las  leyes  de  Partida  rela- 
tivas á  la  posesión,  porque  inmemorialmente  la  tenían  los 
recurrentes  en  los  pastos  de  la  sierra  de  Sospacio  y  Gamo- 
neda;  en  el  motivo  décimo,  la  Ley  i5,  Título  14,  de  la  Partida 
tercera,  que  establece  «que  si  sobre  asunto  que  fuera  fechO" 
en  algún  temporal  que  se  juzgaban  por  el  Fuero  viejo  fuese 
hecha  demanda  en  juicio  en  tiempo  de  otro  Fuero  nuevo 
que  era  contrario  del  primero,  que  sobre  tal  razón  como 
ésta  debía  ser  probado  é  librado  el  pleito  por  el  Fuero  viejo 
é  non  por  el  nuevo>^;  el  artículo  tercero  del  Código  civil, 
según  el  cual,  las  leyes  no  tienen  efecto  retroactivo  si  no 
dispusiesen  lo  contrario;  y  las  reglas  i.*  y  2."  de  sus  dis- 
posiciones transitorias,  donde  se  consigna  el  principio  de 
que  las  leyes  rigen  sólo  para  lo  futuro  en  admitir  la  retroac- 
tivídad  de  sus  efectos,  respetando  siempre  los  hechos  con- 
sumados y  los  derechos  adquiridos;  puesto  que  la  senten- 
cia resolvía  exclusivamente  por  la  Ley  Hipotecaria,  dán- 
dola efecto  retroactivo,  acerca  de  hechos  cuyos  anteceden- 
tes remontaban  algunos  siglos  antes  de  la  publicación  del 
Código  civil;  y  en  el  motivo  undécimo,  el  artículo  10  de  la 
Constitución  y  el  ?49  del  Código,  al  negar  la  sentencia  á 
los  recurrentes,  sin  causa  justificada,  su  indiscutible  pro- 
piedad y  atribuirla  indebidamente  á  los  demandantes. 
El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso 
Considerando  que  tampoco  infringe  la  sentencia  los 
artículos  de  la  Ley  Hipotecaria  y  demás  disposiciones  le- 
gales que  se  citan  en  los  motivos  séptimo,  octavo  y  no- 
veno del  recurso,  pues  si  bien  el  artículo  33  de  aquella  ley 
establece  que  la  inscripción  no  convalida  los  actos  ó  con- 
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tratos  que  sean  nulos  con  arreglo  á  las  leyes,  los  que  se 
ejecuten  ú  otorguen,  según  dispone  el  artículo  34,  por  per- 
sona que  en  el  Registro  aparezca  con  derecho  para  ello, 
una  vez  inscrito,  no  se  invalidarán  en  cuanto  á  los  que  con 
ella  hubiesen  contratado  por  título  oneroso,  aunque  des- 
pués se  anule  ó  resuelva  el  derecho  del  otorgante  en  virtud 
de  título  anterior  no  inscrito  ó  de  causas  que  no  resultan 
claramente  del  Registro,  pues  en  este  caso  se  encuentran 
los  demandantes,  cualesquiera  que  sea  el  derecho  de  los 
pueblos  demandados,  al  disfrute  de  pastos  en  las  fincas 
que  aquéllos  adquirieron  á  título  oneroso  por  persona  que 
aparecía  con  derecho  á  la  transmisión  del  dominio  pleno 
de  ellas;  sin  que  resultara  de  las  propias  inscripciones, 
donde  en  su  caso  debían  constar,  conforme  á  lo  dispuesto 
en  el  artículo  1 3  de  la  Ley  Hipotecaria,  según  se  hizo  cons- 
tar en  la  establecida  á  favor  del  pueblo  de  Porto,  los  gravá- 
menes que  pudieran  afectarles,  ni  fuesen  de  los  actores  co- 
nocidos, como  se  pretende  en  el  motivo  octavo,  ya  que  este 
punto  esencial  de  hecho,  negado  por  la  Sala  sentenciadora, 
que  no  lo  estima  probado,  no  ha  sido  combatido  en  el  re- 
curso de  la  manera  especial  que  exige  el  número  7.*^  del 
artículo  1.692  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

Considerando  que,  resuelta  por  dichas  disposiciones  la 
cuestión  fundamental  del  pleito,  no  han  podido  infringirse 
ni  son  de  aplicación  al  caso  los  preceptos  legales  que  se 
citan  en  los  motivos  décimo  y  undécimo  del  recurso,  por- 
que, transcurrido  y  cerrado  el  período  de  transición  entre 
el  antiguo  y  nuevo  régimen  á  que  se  ha  sujetado  la  propie- 
dad inmueble,  que  tiene  por  principal  objeto  establecer  so- 
bre sólida  garantía  el  crédito  territorial,  no  puede  ponerse 
en  duda  que  aquellas  disposiciones  de  la  Ley  Hipotecaria 
han  de  tener  y  tienen  efecto  retroactivo  en  el  concepto  que 
se  indica  en  el  motivo  décimo,  pues  no  es  posible,  ni  el 
mismo  texto  de  la  ley  consiente,  que  permanezca  inseguro 
el  derecho  de  los  terceros  que  adquirieron  la  propiedad  al 
amparo  de  la  ley  que  la  garantiza,  por  más  que  este  dere- 
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che  pueda  afectar  y  destruir  otros  derechos  reales,  sea  cual- 
quiera SU  antigüedad  y  origen,  que  no  se  consignaron  opor- 
tunamente en  el  Registro. 


Guestión  20« — ¿Han  modificado  las  disposicio- 
nes transitorias  i.*  y  2/  del  Código  civil  el  derecho  del 
heredero  legitimo  para  promover  el  juicio  voluntario 
de  testamentaría? 


Sentencia  de  8  de  Febrero  de  1892. 

Doña  Modesta  Goicouria  y  Cabrera  otorgó  testamento 
en  3o  de  Agosto  de  1872,  en  el  que  declaró  que  había  es- 
tado casada  con  Don  Juan  Menéndez,  de  cuyo  matrimonio 
tenia  tres  hijos,  y  que  había  contraído  segundas  nupcias 
con  Don  Eusebio  da  Guarda,  de  quien  no  tenía  sucesión; 
instituyó  herederos  á  sus  tres  citados  hijos,  legó  á  su  ma- 
rido da  Guarda  el  remanente  del  quinto  de  todos  sus  bie- 
nes, y  declaró  por  la  cláusula  14  que  por  su  único  albacea 
nombraba  á  su  citado  esposo,  autorizándole  para  que  se 
hiciera  cargo  de  sus  bienes,  practicara  la  partición  extra- 
judicialmente  y  entregara  el  caudal  líquido  á  sus  herederos, 
en  cuyos  encargos  procedería  sin  intervención  de  Autori- 
dad alguna,  pues  expresamente  la  prohibía;  y  le  prorrogó 
indefinidamente  el  plazo  del  albaceazgo  por  todo  el  tiempo 
que  pudiera  necesitar.    ^ 

Fallecida  la  testadora  en  i5  de  Mayo  de  1889,  solicita- 
ron sus  hijos  y  herederos  la  promoción  del  juicio  volunta- 
rio de  testamentaría,  alegando  que  había  transcurrido  año 
y  medio  desde  la  muerte  de  Doña  Modesta,  hallándose  apo- 
derado su  viudo  del  caudal,  creyendo  que  había  cumplido 
su  cargo  de  albacea  con  un  simple  borrador  de  extracto 
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del  inventario  y  unos  supuestos  para  la  partición,  todo  ello 
indescifrable  y  sin  fírma  de  nadie. 

Don  Eusebio  da  Guarda  formuló  oposición  invocando 
la  cláusula  14  del  testamento  que  le  confería  el  cargo  de  al- 
bacea  y  el  de  contador  partidor  del  caudal  con  prohibición 
de  toda  intervención  judicial,  y  el  precepto  del  artículo  901 
del  Código  civil  que  da  á  los  albaceas  todas  las  facultades 
que  les  haya  conferido  el  testador  y  que  no  sean  contrarias 
á  las  leyes,  como  no  lo  era  la  de  hacer  la  partición  extraju- 
dicialmente;  y  denegada  por  el  Juzgado  la  pretensión  de  los 
herederos  y  apelada  esta  resolución,  fué  revocada  por  la 
Audiencia  de  la  Coruña,  teniendo  por  promovido  el  juicio 
voluntario  de  testamentaría  de  Doña  Modesta  Goicouria 
solicitado  por  sus  herederos. 

Contra  este  auto  interpuso  Don  Eusebio  da  Guarda  re- 
curso de  casación,  citando  como  infringidos,  en  los  moti- 
vos primero,  cuarto  y  quinto,  los  artículos  i  .o38,  i  .045  y 
1.046  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  la  regla  12  de  las 
disposiciones  transitorias  del  Código,  según  la  que,  la  he- 
rencia de  los  fallecidos  después  de  hallarse  dicho  Código 
en  vigor,  se  repartirá  con  arreglo  al  mismo;  pues,  sin  em- 
bargo de  haber  fallecido  la  testadora  después  de  haber  co- 
menzado á  regir,  ordenaba  el  auto  recurrido  que  se  repar- 
tiera la  herencia  conforme  á  lo  prevenido  en  la  ley  procesal, 
cuyas  disposiciones  en  esta  materia  son  de  carácter  sustan- 
tivo y  sólo  de  una  manera  impropia  están  consignadas  en 
ella;  la  regla  2.*  de  dichas  disposiciones  en  la  que  se  da 
fuerza  y  validez  á  los  actos  y  contratos  celebrados  bajo  el 
régimen  de  la  legislación  antigua;  por  cuanto  el  testamento 
de  Doña  Modesta  era  del  año  1872,  no  obstante  lo  cual,  se 
dejaba  sin  efecto  su  cláusula  14,  que  pudo  establecer  la  tes- 
tadora conforme  al  derecho  entonces  vigente;  y  la  regla  i.* 
de  dichas  disposiciones,  en  cuanto  el  auto  consideraba  como 
derecho  creado  por  la  legislación  anterior  al  Código,  el  que 
se  derivaba  del  hecho  de  existir  entonces  los  hijos  de  la 
finada  y  tener  ipso  fado  la  condición  de  herederos  forzo- 
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SOS,  porque  es  un  principio  elemental  de  derecho  que  la  su- 
cesión no  se  abre  hasta  el  instante  mismo  en  que  muere  el 
testador,  y  hasta  entonces  no  se  sabe  quiénes  son  sus  he- 
rederos forzosos;  por  lo  cual,  nada  importaba  que  los  hijos 
de  Doña  Modesta  vivieran  al  otorgarse  el  testamento  ó  na- 
cieran antes  ó  después  de  la  publicación  del  Código,  por- 
que, de  cualquier  suerte,  ningún  derecho  tenían  entonces  á 
la  sucesión,  ni  lo  tuvieron  hasta  el  fallecimiento  de  su  ma- 
dre, ocurrido  pocos  días  después  de  estar  en  vigor  el'Código 
civil. 

El  Tribunal  Supremo  desestimó  el  recurso 
Considerando  que  el  auto  recurrido  no  infringe,  por 
aplicación  indebida,  como  se  sostiene  en  el  primer  motivo, 
los  artículos  i.o38,  1.045  y  1.046  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  ni  las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo 
que  se  citan  en  relación  con  éstos,  porque  el  primero  deter- 
mina que  esparte  legítima  para  promover  el  juicio  volunta- 
rio de  testamentaría  cualquiera  de  los  herederos  testamen- 
tarios, y  este  carácter  tienen  los  que  promovieron  el  de 
Doña  Modesta  Goicouria;  el  segundo,  ó  sea,  el  1.045,  salva 
el  derecho  de  los  herederos  legítimos,  y  el  1.046  hace  rela- 
ción al  caso  de  haber  establecido  el  testador  reglas  distintas 
á  las  preceptuadas  por  la  misma  ley  para  la  práctica  del  in- 
ventario, avalúo,  liquidación  y  división  de  sus  bienes,  lo 
cual,  en  ningún  modo  afectaría,  aun  prescindiendo  de  que 
sobre  este  particular  nada  dispuso  la  testadora,  al  derecho 
que  tiene  el  heredero  forzoso  de  promover  el  juicio  de  tes- 
tamentaría. 

Considerando  que  la  regla  12  délas  disposiciones  tran- 
sitorias para  la  aplicación  del  nuevo  Código  civil,  invocada 
también  en  el  primer  motivo,  en  nada  ha  cambiado  ni  mó- 
difícado  las  citadas  disposiciones  procesales  y  doctrina  de 
este  Tribunal  Supremo  que  fija  su  recta  inteligencia,  por- 
que éstas  se  refieren  al  modo  y  forma  de  practicar  las  ope- 
raciones particionales,  y  aquélla  al  derecho  que  en  la  parti- 
ción de  la  herencia  testamentaria  ó  abintestato  de  los  falle- 
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cidos  después  de  hallarse  en  vigor  el  nuevo  Código,  tengan ,- 
con  arreglo  á  éste,  los  interesados  en  la  misma. 

Considerando  que  tampoco  son  de  estimar  los  motivos 
cuarto  y  quinto,  porque  el  derecho  legítimo  para  promover 
el  juicio  voluntario  de  testamentaría  no  ha  sido  alterado  ni 
modificado  por  el  nuevo  Código  civil,  y,  por  tanto,  ni  se 
trata  de  un  derecho  regulado  ó  no  reconocido  por  el  expre- 
sado Código,  ni  la  cláusula  14  del  testamento  de  Doña  Mo- 
desta Goicouria  y  Cabrera  tiene  eficacia  por  la  legislación 
antigua  ni  por  la  vigente,  en  cuanto  condiciona  los  derechos 
legitimarios  de  los  herederos  necesarios  de  la  testadora. 


6uesti6n  12.— El  precepto  del  artículo  i .  1 10  del 
Código  civil,  nuevo  en  nuestro  derecho  positivo,  segiin 
el  cual,  el  recibo,  sin  reservas,  del  último  plazo  de  un 
débito  extingue  la  obligación  en  cuanto  á  los  plazos  an- 
•teriores,  ¿puede  aplicarse  á  los  contratos  celebrados 
con  anterioridad  á  la  promulgación  de  dicho  cuerpo- 
legal? 

Sentencia  de  1/'  de  Marzo  de  1899. 

Por  escritura  pública  de  16  de  Abril  de  1886  recibió 
Doña  Dolores  Cálvente  de  Doña  Encarnación  Márquez  la 
cantidad  de  4.  i25  pesetas  en  calidad  de  préstamo,  reintegra- 
ble en  ocho  plazos  anuales  de  5i  5  pesetas  y  céntimos,  y  coa 
la  condición  deque  vencido  cualquiera  de  dichos  plazos  sin 
abonarlo  se  considerarían  vencidos  los  restantes;  y  por  otra 
escritura  de  16  de  Mayo  de  1888  vendió  la  Doña  Dolores  á 
Doña  Encarnación  un  terreno  por  precio  de  1.400  pesetas, 
de  las  que  confesó  la  vendedora  tener  recibidas  900,  estipu- 
lándose que  las  5oo  restantes  las  reservaba  Doña  Encarna- 
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^ión  en  parte  de  pago  del  octavo  y  último  plazo  que  debía 
percibir  por  el  préstamo  antes  mencionado. 

Doña  Encarnación  Márquez  formuló  el  año  1891  de- 
manda ejecutiva  contra  Doña  Dolores  Cálvente  para  la  re- 
clamación del  préstamo;  y  habiendo  recaído  sentencia  de 
remate,  en  rebeldía  de  la  deudora,  fueron  adjudicadas  y 
vendidas  á  la  ejecutante  dos  fincas  embargadas;  y  cinco 
años  después  dedujo  Doña  Dolores  Cálvente  la  demanda  de 
'este  pleito,  pidiendo  que  se  declarase  que  al  entablarse  la 
ejecución  estaba  totalmente  reintegrado  el  préstamo,  y  que 
se  declarase  igualmente  la  nulidad  del  título  en  cuya  virtud 
se  vendieron  á  Doña  Encarnación  Márquez  las  dos  fincas 
de  la  demandante,  condenando  á  aquélla  á  su  restitución;  á 
cuyo  efecto  alegó,  que  en  la  fecha  de  la  demanda  ejecutiva 
tenía  dadas  á  cuenta  del  octavo  y  último  plazo  del  présta- 
mo 5oo  pesetas,  restando  i5  pesetas  y  céntimos,  para  cuyo 
pago  había  entregado  el  fruto  de  caña  de  la  cosecha  de  1890, 
que  importaba  mayor  cantidad. 

Impugnada  la  demanda  y  sustanciado  el  pleito  en  dos 
instancias,  dictó  sentencia  la  Audiencia  de  Granada  decla- 
rando que,  al  deducir  Doña  Encarnación  Márquez  el  juicio 
ejecutivo,  estaba  totalmente  reintegrado  el  préstamo  con- 
traído en  la  escritura  de  16  de  Abril  de  1886,  y  condenán- 
dola á  la  restitución  de  las  dos  fincas  adjudicadas;  contra 
-cuya  sentencia  interpuso  la  Doña  Encarnación  recurso  de 
casación,  citando  como  infringidas  las  disposiciones  transi- 
torias 2."  y  4.*^  del  Código  civil,  según  las  cuales,  los  actos 
y  contratos  celebrados  según  la  legislación  antigua  surten 
todos  sus  efectos  conforme  á  la  misma,  subsistiendo  con  la 
extensión  y  en  los  términos  en  ella  reconocidos  las  acciones 
y  derechos  nacidos  y  no  ejercitados  antes  de  comenzar  el 
Código  á  regir,  puesto  que  la  sentencia  hacía  aplicación  del 
.artículo  1. 1 10,  tratándose  de  contratos  anteriores  á  la  pro- 
mulgación del  Código  civil. 

El  Tribunal  Supremo  casó  y  anuló  la  sentencia 

Considerando  que  la  cuestión  fundamental  del  presente 


Digitized  by  CjOOQ IC 


^  Y  3.'  429 

recurso  es  la  de  si  procede  anular  la  ejecución  despachada  á 
instancia  de  Doña  Encarnación  Márquez  contra  Doña  Dolo- 
res Cálvente  y,  por  consecuencia,  la  venta  judicial  dedos 
ñncas  hipotecadas  ppr  la  segunda  en  garantía  del  préstamo 
de  4. 123  pesetas  que  se  obligó  á  pagar  á  la  primera  en  ocho 
plazos  anuales  de  5i5  pesetas  y  céntimos,  el  cual  supone 
Doña  Dolores  totalmente  extinguido  con  la  escritura  de 
venta  de  cierta  parte  de  las  fincas  hipotecadas,  otorgada  el 
16  de  Mayo  de  1888,  en  que  se  estipuló  la  imputación  de 
5oo  pesetas,  que  del  precio  dejó  de  recibir  Doña  Dolores,  al 
otavo  y  último  plazo  de  la  deuda  antes  expresada. 

Considerando  que  el  precepto  del  artículo  i.i  10  del  Có- 
digo civil,  de  que  el  recibo,  sin  reservas,  del  último  plazo 
de  un  débito  extingue  la  obligación  en  cuanto  á  los  anterio- 
res, como  disposición  nueva  en  nuestro  derecho  positivo, 
no  es  aplicable  á  la  interpretación  de  un  contrato  celebrado- 
en  16  de  Mayo  de  1888;  y  que  al  resolver  por  su  contenido 
la  cuestión  de  este  pleito  se  han  infringido  el  mismo  artículo 
mencionado,  aplicándolo  indebidamente,  y  la  2.^  y  4.*  de  las 
disposiciones  transitorias  de  dicho  Código. 
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Las  acciones  y  los  derechos  nacidos  y  no  ejer- 
citados antes  de  regir  el  Código  subsistirán  con  la 
extensión  y  en  los  términos  que  les  reconociera 
la  legislación  precedente;  pero  sujetándose,  en 
cuanto  á  su  ejercicio,  duración  y  procedimientos 
para  hacerlos  valer,  á  lo  dispuesto  en  el  Código. 
Si  el  ejercicio  del  derecho  ó  de  la  acción  se  hallara 
pendiente  de  procedimientos  oficiales  empezados 
bajo  la  legislación  anterior,  y  éstos  fuesen  diferen- 
tes de  los  establecidos  por  el  Código,  podrán  op- 
tar los  interesados  por  unos  ó  por  otros. 


REGLA  5.' 

Quedan  emancipados  y  fuera  de  la  patria  po- 
testad los  hijos  que  hubiesen  cumplido  veintitrés 
años  al  empezar  á  regir  el  Código;  pero  si  conti- 
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nuaren  viviendo  en  la  casa  y  á  expensas  de  sus 
padres,  podrán  éstos  conservar  el  usufructo,  la 
administración  y  los  demás  derechos  que  estén 
disfrutando  sobre  los  bienes  de  su  peculio  hasta  el 
tiempo  en  que  los  hijos  deberían  salir  de  la  patria 
potestad  según  la  legislación  anterior. 


REGLA  6/ 

El  padre  que  voluntariamente  hubiese  emanci- 
pado á  un  hijo,  reservándose  algún  derecho  sobre 
sus  bienes  adventicios,  podrá  continuar  disfrután- 
dolo hasta  el  tiempo  en  que  el  hijo  debería  salir 
de  la  patria  potestad  con  arreglo  á  la  legislación 
anterior. 

Guestión  !•* — ¿Qué  legislación  es  la  aplicable  al 
pleito  de  reconocimiento  de  un  hijo  natural,  nacido  y 
reconocido  tácitamente  por  el  padre  antes  de  comenzar 
á  regir  el  Código  civil? 

Sentanoia  de  23  de  Septiembre  de  1898. 

Dora  A.  L.,  madre  natural  de  la  niña  M.  de  la  P.,  de- 
dujo demanda  en  3  de  Septiembre  de  189b  contra  Don  J.  P. 
O»  pidiendo  que  se  declarase  á  la  citada  menor  hija  natural 
jde\  demandado,  á  cuyo  efecto,  después  de  referirse  á  las  re- 
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laciones  amorosas  que  ambos  sostuvieron  estando  solteros  y 
al  nacimiento  de  la  niña,  ocurrido  en  29  de  Febrero  de  1884, 
alegó:  que  en  diversas  ocasiones  y  á  varias  personas  hajbía 
manifestado  el  demandado  que  la  niña  era  hija  suya;  que  no 
se  casaba  con  la  madre  por  no  disgustar  á  sus  padres,  y 
cuando  desistió  de  este  propósito,  que  estaba  dispuesto  á 
otorgar  el  reconocimiento  por  escritura  pública,  lo  cual  no 
había  efectuado. 

Don  J.  P.  G.  impugnó  la  demanda  negando  la  certeza 
de  estos  hechos;  y  practic¿^da  prueba  y  sustanciado  el  pleito 
en  dos  instancias,  dictó  sentencia  la  Audiencia  declarando 
á  la  niña  M.  de  la  P.  hija  natural  de  Don  J.  P.  G.  y  de  Doña 
A.  L.  por  haberla  procreado  siendo  ambos  solteros  y  abso- 
lutamente libres  al  tiempo  de  la  concepción  y  del  parto. 

Contra  esta  sentencia  interpuso  el  demandado  recurso 
de  casación,  alegando  la  infracción  del  artículo  i33  del  Có- 
digo civil,  al  declarar  que  no  era  aplicable  el  caso  del  pleito 
por  ser  los  derechos  de  la  demandante  anteriores  á  la  pu- 
blicación de  dicho  cuerpo  legal  y  que,  por  lo  tanto,  su  apli- 
cación vendría  á  vulnerar  lo  preceptuado  en  la  Ley  1 1  de 
Toro,  también  infringida  en  el  concepto  de  que  el  recu- 
rrente no  tuvo  nunca  á  la  menor  M.  de  la  P.  por  su  hija 
natural;  y  la  disposición  transitoria  4.*,  por  cuanto,  precep- 
tuándose en  ella  que  las  acciones  y  derechos  nacidos  y  no 
ejercitados  antes  de  regir  el  Código  subsistirán  en  los  tér- 
minos que  les  reconocía  la  legislación  precedente,  pero  su- 
jetándose, en  cuanto  á  su  ejercicio,  duración  y  procedi- 
miento para  hacerlos  valer,  á  lo  dispuesto  en  el  mismo  Có- 
digo, y  exigiendo  el  artículo  i35  que  conste  en  forma  más  ó 
menos  indubitada  la  mencionada  condición  de  que  el  padre 
tenga  á  la  persona  de  que  se  trate  como  tal  hijo  suyo,  es 
claro  que  se  infringía  dicha  disposición  transitoria  al  no 
aplicar  el  artículo  1 35  respecto  de  las  condiciones  en  que 
debió  ejercitar  su  acción  la  demandante  y  al  procedimiento 
probatorio  á  que  debió  sujetarse  para  demostrar  que  el  re- 
currente la  tenía  por  hija  natural. 
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El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso 

Considerando  que  para  ser  tenido  como  natural  el  hijo 
nacido  de  padres  que  al  tiempo  de  la  concepción  ó  del  parto 
pudieron  casarse  sin  dispensación,  bastaba,  con  arreglo  á 
la  Ley  11  de  Toro  y  á  la  jurisprudencia  nacida  á  su  tenor, 
que  el  padre  lo  reconociera  expresa  ó  tácitamente,  ya  fuera 
de  palabra  ó  por  escrito  el  reconocimiento. 

Considerando  que,  en  contra  de  lo  alegado  por  el  recu- 
rrente, es  lo  cierto  que  dicha  ley  es  aplicable  al  hijo  que  la 
invoque  en  su  favor  por  haber  nacido  su  derecho  bajo  el 
imperio  de  la  misma,  toda  vez  que  la  disposición  4.*^  transi- 
toria del  Código  civil  tan  sólo  da  tuerza  retroactiva  á  las 
disposiciones  del  propio  GSdigo  que  se  refieran  al  modo  de 
ejercitar  los  derechos  preexistentes,  á  su  duración  ó  al  pro- 
cedimiento para  hacerlos  valer,  en  ninguno  de  cuyos  dos 
casos  se  encuentra  lo  dispuesto  en  el  artículo  i35  respecto 
al  reconocimiento  de  la  paternidad  de  los  hijos  naturales, 
por  ser  evidente  que  el  reconocimiento  afecta  á  la  existencia 
misma  del  derecho,  tanto,  como  que  es  el  acto  que  lo  deter- 
mina en  favor  del  hijo  que  por  razón  de  su  nacimiento  tenga 
capacidad  para  ser  reconocido. 

Considerando,  en  consecuencia  de  lo  expuesto,  que  el 
fallo  recurrido  no  comete  ninguna  de  las  infracciones  alega- 
das en  apoyo  del  recurso,  por  cuanto,  estimando,  como  es- 
tima probado,  entre  otros  hechos  de  valor  secundario  para 
la  resolución  del  pleito,  el  hecho  de  haber  reconocido  su 
paternidad  el  recurrente,  siquiera  lo  hiciera  de  palabra  y 
tratándose  de  un  derecho  nacido  con  anterioridad  al  Código 
civil,  ha  podido  y  debido  accederse  á  la  demanda  con  arre- 
glo á  la  citada  Ley  de  Toro. 


6uesti6n  2#*  — ¿Porqué  legislación  debe  regu- 
larse el  procedimiento  para  hacer  valer  la  acción  de  re- 
conocimiento de  un  hijo  ¡legítimo,  no  natural,  nacido 

T.  XI.-28 
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antes  de  la  publicación  del  Código  civil ,  si  se  ejercita 
dicha  acción  después  de  haber  comenzado  el  Código  á 
regir? 

¿Será  aplicable,  en  tal  caso,  el  precepto  del  artícu- 
lo 141  de  dicho  cuerpo  legal? 

Senteneia  de  20  de  Abril  de  1692. 

Doña  R.  P.  y  A.  dedujo  demanda  en  21  de  Agosto 
de  1889  contra  Don  G.  R.  para  que,  como  padre  y  here- 
dero de  Don  A.  G.  M.,  reconociera  á  dos  hijos  de  la  deman- 
dante como  hijos  adulterinos  de  su  difunto  hijo  Don  A.  G.  M. 
y  les  suministrara  alimentos;  presentando  como  documen- 
tos indubitados  del  reconocimiento  del  supuesto  padre  va- 
rias cartas  que  decía  dirigidas  por  éste  á  la  demandante,  de 
las  cuales  se  deducía  que  reconocía  como  hijos  suyos  á  los 
expresados  niños  por  la  conducta  que  con  ellos  y  su  madre 
observaba. 

El  demandado  formuló  artículo  de  incontestación  pi- 
diendo que  se  declarase  inadmisible  la  demanda  por  versar 
sobre  investigación  de  la  paternidad,  y  sosteniendo  que,  se- 
gún la  regla  4/  de  las  disposiciones  transitorias  del  Código 
civil,  era  aplicable  al  caso  del  pleito  el  artículo  141,  con 
arreglo  al  cual,  sólo  podrán  admitirse  las  demandas  enca- 
minadas á  investigar  la  paternidad  de  los  hijos  ilegítimos  en 
quienes  no  concurra  la  condición  legal  de  naturales,  cuando 
aquélla  se  infiera  de  una  sentencia  firme  ó  resulte  de  un  do- 
cumento indubitado  del  padre  ó  de  la  madre  en  que  expre- 
samente reconozca  la  filiación,  circunstancias  que  no  con- 
currían en  este  caso. 

Doña  R.  P.  impugnó  esta  pretensión  incidental  alegando 
que  no  eran  aplicables  las  disposiciones  del  Código  civil  por 
tratarse  de  derechos  nacidos  de  hechos  realizados  bajo  el 
régimen  de  la  legislación  anterior;  y  sustanciado  el  inci- 


Digitized  by  CjOOQ IC 


REGLAS  4.*,  5/  Y  6."  435 

dente  en  dos  instancias  y  denegada  en  ambas  la  admisión 
de  la  demanda,  interpuso  Doña  R.  P.  recurso  de  casación, 
alegando  en  el  primer  motivo  la  infracción  de  los  artícu- 
los 140  y  141  del  Código  civil,  por  estimar  que  al  decir  di- 
chos artículos  que  no  se  admitirá  ninguna  demanda  de  la 
clase  de  la  que  era  origen  del  recurso,  fuera  de  los  casos 
señalados  en  los  números  i.**  y  2."  del  140,  no  prohibe  te- 
nerla por  presentada  y  sustanciarla,  sino  sólo  admitirla  ó 
estimarla  en  la  sentencia  que  recaiga;  y  en  el  motivo  tercero, 
la  de  la  regla  i.*  de  las  disposiciones  transitorias,  toda  vez 
que,  habiendo  fallecido  el  supuesto  padre  en  Septiembre 
de  1888,  era  aplicable  la  legislación  entonces  vigente,  y  no 
el  artículo  141  del  Código,  puesto  que  ya  antes  de  su  publi- 
cación habían  adquirido  sus  hijos  el  derecho  de  demandar 
sin  necesidad  de  acompañar  documentos  indubitados  de 
ninguna  clase. 

El  Tribunal  Supremo  desestimó  el  recurso 
Considerando  que  la  Sala,  al  estimar  el  incidente  de  in- 
contestaclón  á  la  demanda,  no  infringe  los  artículos  140  y 
141  del  Código  civil  citados  en  los  motivos  primero  y  se- 
gundo, ni  la  regla  primera  de  las  transitorias  dictadas  para 
la  aplicación  del  mismo,  que  también  se  invoca  en  el  mo- 
tivo tercero,  porque  el  Tribunal  sentenciador  funda  su  fallo 
en  la  regla  4.*,  toda  vez  que  Doña  R.  P.  no  dedujo  su  acción 
antes  de  regir  el  Código,  quedando  por  ello  sujeta,  en  cuanto 
i  su  ejercicio,  duración  y  procedimiento  para  hacerla  valer, 
á  lo  que  ordena  el  artículo  141,  en  el  cual,  y  como  conse- 
cuencia del  derecho  establecido  por  los  artículos  iSg  y  140, 
se  determina  el  procedimiento,  negando  la  admisión  de  la 
demanda  que  directa  ó  indirectamente  se  dirija  á  investigar 
la  paternidad,  que  es  el  objeto  principal  solicitado  por 
Doña  R.  P. 


6uesti6n  3#^— La  prueba  de  la  paternidad  de  los 
hijos  naturales  nacidos  antes  de  regir  el  Código  civil  y 
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Utilizada  en  pleito  promovido  después  de  su  publica- 
ción, ¿está  subordinada  á  los  artículos  r3i  y  siguiert- 
tes  de  dicho  Código? 


Bentenci»  de  9  de  Julio  de  1896 . 

Doña  A.  O.  tuvo  una  hija  el  7  de  Junio  de  1887,  á  la  que 
se  puso  por  nombre  E.,  y-  un  hijo  el  5  de  Marzo  de  iSSgr 
nombrado  M.  A.,  presentando  en  este  último  año  querella 
criminal  por  estupro  contra  Don  M.  H.,  laque  se  sobreseyó 
á  su  instancia,  haciéndose  constar  su  desistimiento  por  es- 
critura pública. 

En  3 1  de  Enero  de  1894  dedujo  Doña  A.  O.  la  demanda 
objeto  de  este  pleito,  solicitando  que  se  declarase  á  Doa 
M.  H.  padre  natural  de  los  menores  El  y  M.  y  obligado  á 
sostenerlos  y  educarlos;  y  después  de  exponer  los  hechos 
que  á  este  objeto  creyó  convenientes,  alegó,  como  funda- 
mentos legales,  los  artículos  119,  i33  y  otros  del  Código  ci- 
vil; las  leyes  2.*,  Título  14,  y  i.*,  Título  i5,  de  la  Partida 
cuarta;  8.*,  Título  i3.  Partida  sexta,  y  la  Ley  1 1  de  Toro; 

A  esta  demanda  se  opuso  Don  iM.  H.  negando  los  he- 
chos en  que  se  apoyaba,  así  como  la  pretendida  paternidad, 
y  se  fundó  en  la  misma  Ley  de  Toro  invocada  por  la  de- 
mándame, en  la  base  5.*  de  la  Ley  de  11  de  Octubre 
de  1888  y  en  los  artículos   i3i,  í32  y  134  del  Código  civil. 

Seguido  el  pleito  en  dos  instancias  y  dictada  sentencia 
por  la  Audiencia  del  Territorio  estimando  la  demanda,  in- 
terpuso Don  M.  H.  recurso  de  casación,  citando  como  in- 
fringida la  regla  4.^  de  las  disposiciones  transitorias  del  Có- 
digo civil,  según  la  cual,  las  acciones  y  derechos  nacidos  y 
no  ejercitados  antes  de  regir  el  Código,  subsistirán  con  la 
extensión  y  en  los  términos  que  les  reconociera  la  legisla- 
ción anterior,  pero  sujetándose  en  cuanto  á  su  ejercicio, 
duración  y  procedimientos  para  hacerlos  valer  á  lo  d¡s- 
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puesto  en  el  Código;  por  cuanto  la  sentencia  habfa  aplicado 
exclusivamente  la  legislación  anterior  y  la  doctrina  con- 
cordante con  ella,  haciendo  caso  omiso  de  la  base  5/  de  la 
Ley  de  ii  de  Mayo  de  i888  y  de  los  artículos  i3i  y  si- 
guientes del  Código  civil,  cuyos  preceptos  determinan  la 
manera  en  que  ha  de  ejercitarse  y  el  procedimiento  que  ha 
de  seguir  toda  acción  encaminada  á  obtener  el  reconoci- 
miento de  hijos  naturales. 

El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso 
Considerando  que,  debiendo  subsistir  en  su  extensión 
y  en  los  términos  que  les  reconociera  la  legislación  prece- 
dente las  acciones  y  los  derechos  nacidos  antes  de  la  publi- 
cación del  Código,  según  la  regla  4."  de  las  transitorias,  es 
evidente  que  el  derecho  de  los  menores  E.  y  M.  A.  á  ser 
reconocidos  como  hijos  naturales  de  Don  M,  H.  se  halla 
condicionado,  no  por  los  artículos  i3i,  i33  y  i35  del  Códi- 
go, que  en  consonancia  con  la  base  5.**  de  la  Ley  de  11  de 
Mayo  de  i888  se  citan  en  el  primer  motivo  del  recurso, 
sino  por  la  Ley  ii  de  Toro, ósea  la  i.'^, Título  5.*^,  Libro  10 
de  la  Novísima,  porque  la  fecha  del  nacimiento  de  dichos 
menores  es  anterior  á  aquella  en  que  empezó  á  regir  el  ex- 
presado Código. 

Véase,  además,  la  sentencia  de  29  de  Noviembre  de 
iSgg  en  la  Cuestión  2,*^  de  la  regla  i ."  de  las  disposiciones 
transitorias. 


Cuestión  4.''— Legitimado  un  hijo  natural,  con 
anterioridad  á  la  publicación  del  Código  civil,  por  con- 
cesión Real,  que  le  otorgó  la  plenitud  de  los  derechos 
de  la  legitimación,  como  si  fuera  habido  de  legítimo 
matrimonio,  y  abierta  la  sucesión  de  la  madre  con 
arreglo  al  Código  por  haber  fallecido  después  de  su 
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promulgación,  ¿9^^  legislación  será  la  aplicable  para 
determinar  la  legítima  del  hijo  que  concurre  á  la  he- 
rencia con  el  viudo  y  para  fijar  la  cuota  hereditaria  de 
éste? 

Véase  la  sentencia  de  8  de  Noviembre  de  iSgS  en  la 
Cuestión  1 3  de  la  regla  i.*  de  las  disposiciones  transitorias. 

6aesti6n  5#^— Concebido  un  hijo  en  adulterio, 
por  ser  casado  el  padre  y  soltera  la  madre,  y  nacido, 
antes  de  regir  el  Código  civil,  cuando  ya  era  el  padre 
viudo,  con  la  condición,  por  tanto,  de  hijo  natural,  con 
arreglo  á  la  Ley  1 1  de  Toro,  ¿será  válida  y  eficaz  su 
legitimación  por  subsiguiente  matrimonio  después  de 
haber  comenzado  el  Código  á  regir? 

La  sentencia  que  desconoce  la  validez  de  dicha  le* 
gitimación,  ¿infringe  la  4.^  de  las  disposiciones  transi* 
torias  de  este  cuerpo  legal? 

Véase  la  sentencia  de  /  /  de  Abril  de  i8g8  en  la  Cues- 
tión 14  de  la  regla  i.^  de  las  disposiciones  transitorias. 

6aesti6n  6#* — ¿Por  qué  legislación  se  rige  el  re- 
conocimiento de  un  hijo  natural,  nacido  antes  de  la 
promulgación  del  Código  civil,  si  se  pide  en  virtud  def 
derecho  que  por  primera  vez  define  el  Código  en  su  ar- 
ticulo 1 35,  ó  sea,  en  virtud  de  la  posesión  detestado  de 
tal  hijo  natural? 

La  circunstancia  de  haberse  realizado  la  mayor 
parte  de  los  hechos  demostrativos  de  la  posesión  de 
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dicho  estado  antes  de  publicarse  el  Código,  ¿impedirá 
que  tal  derecho  se  ajuste  á  sus  disposiciones  en  cuanto 
á  su  ejercicio,  duración  y  procedimiento  para  hacerlo 
valer? 

Véase  la  sentencia  de  28  de  Junio  de  i8g5  en  la  Cues- 
tión 12  de  la  1.*  regla  de  las  disposiciones  transitorias. 

Gnestión  7." — ¿Por  qué  legislación  se  rigen  los 
derechos  nacidos  del  matrimonio  celebrado  con  ante- 
rioridad á  la  publicación  del  Código  civil? 

Véase  la  sentencia  de  77  de  Abril  de  i8g¡  en  la  Cues- 
tión 10  de  la  1/  regla  de  las  disposiciones  transitorias. 

Guestión  S."^— ¿Infringe  la  disposición  4/  de  las 
transitorias  del  Código  civil  la  sentencia  que  aplica  la 
legislación  antigua  tratándose  de  acciones  nacidas  pero 
no  ejercitadas  antes  de  su  publicación,  si  no  se  cues- 
tionó en  el  pleito  sobre  su  duración  ni  sobre  la  forma 
de  ejercitarlas,  sino  sobre  su  sustantividad? 


8«nt«noia  de  24  de  Febrero  de  1697. 

Don  Fulgencio  Rosique  Ruiz  dedujo  demanda  ante 
Juzgado  de  Cartagena  contra  Don  Miguel  Pons,  en  reclama- 
ción de  3.000  pesetas  que  dijo  deberle  por  suministro  de 
comestibles  y  otros  efectos  que  le  había  facilitado  desde 
Agosto  de  1884  hasta  igual  mes  de  1887,  dando  esto  lugar  á 
que,  liquidadas  sus  cuentas,  suscribiera  Pons  un  pagaré  por 
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aquella  suma  en  lo  de  Noviembre  del  último  de  los  años 
citados;  documento  que,  con  otros»  acompañó  á  la  demanda; 
á  la  cual  contestó  Pons  negando  la  obligación  y  la  certeza 
de  los  hechos  en  que  se  fundaba  y  redarguyendo  de  falso  el 
pagaré,  lo  cual  dio  lugar  á  diferentes  pruebas  acerca  de  su 
legitimidad. 

Sustanciado  el  pleito  en  dos  instancias  y  dictada  senten- 
cia por  la  Audiencia  de  Albacete  declarando  que  el  deman- 
dante no  había  probado  la  legitimidad  del  pagaré  ni  la  exis- 
tencia de  la  obligación,  y  absolviendo,  en  su  consecuencia, 
al  demandado,  interpuso  Don  Fulgencio  Rosique  recurso  de 
casación,  alegando  en  el  motivo  cuarto  la  infracción  de  la 
disposición  4.*^  de  las  transitorias  del  Código  civil,  según  la 
cual,  las  acciones  y  los  derechos  nacidos  y  no  ejercitados 
antes  de  regir  el  Código  subsistirán  con  la  extensión  y  en 
los  términos  que  les  reconociera  la  legislación  precedente, 
pero  sujetándose  en  cuanto  á  su  ejercicio,  duración  y  pro- 
cedimientos para  hacerlos  valer  á  lo  dispuesto  en  el  Código; 
precepto  que  hacía  inaplicable  al  caso  del  pleito  la  legisla- 
ción de  Partida,  que  era  la  que  la  sentencia  invocaba  sus- 
tancialmente. 

El  Tribunal  Supremo  desestimó  el  recurso  por  este 
motivo 

Considerando  que  la  sentencia  se  ajusta  á  la  disposi- 
ción 4.*  de  las  transitorias  del  Código  civil  aplicando  las 
leyes  de  Partida,  puesto  que  «e  refiere  á  acciones  nacidas, 
según  las  afirmaciones  del  actor,  antes  de  regir  el  Código, 
y  que  no  se  ha  cuestionado  sobre  su  duración  ni  sobre  re- 
quisitos de  su  ejercicio,  sino  sobre  su  sustantivjdad. 

Véase,  además,  la  sentencia  de  28  de  Enero  de  j8g8  en 
la  Cuestión  7/  de  la  regla  i  .*  de  las  disposiciones  transito- 
rias. 

La  misma  doctrina  se  consigna  en  la  sentencia  de  i,^  de 
Mayo  de  1894, 
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Gaestión  9*^— ¿A  qué  legislación  debe  ajustarse^ 
en  su  ejercicio,  la  acción  para  retraer  el  dominio  di- 
recto ó  útil  cuya  separación  haya  tenido  lugar  por  vir- 
tud de  un  contrato  de  enfiteusis  anterior  al  Código 
civil? 


Bentenoia  de  30  de  Junio  de  1897. 

Por  escritura  pública  de  5  de  Octubre  de  1893,  Manuel 
García  Castro  y  su  esposa  Isabel  Fernández  vendieron  á  su 
hijo  Andrés  García  Fernández  varias  fincas  sitas  en  el 
lugar  de  Arillo,  haciendo  constar  que  estaban  gravadas  con 
la  pensión  anual  de  64  ferrados  de  trigo,  por  escritura  de 
constitución  de  foro  de  18  de  Enero  de  i856;  cuya  escritura 
de  venta  fué  presentada  en  10  de  Abril  de  1894  é  inscrita  en 
21  del  mismo  mes  y  año  en  el  Registro  de  la  propiedad. 

En  14  de  Marzo  del  siguiente  año  1895  formuló  Don 
Francisco  Fernández  de  la  Pradilla,  como  señor  del  domi- 
nio directo  de  dichas  fincas,  demanda  de  retracto,  consig- 
nando que  se  había  ocultado  maliciosamente  la  venta,  de  la 
que  no  había  tenido  conocimiento  hasta  mucho  tiempo  des- 
pués de  inscrita  en  el  Registro;  á  lo  que  opuso  García  Fer- 
nández, contestando  á  la  demanda,  que  la  venta  fué,  no  sólo 
conocida,  sino  consentida  por  el  actor,  á  quien  se  dio  opor- 
tuna y  previamente  conocimiento  del  nombre  del  compra- 
dor y  del  precio  y  condiciones  de  la  enajenación. 

Practicada  prueba  y  sustanciado  el  pleito  por  los  demás 
trámites  de  dos  instancias,  dictó  sentencia  la  Audiencia  de 
la  Coruña  declarando  no  haber  lugar  al  retracto;  contra 
cuyo  fallo  interpuso  Fernández  de  la  Pradilla  recurso  de 
casación,  citando  como  infringidos,  en  el  motivo  primero, 
varias  leyes  de  Partida,  al  efecto  de  demostrar  el  error  co- 
metido en  la  sentencia  al  calificar  el  contrato  de  18  de  Ene- 
ro de  1 856  de  foro  y  no  de  enfiteusis;  en  el  motivo  segundo, 
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los  artículos  i  .618  y  1 .620  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
indebidamente  aplicados,  puesto  que,  habiendo  nacido  la 
acción  ejercitada  en  la  demanda  de  la  escritura  de  5  de  Oc- 
tubre de  1893,  eran  aplicables  al  caso  los  preceptos  del  Có- 
digo civil;  y  en  el  motivo  tercero,  la  regla  4.*  de  las  dispo- 
siciones transitorias  del  Código,  porque,  aun  en  el  caso  de 
que  la  acción  ejercitada  hubiera  nacido  antes  del  día  en  que 
empezó  á  regir,  debió  sujetarse,  en  cuanto  á  su  ejercicio,  á 
lo  dispuesto  en  dicho  cuerpo  legal. 

El  Tribunal  Supremo  casó  y  anuló  la  sentencia  recurrida 
Considerando  que  la  cuestión  litigiosa  se  reduce  á  saber 
si  la  acción  para  retraer  el  dominio  directo  ó  útil,  cuya  se- 
paración hubiera  tenido  lugar  por  virtud  de  un  contrato  an- 
terior al  Código  civil,  ha  de  sujetarse  en  su  ejercicio  á  las 
reglas  por  el  mismo  establecidas,  ó,  por  el  contrario,  á  lo 
dispuesto  en  la  Ley  de  Enjuiciamiento;  y  siendo  esto  asi,  ha 
podido  el  fallo  recurrido,  sin  cometer  las  infracciones  ale- 
gadas en  el  motivo  primero,  abstenerse  de  calificar  el  con- 
trato de  donde  emana  el  repetido  derecho  de  los  litigantes 
á  los  dominios  directo  y  útil,  porque  la  cuestión  controver- 
tida no  cambia  de  naturaleza,  ya  sea  un  foro,  ya  un  censo 
enfítéutico  lo  que  se  constituyó  en  dicho  contrato. 

Considerando  que  la  regla  transitoria  4.*  del  Código 
civil  da  efecto  retroactivo  á  las  disposiciones  del  mismo  que 
se  refieran  al  ejercicio,  duración  y  procedimientos  para  hacer 
efectivos  los  derechos  y  acciones  nacidos  y  no  ejercitados 
antes  de  empezar  á  regir;  de  donde  se  sigue  que  lo  dispuesto 
sobre  la  duración  del  derecho  de  retracto  y  modo  de  contar 
el  término  para  ejercitarlo  es  aplicable  á  las  enfiteusis,  y 
por  tanto  á  los  foros,  que  en  este  punto  siguen  sus  reglas, 
aunque  se  hubieren  constituido  con  anterioridad  al  Código, 
sin  que  i  ello  se  oponga,  como  en  contrario  se  supone,  la 
regla  de  equiparación  establecida  para  lo  futuro  entre  las 
enfiteusis  y  los  foros  perpetuos  en  el  artículo  1.655,  porque 
ni  por  esta  regla  se  borran  ni  destruyen  las  analogías  pre- 
existentes entre  ambas  instituciones,  según  el  antiguo  dere- 
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cho,  ni  tampoco  se  excluye  la  aplicación  de  disposiciones 
que,  por  referirse  á  la  duración  y  ejercicio  de  las  acciones, 
pueden  tener  efecto  retroactivo,  sin  perjudicar  á  la  esencisr 
del  derecho  preexistente. 

Considerando,  en  virtud  de  lo  expuesto,  que  el  fallo 
recurrido  ha  infringido  la  mencionada  regla  4.*,  y  como 
consecuencia  de  ello,  las  demás  disposiciones  que  se  citan 
en  apoyo  del  recurso,  por  haber  aplicado  indebidamente  las 
disposiciones  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  en  lugar  de 
las  contenidas  en  el  Código. 


Gnestión  lO.— -Incoadas  las  diligencias  preparato- 
rias de  un  juicio  antes  de  empezar  á  regir  el  Código- 
civil,  y  ejercitada  la  acción  por  medio  de  la  correspon- 
diente demanda  después  de  su  promulgación,  ¿tendrá 
el  demandante  el  derecho  de  opción  que  concede  la 
regla  4.*  de  las  disposiciones  transitorias  de  dicha 
cuerpo  legal? 

Sentenoia  de  M  de  ICayo  de  1897. 

Con  fecha  29  de  Marzo  de  1888  fírmó  Don  Juan  Lozano 
un  documento  confesando  haber  recibido  de  Don  José  María 
Fernández  i8.5oo  pesetas,  que  se  obligaba  á  devolverle  en 
el  término  de  seis  meses,  con  el  interés  de  un  9  por  100 
anual,  así  como  también  á  satisfacer  tedas  las  costas,  daños 
y  perjuicios  que  se  irrogaran  al  acreedor  si  el  cobro  de  aque- 
lla suma  y  sus  intereses  diera  lugar  á  reclamación  judicial; 
y  presente  Don  Juan  González  se  constituyó  fiador  de  la 
obligación  hasta  el  completo  pago  del  débito. 

Reconocidas  judicialmente  las  firmas  que  autorizaban 
dicho  documento  por  el  deudor  y  por  el  fiador,  dedujo  Doi> 
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losé  María  Fernández  en  24  de  Febrero  de  1890  demanda 
ejecutiva  contra  el  deudor  principal  Don  Juan  Lozano,  no- 
tificándose, á  su  instancia,  ia  interposición  de  la  misma  al 
ñador  González;  en  cuyo  juicio  recayó  sentencia  de  remate, 
vendiéndose  en  la  vía  de  apremio  varias  fincas  del  ejecutado, 
con  cuyo  importe  se  cubrió  parte  de  las  sumas  reclamadas, 
quedando  pendientes  de  pago  23.727  pesetas  por  capital  é 
intereses  y  6.3i2  por  las  costas  y  gastos  causados  en  la  eje  • 
cución. 

Deducida  otra  demanda  ejecutiva  contra  el  fiador  Gon- 
zález por  las  dos  cantidades  expresadas,  despachada  la  eje- 
cución por  la  primera  y  denegada  por  la  que  se  refería  á  las 
-costas  del  primer  juicio  ejecutivo,  dedujo  demanda  ordinaria 
^1  mencionado  Don  José  María  Fernández  en  10  de  Abril 
de  1893,  pidiendo  que  se  condenara  á  Don  Juan  González, 
<:omo  fiador  de  Lozano,  al  pago  de  las  6.3 12  pesetas  importe 
de  las  costas  de  aquel  juicio;  á  cuya  demanda  se  opuso  el 
González  estableciendo  reconvención  para  que  se  declarase 
que  el  demandante  estaba  obligado  á  devolverle  la  suma  de 
123.727  pesetas  que  había  ya  satisfecho  como  consecuencia 
de  la  ejecución  contra  él  seguida;  á  cuyo  efecto,  alegó  que 
-se  constituyó  fiador  de  Lozano  porque  éste  tenía  sobrados 
bienes  con  que  cubrir  la  obligación  contraída;  que  si  el  de- 
mandante hubiera  exigido  el  pago  al  vencimiento  de  aqué- 
lla, habría  podido  hacerla  efectiva,  pero  dejó  transcurrir  el 
tiempo  dando  lugar  á  que  Lozano  enajenara  parte  de  sut 
bienes  y  á  que  se  realizaran  otros  créditos  posteriores  al  del 
demandante;  y  que  con  todo  ello  había  contribuido  á-la  in- 
solvencia del  deudor. 

Don  José  María  Fernández  impugnó  la  reconvención 
negando  los  hechos  en  la  misma  expuestos;  y  sustanciado 
el  pleito  en  dos  instancias,  dictó  sentencia  la  Audiencia  de 
Cáceres  absolviendo  á  González  de  la  demanda  y  conde- 
nando al  demandante  á  lo  solicitado,  en  parte,  en  la  recon- 
vención. 

Contra  esta  sentencia  interpuso  Fernández  recurso  de 
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casación,  alegando,  en  los  dos  primeros  motivos,  la  infrac- 
ción de  la  regla  transitoria  4.*  del  Código  civil,  según  la* 
cual,  cuando  penden  derechos  de  procedimientos  incoados- 
antes  de  la  publicación  del  Código  civil  y  son  distintos  los 
establecidos  en  dicho  cuerpo  legal,  pueden  optar  los  intere- 
sados por  los  antiguos  ó  por  los  nuevos;  toda  vez  que  la 
sentencia  absolvía  de  la  demanda  porque  no  se  había  hecho 
requerimiento  de  pago  al  fiador  conforme  al  artículo  1.827 
del  Código,  y  condenaba  en  parte  de  la  reconvención  por 
falta  de  citación,  según  el  1.834;  requerimiento  y  citación 
no  exigidos  por  la  legislación  antigua  é  introducidos  por  el 
Código,  que  no  tenía  aplicación  en  este  caso,  pues  las  dili' 
gencias  preparatorias  de  la  ejecución  entablada  contra  el 
deudor  Lozano  fueron  incoadas  en  Diciembre  de  1888  y  el 
recurrente  no  había  hecho  siquiera  indicación  de  optar  por 
el  nuevo  procedimiento;  y  la  infracción,  asimismo,  de  pre- 
ceptos de  la  antigua  legislación,  que  estimaba  aplicables  al 
caso. 

El  Tribunal  Supremo  desestimó  estos  motivos  de  ca- 
sación 

Considerando  que,  aun  cuando  se  encuentren  compren- 
didas en  el  título  y  sección  que  trata  del  juicio  ejecutivo 
aquellas  diligencias  previas  que  la  ley  requiere  para  formu- 
lar la  demanda  ejecutiva,  y  en  tal  sentido  y  para  determina- 
dos fines  forman  parte  integrante  del  mismo  juicio,  sólo 
cuando  aquélla  se  presenta  es  cuando  propiamente  puede 
decirse  que  se  ejercita  la  correspondiente  acción,  y  á  la  fecha 
de  su  presentación  debe,  por  lo  tanto,  atenderse  á  los  efec- 
tos de  lo  dispuesto  en  la  regla  4.*  de  las  transitorias  del  Có- 
digo civil. 

Considerando  que,  según  dicha  regla  4.*,  el  ejercicio  de 
las  acciones  y  derechos  nacidos  y  no  ejercitados  antes  de 
regir  el  Código  han  de  sujetarse  á  lo  dispuesto  en  éste,  por 
cuya  razón,  ejercitada  la  acción  ejecutiva  á  que  se  refiere 
este  recurso  después  de  la  publicación  de  aquél,  no  es  dudoso 
que  es  aplicable  el  mismo  en  lodo  aquello  que  prescribe  so- 
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hre  las  condiciones  que  debe  cumplir  el  acreedor  para  hacer 
•afectiva  la  responsabilidad  de  un  fiador,  una  de  cuyas  con- 
diciones es,  según  el  artículo  1.827,  '^  ^^  4^^  ^I  fiador  sea 
.requerido  para  ^1  pago  sí  ha  de  responder,  no  sólo  de  la 
obligación  principal,  sino  de  todos  sus  accesorios,  incluso 
los  gastos  del  juicio;  no  habiendo  cometido  consiguiente- 
mente la  Audiencia  de  Cáceres  en  este  sentido  ninguna  de 
Jas  infracciones  alegadas  en  los  dos  primeros  motivos. 


6aesti6n  IL — Realizado  un  convenio  de  quita  y 
espera  con  posterioridad  á  la  publicación  del  Código 
civil,  el  derecho  de  abstención  concedido  á  los  acree- 
dores por  sentencia  firme,  de  fecha  también  posterior, 
.^deberá  estimarse  nacido  bajo  el  régimen  de  la  antigua 
legislación,  por  el  hecho  de  ser  los  títulos  anteriores  á 
la  fecha  en  que  el  Código  comenzó  á  regir? 

Véanse  las  sentencias  de  g  de  Abril  y  1 1  de  Mayo  de 
i8g4  en  la  Cuestión  4."  de  la  i.*  regla  de  las  disposicio- 
.nes  transitorias. 

6uesti6n  12.— El  precepto  del  articulo  i.i  10  del 
Código  civil,  nuevo  en  nuestro  derecho  positivo,  según 
el  cual,  el  recibo,  sin  reservas,  del  último  plazo  de  un 
débito  extingue  la  obligación  en  cuanto  á  los  plazos  an- 
teriores, ¿puede  aplicarse  á  los  contratos  celebrados 
con  anterioridad  á  la  promulgación  de  dicho  cuerpo 
legal? 

Véase  la  sentencia  de  /.*  de  Mar\o  de  iSgg  en  la  Cues- 
tión 2(  de  la  regla  2.*^  de  las  disposiciones  transitorias. 
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Los  padres,  las  madres  y  los  abuelos  que  se 
hallen  ejerciendo  la  cúratela  de  sus  descendientes, 
no  podrán  retirar  las  fianzas  que  tengan  constitui- 
das^ ni  ser  obligados  á  constituirlas  si  no  las  hu- 
biesen prestado,  ni  á  completarlas  si  resultasen  in- 
suficientes las  prestadas. 

REGLA  8.* 

Los  tutores  y  curadores  nombrados  bajo  el  ré- 
gimen de  la  legislación  anterior,  y  con  sujeción 
á  ella,  conservarán  su  cargo,  pero  sometiéndose, 
en  cuanto  á  su  ejercicio,  á  las  disposiciones  del 
•Código. 

Esta  regla  es  también  aplicable  á  los  poseedores 
y  á  los  administradores  interinos  de  bienes  ajenos, 
^n  los  casos  en  que  la  ley  los  establece. 
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REGLA  9.* 

Las  tutelas  y  cúratelas  cuya  constitución  defi- 
nitiva esté  pendiente  de  la  resolución  de  los  Tri- 
bunales al  empezar  á  regir  el  Código,  se  consti- 
tuirán con  arreglo  á  la  legislación  anterior,  sin 
perjuicio  de  lo  dispuesto  en  la  regla  que  precede. 


REGLA  10 


Los  Jueces  y  los  Fiscales  municipales  no  proce- 
derán de  oficio  al  nombramiento  de  los  consejos 
de  familia  sino  respecto  á  los  menores  cuya  tutela 
no  estuviese  aún  definitivamente  constituida  al  em- 
pezar á  regir  el  Código.  Cuando  el  tutor  ó  cura- 
dor hubiese  comenzado  ya  á  ejercer  su  cargo,  no 
se  procederá  al  nombramiento  del  consejo  hasta 
que  lo  solicite  alguna  de  las  personas  que  deban 
formar  parte  de  él,  ó  el  mismo  tutor  ó  curador 
existente;  y  entre  tanto  quedará  en  suspenso  el 
nombramiento  del  protutor. 


REGLA   II 


Los  expedientes  de  adopción,  los  de  emancipa- 
ción voluntaria  y  los  de  dispensa  de  ley  pendien- 
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tes  ante  el  Gobierno  ó  los  Tribunales,  seguirán  su 
curso  con  arreglo  á  la  legislación  anterior,  á  me- 
nos que  los  padres  ó  solicitantes  de  la  gracia  de- 
sistan de  seguir  este  procedimiento  y  prefieran  el 
establecido  en  el  Código. 

Guestión  l.*^ — ¿Con  arreglo  á  qué  legislación  de- 
berá constituirse  definitivamente  la  cúratela  de  un  in- 
capacitado, no  constituida  aún  al  promulgarse  el  Có- 
digo civil,  si  el  nombramiento  de  curador  es  anterior  á 
la  publicación  de  dicho  cuerpo  legal? 

8«nt«iioia  d«  12  de  Diciembre  de  1893. 

En  25  de  Septiembre  de  1888,  y  por  sentencia  dictada  por 
la  Audiencia  de  Madrid,  fué  Don  Fabriciano  Morencos  de- 
clarado apto  y  capaz  para  ejercer  la  cúratela  de  su  tío  el  in  - 
capacitado  Don  Matías  Arauz,  confirmando  defínitivamente 
el  nombramiento  provisional  que  tenía  hecho  y  aceptado. 

Aprobadas  judicialmente  las  operaciones  de  testamenta- 
ría de  Doña  Frisca  Arauz,  dirigió  oficio  el  Juez  del  distrito 
del  Centro  al  del  Oeste  de  Madrid,  para  que  manifestara 
quién  era  el  curador  ejemplar  definitivo  del  incapacitado, 
d'eclarado  heredero  de  Doña  Frisca,  á  fin  de  que  se  hiciera 
cargo  de  los  bienes  que  se  le  habían  adjudicado;  y  contes- 
tado el  oficio,  remitió  el  Juez  del  Centro  testimonio  de  la 
adjudicación  ó  hijuela  y  relación  de  dichos  bienes,  manifes- 
tando que  había  acordado  dejarlos  á  su  disposición,  hacién- 
dolo saber  al  depositario  de  los  mismos  Don  Julián  Casildo 
Arribas. 
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Por  auto  de  i.^  de  Julio  de  1890  se  exigió  al  curador  la 
prestación  de  fianza,  y  constituida  hipotecaria,  le  fué  dis- 
cernido el  cargo  en  4  de  Diciembre  de  1891,  mandándose 
por  providencia  de  7  del  mismo  mes  que  se  le  hiciera  en- 
trega por  inventario  de  todos  los  bienes  del  incapacitado,  á 
lo  que  se  negó  el  administrador  judicial  por  estimar  que  no 
tenía  competencia  para  ello  el  Juzgado  y  sí  el  consejo  de 
familia,  á  quien  correspondía  entender  en  todo  lo  concer- 
niente al  ejercicio  de  la  cúratela. 

Denegada  esta  pretensión  y  requerido  hasta  tres  veces 
el  administrador  judicial,  comparecieron  en  aquellas  actua- 
ciones dicho  administrador  Arribas  y  Don  José  Téllez,  éste 
como  Presidente  del  consejo  de  familia  del  incapacitado, 
solicitando  reforma  de  aquellos  proveídos,  los  que  modificó 
el  Juzgado  en  el  sentido  de  que  al  consejo  de  familia  co- 
rrespondía dar  posesión  al  curador  y  hacerle  entrega  de  los 
bienes. 

Contra  este  auto  interpuso  Don  Fabriciano  Morencos 
recurso  de  apelación,  en  el  que  recayó  auto  revocatorio  de 
la  Audiencia,  por  el  que  declaró  que  el  administrador  de 
los  bienes  de  la  herencia  de  Doña  Prisca  Arauz,  Don  Julián 
Casildo  Arribas,  debía  hacer  entrega  de  los  bienes  al  cura- 
dor del  incapacitado  por  inventario  y  bajo  la  fe  del  actuario 
de  primera  instancia. 

Don  José  Téllez,  Presidente  del  consejo  de  familia,  y 
Don  Julián  Casildo  Arribas,  administrador  de  los  bienes 
de  cuya  entrega  se  trataba,  interpusieron  contra  este  auto 
recurso  de  casación,  citando  como  infringidos  varios  artícu- 
los del  Código  civil  y  sus  disposiciones  transitorias  8.*  y  g.^t 
según  las  cuales,  los  tutores  ó  curadores  nombrados  bajo 
el  régimen  de  la  legislación  anterior,  y  con  sujeción  á  ella, 
conservarán  su  cargo,  pero  sometiéndose  en  cuanto  á  su 
ejercicio  á  las  disposiciones  del  Código;  y  las  tutelas  y  cú- 
ratelas cuya  constitución  definitiva  esté  pendiente  de  la  re- 
solución de  los  Tribunales  al  empezar  á  regir  el  Código 
se  constituirán  con  arreglo  á  la  legislación  anterior,  sin  per- 
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juicio  de  lo  dispuesto  en  la  regla  que  precede;  porque  ha- 
biendo sido  nombrado  Morencos  curador  bajo  la  legislación 
anterior  y  quedado  constituida  definitivamente  la  cúratela 
con  el  discernimiento  del  cargo,  su  único  derecho  consistía 
en  conservarlo;  pero  en  todo  lo  demás  referente  á  su  ejerci- 
cio, y,  por  consiguiente,  en  cuanto  á  la  posesión  y  entrega 
de  los  bienes,  quedaba  sujeto  á  las  disposiciones  del  Códi- 
go, ó  sea,  á  la  jurisdicción  y  vigilancia  del  protutor  y  del 
consejo  de  familia. 

El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso 

Considerando  que,  habiendo  sido  nombrado  en  1886 
Don  Fabriciano  Morencos  curador  ejemplar  de  su  tío  el  in- 
capacitado Don  Matías  Arauz,  y  hallándose  pendiente  de 
constituirse  definitivamente  la  cúratela  al  publicarse  el  Có- 
digo civil  vigente,  es  notorio  que  dicha  constitución  ha  de 
verificarse,  según  lo  terminantemente  preceptuado  en  las 
disposiciones  transitorias  8.*  y  9.**  del  Código,  con  arreglo 
i  la  legislación  anterior. 

Considerando  que,  discernido  á  Morencos  el  cargo  de 
curador  con  estricta  sujeción  á  lo  prescrito  en  el  artícu- 
lo 1.868  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  era  y  es  conse- 
cuencia indeclinable,  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  artícu- 
lo 1.870,  ordenar  y  hacer  entrega  de  los  bienes  del  incapa- 
citado al  curador  ejemplar,  puesto  que  tales  actos  de  discer- 
nimiento y  entrega  de  bienes,  comprendidos  en  los  dos 
artículos  citados,  están  directa  y  estrechamente  ligados  entre 
sí,  se  complementa  uno  á  otro,  significan  y  entrañan  la  ver- 
dadera y  efectiva  posesión  del  cargo,  y  son,  en  suma,  los 
que  por  sí,  sin  necesidad  de  ningún  otro  acto,  constituyen 
definitivamente  la  cúratela,  con  arreglo  á  la  legislación  an- 
terior, que  es  lo  que  para  casos  como  el  actual  estatuye  de 
un  modo  absoluto  é  imperativo,  que  no  da  lugar  á  duda,  la 
expresada  disposición  transitoria  9.* 

Considerando  que  en  nada  se  opone  lo  expuesto  á  que 
en  el  ejercicio  de  la  cúratela  se  sujete  Don  Fabriciano  Mo- 
rencos á  las  prescripciones  del  Código  y  transitoria  8.*,  ni 
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tampoco  á  que  ei  consejo  de  familia  pueda  hacer  uso  y  use 
de  las  facultades,  derechos  y  funciones  que  por  aquéllas  se 
le  atribuyen  y  confieren 

Considerando,  en  su  virtud,  que  el  auto  recurrido  de 
3  de  Mayo  último,  al  revocar  el  apelado  de  14  de  Enero  an- 
terior, que  dispuso  que  el  consejo  de  familia  del  incapaci- 
tado Don  Matías  Arauz  pusiera  en  posesión  al  curador  de 
éste,  haciendo  la  entrega  de  bienes,  y  al  declarar  que  el  ad- 
ministrador de  los  bienes  de  la  herencia  de  Doña  Frisca 
Arauz,  Don  Julián  Casildo  Arribas  debe  hacer  inmedíau- 
mente  entrega  de  los  bienes  del  incapacitado  Don  Matíasr 
Arauz  al  curador  ejemplar  de  éste  Don  Fabriciano  Moren- 
eos,  por  inventario  y  bajo  la  fe  del  actuario  de  primera  ins- 
tancia, aplica  con  el  debido  acierto  las  transitorias  8.*  y  9.*, 
se  atiene  estrictamente  á  lo  establecido  en  los  artículos  i  .868- 
y  1 .870  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  no  infringe, 
por  tanto,  ninguna  de  las  disposiciones  legales  citadas  en  el 
recurso. 


Guestión  2/—^  Dado  el  precepto  de  la  regla  8/  de 
las  disposiciones  transitorias  del  Código  civil,  ¿á  quiéo 
debe  rendir  cuentas  el  curador  ejemplar  nombrado  con 
sujeción  á  la  legislación  antigua,  al  ser  sustituido  por 
el  tutor  designado  por  el  consejo  de  familia? 

Sentencia  de  21  de  Junio  de  1899. 

En  el  expediente  de  cúratela  ejemplar  de  Doña  Vicenta 
de  Sistemes  fué  nombrada  curadora  interina  su  hermana 
Doña  Clemencia,  por  no  tener  aquélla  padres,  abuelos,  ni 
hijos  aptos  entonces  para  desempeñar  el  cargo;  pero  llegada 
á  la  mayor  edad  el  hijo  de  la  incapacitada  Don  Miguel  Mon^ 
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clúsy  solicitó  que  se  constituyese  el  consejo  de  familia,  como 
así  se  hizo,  nombrando  tutor  de  la  Doña  Vicenta  á  su  citado 
hijo  Don  Miguel. 

En  17  de  Marzo  de  1897  acudió  al  Juzgado  Doña  Vicenta 
acompañando  las  cuentas  de  su  gestión  hasta  el  día  en  que 
la  sustituyó  el  tutor;  y  comparecido  Don  Miguel  Monclús, 
«xpuso  que  había  examinado  dichas  cuentas  al  efecto  de  dar 
su  informe  al  consejo  de  familia,  que  era  quien  debía  apro- 
barlas ó  acordar  lo  que  fuese  procedente;  y  suplicó  que  para 
la  rendición,  censura  y  aprobación  se  atuviese  la  excuradora 
i  lo  dispuesto  en  los  artículos  279  y  280  del  Código  civil; 
proveyendo  el  Juzgado  como  se  pedía. 

Doña  Vicenta  de  Sistemes  pidió  reposición,  ale^^ando 
que  los  artículos  citados  del  Código  civil  no  eran  aplicables, 
pues  hablan  de  tutor  entrante  y  saliente,  partiendo  del  su- 
puesto de  que  uno  y  otro  hayan  sido  nombrados  por  el  con- 
sejo de  familia;  que  la  exponénte  no  había  sido  tutora,  sino 
curadora  ejemplar,  cargo  distinto  del  que  no  se  ocupa  el 
Código  civil;  y  que  habiendo  sido  nombrada  por  el  Juzga- 
do, y  no  por  el  consejo,  que  no  existía  entonces,  no  podía 
sujetarse  en  la  rendición  de  cuentas  á  lo  dispuesto  por  el 
Código,  sino  que  debía  rendirlas  al  Juzgado  que  la  nombró, 
que  determinó  la  fianza  que  había  de  prestar,  y  único  que 
tenía  autoridad  para  cancelarla. 

El  Juzgado  repuso  la  expresada  providencia  por  auto  en 
que  se  declaró  competente  para  entender  en  lo  relativo  á  la 
rendición  de  cuentas  de  la  cúratela  ejemplar;  y  confirmado 
este  auto  por  la  Audiencia  de  Barcelona,  interpuso  Don  Mi- 
guel Monclús  recurso  de  casación  por  estimar  infringidos 
los  artículos  279  y  280  del  Código  civil  que  confieren  al 
consejo  de  familia  la  facultad  de  examinar  y  censurar  las 
cuentas  de  la  tutela;  y  la  disposición  transitoria  8.*  que  con- 
cede igual  facultad  al  consejo  en  las  tutelas  desempeñadas 
con  sujeción  á  la  legislación  anterior. 

El  Tribunal  ^Supremo  casó  y  anuló  la  sentencia  recu- 
rrida 
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Considerando  que  así  los  tutores  como  los  curadores 
nombrados  bajo  el  régimen  legal  anterior  al  Código  civil, 
han  de  someterse  á  las  disposiciones  del  mismo  para  toda 
cuanto  se  refiere  al  ejercicio  del  cargo;  y  siendo  la  rendición 
de  cuentas  un  acto  relativo  al  desempeño  de  aquél,  es  ma- 
nifiesto que  desde  la  promulgación  del  Código  han  de  ren- 
dirse en  la  forma  por  el  mismo  determinada. 

Considerando,  por  lo  expuesto,  que  al  ser  reemplazada 
Doña  Clemencia  de  Sistemes  en  el  cargo  de  curadora  ejem- 
plar de  su  hermana  Doña  Vicenta  por  el  hijo  de  ésta,  á 
quien  corresponde  la  tutela  de  su  madre,  debe  rendirle 
cuenta  general,  con  sujeción  á  lo  prescrito  en  los  artícu- 
los 279  y  280  del  Código  civil,  cuyos  preceptos,  en  relación 
con  la  8.^  de  sus  disposiciones  transitorias,  infringe  el  fallo 
recurrido  al  estimar  que  las  cuentas  de  la  cúratela  deben 
rendirse  ante  el  Juzgado  que  hizo  el  nombramiento. 


6aesti6n  3.^ — ¿Puede  negarse  personalidad,  des- 
pués de  la  publicación  del  Código  civil,  al  curador  ad 
litera  de  un  menor,  nombrado  con  arreglo  á  la  legis- 
lación  antigua,  bajo  el  fundamento  de  haber  desapare- 
cido la  institución  de  la  cúratela,  si  el  menor  carece  de 
toda  otra  representación? 


Sentencia  de  27  do  Junio  do  1891. 

En  9  de  Abril  de  1887  le  fué  discernido  á  Don  Vicente 
Massó  el  cargo  de  curador  ad  litem  del  menor  Don  Ricarda 
Merladet;  y  en  5  de  Junio  de  1889  dedujo  Don  osé  Gart 
demanda  ejecutiva  contra  dicho  menor,  reclamando  el  pago 
de  3í>.ooo  pesetas;  á  cuya  demanda  se  opuso  el  curador  sos- 
teniendo la  nulidad  del  juicio,  toda  vez  que  debía  haber 
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sido  citado  de  remate  el  curador  ad  bona,  que  era  el  que  te- 
nia la  verdadera  representación  del  menor. 

Impugnada  la  oposición  y  dictada  sentencia  de  remate 
interpuso  el  curador  Massó  recurso  de  casación  por  que- 
brantamiento de  forma,  fundado  en  su  falta  de  personalidad 
para  representar  al  menor,  toda  vez  que  la  institución  de  la 
cúratela  había  desaparecido  desde  la  publicación  del  Código 
civil. 

El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  re- 
curso 

Considerando  que  no  existe  la  falta  de  personalidad 
alegada  por  Don  Vicente  Massó,  curador  ad  litem  del  me- 
nor Don  Ricardo  Merladet,  pues,  si  bien  funda  en  ella  la 
nulidad  del  juicio,  sin  embargo  él  ha  sostenido  en  el  mismo 
los  derechos  del  ejecutado,  con  arreglo  á  las  disposiciones 
entonces  vigentes,  sin  pretender  justificar  que  haya  existido 
cwtdAoT  ad  bonüy  que  implicaría  la  cesación  del  curador 
para  pleitos. 

Considerando  que  la  octava  disposición  transitoria  del 
Código  civil  dispone  que  los  tutores  y  curadores  nombra- 
dos bajo  el  régimen  de  la  legislación  anterior  y  con  sujeción 
áella,  en  cuyo  caso  se  encuentra  el  recurrente,  conservarán 
su  cargo,  sometiéndose  en  cuanto  á  su  ejercicio  á  las  dis- 
posiciones del  Código,  sin  que  el  recurrente  practicase  nin- 
guna gestión  de  aquellas  á  que  daba  lugar  dicho  Código. 

Y  considerando,  por  tanto,  que  no  se  ha  cometido  el 
quebrantamiento  de  forma  á  que  se  refiere  el  número  2.*^ 
del  artículo  i.ógS  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  se 
alega  como  motivo  de  este  recurso. 


6aesti6n  4.*— Las  tutelas  constituidas  después  de 
regir  el  Código  civil,  ¿están  sometidas,  en  cuanto  á  su 
ejercicio,  al  consejo  de  familia,  si  emanan  de  testamen- 
tos otorgados  antes  de  su  promulgación? 
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Véase  la  semencia  de  12  de  Junio  de  ¡8g4  inserta  en  la 
Cuestión  3.*  del  artículo  1.976. 


Guestión  5/— Según  la  disposición  transitoria  8,* 
del  Código  civil,  los  tutores  y  curadores  nombrados 
bajo  el  régimen  de  la  legislación  anterior,  conservarán 
su  cargo,  pero  sometiéndose,  en  cuanto  á  su  ejercicio, 
á  las  disposiciones  del  Código;  y  conforme  á  la  10.*, 
cuando  el  tutor  ó  curador  nombrado  hubiese  comen- 
zado ya  á  ejercer  su  cargo,  no  se  procederá  al  nom- 
bramiento del  consejo  de  familia  hasta  que  lo  solicite 
alguna  de  las  personas  que  deban  formar  parte  de  él  ó 
el  mismo  tutor  ó  curador  existente;  y,  entretanto,  que- 
dará en  suspenso  el  nombramiento  del  protutor. 

¿Existe  incompatibilidad  entre  ambas  disposiciones? 

Dados  sus  preceptos,  ¿podrá  el  tutor  ó  curador  que 
ya  ejercía  su  cargo  al  comenzar  á  regir  el  Código  civil, 
prescindir  del  consejo  de  familia  en  los  casos  en  que  el 
Código  hace  precisa  dicha  intervención? 

Sentencia  de  31  de  Bnero  de  1896. 

Doña  Isidora  Veía,  madre  natural  de  los  menores  Don 
Joaquín,  Doña  Josefa,  Doña  Isabel  y  Don  Adolfo  Vela,  fué 
nombrada,  á  su  instancia,  por  auto  del  Juez  del  distrito  del 
Centro,  de  Madrid,  de  29  de  Enero  de  1887,  totora  y  cura- 
dora de  sus  cuatro  referidos  hijos,  siéndole  discernido  dicho 
cargo  en  3  de  Febrero  siguiente. 

En  dicho  concepto  de  curadora  promovió  en  el  mismo 
Juzgado  Doña  Isidora  Vela  expediente  de  necesidad  y  utili- 
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-dad,  para  tomar  un  préstamo  de  25.ooo  pesetas,  con  hipo- 
teca de  la  participación  que  ios  menores  tenían  en  la  casa 
número  42  de  la  calle  de  las  Infantas,  de  Madrid,  y  que  les 
correspondía  en  virtud  de  cierto  legado;  y  concedida  la  au- 
torización solicitada,  por  auto  de  24  de  Mayo  de  1889,  pre- 
via la  oportuna  información  con  audiencia  del  Ministerio 
fiscal,  se  otorgó  escritura  en  7  de  Marzo  de  1890,  por  la 
cual,  Don  Pascual  Pastor  dio  en  préstamo  á  Doña  Isidora 
*  Vela,  como  tutora  y  curadora  de  sus  hijos  menores,  la  can- 
tidad de  25.000  pesetas,  por  término  de  dos  años  é  interés 
del  6  por  100  anual,  constituyéndose  hipoteca  sobre  la  par- 
ticipación que  en  la  mencionada  casa  tenían  dichos  me- 
nores. 

Fundado  en  esta  escritura  y  en  la  falta  de  pago  de  los 
intereses  pactados,  dedujo  Don  Pascual  Pastor  demanda 
ejecutiva  contra  Doña  Isidora  Vela,  en  el  concepto  expre- 
sado de  tutora  y  curadora  de  sus  hijos;  y  despachada  la  eje- 
cución, y  dictada  en  su  día  sentencia  de  remate,  se  proce- 
dió, en  la  vía  de  apremio,  á  la  subasta  de  la  finca  hipote- 
cada. 

En  5  de  Noviembre  de  1891  se  constituyó  el  consejo  de 
familia  de  los  menores  Don  Joaquín,  Doña  Josefa,  Doña 
Isabel  y  Don  Adolfo  Vela;  y  autorizado  por  el  consejo  el 
protutor  nombrado,  Don  Gumersindo  Rodríguez,  para  pro- 
mover la  demanda  de  nulidad  de  dicho  préstamo  hipoteca- 
rio, dedujo  la  que  fué  origen  de  este  pleito,  solicitando  que 
se  declarasen  nulos  y  sin  ningún  valor  el  préstamo  relacio- 
nado y  la  escritura  de  7  de  Marzo  de  4890,  la  hipoteca  cons- 
tituida en  garantía  del  préstamo  y  la  inscripción  del  referido 
contrato  hecho  en  el  Registro  de  la  propiedad. 

Impugnada  la  demanda  por  Don  Pascual  Pastor,  seguido 
el  pleito  en  dos  instancias  y  dictada  sentencia  confirmatoria 
por  la  Audiencia  de  Madrid  desestimando  las  pretensiones 
del  demandante  Don  Gumersindo  Rodríguez,  interpuso 
éste  recurso  de  casación,  citando  como  infringidos  el  ar- 
ticulo 164  y  el  169,  caso  5.^,  ambos  del  Código  civil,  por  in- 
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debida  aplicación  el  primero  y  por  no  haberse  aplicado  el 
segundo,  puesto  que  el  primero  se  refiere  al  padre  ó  la  ma- 
dre que  en  4os  respectivos  casos  tengan  la  patria  potestad  y 
hayan  de  enajenar  ó  gravar  bienes  de  sus  menores  hijos,  y 
Doña  Isidora  Vela  era  considerada  en  el  expediente  de  nece- 
sidad y  utilidad  que  á  su  instancia  se  promovió,  y  en  la  sen- 
tencia recurrida,  como  tutora  y  curadora  de  sus  hijos  natu- 
rales; y  el  segundo  de  dichos  artículos  preceptúa  que  el 
tutor  ha  de  obtener  autorización  del  consejo  de  familia  para 
enajenar  ó  gravar  bienes  que  constituyan  el  capital  de  los 
menores,  y  Doña  Isidora  Vela,  que  era  tutora  y  curadora  de 
sus  hijos  naturales,  había  gravado  bienes  de  los  menores  sin 
obtener  autorización  del  consejo,  cuya  constitución  no  ins« 
tó,  no  obstante  ser  este  un  derecho  que  expresamente  le 
concedía  la  Ley;  la  regla  8/  de  las  transitorias  del  mismo 
Código,  por  falta  de  aplicación,  que  obliga  á  los  tutores  y 
curadores  nombrados  bajo  el  régimen  de  la  legislación  an- 
terior, á  sujetarse  en  el  ejercicio  de  sus  cargos  á  las  dispo- 
siciones del  Código  civil,  entre  las  cuales  se  encuentra  la 
necesidad  de  la  autorización  del  consejo  de  familia  para 
gravar  bienes  de  menores  ó  celebrar  contratos  sujetos  á  ins- 
cripción; autorización  de  que  se  había  prescindido  para  rea- 
lizar el  préstamo  hipotecario  con  Pastor;  y  la  regla  lo  de 
dichas  transitorias,  infringida  por  indebida  aplicación,  por- 
que, si  bien  en  ella  se  dispone  que  no  se  procederá  en  ca- 
sos como  el  de  este  pleito  al  nombramiento  del  consejo  de 
familia  hasta  que  lo  solicite  alguna  de  las  personas  que  de- 
ban formar  parte  de  él  ó  el  mismo  tutor  ó  curador,  esto  de- 
bía entenderse  en  tanto  que  no  ejercitaran  actos  de  los  pre- 
vistos en  el  Código  que  implican  la  autorización  del  Consejo 
como  necesaria. 

El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso 
Considerando  que,  aun  cuando  las  disposiciones  tran- 
sitorias 8."  y  10.*  del  Código  civil  son  perfectamente  com- 
patibles una  con  otra,  entendiéndose  que  el  tutor  y  curador 
que  hubiese  comenzado  á  ejercer  su  cargo  al  empezar  á  re- 
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gir  dicho  Código  puede  continuar  sin  necesidad  de  que  se 
constituya  el  consejo  de  familia  mientras  no  fuera  necesa- 
ria la  intervención  de  éste  en  algún  acto  determinado,  para 
el  éxito  del  recurso  interpuesto  no  basta  haber  solicitado  y 
discutido  la  nulidad  del  contrato  de  7  de  Marzo  de  1890, 
porque,  basado  éste  en  la' autorización  que  judicialmente  fué 
concedida  á  la  curadora  de  los  menores,  y  realizado  su  cum- 
plimiento en  juicio  ejecutivo,  en  el  que  recayó  sentencia  de 
remate  antes  de  la  presentación  de  la  actual  demanda,  si- 
guiéndose después  el  procedimiento  de  apremio  hasta  su- 
bastar la  finca  hipotecada,  es  evidente  que  no  existen  tér- 
minos hábiles  para  declarar  la.  nulidad  del  contrato,  sin 
obtener  previamente  la  del  expediente  judicial  y  la  del  mis- 
mo juicio  ejecutivo,  puesto  que  sólo  así  podrían  reponerse 
las  cosas  al  ser  y  estado  que  tenían  antes  del  otorgamiento 
de  la  escritura. 

Considerando  que  el  demandante  se  concretó  á  pedir  la 
nulidad  del  préstamo  convenido  en  la  escritura  de  7  de 
Marzo  de  1890,  la  de  la  hipoteca  constituida  en  garantía  de 
dicho  préstamo  y  la  de  la  inscripción  del  documento  hecha 
en  el  Registro  de  la  Propiedad,  y  durante  el  juicio  no  se  han 
hecho  más  que  referencias  al  expediente  judicial,  en  virtud 
del  que  debió  creer  el  acreedor  que  podía  celebrar  válida- 
mente el  contrato,  así  como  el  juicio  ejecutivo  en  que  se  su- 
bastó la  finca  hipotecada,  sin  que  se  haya  podido,  consi- 
guientemente, resolver  nada  acerca  de  estos  extremos  tan 
fundamentales,  por  todo  lo  que  carecen  de  eficacia  legal 
los  motivos  alegados  en  el  recurso  para  obtener  la  casación 
de  la  sentencia  recurrida  al  efecto  de  declarar  la  nulidad  del 
repetido  contrato  de  préstamo. 


Como  se  ve  por  la  lectura  de  los  Considerandos  que  se 
dejan  insertos,  el  recurso  de  casación  interpuesto  en  este 
pleito  no  prosperó  por  haber  sido  mal  planteada  la  cuestión 
desde  un  principio.  Obligada  la  curadora  de  los  menores  á 
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solicitar  la  autorización  del  consejo  de  familia  para  gravar 
con  una  hipoteca  los  bienes  de  sus  hijos,  y  habiendo  pres- 
cindido de  este  requisito,  necesario,  según  el  precepto  del 
articulo  269  del  Código  civil,  la  primera  nulidad  que  debió 
perseguir  el  protutor  fué  la  del  expediente  de  necesidad  y 
utilidad,  base  del  contrato,  del  juicio  ejecutivo  y  de  la  ins- 
xrripción  de  la  escritura  de  préstamo  en  el  Registro. 

No  intentada  siquiera  aquella  nulidad,  no  fué  posible  la 
-casación  de  la  sentencia  recurrida,  por  más  que  en  la  reso- 
lutoria del  recurso  de  casación  se  indique  con  la  suficiente 
claridad  la  justicia  y  procedencia  de  las  pretensiones,  mal 
dirigidas,  del  consejo  de  familia  y  del  protutor. 

Entendemos,  pues,  que,'  no  obstante  la  negativa,  con- 
tiene la  sentencia  inserta  una  clara  y  explícita  interpretación 
del  articulo  164  y  del  269  del  Código,  así  como  de  sus  dis- 
posiciones transitorias  8.*  y  10. 

Véase  también  la  sentencia  de  12  de  Diciembre  de  iSg3, 
inserta  en  la  Cuestión  i.* 


Guestión  6/— El  nombramiento  de  tutor  hecho 
por  la  madre  que  contrajo  segundas  nupcias,  ¿puede 
estimarse  regido  por  la  legislación  antigua  y  exento  de 
la  aprobación  del  consejo  de  familia,  por  el  fundamento 
de  haber  contraído  el  segundo  matrimonio  antes  de  la 
publicación  del  Código  civil,  si  el  nombramiento  se 
hizo  en  testamento  otorgado  después  de  su  promulga- 
ción? 

Véase  la  sentencia  de  /.®  de  Mayo  de  i8g4  en  la  Cues- 
tión 3/  de  la  1/  regla  de  las  disposiciones  transitorias. 


Digitized  by  CjOOQ IC 


REGLA  12 

Los  derechos  á  la  herencia  del  que  hubiese  fa- 
llecido, con  testamento  ó  sin  él,  antes  de  hallarse 
en  vigor  el  Código,  se  regirán  por  la  legislación 
anterior.  La  herencia  de  los  fallecidos  después,  sea 
ó  no  con  testamento,  se  adjudicará  y  repartirá  con 
arreglo  al  Código;  pero  cumpliendo,  en  cuanto 
éste  lo  permita,  las  disposiciones  testamentarias. 
Se  respetarán,  por  lo  tanto^  las  legítimas,  las  me- 
joras y  los  legados;  pero  reduciendo  su  cuantía  si 
de  otro  modo  no  se  pudiera  dar  á  cada  partícipe 
en  la  herencia  lo  que  le  corresponda  según  el  Có- 
digo. 

REGLA   13 

Los  casos  no  comprendidos  directamente  en  las 
disposiciones  anteriores,  se  resolverán  aplicando' 
los  principios  que  les  sirven  de  fundamento. 
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6oesti6n  L^— La  disposición  de  los  artículos  818 
y  819  del  Código  civil,  según  la  cual,  las  donaciones 
hechas  á  extraños  deben  imputarse  á  la  parte  de  libre 
<lisposición,  ^es  aplicable  á  las  herencias  de  los  falleci- 
dos después  de  publicado  el  Código,  si  la  donación  se 
hizo  con  anterioridad  á  su  promulgación? 


Sentencia  de  4  de  X^yo  de  1899. 

Doña  Susana  de  Montes,  Condesa  de  la  Santa  Espina, 
otorgó  testamento  el  año  i883,  por  el  cual  legó  el  sobrante 
del  quinto  y  mejoró  en  el  tercio  de  todos  sus  bienes  á  su  hija 
Doña  María  de  los  Dolores,  instituyendo  herederas  á  la 
misma  y  á  su  otra  hija  Doña  Isabel,  Duquesa  de  Castro  En- 
ríquez;  por  escritura  de  24  de  Enero  de  1886  fundó  las  Es- 
cuelas públicas  y  Asilo  de  la  Santa  Espina,  dotándolos  con 
una  importante  cantidad;  y  en  8  de  Junio  de  1893  otorgó 
testamento  ológrafo  ratificando  sus  anteriores  disposiciones. 

Fallecida  la  testadora  y  no  estando  conforme  la  heredera 
Doña  María  de  los  Dolores  con  el  proyecto  de  partición, 
formuló  demanda  solicitando,  entre  otras  cosas  ajenas  á  la 
cuestión  propuesta,  que  no  se  colacionara  al  haber  heredi- 
tario el  capital  de  la  donación  hecha  al  Asilo  de  la  Santa  Es- 
pina, y  en  caso  contrario,  que  se  imputara  al  tercio  de  libre 
disposición;  y  que  se  dividiera  la  herencia  en  tres  partes, 
con  arreglo  á  las  disposiciones  del  Código  civil. 

Impugnada  la  demanda  por  la  Duquesa  de  Castro  Enrí- 
quez  y  dictada  sentencia  por  la  Audiencia  de  Madrid  decla- 
rando no  haber  lugar  á  colacionar  el  importe  de  la  donación 
hecha  para  fundar  el  Asilo  de  la  Santa  Espina,  interpuso  la 
Duquesa  recurso  de  casación,  citando  como  infringido  el 
artículo  819  del  Código  civil,  porque  hallándose  la  testa- 
jnentaría  de  que  se  trataba  bajo  el  imperio  de  dicho  cuerpo 
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legal,  debía  aquella  donación  colacionarse  é  imputarse  al 
tercio  de  libre  disposición,  aunque  fuera  anterior  á  la  pro- 
mulgación del  Código,  dado  el  carácter  esencialmente  re- 
troactivo que  la  colación  tiene. 

El  Tribunal  Supremo  cafó  y  anuló  la  sentencia  respecto 
de  dicho  extremo 

Considerando,  en  cuanto  al  recurso  deducido  por  Doña 
Isabel  Alvarez  y  Montes,  Duquesa  de  Castro  Enríquez,  que 
el  derecho  de  los  herederos  forzosos  á  que  se  cuente  como 
parte  de  la  herencia  de  su  causante,  imputable  á  la  cuota 
hereditaria  de  libre  disposición,  el  valor  de  las  donaciones  he- 
chas por  el  mismo  á  personas  extrañas,  expresamente  decla- 
rado en  los  artículos  8i8  y  819  del  Código  civil,  lo  estaba  ya 
virtualmente  en  la  legislación  anterior;  puesto  que,  prohibi- 
das las  donaciones  inoficiosas,  osean  las  hechas  con  perjui- 
cio de  la  legítima  debida  á  los  herederos  forzosos,  que  había 
de  quedar  á  salvo  aun  para  después  de  la  muerte  del  donan- 
te, preciso  era  computar  el  importe  de  lo  donado,  cargándolo 
á  la  cuota  hereditaria  de  libre  disposición,  para  que  á  su  vez 
quedara  á  salvo  la  cuota  destinada  á  legítima;  siguiéndose 
de  ello  que  la  circunstancia  de  haberse  fundado  y  dotado 
por  la  Marquesa  viuda  de  Valderas  el  Asilo  de  la  Santa  Es- 
pina bajo  el  imperio  de  la  antigua  legislación,  no  se  opone  á 
que  el  valor  de  esa  liberalidad  se  colacione  á  su  herencia,  y 
que  al  estimar  lo  contrario,  infringe  la  sentencia  el  mencio- 
nado artículo  819  del  Código  civil,  alegado  en  apoyo  del  mo- 
tivo primero  del  recurso,  cuya  disposición  es  aplicable  al 
caso  presente,  conforme  á  la  duodécima  de  las  disposi- 
ciones transitorias  de  ese  cuerpo  legal. 


Guestlón  2.* — La  sentencia  que  declara  nula  una 
institución  hereditaria  anterior  á  la  publicación  del  Có- 
digo civil,  por  resultar  preterido  un  hijo  natural  al 
-abrirse  la  sucesión  después  de  haber  empezado  aquél  á 
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í^egir,  ¿infringe  la  12.*  disposición  transitoria  de  dicho 
cuerpo  legal? 

* 
SMitenoia  á%  16  de  Bnero  de  1895. 

Don  J.  C.  R.  otorgó  testamento  el  año  i885  legando  á  la 
niña  J.,  hija  de  Doña  V.  G.,  una  casa  y  una  renta  de  3.ooa 
reales  en  el  concepto  de  vitalicio,  é  instituyendo  herederos 
á  sus  hermanos;  y  en  16  de  Enero  de  1889  dicho  testador  y 
la  Doña  V.  G.  reconocieron  á  la  niña  J.  C.  G.  como  su  hija 
natural. 

Fallecido  Don  J.  C.  R.  el  año  1891  bajo  la  enunciada 
disposición  testamentaria  en  que  había  declarado  no  tener 
herederos  forzosos,  formuló  demanda  Doña  V^  G.  en  repre- 
sentación de  su  hija  J.,  pretendiendo  que  se  declarase  nula 
la  institución  de  herederos,  y  que  á  su  referida  hija  le  corres- 
pondía en  propiedad  el  todo  de  la  herencia  de  su  difunto 
padre,  por  ser  la  única  heredera  del  mismo;  cuya  demanda 
impugnaron  los  instituidos  herederos,  alegando  que  el  tes- 
tamento estaba  otorgado  antes  de  la  publicación  del  Código 
civil  y  debía  atenderse  á  sus  disposiciones  transitorias,  con 
arreglo  á  la  duodécima  de  las  cuales  era  el  testamento  válido 
y  subsistente. 

Dictada  sentencia  por  la  Audiencia  de  acuerdo  con  lo 
solicitado  en  la  demanda,  interpusieron  los  demandados  re- 
curso de  casación,  citando  como  infringidos:  el  artículo  842 
del  Código  civil,  que  concede  la  tercera  parte  de  la  herencia 
á  los  hijos  naturales  reconocidos  cuando  el  testador  no  de- 
jase ascendientes  ni  descendientes  legítimos;  el  81 5,  que  pre- 
ceptúa que  el  heredero  forzozo  á  quien  el  testador  haya  de- 
jado por  cualquier  título  menos  de  la  legítima  podrá  pedir 
el  complemento  de  la  misma;  y  la  disposición  transito- 
ria i  2.^,  que  debía  haber  aplicado  la  Sala  sentenciadora  re- 
duciendo las  cantidades  que  debían  percibir  los  recurrentes 
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hasta  completar  su  porción  legítima  á  la  niña  J.,  pero  no 
despojarles  de  lo  que  les  había  dejado  el  testador. 

El  Tribunal  Supremo  casó  y  anuló  la  sentencia,  estimando 
todos  los  motivos  de  casación  alegados,  por  los  siguientes 

Considerando  que  la  12  y  1 3  de  las  disposiciones  tran- 
sitorias del  Código  civil  establecen  que  la  herencia  de  los 
que  hubiesen  fallecido  con  testamento  ó  sin  él  después  de 
hallarse  en  vigor  el  Código,  se  adjudicará  y  repartirá  con- 
forme al  mismo,  cumpliéndose,  en  cuanto  lo  permitan  sus 
preceptos,  lo  ordenado  por  el  testador,  respetándose  las 
legítimas,  mejoras  y  legados,  aunque  reduciéndolas^  si  fuera 
necesario,  á  la  porción  señalada  en  dicho  cuerpo  legal,  y 
por  último,  aplicando  los  principios  que  informan  sus  dis- 
posiciones transitorias  á  los  casos  no  comprendidos  direc- 
tamente en  ellas. 

Considerando  que  con  arreglo  á  la  citada  disposición  1  2, 
atendida  la  fecha  en  que  Don  J.  C.  R.  falleció,  deben  obser- 
varse en  la  distribución  de  su  herencia  los  preceptos  del 
Código,  cumpliendo  á  la  vez,  en  lo  que  éstos  consientan  ó 
no  se  opongan,  la  voluntad  manifiesta  del  testador. 

Considerando  que  el  Código  civil,  innovando  en  esta 
materia  la  an^gua  legislación,  incluye  en  el  artículo  807  en- 
tre los  herederos  forzosos  á  los  hijos  naturales  legalmente 
reconocidos,  asignándoles  en  el  842,  como  porción  legítima, 
la  tercera  parte  de  la  herencia  cuando  el  testador  no  dejase 
descendientes  ni  ascendiente  legítimos;  y  si  bien  declara  en 
el  814  que  la  preterición  de  todos  ó  de  alguno  de  los  here- 
deros forzosos  en  línea  recta  anulará  la  institución  de  here- 
dero, aunque  valdrán  las  mandas  y  mejoras  en  cuanto  no 
sean  inoficiosas,  establece  el  8i5  y  817  que  el  heredero  for- 
zoso á  quien  el  testador  haya  dejado  por  cualquier  título 
menos  de  lo  que  le  corresponda  por  legítima,  podrá  pedir 
el  complemento  de  ésta,  y  que  las  disposiciones  testamen- 
tarias que  mengüen  el  importe  de  la  misma  se  reducirán, 
á  petición  de  los  herederos  forzosos,  en  lo  que  fueran  inofi- 
ciosas ó  excesivas. 

T.  II.— 30 
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Considerando  que,  dados  tales  preceptos,  la  hija  natu- 
ral de  Don  J.  C.  R.,  aun  en  el  caso  de  que  éste  hubiese  tes- 
tado después  de  hallarse  en  vigor  el  Código,  no  podría  as- 
pirar sino  á  la  tercera  parte  del  haber  hereditario;  y  en  este 
concepto  es  fácil  conciliar  las  modernas  disposiciones  lega- 
les y  las  que  contiene  el  testamento,  reconociendo  á  la  hija 
natural  Doña  J.  C.  G»  el  derecho  á  la  indicada  cuota  legiti- 
maria, imputándola  en  parte  de  pago  de  ella  el  importe  del 
legado  que  la  dejó  su  padre  y  que  debe  recibir  libre  de  todo 
gravamen,  condición  y  sustitución,  según  previene  el  pá- 
rrafo segundo  del  artículo  8 1 3,  y  quedando  subsistente  la 
institución  de  herederos  á  favor  de  los  hermanos  del  testa- 
dor en  lo  relativo  á  los  otros  dos  tercios  del  caudal  heredi- 
tario líquido. 

Considerando  que,  por  lo  expuesto,  la  sentencia  recu- 
rrida que  declara  nula  la  expresada  institución  de  herede- 
ros y  adjudica  á  Doña  J.  C.  G.  el  total  de  la  herencia  de  su 
padre  natural,  incurre  en  las  infracciones  alegadas  en  el  re- 
curso. 


6oestl6n  3.^ — Declarada  la  presunción  de  muerte 
de  una  persona,  con  posterioridad  á  la  publicación  del 
Código  civil,  ¿por  qué  legislación  deberá  regirse  su  su- 
cesión? 

Sentencia  de  18  de  Jnnio  de  1896. 

Declarada  la  presunción  de  muerte  de  Don  José  María 
Vidaurrazaga,  por  sentencia  firme  dictada  en  el  año  1891, 
y  promovido  el  juicio  de  abintestato,  pretendieron  que  se 
las  declarase  herederas,  Doña  María  de  las  Nieves  Vidau- 
rrazaga, como  pariente  dentro  del  cuarto  grado,  y  Doña 
Beatriz  Cortina  y  Doña  Concepción  Líbano,  fundándose 
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éstas  en  el  Fuero  de  Vizcaya  y  en  ser  parientes,  dentro  del 
décimo  grado,  del  causante,  por  la  línea  de  la  madre,  de 
cuya  rama  procedían  los  bienes  hereditarios. 

Con  este  motivo  se  suscitó  la  cuestión  de  qué  legislación 
era  la  aplicable  como  supletoria  de  la  foral  de  Vizcaya,  que 
no  señala  el  límite  del  parentesco  en  la  sucesión  abintestato 
de  los  bienes  troncales,  sosteniendo  Doña  Beatriz  Cortina 
y  Doña  Concepción  Líbano,  respecto  de  este  extremo,  que 
habiendo  probado  que  Don  José  María  Vidaurrazaga  había 
fallecido  el  año  i850)  los  derechos  que  se  discutían  habían 
nacido  con  anterioridad  á  la  publicación  del  Código  civil,  y 
no  podía  aplicarse  el  precepto  de  éste  que  limita  aquellos 
derechos  al  cuarto  grado  de  parentesco  civil. 

Dictada  sentencia  desestiitiando  dicha  pretensión,  é  in- 
terpuesto recurso  de  casación  por  Doña  Beatriz  y  Doña 
Concepción,  en  el  que  citaron  como  infringida,  entre  otros 
preceptos  legales,  la  disposición  transitoria  12^  lo  declaró 
sin  lugar  el  Tribunal  Supremo,  consignando,  en  cuanto  á 
la  mencionada  infracción,  el  siguiente 

Considerando  que  cualquiera  que  sea  la  inteligencia  é 
interpretación  que  deba  darse  á  las  mencionadas  leyes  del 
Fuero  respecto  á  la  extensión  del  derecho  de  troncalidad, 
con  relación  á  los  parientes  del  que  muere  abintestato,  es 
«vidente  que  Doña  Beatriz  Cortina  y  Doña  Concepción  Lí- 
bano no  pueden  alegar  derecho  alguno  á  los  bienes  que  pre- 
tenden como  parientes  troncales  de  Don  José  María  Vidau- 
rrazaga, porque  la  Ley  8.*  del  Título  21,  que  no  expresa  á 
qué  grado  de  parentesco  llega  el  derecho  de  los  tronqueros, 
hay  que  completarla  con  las  prescripciones  de  la  legislación 
común  de  Castilla,  supletoria  de  la  foral  en  todo  aquello  que 
ésta  no  prevé,  ó  sea,  con  las  del  vigente  Código  civil  que 
ya  regía  cuando  se  declaró  ejecutoriamente  la  presunción 
de  muerte  de  Don  José  María  Vidaurrazaga,  no  siendo 
como  no  es  legal,  retrotraer  dicha  declaración  á  la  época  de 
la  desaparición  de  aquél,  y  habiendo  consiguientemente  na- 
cido los  derechos  de  sus  parientes  después  de  la  publicación 
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de  dicho  Código,  derogatorio  de  la  antigua  legisfación  de 
Castilla. 


Sentencia  de  9  de  Xario  de  1897. 

Don  Juan  Torres  y  Torres  presentó  en  20  de  Octubre 
de  1890  escrito  al  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito 
del  Mercado,  de  Valencia,  pretendiendo  que,  previa  la  opor- 
tuna información,  se  declarase  la  presunción  de  muerte  de 
Don  Antonio  Torres  y  Sever;  para  lo  cual  presentó  la  par- 
tida de  bautismo  de  éste,  nacido,  según  ella,  en  6  de  Junio 
de  1791,  exponiendo  que  no  se  tenía  noticia  de  su  paradero 
desde  el  año  1812,  y  que  se  le  suponía  fallecido  en  el  se- 
gundo sitio  de  Zaragoza  con  motivo  de  la  guerra  de  la  In- 
dependencia; y  recibida  la  información,  dictó  el  Juzgado 
sentencia  en  9  de  Diciembre  de  1890,  declarando  la  presun- 
ción de  muerte  solicitada,  sin  retrotraer  dicha  declaración 
á  fecha  anterior. 

Declarada  firme  dicha  sentencia  y  abierta  la  sucesión  in- 
testada de  Don  Antonio  Torres  y  Sever,  comparecieron  en 
los  autos  Doña  Constantina  D'Argellés  por  sí  y  como  re- 
presentante de  sus  hijos  Don  Eustasio  y  Don  Florentino 
Gadea  y  Don  Pedro  Hernández  Gadea,  solicitando  que  se 
les  declarase  herederos  del  Don  Antonio;  pretensión  á  la 
que  se  opuso  Don  Juan  Torres  y  Torres,  solicitando  á  la 
vez  igual  declaración,  alegando  que,  considerándose  falle- 
cido Don  Antonio  Torres  Sever,  á  los  efectos  legales,  en  ig 
de  Junio  de  1891,  fecha  en  la  que  había  quedado  firme  la 
sentencia  declarando  la  presunción  de  su  muerte,  debía  re- 
gularse su  sucesión,  según  lo  dispuesto  en  la  regla  12  de  las 
transitorias  del  Código  civil,  por  las  disposiciones  de  éste; 
y  que  el  exponente  excluía  de  la  sucesión  á  Doña  Constan- 
tina  D'Argellés  y  consortes,  parientes  más  lejanos  que  no 
podían  alegar  el  derecho  de  representación  por  no  conce- 
dérselo el  ai  tículo  925  del  mismo  Código. 
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Doña  Constantina  D'Argellés  y  consortes  impugnaron 
la  oposición,  exponiendo  que  para  discutir  con  acierto  los 
respectivos  derechos  de  las  parles  era  necesario  sentar  la 
fecha  probable  del  fallecimiento  del  causante  y  determinar 
los  que  entonces  tuvieran  derecho  á  heredarle;  que  estando 
conformes  en  que  el  Don  Antonio  desapareció  y  murió  el 
año  181 2,  debían  contarse  desde  dicha  fecha  treinta  años 
con  arreglo  al  Código  civil  y  menos  aún  conforme  á  la  le- 
gislación anterior,  al  cabo  de  los  cuales  quedaba  presumida 
de  hecho  la  muerte  del  ausente,  sin  que  pudiera  alterarla  la 
declaración  judicial  posterior  que  sólo  implicaba  la  formali- 
dad necesaria  para  que  la  declaración  produjera  sus  efectos; 
y  que  debiéndose  presumir  muerto  al  ausente  desde  el 
año  1843,  en  dicho  año  debía  presumirse  abierta  la  sucesión 
y  buscarse  las  personas  vivas  ó  parientes  más  próximos 
que  entonces  tuvieran  derecho  á  heredarle. 

Celebrada  la  comparecencia  prevenida  por  la  Ley  proce- 
sal sin  que  las  partes  se  pusieran  de  acuerdo  respecto  á  su 
participación  en  la  herencia,  dictó  la 'Audiencia  de  Valencia 
sentencia  confirmatoria  declarando  herederos  abintestato  á 
Don  Juan  Torres  y  Torres  y  á  Doña  Florencia  y  Don  Luis 
Campos,  que  se  hallaban  en  igual  grado,  por  partes  iguales 
y  sin  perjuicio  de  tercero;  contra  cuyo  tallo  interpusieron 
Doña  Constantina  D'Argellés  y  consortes  recurso  de  casa- 
ción, citando  como  infringida  la  regla  12  de  las  disposiciones 
transitorias  del  Código  civil,  según  la  cual,  los  derechos  á 
la  herencia  del  que]hubiese  fallecido  antes  de  su  publicación, 
se  regirán  por  la  legislación  anterior;  por  cuanto  constaba 
que  Don  Antonio  Torres  Sever  había  desaparecido  el  año 
1812  y  contando  treinta  años  desde  entonces  debía  tenérsele 
como  fallecido  legalmente  en  el  año  1842,  fecha  en  que  nació 
el  derecho  de  sus  herederos,  que  debía,  por  tanto,  regularse 
por  la  legislación  anterior. 

El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso 
Considerando  que  la  sentencia  se  ajusta  á  la  regla  tran- 
sitoria 12  del  Código  civil  al  aplicar  las  disposiciones  de  éste 


Digitized  by  CjOOQ IC 


470  DISPOSICIONES  TRANSITORIAS 

á  la  sucesión  de  Don  Antonio  Torres  y  Sever,  puesto  que 
la  presunción  de  la  muerte,  en  cuya  virtud  se  ha  abierto 
dicha  sucesión,  fué  declarada  por  la  ejecutoria  de  9  de  Di- 
ciembre de  1890,  sin  retrotraerla  á  fecha  alguna  anterior,  y 
que,  conforme  á  la  misma  regla  que  se  supone  infringida, 
los  derechos  hereditarios  han  de  regirse  por  la  legislación 
del  tiempo  del  fallecimiento  del  causante. 

Guestión  4/— El  hijo  natural,  reconocido  con 
arreglo  á  los  preceptos  de  la  ley  antigua,  cuyo  padre 
falleció  después  de  la  promulgación  del  Código  civil, 
¿tiene  derecho  á  ser  considerado  como  heredero  for- 
zoso y  r.  las  cuotas  hereditarias  que,  según  los  casos, 
fijan  los  artículos  840  y  siguientes  de  dicho  cuerpo  legal. 

Sentencia  de  29  de  Noviembre  de  i8gg,  inserta  en  la 
Cuestión  2.^  de  la  i.*  regla  de  las  disposiciones  transitorias. 

Goestión  5.* — ¿Ha  derogado  la  12.*  disposición 
transitoria  del  Código  civil  los  preceptos  de  los  artícu- 
los I  .o38  y  siguientes  de  la  ley  procesal  que  se  refieren 
al  modo  y  forma  de  practicar  las  operaciones  de  parti- 
ción de  la  herencia? 

Véase  la  sentencia  de  8  de  Febrero  de  1892,  inserta  en 
la  Cuestión  20  de  las  reglas  i.*  y  2.^  de  las  disposiciones 
transitorias. 

Guestión  h.^ — ¿Por  qué  legislación  se  rige  la  su- 
cesión de  la  persona  fallecida  después  de  la  publicación 
del  Código  civil? 

Véase  la  sentencia  de  24  de  Junio  de  1897  en  la  Cues- 
tión 8.*  de  la  i.*  regla  de  las  disposiciones  transitorias. 
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I.'  El  Presidente  del  Tribunal  Supremo  y  los 
de  las  Audiencias  Territoriales  elevarán  al  Minis- 
terio de  Gracia  y  Justicia,  al  fin  de  cada  año,  una 
Memoria  en  la  que,  refiriéndose  á  los  negocios  de 
que  hayan  conocido  durante  el  mismo  las  Salas  de 
lo  civil,  señalen  las  deficiencias  y  dudas  que  hayan 
encontrado  al  aplicar  este  Código.  En  ella  harán 
constar  detalladamente  las  cuestiones  y  puntos  de 
derecho  controvertidos  y  los  artículos  ú  omisio- 
nes del  Código  que  han  dado  ocasión  á  las  dudas 
del  Tribunal. 

2.*  El  Ministro  de  Gracia  y  Justicia  pasará  estas 
Memorias  y  un  ejemplar  de  la  Estadística  civil  del 
mismo  año  á  la  Comisión  general  de  codificación. 

3.*  En  vista  de  estos  datos,  de  los  progresos 
realizados  en  otros  países  que  sean  utilizables  en 
el  nuestro  y  de  la  Jurisprudencia  del  Tribunal  Su- 
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premo,  la  Comisión  de  codificación  formar^  y  ele- 
vará al  Gobierno,  cada  diez  años,  las  reformas  que 
convenga  introducir. 


Como  aclaración  de  estas  disposiciones  adicionales,  tén- 
gase en  cuenta  la  Real  orden  circular  de  i6  de  Octubre  de 
1889.  Por  ella  se  dispone  que  los  Tribunales  no  deben  limi- 
tar sus  observaciones  á  los  puntos  de  derecho  que  hayan 
sido  discutidos  por  los  litigantes,  sino  que  deben  exponerlas 
sobre  aquellos  otros  que,  no  habiendo  dado  lugar  á  contro- 
versias ni  pleitos,  les  ofrezcan  motivo  de  duda. 

«Los  Presidentes  de  los  Tribunales— añade  dicha  dispo- 
sición— encomendarán  á  los  Magistrados  de  lo  civil  este  tra- 
bajo, para  que  cada  cual  exprese  de  un  modo  independiente 
su  juicio,  dividiéndose  estos  informes  individuales  en  dos 
secciones:  la  primera  dedicada  á  consignar  las  o*bservacio- 
nes  que  expresa  la  primera  disposición  adicional,  y  la  se- 
gunda, á  exponer  los  Magistrados  sus  opiniones  sobre  casos 
hipotéticos.  Los  Presidentes  de  los  Tribunales  remitirán  los 
informes  al  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia,  clasificados  en 
los  dos  grupos  indicados,  y  acompañando  una  Memoria, 
también  dividida  en  las  mismas  dos  secciones,  en  la  que 
emitirán  su  parecer  sobre  los  puntos  que  traten.)^ 


FIN  DEL  TOMO  XI  Y  ULTIMO 
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articulo  1.902  del  Código  civil xlj 

— El  precepto  del  artículo  1.171  del  Código,  referente  al 
lugar  en  que  debe  efectuarse  el  pago,  es  aplicable  á  las  obli^ 

gaciones  que  nacen  de  culpa  ó  negligencia 140 

—  No  puede  alegarse  con  éxito  la  infracción  del  artícu- 
lo 1.902  del  Código  civil  contra  la  sentencia  que  condena  al 
apelado  en  las  costas  de  la  segunda  instancia,  bajo  el  fun- 
damento de  que,  habiendo  sido  la  otra  parte  la  que  llevó  el 
asunto  al  conocimiento  de  la  Audiencia,  no  puede  conside- 
rársele como  autor  de  culpa  que  le  hiciese  reo  de  aquella 
condena;  porque  la  culpa  determinante  de  las  costas  debe 
apreciarse  por  el  juicio  que  forme  el  Tribunal  sentenciador 

de  la  temeridad  de  los  litigantes 14^ 

— La  disposición  del  artículo  1.902  del  Código  civil,  refe- 
rente á  las  obligaciones  que  nacen  de  la  culpa  ó  negligen- 
cia, no  es  aplicable  á  la  resolución  de  los  pleitos  en  que  se 

exige  la  responsabilidad  civil  judicial 144 

— La  carencia  de  barrera  en  un  paso  á  nivel  de  una  vía  fé- 
rrea, constituye  culpa  ó  negligencia,  á  los  efectos  del  ar- 
tículo 1.902  del  Código  civil,  en  caso  de  accidente  produ- 
cido por  aquella  falta 146 

Art.  1.911.     La  sentencia  que  excluye  de   un   concurso  lá 
parte  del  sueldo  ó  pensión  del  concursado  no  embargable, 
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con  arreglo  á  la  ley,  no  infringe  el  articulo  1.9 ii  del  Código 
civil,  según  el  cual,  del  cumplimiento  de  las  obligaciones 
responde  el  deudor  con  todos  sus  bienes  presentes  y  futu- 
ros, ni  el  1. 9 1 4,  que  incapacita  al  concursado  para  la  ad- 
ministración de  sus  bienes 1 57 

Arts.  1.912  y  i.Qi3.  El  deudor  que  hubiera  dejado  de  pagar 
sus  obligaciones  corrientes  y  cuyo  pasivo  fuere  mayor  que 
el  activo,  no  puede  solicitar  judicialmente^uitay  esperade 
sus  deudas,  sino  que  debe  presentarse  en  concurso  de 
acreedores 163 

Abt.  i. 914.  Mientras  subsiste  el  convenio  celebrado  con  sus 
acreedores,  se  considera  al  concursado  rehabilitado  en  el 

ejercicio  de  sus  derechos  civiles i6é 

—La  incapacidad  del  concursado  no  es  absoluta,  pudiendo 
defender  sus  derechos  personales  enfrente  de  los  del  con- 
curso y  cualesquiera  otros  desligados  de  los  intereses  de  éste; 
pero,  sin  que  pueda  ejercitar  acciones  ni  oponer  excepcio- 
nes de  ninguna  clase  que  afecten  al  concurso,  cuya  repre- 
sentación compete,  en  estos  casos  á  los  síndicos 169 

—La  sentencia  que  excluye  de  un  concurso  la  parte  del  suel- 
do ó  pensión  del  concursado  no  embargabl'e  con  arreglo  á  la 

.  ley,  no  infringe  el  artículo  1.914  del  Código  civil,  que  inca- 
pacita al  concursado  para  la  administración  de  sus  bienes.  .   174 

Arts.  i. 917  al  1.920.  El  derecho  que  concede  el  artículo 
1. 917  del  Código  civil  á  los  acreedores  privilegiados  para 
abstenerse  en  los  convenios  sobre  quita  y  espera,  se  refiere, 
lo  mismo  á  los  convenios  celebrados  dentro  del  concurso, 
que  á  los  que  puedan  celebrarse  antes  de  haberse  concur- 
sado al  deudor. 

Dicho  artículo  no  establece  entre  los  acreedores  privile- 
giados, por  razón  de  la  mayor  ó  menor  extensión  del  privi- 
legio, diferencia  alguna  que  afecte  al  derecho  de  abstención, 

que  alcanza  á  todos  por  igual 181 

—Los  créditos  que  constan  por  sentencia  firme  de  remate, 
están  comprendidos  en  la  disposición  del  artículo  1.924» 
número  3.®,  letra  B,  del  Código  civil;  alcanzando,  por 
consiguiente,  á  tales  acreedores  el  derecho  de  abstenerse  en 
los  convenios  tiue  el  deudor  y  sus  acreedores  celebren  sobre 
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quita  y  espera  dentro  ó  fuera  del  concurso,  á  tenor  de  lo  dis- 
puesto en  el  artículo  i.giy i8S 

—El  convenio  de  quila  y  espera  no  es  obligatorio  para  los 
acreedores  de  clase  privilegiada ,  cuando  se  celebra  con 
acreedores  de  su  misma  clase  y  con  otros  comunes.  .  .  .  1 88 
Arts.  i. 92 i  al  1.935.  La  clasificación  de  créditos  para  su  gra- 
duación y  pago,  es  improcedente  cuando  se  trata  de  un  cré- 
dito litigioso  y  de  o.tro  cuyo  pago  se  está  ya  efectuando  con 
bienes  determinados  del  deudor  y  en  virtud  de  sentencia  fir- 
me, aunque  el  primero  sea  más  privilegiado 19^ 

— Los  créditos  enumerados  en  el  apartado  i.®  del  artícu- 
lo 1.922  del  Código,  no  gozan  de  preferencia,  si  no  justifica 
el  acreedor  que  los  suministros  de  que  los  créditos  proceden 
se  aplicaron  á  la  construcción,  reparación  ó  conservación  de 
los  bienes  del  deudor. 

Tampoco  gozarán  de  preferencia  sobre  los  créditos  co- 
munes los  procedentes  del  pago  de  contribuciones  del  deu- 
dor, hecho  por  el  acreedor  para  evitar  la  venta  por  la  Ha- 
cienda pública  de  los  bienes  sobre  los  que  las  contribucio- 
nes  pesaban,  bajo  el  concepto  de  que  con  ello  se  consiguió 
su  conservación,  si  aparece  que  tal  pago  se  hizo  contra  la 

voluntad  del  deudor 201 

— El  precepto  del  artículo  1.923  del  Código  civil,  según  el 
cual,  gozan  de  preferencia  los  créditos  del  Estado,  sobre  los 
bienes  de  los  contribuyentes,  por  la  última  anualidad  de  los 
impuestos,  no  excluye  la  prelación  que  sobre  los  demás  bie- 
nes del  deudor  pueda  tener  la  Hacienda  pública  por  leyes 

especiales 204 

—Los  créditos  preventivamente  anotados  en  el  Registro,  en 
virtud  de  mandamiento  judicial,  por  embargos,  secuestros 
ó  ejecución  de  sentencias,  sólo  tienen  preferencia  sobre  los 
bienes  anotados  en  cuanto  á  los  créditos  contraídos  con  pos- 
terioridad á  la  anotación 207 

—No  puede  considerarse  como  tercero,  cuando  se  trata  de 
bienes  inmuebles,  á  los  efectos  del  articulo  1.923  del  Código 
civil,  al  acreedor  que  obtuvo  anotación  preventiva  del  em- 
bargo trabado  en  ellos  para  la  seguridad  y  garantía  de  su 
crédito 2ÍO 
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— Los  créditos  preventivamente  anotados  en  ei  Registro,  en 
virtud  de  mandamiento  judicial,  por  embargos,  secuestros 
ó  ejecución  de  sentencias,  que  son  los  comprendidos  en  el 
número 4.*  del  artículo  1.923  del  Código  civil,  gozan  de  pre- 
ferencia respecto  de  los  bienes  anotados,  según  el  1.927,  por 
el  orden  de  antigüedad  de  las  respectivas  anotaciones,  pero 
sólo  en  cuanto  á  créditos  posteriores. 

La  sentencia  que  concede  preferencia  al  acreedor  más  an- 
tiguo, no  obstante  haber  obtenido  la  anotación  preventiva 
con  posterioridad  á  la  del  más  moderno,  aplica  acertada- 
mente el  artículo  1.923. . ai4 

— El  precepto  contenido  en  el  número  3.',  letra  B,  del  ar- 
tículo 1.924  del  Código  civil,  en  cuanto  concede  privilegio 
especial  á  los  créditos  que  consten  por  sentencia  firme,  no 

excluye  á  las  sentencias  de  remate 216 

—El  allanamiento  á  la  demanda  en  los  juicios  verbales,  co- 
múnmente llamados  convenidos,  hace  que  las  resoluciones 
recaídas  en  ellos  no  tengan  el  alcance  de  sentencias  firmes, 
á  los  efectos  del  privilegio  concedido  en  el  articulo  i. 924^ 

número  3.%  letra  B,  del  Código  civil .218 

— El  crédito  declarado  en  sentencia  de  fecha  posterior,  es 
preferente  al  que  conste  en  sentencia  anterior,  si  procede  de 
gastos  de  conservación  de  los  bienes  con  que  se  pretende 

hacer  uno  y  otro  efectivos 220 

—Constando  un  crédito  en  escritura  pública,  nula,  pero  vá- 
lidamente confirmada  con  posterioridad,  gozará  de  prefe- 
rencia sobre  el  consignado  en  otra  escritura  pública,  válida, 
posterior  á  la  primera,  aunque  anterior  á  la  fecha  de  su  con- 
validación  223 

— La  preferencia  concedida  á  los  créditos  asegurados  con  hi- 
poteca, sobre  los  bienes  hipotecados,  no  excluye  la  que,  por 
su  naturaleza  de  escriturarios,  tienen  sobre  los  demás  bie- 
nes muebles  é  inmuebles  del  deudor,  para  hacerse  efectivos 
en  cuanto  no  los  cubran  las  hipotecas  constituidas.  .  .  .  226 
— No  pueden  considerarse  como  acreedores  de  dominio,  por 
depósito,  los  que  lo  son  por  saldo  de  cuenta  corriente  con 

el  deudor 23i 

Arts.  1.926  al  1.929;    Constituidas  dos  hipotecas  sobre  un 
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mismo  inmueble  y  vendido  éste  por  el  deudor  al  primer 
acreedor  hipotecario  en  pago  de  su  crédito,  no  desaparece, 
en  absoluto,  el  segundo  gravamen;  teniendo  derecho  el  se- 
gundo acreedor  á  percibir  la  diferencia  entre  el  valor  real  y 
verdadero  de  la  finca  hipotecada,  no  el  que  prudencial  ó  ar- 
bitrariamente se  le  hubiere  designado,  y  el  importe  del  cré- 
dito anterior 240 

Art.  1.930.  El  derecho  que  el  articulo  i.óaadel  Código  con- 
cede al  censatario  para  descontar,  ai  verificar  el  pago  de  las 
pensiones,  la  parte  de  los  impuestos  que  corresponda  satis- 
facer al  censualista,  no  se  extingue,  en  absoluto,  al  pres- 
cribir la  acción  para  reclamar  el  descuento  de  cualquiera 
pensión,  sino  que  prescribe  sucesivamente,  por  el  tiempo 
marcado  en  la  ley,  á  contar  de  la  fecha  del  pago  de  cada 
una  de  las  pensiones,  porque  la  acción  para  reclamar  la  in- 
dicada rebaja,  nace  en  cada  año  del  hecho  de  pagarse  por 
los  foreros  la  contribución  que  se  les  impone  con  arreglo  á 
las  leyes 246 

Apt.  1.939.  El  precepto  del  artículo  1.939  del  Código  civil  es 
inaplicable  tratándose  de  derechos  ya  existentes  á  la  fecha 

de  su  publicación 266 

—El  precepto  del  artículo  1.939  del  Código  civil,  en  cuanto 
dispone  que  la  prescripción  comenzada  antes  de  su  promul- 
gación se  regirá  por  la  legislación  anterior,  no  es  absoluto, 
refiriéndose,  tan  sólo,  á  las  variaciones  esencia /es  que  el  Có- 
digo haya  podido  introducir. 

A  este  efecto,  no  debe  atribuirse  ese  carácter  esencial  á 
las  disposiciones  del  artículo  1.946  que  determina  cuándo 
se  considerará  no  hecha  y  dejará  de  producir  interrupción 
de  la  posesión  la  citación  judicial 267 

Arts.  1.940  al  1.942.  La  posesión  pública,  pacífica  y  no  in- 
terrumpida, en  concepto  de  dueño,  pero  no  de  dueño  exclu- 
SIPO,  es  contraria  á  toda  idea  de  prescripción  ordinaria  ó  ex- 
traordinaria contra  el  que  también  poseyó 278 

Arts.  1.943  al  1.949.  La  citación  judicial  hecha  al  poseedor, 
interrumpe  civilmente  la  posesión,  aunque  ésta  se  le  hu- 
biere dado  por  mandato  judicial 282 

— El  precepto  contenido  en  el  número  2.**  del  articulo  1.946 
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del  Código  civil,  es  aplicable  á  ios  casos  de  prescripción  que 
deban  regirse  por  la  legislación  foral,  por  hallarse  estable- 
cida la  caducidad  de  la  instancia  por  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento civil  y  vigente  en  toda  España,  cuyo  mismo  carácter 
de  universalidad  alcanza  á  sus  efectos 2S4 

Arts.  i. 961  al  1.973.  La  prescripción  del  dominio,  cuando 
concurren  en  ella  los  requisitos  de  la  ley,  es  bastante  á  des- 
virtuar las  acciones  cuyo  ejercicio  prescribe  á  más  largo 

plazo 3oo 

—La  acción  para  pedir  la  división  de  la  herencia  es  impres- 
criptible entre  los  coherederos 304 

— El  precepto  del  articulo  1.966  del  Código  civil  se  refiere  á 
la  prescripción  de  acciones  determinadas,  y  no  á  la  impuu- 
ción  de  los  pagos  que  el  deudor  hubiese  hecho  á  su  acree- 
dor en  cumplimiento  de  sus  obligaciones 3oS 

— Obligada  una  persona  al  pago  de  los  honorarios  devenga- 
dos por  un  Abogado,  y  hecho  el  pago  por  un  tercero,  la  ac- 
ción que  á  éste  compete  para  reintegrarse  de  la  cantidad 
por  cuenta  del  primero  satisfecha,  no  está  comprendida  en- 
tre las  que  señala  el  número  i.*  del  artículo  1.967  del  Có- 
digo civil 3o8 

—El  precepto  del  último  párrafo  del  artículo  i  .967  del  Có- 
digo civil  se  refiere  á  los  tres  párrafos  que  inmediatamente 
le  preceden,  no  á  los  tres  primeros  de  los  cuatro  numera- 
dos que  dicho  articulo  contiene. 

En  su  consecuencia,  el  plazo  para  la  prescripción  de  las 
acciones  que  competen  á  los  Jueces,  Abogados,  Registrado- 
res, etc.,  para  el  cobro  de  sus  derechos  y  honorarios,  debe 

contarse  desde  el  día  en  que  pudieron  ejercitarse 3i  i 

— La  acción  proveniente  del  daño  sufrido  por  los  empleados 
de  las  Compañías  de  ferrocarriles,  con  ocasión  de  los  sinies- 
tros ferroviarios,  prescribe  por  el  transcurso  de  quince  años, 
á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  1.964,  como  personal 
que  no  tiene  señalado  término  especial  de  prescripción.  .     .  3i3 

Arts.  1.973  al  1976.     No  cabe  conceptuar  interrumpida  la 
prescripción  de  las  acciones  por  las  reclamaciones  judicia- 
les dirigidas  contra  persona  distinta  de  la  obligada.    .    .     .  3iS 
—La  demanda  de  pobreza  constituye  interpelación  judicial. 
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á  los  efectos  de  la  prescripción  de  acciones,  si  se  expresa  en 
ella  el  objeto  del  litigio  que  se  propone  entablar  el  actor 

después  de  terminado  el  incidente 319 

Art.  1.976.  En  los  pleitos  que  deban  resolverse  por  las  dis- 
posiciones del  Código  civil^  es  inaplicable  la  jurisprudencia 
establecida  con  anterioridad  á  la  fecha  de  su  promulgación, 
siquiera  esté  de  acuerdo  con  ios  preceptos  del  mismo.  .  .  33o 
— No  puede  prosperar  la  casación,  después  de  promulgado 
el  Código  civil,  fundada  en  los  preceptos  de  la  antigua  le- 
gislación que  regulaban  la  condena  de  costas 33a 

^Siendo  las  disposiciones  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
vil parte  del  derecho  general,  y  no  del  llamado  foral,  no 
puede  pretenderse  su  subsistencia  en  las  provincias  afora- 
das, por  consecuencia  de  lo  ordenado  en  el  articulo  1 2  del 
Código,  en  cuanto  estén  en  contradicción  con  éste,  por  ha- 
ber sido  derogadas  por  el  articulo  i  .976.  .......  334 

—El  articulo  1.430  del  Código  civil,  en  cuanto  concede  al 
Juez  facultad  para  dar  alimentos  al  cónyuge  viudo  y  á  los 
hijos  de  los  productos  de  la  administración  de  la  testamen- 
taria del  causante,  no  ha  derogado  el  precepto  del  articu- 
lo 1.100  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  faculta  para 
dárselos  igualmente  á  los  demás  herederos  y  legatarios,  por- 
que el  1.030  del  Código  atribuye  al  Juez  la  facultad  de  pro- 
veer á  la  administración  de  los  bienes  hereditarios,  con 
arreglo  á  lo  que  prescribe  para  el  juicio  de  testamentaria  la 

Ley  procesal 33) 

—Las  disposiciones  de  la  Ley  orgánica  del  Poder  judicial 
que  regulan  la  competencia  de  los  Juzgados  y  Tribunales 
en  materia  civil,  han  sido  derogadas  por  el  Código.  .  .  .  340 
—  La  Ley  de  Puertos  de  7  de  Mayo  de  1880,  en  cuanto  con- 
cede el  derecho  de  tanteo  á  los  dueños  de  los  terrenos  á  que 
la  misma  se  refiere,  no  puede  conceptuarse  comprendida  en 
la  derogación  que  contiene  el  articulo  1.976  del  Código  ci- 
vil, por  referirse  en  su  totalidad  á  una  materia  especial  no 

regida  por  éste 343 

—El  precepto  del  articulo  1.976  del  Código  civil  no  ha  de- 
rogado las  leyes  especiales  de  Minas,  con  arreglo  á  las  cua- 
les deben  resolverse  las  cuestiones  que  se  promuevan  ante 

T.  XI.~3I 
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ios  Tribunales  sobre  explotación  de  las  mismas  y  sobre  in- 
trusiones de  unas  en  otras 345 

—El  articulo  1.976  del  Código  civil  no  ha  derogado  la  Ley 
de  Administración  y  Contabilidad,  que  determina  los  bie- 
nes pertenecientes  al  Kstado,  regula  los  derechos  de  éste  y 

establece  la  prelación  de  sus  créditos  liquidados 849 

— La  disposición  derogatoria,  contenida  en  el  artículo  1.976 
del  Código  civil,  de  todos  los  cuerpos  legales,  usos  y  cos- 
tumbres que  constituían  el  derecho  civil  de  Castilla,  no  al- 
canza á  los  Estatutos  ó  Reglamentos  particulares  por  que 
se  rigen  las  Asociaciones,  Corporaciones  y  Compañías,  de 
cualquier  clase  que  sean 349 

Disposiciones  transitorias.  —  Párrafo  inicial.  El  precepto  - 
del  artículo  168  del  Código  civil,  según  el  cual,  conservan 
las  viudas  el  derecho  de  patria  potestad  sobre  sus  hijos 
mientras  no  pasan  á  segundas  nupcias,  es  aplicable  á  la 
mujer  con  hijos  legítimos  que  enviudó  antes  de  que  comen- 
zara á  regir  el  Código,  y  contrajo  segundo  matrimonio  des- 
pués de  su  promulgación •  ....  353 

— El  articulo  164  del  Código  que  atribuye  la  patria  potestad 
al  padre  ó  á  la  madre  respecto  del  hijo  natural,  es  inaplica- 
ble tratándose  de  un  hijo  nacido  con  anterioridad  á  la  pu- 
blicación del  índigo  civil 356 

—Constituida  tácitamente  una  servidumbre  antes  de  empe- 
zar á  regir  el  Código  civil,  y  enajenado  el  predio  sirviente 
con  posterioridad  á  su  publicación,  las  cuestiones  que  se 
susciten  acerca  de  la  validez  ó  subsistencia  de  la  servidum- 
bre, deben  resolverse  por  las  disposiciones  del  Código  civil.  357 

Rbolas  i.*,  2.*  y  3.*  Los  derechos  declarados  por  primera 
vez  en  el  Código  civil,  pero  nacidos  antes  de  su  promulga- 
ción, no  pueden  regularse  por  las  disposiciones  de  dicho 

cuerpo  legal 364 

— El  reconocimiento  de  un  hijo  natural,  nacido  con  ante- 
rioridad á  la  promulgación  del  Código  civil,  debe  regularse 

por  la  legislación  antigua 366 

— Nombrado  tutor  en  testamento  posterior  á  la  publicación 
del  Código  civil,  por  la  madre  que  contrajo  segundas  nup- 
cias antes  de  su  promulgación,  no  puede  entenderse  nacido 
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«1  derecho  á  la  tutoría  al  amparo  de  la  legislación  antigua, 
ni  exento,  por  tanto,  tal  nombramiento  de  la  aprobación  del 

consejo  de  familia 371 

—El  derecho  que  concede  el  artículo  1.917  del  Código  civil 
para  abstenerse  en  los  convenios  sobre  quita  y  espera,  ó 
en  los  concursos,  entre  otros  acreedores  privilegiados,  é 
aquellos  cuyos  créditos  consten  por  sentencia  firme,  puede 
ejercitarlo  el  acreedor  si  la  sentencia  en  que  funda  su  dere- 
cho de  abstención  es  posterior  al  Código  civil,  aunque  los 
actos  que  la  originaran  fueran  anterioresásu  promulgación.  374 
—No  puede  darse  efecto,  desde  luego,  á  los  derechos  decla- 
rados por  primera  vez  en  el  Código,  sino  en  cuanto  no  per- 
judiquen á  otro  derecho  adquirido,  de  igual  origen.  .  .  .  377 
— El  crédito  declarado  en  sentencia  firme  de  fecha  anterior 
á  la  publicación  del  Código  civil,  goza  de  la  preferencia  que 
por  razón  de  su  antigüedad  pueda  corresponder  le  en  con- 
currencia con  otros  de  la  misma  clase  posteriores  á  su  pro- 
mulgación, con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  articulo  1.924, 
número  3.**,  letra  B,  porque  con  ello  no  se  perjudica  á  nin- 
gún otro  derecho  adquirido,  de  igual  origen 378 

— Tratándose  de  un  derecho  adquirido  bajo  el  régimen  de 
la  legislación  antigua,  y  versando  el  pleito  sobre  la  califica- 
ción jurídica  del  mismo,  y  no  sobre  la  forma  de  ejercitar- 
lo, ni  sobre  su  duración  ó  procedimiento  para  hacerlo  valer, 
la  cuestión  litigiosa  debe  resolverse  por  los  dictados  del  de- 
recho antiguo 382 

— Abierta  la  sucesión  de  una  persona  el  día  de  su  falleci- 
miento, posterior  á  la  publicación  del  Código  civil,  es  éste 
aplicable  al  pleito  sobre  mejor  derecho  á  la  herencia,  por 
ser  notorio  que  los  derechos  hereditarios  no  nacen  hasta  la 
defunción  de  la  persona  de  cuya  sucesión  se  trata.  .  .  .  385 
— Las  disposiciones  del  Código  civil  no  son  aplicables,  en 
general,  á  hechos  realizados  antes  de  su  promulgación,  ni, 
por  tanto,  á  las  sucesiones  de  personas  fallecidas  antes  de 

que  aquél  comenzara  á  regir 387 

— Las  disposiciones  del  Código  civil  son  inaplicables  cuando 
se  ejercitan  derechos  nacidos  del  matrimonio  celebrado  an- 
tes de  la  publicación  de  dicho  cuerpo  legal 388 
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—El  derecho  concedido  á  la  mujer  casada,  por  el  articu- 
lo 1.345  del  Código  civil,  para  exigir  de  su  mando  hipoteca 
que  garantice  la  dote  confesada  por  documento  privado, 
otorgado  con  anterioridad  á  la  publicación  del  Código,  no 
modifica  ni  altera,  por  sí  solo,  los  derechos  de  prelación  so- 
bre otros  acreedores,  que  pudiera  reconocerla  la  legislación 
antigua,  si  la  mujer  no  hizo  uso  de  aquella  facultad.  .  .  395 
—El  reconocimiento  de  un  hijo  natural  nacido  antes  de  la 
promulgación  del  Código  civil,  se  rige  por  las  disposiciones 
de  dicho  Código,  si  se  pide  en  virtud  del  derecho  que  por 
primera  vez  define  en  su  articulo  i35,  ó  sea,  fundándose  en 

la  posesión  continua  de  aquel  estado 396 

—Los  derechos  sucesorios  del  hijo  natural,  legitimado  con 
anterioridad  á  la  publicación  del  Código  civil,  por  conce- 
sión Real  que  le  otorgó  la  plenitud  de  los  derechos  de  la  le- 
gitimación, como  si  fuera  habido  de  legítimo  matrimonio, 
deben  regularse,  en  cuanto  á  su  condición  y  capacidad  ju- 
rídica, por  la  legislación  antigua,  y  en  cuanto  á  la  cuota  le- 
gitimaria, por  las  disposiciones  del  Código  si  la  sucesión  se 
abrió  después  de  su  promulgación. 

Concurriendo  en  tales  condiciones  á  la  herencia  de  la  ma- 
dre natural,  con  el  viudo  de  ésta,  sólo  será  estimable  el  de- 
recho que  al  cónyuge  sobreviviente  concede  el  Código,  en 
cuanto  no  perjudique  el  derecho  reconocido  al  hijo  por  la 

legislación  anterior 397 

—El  hijo  concebido  en  adulterio,  pero  nacido,  antes  de  reg'r 
el  Código  civil,  cuando  los  padres  podían  ya  casarse  y,  por 
tanto,  con  la  condición  de  hijo  natural,  según  la  Ley  1 1  de 
Toro,  entonces  vigente,  puede  ser  legitimado  por  subsi- 
guiente matrimonio,  aunque  al  celebrar  éste  estuviera  ya 

vigente  el  Código  civil 402 

—La  obligación  de  reservar  impuesta  por  el  articulo  81 1 
del  Código  civil,  derecho  por  primera  vez  declarado  en  este 
cuerpo  legal,  no  tiene  efecto  respecto  de  las  sucesiones  veri- 
ficadas bajo  el  régimen  de  la  antigua  legislación 407 

—El  precepto  de  la  disposición  transitoria  i.*  del  Código  ci- 
vil no  es  aplicable  á  la  legislación  que  regula  la  expropia- 
ción forzosa 4.1 1 
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— El  testamento  otorgado  con  posterioridad  á  la  publica- 
ción del  Código  civil,  no  puede  derogar  el  otorgado,  con  an- 
terior á  su  promulgación,  con  cláusula  ad  cautelam,  si  no 
se  hace  mención  señalada  de  la  misma  en  el  segundo;  por- 
que suponer  que  para  tal  derogación  basta  la  fórmula  gene- 
ral derogatoria,  implicaría  la  anulación  del  precepto  conte- 
nido en  la  regla  a.*  de  las  disposiciones  transitorias  del 
Código,  según  el  cual,  esa  especie  de  cláusulas  usadas  en  al- 
gunos testamentos  antiguos,  producirán  su  efecto 4i3 

— Para  los  efectos  de  las  disposiciones  transitorias  i.*  y  2.* 
del  Código  civil,  sólo  puede  considerarse  nacido  un  derecho 
si  se  funda  en  hechos  realizados  bajo  el  régimen  de  la  legis- 
lación anterior,  no  erf  la  eventualidad  de  que  entonces  pu- 
dieran realizarse 416 

— Las  disposiciones  de  la  Ley  Hipotecaria  producen  efecto 
retroactivo  en  beneficio  de  los  terceros  que  adquirieron  la 
propiedad  al  amparo  de  sus  preceptos,  aunque  su  derecho 
afecte  y  destruya  otro  derecho,  adquirido  con  anterioridad  á 
la  publicación  del  Código  civil,  pero  no  inscrito  en  el  Regis- 
tro de  la  propiedad 419 

— Las  disposiciones  transitorias  1.*  y  a.'^del  Código  civil  no 
han  modificado  en  modo  alguno  el  derecho  que  tenía  y  tiene 
el  heredero  legítimo  para  promover  el  juicio  voluntario  de 

testamentaria 424 

—El  precepto  del  artículo  1 . 1 10  del  Código  civil,  de  que  el 
recibo,  sin  reservas,  del  último  plazo  de  un  débito,  extingue 
la  obligación  en  cuanto  á  los  anteriores,  como  disposición 
nueva  en  nuestro  derecho  positivo,  no  es  aplicable  á  los 
contratos  celebrados  con  anterioridad  á  la  promulgación  de 

dicho  cuerpo  legal 427 

Reglas  4.*,  5.*  y  6.*    El  reconocimiento  de  los  hijos  natura- 
les nacidos  y  reconocidos  tácitamente  por  el  padre  antes  de  - 
haber  comenzado  á  regir  el  Código  civil,  se  rige  por  los  pre- 
ceptos de  la  legislación  antigua,  aunque  ejerciten  los  hijos 
su  derecho  después  de  la  promulgación  de  aquel  cuerpo 

legal 431 

—La  acción  de  reconocimiento  de  un  hijo  ilegítimo,  no  na- 
tural, á  los  efectos  del  derecho  á  recibir  alimentos,  nacido 
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antes  de  la  publicación  del  Código  civil^  debe  ajustarse 
al  procedimiento  marcado  en  el  artículo  141,  si  se  ejercitó 
después  de  la  promulgación  de  dicho  cuerpo  legal.  .  .  .  433 
—La  prueba  de  la  paternidad  de  los  hijos  naturales  nacidos 
antes  de  regir  el  Código  civil  y  utilizada  en  pleito  promovido 
después  de  su  publicación,  no  está  subordinada  á  los  precep- 
tos de  los  artículos  i3i  y  siguientes,  sino  á  la  Ley  1 1  de  Toro; 
I.*,  Título  5.®,  Libro  ío,  de  la  Novísima  Recopilación.  .  .  435 
— Los  derechos  sucesorios  del  hijo  natural,  legitimado  con 
anterioridad  á  la  publicación  del  Código  civil,  por  concesión 
Real  que  le  otorgó  la  plenitud  de  ios  derechos  de  la  legiti- 
mación, como  si  fuera  habido  de  legítimo  matrimonio,  de- 
ben r^ularse,  en  cuanto  á  su  condición  y  capacidad  jurídi- 
ca, por  la  legislación  antigua;  y  en  cuanto  á  la  cuota  legiti- 
maria, por  las  disposiciones  del  Código,  si  la  sucesión  se 
abrió  después  de  su  promulgación. 

Concurriendo  en  tales  condiciones  á  la  herencia  de  la  ma- 
dre natural,  con  el  viudo  de  ésta,  sólo  será  estimable  el  de- 
recho que  al  cónyuge  sobreviviente  concede  el  Código,  en 
cuanto  no  perjudique  al  derecho  que  reconoce  al  hijo  la  le- 
gislación anterior 437 

— El  hijo  concebido  en  adulterio,  pero  nacido  antes  de  re- 
gir el  Código  civil  cuando  los  padres  podían  ya  casarse  y, 
por  tanto,  con  la  condición  de  hijo  natural  según  la  Ley  1 1 
de  Toro,  entonces  vigente,  puede  ser  legitimado  por  subsi- 
guiente matrimonio,  aunque  éste  se  celebre  estando  ya  vi- 
gente el  Código  civil 438 

— El  reconocimiento  de  un  hijo  natural  nacido  antes  de  la 
promulgación  del  Código  civil  se  rige  por  sus  disposiciones, 
si  se  pide  en  virtud  del  derecho  que  por  primera  vez  define 
en  su  artículo  i35,  ó  sea,  fundándose  en  la  posesión  conti- 
nua de  aquel  estado,  sin  que  á  ello  obste  la  circunstancia  de 
haberse  realizado  antes  de  la  promulgación  del  Código  la 
mayor  parte  de  los  hechos  demostrativos  de  la  posesión  del 

estado  de  hijo  natural 438 

— Las  disposiciones  del  Código  civil  son  inaplicables  cuando 
se  ejercitan  derechos  nacidos  del  matrimonio  celebrado  an- 
tes de  su  promulgación 439 
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— La  legislación  antigua  es  aplicable  al  ejercicio  de  las  ac- 
ciones nacidas  antes  de  la  publicación  del  Código  civil, 
aunque  ejercitadas  después  de  su  promulgación,  si  no  se 
cuestionó  en  el  pleito  sobre  su  duración  ni  sobre  la  forma 

de  ejercitarlas,  sino  sobre  su  sustantividad 43g 

—La  acción  para  retraer  el  dominio  directo  ó  el  úvil  de  una 
finca  enfitéutica,  debe  ajustarse,  en  su  ejercicio,  á  las  dispo- 
siciones del  Código  civil,  aunque  la  separación  de  ambos 
dominios  haya  tenido  lugar  en  virtud  de  contrato  celebrado 

antes  de  la  promulgación  de  aquel  cuerpo  legal 441 

— Incoadas  las  diligencias  preparatorias  de  un  juicio  antes 
de  regir  el  Código  civil  y  ejercitada  la  acción,  por  medio  de 
la  correspondiente  demanda,  después  de  su  publicación, 
son  aplicables  para  su  ejercicio  los  procedimientos  marca- 
dos por  dicho  cuerpo  legal,  porque  sólo  cuando  la  demanda 
se  presenta  es  cuando  propiamente  puede  decirse  que  se 

ejercita  la  correspondiente  acción 44^ 

—El  derecho  que  concede  el  artículo  1.9 17  del  Código  civil 
para  abstenerse  en  los  convenios  sobre  quita  y  espera,  ó  en 
los  concursos,  entre  otros  acreedores  privilegiados,  á  aque- 
llos cuyos  créditos  consten  por  sentencia  firme,  puede  ejer- 
citarlo el  acreedor  si  la  sentencia  en  que  funda  su  derecho 
de  abstención  es  posterior  á  la  publicación  del  Código  civil, 
aunque  los  actos  que  la  originaran  sean  anteriores  á  su  pro- 
mulgación  

— El  precepto  del  artículo  1 .1 10  del  Código  civil,  de  que  el 
recibo,  sin  reservas,  del  último  plazo  de  un  débito  extingue 
la  obligación  en  cuanto  á  los  anteriores,  como  disposición 
nueva  en  nuestro  derecho  positivo,  no  es  aplicable  á  los 
contratos  celebrados  con  anterioridad  á  la  publicación  de 

aquel  cuerpo  legal • 44^ 

Reglas  7.*  á  i  i  .  Nombrado  el  curador  ejemplar  de  un  incapa- 
citado y  hallándose  pendiente  de  constituirse  definitivamen- 
te la  cúratela  al  promulgarse  el  Código  civil,  debe  verificar- 
se dicha  constitución  con  arreglo  á  la  legislación  anterior. 

Una  vez  constituida  la  cúratela,  queda  sujeto  el  curador, 
en  cuanto  á  su  ejercicio,  á  las  prescripciones  del  Código  y, 
en  su  consecuencia,  al  consejo  de  familia 449 
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—La  facultad  para  conocer  de  la  rendición  y  aprobación  de 
las  cuentas  en  las  tutelas  constituidas  con  arreglo  á  la  le- 
gislación antigua,  corresponde  al  consejo  de  familia  .  .  .  463 
— El  curador  ad  litem  nombrado  con  arreglo  á  la  legislación 
antigua,  tiene  personalidad  para  represenur  en  juicio  al 
menor,  después  de  la  publicación  del  Código  civil,  si  carece 

de  toda  otra  representación 464 

— Las  tutelas  constituidas  después  de  regir  el  Código  civil 
están  sometidas,  en  cuanto  á  su  ejercicio,  al  consejo  de  fa- 
milia, aunque  emanen  de  testamentos  otorgados  antes  de 

su  promulgación 455 

—No  obstante  lo  prevenido  por  la  Regla  10  de  las  disposi- 
ciones transitorias  del  Código,  según  la  que,  cuando  el  tutor 
ó  curador  nombrado  con  arreglo  á  la  antigua  legislación 
hubiere  comenzado  ya  á  ejercer  su  cargo,  no  se  procederá 
al  nombramiento  del  consejo  de  familia  hasta  que  lo  solicite 
alguna  de  las  personas  que  deban  formar  parte  de  él  ó  el 
mismo  tutor  ó  curador  existente,  no  podrá  éste  prescindir 
del  consejo  de  familia  en  los  casos  en  que  el  Código  hace 

precisa  su  intervención 45ó 

—Nombrado  tutor  en  testamento  posterior  á  la  publicación 
del. Código  civil,  por  la  madre  que  contrajo  segundas  nup- 
cias antes  de  su  promulgación,  no  puede  entenderse  nacido 
el  derecho  á  la  tutoría  al  amparo  de  la  legislación  antigua, 
ni  exento,  por  tanto,  tal  nombramiento  de  la  aprobación  del 

consejo  de  familia 460 

Reglas  12  y,  i3.  La  disposición  de  los  artículos  818  y  819 
del  Código  civil,  según  los  cuales,  las  donaciones  hechas  á 
extraños  deben  imputarse  á  la  parte  de  libre  disposición,  es 
aplicable  á  las  herencias  de  los  fallecidos  después  de  publi- 
cado el  Código,  aun  cuando  la  donación  se  hiciera  con  an- 
terioridad á  su  promulgación 462 

— La  sentencia  que  declara  nula  una  institución  heredita- 
ria anterior  á  la  publicación  del  Código  civil,  por  resultar 
preterido  un  hijo  natural  al  abrirse  la  sucesión  después  de 
haber  empezado  aquél  á  regir,  infringe  la  regla  13  de  las 

disposiciones  transitorias  de  dicho  cuerpo  legal 463 

— Declarada  la  presunción  de  muerte  de  una  persona  por 
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sentencia  de  fecha  posterior  á  la  publicación  del  Código  ci- 
vil, su  sucesión  debe  regirse  por  los  preceptos  de  este 

cuerpo  legal 466 

— El  hijo  natural  reconocido  con  arreglo  á  los  preceptos  de 
la  ley  antigua,  cuyo  padre  falleció  después  de  la  promulga- 
ción del  Código  civil,  tiene  derecho  á  ser  considerado  como 
heredero  forzoso  y  á  las  cuotas  hereditarias  que,  según  los 
casos,  fijan  los  artículos  840  y  siguientes  de  dicho  cuerpo 

legal 470 

— La  regla  13  de  las  disposiciones  transitorias  del  Código 
civi.  no  ha  derogado  los  preceptos  de  los  artículos  i.o38  y 
siguientes  de  la  Ley  procesal,  que  se  refieren  al  modo  y 

forma  de  practicar  la  partición  de  la  herencia 470 

—Abierta  la  sucesión  de  una  persona  el  día  de  su  falleci- 
miento, posterior  á  la  publicación  del  Código  civil,  es  éste 
aplicable  al  pleito  sobre  mejor  derecho  á  la  herencia,  con 
arreglo  á  las  disposiciones  transitorias  1/  y  13,  por  ser 
notorio  que  los  derechos  hereditarios  no*  nacen  hasta  la  de- 
función de  la  persona  de  cuya  sucesión  se  trata 470 
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